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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi; de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Errázuriz Domínguez, y de Energía, señor Jorge Bunster Betteley.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 74ª, especial, en 27 de noviembre; 78ª, ordinaria, y 79ª, extraordinaria, en 10 y 11 de diciembre, respectivamente, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de ley que regula la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos (boletín N° 9.201-03) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.


Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (boletín Nº 8.643-02).



2.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



3.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).



4.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a farmacias (boletines Nos 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley sobre fomento forestal que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (boletín N° 8.603-01).


2.- Proyecto que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (boletín N° 6.201-02).



3.- Proyecto que sustituye las leyes Nº 19.039, sobre propiedad industrial y Nº 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial (boletín Nº 8.907-03).



4.- Proyecto de ley que establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal (boletín Nº 8.189-04).



5.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (boletín Nº 7.958-05).



6.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (boletín Nº 8.132-26).



7.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (boletín Nº 8.874-05).


8.- Proyecto que modifica la ley N° 19.253, sobre normas de protección, fomento y desarrollo de los indígenas, estableciendo dieta para los Consejeros Nacionales de la CONADI y para los Comisionados de la CODEIPA que indica (boletín Nº 9.041-31).



9.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06).



10.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



11.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



12.- Proyecto que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (boletín Nº 7.686-07).



13.- Proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades, y crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (boletín Nº 8.210-06).



14.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (boletín Nº 8.314-07).


15.- Proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (boletín Nº 8.618-11).



16.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (boletines Nos 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados, con los que informa que dio su aprobación a los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto de ley que establece el 6 de junio como Día Nacional del Pampino (boletines Nos 9.066-24 y 9.065-06, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 2).


2.- Proyecto de ley que declara la Fiesta de La Tirana, patrimonio cultural inmaterial de la nación y fija normas para su organización (boletín Nº 9.103-24) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasan a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


3.- Proyecto de ley que modifica los artículos 304, 471 y 472 del Código Orgánico de Tribunales, en materia de juramento de jueces y auxiliares de la administración de justicia (boletín Nº 8.942-07) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 75 de la ley Nº 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.


De los señores Ministros de Relaciones Exteriores (s) y de Defensa Nacional:


Envían informe semestral sobre situación de tropas nacionales fuera del territorio en operaciones de paz, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 de la ley N° 20.027.



--Se remite el documento a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.


De la señora Ministra de Justicia:


Atiende peticiones, remitidas en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, en materia de corrección del proceso de adjudicación de recursos en el SENAME para menores en situación de vulnerabilidad en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:


Responde solicitudes de presentación de indicaciones de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, formuladas en nombre de los Senadores señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Girardi, Kuschel, Lagos y Zaldívar, con ocasión del debate de la ley N° 20.696, relativas a las siguientes materias:



1.- Creación de instituciones especializadas para abordar la organización integral y multimodal de los sistemas de transporte público en la Región Metropolitana y en otras ciudades o áreas del país que desarrollen soluciones complejas de transporte público, vía licitación.



2.- Plena interconectividad terrestre de las regiones de Aysén y de Magallanes y de la Antártica Chilena, a más tardar en el año 2016.



Absuelve petición, remitida en nombre del Senador señor Bianchi, sobre factibilidad de financiar con recursos de la ley N° 20.378 programas destinados al trasporte escolar en comunas rurales, en especial en aquellas en que no existe el referido sistema.



De la señora Directora de Presupuestos:


Informa, según solicitud enviada en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre la objeción hecha al proyecto “Plataforma integrada para el fomento de la comercialización de productos agrícolas procesados y servicios de turismo rural de pequeños productores del Maule”, postulado por la Universidad Católica del Maule ante el Fondo de Innovación para la Competitividad Regional.



Del señor Intendente de la Región del Maule:



Responde solicitudes de información sobre las siguientes materias, consultadas en nombre de la Senadora señora Rincón:


1.- Recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional comprometidos como arrastre para el año 2014 y monto de los fondos de idéntica naturaleza para el año 2015.



2.- Disponibilidad de locomoción gratuita para facilitar el acceso de los electores a los locales de votación el día domingo 15 del presente mes. 



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda:


Transmite respuesta del señor Secretario del ramo a petición enviada en nombre de los Senadores señores Girardi y Navarro relativa a posibilidad de enviar una iniciativa legal que extienda la exención tributaria contenida en el numeral 1 de la letra E del artículo 12 del decreto ley Nº 825, Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el acuerdo de vida en pareja, con urgencia calificada de “simple”, (boletines Nos 7.873-07 y 7.011-07, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 5).


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (boletín Nº 8.828-14) (Véase en los Anexos, documento 6).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica las leyes Nos 18.290 y 18.287 en lo que se refiere, respectivamente, al control de licencias de conducir y a la prórroga de la boleta de citación a audiencia, en los casos de fuerza mayor que indica (boletín N° 9.158-15) (Véase en los Anexos, documento 7).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que suprime las palabras “amo” y “criado” en el artículo 447 del Código Penal (boletín Nº 9.086-17) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Quedan para tabla.
Mociones



Siete del Senador señor Navarro, con las que da inicio a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, con el fin de regular los centros de atención de llamadas al público dispuestos por los proveedores de bienes o servicios (boletín N° 9.191-03) (Véase en los Anexos, documento 9).


2.- Proyecto que modifica la ley N° 19.496 en materia de registro por los consumidores de sus comunicaciones con proveedores, en caso de reclamaciones o preguntas relativas a productos y servicios ofrecidos o contratados (boletín N° 9.193-03) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasan a la Comisión de Economía.


3.- Proyecto que modifica la ley N° 17.288, con el objeto de aplicar respecto de los meteoritos y cráteres meteóricos determinadas disposiciones referentes a los monumentos arqueológicos (boletín N° 9.194-04) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


4.- Proyecto de reforma que modifica el artículo 93 de la Constitución Política de la República en lo referente  a los tratados internacionales ratificados por Chile (boletín N° 9.198-07) (Véase en los Anexos, documento 12).


--Pasa a la Comisión de Constitución Legislación, Justicia y Reglamento.


5.- Proyecto de ley que prohíbe a las mutuales de empleadores realizar negocios y transacciones con empresas relacionadas y elimina la disposición que les permite dar prestaciones a personas que no tengan la calidad de beneficiarios de la ley Nº 16.744 (boletín N° 9.190-13) (Véase en los Anexos, documento 13).


6.- Proyecto que castiga como delitos, en la ley N° 16.744, la omisión de información a las autoridades administrativas y el incumplimiento de la obligación de proceder a la suspensión inmediata de las faenas, en casos de accidentes fatales o graves (boletín N° 9.195-13) (Véase en los Anexos, documento 14).


7.- Proyecto de ley que establece la aplicación retroactiva de los actos administrativos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y de la Superintendencia de Seguridad Social que señala, en materia de regulación de las condiciones contractuales de créditos sociales concedidos por las cajas de compensación de asignación familiar (boletín N° 9.196-13) (Véase en los Anexos, documento 15). 



--Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Tres del Senador señor Ruiz-Esquide, con las que da inicio a la tramitación de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote Ramón Seco Pérez (boletín N° 9.187-17) (Véase en los Anexos, documento 16).


2.- Proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote Andrés Lacalle Andrés (boletín N° 9.188-17) (Véase en los Anexos, documento 17).


3.- Proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote José Antonio Ortega Martín (boletín N° 9.189-17) (Véase en los Anexos, documento 18).


--Pasan a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Navarro, con la que propone un proyecto que modifica la ley Nº 18.883 con el fin de impedir que los alcaldes que no fueron reelegidos puedan convocar a concursos o seleccionar a quienes postulen en ellos.


--Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución.
Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Navarro y Quintana, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un mensaje que permita a las beneficiarias de pensiones de sobrevivencia del antiguo sistema de pensiones que al efecto de percibir el bono por hijo han debido afiliarse a una administradora de fondos de pensiones, conservar su derecho a ser causantes de la asignación por muerte (boletín N° S 1.626-12) (Véase en los Anexos, documento 19).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permiso constitucional



Solicitud de permiso constitucional del Honorable señor Pizarro para ausentarse del país a contar del 17 de diciembre hasta el 22 del mismo mes.



--Se accede.
El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión celebrada el día de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar y votar en la presente sesión la proposición de la Comisión Bicameral para designar a los integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, una vez que se dé cuenta del informe de la referida Comisión.



2.- Fijar plazo para formular indicaciones al proyecto que sustituye las leyes N° 19.039, sobre propiedad industrial, y N° 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial, hasta las 18 de hoy, en la Secretaría de la Comisión.



3.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica la ley N° 20.671, con el objeto de suprimir el límite máximo para regularizar ampliaciones en viviendas sociales, siempre que la superficie edificada total no exceda de 90 metros cuadrados, hasta las 12 de mañana miércoles 18 de diciembre, en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



4.- Tratar en Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana el proyecto que modifica la ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación, siempre que se dé cuenta del respectivo informe en el curso de esta sesión.



5.- Devolver a la Comisión de Obras Públicas, para un nuevo segundo informe, el proyecto de ley que figura en el primer lugar de la tabla de hoy, esto es, el que dicta normas sobre compensaciones de los usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos, fijándose un nuevo plazo para formular indicaciones hasta las 12 del lunes 13 de enero de 2014, las que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- El Senador señor Andrés Zaldívar ha solicitado la palabra, pero no se encuentra en la Sala. 



Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide, sobre la Cuenta.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, la Comisión Mixta que discutió el proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación de farmacias y medicamentos aprobó hoy día un texto. 



Por tanto, quiero solicitar que se hagan las gestiones correspondientes con los Comités para ver la posibilidad de tratar mañana el informe en la Sala, o un certificado de Secretaría. La iniciativa se aprobó prácticamente por unanimidad, por lo que el informe es relativamente fácil. Su despacho por el Senado permitiría que fuese pronto a la Cámara Baja, de manera de poder tener ley en febrero próximo, que es lo que hemos estado buscando desde hace bastante tiempo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Que lo vean los Comités, señor Presidente. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Se podría tomar el acuerdo de tratarlo mañana.

El señor PIZARRO (Presidente).- No se ha recibido el informe todavía. 



Entonces, se procedería de la siguiente manera: una vez emitido el informe, solicitaremos el acuerdo de la Sala para ver en qué fecha se tratará. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muy bien.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pasaremos al Orden del Día. 

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE NORMATIVA SOBRE CREACIÓN DE REGISTRO NACIONAL DE SERVICIOS DE TRANSPORTE REMUNERADO DE ESCOLARES

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo convenido por los Comités, corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (8329-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 53ª, en 9 de octubre de 2012.



Informe de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 78ª, en 10 de diciembre de 2013.



Discusión:



Sesión 78ª, en 10 de diciembre de 2013 (queda para segunda discusión).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de fecha 10 de diciembre quedó para segunda discusión este proyecto.



Su objetivo es establecer que no podrán ejercer la actividad de conductor y de acompañante en el transporte remunerado de escolares aquellas personas que presenten un certificado de antecedentes en que conste que fueron condenadas por cometer delitos de índole sexual contra menores de edad.



La Comisión deja constancia de que, no obstante tratarse de una iniciativa de artículo único, la discutió solo en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Girardi y Letelier.



El texto que se propone se transcribe en el primer informe de la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el proyecto en debate tiene por objeto uniformar criterios en lo que respecta a los conductores de transporte escolar remunerado y a quienes, de acuerdo a la ley, los deben acompañar para el debido cuidado de escolares. Su propósito es que no puedan ejercer la actividad de conductor o de acompañante en el vehículo aquellas personas que presenten un certificado de antecedentes en que conste que hayan sido condenadas por cometer delitos de índole sexual contra menores de edad.



De igual manera, se otorgan facultades expresas a los Secretarios Regionales Ministeriales de Transportes y Telecomunicaciones para cancelar las inscripciones una vez constatado el incumplimiento de los requisitos habilitantes establecidos en la ley o en el reglamento.



Se trata, por cierto, de una iniciativa muy necesaria para evitar interpretaciones disímiles en la aplicación de la normativa vigente para esta actividad, que complementa la actividad educativa de los escolares.



Como señala el informe de la Comisión que presido, se hace necesario fortalecer la exigencia del certificado de antecedentes que deben exhibir las personas que trabajan en el transporte escolar remunerado de pasajeros, entregándole un efecto claro en cuanto a impedir la inscripción de aquellos conductores de vehículos condenados por haber cometido delitos que afectan o ponen en riesgo a menores de edad, y se hace extensiva tal exigencia a los acompañantes de dichos conductores en el transporte escolar.



Al mismo tiempo, resulta indispensable precisar qué delitos se incluyen en esta categoría, circunscribiéndolos en un catálogo especialmente creado para este efecto.



Finalmente, y como también lo consigna el informe de la Comisión, el proyecto tiene muy presente que la indemnidad física y sexual del menor es un derecho esencial que emana de la naturaleza humana y que se encuentra garantizado por la Constitución Política y también por la Convención sobre los Derechos del Niño.



Así, la presente iniciativa se inscribe dentro de las medidas de cumplimiento del compromiso adquirido por el Estado de Chile en dicha Convención.



Por estas razones, pido a los colegas que aprueben este importante proyecto, con el objeto de que se transforme en ley de la República antes del inicio del próximo período escolar.



Cabe recordar que el señor Ministro de Transportes, por instrucción del Presidente de la República, le puso “suma urgencia” a su despacho, ya que la iniciativa va en directo cuidado de la indemnidad física y sexual de los menores de edad.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, esta iniciativa se originó en mensaje. No tiene normas de quórum especial, y fue aprobada por unanimidad en la Comisión. En la Cámara de Diputados fue despachada con 60 votos a favor, ninguno en contra y solo 2 abstenciones.



El proyecto apunta a modificar la ley Nº 19.831, que creó el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares, con la finalidad de prohibir que se desempeñen como conductores o acompañantes personas con antecedentes por haber sido condenadas por delitos de índole sexual contra menores de edad.



La iniciativa faculta, además, a los Secretarios Regionales Ministeriales de Transportes y Telecomunicaciones para cancelar las inscripciones, una vez constatado el incumplimiento de los requisitos habilitantes establecidos en la ley o en el reglamento.



Se trata de una propuesta de sentido común, enmarcada en el propósito de separar a los responsables de cometer delitos sexuales contra menores del contacto habitual con niños, para prevenir la repetición de sus conductas y brindar mayor protección a los escolares.



Por supuesto, vamos a votar afirmativamente la idea de legislar respecto de una materia que en estos momentos es de alta connotación y tiene vigencia en el país.



Gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, esta iniciativa, que modifica la ley Nº 19.831, que creó el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares, resulta de toda lógica, especialmente porque su objetivo es perfeccionar los sistemas de protección a los menores de edad a fin de no exponerlos a situaciones de riesgo cuando viajan en transporte escolar.



La actual normativa, si bien exige que al momento de la inscripción en el mencionado registro el conductor debe presentar su certificado de antecedentes para fines especiales, contiene una serie de vacíos respecto a los efectos de dicho requerimiento y no deja claras las atribuciones de las Seremías de Transporte sobre el particular.



El proyecto propone varias enmiendas a la ley Nº 19.831. 



Por ejemplo, hace exigible el certificado a todos los conductores de vehículos, al igual que a los acompañantes; establece explícitamente la atribución de las Secretarías Regionales Ministeriales de Transportes de denegar la inscripción ante la existencia de determinadas anotaciones y las faculta para cancelarla ante una anotación sobreviniente, y especifica el catálogo de delitos causales de la negación o cancelación (abandono de menores; sustitución de infantes; sustracción de menores; inducción de menores al abandono de hogar; violación; estupro; pedofilia; abuso de menores; producción, difusión y almacenamiento de pornografía infantil; promoción o facilitación de la prostitución de menores; incesto; violación con homicidio, trata y explotación de personas).



Ante la comisión de tales delitos, se deniega o cancela la inscripción a conductores o acompañantes sin necesidad de que el tribunal haya decretado la pena accesoria de inhabilitación para cargos, empleos, oficios y profesiones ejercidos en el ámbito educacional o que involucren una relación directa y habitual con menores de edad.



Me parece que, con la aprobación de este proyecto de ley, estamos dando mayor seguridad y certeza a los padres que contratan este medio de transporte para sus niños,  quienes muchas veces se ven involucrados sin querer en estas situaciones, sin que exista un procedimiento transparente para evitarlas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, en estos días hemos visto que el tema de las personas condenadas por delitos sexuales -en un caso puntual, se entrega un beneficio carcelario- es motivo de noticia.



A diario presenciamos en los medios de comunicación denuncias de apoderados de centros educacionales -en particular, de jardines infantiles y establecimientos de enseñanza básica- sobre hechos que implican abusos a menores de edad.



Lo relativo a los delitos sexuales en nuestro país posee una magnitud tremenda. El 70 por ciento de ellos afecta a menores, y en el 70 por ciento de esos casos son responsables personas conocidas por las víctimas (parientes o gente, entre comillas, de confianza).



Ya en otro momento del debate se creó un registro en el cual el Servicio de Registro Civil anota a las personas condenadas por delitos sexuales.



Y uno se pregunta -porque la misma ley dice que esa gente no debe trabajar con niños- si esta iniciativa es necesaria. Una normativa legal ya prohíbe a tales individuos acercarse a menores o trabajar en lugares donde haya niños.



Sin duda, algo en el Estado no ha funcionado lo suficientemente bien como para que lo propuesto no tenga ya una práctica, una implementación.



Si los municipios y el Registro Civil cruzaran sus propios datos, este proyecto sería innecesario. Comparten información para muchas otras cosas, pero no para este efecto.



Señor Presidente, permítame una consulta, aprovechando la presencia del Ministro de Transportes: yo por lo menos nunca he entendido por qué uno puede cargar por internet los teléfonos celulares y no la tarjeta BIP. 



¡Es absurdo no poder hacerlo! Es lo más absurdo que hay, porque una de las causas de evasión en el Transantiago es no tener dónde cargar la referida tarjeta.



De la misma forma, uno se pregunta: si se cuenta con un registro de personas condenadas por delitos sexuales, ¿por qué los municipios o el Ministerio respectivo no lo consultan antes de entregar a alguien una licencia para trabajar en ese rubro del transporte? ¿Por qué tales confirmaciones no se hacen de manera automática?



Este proyecto es de aquellos con finalidad más bien declarativa, pedagógica. En todo caso, igual lo votaré a favor, como lo hice en la Comisión. 



Sin embargo, muchas de estas materias requieren un Estado proactivo, en particular, cuando se trata de cuidar los derechos de las niñas, los niños y adolescentes de nuestro país; de protegerlos de situaciones peligrosas, y de darles a los padres y apoderados cierta tranquilidad y garantía.



Deseo destacar un elemento innovador de esta propuesta legislativa: algunos colegas y el Gobierno, que no eran partidarios de que el Estado se metiera en el ámbito de los privados, se han abierto en más de una ocasión -se lo comenté al señor Ministro en la Comisión, y me parece bien- a que el Estado se inmiscuya en contratos entre privados, como ocurre en este caso, con el fin de defender un bien superior.



Considero bueno que en algunos de estos debates -ha ocurrido en esta ocasión, y espero que a futuro vuelva a suceder- dejemos de lado un poco la ideología y pongamos por delante el interés superior de las personas.



Como dije, voy a pronunciarme a favor del proyecto.



Espero que, con ello, se dé una señal muy clara a quienes ejercen esta actividad, sobre todo, a los que poseen más de un vehículo. Estos deberán consultar el registro y asegurarse de no contratar a alguien que se encuentre en él.



Lo anterior es algo que no se halla bien contemplado en la iniciativa.



Si alguien tiene cinco furgones escolares y contrata choferes y ayudantes, ¿qué responsabilidad le cabe como dueño del vehículo al entregar ese transporte a una persona que pudiese estar inhabilitada? Porque es al propietario al que la seremi dará la autorización, no a los conductores. 



Se produce un matiz en cómo opera este mecanismo. A veces los conductores están habilitados para tener una licencia profesional, pero no son necesariamente los dueños de los vehículos, y son estos los que deben cumplir las normativas.



Entiendo que ello se puede perfeccionar en el transcurso del debate. Lo indico solamente porque estoy seguro de que, en última instancia, todos queremos que los pedófilos, los responsables de los delitos sexuales no se hallen cerca de los niños y las niñas. 



Ese tipo de personas, según todos los estudios que yo por lo menos conozco, no se sana, no se rehabilita. Es digno de análisis por la medicina y la psiquiatría: ¿por qué es casi imposible rehabilitar a quienes cometen tales delitos? No he leído buenas investigaciones que permitan argumentar en la dirección contraria. Por principio, siempre he pensado que el ser humano puede rehabilitarse, cambiar su comportamiento. Pero, en el caso que nos ocupa, no está demostrado que sea probable. En la práctica, no ocurre.



Señor Presidente, voy a votar a favor de la idea de legislar.



Espero que podamos mejorar la iniciativa en el trámite posterior para evitar que muchos dueños de vehículos terminen siendo corresponsables de situaciones no deseadas.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Me han pedido que abra la votación.



¿Hay acuerdo?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Pero manteniendo los tiempos de intervención.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay problema.



Acordado.



En votación el proyecto en general.



Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.



--(Durante la votación).
El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, esta iniciativa modifica los artículos 3º y 4º de la ley Nº 19.831, que creó el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares, con el objeto de que no puedan ejercer la actividad de conductor y acompañante en el transporte remunerado de escolares aquellas personas que presenten un certificado de antecedentes en que conste que hayan sido condenadas por cometer delitos de índole sexual contra menores de edad.



Al mismo tiempo, señor Presidente, se otorgan facultades expresas a los seremis de transportes y telecomunicaciones para cancelar las inscripciones una vez constatado el incumplimiento de los requisitos habilitantes establecidos en la ley o en el reglamento.



De acuerdo al mensaje, con la publicación de la ley Nº 19.831, se creó el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares, a cargo de los secretarios regionales ministeriales de transportes.



Con ello, se dio respuesta a la necesidad de brindar seguridad a los usuarios del transporte escolar (los niños), tema de preocupación constante de los papás, apoderados y la comunidad en general, especialmente en cuanto a la idoneidad de los conductores y sus acompañantes.



La propia ley delega en un reglamento la forma y los requisitos para la inscripción en el mencionado registro en las respectivas seremías. En aquel se exige la presentación del certificado de antecedentes para fines especiales, otorgado por el Servicio de Registro Civil, y, en el caso de los conductores de vehículos de transporte escolar, un documento que contiene el prontuario penal, en el que se da fe de su identidad y de las anotaciones judiciales que registra.



Esa exigencia ha tenido diversos matices de interpretación entre los distintos seremis, principalmente sobre los efectos en la inscripción realizada en el Registro de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares cuando el certificado contiene anotaciones sobre delitos que afectarían a los menores a quienes transportan.



Por eso, señor Presidente, se hace necesario fortalecer justamente la exigencia de dicho certificado, entregándole un efecto claro en cuanto a impedir la inscripción de conductores que hayan sido condenados por cometer delitos que afectan y ponen en riesgo a menores de edad.



Además, es preciso hacer extensiva esta exigencia a los acompañantes de dichos conductores en el transporte escolar.



Por otra parte, se propone facultar expresamente a los seremis del ramo para denegar o cancelar inscripciones cuando el inscrito incumple de manera sobreviniente los requisitos establecidos en la ley o en el reglamento.



El mensaje también agrega que la indemnidad física y sexual del menor es un derecho esencial que emana de la naturaleza humana y que se encuentra garantizado en nuestra Constitución Política y, también, en la Convención sobre Derechos del Niño, que señala: “Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo”.



Señor Presidente, voto a favor de este proyecto en general y anuncio el voto positivo de la bancada de la UDI.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, me parece bien que esta iniciativa busque impedir la inscripción en el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares a quienes hayan cometido delitos sexuales.



Para mí, la norma más importante, tal como se lo comenté al Ministro, se encuentra en la página 2 del comparado, donde se propone sacar del referido registro a quienes hayan sido condenados por ese tipo de delitos.



Hecho ese comentario, hago presente que mantengo una preocupación respecto de la norma aludida. 



Es evidente que una persona imputada por delitos sexuales reviste un grado mayor de peligrosidad para los niños, y podría llegarse a configurar un nuevo delito, pues entre la etapa en que el individuo es imputado y el momento en que recibe condena sería posible que siguiera desarrollando el servicio de transporte.



Reitero, señor Presidente: el mayor mérito de este proyecto radica en sacar del registro a quienes hayan sido condenados. Pero me preocupa -y voy a presentar una indicación al respecto en su minuto- el nivel de peligrosidad de esas personas, no solamente a partir de los efectos de la condena, que viene a constatar el delito, sino también del período entre la formalización del imputado y la lectura de la sentencia. En ese lapso la persona no está impedida de prestar servicios de transporte y, por tanto, los menores estarán expuestos a riesgos.



En consecuencia, desde mi punto de vista, habría que incorporar una norma para que, en esa etapa intermedia, no se impidiera el registro al imputado, pero sí se suspendiera la autorización para trabajar en ese rubro hasta la dictación de sentencia.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro, para aclarar un punto.

El señor ERRÁZURIZ (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, me gustaría precisar un aspecto que fue mencionado por el Honorable señor Letelier.



A pesar de que parece una solución natural y obvia el retirar del registro aludido a los conductores o acompañantes que hayan cometido ese tipo de delitos, tal medida no se puede hacer legalmente. 



Por eso es necesario establecer las atribuciones al efecto mediante un proyecto de ley, en el que se contemplen todos los delitos pertinentes, incluidos la sustracción de menores, la trata y explotación de personas. La idea es asegurarse de que quienes han cometido tales delitos no se encuentren cerca de los niños.



En la actualidad, del total de conductores y acompañantes registrados para más de 16 mil vehículos en Chile, hay algunas personas en esa condición (por supuesto, ya no prestan servicios de transporte). Ello, porque no tenemos las herramientas legales para sacarlos del registro y prohibirles desarrollar este tipo de labores.



En consecuencia, estamos muy agradecidos por la dirección que está tomando la iniciativa en la discusión de hoy.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos), y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 6 de enero próximo, a las 12, en Secretaría.


Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide y Sabag.

MODIFICACIONES A LEGISLACIÓN TRIBUTARIA SOBRE FACTURA ELECTRÓNICA Y OTRAS MATERIAS
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8874-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 42ª, en 30 de julio de 2013.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 78ª, en 10 de diciembre de 2013.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es modificar la legislación tributaria en aspectos misceláneos, tales como posibilitar la universalización del uso de la factura electrónica y de los restantes documentos tributarios; introducir una mejora en el uso del crédito fiscal del IVA para facilitar el acceso al financiamiento de las pequeñas y medianas empresas; otorgar nuevo plazo para que las pymes celebren convenios de pago con la Tesorería General de la República; rebajar la tasa del Impuesto de Timbres y Estampillas; crear una nueva Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, e introducir diversos perfeccionamientos al sistema tributario en materia de impuesto a la renta.



La Comisión de Hacienda discutió esta iniciativa solo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Prokurica y Zaldívar.



El texto que se propone aprobar se consigna en la parte pertinente del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente, la Comisión de Hacienda del Senado aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, porque creemos que la iniciativa permite modernizar el sistema de recaudación de impuestos, sobre todo en cuanto a la emisión de facturas.



Como muy bien se ha dicho, el proyecto tiene por objeto universalizar el sistema de factura electrónica.



En 2012, más de 17 mil empresas se inscribieron en el sistema de factura electrónica, lo que representó un aumento de casi 47 por ciento respecto a 2011. Y durante ese período se emitieron 143 millones de facturas.



La normativa en debate -como se ha señalado- permite un mejor funcionamiento del sistema tributario, particularmente en relación con el IVA, y una fiscalización más eficaz; posibilita a los contribuyentes la operación con ese tipo de instrumentos; allana el trámite a las pequeñas y medianas empresas dado que el Servicio de Impuestos Internos establecerá una plataforma tecnológica; además, introduce un mejoramiento en el uso del crédito fiscal del IVA, con lo cual se facilita el acceso al financiamiento de las pymes. Se establece un mecanismo mediante el cual el comprador o beneficiario no puede hacer uso del IVA mientras no se dé el “acuse de recibo” de las mercancías o del servicio recibido.



Por otra parte, se crea la Dirección Regional Metropolitana, Santiago Norte, del Servicio de Impuestos Internos.



Sin embargo, señor Presidente, en relación con esta materia, la Comisión le hizo presente al Ministro -después de haber oído las opiniones tanto de los representantes de los funcionarios de dicho Servicio como de los técnicos que han trabajado en este asunto- que si bien es importante la creación de esa Dirección Regional, la zona oriente de la Capital tiene, actualmente, una mayor recarga de trabajo y mayores dificultades en cuanto a la gestión tributaria. Por lo tanto, se recomendó al Ministerio revisar esta situación, a fin de potenciar la planta de funcionarios para poder responder mejor a las labores del Servicio.



Tampoco estuvimos de acuerdo -y lo veremos en la discusión en particular- respecto a la propuesta del Gobierno de rebajar la tasa del Impuesto de Timbres y Estampillas de 0,6 a 0,2 por ciento, lo cual significa un menor rendimiento tributario del orden de los 200 millones de dólares.



Se sostiene que ello es necesario porque beneficia, principalmente, a la pequeña y mediana empresas. Puede que sea así en lo que respecta al número de las que se acogen al beneficio, pero no en cuanto al monto global de los créditos que se otorgan, puesto que dicha rebaja favorece a las más grandes, a las que recurren a créditos de sumas elevadas. Más aún, los expertos en materias tributarias estiman que el Impuesto de Timbres y Estampillas equivale al IVA en la prestación de otros servicios. Por eso, muchas veces, se recomienda mantener la tasa de dicho tributo.



Nosotros, incluso, hemos sido partidarios, en caso de haber una rebaja, de hacer una discriminación en cuanto a los montos de los créditos, es decir, establecer una especie de escala progresiva: de cero a mil UF, la tasa sería cero por ciento; de mil a 2 mil, 0,2 por ciento. Y así, progresivamente.



Al determinarse una rebaja pareja, que beneficie a todos por igual, en el fondo, se produce un menor ingreso tributario de 200 millones de dólares, que es una cantidad muy significativa, la cual no se remplaza por ningún otro tipo de financiamiento. Ello hace que esa medida sea inconducente. 



En consecuencia, hablamos con el Ministro de Hacienda, quien se manifestó de acuerdo con nuestro planteamiento, sobre todo ahora que habrá un cambio de Gobierno. En la Comisión, donde seguramente tendremos mayoría, votaremos en contra de la rebaja de este tributo, sin perjuicio de que dicho Secretario de Estado se comprometió -como una forma de darle curso a la iniciativa- a no reponer esa indicación en la Sala.



Otro asunto que debemos tener presente es que el proyecto de ley requiere una implementación -así lo dimos a conocer los Senadores Novoa, Escalona y el que habla, en lo cual hubo acuerdo- gradual en el tiempo, no tan abrupta, sobre todo en los sectores rurales, donde hoy día no existen las condiciones para que entre a operar un sistema de factura electrónica en forma obligatoria.



Por su parte, el Gobierno quedó en formular indicaciones, a fin de que este proceso progresivo se haga en tres años, no en uno ni en dos. Incluso, podría ser revisable, en su momento, su aplicación a los pequeños

          contribuyentes o a los del mundo rural, si estos se sienten imposibilitados de llevar a la práctica el sistema por falta de capacidad tecnológica o de capacitación.



En ese sentido, el Gobierno se ha comprometido a presentar indicaciones que permitan incorporar el sistema en forma progresiva.



Esta iniciativa legal producirá una mayor fiscalización y evitará la evasión del IVA, que es uno de los tributos con mejor rendimiento, incluso, superior al Impuesto a la Renta. Se señaló en un comienzo que el rendimiento, si no se descuenta la rebaja del IVA, será de 400 millones de dólares. Luego, el Ministro de Hacienda rectificó el cálculo e indicó que fluctuará entre los 600 y 700 millones de dólares. Este tema es importante, respecto del que es preciso tomar nota, pues se trata de grandes recursos que pueden incorporarse al erario.



Por todas esas razones, la Comisión ha solicitado, por unanimidad, a la Sala que apruebe la idea de legislar del proyecto. Sin perjuicio de que en la discusión particular podremos realizar las adecuaciones que he señalado, en las cuales estamos, en general, de acuerdo con el Gobierno.



En consecuencia, pido al Senado aprobar la idea de legislar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, todos nos hemos resistido, en algún minuto, a usar este tipo de tecnologías, por distintas razones. Yo fui uno de ellos, y lo reconozco aquí, en el Senado.



Me costó utilizar Internet para asuntos bancarios, tributarios y otras cosas más. Pero he terminado convenciéndome de que ellas son necesarias, de que son convenientes, y no me cabe duda alguna de que la idea que se plantea en esta iniciativa va a resguardar los intereses del Fisco y permitir un mejor y mayor control para el trabajo del Servicio de Impuestos Internos, por lo que, a mi juicio, debemos aprobarla.



El texto propuesto establece la obligatoriedad de emitir en formato electrónico las facturas, facturas de compra, liquidaciones facturas y notas de débito y de crédito. 



Pero yo quiero llamar la atención hacia el hecho de que siempre que se elaboran este tipo de proyectos se está pensando en que Santiago es Chile. No se piensa en la ruralidad. Y así lo planteó ya el Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



En efecto, en los sectores rurales hay localidades donde no existe posibilidad alguna de acceder a Internet. 



Para el cumplimiento de esta normativa se establecen los siguientes plazos, luego de publicada la ley en el Diario Oficial: 9 meses para las grandes empresas; 18 meses para las empresas de menor tamaño domiciliadas en zonas urbanas, y 24 meses para las empresas de menor tamaño domiciliadas en zonas rurales. 



Señor Presidente, considero que con dichos plazos, e incluso con el plazo de transición de 36 meses -que el Gobierno agregaría mediante una indicación- para la implementación progresiva del nuevo sistema respecto de las pequeñas empresas, no se obtendrá el resultado que todos esperamos.



Por el contrario, yo quiero proponer otra fórmula, aunque es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo porque significa gasto fiscal y modifica las reglas tributarias: así como se permite imputar a gastos para producir la renta otro tipo de costos, ¿por qué no les permitimos a las pymes que imputen a gastos para producir su renta los costos que implica instalar Internet en las localidades rurales? De esa manera, el agricultor, el minero o el transportista que vive en un sector rural donde no hay Internet podría tener acceso a esta. 



Esa sería una cosa real. ¡Qué sacamos con ponerles un plazo de 6 meses, de un año o de 2 años cuando no es factible que allí exista Internet!



Si el Estado quiere tener un mayor y mejor control respecto de todo el tema tributario; si el Estado quiere hacer más expedito el trámite de recuperación del crédito fiscal, porque se realiza en el minuto en que se opera por Internet, entonces, todos ganan. 



Pero ¡por favor!, no pensemos en hacer una fábula para la gente que vive a 100, 200 o 300 kilómetros de la capital regional, que es donde funciona el Servicio de Impuestos Internos, mediante algo que no va a funcionar.



¡Para qué fijamos plazos para algo que será inoperante!



De otro lado, concuerdo con la excepción que consigna la iniciativa para la eventualidad de que no haya cobertura de Internet o acceso al servicio público de electricidad en un lugar determinado o en una zona decretada como de catástrofe según la ley pertinente. En tales casos, el contribuyente podrá solicitar autorización para emitir facturas en formato papel y el Servicio deberá dictar la correspondiente resolución.



A mí me parece bien que exista esa cláusula de escape. Pero sería mucho mejor que se propusiera una alternativa para solucionar el problema.



Señalo lo anterior porque, a poco andar, todas las comunidades que carezcan de Internet van a ser como aquellas que no tienen agua potable o suministro de energía eléctrica. La falta de ella es demasiado grave para su desarrollo. 



Por lo tanto, si el Estado pretende tener un mayor y mejor control de la producción y de la tributación a nivel nacional, generemos un espacio para que las pymes ubicadas en comunidades alejadas, en sectores rurales, puedan acceder a Internet, que es importante no solamente para pagar los impuestos. Conozco localidades de mi región a las cuales desde el minuto en que se instaló Internet les cambió la vida, porque pudieron desarrollar el turismo, mostrar las bondades de los productos que venden y ofrecer otros servicios, en circunstancias de que antes sus habitantes ni siquiera soñaban con tener contacto con el resto del mundo.



Entonces, aparte de esa excepción, deberíamos incorporar la norma a que me referí -es facultad del Ejecutivo; lamento que la autoridad respectiva no se encuentre aquí en este instante-, en orden a que los contribuyentes puedan imputar a gastos para producir la renta el costo que les signifique instalar Internet.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, la finalidad de esta iniciativa es modificar la legislación tributaria en diversos aspectos misceláneos, como posibilitar la universalización de la factura electrónica mediante la creación de una plataforma tecnológica en Impuestos Internos para que las micro y pequeñas empresas, entre otras, puedan emitir y recibir este tipo de facturas.



A ello se agrega lo siguiente: mejorar el uso del crédito fiscal originado por concepto de IVA, para facilitar el acceso al financiamiento de las pymes; ampliar el plazo para que estas celebren convenios de pago, y rebajar la tasa del Impuesto de Timbres y Estampillas, que implica un menor ingreso, en régimen, de 258 millones de dólares.



Esas son las principales propuestas.



Este proyecto forma parte de los compromisos asumidos por el Gobierno para perfeccionar las condiciones de funcionamiento de las pymes, dentro de lo cual cabía fomentar el uso de la factura electrónica en este grupo de empresarios, por sus ventajas desde el punto de vista de la reducción de costos, la disminución del riesgo de fraude y de errores, y su mayor agilidad en los procesos de facturación y pago.



En la Comisión, el Ejecutivo asumió además el compromiso de que el sistema de facturas electrónicas pueda ser utilizado por todos los contribuyentes -en la actualidad está restringido a los que han presentado observaciones-, junto a lo cual la obligatoriedad en el uso de la factura electrónica se halla supeditada al acceso efectivo de las pymes, con lo que se solucionaría el caso de los pequeños empresarios sin Internet.



A propósito de lo que expresó el Senador Prokurica, debo manifestar que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones está destinando -lo vimos en la Ley de Presupuestos- grandes cantidades de recursos con el propósito de dotar de Internet a todas las escuelas del país. Y, naturalmente, al contar ya con Internet el territorio completo, los agricultores pequeños y medianos tendrán también la posibilidad de emitir facturas electrónicas.



Según el informe, “Del 1.100.000 contribuyentes del IVA (…), que sería el universo máximo posible de afectados por la factura electrónica, (…) 750.000 son contribuyentes con movimiento IVA, y de ellos, el 29% sólo emite boletas y no se verán afectados por la factura electrónica, siendo el 71% restante, alrededor de 500.000 contribuyentes, quienes pueden emitir facturas. De ese 71%, 69.000 contribuyentes, que equivalen al 13% de dicho universo, utilizan actualmente la factura electrónica, calificando como muy satisfactoria su experiencia al respecto.



“Los 430.000 contribuyentes restantes son los que debieran integrarse a la factura electrónica al ser obligatoria, de los cuales 9.000 corresponden a grandes contribuyentes (2%) y si se suman los contribuyentes medianos se llegaría a un nivel del 7% del total, que representan un 80% de las ventas que pagan IVA.



“Del total de contribuyentes, el 81% emite menos de 10 facturas al mes, por lo que para ellos será mucho más cómodo emitir factura electrónica que estar imprimiendo y timbrando facturas cuando estas se terminan”.



En líneas generales, la propuesta es positiva, aunque es evidente que en el curso de la discusión en particular se tendrá que negociar con el Ejecutivo la incorporación de otras ideas, tendientes a mejorar las condiciones de desempeño de los pequeños y medianos empresarios, atendiendo en esas conversaciones -como ya se ha indicado- al inminente cambio de Gobierno.



Ha sido muy satisfactorio escuchar que el Ejecutivo está aumentando la digitalización en nuestro país, con lo cual se agilizan mucho más todas las actividades. Incluso, ahora se está propendiendo a que la toma de razón de los diversos proyectos de los distintos Ministerios, en especial del de Obras Públicas, sea vía Internet. Ello significa que se mande únicamente la información y en 2 o 3 días la Contraloría pueda tomar razón de cada uno de los decretos, sobre todo de los relativos a propuestas públicas.



Hoy día, para cada gestión que se realiza deben enviarse los papeles -físicamente- a la Contraloría. Y este organismo se demora por lo menos 3 meses solo en autorizar el llamado a licitación pública. Realizado el proceso de licitación, se adjudica la propuesta. Nuevamente los papeles a la Contraloría: tres meses más para tomar razón de la adjudicación. 



En ese solo trámite llevamos más de seis meses, aparte la publicación y las demás formalidades.



Por eso la ejecución del presupuesto público es tan lenta, cara y burocrática.



Señor Presidente, no me cabe duda de que si seguimos aumentando la digitalización serán más rápidos el comercio y las diversas actividades que desarrolla el Estado.



Por supuesto, voto favorablemente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, este proyecto, que introduce modificaciones a nuestra legislación tributaria en cuanto a factura electrónica y otras materias, reviste extraordinaria importancia.



Primero, porque una vez más pone a la administración tributaria en situación de vanguardia respecto a la incorporación de las nuevas tecnologías en sus procesos.



La factura electrónica va a significar más rapidez en la emisión de los diversos instrumentos, y también, que el Fisco esté bastante mejor protegido ante eventuales fraudes tributarios.



Quiero recordar que hasta hace un par de años era muy común encontrarse con lo que llamábamos “facturas falsas”: simplemente, alguien inventaba una dirección, la que muchas veces no podía confirmarse porque se trataba de un sector rural desconocido, y, en un lugar que no era precisamente el Servicio de Impuestos Internos, se timbraban facturas que luego se hacían circular.



Numerosos contribuyentes pasaron hartos malos ratos y tuvieron grandes dolores de cabeza a causa de las denominadas “facturas falsas”. Debían soportar largas auditorías y juicios interminables, pues muchas veces las facturas correspondían a operaciones reales y había que demostrar su efectividad para, por ejemplo, usar como crédito fiscal el impuesto debidamente recargado.



Eso termina con el sistema de factura electrónica.



Por lo tanto, creo que se trata de un avance significativo, pues además se posibilitará una notable recaudación tributaria. 



Recuerdo que cuando discutimos la reforma tributaria y se anticipó este proyecto de ley ya se hablaba de unos 400 millones de dólares como recaudación adicional. Creo que hoy la cifra es muy superior a esa.



Así que, a mi entender, constituye una muy buena noticia que esta tarde aprobemos la idea de legislar en materia de factura electrónica.



Por supuesto, estoy absolutamente de acuerdo en que debemos actuar en forma paulatina y, sobre todo, dar facilidades para los pequeños campesinos, para los pequeños comerciantes de los sectores rurales más apartados, de las comunas más alejadas, donde probablemente no hay Internet o no se halla instalada la cultura de la Internet. Entonces, hemos de fijar los plazos de tal modo que les permitamos ir adecuándose gradualmente.



No podemos de la noche a la mañana exigirles factura electrónica a todos los contribuyentes, pues eso significa impedirles a muchas personas continuar realizando sus operaciones comerciales. Y esto, obviamente, es del todo ajeno a lo que busca la iniciativa en debate.



Por lo tanto, hay que establecer plazos razonables y, además, dar la seguridad de que Internet estará en todos los rincones de Chile.



Señor Presidente, quiero referirme en particular a la rebaja del impuesto de timbres y estampillas propuesta mediante este proyecto de ley.



Yo siempre he creído que ese es un tributo muy antiguo, añejo.



En mi zona, por lo menos, me reclaman todo el tiempo. Y me dicen: “¿Por qué cada vez que tenemos un apuro económico y debemos recurrir a una institución financiera para obtener un crédito el primer socio es el Fisco? Porque lo primero que le descuentan a uno del préstamo es el impuesto de timbres y estampillas, más otros gastos asociados”.



Claramente, aquello parece muy muy injusto.



En consecuencia, pienso que debiéramos tender a que el impuesto de timbres y estampillas desapareciera.



Aquí se dice que, en volumen de dinero, las grandes empresas son las que más se benefician con el referido tributo. Y, probablemente, ello tiene mucho de verdad. Sin embargo también hay que tener en cuenta que actualmente las empresas más grandes emiten bonos en el extranjero, consiguen financiamiento a tasas de interés muy muy bajas y, en último término, no son afectadas por el impuesto de timbres y estampillas.



Recordemos que el acceso al crédito se ha democratizado muchísimo, se ha popularizado grandemente: hoy día miles, millones (me atrevería a decir) de familias acceden a él.



Por consiguiente, me parece superrazonable y, además, conveniente que las personas naturales y las pequeñas empresas no deban pagar el impuesto de timbres y estampillas, que finalmente encarece el crédito al posibilitar que el Fisco se lleve una parte de él. No creo que esta sea la mejor forma de recaudar, de contribuir a los gastos del Estado.



Hoy estamos discutiendo en general este proyecto, que contiene una serie de otras modificaciones, incluidas algunas recaídas en el impuesto a la renta.



Renovación Nacional es partidaria de aprobar la idea de legislar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, me hizo mucho sentido la intervención del Senador García, y no puedo sino compartir la parte de ella donde señala que el impuesto de timbres y estampillas está obsoleto. O sea, si algo debe desaparecer es ese tributo, que afecta a las personas naturales y a las empresas medianas y pequeñas.



Si los gobiernos -este y los venideros- desean hacer una contribución real a los emprendedores medianos y pequeños de nuestro país y a las personas naturales deben eliminar el impuesto de timbres y estampillas.



Señor Presidente, durante la discusión de este proyecto, mediante el cual se introducen modificaciones a nuestra legislación tributaria en materia de factura electrónica, se ha planteado que solamente en áreas apartadas habrá dificultades de conectividad para llevar adelante la facturación electrónica. Empero, esa afirmación es errónea.



En efecto, para miles de adultos mayores que tienen un comercio muy menor; para numerosas jefas de hogar que hicieron un emprendimiento, y para los negocios de barrio, en todas las regiones, resulta casi imposible, en un porcentaje significativo, aplicar la factura electrónica de la noche a la mañana.



En algún momento conversé con el Ministro de Economía, a quien le señalé que hoy día existe un privilegio para las grandes empresas, donde la factura electrónica se aplica desde hace mucho tiempo: por esa mera circunstancia, se les permite pagar el impuesto al valor agregado una semana después del día 12 de cada mes.



Hicimos ver aquello, y pedimos el envío de un proyecto que recogiera el requerimiento que nos formulan miles de emprendedores en el sentido de que también se les permita pagar el referido impuesto el día 20 de cada mes, tal como lo hacen los grandes empresarios por el solo hecho de usar el mecanismo de la factura electrónica.



Señor Presidente, voy a aprobar la idea de legislar, pero hago presente, por un lado, que es necesario proceder en forma gradual, para que no le generemos dificultades a muchísima gente que no tiene capacidad para concretar de inmediato la factura electrónica; y por otro, que para los efectos del IVA a las empresas pequeñas y medianas debe otorgárseles la flexibilidad que les posibilita a los grandes empresarios, por el hecho de usar el mecanismo de la factura electrónica, pagarlo el 20 de cada mes y no el día 12.



Reitero que aprobaré en general el proyecto, pero relevando la necesidad de formular indicaciones que perfeccionen el articulado, al objeto de no terminar afectando a muchas personas que no tienen capacidad económica ni tecnológica para implementar la factura electrónica.



Claramente, la medida propuesta no puede aplicarse en nuestro país de la noche a la mañana.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Me han solicitado abrir la votación.



Si no hay oposición, así lo haré.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Conservando los tiempos.



--Así se acuerda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Informo que después de la votación general de este proyecto citaré a una reunión de Comités.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer término, valoro esta iniciativa, que va en el camino correcto de la modernidad en cuanto a cómo Impuestos Internos y Tesorería deben trabajar en el mundo actual.



Se propone exigirles a los contribuyentes agentes retenedores del impuesto al valor agregado la emisión y uso de la factura electrónica en remplazo de la emisión de documentos físicos.



El plazo general para hacer exigible la nueva obligación, tal como salió el proyecto de la Cámara de Diputados, es de seis meses, días corridos desde la publicación de la ley en el Diario Oficial.



Sin embargo, se contempla también un plazo diferido y gradual para las empresas de menor tamaño, definidas de acuerdo a la ley del Estatuto Pyme.



Al efecto, se expresa que para las empresas de menor tamaño que conforme a los instrumentos de planificación territorial tengan domicilio en zonas urbanas la ley en proyecto entrará en vigencia luego de 18 meses de su publicación. Y respecto de aquellas con domicilio en zonas rurales, la obligatoriedad comenzará a regir desde los 24 meses siguientes a la publicación de aquella.



El comentario hecho sobre el particular me parece correcto. Sin embargo, debemos tener en cuenta la conectividad a Internet en las zonas rurales: mientras esta no exista, no puede aplicarse la ley en proyecto.



Lo digo por mi Región, señor Presidente. Y estoy hablando de sectores como los de San Pedro de Alcántara, de Paredones, de Navidad, etcétera, donde hasta el día de hoy la conexión a Internet no es posible. Incluso, se han declarado desiertas licitaciones, no se han cumplido promesas hechas, en fin. 



Por lo tanto, creo que lo primero es la conectividad. Y luego de que tengamos conectado a Internet todo el país, incluidas las zonas rurales, determinemos el plazo. Pero no podemos fijarlo ahora, pues eso significa poner la carreta delante de los bueyes.



Ojalá durante el debate particular en la Comisión de Hacienda (y me dirijo a su Presidente) encontremos una solución y dejemos consignado con claridad que para las pymes y para las zonas rurales la situación será totalmente distinta, en el sentido de que el plazo pertinente regirá después de que tengan conectividad a Internet y no como se plantea en el texto que nos ocupa.



Por otro lado, señor Presidente, quiero valorar el hecho de que se vaya rebajando el impuesto de timbres y estampillas.



En esa línea, me parece razonable lo que planteó el Senador Zaldívar: dicho tributo debe ser gradual, según el monto de los créditos que pidan sobre todo las personas naturales y las pymes; y ojalá sea cero para unas y otras hasta cierta cantidad. Pero hay que tener presente también que nuestro país requiere la recaudación indispensable para avanzar en la solución de los problemas sociales y en el área de la inversión.



Señor Presidente, considero muy importante, asimismo, la propuesta consistente en ampliar hasta 36 meses el plazo de la Tesorería para el cobro de las deudas tributarias. Creo que ello va en el camino correcto. Muchos pequeños comerciantes, pequeños agricultores y pequeños empresarios esperan una oportunidad para ponerse al día en sus deudas por concepto de impuestos. Entonces, creo que la referida ampliación les abre una posibilidad a esos emprendedores.



Sí, creo que debemos cambiar el momento desde el cual se encuentren girados los impuestos. Porque la ley actual habla del 30 de junio de 2012; pero esta fecha era para la ley anterior. Lo importante, pues, es que pongamos una nueva fecha. Estamos llegando al año 2014. A lo mejor puede ser “al año 2013”. Habría que estudiar la fecha de las deudas que tengan con Tesorería pequeños comerciantes, pequeños agricultores y pequeños empresarios, y además, personas naturales.



Por eso, voy a votar favorablemente esta iniciativa -creo que va en el camino correcto-, pero haciendo especial mención de la necesidad de que durante el debate particular en la Comisión de Hacienda se solucionen los aspectos explicitados, lo que reviste gran significación para el desarrollo de las zonas rurales y de las pymes de nuestro país.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, este proyecto de ley me parece positivo, de modo que lo votaré favorablemente en general.



Quiero destacar que soy partidario de la rebaja del impuesto de timbres y estampillas, que afecta en mayor medida a las personas naturales, a los consumidores y a las pequeñas y medianas empresas. Porque dicho tributo se aplica sobre la base anual, y normalmente los créditos de consumo y los que consiguen las pymes son a corto plazo, a diferencia de las posibilidades de aquellos que tienen mayor acceso a préstamos, quienes logran financiamiento a varios años y, en definitiva, pagan proporcionalmente un impuesto menor que el que se afronta cuando las operaciones deben realizarse por períodos más cortos.



También considero relevante la modificación consistente en vincular el crédito fiscal al acuse de recibo, porque de ese modo se le da al proveedor del servicio o del producto que paga IVA una mayor garantía en cuanto a su cobro, atendido que la factura electrónica respecto de la cual se acusa recibo en alguna forma le permite a esa persona acceder, por ejemplo, al financiamiento de factoring. De manera que, en general, yo diría que el sistema va a beneficiar a pequeñas y medianas empresas.



Me parece que también es un paso importante la posibilidad de descontar, en materia de impuestos, gastos asociados a iniciativas o actividades empresariales en favor de la comunidad. Cada vez es más frecuente que proyectos industriales o de emprendimiento se vinculen, en su aprobación, a servicios o acciones de esa índole, y el desembolso que se efectúa, muchas veces, no es reconocido como un gasto necesario para producir renta. La modificación que se incluye viene a solucionar el problema y genera, al mismo tiempo, un incentivo para que se pueda cumplir en mejor forma el rol social de la actividad empresarial.



Desde el punto de vista tributario, opino, por lo tanto, que el texto en estudio es muy conveniente.



Respecto de la obligatoriedad del uso de la factura electrónica, comparto las aprensiones formuladas. Si resulta tan beneficiosa, la pregunta es por qué miles y miles de contribuyentes no se han acogido hoy día al mecanismo. Existe algún grado de incertidumbre, entonces, en cuanto a establecerlo en forma imperativa.



No quisiera ser alarmista, pero no me gustaría que tuviéramos una especie de Transantiago en este ámbito. Y hago la reflexión porque la realidad es que si bien es cierto que para grandes empresas -incluso para medianas- puede ser relativamente fácil el acceso a Internet, a todo lo que es un sistema electrónico, ello puede ser mucho más complejo para micro y pequeños empresarios, en especial si se encuentran en zonas apartadas o rurales.



Ahora, 90 por ciento o más de la recaudación del IVA se genera en grandes y medianas empresas. En consecuencia, no constituye un problema, desde el punto de vista de un eventual perjuicio fiscal, el que podamos establecer un tratamiento diferenciado acerca de la obligatoriedad o la fecha de entrada en vigencia.



La cuestión se discutió mucho en la Comisión de Hacienda a raíz del análisis general de la iniciativa. Y estimo fundamental que en la discusión particular contemplemos una solución adecuada para sectores rurales de baja conectividad, al igual que para micro y pequeños empresarios sin un acceso a tecnología que se puede considerar frecuente o fácil en ciudades o para medianas y grandes empresas.



Piensen Sus Señorías, por ejemplo, en una guía de despacho electrónica -no es algo obligatorio, pero sirve para ilustrar el punto-, que configura un gran avance, sin perjuicio de la cual es evidente que será preciso contar con una copia física, por el control en carreteras. Entonces, la persona que realice la emisión deberá tener, además, la posibilidad de imprimirla. Ya no será algo tan fácil. Es algo que puede parecer muy simple en el papel y resultar mucho más complejo en la práctica.



También, en el caso de la factura electrónica se requiere con frecuencia, por ejemplo, para los efectos de la contabilidad, que el microempresario le entregue los papeles al contador. Para ello ha de tenerlas impresas.



En consecuencia, no es cosa de que podamos llegar y decir: “La factura electrónica es obligatoria en seis meses plazo”, porque ello pueden cumplirlo algunos. Probablemente 90 por ciento de los contribuyentes, en volumen, lo harán, pero a lo mejor 80 por ciento de los micro y pequeños empresarios, en número, enfrentarán dificultades.



Eso va a ser objeto de la discusión particular.



Apruebo en general el proyecto en el entendido de que en la Comisión vamos a tener la capacidad, unida a la comprensión del Ejecutivo de que ello es necesario, de introducir modificaciones en cuanto a la obligatoriedad y la entrada en vigencia de esta respecto de zonas del país y de tipos de contribuyente.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, creo que lo que hace la iniciativa en debate es incentivar de un modo significativo la incorporación de tecnología para un mejor control y recaudación por el Servicio de Impuestos Internos. Y juzgo que ello se ha considerado desde el punto de vista de la eficacia del Estado, más que de los privados.



Existen costos, desde luego, que medianas y grandes empresas pueden absorber con mucha facilidad, al igual que aquellas capacitadas y preparadas en el sector urbano, básicamente, para prestar servicios o vender productos. Pero hay un Chile distinto, rural, de personas a quienes hemos estado convenciendo, seduciendo -pequeños empresarios, microempresarios, jefas de hogar, hortelanos-, para que se formalicen. Hoy día ni siquiera lo están. Muchas de ellas han aceptado la condición.



Sin embargo, la formalización no solo va a implicar ahora emitir una factura, llevar contabilidad y descontar el IVA, sino también la obligación de invertir en computación, en impresoras, en Internet. Si en la zona no existe conectividad a la red, ello escapará a la responsabilidad del productor. Mas estamos fijando un plazo para que la medida sea obligatoria. ¿Y quién responderá si en esa fecha no se ha superado el inconveniente? ¿Cómo lo resolvemos? ¿No se han puesto en esa situación Impuestos Internos y el legislador o quien tuvo la iniciativa del mensaje?



El Senador que habla no se siente en condiciones, señor Presidente, de aprobar una iniciativa de tanta incertidumbre, en virtud de la cual se impondrá a pequeños empresarios el cumplimiento de una obligación que no depende de ellos, sino del entorno.



Acaba de conocerse un oficio que nos ha hecho llegar el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, quien ha acogido una solicitud de varios parlamentarios, entre los cuales me cuento, para poder resolver la conectividad a Internet y celular en zonas aisladas. En ellas hay mil 283 casos de falta de cobertura por no haberse presentado empresas a licitación.



Ahora, producto de una licitación nueva que tiene que ver con una fórmula de exigencia de calidad en comunicaciones, la empresa que se la lleve tendría una ventaja respecto del resto. Por esa razón, le sugerí al señor Ministro, quien acogió mi petición, que en las bases se estableciera la obligatoriedad de conectar a todos los sectores aislados.



Sin embargo, eso va a ocurrir en un plazo de entre dos y seis años. Y si la ley entra en vigencia antes de la conectividad vamos a tener un problema.



Me parece que el proyecto, entonces, va en la dirección correcta; pero me preocupa que en la discusión particular no seamos capaces de corregir una disposición respecto de la cual solo tiene iniciativa el Ejecutivo, no nosotros. Una vez aprobado el texto se mantendrá la obligatoriedad. Cualquier cosa que se acoja en particular no impedirá ese efecto en el caso de aquellos de cuya voluntad no depende estar conectados o no a un sistema que les permita emitir la factura electrónica.



Por tanto, me parece bien la gradualidad; pero debería ser considerada a partir de la fecha en que los distintos sectores tengan conectividad.



Con relación al impuesto de timbres y estampillas, nuestras facultades, como parlamentarios, nos impiden presentar indicaciones.



El Ejecutivo está planteando una rebaja a diestra y siniestra, la cual favorecerá principalmente a los solicitantes de más envergadura en materia de crédito. En cuanto al volumen, la mayor parte significa un ingreso importante para el Fisco cuando se trata de grandes empresas que operan con dicha fuente de financiamiento. Pero también se está castigando a la persona o a la pyme a no obtener una rebaja de dicho impuesto.



Insistimos, en consecuencia, en que el Ejecutivo acoja la gradualidad. Cabe disponer una rebaja en el caso de pequeños créditos, de los de carácter personal, de las pymes, pero no en el de grandes empresas, porque precisamente le estaríamos quitando al Fisco recursos que permiten ir en ayuda de los más vulnerables. La normativa en estudio debería ser rechazada, entonces, si el Ejecutivo no aceptara una rebaja solo para las pymes y las personas.



Me gustaría más un incentivo al uso de la factura electrónica. No existe ninguno. Queremos la incorporación a la modernidad, al sistema electrónico -además, es algo que se presenta por significar una ventaja para la recaudación y, por tanto, un menor costo para el Estado-, pero no les damos nada a cambio a los más pequeños, a los que les costará mucho integrarse al mecanismo.



Creo que tiene lugar un avance, señor Presidente, pero me voy a abstener, porque no veo cómo en la discusión particular, sin facultades, el Congreso podrá obligar al Ejecutivo a cambiar la exigencia de conectividad a Internet, que los pequeños productores no podrán cumplir. Me parece que el plazo del requisito debería empezar a correr desde el momento en que ella exista y no a partir de la publicación de la ley.


He dicho.
El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (21 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo), fijándose el próximo 6 de enero, a las 12, como plazo para la presentación de indicaciones.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Carlos), Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Quintana y Tuma.



No votó, por estar pareado, el señor Larraín (don Hernán).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Los Honorables señora Von Baer y señor Cantero dejan constancia de su intención de voto a favor.



El Senador señor Sabag ha pedido recabar acuerdo para que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura sesione en paralelo con la Sala.



Acordado.


Se suspende la sesión para celebrar una reunión de Comités.

)------------------(



--Se suspendió a las 17:49.



--Se reanudó a las 17:54.

)------------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en este momento han llegado a la Mesa los siguientes asuntos:



Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación (boletín N° 9.166-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 20).


Informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio con que Su Excelencia el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares fuera del territorio de la República, en Bosnia y Herzegovina (boletín N° S 1.624-05), respecto de lo cual ha hecho presente la urgencia en los términos del inciso segundo del numeral 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 21).


--Quedan para tabla.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Debo señalar que el plazo para despachar el segundo asunto vence el 31 de diciembre del presente año.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para poner, en un lugar preferente de la tabla de mañana, el informe de las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional?



Acordado.



Siguiendo con el Orden del Día, pasamos a ver el proyecto signado con el número 4. 

ADAPTACIÓN DE NORMAS LABORALES A ÁMBITO DEL TURISMO

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adapta normas laborales al ámbito del turismo, con informes de las Comisiones de Economía y de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8770-23) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 36ª, en 2 de julio de 2013.



Informes de Comisión:



Economía: sesión 42ª, en 30 de julio de 2013.



Trabajo y Previsión Social: sesión 79ª, en 11 de diciembre de 2013.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Sala del Senado, en sesión de 4 de septiembre del presente año, acordó remitir la iniciativa, que contaba con informe de la Comisión de Economía, a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para que también lo informara en general.



El objetivo principal del proyecto es establecer una regulación laboral especial para los trabajadores que prestan servicios en restaurantes de casinos de juego, casinos, hoteles, pubs, discotecas, restaurantes, clubes, bares y similares, en lo concerniente a la interrupción de la jornada diaria, descanso y distribución de la jornada semanal, derecho a percibir propinas y derecho a feriados cada dos años respecto de un mismo empleador los días 1° de mayo, 18 y 19 de septiembre, 25 de diciembre y 1° de enero.



La Comisión de Economía discutió el proyecto solo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores García, Kuschel, Novoa, Tuma y Zaldívar.



Por su parte, la Comisión de Trabajo aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Rincón y señores García y Muñoz Aburto, y acordó, también en forma unánime, requerir a la Sala que la iniciativa, luego de su aprobación en general, le sea igualmente remitida para su discusión particular.



La Senadora señora Rincón, atendidas las implicancias y la importancia del proyecto de ley en trámite, estimó prudente que el plazo para presentar indicaciones considere al menos dos semanas de extensión, en lo que coincidieron los Senadores señores García y Muñoz Aburto.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 15 a 17 del primer informe de la Comisión de Economía, 22 a 25 del primer informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general la iniciativa.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto, para fundamentar el voto.



En todo caso, se le mantendrá el tiempo de intervención, si Su Señoría lo considera necesario.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, en el debate en la Comisión de Trabajo y Previsión Social estuvieron presentes el presidente subrogante de la Confederación General de Trabajadores, señor Esteban Hidalgo, y el catedrático Eduardo Caamaño.



Ambos aseguraron que las normas de adaptabilidad laboral que conlleva este proyecto son inconvenientes, toda vez que su aprobación podría implicar la precarización de las relaciones laborales y un retroceso en el reconocimiento de los derechos de los trabajadores en lo relativo a la jornada diaria de trabajo y al descanso semanal.



Por otra parte, se ha señalado que las problemáticas que se producen en el sector turismo debieran ser resueltas a través de una negociación colectiva entre trabajadores y empresarios. Sin embargo, esa figura no existe en nuestra legislación laboral. Por eso, el personal del sector gastronómico no negocia colectivamente con sus empleadores. De allí que el profesor Caamaño y el representante de la Confederación General de Trabajadores estimaron que la iniciativa es proempleador y que en su virtud este va a imponer sus condiciones de adaptabilidad laboral. 



En tal sentido, se señala que sería necesario establecer mecanismos de negociación colectiva para el sector turismo, como ocurre en otros países (Nueva Zelandia, por ejemplo).





En esa línea, puedo señalar que el proyecto de ley en examen afecta el ejercicio del derecho a descanso semanal y de jornada diaria de trabajo y contraviene el Convenio N° 172 de la OIT, sobre condiciones de trabajo en hoteles y restaurantes, del año 1991 -que, lamentablemente, Chile no ha ratificado-, en lo tocante a la libertad sindical, la no discriminación en el empleo y la inclusión, como jornada de trabajo, de todo el tiempo en que la persona se encuentre a disposición del empleador.



En su análisis, el profesor Caamaño señaló que el artículo 34 bis que se propone incorporar en el Código del Trabajo -que consagra la figura de los denominados “turnos cortados”-, generaría -opinión compartida por algunos de los Senadores presentes en la Comisión- una precarización de los derechos laborales al posibilitar una interrupción extensa de la jornada de trabajo.



En la interrupción mencionada hay algo que no quedaría cubierto: los accidentes del trabajo que se podrían producir. Por lo tanto, ¿quién respondería por lo que le pudiera ocurrir al trabajador durante esas interrupciones, los famosos “turnos cortados” que se están proponiendo acá?



También se ha señalado que esta figura afectaría el principio de la continuidad de la jornada de trabajo, estándar que se encuentra ampliamente reconocido por diversos dictámenes de la Dirección Nacional del Trabajo y que deriva, asimismo, de la regulación sobre jornada parcial que contiene el Código Laboral en el inciso tercero de su artículo 40 bis A, el cual establece que “La jornada ordinaria diaria deberá ser continua y no podrá exceder de las 10 horas, pudiendo interrumpirse por un lapso no inferior a media hora ni superior a una hora para colación”.



Pero lo que más les preocupa a quienes dirigen la Confederación General de Trabajadores es que se está abriendo la puerta para poder afectar el descanso semanal de los empleados del comercio. Es por eso que estos se han mostrado contrarios al proyecto, ya que podría comprometer uno o dos de los domingos de descanso que tienen al mes.



Sin embargo, a pesar de que el grupo de trabajadores gastronómicos no está organizado y de que hay empleados del turismo que se mostrarían de acuerdo con esta adaptabilidad laboral, yo, por una cuestión de principios, no me siento en la obligación de respaldar una iniciativa que afecta derechos fundamentales de los trabajadores.



Se han buscado algunas salidas; por ejemplo, que quienes deseen flexibilidad laboral puedan, conjuntamente con su empleador, ratificar dicha adaptabilidad o flexibilidad ante un ministro de fe o la Inspección del Trabajo. No obstante, como no hay un equilibrio en las relaciones laborales entre empleadores y trabajadores, creo que eso es una ilusión. Mientras no haya un gremio gastronómico absolutamente organizado que pueda negociar la adaptabilidad o la flexibilidad laboral, estimo que siempre se impondrá la voluntad del empleador. 



Por ello, me parece que esta flexibilidad laboral no es buena para los trabajadores y, fundamentalmente, para aquellos que se desempeñan en el sector turismo.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el objetivo de este proyecto es perfeccionar, modernizar y, sobre todo, adecuar la normativa laboral al sector turismo, adaptándola a las condiciones propias de dicha actividad.



Es evidente que los trabajadores de ese sector desarrollan sus labores cuando las demás personas están descansando o recreándose y en días que incluyen sábados, domingos, fines de semana largos, feriados y, especialmente, épocas de vacaciones, sea de verano o de invierno, Fiestas Patrias, en fin.



En consecuencia, considero que las reformas que se proponen son necesarias, sin perjuicio de las adecuaciones que les podemos introducir durante la discusión particular.



Cabe señalar que el sector turismo presenta varias particularidades. Una de ellas es que se realiza en todas partes, en todos los rincones de Chile, incluso lugares muy apartados, bastante alejados y donde se observa mucha pobreza. Por ejemplo, la zona costera de la Región de La Araucanía, a la cual represento en el Senado.



Hemos visto cómo han surgido ahí emprendimientos turísticos; cómo familias mapuches ofrecen alojamiento, demostraciones de gastronomía, de su artesanía; cómo muestran formas de vida que muchos extranjeros y también connacionales simplemente no conocen. Y esto ocurre, como digo, en sectores de la costa: en Puerto Saavedra, en Nehuentúe, en Puerto Domínguez, en lo que nosotros llamamos “Isla Huapi”, en toda el área del Budi, pero también en Curarrehue y otras comunas de la zona cordillerana.



En consecuencia, adecuar los horarios, las jornadas laborales y los descansos durante los días de feriados irrenunciables, así como las normas sobre propinas que entregan los clientes, de tal manera que su monto esté a disposición de los trabajadores lo más pronto posible, principalmente cuando se pagan a través de medios electrónicos, es parte de los objetivos que persigue el proyecto de ley en debate.



El turismo y el empleo que él genera han venido experimentando un notable crecimiento. Por eso es muy importante que ajustemos las disposiciones y entreguemos cada vez mayores facilidades, todo ello, por supuesto, dentro de un marco de total y absoluto respeto a lo que son los derechos de los trabajadores.



Se trata de adecuar las normas de forma tal que tanto los emprendedores como los trabajadores del turismo se vean mutuamente beneficiados.



Por estas razones, señor Presidente, anuncio mi voto favorable a la idea de legislar en lo atinente a este proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, cada vez que se han discutido modificaciones o normas que afectan a los trabajadores, he sido partidario de que ello se haga en estrecha colaboración con las federaciones y otras organizaciones sindicales, que son las que defienden en terreno a los trabajadores de un sistema cuyo diseño es como la “ley del embudo” (la parte ancha para el empleador, la empresa, y la delgada, para el trabajador) y donde el hilo siempre se corta por lo más delgado.



Por consiguiente, cada vez que se discuta un proyecto donde se intente proteger derechos y establecer deberes, como debería ser siempre cuando se trata de modificaciones al Código del Trabajo o a cualquier otra normativa laboral, las consultas a los trabajadores y a sus dirigentes debieran generar una guía para la acción. En este caso, la Federación de Empresas de Turismo de Chile (FEDETUR) señala que apoya el proyecto, pues este recoge la aspiración de las entidades que operan en el sector turístico, considera sus particularidades específicas y resuelve adecuadamente las problemáticas que se verifican en el ámbito laboral.



En definitiva, señor Presidente, hay una acogida favorable de la parte empresarial, del área organizativa de las empresas para realizar estas modificaciones. Así lo indica el correspondiente informe.



Sin embargo, los dirigentes que participaron en el debate del proyecto en la Comisión respectiva, específicamente de la Confederación General de Trabajadores, formulan algunos reparos que vale la pena tener en cuenta respecto a la flexibilidad de los horarios de descanso y a la necesidad de que esta materia esté debidamente regulada para que no permita la existencia de abusos. 



Ellos plantean la irrenunciabilidad del derecho a descanso semanal en día domingo, salvo que se formalice algún acuerdo entre el trabajador y el empleador que haga posible su reemplazo por otro día. Si así fuera, tendría que establecerse el pago de un día ordinario de trabajo, con recargo del cien por ciento, mediante un acuerdo escrito que podría renovarse cada tres meses. No basta que se reemplace el domingo por otro día de la semana, pues esto no significa ninguna compensación.



Creo que hay espacio para debatir el conjunto de propuestas que nos presenta este proyecto, con el fin de mejorar su contenido y hacer más equitativos los sacrificios o los compromisos mutuos.



Del mismo modo, señor Presidente, se manifiesta que cualquier acuerdo sobre interrupción de la jornada laboral debiera verificarse frente a un delegado sindical o un inspector del trabajo, y que para ello debería considerarse que muchos empleados no están en condiciones de volver tres o cinco horas después, dada la distancia que media entre su lugar de trabajo y su hogar, por lo que resultaría importante el establecimiento de recintos especiales de descanso. Estoy hablando de trabajadores de casinos, pubs, restoranes.




Esta misma discusión la tuvimos a propósito de los tripulantes pesqueros, los motoristas, para quienes la legislación estableció, en algún minuto, el llamado “descanso a bordo”. Es decir, los tripulantes se embarcaban y la zona de pesca se hallaba a 10 horas de navegación. Entonces, todo ese tiempo de transporte hacia el lugar en cuestión se consideraba como horas de descanso. Sin embargo, quienes han tripulado barcos o lanchas pesqueras saben que navegar durante 6 u 8 horas no representa precisamente un descanso. Las condiciones de transporte para el personal son mínimas. Siempre se ha optimizado la capacidad de carga, la bodega. 



En este caso particular, los dirigentes señalan que, de haber flexibilidad para la interrupción de la jornada laboral, se debe contar con dependencias habilitadas a tal efecto. Porque, si el trabajador descansa en forma adecuada, se estima que va a estar bien dispuesto y en mejores condiciones tanto físicas cuanto psicológicas, para realizar las tareas que le correspondan. 



Además, hablamos de entidades con ingresos respetables. No estamos diciendo que sea un mal negocio invertir en seguridad y en mejorar las condiciones de trabajo de los empleados. Ello es necesario. 



De otra parte, se trata de optimizar las condiciones laborales no solo durante la jornada, porque la interrupción de ella implica la posibilidad del descanso que, tal como lo plantea la Confederación General de Trabajadores, no es suficiente, debido a que sería de 3 a 5 horas.



Además, se propone que haya una diferenciación de las figuras para la jornada de descanso. Estamos hablando del área del turismo, donde se realizan muchas tareas distintas. Por tanto, una de aquellas figuras podría operar respecto de los trabajadores que atienden de manera directa al público en las jornadas correspondientes a los días viernes a sábado y por un período no superior a tres horas.



Asimismo, indicaron que podría evaluarse su procedencia en las jornadas previas a días festivos o ante el incremento de la afluencia de público. Porque no todas las jornadas tienen la misma intensidad.



Como ya señalé, el deber del empleador de habilitar dependencias para el descanso de los trabajadores que accedan al sistema de turnos interrumpidos y para el pago por la movilización entre su residencia y el lugar de trabajo ya se encuentra establecido en el artículo 32 del Código del Trabajo. Es un mecanismo de pago de horas extraordinarias que consagra el recargo de 50 por ciento sobre el sueldo convenido para la jornada ordinaria.



Señor Presidente, los empleadores y los trabajadores han hecho observaciones al proyecto que nos ocupa. Uno entiende que la iniciativa busca perfeccionar la legislación vigente y proteger derechos adquiridos. En ningún caso estamos en presencia de algo que pretenda disminuir estos últimos. No obstante, hay observaciones y preocupación, como se desprende de la lectura que han hecho tanto los representantes de los trabajadores como de los empleadores.



Cada vez que vemos un proyecto de esta naturaleza en el primer trámite constitucional, he abogado por el espíritu de la ley. Está claro que en este caso dicho espíritu apunta a mejorar las condiciones de los trabajadores y generar posibilidades de acuerdo entre estos y sus empleadores sobre un hecho concreto: se deben hacer interrupciones a la jornada y durante los domingos, días en que se tiene que trabajar dada la excepcionalidad que representa el turismo; pero en las condiciones en que se realice el acuerdo hay que garantizar la equidad de las partes respecto del resultado final.



En materia de propinas, se reitera lo que ya vimos con relación a otro proyecto de ley: ellas tienen que ser manejadas por los trabajadores y no por el empleador.



El Senador señor Bianchi planteó en su oportunidad lo referente al daño previsional que se provoca cuando las cotizaciones no se pagan por el ingreso real, sino por una parte de este. 



Las propinas aumentan los montos de las remuneraciones de los trabajadores, lo cual debiera verse reflejado en el pago de las cotizaciones, de manera de garantizar una pensión digna. Pese a ello, se presentan diversas dificultades, porque son variables y, en algunos casos, de bajo monto. Por tal razón, no alteran el sueldo base ni incrementan de manera importante los ingresos.



Frente a eso soy partidario de proteger la cotización adecuada. No obstante, nos encontramos con la pérdida de beneficios. Si un trabajador percibe un determinado sueldo y este aumenta en 10 o 20 mil pesos, se ve expuesto a perder un conjunto de regalías. 



Esta es una materia que vamos a tener que discutir cuando veamos la reforma al sistema previsional, el de las AFP.



No es admisible que alguien pierda beneficios por una variación mínima en su renta, la cual no lo hace ni más rico ni más pobre, pero la cantidad de 10 mil, 20 mil o 30 mil pesos mensuales es importante. No puede implicar que se le quite, por ejemplo, algún privilegio en salud y pase de no pagar a tener que someterse a un copago. Tal aspecto no está resuelto en el proyecto.



Entonces, todo esto se debe complementar con otro debate sobre protección previsional de los trabajadores, a fin de que, entre otras cosas, las AFP puedan perseguir y demandar a los empleadores que, al quedarse con parte del sueldo de sus empleados -las imposiciones se pagan con los ingresos de estos- no coticen o no hayan pagado las cotizaciones.



En consecuencia, por estas observaciones, me voy a abstener, teniendo presente que la iniciativa se va a mejorar en una discusión más amplia que nos permita formular las indicaciones pertinentes.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el sector turismo y las empresas del rubro funcionan de manera diferente a una industria o actividad que abre sus puertas y deja de funcionar a una hora determinada. Por ejemplo, una firma manufacturera comenzará  a operar a las ocho de la mañana y terminará a las cinco de la tarde. Y eso, porque no depende de terceros para llevar a cabo su labor productiva. 



Por su parte, el turismo depende de terceros que vacacionan, que junto a sus familias hacen uso y goce de los feriados, de los domingos, de los días de descanso. Y a menudo concurren a diversas instituciones privadas que se dedican a la atención de público: restoranes, pubs o locales de esparcimiento. Y, por tanto, la legislación debería dar un tratamiento especial a este sector, porque no es lo mismo una fábrica de cajas, que inicia su labor a las ocho de la mañana y deja de hacerlo a las cinco de la tarde, que la actividad turística -como citó el Senador señor García, quien también representa a la Novena Región- desarrollada por una comunidad indígena que puede atender a las personas que la visitan un día domingo a las siete de la mañana o a las siete de la tarde.



No depende del empresario ni del trabajador la hora en que los turistas deben atenderse, sino del flujo y la decisión de la visita. Por tanto, hay que procurarles un trato especial, en un horario también especial, lo cual requiere de una legislación flexible, la cual no debe permitir que el trabajador sea vulnerado en sus derechos. No puede ocurrir que, valiéndose de ella, el empleador se aproveche para debilitar la posición de quien labora para él y que desde ya es débil. 



A mi juicio, se advierte una dificultad para avanzar con este proyecto, pues la mayoría de las pymes no cuentan con un número de empleados que permita la sindicalización. Entonces, ¿cómo negocian uno, dos, tres o cuatro trabajadores con un empleador al efecto de lograr un cambio en el horario? Porque todo, según el proyecto, se hará con acuerdos. Pero, si quien labora se opone, lo más probable es que al mes siguiente no siga en su puesto y, por tanto, se lo va a presionar, por ejemplo, con el propósito de establecer una interrupción de la jornada laboral por una cantidad de horas que podrían ir más allá de lo razonable, a fin de acomodar el horario a lo que digan los clientes. 



Ese es un asunto que debe resolverse en procura de una ley que proporcione equilibrio.



Yo creo que el proyecto tiene racionalidad en el sentido de adecuar la legislación, pero le falta algo para garantizar que no va a haber precariedad en la relación laboral ni en las remuneraciones.



En cuanto a las propinas, me parece bien establecer que sea el trabajador quien administre esos fondos y no el empleador, y que, en todo caso, cuando aquellas se paguen con tarjeta de crédito, el beneficiario reciba su importe al último día del mes siguiente.



A mi juicio, el proyecto va en la dirección correcta. Yo voy a votar a favor de la idea de legislar, pero debe hacerse un esfuerzo para que en la discusión particular se presenten indicaciones que lo perfeccionen y permitan un mejor equilibrio entre el empleador y el trabajador.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, celebramos varias reuniones con dirigentes del mundo laboral de restoranes, casinos, hotelería, etcétera, que dicen relación al proyecto de ley en debate.



Uno no puede obviar ciertos temas. Y una de las cosas que más preocupan es que esta actividad -de carácter estival, que se da con mayor auge en la temporada de verano, época en que efectivamente hay un flujo especial de turistas en restoranes, casinos, hoteles y salas de juego- dura solo algunos meses del año. Entonces, crear los “turnos cortados”, como hace el proyecto, a mi juicio, va a provocar una precariedad laboral que permitiría, incluso, que el día de mañana quienes laboran en el sector del comercio perfectamente puedan ser sumados a esta figura laboral. En virtud de ella, por ejemplo, el empleador puede decir a un empleado: “Usted va a trabajar hasta las 2 de la tarde, descansa media hora y vuelve; luego descansa nuevamente y retoma su labor a las 7 de la tarde”. Y en esos trayectos de media hora o de una hora no se da al trabajador resguardo en la eventualidad de un accidente laboral.



Por tanto, los “turnos cortados” precarizan absolutamente la situación laboral.



En el caso de la propina, he señalado insistentemente que los que ejercen el oficio de garzón se hacen el sueldo con ella. Inclusive, en muchos locales, cuando tienen cierto prestigio o reconocimiento, como las fondas de Fiestas Patrias que se instalan en Santiago o en otras regiones del país, se cobra un arrendamiento a los garzones para que puedan trabajar, y su único ingreso monetario es la propina.



Pero tenemos un problema: en definitiva esa renta -la mayor que recibe el trabajador-, cuando solicita un crédito habitacional o para que los hijos puedan proseguir estudios superiores o técnicos, no tiene cómo demostrarla. 



Esto lo conversamos con el Ministro. De hecho, hice un proyecto de ley en esa línea, para permitir que el empleador pueda extender una certificación que no genere impuestos ni gastos al trabajador, a fin de que este pueda optar a créditos habitacionales o educacionales. Hoy en día él no tiene cómo demostrar sus ingresos por concepto de propinas, pese a que son reales. Tanto es así que esos dineros representan la mayor parte de lo que percibe.



Entonces, estamos frente a la futura creación de un espacio que podría darse para quienes trabajan en el comercio. Y algunos dicen que así puede llegar a funcionar el día de mañana si se permite que personas que desarrollan también otra actividad tengan estos “turnos cortados” para cumplir ambas obligaciones. Esto precariza absolutamente la situación laboral. Y votamos en contra en la Comisión de Trabajo por estimar que aquí efectivamente se les está comenzando a producir un enorme daño a estas personas que tienen, fundamentalmente, el oficio señalado.




De hecho, lo establece el artículo 34 bis: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, los trabajadores de restaurantes de casinos de juego, hotelería, restaurantes y similares, que atiendan directamente al público, podrán pactar la interrupción de la jornada diaria por más de media y hasta por cinco horas”.



¿Cómo se procede en un local donde son tres o cuatro trabajadores y no tienen sindicato? Se pacta individualmente. ¿Cómo se hace eso? ¿El empleador va a convenir con un trabajador un “turno cortado” de dos horas, y con otro, uno distinto? Bueno, en el texto no hay nada que norme, fiscalice, regule o respalde el acuerdo a que se llegue entre ambos y que este se cumpla.



Entonces, llamo la atención sobre el punto. Porque, si bien el proyecto intenta dar la impresión de que flexibiliza la situación laboral al permitir que el trabajador tenga más desplazamiento, a la postre hace absolutamente lo contrario: crea inestabilidad, lo que puede traducirse en que el trabajador, en un acuerdo con el empleador -o quizá en una obligación que le establezca este-, tenga que cumplir su labor por dos horas, abandonarla por una, volver a trabajar por tres horas e irse nuevamente; y así en forma sucesiva. ¿Y cuál es el costo de eso?



Nosotros intentamos buscar mecanismos para llegar a algún acuerdo. Y los propios trabajadores hicieron ver que el proyecto no recoge lo que se desea. 



En el caso de las propinas, se da otro problema: en el año 2015 -corríjanme si me equivoco- va a ser obligatorio dar cuenta de todos los ingresos que la persona tiene, para efectos previsionales. Entonces, ¿cómo vamos a reparar el asunto de las propinas, que son el principal sustento de estos trabajadores? ¿Cómo hacer para que no tengan un daño previsional? A ellos probablemente les están imponiendo por el mínimo, pero ganan tres, cuatro o cinco veces más de lo que el empleador les paga como salario base. ¡Donde más ganan es precisamente con las propinas!



Hay otra cosa absurda: algunos empleadores pagan las propinas a fin de mes. ¡A fin de mes, luego de treinta días! ¿Cómo sabe el trabajador que efectivamente le están pagando el total de ellas? Hemos dicho que trabajo hecho, la propina tiene que entregarse al final de la jornada. Lo que debe ocurrir es que se reembolse al garzón el cien por ciento de la obtenida.



Entonces, el proyecto tiene demasiadas imprecisiones. La flexibilización de los “turnos cortados”, en mi opinión, precariza absolutamente la situación laboral y puede dar pie el día de mañana a que se aplique el mismo sistema a los empleados de comercio, que trabajan los fines de semana y los días festivos. 



Por lo tanto, no puedo votar a favor de esta iniciativa, porque para mi gusto es un franco retroceso en la calidad del empleo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la práctica de pagar el 10 por ciento del consumo a los garzones, por concepto de propina, no tiene respaldo legal. Y lo que se busca es que esa práctica, que es parcial, se generalice, por cuanto es una forma de premiar a quienes hacen bien su trabajo en el contacto directo con los clientes.



En realidad, el proyecto tiene una muy buena intención. Sin duda, hay que precisar ciertos temas,  por ejemplo, quién va a recibir la propina. ¿Es un beneficio personal? ¿Es colectivo y se destina a todos los garzones? Al respecto, hay juicios distintos.



No sé si lo más conveniente es votar en contra de la idea de legislar. Si el proyecto se rechazara, cerraríamos un debate que quizás debiera mantenerse un tiempo más para llevar a cabo una reflexión mayor.



No tengo la convicción de que el texto propuesto sea el mejor. Lo dejo planteado. 



Pediría segunda discusión, pero eso ya se hizo.



La Senadora Allende me dice que existe un informe muy crítico sobre la materia.



Por lo tanto, no sé si lo más adecuado en este momento es realizar la votación. Tal vez debiera postergarse hasta que estén presentes todos los colegas, a fin de profundizar el debate.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Estamos en votación, señor Senador.



Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, resulta evidente que el sector turismo presenta sus particularidades. 



Sin embargo, no me parece conveniente que se envíe un proyecto (en este caso, por parte del Ejecutivo) que, aunque teóricamente tiene la buena intención de adaptar la normativa a las condiciones propias de la actividad específica del turismo, flexibilizando normas y fijando interrupción de jornadas, termine precarizando las relaciones laborales. Constituye un retroceso respecto del reconocimiento de los derechos de los trabajadores sobre la jornada diaria de trabajo y el descanso semanal.



Para mí, eso es suficiente para no apoyar esta iniciativa, más allá de que la discusión sobre la materia debiera seguir. Pero creo que es muy complicado.



En mi opinión, habría que avanzar hacia la instauración de una negociación colectiva en el sector, que hoy no existe en ese ámbito. Esa medida pondría en un marco de igualdad a empleador y a empleado. Es lo que nosotros queremos: que ambas partes negocien cómo mejorar las relaciones laborales.



Debiéramos avanzar en esa dirección, en lugar de tramitar proyectos de este tipo, que precarizan el empleo, que no asumen los riesgos que implica la interrupción de la jornada, que no respetan el descanso semanal, que no cubren a los trabajadores ante la eventualidad de accidentes y que los dejan en una situación de indefensión. ¿Qué harán esas personas si se les interrumpe la jornada, si tienen horas vacías, si en ese período no pueden estar en el lugar de trabajo? ¿Adónde van? Si ese tiempo muerto implica trasladarse a alguna parte, será un gasto extra.



En verdad, considero que esta iniciativa es mala, porque, a pesar de su buena intención, no resuelve el fondo del problema. Yo por lo menos, mientras vea que precariza la situación de los trabajadores y no respeta lo logrado hasta ahora, no la votaré a favor.



Asimismo, considero importante que los colegas lean los juicios que emitió en la Comisión el profesor de Derecho del Trabajo de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso Eduardo Caamaño, quien, con mucha claridad, explicó cómo las disposiciones que contiene el proyecto contravienen incluso el Convenio Nº 172 de la OIT, instrumento internacional que, por desgracia, aún no se encuentra ratificado por Chile. Y nos vendría bastante bien si pudiésemos avanzar en tal sentido.



La norma relativa a la interrupción de los turnos definitivamente genera precarización; imposibilita el descanso, y podría, como dije, aumentar los riesgos laborales.



Todo lo anterior es suficiente para no apoyar esta iniciativa. A pesar de su buena intención, es mala. Y ojalá fuera cambiada, sustituida o mejorada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (18 votos a favor, 5 en contra, una abstención y un pareo) y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 13 de enero de 2014, a las 12. 


Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Walker (don Patricio).


Votaron por la negativa la señora Allende y los señores Bianchi, Escalona, Letelier y Muñoz Aburto.


Se abstuvo el señor Navarro.


No votó, por estar pareado, el señor Larraín (don Hernán).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, durante la discusión en particular el proyecto también será analizado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



--Así se acuerda.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se suspende la sesión por cinco minutos.

)---------------------(



--Se suspendió a las 18:40.



--Se reanudó a las 18:45.

)------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En reunión de Comités, se acordó que el informe de la Comisión Bicameral relativo a la designación de los integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias sea enviado a la Cámara de Diputados, con el fin de que el Senado lo conozca en la sesión ordinaria de mañana en la tarde.

)------------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señor Presidente, en este momento ha llegado a la Mesa un certificado de la Comisión Mixta, constituida conforme a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, con el que propone la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras del Congreso Nacional con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación de farmacias y medicamentos (boletines Nos 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos), con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 22).


--Queda para tabla.

PROHIBICIÓN Y ELIMINACIÓN DE VACUNAS MULTIDOSIS CON TIMEROSAL O COMPUESTOS ORGANOMERCÚRICOS
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos, con segundo informe, nuevo segundo informe, e informe complementario del nuevo segundo informe de la Comisión de Salud.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7036-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 16ª, en 10 de mayo de 2011.



Informes de Comisión:



Salud: sesión 40ª, en 3 de agosto de 2011.



Salud (segundo): sesión 71ª, en 23 de noviembre de 2011.



Salud (nuevo segundo): sesión 93ª, en 31 de enero de 2012.



Salud (complementario del nuevo segundo): sesión 76ª, en 3 de diciembre de 2013.


Discusión:



Sesiones 41ª, en 9 de agosto de 2011 (se aprueba en general); 78ª, en 10 de diciembre de 2013 (queda para segunda discusión).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 9 de agosto de 2011 y que, en la sesión de 10 de diciembre de este año, quedó para segunda discusión.



En el informe complementario del nuevo segundo informe, la Comisión de Salud hace presente que, en sesión de 7 de mayo de 2013, la Sala acordó volver el proyecto al órgano técnico para un nuevo estudio, abriéndose un nuevo plazo para presentar indicaciones, período en el cual se presentó una sola, que reemplaza íntegramente el texto de la iniciativa.



En el mismo informe, la Comisión deja constancia, para efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



Asimismo, informa que aprobó la indicación sustitutiva del proyecto por la mayoría de los miembros de la Comisión: 3 votos afirmativos, de los Senadores señora Rincón y señores Girardi y Rossi, y 2 abstenciones, de los Senadores señores Chahuán y Uriarte.



Sus Señorías tienen a su disposición un boletín comparado que consigna, en la tercera columna, las modificaciones efectuadas por la Comisión de Salud en el segundo informe; en la cuarta, la enmienda introducida en el informe complementario del nuevo segundo informe, y en la quinta, el texto resultante si las propuestas fueran aprobadas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión particular.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la única enmienda, que sustituye todo el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.



--(Durante la votación).
El señor NOVOA.- Señor Presidente, solamente deseo señalar mi oposición a esta iniciativa. Creo que los temas que trata no son materias de ley, porque escapa a la facultad legislativa el determinar qué componentes puede tener o no un medicamento.



Además, pienso que la fundamentación que se da, en cuanto a arrogarnos la atribución para zanjar una discusión científica que lleva más de 30 o 40 años, acerca de si tal elemento produce o no determinados efectos, es lo más absurdo que he visto en mi vida.



Pero, desgraciadamente, no puedo votar porque estoy pareado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, hace algún tiempo tratamos en general este proyecto, originado en una moción de varios Diputados, y en esa oportunidad me referí ampliamente a las características del timerosal y a los riesgos que su aplicación conlleva.



Cabe consignar que, en discusiones previas sobre la materia, el Ministerio de Salud solicitó un plazo (un año y medio) para eliminar gradualmente las trazas de mercurio de las vacunas, con la finalidad de adecuar los stocks disponibles en esa época.



Durante el último debate en la Comisión de Salud, sugerí recurrir a un fondo administrado por la Organización Mundial de la Salud para los efectos de adquirir vacunas sin timerosal, no obstante persistir los inconvenientes en el reemplazo de algunas de ellas, como la pentavalente, que tiene trazas de mercurio.



Por lo anterior, estimo pertinente analizar cuidadosamente la situación de las vacunas que carecen de alternativas de comprobada eficacia. Me parece adecuado que el proyecto contemple la atribución para que, mediante decreto fundado, se autorice la inmunización con trazas de timerosal en casos excepcionales y estrictamente necesarios.



Si bien mi posición original fue que debiera eliminarse el timerosal de las vacunas, se ha de tener en consideración el gran número de antecedentes contradictorios al respecto.



Por ello, y tal como lo hice en la Comisión, me abstendré en esta oportunidad.



Sin perjuicio de mi postura, sostengo que el eje central de la discusión es la responsabilidad con que deben actuar las autoridades. En consecuencia, pido al Ejecutivo que en las decisiones que se adopten no primen criterios económicos por sobre los sanitarios, toda vez que, si se acredita con posterioridad que el timerosal efectivamente causa efectos dañinos, serán las autoridades quienes deberán asumir la responsabilidad que les corresponda por sus actos.



En tal virtud, insto al Ministerio de Salud a realizar los esfuerzos pertinentes para eliminar el timerosal del Programa Nacional de Inmunizaciones, en concordancia con la posición original asumida por dicha Cartera al comenzar la tramitación de esta iniciativa.



Deseo contarle, señor Presidente, que yo participé en la discusión de este proyecto en ambas ramas legislativas, y voté a favor de la eliminación del timerosal en la Cámara de Diputados.



Hago presente que no disponemos de antecedentes y elementos técnicos suficientes para tomar una decisión de esta naturaleza, sin afectar el programa de vacunación.



Yo tengo dudas razonables, señor Presidente. Y cuando eso pasa, hay que ser conscientes de las responsabilidades que se asumen finalmente al emitir un voto.



Por lo mismo, pido al Ministerio de Salud -me habría gustado que estuviese presente el Ministro en esta sesión- que entregue los nuevos antecedentes de la OMS de que dispone, los cuales indicarían que el timerosal es inocuo.



La verdad es que existen demasiados informes contradictorios en esta materia. Y en los casos que he podido observar de cerca, efectivamente surgen dudas fundadas respecto a si el timerosal puede ser causa de autismo.



Entonces, ¿qué hacemos, señor Presidente, si carecemos de antecedentes y elementos técnicos, si los representantes del Ministerio no están presentes en la discusión del proyecto; si dicha Secretaría de Estado no ha traído a colación tales elementos?



Por eso, anuncio que me voy a abstener en esta oportunidad.



Sin embargo, le pido al Ministerio de Salud que se haga responsable. Porque, si se llega a determinar que existe una relación de causalidad entre el timerosal y el autismo, ello afectaría la responsabilidad de las autoridades de turno. Insisto: el Ministerio debe hacerse responsable de las decisiones que adopta.



Respecto del programa de vacunación, concurrí al Ministerio de Salud junto con las organizaciones que solicitan eliminar el timerosal. En esa ocasión, el Subsecretario del ramo se comprometió a, en un año y medio, cuando se termine el stock de vacunas, eliminar todas las trazas de mercurio y de timerosal. Y eso no ha ocurrido.



Por lo mismo, le pido…



Me permite 30 segundos más, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por supuesto, señor Senador.

El señor CHAHUÁN.- Decía que le pido al Ministro de Salud que nos entregue mayores antecedentes para poder pronunciarnos, porque la decisión que hoy día adoptemos tendrá, eventualmente, consecuencias sanitarias.



Por eso, la Cartera de Salud tiene que hacerse responsable y traer al menos a esta Sala toda la información de que disponga.



Señor Presidente, no sé si se ha pedido segunda discusión…

El señor COLOMA.- ¡Estamos en votación!

El señor CHAHUÁN.- Como ya estamos votando, anuncio que me voy a abstener.



Y lamento que hoy día no esté presente aquí, en la Sala, el Ministro de Salud.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en la misma línea de lo planteado por el Senador Chahuán, deseo señalar lo siguiente.



A pesar de un sinnúmero de antecedentes, del relato y las apreciaciones de diversos científicos, no hay una opinión que nos permita a nosotros, que no somos científicos -yo por lo menos no lo soy-, tomar una decisión informada, con la convicción de que es la determinación correcta.



Aquí hay muy buenos argumentos a favor del proyecto, en cuanto a eliminar el timerosal de las vacunas. Pero también existen muchos y muy buenos antecedentes científicos para desechar la iniciativa legal, porque no hay pruebas suficientes que permitan sostener que las vacunas con timerosal son dañinas para la salud de las personas.



Abstenerse, señor Presidente, tiene el inconveniente de que alguien puede pensar que a uno no le importa este asunto, que le da lo mismo cualquiera que sea la decisión: a favor o en contra. No obstante, se trata de la salud de la población y, por ende, a mí me importa mucho. Pero creo que, objetivamente, no tenemos los antecedentes suficientes como para pronunciarnos a favor o en contra. Y esta es, a mi juicio, una decisión demasiado relevante. 



Hubiese preferido disponer de más tiempo para consultar un mayor número de opiniones. Pero, hasta aquí, los antecedentes recabados no me permiten emitir un voto responsablemente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en primer lugar, lamento que estemos votando el proyecto sin haber tenido la oportunidad de pedir aplazamiento de la votación. 
Porque me gustaría que el Ejecutivo, particularmente el Ministro de Salud, estuviera presente.



Francamente, no se justifica que estemos discutiendo una iniciativa legal de esta trascendencia sin contar con la presencia del Secretario de esa Cartera o de un personero del Ejecutivo que responda sectorialmente por un tema tan importante como el que nos ocupa.



En segundo término, uno podría decir que hoy día, probablemente, no hay pruebas concluyentes de que existe un riesgo en el uso del timerosal en las vacunas, de que pueda tener consecuencias en la salud de la población, particularmente, generar algún tipo de daño neurológico, en fin.



Sin embargo, a mi juicio, frente a la duda es preferible la precaución, la prudencia. Resulta difícil que podamos decidir, aun existiendo estudios contradictorios. No obstante, si algunos de ellos ya señalan que hay un riesgo en la utilización de vacunas con timerosal, en el sentido de que pueden generar un daño neurológico a las personas o tener otro tipo de consecuencias, yo por lo menos, ante esa eventualidad, me inclino por la precaución.



Por eso, voy a apoyar el proyecto.



Nosotros debemos pedir que el Ministerio de Salud sea capaz de regular esta situación, que, definitivamente, tenga un pronunciamiento claro y concreto, y que avance en la línea de lo que señaló el Senador Chahuán. O sea, si esta Cartera está proponiendo eliminar el timerosal en forma gradual, quiere decir que esa es la línea que corresponde seguir. Por algo lo debe estar haciendo. Porque, tal vez, en este caso, ha tenido en vista las mismas consideraciones que he señalado: la precaución.



Creo que ese debería ser el principio de orientación.



Por otro lado, como siempre ocurre, aquí nos enfrentamos a lo mismo: la salud pública versus la salud privada. Porque los sectores que se atienden en el ámbito de la privada, como tienen mayor poder adquisitivo, pueden optar y buscar inmunización a través de una vacuna que no tenga timerosal. Pero no acontece igual con nuestra salud pública, donde a la gente, probablemente, no le es posible elegir.



Por todas esas razones, señor Presidente, fundamentalmente por un principio de precaución, voy a votar a favor del proyecto, para eliminar las vacunas multidosis con timerosal.



Ojalá podamos recabar que el Ministerio de Salud sea más claro, y que también avance en su programa de eliminación gradual de ese elemento. Y reitero: esa Secretaría de Estado debiera estar presente hoy día en la Sala.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, solo deseo hacer una reflexión general acerca de la iniciativa en debate. 



Cuando veo la poca literatura a que he tenido acceso, me pregunto si acaso no se le está pidiendo al Senado que resuelva sobre una materia que cae netamente en la esfera técnica. Yo estimo que este es un asunto propio de las autoridades sanitarias.



En estos temas hay mucha literatura internacional. Se han citado pareceres de asociaciones médicas de distintos países. Lamentablemente, son contradictorias.



Además, la materia de que se trata constituye una extralimitación de la esfera propia de la legislación, porque no todo se resuelve por esta vía.



Junto con lo anterior, hay que pensar que quizás nos falta profundidad en la preparación de los proyectos. Es decir, omitiendo el primer escrúpulo que enuncio, esto se podría resolver mejor si hubiera información más amplia y más profunda. Pero estimo que no corresponde trasladar a un grupo de personas que son, al fin y al cabo, todas ellas, legas en la materia, una responsabilidad excesiva, desproporcionada.



Entonces, me hago las siguientes preguntas: ¿Cuál es la eficacia de los métodos o de las vacunas alternativas? ¿Cuáles son los costos comparativos de otros medios de prevención? ¿Cuáles son los posibles efectos en las personas a las que no se pueda administrar la vacuna como consecuencia de esta prohibición?



En definitiva, aquí hay una exacerbación de las facultades legislativas, y también cierto impulso a legislar de manera frívola que, a mí al menos, me inhibe de emitir un parecer siquiera medianamente fundado. Las dudas son tales que, a mi modo de ver, lo que procede aquí es abstenerse.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, he recibido planteamientos de padres y madres de niños vinculados a esta “inmensa duda”, en los que manifiestan su preocupación y denuncian que, a su juicio, la causa del autismo de sus hijos está vinculada a la vacunación con timerosal.



La pregunta que me hago es la siguiente: esta iniciativa legal -que no es de mi autoría, aunque me parece respetable-, ¿de qué surge? ¿De la embriaguez de ciertos señores Diputados que amanecen mal enfocados y la presentan para su tramitación?



Se dice que ya se vio en la Cámara de Diputados, con un resultado que la ha traído hasta acá; se dice que hay frivolidad en el tratamiento de esta materia.



¿Por qué se presentó este proyecto? Porque se ha declarado: “Hay dudas fundadas sobre si efectivamente el timerosal es dañino o no para la salud de los niños y niñas que son vacunados”.



Tantas dudas tienen sus autores que en el artículo 1° se dispone: “Prohíbese la fabricación, importación, comercialización, distribución y suministro, a cualquier título, de todo tipo de vacunas destinadas a inocular a niñas y niños menores de ocho años, mujeres embarazadas y adultos mayores de sesenta años, que entre sus componentes contengan timerosal o compuestos organomercúricos”, en particular etilmercurio.



Si esos legisladores tienen dudas; si algunos padres y apoderados dan la voz de alarma; si un grupo de Senadores que ha estudiado la normativa y escuchado la opinión de científicos también manifiestan discrepancias, yo me pregunto: ¿Es necesario ser científico para pronunciarse al respecto o hay que proceder con un mínimo de prudencia ética? Yo, al menos, siento que no necesito ninguna caracterización científica para emitir mi parecer.



Si hay padres y madres que denuncian esta situación y se atreven a enviar los antecedentes al Parlamento; si hay legisladores que acogen sus planteamientos y dan origen a una iniciativa como esta, que ya ha cumplido casi la mitad de su tramitación, considero muy pertinente hacerse cargo de esas dudas tan fundadas.



Nuestros niños y niñas no deben ser víctimas de una situación como la descrita, por frivolidades como la de no ser capaces de hacernos cargo de tales dudas, particularmente cuando hemos visto la infamia con que actúan algunos consorcios farmacéuticos, que por intereses económicos ocultan informes, sin consideración alguna por la salud de las personas.



Pienso que existen antecedentes más que justificados para actuar con coherencia en esta materia. 



Yo estoy a favor de que se prohíba el uso de vacunas con timerosal y compuestos organomercúricos mientras no se aclare si estos elementos constituyen realmente el factor gatillante de enfermedades como el autismo en niños y niñas de nuestro país, el cual, además -vale la pena señalarlo-, es un mal que se ha ido incrementando en la sociedad chilena.



Por lo tanto, en razón de las dudas fundadas que han expuesto muchos Senadores que estudiaron el proyecto, y por respeto a los padres y madres que declaran su desconfianza y denuncian que hoy sus hijos son autistas producto de la inoculación de vacunas con los elementos mencionados, voto favorablemente, a fin de prohibir su uso mientras no se esclarezcan las dudas que ellas suscitan.


El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, independiente de esta iniciativa, que tiende a eliminar las vacunas multidosis con timerosal, debo manifestar que en alguna oportunidad se me presentó el problema en cuanto a la efedrina como precursor químico para algunas drogas. Y me pareció que el organismo competente en la materia era el Ministerio de Salud.



Esa Cartera debe disponer de la información necesaria para determinar si un medicamento es o no dañino. No resulta adecuado que el Parlamento termine legislando respecto de ciertos medicamentos y de sus componentes. Esto no es materia de ley propiamente tal.



Yendo al fondo del proyecto, hay tres antecedentes de la comunidad científica, que son las que estudian a fondo estos problemas, que van en una línea completamente inversa a lo que aquí se propone. 



1.- Las resoluciones del Comité Consultivo sobre Seguridad en las Vacunas, de la Organización Mundial de la Salud, emitidas en octubre y diciembre de 2012, dan cuenta de que, según la evidencia científica, la cantidad de timerosal utilizada en las vacunas no representa riesgo alguno para la salud.



2.- A la misma conclusión han llegado los grupos de expertos del Instituto de Medicina de los Estados Unidos, de la Academia Americana de Pediatría, del Comité del Reino Unido sobre Seguridad de la Medicina, y de la Agencia Europea para la Evaluación de Medicamentos.



3.- En la 5ª sesión del Comité Intergubernamental de Negociación de la OPS/OMS, que tuvo lugar en Ginebra, se determinó que las vacunas que usan el timerosal como conservante han sido excluidas de la lista de productos que deben ser eliminados gradualmente.



¿Qué quiero decir con eso, señor Presidente? Básicamente, dos cosas.



En primer lugar, que no es propio de una ley, sino del Ministerio del ramo, del Instituto de Salud Pública, determinar si un medicamento genera o no efectos negativos sobre la salud.



En segundo término, que los organismos de salud oficiales a nivel mundial, fundados en estudios recientes, señalan, en definitiva, que las vacunas que contienen los elementos de que se trata no provocan los daños referidos.



Y por último, que la propia comunidad científica ligada a los grupos de expertos del Instituto de Medicina de los Estados Unidos, de la Academia Americana de Pediatría, del Comité del Reino Unido sobre Seguridad de la Medicina y de la Agencia Europea para la Evaluación de Medicamentos han concluido exactamente lo mismo.



Por ello, señor Presidente, a lo mejor, el actuar en contra de lo señalado por la comunidad científica y los organismos oficiales de salud a nivel mundial, lejos de generar un beneficio a nuestra población, es más el perjuicio que se le puede causar a través de este proyecto de ley.



Por tales razones, voto que no.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, es muy importante que el Congreso pueda legislar sobre la materia.



Comparto algunos de los planteamientos expresados aquí. El tema es controvertido. Pero uno se pregunta por qué, si la Organización Mundial de la Salud emitió determinada resolución, el timerosal está prohibido en todos los países europeos.



Es raro ¿no es cierto? Lo que pasa es que a veces la OMS diseña políticas para los países africanos, porque eso ya no está en cuestión en las naciones de Europa. En la mayoría de ellas se encuentran prohibidas las vacunas con timerosal.



¿Y por qué se prohíbe el timerosal? Lo explicaré brevemente, porque algunos ni siquiera saben lo que es este elemento.



El timerosal es un compuesto mercurial. 



El mercurio es el más tóxico de todos los contaminantes, mucho más nocivo que el plomo. Algunos Senadores conocen lo que ha originado el plomo en sus regiones: daño neurológico, autismo, problemas intelectuales. Y el mercurio es uno de los tóxicos más potentes y dañinos que se conocen. Por consiguiente, en el mundo entero los países desarrollados han prohibido el timerosal. 



¿Qué ocurre en Chile? La gente que tiene dinero no inmuniza a sus hijos con vacunas que contengan timerosal. Basta que Sus Señorías pidan informes en la Clínica Las Condes o en la Clínica Alemana para darse cuenta de que muchas personas solicitan vacunas sin timerosal.



Ahora, ¿cuál es nuestro riesgo de país? Algo que ya estamos viendo. En el pasado, la cobertura de vacunas en Chile era una de las más elevadas del planeta. Éramos ejemplo mundial en este aspecto. ¿Y qué ha estado sucediendo en el último tiempo, sobre todo este año y el anterior? Nuestro país dejó de ser ejemplo mundial, porque perdimos ese grado de cobertura.



Yo expresé en otra sesión que sería muy fácil culpar de inexperiencia e improvisación al Ministerio de Salud. En cierto modo, este puede haber tenido algo de responsabilidad, pero creo que la pérdida de cobertura se debe a que existe una corriente de opinión que la propicia, especialmente a través de Internet, pues las mamás recomiendan no aplicar a los niños vacunas con timerosal.



Cabe recordar que la autoridad incluso ha entablado acciones legales o recursos de protección, publicitados en la televisión, en contra de algunas madres que se han resistido a ponerles a sus niños vacunas con timerosal.



¿Pero qué pasa en una nación cuando se pierde la confianza en su sistema de inmunizaciones? Los costos son altísimos. Y para Chile el mayor costo es que se dañe la credibilidad del Programa Nacional de Inmunizaciones.



Yo creo que nuestro país perdió un patrimonio. Y eso tiene un costo económico muy superior al de cambiar vacunas con timerosal por otras sin ese preservante, las cuales existen en el mercado. 



De hecho, cuando estudiamos este proyecto de ley, que viene de la Cámara de Diputados, fijamos una condición: que en caso de epidemias o de emergencias sanitarias se puedan usar de todas maneras vacunas con timerosal, sopesando su utilización ante el riesgo de daños.



Por lo tanto, a través de una indicación que presentamos en la Comisión de Salud establecimos aquella posibilidad para el caso de que mañana alguna circunstancia nos obligue a disponer el uso de una vacuna con timerosal por no haber acceso a otra sin este componente.



Sin embargo, estoy totalmente de acuerdo en que, existiendo alternativas, habiendo una sospecha ciudadana, se prohíba el empleo de tales vacunas. 



En salud los criterios son totalmente distintos: para poder usar algo se debe demostrar que es inocuo.



Por eso se establecen normas en materia de campos electromagnéticos y radios de seguridad, como lo hicimos a propósito del proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones. No hay ninguna evidencia seria que nos asegure que los campos electromagnéticos provocan daño; empero, se toman medidas preventivas, pues se actúa con criterio precautorio.



En salud -reitero- se debe demostrar que algo es inocuo para aprobarlo. De ahí que en Estados Unidos y en la mayoría de los países europeos se haya prohibido el uso de timerosal. 



Yo pregunto, entonces, por qué las autoridades de esas naciones tratan a sus conciudadanos con un estándar de protección tan diferente del que el Gobierno del Presidente Piñera les aplica a nuestros niños.



Existe una controversia, fundada en distintas publicaciones serias que señalan que el mercurio podría generar autismo y dar origen a niños con síndrome de hiperactividad y diversos síntomas neurológicos.



En consecuencia, me pregunto qué hace a nuestros niños tan distintos para que el Gobierno del Presidente Piñera no quiera tomar una medida de protección, preventiva, precautoria, como la ya implementada en la gran mayoría de los países desarrollados.



¿Por qué debemos aceptar que familias con recursos a veces limitados prefieran comprar vacunas sin timerosal y que se condene a personas pobres a asumir un riesgo que no está claramente descartado por ningún estudio científico?



Por eso, el Parlamento debe legislar al respecto, involucrándose en algo cierto: esta materia debiera ser política de la autoridad ministerial pertinente; empero, si ella no está dispuesta a aceptar el principio precautorio, que ha sido admitido por casi todas las autoridades ministeriales del mundo entero, le corresponde al Congreso, lamentablemente, legislar en función del vacío existente y del abandono y la omisión en que ha incurrido quien debe velar por la salud en nuestro país.



En consecuencia, voto por la aprobación de este proyecto en particular.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no sé si alguno de los colegas Senadores ha tenido la posibilidad de estar en contacto con un autista, de conocer el drama de padres que tuvieron hijos sanos hasta el año o los dieciocho meses y hoy se hallan convencidos de que una vez que se les inocularon vacunas con compuestos organomercúricos cambió la vida para los niños y sus familias.



¿Alguien les devolverá a esas familias los niños que les arrebataron, quienes, tras encontrarse sanos y ser alegres, se convirtieron en personas totalmente distintas?



La disputa mundial acerca de si el mercurio puede generar autismo está abierta. Sin embargo, mientras se recopilan antecedentes que permitan zanjarla no debiera haber discusión sobre la necesidad de aplicar el principio precautorio. 



Aquí ocurre lo que sucedió con el tabaco (lo he mencionado más de una vez; porque mi padre era un fumador empedernido: hacía cola para comprar los famosos Liberty). El debate en la década de los 70 era en torno a si el tabaco provocaba cáncer. Las tabacaleras pagaban estudios donde se negaba aquello. Y se ponían como ejemplo trabajos de destacados investigadores mundiales.



Está claro que hoy existe una discusión al respecto. No obstante, me asiste la convicción de que, más temprano que tarde, el debate mundial dará cuenta de que la industria farmacéutica, interesada en el uso del mercurio, ha trabajado sistemáticamente por eliminar las pruebas sobre la relación entre ese elemento y el autismo. 



Se ha dicho que veinticuatro investigaciones realizadas con posterioridad al año 1999 descartarían la mencionada asociación. Veintiuna de ellas las llevó a cabo el doctor Poul Thorsen, quien actualmente se encuentra entre los fugitivos más buscados por el Departamento de Salud de los Estados Unidos, pues se detectó que en la realización de los estudios pertinentes incurrió en malversación de fondos. 



Una de las más connotadas investigadoras, la doctora Mary Catherine De Soto, de la Universidad de Iowa, ha señalado que es habitual que se aduzcan argumentos epidemiológicos para descartar la relación entre timerosal y autismo. No obstante, recalca que, en una recopilación que efectuó de 54 casos, 74 por ciento documentaba la asociación entre el uso de timerosal como preservante y las tasas de autismo presentes en cada población analizada.



Señor Presidente, al Senado le cabe una misión histórica. Porque, como señaló el colega Girardi, el proyecto en debate, a raíz de una indicación que se aprobó, posibilita abordar los casos extraordinarios. En efecto, ante una crisis sanitaria, por ejemplo, se obligará al uso masivo de vacunas que contengan timerosal. Y se dispone que deberán tomarse todas las medidas restrictivas para que, ante el aumento de la demanda, se proceda de acuerdo a los estándares internacionales. 



Sin embargo, en el punto específico de la prevención, a quienes creen que hay niños distintos les pido una explicación. Si los que se atienden en la Clínica Las Condes acceden a vacunas sin timerosal, yo quiero que los de cualquier comuna de Chile -Cerro Navia, Penco, Hualqui- tengan el mismo derecho a recibir un trato que disminuya su posibilidad de padecer de autismo.



Por eso, le pido al Senado aprobar esta iniciativa de ley. No tenemos alternativa.



Si aquello representa costo fiscal, deberá asumirse. Pero hemos de proteger a todos nuestros niños y no discriminar por ingresos ni permitir lo que sucede en la actualidad: solo las familias más ricas de nuestro país acceden a vacunas sin mercurio.



Quiero, pues, que la prevención favorezca a todas las familias chilenas.



En consecuencia, voto a favor de este proyecto de ley, convencido de que es lo mejor que podemos hacer ahora para proteger a nuestros niños.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, es preciso recordar que este proyecto viene de la Cámara Baja. Se inició en moción de los Diputados señoras Girardi, Goic, Molina y Muñoz y señores Accorsi, Chahín, Kast, Lobos (parlamentario muy recordado), Rincón y Saffirio; fue aprobado por unanimidad, y no contiene normas de quórum especial.



Esta iniciativa busca eliminar todo tipo de vacunas que contengan timerosal o compuestos organomercúricos; prohíbe su fabricación, importación, comercialización o distribución, y ordena la destrucción de las existencias en el plazo de seis meses.



Se debe tener presente que el timerosal, en un porcentaje importante, contiene mercurio, que es el segundo metal pesado más peligroso para la salud, después del uranio.



El timerosal se utiliza desde hace ochenta años como preservante para evitar que vacunas y otros productos se infecten con hongos o bacterias.



La referida moción surge a propósito de la preocupación de la comunidad científica por una eventual asociación entre el uso del timerosal y el incremento de los casos de autismo.



Aunque no existe evidencia científica concluyente ni tampoco se pretende que el Congreso Nacional establezca una verdad científica, hay consenso en la conveniencia de que el país se abstenga del empleo de timerosal. Ello, de acuerdo al mandato constitucional que obliga a proteger la salud de las personas.



Se ha calculado -no constituye un dato exacto- que la modificación del Programa Nacional de Inmunizaciones para emplear vacunas sin timerosal significaría un mayor costo de sobre diez mil millones de pesos.



Entonces, no obstante que el Ejecutivo respalda la ley en proyecto, existe una preocupación lógica por el aumento de los costos.



En el segundo informe de la Comisión de Salud se aprobaron por unanimidad todas las indicaciones del Senador Uriarte destinadas a flexibilizar el contenido de la iniciativa, incluida la ampliación de seis meses a un año del plazo para destruir las vacunas existentes.



Luego, en un nuevo segundo informe, y a raíz de las argumentaciones de los autores de la moción, se llegó a un compromiso intermedio.



Y por último, en un informe complementario del nuevo segundo informe, se agregaron otras disposiciones, para explicitar en forma detallada el sentido original del proyecto, eliminándose la fijación de plazo.



En todo caso, tal como se planteó durante las largas discusiones habidas en el seno de la Comisión, de existir dudas, la conducta debe ser la prevención, por sobre cualquier consideración presupuestaria.



Voto a favor de este proyecto, señor Presidente, porque lo estimo altamente conveniente para la preservación de la salud en nuestro país.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el texto sustitutivo propuesto por la Comisión de Salud en el informe complementario del nuevo segundo informe (13 votos a favor, 4 en contra, 4 abstenciones y 2 pareos), y la iniciativa queda despachada en particular.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag y Tuma.



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, Kuschel y Orpis.



Se abstuvieron los señores Chahuán, García-Huidobro, Larraín (don Carlos) y Prokurica.



No votaron, por estar pareados, los señores Larraín (don Hernán) y Novoa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficio que han llegado a la Mesa. 

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Bienes Nacionales, pidiéndole informar en cuanto a CUMPLIMIENTO DE COMPROMISO MINISTERIAL PARA REGULARIZACIÓN DE BORDE COSTERO DE PROVINCIA DE COPIAPÓ y a PLAN DE LICITACIONES DE TERRENOS FISCALES 2013 EN REGIÓN DE ATACAMA (reiteración de oficio).



Del señor BIANCHI:


Al señor Director Nacional de Vialidad, para solicitar IMPLEMENTACIÓN DE SEÑALIZACIÓN DE TRÁNSITO EN PARQUE NACIONAL TORRES DEL PAINE.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Hacienda, para que informe sobre NÚMERO DE FUNCIONARIOS DE MINISTERIO DE HACIENDA Y SERVICIOS DEPENDIENTES EN PRIMER TRIMESTRE DE AÑOS 2011 A 2013. A la señora Ministra de Educación, requiriéndole información relativa a CIERRE DE ESCUELA RURAL SANTO DOMINGO (comuna de Hualqui). Al señor Ministro de Justicia subrogante y al señor Presidente de la Corte Suprema, solicitándoles remitir NÓMINA DE JUECES DE ORIGEN INDÍGENA, CON INDICACIÓN DE GÉNERO Y TIPO DE TRIBUNAL DONDE EJERCEN. Y a la señora Superintendenta de Pensiones, para que envíe copia de RESPUESTA DE DIRECTOR DE INSTITUTO DE PREVISIÓN SOCIAL A OFICIO DE SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES SOBRE CASO DE DON RODOLFO ÁLVAREZ CANTILLANO.
)------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:27.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA LA COMPETENCIA EN EL MERCADO DE LOS MEDIOS DE PAGO ELECTRÓNICOS
(9201-03)

MENSAJE Nº 290-361/

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto promover la competencia en los medios de pago electrónicos y facilitar su acceso a los sectores de menores ingresos de la población.

I. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY

El crecimiento de un país exige el desarrollo de su sistema financiero, teniendo como uno de sus principales componentes el uso y masificación de medios de pago electrónicos, tales como tarjetas de crédito y débito, transferencias electrónicas, portales de pago en internet y diversas formas de prepago. 

Existe un amplio consenso sobre el gran impacto que éstos generan en la economía, destacando la disminución en los costos de transacción, el aumento en la seguridad, la facilitación de la distribución, pago y seguimiento de pensiones y beneficios sociales, la promoción del comercio electrónico y del turismo, y el fomento de la preferencia por los comercios formales.

Para potenciar un funcionamiento eficiente del mercado de medios de pago, se estima necesario adoptar medidas para promover la competencia entre los distintos proveedores de estos servicios.

1. Funcionamiento de la Industria

En esta línea, es necesario entender previamente el funcionamiento de esta industria y sus particularidades por tratarse de un mercado de dos lados, para lo cual el sistema de medios de pago electrónico comprende tres grandes funciones: emisión, adquirencia y procesamiento. 

La emisión consiste en generar tarjetas u otros medios e instrumentos de pago que puedan ser usados por los consumidores o tarjetahabientes como un medio distinto al efectivo, al comprar bienes o servicios en comercios. La principal actividad del “emisor” es lograr que sus clientes acepten usar dichos medios de pago.

La adquirencia, por otro lado, consiste en registrar o afiliar a establecimientos comerciales para que acepten determinadas  tarjetas u otros instrumentos como forma de pago por los productos o prestaciones que cada uno entrega al consumidor. La principal actividad del “adquirente” es lograr que dichos establecimientos comerciales acepten afiliarse a un determinado medio de pago (tarjetas de crédito, débito o prepago).
Por el lado de los tarjetahabientes, el emisor se hace cargo de las autorizaciones para debitar la compra realizada por el titular de la tarjeta del saldo disponible o la línea de crédito, también de la preparación de estados de cuentas mensuales y otras funciones similares. Respecto de los comercios, la función de adquirencia requiere de la provisión y mantenimiento de terminales de puntos de venta (usualmente conocidos como Puntos de Venta o P.O.S., por sus siglas en inglés), cubrir la garantía de los pagos a los comercios, llevar a cabo la facturación y liquidación mensual de las transacciones, gestionar el proceso de reclamos, la protección contra fraudes y clonaciones, etc.

Por su parte, la función de procesamiento se encarga de transmitir y procesar la información entre el tarjetahabiente y el emisor, por un lado, y entre el comercio y el adquirente por otro, permitiendo que una transacción sea autorizada en forma privada y segura. También, lleva un registro detallado de las transacciones y realiza los procesos de conciliación y compensación de pagos. Es así como tanto la emisión como la adquirencia requieren de agentes que procesen sus transacciones, pudiendo distinguirse un procesador emisor y un procesador adquirente.

Ambos lados de la transacción –emisores y adquirentes- necesitan mantenerse en contacto para que ésta sea efectiva.

El procesamiento supone la existencia de un switch que permite la interconexión entre los procesadores adquirentes y emisores, a fin de que ambos lados del mercado se encuentren unidos en un único sistema.

En la emisión, es preponderante el desarrollo de la relación comercial con los tarjetahabientes y en la adquirencia, la relación con los comercios, respectivamente. Los distintos oferentes de emisión y de adquirencia generalmente compiten entre sí diferenciándose y entregando distintas propuestas de valor. Asimismo, en ambas se observa una preponderancia de costos variables.

Por otro lado, la red de procesamiento de pagos tiene un papel principalmente tecnológico y posee altos requerimientos técnicos. Por lo mismo, exige niveles elevados de inversión en infraestructura, presentando altos costos fijos e importantes economías de escala.

El procesamiento es una actividad de apoyo o intermedia para las otras dos funciones, que constituye un insumo indispensable a estas últimas, las cuales, a su vez, se relacionan con sus respectivos clientes finales, tarjetahabientes y comercios.

2. Acceso a Redes de Procesamiento de Pagos Electrónicos

Para las empresas que quisiesen ingresar al mercado de la emisión o al de la adquirencia, es necesario conectarse a las redes de procesamiento, y por medio de ellas a las empresas que sirven el otro lado del mercado, es decir a los adquirentes o a los emisores, respectivamente. 

El entrante puede contratar los servicios del o los procesadores existentes, o realizar él mismo el procesamiento, sin perjuicio que siempre deben conectarse a las empresas que sirven el otro lado del mercado.

Debido a que las redes de procesamiento implican niveles de inversión y tipos de conocimientos técnicos muy distintos a los propios de la emisión y de la adquirencia, la necesidad de replicar una red de procesamiento puede constituirse en una importante barrera a la entrada.

Al analizar los mercados internacionales se observa que en la mayoría de ellos la industria se organiza en torno a pocas plataformas tecnológicas encargadas del procesamiento, a las cuales se conectan múltiples emisores por un lado y múltiples adquirentes por el otro. Este es el caso de Estados Unidos, Canadá y la Unión Europea, por nombrar los más importantes, o Colombia y Brasil, por nombrar países similares al nuestro en estas materias.

Por su parte, la organización de este mercado en nuestro país, evidencia la existencia de una sola empresa que realiza el procesamiento para adquirentes, Transbank S.A. (Transbank), que es una sociedad de apoyo al giro bancario (SAGB), cuya propiedad actualmente pertenece a 14 bancos. Al ser el único procesador doméstico de adquirencia, Transbank ha alcanzado grandes economías de escala que son difíciles de replicar para potenciales interesados en entrar al mercado del procesamiento.

Por su parte, en el lado emisor se encuentra la empresa operadora Nexus S.A. (Nexus), que es una SAGB cuya propiedad actualmente pertenece a siete bancos, y procesa por el lado emisor las tarjetas de crédito de veintiún bancos y de cuatro emisores no bancarios.

El año 2005, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (TDLC) señaló que, en su función de plataforma de procesamiento, Transbank parecía tener las características de una instalación esencial, tanto para emisores como para adquirentes. En concreto, el TDLC señaló que la “plataforma [de procesamiento] en que operan los servicios de tarjetas de crédito bancarias pareciera tener la característica de instalación esencial para adquirentes y emisores” (Sentencia N° 29/2005).

Con el fin de permitir la entrada de potenciales nuevos adquirentes, y considerando la eventual calidad de facilidad esencial, es importante que nuestra legislación asegure que éstos podrán contratar los servicios de procesamiento de la red existente, en la medida que cumplan con ciertas condiciones mínimas.

Esta obligación de dar acceso a la red de procesamiento ya está recogida en nuestra regulación. En efecto, la Norma Financiera III.J.1 del Banco Central, señala que los operadores deben establecer condiciones y exigencias generales y no discriminatorias para prestar sus servicios a emisores o comercios y que, una vez aceptadas, deberá otorgar acceso a los servicios. Sin embargo, esta norma no se refiere explícitamente al acceso de los adquirentes u otros operadores.
La obligación de dar acceso a una facilidad esencial no es una realidad nueva en nuestro país. La jurisprudencia nacional ha aludido a este concepto de manera explícita en casos de negativa de venta y discriminación que comprenden, entre otros, casos de frecuencias aéreas, espectros radioeléctricos, redes de telefonía, puertos, tanques de oxígeno medicinal y segmentos de transmisión de energía eléctrica. 

Por otro lado, también se han establecido por ley obligaciones de acceso en diversos mercados específicos, sobre la base del concepto de facilidad esencial, definido como un monopolio sustentado por ventajas tecnológicas de costo que resultan insuperables para una empresa entrante. En concreto, la Ley General de Servicios Eléctricos, desde la llamada Ley Corta I del 2004, en su artículo 77, impone un régimen de acceso abierto a las instalaciones de transmisión troncal y sistemas de subtransmisión; la Ley que moderniza el Sector Portuario Estatal, de 1997, según el inciso cuarto de su artículo 14, obliga al concesionario a destinar los bienes concesionados a la atención de naves y movilización de carga, mantenerlos, dar servicio y establecer tarifas públicas en condiciones no discriminatorias; la Ley General de Telecomunicaciones establece en su artículo 24 bis, que el concesionario del servicio público telefónico debe otorgar a todo concesionario de servicios intermedios de larga distancia igual clase de accesos o conexiones a la red telefónica, prohíbe la discriminación para los servicios necesarios para acceder o usar el sistema multiportador (artículo 24 bis), establece la obligación de aceptar interconexiones para permitir las comunicaciones (artículo 25) y consagra, desde el 2010, la neutralidad de la red (artículo 24 h); y, por último, la Ley de Servicios de Gas, en su artículo 31, establece que los concesionarios deben operar bajo el sistema de acceso abierto respecto de las redes que transportan gas, en beneficio de las distribuidoras y en la medida que dichas redes tengan capacidad disponible y no existan impedimentos técnicos. 

3. Competencia en la Adquirencia de Comercios

Adicionalmente cabe señalar que, en nuestro país, existe un solo adquirente, a cargo de la afiliación y la relación comercial con los establecimientos comerciales para emisores bancarios. En efecto, vía la figura legal del mandato, los bancos han delegado en Transbank el rol adquirente, quien lo ejerce en representación de todos los bancos que son emisores de tarjetas de crédito y débito. Como consecuencia, los comercios se ven enfrentados a una única política comercial y una única tarifa de precios, la cual desde el año 2005 se encuentra sujeta a un plan de regulación tarifaria sujeta a aprobación de la Fiscalía Nacional Económica.

Este rol en materia de afiliación no es de la esencia del modelo de negocios de Transbank, ya que en sus inicios no asumía ese tipo de funciones. En efecto, en su consulta de 1992 sobre la fusión con Bancard, Transbank señaló que “en el nuevo sistema la operadora (Transbank) pasará a ser una mera ejecutora y procesadora, es decir, cumplirá un rol netamente instrumental. Las políticas de todo tipo, incluidas las que correspondan a la actuación frente a los establecimientos comerciales, publicidad y otras, serán fijadas, directa o indirectamente por los emisores” (fs. 773 y 774).

La forma en que se han organizado los bancos para realizar la función de la adquirencia, usando todos un único vehículo asociativo para que actúe en su representación, es una particularidad del mercado chileno. De todos los casos internacionales analizados en el informe de “Inclusión Financiera y Medios de Pago” (2013) preparado por la Mesa de Trabajo integrada por los Ministerio de Economía, Hacienda, Transporte y Telecomunicaciones y Desarrollo Social, en abril del 2013, nuestro país es el único en donde existe un solo adquirente.

Esta estructura además contrasta con lo que ocurre en la emisión de tarjetas. En esta última, por un lado, se evidencia una fuerte rivalidad comercial, donde cada banco ofrece sus propios esquemas tarifarios y políticas comerciales a sus clientes, pero por el otro, los bancos aprovechan las economías de escala al compartir los servicios de una red de procesamiento común. En efecto, en el lado emisor, para aprovechar las economías de escala, Nexus sólo se encarga del procesamiento, pero cada banco define sus propias políticas comerciales y relaciones con sus tarjetahabientes. Atendidas las restricciones derivadas del giro bancario, en virtud del cual los bancos sólo pueden desarrollar las operaciones autorizadas por ley, y consecuentes limitaciones para la creación de filiales, la Ley General de Bancos permite que los bancos puedan crear y asociarse en SAGB con el objeto de facilitar las operaciones propias del giro bancario.

Este vehículo especial de inversión común, se creó hace tres décadas con el fin de permitir a los bancos aprovechar las economías de escala existentes en algunas actividades de apoyo a la actividad bancaria, principalmente en materias que implican el desarrollo de infraestructura financiera necesaria para el desarrollo de sus operaciones. 

Con todo, y como lo advierte el estudio “Competencia en Servicios Bancarios a Personas” (González, A. y A. Gómez-Lobo, 2010) de la Universidad de Chile, en muchos de los mercados en que operan, las SAGB tienen calidad de prestador único en razón de economías de escala y de red. Este hecho, debe ser especialmente objeto de atención por parte del regulador para evitar riesgos competitivos en la industria. 

Se estima que estos riesgos son mayores en todos aquellos mercados, como el de los medios de pago electrónicos, donde las SAGB desarrollan parte del propio giro bancario y negocian directamente con el público o un sector de éste, los precios y demás condiciones comerciales. Dada esta particularidad, y para reforzar la necesidad de promover la competencia en el mercado de medios de pago, se estima necesario reforzar que las sociedades de apoyo al giro bancario, que es la forma en que se han organizado los bancos para realizar la función de la adquirencia, no quedan exentas de la aplicación de la regulación de defensa de la libre competencia y que al participar en este tipo de sociedades los bancos deberán dar estricto cumplimiento a dicha normativa.

Para esto, se explicita que en ningún caso la regulación de las SAGB se pueda presentar como una excepción de la normativa de la libre competencia.

II.CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY

Para promover que existan adquirentes compitiendo en afiliación de comercios, se hace indispensable permitir que cualquier adquirente que cumpla con las condiciones necesarias, pueda acceder de manera no discriminatoria a la red de procesamiento.

Para ello, este proyecto replica el esquema que el TDLC definió para los emisores de tarjetas de crédito recogido en las Normas Financieras del Banco Central, estableciendo que el operador debe definir condiciones y requisitos para prestar sus servicios de procesamiento, debiendo prestarlos a toda empresa que cumpla con ellos, sean emisores o adquirentes de sistemas de crédito, débito o prepago. El procesador podrá fijar libremente la tarifa a cobrar y demás condiciones comerciales, siempre y cuando éstas sean públicas, generales, transparentes, objetivas y no discriminatorias.

La obligación de prestar sus servicios tiene como objetivo permitir la entrada de nuevos emisores y adquirentes, asegurándoles acceso a las redes de procesamiento de pagos.

Ahora bien, el mercado de los pagos electrónicos es dinámico y está sujeto a cambios tecnológicos. Por ese motivo, se justifica que la medida se origine en una calificación expresa del TDLC respecto a que las condiciones del mercado de operación de medios de pago electrónicos no son suficientes para garantizar un régimen de libre acceso. Asimismo, cesará cuando el TDLC establezca que las condiciones han cambiado y que sí entregan garantías suficientes.

Siguiendo la normativa ya existente para los emisores, el proyecto establece que las condiciones y requisitos definidos por el procesador deberán considerar la calidad del servicio, medidas de control y resolución de fraudes y tarificación de los servicios que se presten.

A su vez, con el fin de asegurar un acceso no discriminatorio y permitir que diferentes actores con distintas necesidades y modelos de negocio puedan competir en igualdad de condiciones, estos servicios deberán entregarse en forma desagregada, pudiendo ser contratados todos o algunos de ellos.

Por otro lado, independiente de la calificación que el TDLC haga de las condiciones de libre acceso del mercado, todo operador deberá permitir la interoperabilidad y habilitar puntos en los cuales los emisores u operadores que lo soliciten y cumplan con los requisitos recién mencionados, puedan interconectarse a su red.

El proyecto detalla las sanciones a las que se someterán quienes cometan infracciones a lo dispuesto anteriormente, encargándose a la SBIF la fiscalización y aplicación de las sanciones respectivas. Lo anterior, sin perjuicio de las medidas que resuelva adoptar el Tribunal de la Libre Competencia dentro del ámbito de sus competencias.

Cabe señalar que estas obligaciones no serán aplicables a redes de procesamiento cerradas, es decir aquellas que sólo operan las transacciones de tarjetas emitidas por un solo emisor, ya que por su naturaleza no se advierte en éstas riesgos contra la libre competencia.

Por último, para promover la competencia en los medios de pago electrónicos y con el fin de aclarar que en ningún caso la regulación de las SAGB se pueda presentar como una excepción de la normativa de la libre competencia, se incorpora un nuevo inciso al artículo 74 de la Ley General de Bancos, que establece que las SAGB no podrán establecer precios ni condiciones comerciales con el público si con ello se restringe lo dispuesto en el artículo 3° del Decreto Ley N° 211, de 1973 que establece Normas para la Defensa de la Libre Competencia.

Por último, se contempla un plazo de entrada en vigencia de esta ley que corresponde al primer día del sexto mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:
ARTÍCULO PRIMERO.- Dicta Normas para Resguardar que la Prestación de los Servicios Ofrecidos por los Operadores de Tarjetas de Pago tenga lugar en Condiciones de Adecuada Competencia.

“TITULO I

De las Disposiciones Generales

Artículo 1°.- Para la aplicación de la presente ley se entenderá por:

a) Emisor: Persona jurídica que ejerza la actividad de emisión de Tarjetas de Pago con sujeción a las normas dictadas por el Banco Central de Chile, de conformidad con lo establecido en su Ley Orgánica Constitucional, y sea fiscalizada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, sea que corresponda a alguno de los emisores a que se refiere el inciso 2° del artículo 2° de la Ley General de Bancos. 

b) Operador: Persona jurídica cuyo giro comprenda la operación de Tarjetas de Pago, en los términos establecidos en los artículos 2° y 69 N° 24 de la Ley General de Bancos, según corresponda, y de acuerdo al Compendio de Normas Financieras del Banco Central, según señala el numeral 7 del artículo 35° de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central. Para efectos de esta definición, también se entenderá por operador a toda persona jurídica cuyo giro consiste en la provisión de canales electrónicos o sistemas de red que permitan la interconexión simultánea de Operadores y Emisores.

c) Tarjetas de Pago: Tarjetas de crédito, tarjetas de débito, tarjetas de pago con provisión de fondos o cualquier otro sistema similar a los referidos medios de pago, que se encuentre sujeto a las normas que dicte el Banco Central de Chile.

Artículo 2°.- Las obligaciones establecidas en la presente ley no serán aplicables al Operador que opere exclusivamente Tarjetas de Pago de su propia emisión o que sean aceptadas como medio de pago solamente por empresas que pertenecen a su mismo grupo empresarial, según el artículo 96 de la ley N° 18.045.

TITULO II

De la Obligación de establecer Condiciones y Requisitos Públicos, Generales, Transparentes, Objetivos y No Discriminatorios de Contratación y de prestar los Servicios

Artículo 3°.- Si existiere una calificación expresa por parte del Honorable Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, a solicitud de quien tenga un interés legítimo, en cuanto a que las condiciones existentes en alguno de los mercados involucrados en Tarjetas de Pago, no son suficientes para garantizar un régimen de libertad de acceso, los Operadores deberán (i) establecer condiciones y requisitos públicos, generales, transparentes, objetivos y no discriminatorios para prestar sus servicios a Emisores u otros Operadores; y (ii) prestar dichos servicios a todo Emisor u Operador que cumpla con tales condiciones y requisitos. Esta obligación se hará efectiva dentro del plazo de 360 días, contado desde la fecha en que la respectiva resolución del Tribunal de la Libre Competencia quede ejecutoriada.

Artículo 4°.- Las condiciones y requisitos no discriminatorios antes aludidos considerarán, especialmente, la calidad, velocidad, ininterrupción, restauración, confiabilidad, respaldo, plazo y precio de los servicios que se presten. 

Los servicios referidos deberán ser ofrecidos en forma desagregada, de modo que puedan ser contratados todos o algunos de ellos.

Artículo 5°.- Los Operadores deberán mantener en su sitio electrónico una descripción detallada de cada uno de los servicios ofrecidos y de las condiciones y requisitos a que se hace referencia en el artículo 4°, además de enviar copia de la misma a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras el primer día hábil de cada trimestre.

Artículo 6°.- Si se modificaren las condiciones existentes en alguno de los mercados involucrados en Tarjetas de Pago y existiere un pronunciamiento expreso por parte del Honorable Tribunal de Defensa de la Libre Competencia en el sentido que ellas resultan suficientes para garantizar un mercado competitivo, las obligaciones establecidas en este Título II dejarán de aplicarse respecto del o los Operadores de que se trate, a contar de la fecha en que la respectiva resolución quede ejecutoriada.

TITULO III

De la Obligación de establecer Interconexiones entre Redes de Operación de Medios de Pago Electrónicos.

Artículo 7°.- Todo Operador deberá efectuar las modificaciones que sean necesarias para permitir la interoperabilidad y establecer interconexiones a su red de operación de Tarjetas de Pago, hasta los puntos definidos como de interconexión, con los Emisores u Operadores que así lo soliciten. En este caso será de exclusiva responsabilidad y costo de la empresa solicitante acceder a la red preexistente del Operador, hasta el punto definido como punto de interconexión.

TITULO IV

De las Infracciones y Sanciones

Artículo 8°.- Las infracciones a lo dispuesto en los artículos 3°, 4°, 5° y 7° de esta ley serán sancionadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, con multas que no podrán ser inferiores a 100 ni superiores a cinco mil unidades de fomento, siendo aplicable, en lo que corresponda, el procedimiento establecido en el Párrafo 3° del Título I de la Ley General de Bancos.

Lo anterior, es sin perjuicio de la aplicación de las demás medidas que resuelva adoptar el Honorable Tribunal de la Libre Competencia conforme a lo previsto en el artículo 18 y siguientes del Decreto Ley N° 211, de 1973.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Incorpórese en el Decreto con Fuerza de Ley N°3, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, un nuevo inciso segundo al artículo 74 del siguiente tenor:

“En ningún caso, estas sociedades podrán establecer precios o condiciones comerciales con el público o un sector de éste, o desarrollar cualquier otra actividad, si con ello se infringe lo dispuesto en el artículo 3° del Decreto Ley N° 211, de 1973”.

ARTÍCULO TRANSITORIO. La presente ley entrará en vigencia el primer día del sexto mes siguiente al de su publicación.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- Félix de Vicente Mingo, Ministro de Economía, Fomento y Turismo.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE EL DÍA 6 DE JUNIO COMO EL DÍA NACIONAL DEL PAMPINO

(9066-24 Y 9065-06, REFUNDIDOS)

Oficio Nº 11.049
VALPARAÍSO, 12 de diciembre de 2013.
Con motivo de las mociones, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que establece el 6 de junio como el Día Nacional del Pampino, originado en mociones refundidas, la primera, de los diputados señores Manuel Rojas Molina, Pedro Araya Guerrero, Marcos Espinosa Monardes, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Carlos Latorre Carmona, Felipe Salaberry Soto, David Sandoval Plaza, Orlando Vargas Pizarro, Carlos Vilches Guzmán y Felipe Ward Edwards y la segunda, de los diputados señores Fuad Chahín Valenzuela, Pedro Araya Guerrero, Juan Carlos Latorre Carmona, Ricardo Rincón González y Matías Walker Prieto, y señora Carolina Goic Boroevic, correspondiente a los boletines Nos 9066-24 y 9065-06, del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY
“Artículo único.- Establécese el 6 de junio como Día Nacional del Pampino.”.
***

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
3

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE DECLARA LA FIESTA DE LA TIRANA, PATRIMONIO CULTURAL INMATERIAL DE LA NACIÓN Y FIJA NORMAS PARA SU ORGANIZACIÓN

(9103-24)


Oficio Nº 11.050


VALPARAÍSO, 12 de diciembre de 2013

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que declara la fiesta de La Tirana como patrimonio cultural inmaterial de la Nación y fija normas para su organización, originado en una iniciativa de las diputadas señoras Marta Isasi Barbieri y Alejandra Sepúlveda Orbenes, y los diputados señores Pedro Araya Guerrero, Roberto Delmastro Naso, Víctor Torres Jeldes, Orlando Vargas Pizarro y Felipe Ward Edwards, correspondiente al boletín N°9103-24, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Declárase la fiesta de La Tirana como patrimonio cultural inmaterial de la Nación, reconociendo su importancia religiosa, folklórica, artística y popular en las regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá y de Antofagasta.


Artículo 2°.- El Consejo Regional de la Cultura y las Artes de Tarapacá promoverá y difundirá la fiesta de La Tirana a nivel nacional e internacional.


Artículo 3°.- Será aplicable, respecto a la fiesta de La Tirana, la normativa contemplada en la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, adoptada por la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), en París, el 17 de octubre de 2003. En cumplimiento de tal Convención, el Estado o cualquiera de sus organismos no podrán suspender su celebración, salvo motivo grave que comprometa la seguridad nacional o la salud pública.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 304, 471 Y 472 DEL CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES, EN MATERIA DE JURAMENTO DE JUECES Y AUXILIARES DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

(8942-07)


Oficio Nº 11.051


VALPARAÍSO, 12 de diciembre de 2013

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de juramento de jueces y auxiliares de la Administración de Justicia, originado en una moción de los diputados señores Jorge Burgos Varela, Pedro Araya Ortiz, Guillermo Ceroni Fuentes, Marcelo Díaz Díaz, Pablo Lorenzini Basso y René Saffirio Espinoza, correspondiente al boletín N°8942-07, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:


1.- Incorpórase en el artículo 236, a continuación de la expresión “jurará”, lo siguiente: “o prometerá”.
2.- Agrégase en el artículo 266, inciso primero, a continuación de la expresión “juramento”, lo siguiente: “o promesa”.

3.- Incorpórase en los incisos sexto y séptimo del artículo 285, a continuación de la expresión “juramento”, lo siguiente: “o promesa”.

4.- Agrégase en el artículo 299, a continuación de la expresión “el juramento”, la siguiente: “o la promesa”.

5.- Agrégase en los artículos 300, 301, 302 y 303, a continuación de la expresión “juramento” todas las veces que figura, la siguiente: “o promesa”.


6.- Sustitúyese el artículo 304 por el siguiente:


“Artículo 304.- Todo juez prestará su juramento o promesa al tenor de la siguiente fórmula:


“¿Juráis o prometéis que, en ejercicio de vuestro ministerio, guardaréis la Constitución y las leyes de la República?”.

El interrogado responderá: “Sí juro” o “Sí prometo”.

7.- Incorpórase en el artículo 305, a continuación de la expresión “juramento”, la siguiente: “o promesa”.
8.- Incorpórase en el artículo 386 N°2, a continuación de la expresión “juramentos”, las dos veces que figura, lo siguiente: “o promesas”.

9.- Agrégase en el artículo 392, inciso segundo, a continuación de la expresión “juramento”, la siguiente: “o promesa”.


10.- Modifícase el artículo 471 en la siguiente forma:

a) Sustitúyense los incisos primero y segundo por los siguientes:


“Artículo 471.- Los auxiliares de la Administración de Justicia antes de desempeñar sus cargos prestarán juramento o promesa al tenor de la fórmula siguiente: “¿Juráis o prometéis que guardaréis la Constitución y las leyes de la República y que desempeñaréis fielmente las funciones de vuestro cargo?”.


El interrogado responderá: “Sí juro” o “Sí prometo”.

b) Intercálase en los incisos tercero y cuarto, a continuación de la expresión “juramento”, lo siguiente: “o promesa”.

11.- Agréganse en el artículo 472, a continuación de la palabra “juramento”, las dos veces que figura, los términos “o la promesa” y “o promesa”, respectivamente.

12.- Incorpórase en los artículos 473, 500 y 522, a continuación de la expresión “juramento”, la siguiente: “o promesa”.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL ACUERDO DE VIDA EN PAREJA

(7873-07 y 7011-07, REFUNDIDOS)

HONORABLE SENADO:





La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciativa que refunde en un solo texto el Mensaje de S.E el Presidente de la República que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (Boletín Nº 7.873-07) y la Moción del exsenador señor Allamand, que regula la figura contractual denominada Acuerdo de Vida en Común (Boletín Nº 7.011-07), con urgencia calificada de “simple”.




Hacemos presente que a una o más sesiones que celebró la Comisión para tratar este proyecto asistieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señoras Lily Pérez y Ximena Rincón y señores Carlos Bianchi, José Antonio Gómez, Ricardo Lagos, Juan Pablo Letelier, Pedro Muñoz, Jorge Pizarro, Fulvio Rossi y Hosaín Sabag, y los Honorables Diputados señoras Karla Rubilar, María Antonieta Saa y Marcela Sabat y señores Pedro Brown y Joaquín Godoy. Igualmente intervinieron el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, y sus asesores, señores Claudio Oliva; Andrés Sotomayor y Juan Pablo Rodríguez; la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez y su Jefe de Gabinete, señor Pablo Urquizar; el Subsecretario General de Gobierno, señor Mauricio Lob, y sus asesores señoras Caterina Rodríguez y Katia Aguilera y señor Juan Manuel Arroyo.





Asimismo, concurrieron especialmente invitados a una sesión de la Comisión los exsenadores señores Andrés Allamand y José Antonio Viera-Gallo. También se recibió la opinión de los  los abogados y profesores de derecho, señoras Carmen Domínguez y Andrea Muñoz y de los señores Eduardo Court, Antonio Bascuñán, Álvaro Ferrer, y Mauricio Tapia.

Igualmente, colaboraron de manera permanente en el estudio en particular de esta iniciativa, las abogadas y profesoras de Derecho Civil, señoras Fabiola Latroph y María Sara Rodríguez.





También intervinieron en una o más de las sesiones de audiencia que celebró la Comisión, el señor Obispo de San Bernardo, Monseñor Juan Ignacio González, el coordinador del equipo jurídico estable de la Conferencia Episcopal de la Iglesia Católica, señor Jorge Precht; la investigadora de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señora Daniela Oliva; los representantes de las Iglesias Evangélicas obispos señores Eduardo Durán Castro, Emiliano Soto Valenzuela, Jorge Muñoz Carvajal, Jorge Méndez y Roberto López. El Capellán Evangélico de la Cámara de Diputados, señor Joel Vidal; el Director de la Comisión Legal Evangélica, señor Francisco Javier Rivera; el abogado del Concilio Nacional de Iglesias Evangélicas, señor Roberto Ávila y el Coordinador Nacional de la Comisión Nacional Evangélica por la Familia (Pro-Familia), señor Héctor Muñoz.





Asimismo, participaron, en representación de la Fundación Iguales, los señores Pablo Simonetti, Luis Larraín, Andrés Soffia y Sebastián del Pino y la coordinadora de su comisión de legislación, señora Marcela Ruiz; en representación del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (MOVILH), los señores Rolando Jiménez, Alan Spencer, Oscar Rementería, Alejandro Canales y Jaime Parada; en representación de la Corporación Humanas, la señora Camila Maturana; en representación del Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales, el señor Jorge Contesse; en representación de Amnistía Internacional de Chile, su Secretaria Ejecutiva, señora Ana Piquer; en representación del Movimiento por la Diversidad Sexual (MUMS), su coordinador político, señor Gonzalo Cid, y en representación del Instituto Nacional de Derechos Humanos, su asesora legislativa señora Elvira Oyanguren.

Hacemos presente que también concurrieron, especialmente invitados, la antropóloga señora Patricia May y el sacerdote de la Compañía de Jesús, señor Tony Mifsud S.J, quien asistió en representación del Centro de Ética de la Universidad Alberto Hurtado.





Además, la Comisión escuchó y recibió las presentaciones de la Red de Acción por la Vida y la Familia,  representada por señoras Patricia Gonnelle, Soyanne Muzard e Ismini Anastasiu y el abogado señor Jorge Reyes; de la Asociación Acción Familia, representada por el señor Juan Antonio Montes; de la Fundación Jaime Guzmán, representada por el señor Héctor Mery; del Centro Democracia y Comunidad, representada por la señora Romina Novoa, y de la Organización Idea País, representada por sus directivos, señores Diego Shalper y Claudio Alvarado.





Cabe consignar que también colaboraron en el estudio de este proyecto, los abogados de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Annette Hafner, Paola Trufello, y Alejandra Voigt y el señor Juan Pablo Cavada. 

Estuvieron presentes los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago; los asesores del Honorable Senador señor Patricio Walker, señora Paz Anastasiadis y señor Fernando Dazarola; los asesores del Comité del Partido Renovación Nacional, señores Hernán Castillo y Benjamín Greene y el abogado asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Celis.





Finalmente, corresponde consignar que durante el estudio de esta iniciativa de ley, ejercieron la Presidencia de la Comisión, los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela, y señores Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto. Asimismo, que en algunas de sus sesiones el Honorable Senador señor Carlos Larraín fue reemplazado por el Honorable Senador Carlos Ignacio Kuschel,  el Honorable Senador señor Hernán Larraín por el Honorable Senador señor Jaime Orpis, el Honorable Senador Alberto Espina por la Honorable Senadora señora Lily Pérez y la Honorable Senadora señora Alvear por el Honorable Senador señor Ignacio Walker.

-.-.-

OBJETIVOS DEL PROYECTO





La iniciativa en informe tiene por objetivos incorporar al ordenamiento jurídico un nuevo contrato denominado acuerdo de vida en pareja, y regular los derechos y obligaciones que adquirirán quienes lo celebren.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Hacemos presente que los artículos 14 y 19 del proyecto de ley refundido tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República. Asimismo, los artículos 11, 16, 17 y letra ii) del artículo 26 tienen el carácter de norma de quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 19 número 18 de la Ley Fundamental. En consecuencia, en mérito de lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política, requieren, para su aprobación del voto a favorable de las cuatro séptimas partes y la mayoría absoluta, respectivamente, de los Senadores en ejercicio.

CONSTANCIA REGLAMENTARIA





 Cabe consignar que la Comisión acordó, por mayoría de votos, solicitar la autorización de la Sala del Senado para refundir en una sola iniciativa el proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (Boletín N° 7.873-07) con el proyecto de ley, iniciado en Moción del exsenador señor Allamand, que regula la figura contractual denominada Acuerdo de Vida en Común (Boletín N° 7.011-07). Al fundamentar esta petición, se tuvo presente que ambas iniciativas tienen ideas matrices comunes y se encuentran en primer trámite constitucional. Asimismo, se consultó el parecer de sus autores, dando cumplimiento a lo que dispone el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.





Igualmente solicitó que, en caso de autorizarse lo anterior, se le permitiera discutir en general y en particular este proyecto, en el trámite de primer informe, con el fin de proponer un solo texto para la consideración del Senado. 





La Sala del Senado, con fecha 2 de enero de 2013, accedió a ambas peticiones. 

ANTECEDENTES 

I.- de Derecho.





Se relacionan con esta iniciativa las siguientes normas:





1.- Los artículos 1º y 19 número 2º de la Constitución Política de la República.





2.- La ley Nº 19.947, que establece la nueva Ley de Matrimonio Civil.

3. El Código Civil, particularmente en sus artículos 42, 80, 210, 321, 1061, 1182, 1184 y 1191; Libro IV,  Título XXXIV, párrafo 3°, “Del cuasicontrato de comunidad”.


4. El Código Procesal Penal, especialmente sus artículos 108, 116, 202, 302, 357 y 474.


5. El Código Penal, particularmente en sus artículos 10, 13, 17, 32 bis, 146, 295 bis y 489. 


6. Código de Procedimiento Civil, en su artículo 165, 360, 445.


7. Código del Trabajo, en sus artículos 60 y 66.

8. DFL. Nº 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del código civil; de la ley Nº 4.408, sobre registro civil, de la ley Nº 17.344, que autoriza cambio de nombres y apellidos, de la ley Nº 16.618, ley de menores, de la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, y de la ley Nº 16.271, de impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones, particularmente en sus artículos 2°, 8° y 26.

9. Ley de Registro Civil, especialmente en su artículo 27.


10. Código Orgánico de Tribunales, particularmente en sus artículos 316, 405, 479, 591 y 600.


11. Decreto con Fuerza de Ley N° 1, publicado con fecha 26 de abril de 2006, del ministerio de salud, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, especialmente sus libro II y III.

12.- Decreto ley Nº 3.500, de 1980, del ministerio del trabajo y previsión social, que establece el nuevo sistema de pensiones, especialmente en sus artículos 5, 58, 72, 88 y 92 M.

13. La ley N° 20.255, que establece Reforma Previsional, especialmente sus artículos 4°, 34 y artículo duodécimo transitorio.


14.- Decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre estatuto administrativo, particularmente en sus artículos 114 y 17 transitorio.

15.- ley Nº 18.883, que aprueba el estatuto administrativo para funcionarios municipales, especialmente en sus artículos 17 y 113.


16.- ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, particularmente en su artículo 30.

17.- ley Nº 20.340, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con el respaldo de los programas habitacionales estatales, especialmente en su artículo 1°, y

18.- Código Sanitario, particularmente en sus artículos 140, 147 y 148.  

II.- de Hecho





Tal como se consignó precedentemente, el proyecto de ley que se somete a la consideración de la Sala se ha elaborado a partir de dos iniciativas de ley que se han refundido en un solo texto, según se propondrá en un acápite posterior de este informe.  Las referidas iniciativas son las siguientes:

2.-1. Moción del exsenador señor Andrés Allamand (Boletín Nº 7.011-07).


En los fundamentos de este proyecto de ley el exsenador señor Andrés Allamand recuerda que durante la pasada campaña presidencial, el comando electoral de S.E. el Presidente de la República, presentó ante la opinión pública, previa revisión y aprobación personal del entonces candidato, el documento de trabajo titulado “Acuerdo de Vida en Común (AVC)”.


Agrega que en él se establecía, entre otros conceptos, que “son incontables las parejas que mantienen una vida en común sin que esa realidad social y afectiva tenga regulación legal” y que “es una exigencia social hacerse cargo de los vacíos existentes para ese importante sector de personas que forman parte de la sociedad chilena”.


Recuerda que el mismo documento puntualizaba que el objetivo al que apuntaba esta propuesta era: “mantener como institución base de la sociedad el matrimonio, reservándolo exclusivamente para personas de distinto sexo, adaptar la legislación a la realidad de un número creciente de parejas estables que no se encuentran unidas por el matrimonio y extender la regulación legal a parejas estables del mismo sexo”. Aseveraba que “una legislación de tal naturaleza colaboraría  a la estabilidad de la vida de las parejas que, por cualquier motivo, no han contraído matrimonio, contribuyendo así a un mejor orden social y al bien común”.


Finalmente, señalaba que el AVC podría ser celebrado “por dos personas mayores de edad, que no tengan vínculo matrimonial vigente, de sexo distinto o del mismo sexo”; se constituiría “mediante una actuación simple y solemne a la vez” celebrándose  por escritura pública “ante cualquier notario público o ante cualquier oficial del registro civil” y  regularía “principalmente las relaciones patrimoniales” entre las partes.


Seguidamente, recuerda que S.E. el Presidente de la República, don Sebastián Piñera Echeñique, mediante diversas declaraciones públicas efectuadas en el período en que era candidato manifestó su opinión sobre este tema. Al respecto, menciona las siguientes frases: “Tengo plena conciencia que en Chile hay más de 2.000.000 de personas que viven en pareja sin estar unidas en matrimonio y que tienen muchos problemas. Mi intención como Presidente  es contribuir a resolverlos sin debilitar ni la familia ni el matrimonio. Este planteamiento es para parejas sin discriminación por sexos” (La Segunda, 13 de Octubre 2009,  bajo el título “Piñera apoya idea de regular convivencia de parejas homosexuales y heterosexuales”); Agrega en un sentido similar a lo anterior, que don Sebastián Piñera afirmó en el Diario La Tercera, de 14 de octubre de 2009 que “sabemos que hay dos millones de chilenas y chilenos que conviven en pareja sin estar unidos en matrimonio y vamos a proteger también los derechos  de esos dos millones de chilenos. Los derechos de acceso a la salud, a la previsión y también sus derechos de herencia. Por tanto, no hay ninguna contradicción entre creer en la familia y creer en el matrimonio como creo yo, y al mismo tiempo, proteger a esos dos millones de chilenas y chilenos, que viven en pareja y no tienen ninguna protección de la ley”.


A continuación, señala que en concordancia con lo anterior, S.E el señor Presidente de la República incluyó expresamente en su “Programa de Gobierno para el Cambio, el Futuro y la Esperanza 2010-2014” el siguiente compromiso:


“También nos ocuparemos de los dos millones de chilenos que conviven en pareja sin estar casados. Por ello, protegeremos sus derechos de  acceso a la salud, a la previsión, a la herencia y a otros beneficios sociales, removiendo los obstáculos que hoy les impiden ese acceso y las discriminaciones existentes, de forma de constituir una sociedad inclusiva y acogedora y no excluyente y castigadora”.  


Luego de exponer estos antecedentes, explica que esta Moción se sustenta en la convicción de que una sociedad democrática y de libertades exige reconocimiento y respeto por aquellas opciones de vida, que sin perjudicar a terceros, son el resultado de la autonomía de la voluntad.


Precisa que la presente iniciativa reserva la institución del matrimonio exclusivamente a parejas de distinto sexo y – a diferencia de otros proyectos de ley- exige que, para poder suscribir un Acuerdo de Vida en Común, los contratantes no se encuentren ligados por un vínculo matrimonial vigente.


Agrega que esta iniciativa además puede solucionar los graves problemas que afectan a parejas de distinto sexo que han convivido durante largo tiempo y que por su propia voluntad han resuelto no casarse. Puntualiza que estos problemas pueden surgir, por ejemplo, cuando fallece uno de los convivientes y los herederos de éste hacen valer tal condición en el patrimonio del causante, sobre el cual el conviviente carece de derecho alguno. Al respecto, recuerda que a la sucesión intestada del difunto son llamados por ley, en ausencia de parientes más próximos, los colaterales hasta el sexto grado inclusive y, a falta de estos, el Fisco. Añade que su Moción corrige un problema  de común ocurrencia, cual es que la conviviente de años es literalmente expulsada de la vivienda donde compartió su vida con el fallecido, frente a la aparición súbita de herederos que muchas veces hace décadas no tenían contacto de ninguna naturaleza.


Indica que en cualquier caso, los problemas sucesorios no agotan los problemas que afectan a estas parejas, toda vez que múltiples situaciones de inequidad emergen en materias previsionales, laborales y de acceso a la red social, entre otras.


Destaca que esta iniciativa parte de una premisa fundamental: No hay razón alguna para estigmatizar las relaciones homosexuales, libremente consentidas entre personas mayores de edad.   Asevera que el ordenamiento jurídico que reserva el matrimonio para personas de distinto sexo, no puede ignorar a las parejas homosexuales y debe brindarles  reconocimiento legal.


A continuación, recuerda que la Constitución Política de la República en su artículo 1° establece que “las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos”, y que el Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a “ crear las condiciones sociales que permitan a todos y cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece”.


Seguidamente, plantea que existen múltiples testimonios que deben ser tenidos en cuenta como antecedentes valiosos para el debate legislativo.


Al respecto, menciona, por ejemplo, la opinión de la antropóloga señora Patricia May, quien recientemente ha señalado que “la homosexualidad es una condición no elegida y probablemente no deseada, no es una elección ni una opción y, a diferencia de la pedofilia que viola, abusa y utiliza a otros seres para el propio placer produciendo daño y dolor, la homosexualidad establece, o puede establecer, relaciones consensuadas sanas entre adultos que hacen un aporte positivo al medio, y como tal puede ser vivida en dignidad y amor…”.; Asimismo, cita al escritor señor Pablo Simonetti quien ha manifestado que la regulación legal de la convivencia de las parejas homosexuales es indispensable para “proteger la dignidad cívica de relaciones construidas en el amor, tan llenas de virtudes privadas y sociales como cualquiera de origen heterosexual”; y la opinión del ingeniero señor Luis Larraín Steib que entiende que alguien sea contrario “a pensamientos, creencias o actitudes de otras personas; en fin, a aquello sobre lo cual las personas libremente pueden decidir y también libremente pueden modificar. Pero estar en contra de los derechos de un grupo de personas simplemente por el hecho de tener éstas una condición, que por lo demás no han elegido, constituye una falta de caridad, de humanidad y de respeto por los derechos humanos”.


Luego explica que su proyecto se estructura en cuatro Títulos: 





En el título primero, que contiene 6 artículos, se define el acuerdo de vida en común como “un contrato celebrado por dos personas naturales, mayores de edad, para regular sus relaciones de convivencia en un hogar común, con voluntad de permanencia y de ayuda mutua”. Se precisa que dicho pacto solo crea vínculos jurídicos entre los contratantes, detalla los requisitos que se deben reunir para su celebración, establece la prohibición de celebración del pacto entre los parientes consanguíneos más próximos, como también por aquellas personas ligadas por vínculo matrimonial no disuelto o por otro Acuerdo de Unión Civil que esté vigente.





En el título segundo, que comprende 7 artículos, se regulan los efectos del acuerdo de vida en común, entre ellos, la obligación recíproca de ayuda mutua y contribución a los gastos generados por la convivencia, lo relativo además a la propiedad, goce y administración de los bienes adquiridos con anterioridad o que adquieran los contratantes durante la vigencia del pacto. Otorga la posibilidad de someterse al régimen  que establece el proyecto, el que a su vez contempla la aplicación de las reglas del cuasicontrato de comunidad del Código Civil. Establece la responsabilidad de los contratantes frente a terceros y regula lo concerniente a la sucesión del contratante fallecido, así como la indignidad para suceder y entrega normas para la partición de la comunidad existente entre los herederos del fallecido y el contratante sobreviviente.





En el título tercero, que contiene los artículos 14 a 17 de esta iniciativa, se regula lo relativo a la expiración del acuerdo de vida en común, y la liquidación de los bienes indivisos. Se contienen, además, las causales de nulidad del acuerdo objeto de este proyecto.





Seguidamente, en el título cuarto, que comprende los artículos 18 a 21 del proyecto,  hace aplicable a los contratantes una serie de normas de distintos códigos y leyes que afectan al conviviente, al cónyuge o a parientes en general, en cuya virtud se les exime de determinadas cargas procesales, o se les confieren facultades, o se les exime incluso de responsabilidad penal, como ocurre con los  artículos 17 y 489 del Código Penal. Se les hace expresamente aplicables el artículo 5 de la Ley 20.066 sobre Violencia Intrafamiliar y artículo 27 de Ley de Registro Civil. Se les sujeta además a las causales de implicancia, recusación, incompatibilidades y prohibiciones del Código Orgánico de Tribunales y otras prohibiciones e inhabilidades contempladas en el Código Civil y en leyes especiales. Se confiere al contratante sobreviviente legitimación activa para reclamar las indemnizaciones por perjuicios patrimoniales y morales cuando el fallecimiento ocurre por un hecho ilícito de un tercero. El artículo 20 se refiere al juez competente para conocer de los asuntos a que dé lugar este contrato; se determina en general el procedimiento y se establece un plazo de prescripción para las acciones derivadas del contrato. Finalmente en el artículo 21 se establece que la presente ley entrará en vigencia tres meses después de su publicación en el Diario Oficial.

2.2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (Boletín N° 7.873-07).

En los fundamentos que anteceden a este proyecto, el Primer Mandatario expresa, en síntesis, que el programa de su Gobierno considera el reconocimiento expreso de la familia como “pilar de la sociedad de valores”, la que, en sus distintas expresiones, se constituye como el lugar donde los ciudadanos se forman, reciben y dan amor, acogimiento y formación.

En consideración de lo anterior, expresa que su Administración ha impulsado diversas medidas para fortalecer y promover a la familia.

Indica que ello es fiel reflejo de la profunda convicción mayoritaria de la sociedad chilena, según constatan muchos estudios realizados, en orden a que la familia es la principal fuente de felicidad de las personas.

Sostiene que lo anterior está recogido en nuestro ordenamiento jurídico. Recuerda que el artículo primero de nuestra Carta Fundamental indica que la familia es “el núcleo fundamental de la sociedad” y que es deber del Estado dar protección a la familia y propender a su fortalecimiento.

Manifiesta que la institución familiar se expresa de diversas maneras, como la familia tradicional o nuclear, que corresponde a la expresión más estable, duradera y anhelada en Chile y también mediante otros tipos de familia, como las monoparentales, las extendidas, las parejas de convivientes y las formadas por parientes consanguíneos. Indica que estos otros tipos también son dignos de respeto y consideración por parte del Estado, pues importan un beneficio para los que las integran. 

Expresa que actualmente alrededor de 2.000.000 de personas conviven, correspondiendo esa cifra al 15% de chilenos mayores de 18 años de edad que se encuentran solteros.

Indica que la necesidad de regular y dar protección a las uniones antes mencionadas, ha motivado la presentación de a lo menos siete mociones en los últimos veinte años. Agrega que todas ellas fueron estudiadas para la preparación y redacción del presente proyecto de ley.

Añade que la decisión del Gobierno de regular las convivencias de hecho entre parejas del mismo y de distinto sexo, corresponde, además, al cumplimiento de un compromiso que en su calidad de candidato a Presidente de la República asumió ante la ciudadanía. 

En consideración a todos estos antecedentes, explica que somete a la consideración del Congreso Nacional el presente proyecto de ley que introduce en nuestra legislación la figura jurídica del Acuerdo de Vida en Pareja con el objetivo de poner fin al déficit de protección legal de dichas parejas y satisfacer el legítimo requerimiento que ellas tienen de ser reconocidas y respetadas.

Estructura de este proyecto.

Esta iniciativa se divide en cinco títulos que contienen 29 artículos permanentes y dos normas transitorias.

En el titulo primero, “De la existencia y término del Acuerdo de Vida en Pareja” (artículos 1°a 6°), se define se entiende por acuerdo de vida en pareja, puntualizando que se trata de un contrato celebrado entre dos personas con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva común.

Determina, además, quienes podrán celebrar este contrato, la manera en que éste se podrá celebrar, su inscripción en un registro especial que llevará el Registro Civil y las causales de término del mismo (muerte real o presunta de uno de los contratantes, por el matrimonio de los contratantes entre sí o de cualquiera de ellos con terceras personas, por mutuo acuerdo, por voluntad unilateral de uno de los contratantes o por declaración de nulidad de los contratantes.).

En el título segundo, “De los efectos patrimoniales del Acuerdo de Vida en Pareja” (Artículos 7° a 11), se regulan las consecuencias patrimoniales del acuerdo de vida en pareja. En él se precisan los deberes de ayuda mutua que se deben los contratantes, se indica, asimismo, que para todos los efectos legales se constituirá una comunidad de bienes respectos de todos los bienes muebles adquiridos a título oneroso no sujetos a registro durante la vigencia del acuerdo.

Asimismo, se establecen las reglas que regularán la sucesión intestada entre los contratantes que hayan celebrado un acuerdo de vida en pareja, siempre que ésta haya tenido una vigencia mínima de un año antes de la muerte de una de las partes.

En el título tercero, “De las inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones a que da lugar el Acuerdo de Vida en Pareja” (artículo 12), se regulan las inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones a que da lugar el acuerdo de vida en pareja. Al respecto estatuye que toda inhabilidad, incompatibilidad o prohibición de carácter legal o reglamentario que se encuentre establecida respecto de los cónyuges, se hará extensiva, de pleno derecho a los contratantes de Acuerdo de Vida en Pareja.

En el título cuarto, “Disposiciones Generales” (artículos 13 a 15), se prescribe que el término del acuerdo de vida en pareja pondrá fin a todas las obligaciones y derechos cuya titularidad y ejercicio deriven de la vigencia de éste. Asimismo, precisa que será competente para conocer de los asuntos a que de lugar dicho acuerdo el juez de letras del domicilio de cualquiera de las partes. 

En el título final, “Otras modificaciones” (artículos 16 a 29), se introducen cambios al decreto ley N° 3.500, al Estatuto Administrativo, al Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, al Código de Procedimiento Civil, al Código Orgánico de Tribunales, a la normativa que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, la normativa del Ministerio de Vivienda y Urbanismo que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas, el Código Sanitario, el Código Penal, el Código Procesal Penal, el Código del Trabajo, el Código Civil y la ley que fija las conductas terroristas y fija su penalidad, con el fin de adecuar los mencionados cuerpos legales a la nueva figura legal que crea esta iniciativa.

Por último se establece, en las disposiciones transitorias, que esta ley comenzará a regir noventa días después de su publicación en el Diario Oficial. Sin perjuicio de lo anterior, precisa que algunos de sus preceptos entrarán en vigor con posterioridad al plazo indicado precedentemente. 

2.3.- INFORMES DE LA CORTE SUPREMA
De conformidad con el artículo 77 de la Constitución Política y 16 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, ambas iniciativas se pusieron en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, quien hizo llegar su parecer respecto de ellas. Al efecto, remitió el Oficio Nº 105, de 4 de agosto de 2010, referido al proyecto de ley que regula la figura contractual denominada Acuerdo de Vida en Común (Boletín N° 7.011-07) y el Oficio Nº 140, de 12 de septiembre de 2011, relativo al Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (Boletín N° 7.873-07).

A continuación, consignamos las partes fundamentales de ambos documentos:

1.- Proyecto de ley que regula la figura contractual denominada Acuerdo de Vida en Común (Boletín N° 7.011-07).

“Vistos y teniendo presente:


Primero: Que por oficio N°426/SEC/10, de 29 de junio último, el señor Presidente del Senado de la República, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, en relación con el artículo 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, ha recabado la opinión de esta Corte Suprema respecto del proyecto de ley iniciado en moción, que regula la figura contractual denominada Acuerdo de Vida en Común. 

Segundo: Que, según aparece de la exposición de motivos que sirve de antecedente a este proyecto de ley, él se funda en la necesidad de proporcionar regulación jurídica a los problemas que afectan a una gran cantidad de parejas que conviven durante largo tiempo y que por distintos motivos no han contraído matrimonio, haciendo extensiva esta regulación también a las parejas del mismo sexo, todo ello en aras del respeto y reconocimiento que una sociedad democrática debe brindar a todas las personas, sin discriminación por razones de sexo, cometido para el que se tiene especialmente presente lo dispuesto por el artículo 1° de la Constitución Política de la República.

 Se añade que se pretende implementar esta iniciativa sin debilitar la familia ni el matrimonio, institución esta última que se mantiene  reservada para las parejas heterosexuales.

Conforme a lo expresado, el Acuerdo de Vida en Común aborda fundamentalmente los aspectos patrimoniales de la convivencia, previsionales, de salud y acceso a la red social, de cobertura laboral, tributaria y otras similares.

Tercero: Que, por otra parte, se hace constar que las normas relativas  a las formalidades de celebración del Acuerdo de Vida en Común, y las de carácter previsional, de salud y otras similares, son de iniciativa del ejecutivo, de manera que a su respecto, sólo en forma tentativa y previa se plantea la redacción de cinco artículos que se ordenan con las primeras letras del abecedario griego.

Cuarto: Que esta Corte Suprema ha informado ya dos iniciativas legales similares a la que actualmente se consulta, a saber: 


a) El 1° de octubre de 2009 se informó proyecto de ley que establece un Pacto de Unión Civil (Boletín N° 6735-2007) que regula la unión duradera y estable de personas de sexo diferente o del mismo sexo que hacen vida marital sin estar casados. Dicho proyecto agrega un Título XXII-B al Libro IV del Código Civil. Allí y establece que “el pacto de unión civil es un contrato celebrado por dos personas naturales, de sexo diferente o del mismo sexo, para organizar su vida en común”. 


b) El 5 de julio de 2010 se informó el proyecto de ley sobre “no discriminación y a favor de los derechos de las parejas del mismo sexo”. Dicho proyecto establece el contrato de unión civil celebrado por dos personas del mismo sexo y regula sus efectos con el objeto de garantizar la igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos humanos, sin discriminación alguna por motivos de orientación sexual”. Se establece que “el contrato de unión civil es el acto por el cual dos personas del mismo sexo mayores de 18 años, que convivan en una relación de afectividad estable y pública por un período no inferior a dos años, regulan los efectos de su vida en común.”

 En relación a ambas iniciativas y en lo que exclusivamente compete  informar, esta Corte ha manifestado su parecer en el sentido que todas las cuestiones relativas a estos pactos de uniones civiles deberían ser conocidas y resueltas por un juez de letras en lo civil, con la prevención de determinados señores Ministros, que estimaron más coherente entregar el conocimiento  de tales asuntos a los Tribunales de Familia.

Quinto: Que los cinco artículos preliminares, de redacción tentativa, ordenados por las primeras letras del abecedario griego están referidos a las formalidades de celebración del Pacto de Unión Civil, esto es, por escritura pública inscrita en el Registro Civil en un Registro Especial de Acuerdos de Vida en Común; se alude además al contenido de la inscripción, certificados que debe otorgar el Oficial del Registro Civil y actos que deben anotarse al margen de la inscripción del referido Pacto. Se añade que un Reglamento contendrá las menciones de la inscripción y otras materias afines.

Sexto: Que, el proyecto de ley que crea el contrato denominado Acuerdo de Vida en Común consta de 4 Títulos, a saber:

El Título I contiene 6 artículos, en los que se conceptualiza el acuerdo de vida en común como “un contrato celebrado por dos personas naturales, mayores de edad, para regular sus relaciones de convivencia en un hogar común, con voluntad de permanencia y de ayuda mutua”. Se hace constar que dicho pacto sólo crea vínculos jurídicos entre los contratantes, se establecen además los requisitos para su celebración, se indica la prohibición de celebración del pacto entre los parientes consanguíneos más próximos, como también por aquellas personas ligadas por vínculo matrimonial no disuelto o por otro Acuerdo de Unión Civil que esté vigente.

El Título II consta de 7 artículos (del 7 al 13) que regulan los efectos del Acuerdo de Vida en Común, entre ellos, la obligación recíproca de ayuda mutua y contribución a los gastos generados por la convivencia, lo relativo además a la propiedad, goce y administración de los bienes adquiridos con anterioridad o que adquieran los contratantes durante la vigencia del pacto. Otorga la posibilidad de   someterse al régimen  que establece el proyecto, el que a su vez contempla la aplicación de las reglas del cuasicontrato de comunidad del Código Civil. Establece la responsabilidad de los contratantes frente a terceros y regula lo concerniente a la sucesión del contratante fallecido, así como la indignidad para suceder y entrega normas para la partición de la comunidad existente entre los herederos del fallecido y el contratante sobreviviente.

El Título III en 4 artículos (14 al 17) norma lo relativo a la expiración del Acuerdo de Vida en Común, y la liquidación de los bienes indivisos. Se contienen además las causales de nulidad del acuerdo objeto de este proyecto.

 Específicamente en el artículo 15 se consigna que la liquidación de los bienes comunes se efectuará de común acuerdo por las partes o por la justicia ordinaria, en subsidio.

El Titulo IV contiene disposiciones generales en 4 artículos (18 al 21). El artículo 18 hace aplicables a los contratantes una serie de normas de distintos códigos y leyes que afectan al conviviente, al cónyuge o a parientes  en general, en cuya virtud se les exime de determinadas cargas procesales, o se les confieren facultades, o se les exime incluso de responsabilidad penal, como ocurre con los  artículos 17 y 489 del Código Penal. Se les hace expresamente aplicables  el artículo 5 de la Ley 20.066 sobre Violencia Intrafamiliar y artículo 27 de Ley de Registro Civil. Se les sujeta además a las causales de implicancia, recusación, incompatibilidades y prohibiciones del Código Orgánico de Tribunales y otras prohibiciones e inhabilidades contempladas en el Código Civil y en leyes especiales. Se confiere al contratante sobreviviente legitimación activa para reclamar las indemnizaciones por perjuicios patrimoniales y morales cuando el fallecimiento ocurre por un hecho ilícito de un tercero.

 El artículo 20 se refiere al juez competente para conocer de los asuntos a que dé lugar este contrato; se determina en general el procedimiento y se establece un plazo de prescripción para las acciones derivadas del contrato.

 Finalmente en el artículo 21 se establece que la presente ley entrará en vigencia tres meses después de su publicación en el Diario Oficial

Séptimo: Que, para los efectos de lo que a esta Corte compete informar, con arreglo a lo dispuesto por los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se transcriben a continuación las siguientes normas que establecen expresamente la intervención del juez:

Artículo 15: La liquidación de los bienes comunes se efectuará de común acuerdo por las partes o por la justicia ordinaria en subsidio. Con todo, las partes, de común acuerdo, podrán someter la liquidación al conocimiento de un árbitro arbitrador.

Artículo 20: Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo  18, será competente para conocer los asuntos  a que este contrato dé lugar entre las partes, el juez de letras del domicilio de cualquiera de las mismas.

Los asuntos contenciosos que se promuevan entre las partes del acuerdo se tramitarán breve y sumariamente.

Las acciones que tengan entre sí los contratantes, derivadas de este contrato, prescribirán en el plazo de dos años contados desde la expiración del acuerdo y no se suspenderán.

 Como observación general y en concordancia con los informes emitidos por esta Corte en relación a similares materias, se reitera el parecer que las cuestiones derivadas del Acuerdo de Vida en Común –con las precisiones contenidas en el artículo 18 del Proyecto- sean conocidas y resueltas por un juez de letras en lo civil, tanto por contar dichos tribunales con la infraestructura orgánica para ello, cuanto porque la nueva regulación está orientada fundamentalmente a aspectos patrimoniales de la convivencia.

 En tal contexto, en lo que se refiere al artículo 15 del proyecto, con el antecedente de los problemas que han enfrentado los jueces de familia a raíz de la posibilidad de verse abocados a la sustanciación de un procedimiento de liquidación de la sociedad conyugal o del régimen de participación en los gananciales en virtud de lo prescrito por el inciso final del artículo 227 del Código Orgánico de Tribunales, sería conveniente que, a falta de acuerdo entre las partes, rigiera como base la competencia del árbitro, y sólo con el común acuerdo de ambos contratantes se otorgara la facultad de ocurrir a la justicia ordinaria civil, siguiendo el sistema del artículo 227, ya citado.

 En lo que dice relación con el artículo 20 del proyecto, además de la alusión directa que corresponde hacer al juez de letras en lo civil, no resulta clara ni conveniente la expresión “entre las partes” del inciso primero toda vez que también deberá conocer el mismo juez civil de los asuntos que se sustancien con la participación de terceros ajenos al acuerdo de vida en común. Esta observación es sin perjuicio de hacer referencia especial, en otro apartado, a la competencia relativa cuando litiguen ambos contratantes entre sí.

En lo que respecta al contenido del inciso segundo del texto recién citado, no se divisa la razón para discriminar en cuanto al procedimiento a utilizar según quienes sean las partes litigantes. Es la naturaleza de la acción y sus particularidades lo que determina el procedimiento aplicable y no la calidad de las partes litigantes. Bajo esta perspectiva, bastaría señalar que los asuntos contenciosos a que dé lugar el Acuerdo de Vida en Común se tramitarán breve y sumariamente.

Por lo señalado y en conformidad con lo dispuesto en la norma constitucional citada, se acuerda informar favorablemente el referido proyecto de ley, con las observaciones anotadas precedentemente.

Se previene que el Ministro señor Marín y los Ministros señor Muñoz, señor Pierry y señor Silva fueron de opinión de sugerir que se entregue el conocimiento de las cuestiones relativas al acuerdo de vida en común en que deben intervenir los órganos jurisdiccionales a los Tribunales de Familia, por estimar que resulta más coherente con el actual sistema judicial, en atención a que estos tribunales se hallan dotados de la infraestructura necesaria para resolver asuntos de esta naturaleza.”.

2.- Proyecto de ley que regula la figura contractual denominada Acuerdo de Vida en Común (Boletín N° 7.873-07), ), la Excma. Corte Suprema señaló  lo siguiente:

“Vistos y teniendo presente:
Primero: Que por Oficio N° 1.094/SEC/11, de 17 de agosto último, el señor Presidente del H. Senado remitió a esta Corte Suprema para los fines previstos en el inciso tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el Proyecto de Ley que Crea el Acuerdo de Vida en Pareja.
Este Tribunal ha informado tres iniciativas legales sobre la misma materia, a saber:
1.- Proyecto de Ley que establece un Pacto de Unión Civil (Boletín N° 6.735-07), por Oficio N° 272, de 1 de diciembre de 2009.
2.- Proyecto de Ley relativo a la no discriminación y a favor de los derechos de las parejas del mismo sexo (Boletín N° 6.955-07), por Oficio N° 89, de 5 de julio de 2010.

3.- Proyecto de Ley que regula la figura contractual denominada Acuerdo de Vida en Común (Boletín N° 7.011-07), por Oficio N° 105, de 4 de agosto de 2010.
Segundo: Que la iniciativa materia de este informe consta de 29 artículos permanentes y dos disposiciones transitorias, que se dividen en los siguientes títulos:
a) Título I: “De la existencia y término del Acuerdo de Vida en Pareja” (Artículos 1°a 6°).
b) Título II: “De los efectos patrimoniales del Acuerdo de Vida en Pareja” (Artículos 7° a 11).
c) Título III: “De las inhabilidades, Incompatibilidades y prohibiciones a que da lugar el Acuerdo de Vida en Pareja” (artículo 12)
d) Título IV: “Disposiciones Generales” (artículos 13 a 15)
e) Título Final: “Otras modificaciones” (artículos 16 a 29), y
f) Disposiciones transitorias.




Tercero: Que en lo que atañe a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, se propone modificar el Código de Procedimiento Civil en los artículos 165 y 445 N° 4. La primera disposición se refiere a que se podrá suspender la vista de la causa en el caso que muera la persona con la que el abogado defensor haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja, y en el caso de la segunda, modifica las normas que reglan los bienes inembargables, incorporando a la persona con la que el deudor haya celebrado el Acuerdo de Vida en Pareja en las situaciones que en dichas normas se menciona.

Por otro lado, se propone la modificación del artículo 30 de la Ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, disposición que establece reglas anexas a las contenidas en el Código Procesal Penal, referentes a la protección de testigos. La modificación consiste en incluir dentro de este amparo a la persona con la que se haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja.

Asimismo, se propone reformar el Código Procesal Penal en el sentido de incorporar a los contratantes de un Acuerdo de Vida en Pareja dentro de las personas que, de conformidad al artículo 116, no pueden querellarse entre sí, excepto en el caso de delito que uno hubiere cometido contra el otro o contra sus hijos. Se incorpora además al contratante de un Acuerdo de Vida en Pareja como la persona capacitada a quien el tribunal deberá citar para resolver sobre la exhumación de un cadáver, regla incluida en el artículo 202 del código antes mencionado.

También se propone una modificación al artículo 357 del mismo estatuto, en el sentido que se podrá suspender la vista de la causa en caso de muerte de la persona con la que el abogado recurrente haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja.

Adicionalmente, se pretende modificar el artículo 474 del mismo código, incorporando al contratante de un Acuerdo de Vida en Pareja como titular de la solicitud de revisión de la sentencia firme.

Se considera dentro de las modificaciones la del artículo 15 de la Ley N° 18.314, que establece conductas terroristas, en el sentido de incluir al contratante de un Acuerdo de Vida en Pareja dentro de las personas contempladas en las reglas de protección de testigos.

Respecto de todas estas reformas la Corte Suprema manifiesta una opinión favorable.

Cuarto: Que la iniciativa legal en análisis, en el artículo 15, establece cuál será el juez competente para conocer de los asuntos a que dé lugar el Acuerdo de Vida en Pareja, disponiendo que lo sea el juez de letras del domicilio de cualquiera de las partes.

Al informar otros proyectos de ley sobre la materia la Corte Suprema sugirió que se otorgara competencia para conocer de las controversias de esta naturaleza al juez de letras en lo civil (Oficios N° 272, de 1 de diciembre de 2009, N° 89, de 5 de julio de 2010, y N° 105, de 4 de agosto de 2010, ya aludidos) y, en este sentido, se propone modificar el artículo 15 del proyecto, debiendo agregarse, entre las palabras “letras” y “del” la expresión “en lo civil”.

Quinto: Que, por otra parte, el artículo 12 del proyecto establece que toda inhabilidad, incompatibilidad o prohibición de carácter legal o reglamentario que se encuentre establecida respecto de los cónyuges, se hará extensiva, de pleno derecho, a los contratantes de Acuerdo de Vida en Pareja.

En lo que dice relación con el personal del Poder Judicial, se les aplicaría a los contratantes de un Acuerdo de Vida en Pareja las mismas restricciones que para los cónyuges se encuentran actualmente contenidas en los artículos 259, 260, 321 y 513 del Código Orgánico de Tribunales. Esta Corte considera conveniente modificar de manera expresa estos preceptos, a fin de incluir en ellos al contratante de un Acuerdo de Vida en Pareja. La regla anterior se informa favorablemente, con la indicación anotada, siguiendo el criterio de este Tribunal consignado en Oficio N° 85, de 3 de mayo de 2011, al informar el proyecto de ley relativo a los impedimentos que afectan a los cónyuges para acceder a cargos judiciales (Boletín N° 7.416-07), siguiendo el criterio sobre la materia adoptado en Acta de Pleno N° 33-2009, de 30 de enero de 2009, sobre “Aclaración de Acuerdo sobre Declaraciones Juradas en el poder Judicial”.

Ahora bien, el artículo 21 del proyecto introduce modificaciones expresas a los artículos 316 y 479 del aludido cuerpo legal, normas que consagran la prohibición de ejercer la abogacía tanto a los jueces como a los demás auxiliares de la administración de justicia, permitiendo excepcionalmente que puedan defender a personas con las que exista un vínculo matrimonial o de parentesco. En la modificación propuesta se incluye la posibilidad de asumir la defensa de la persona con la que se haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja, respecto del cual también se emite un parecer favorable.

Sexto: Que, finalmente, estima la Corte Suprema que sería recomendable incorporar de manera explícita la circunstancia de existir Acuerdo de Vida en Pareja vigente en las causales de implicancia contenidas en los numerales 2°, 6°, 7° y 9° del artículo 195 del Código Orgánico de Tribunales; y en las causales de recusación de los numerales 5°, 8° y 13° del artículo 196 del mismo cuerpo legal, que actualmente incluyen al cónyuge.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerdo informar favorablemente el referido proyecto de ley, con las observaciones indicadas precedentemente.

Acordada, en la parte que propone emitir un parecer favorable respecto de la regla de competencia contenida en el artículo 15 del proyecto, contra el voto de los Ministros señores Muñoz, Brito y Silva, quienes fueron de parecer de informar desfavorablemente en relación a este punto, pues en su concepto el conocimiento de las cuestiones relativas al Acuerdo de Vida en Pareja debe ser entregado a los Tribunales de Familia, pues resulta más coherente con el actual sistema judicial y en atención, además, a que estos tribunales se hallan dotados de la infraestructura necesaria para resolver asuntos de esta naturaleza.”

2.4.- Otros antecedentes legislativos





Finalmente, hacemos presente que al iniciarse el estudio de estos proyectos, la Comisión tuvo a la vista también otras iniciativas de ley que en parte tocaban materias relacionadas con los proyectos de ley refundidos. A modo de síntesis, podemos señalar las siguientes.





1.- Moción del Senador señor Carlos Bianchi que regula la celebración del contrato de unión civil y sus consecuencias patrimoniales (Boletín Nª 5.623-07). En los fundamentos de esta iniciativa se señala que mediante ella se pretende hacer frente a los problemas asociados al descenso de los matrimonios y el aumento de la cohabitación, lo que se ve reflejado en el incremento de las parejas que conviven. Agrega que lo anterior refleja una transformación radical de la manera en que las personas están estableciendo en los hechos, por distintos motivos, sus relaciones emocionales.





Para hacer frente a esta situación propone la regulación de lo que denomina el “contrato de unión civil en los gananciales”, el que se celebraría mediante escritura pública, o mediante la prueba de la convivencia en los términos definidos en la ley por un periodo de tiempo determinado.


Agregaba que la consecuencia más relevante de la celebración de este contrato, debía ser, con las adecuaciones correspondientes, el establecimiento de un régimen de participación en los gananciales, generados durante la convivencia, en términos semejantes a los del mismo régimen regulado en el Código Civil. Asimismo, estatuye un régimen de derechos de alimentos entre los contrayentes, en los mismos términos que los establecidos en el Código Civil, amén de otras disposiciones relativas al régimen sucesorio que se aplicaría a quienes se vinculan por este contrato.


2.-  Moción del Honorable Senador señor Guido Girardi y del exsenador señor Carlos Ominami, que regula los pactos de uniones civiles (Boletín Nº 6.846-07). Esta iniciativa tiene por propósito definir lo que se entiende por Pacto de Unión Civil (PUC), dándole el carácter de convención y no de contrato, es decir, se trata de un acto jurídico bilateral del que surgen obligaciones, pero también se producen otras consecuencias jurídicamente relevantes. Asimismo, establece ciertas formalidades por vía de solemnidad necesarias para que el PUC surja a la vida del derecho, y que consiste en escritura pública e inscripción en un registro ad hoc que el Registro Civil llevará al efecto. La oficina del Registro competente será aquella correspondiente a la de los domicilios de los integrantes del PUC.


Un objetivo central del proyecto sobre PUC, es dar una regulación patrimonial y pormenorizar sus consecuencias jurídicas, para ello, al no tratarse de matrimonio, no puede aplicarse los regímenes de bienes, ya que por su naturaleza no se condicen con la de un PUC. Con todo, se parte del principio, que los integrantes de un PUC, administran con autonomía los bienes propios, como "si estuvieran separado de bienes". Sin embargo, por un acto volitivo pueden acordar que entre ellos existe una comunidad de bienes. Finalmente, regulaba las circunstancias que ponen fin a este pacto.



Al fundar esta propuesta señalaban sus autores que  un principio fundamental que ha informado a las constituciones liberales modernas, ha sido el de la igualdad ante la ley. Agregaban que la Constitución de 1980, reformada en 2005, consagra este principio como una garantía constitucional que establece una igualdad relativa o sea, a idénticos casos o idénticas situaciones igual tratamiento o solución. No existen personas ni grupos privilegiados. Y por tanto no pueden existir discriminaciones arbitrarias.

Aseveraban que en la estructuración de un estado democrático, todas las personas puedan acceder a ordenar su vida en pareja y desde este prisma tener acceso a instituciones jurídicas que regulen la vida patrimonial, personal, filiativo y que garanticen que su decisión esté amparada y reconocida por el Derecho.

Agregan que las personas del mismo sexo (y de distinto también) que deciden formar hogares y compartir sus vidas sin estar unidos en matrimonio, demandan urgentemente del ordenamiento jurídico una regulación que al menos declare los derechos y deberes de convivencia básicos y patrimoniales. Para ese objetivo, el proyecto busca regular esta nueva realidad de familia y social, bajo la denominación de Pacto de Unión Civil.

Por estas razones sostienen que este proyecto tiene como principal objetivo, regular las relaciones de vida y bienes de las personas unidas en convivencia sin estar unidas por un vínculo matrimonial, sin atender a su sexo, incorporando a aquellas parejas del mismo sexo.

c) Los parientes por adopción simple, entre adoptante y adoptado, adoptante y descendiente o cónyuge del adoptado, adoptado y cónyuge del adoptante, hijos adoptivos de una misma persona, entre sí y adoptado e hijo del adoptante. Los impedimentos derivados de la adopción simple subsistirán mientras ésta no sea anulada o revocada.


3.- La Moción de los ex Senadores señores Ricardo Núñez y José Antonio Viera-Gallo que establece un régimen de uniones de hecho (Boletín Nº 3. 494-07). Mediante esta iniciativa sus autores  expresaban que el Estado tiene por finalidad promover el bien común de sus habitantes, por lo que debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional a su mayor realización espiritual y material posible. Agregan que ha crecido significativamente el fenómeno de la convivencia por lo que resulta indispensable establecer un estatuto legal que regule este fenómeno social que no solamente produce consecuencias en el plano afectivo de las personas, sino que también en el ámbito de las relaciones filiales y patrimoniales.


En virtud de estas consideraciones la regulación de las uniones de hecho entre un hombre y una mujer. No se les otorgaban a quienes se encontraban en esta situación derechos equivalentes a los de los cónyuges, sino aquéllos que resultan más indispensables y significativos en materia patrimonial y de resguardo y protección de los hijos, como son el destino de sus bienes y, en especial, del hogar común y la presunción de paternidad de los menores, respectivamente.


Finalmente, en los fundamentos de esta iniciativa se señalaba que con el objeto de asegurar la publicidad y facilitar la prueba de estas uniones se propone, en forma voluntaria, la realización de una declaración jurada notarial, aun cuando se estima conveniente perfeccionar dicho mecanismo, a través de la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, por la existencia de un registro que debería estar a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL
1.-Exposiciones escuchadas por la Comisión




Como se ha señalado precedentemente la Comisión estimó pertinente, antes de pronunciarse en general sobre las iniciativas en informe, recibir la opinión de distintas personas y entidades interesadas en dar a conocer sus puntos de vista respecto de los proyectos en estudio.





Al iniciarse la consideración de este asunto, la Comisión conoció el parecer del Gobierno sobre estas iniciativas.





En primer lugar, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senador señora Alvear, ofreció el uso de la palabra al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet quien manifestó que el Gobierno del Presidente Piñera valoraba que exista esta instancia de análisis, dado la relevancia del tema en estudio.   


Explicó que el programa del Gobierno descansa en tres elementos fundamentales, a saber, una sociedad de oportunidades, una sociedad de seguridades y una sociedad de valores. Agregó, en relación a este último elemento, que la familia es un elemento central y el Gobierno asume el rol de protegerla y promoverla.  


Seguidamente, sostuvo que de acuerdo a la última encuesta Casen, hay aproximadamente 1.750.000 de personas que conviven y mantienen una relación afectiva sin estar casadas, lo que equivale al 25% de quienes viven en pareja. Dicha cifra aumenta en los grupos socio- económicos más vulnerables.


Expresó estar convencido de la necesidad de legislar sobre la materia y constituye un compromiso del gobierno. 


Indicó que en el programa de Gobierno se señala que las parejas que conviven deben estar protegidas en sus derechos de acceso a la salud, a la previsión, a la herencia y a otros beneficios sociales y deben removerse las discriminaciones existentes. 


Señaló que lo anterior tiene la finalidad de construir una sociedad de valores que incluya a todo el mundo sin ningún tipo de discriminación.


Hizo presente que el compromiso del Gobierno se ve materializado a través de un proyecto de ley, cuyo texto ya ha conocido la Comisión. 





 Enseguida, intervino el escritor señor Pablo Simonetti quien comenzó su intervención agradeciendo a los integrantes de la Comisión la invitación a participar en el estudio de las iniciativas de ley que procuran regular el denominado acuerdo de vida en pareja.


Seguidamente, expresó que, en distintas ocasiones, había escuchado a cada uno de los integrantes de la Comisión afirmar que el matrimonio es por esencia entre un hombre y una mujer y que por tal razón no estaban dispuestos a tratar una ley de matrimonio igualitario.


Ante este planteamiento preguntó ¿cuál era la razón de esta postura?


A continuación, pasó a examinar las principales razones que se han esgrimido en el debate público para negar el acceso al matrimonio a las parejas del mismo sexo, partiendo por sus propios dichos. 

Puntualizó que tras la afirmación de que el matrimonio es necesariamente entre un hombre y una mujer puede que hallan dos motivos.

El primero, afirmó, es uno que discrimina sin detenerse a pensar.


En este motivo, sostuvo, caben las objeciones en contra del matrimonio igualitario que tiene un origen etimológico, histórico, religioso. Agregó que todas ellas eran fácilmente refutables ya que no corresponden a la deliberación que debe primar en la democracia y en un Estado laico que aspira a respetar su Ley Fundamental. En este sentido, recordó lo que dispone el artículo 1º de la Ley Fundamental, precepto que establece que "Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos". 


Expresó que creía que cada uno de los integrantes  de la Comisión hacían suyo el abrumador consenso científico que afirma que la homosexualidad no es una conducta enferma o desviada y que solamente es una expresión más de la naturaleza humana, la cual lleva a un hombre o a una mujer a desear y eventualmente a amar a uno de su mismo sexo, conservando el instinto de formar pareja y hogar.


Planteado lo anterior, pasó a referirse al segundo posible motivo que caracterizó en los siguientes términos. “La convicción de que hay razones fundadas para discriminar legalmente entre una pareja heterosexual y una homosexual.”.
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Explicó que de acuerdo con este segundo motivo se sostenía que las personas del mismo sexo que desean hacer una vida familiar en común deben tener un estatuto con menos derechos que los consagrados por el matrimonio. Frente a este planteamiento se preguntó: ¿Cuál puede ser esa razón? 

Manifestó que la primera y principal justificación que se da a esta diferenciación se encuentra en la idea de que la pareja heterosexual está destinada a tener hijos y que una de las "esencias" del matrimonio es la procreación. Puntualizó que era sencillo demostrar que, bajo este supuesto, se estaría incurriendo en una discriminación arbitraria.


En efecto, sostuvo, matrimonio y procreación no van juntos. En Chile, el 66% de los niños nace fuera del matrimonio, es decir, continuó, para procrear, la especie no requiere de una institución civil: simplemente se reproduce. Indicó que, en el otro sentido de esta relación biunívoca que se ha intentado establecer entre matrimonio y procreación, la ley civil no estipula ningún impedimento para que las parejas heterosexuales infértiles puedan casarse, incluyendo a las mujeres que han dejado de ovular.


En otras palabras, afirmó, el matrimonio ha sido una institución solidaria con los heterosexuales impedidos de procrear, pero olvida su sentido solidario cuando se trata de homosexuales.


Por lo anterior, expresó que se podía concluir que el acto de procrear no es una condición ni necesaria ni suficiente para el matrimonio y, por lo tanto, no se puede esgrimir como razón para coartar los derechos de las parejas homosexuales. Agregó que en una situación diferente se encontraba el tema del cuidado de los hijos, del que la institución matrimonial si tiene que hacerse cargo. 


Seguidamente, puntualizó que antes de tocar este punto, quería despejar otras objeciones que han salido a la palestra, tales como la siguiente:


“Si aprobamos el matrimonio igualitario, mañana nos veremos obligados a aprobar la zoofilia o el matrimonio múltiple.”


Manifestó que dejaría de lado el argumento de la zoofilia, dada la trivialidad de su refutación.


Señaló que el argumento relativo al matrimonio múltiple o poliamoroso  pertenecía a la categoría del resbalín, un típico ardid conservador que en inglés se conoce como "slippery slope" o falacia de la pendiente resbaladiza.


Explicó que para desarticular este argumento hay que dejar en claro que las relaciones poliamorosas limitan tanto con el matrimonio heterosexual como con el igualitario. De hecho, las relaciones poligámicas heterosexuales están protegidas por ley en algunos países, lo cual, si nos dejamos llevar por el temor a lo que sobrevendrá, implicaría que deberíamos abolir el matrimonio heterosexual por el inminente peligro que reviste. Sostuvo que a esto se suma que no hay una parte significativa de nuestra comunidad que viva en relaciones poliamorosas y que esté en busca del reconocimiento social y legislativo. Por último, afirmó, que el poliamor no tiene que ver con la identidad de las personas, como es el caso de la homosexualidad. No hay jóvenes que sufran porque cuando grandes no van a poder casarse en grupo.


Recordó que otro argumento que se ha utilizado de manera recurrente en contra del matrimonio igualitario es aquel que señala que este tipo de matrimonio amenaza a la familia. Frente a este planteamiento se preguntó de qué manera este matrimonio puede revestir un peligro. Añadió que hasta ahora nadie le ha dado una respuesta satisfactoria. Puntualizó que era de la opinión contraria, ya que si el matrimonio se abre a parejas homosexuales se robustece a la familia como núcleo fundamental de nuestra sociedad. Agregó que al entrar bajo el alero del Estado, estas otras familias pueden llevar su vida con mayor compromiso, seguridad, deberes y beneficios. Y al ser testigo el Estado de la consolidación del amor de una pareja gay, también se abre un camino de reconocimiento social y de pertenencia.


Aclaradas las mencionadas objeciones, pasó a referirse a los argumentos que a su juicio obligan a nuestra sociedad a consagrar en sus leyes el matrimonio igualitario.


Afirmó que el primero de todos es la inclusión de estas otras familias al entramado social.


Asimismo, sostuvo que el reconocimiento y la legitimidad que le brindaría a las relaciones de amor homosexual, permitiría dejar atrás una oscura historia de discriminación y ostracismo, especialmente de los más pobres, quienes que ven agudizada su precariedad a causa de la homofobia.


Agregó que en este último caso, la fragilidad de su acceso al trabajo se multiplica, los escasos bienes que les pueden ofrecer sus mundos de pertenencia el campo, un oficio, una pequeña red de contactos desaparecen cuando se trata de una persona gay.


Manifestó que la mayoría de ellos se ve obligado a emigrar del campo a la ciudad, porque no pueden seguir viviendo de la tierra que les daba de comer, rechazados como son por sus familias, vecinos y potenciales empleadores.


Hizo presente que el reconocimiento del matrimonio igualitario se sostenía en  una razón de orden público. Explicó que una democracia sana es aquella capaz de brindarle un trato igualitario a todos los ciudadanos, especialmente a las minorías con escasa o ninguna representación política. En otras palabras, recalcó que la igualdad de derechos es un bien superior de la convivencia democrática. Bien lo sabía quiénes se opusieron a la igualación de derechos de los esclavos, de los trabajadores, de la mujer, de las minorías raciales, de las minorías religiosas. Recordó que la historia ha sido implacable con ellos y, en cambio, sostuvo, ha ensalzado a quienes lucharon por la igualdad.



Por último, agregó, el matrimonio es una institución complejísima en su entramado de derechos, pero muy sencilla de entender. Cualquiera sabe lo que significa casarse y no es necesario recurrir ni a un abogado ni a un notario, ni menos pagar sus costas, para acceder a él.


Seguidamente, se refirió a las objeciones que se han formulado al matrimonio igualitario a partir del tema de los cuidados de los hijos. 


Sobre este punto, afirmó que el matrimonio debiera interpretar la voluntad actual e indisoluble de dos personas de vivir juntas, de darse auxilio mutuo y de asegurar el cuidado de los hijos.


Explicó que cuidar un hijo no es lo mismo que procrear. Recordó que basta ver la enorme cantidad de niños que son abandonados por sus padres biológicos o que cuentan con uno solo de ellos.

A continuación, planteó que la principal de las objeciones que se han formulado ante la posibilidad de que una pareja gay adopte a un niño o una niña es que, antes que nada, ese infante tiene el derecho a tener un padre y una madre. La réplica, arguyó, es simple y cruel: al ser abandonados, esas criaturas no pueden contar con el cuidado ni de su padre ni de su madre biológicos. Ahora bien, si tal fuera la voluntad de nuestra legislación, no debería permitir tampoco, como lo permite hoy, que una persona soltera adopte. Así vemos cómo el argumento de que es necesario que el niño tenga un padre y una madre nace solamente cuando se presenta la posibilidad de que sus cuidadores sean una pareja gay. Se preguntó  si en esto ¿No radica la esencia del prejuicio? Y si ¿no hay acto de amor más noble que el querer adoptar a un niño, sea de parte de heterosexuales o de homosexuales?


Seguidamente, señaló que se puede demostrar que quienes dicen que están cautelando el derecho de los niños están pensando en sus prejuicios. Por ejemplo, una madre tiene un hijo natural o por inseminación artificial y conforma un hogar con otra mujer. Si esa madre muere, el hijo no solo pierde a su madre biológica sino que también a su madre putativa. Agregó que si de los derechos del hijo se trata, la regulación debería asegurar que pudiera seguir al cuidado de su segunda madre.


Por otra parte, sostuvo que los que dicen que los niños tienen derecho a un padre y una madre no piensan en que la mitad de los niños abandonados de Chile no consiguen ser puestos bajo la custodia de matrimonios heterosexuales bien avenidos, en los que impere la armonía y el bienestar que les procure un ambiente sano y estimulante para su desarrollo.

Así es como, quienes dicen que ese niño tiene el derecho a tener un padre y una madre niegan la realidad y prefieren que siga en el orfelinato antes de que sea adoptado por una pareja gay armoniosa. Por lo anterior, se preguntó si esta posición ¿No era puro y simple prejuicio? ¿Hay mayor privación de derechos para un niño que permanecer en la orfandad? Insistió que lo que un infante necesita es amor, cuidado, educación y oportunidades. Las agencias de adopción son perfectamente capaces de discernir quienes pueden brindarle estos bienes de mejor forma. 

En seguida se preguntó si ¿acaso estos niños van a tener problemas psicológicos por tener dos padres o dos madres? Afirmó que lo anterior es posible, pero no más que los que tendrían al seguir huérfanos, o no son peores que los de un niño que crece en un hogar monoparental, o los de aquel que crece en una familia disfuncional. Concluyó que puede que tengan problemas de otra índole, pero no más graves que los que tienen muchas personas.

Seguidamente, afirmó que hay objeciones de menor importancia, como que las parejas gays son menos estables. Frente a este argumento señaló  que de ser así debería ser una obligación del Estado procurar los medios para una mayor estabilidad, dándoles a estas parejas un marco regulatorio tan firme y tan amplio en derechos como se lo confiere a las parejas heterosexuales mediante el matrimonio.


Sostuvo que había oído decir también que los niños sufrirán un condicionamiento de su sexualidad. Para rebatirlo, basta ver mi caso. Puntualizó que fue criado por una pareja de padres heterosexuales e inadvertidamente homofóbicos, en medio de una sociedad por completo heterosexual y, a pesar de todo, soy homosexual. Por lo anterior, preguntó ¿Creen ustedes que un par de padres o de madres que han padecido tamaño sufrimiento van siquiera a hacer el intento de manipular la sexualidad de sus hijos?

Por el contrario afirmó que el único afán de condicionamiento sexual que yo he conocido hasta ahora es la rampante homofobia que aun impera en nuestra sociedad y que no ha tenido otro resultado que la infelicidad de muchos.


Finalmente, se refirió al argumento que calificó del más insidioso de todos: La posibilidad de que esos niños sean discriminados en su entorno social. Estoy seguro, afirmó, que sus padres buscarán los entornos sociales más propicios para su hijo e insistió  en la pregunta de si ¿existe mayor discriminación para un niño que permanecer en la orfandad? Y si no hacemos nada hoy, ¿podremos vivir tranquilos sabiendo que son muchos más los niños que hoy enfrentan la crueldad de su medio debido a su orientación sexual? La discriminación se combate con igualdad de derechos, no permitiendo que el temor la consagre.

Al finalizar su intervención, afirmó que los homosexuales apostamos a la plena integración al resto de la sociedad, a ser parte de su trama familiar, a ser parte de su carácter plural y diverso. Sostuvo que porque somos iguales en el amor, los homosexuales de nuestro país aspiramos a ser iguales en dignidad y derechos.


A partir de estos antecedentes pregunto ¿Por qué no ser ustedes, Senadores de la República, quienes lleven adelante esta impostergable tarea de reivindicación social? ¿Por qué no ser ustedes los que pasen a la historia como defensores de la igualdad? ¿Por qué no ser ustedes los primeros en abrir sin miedo el corazón a la diferencia? No tengan la menor duda de que el futuro les dará la razón. Afirmó que la solidez de los argumentos de hoy así lo asegura.





En seguida intervino el ingeniero señor Luis Larraín.

Señaló que deseaba aclarar una cuestión conceptual que se presenta frecuentemente al abordar estos temas. Dijo que a personas como él se les califica como parte de lo que se denomina “lobby gay”. Aclaró que a su juicio hacer lobby es ejercer presión por parte de un grupo de interés. Eso es posible cuando un grupo de personas se reúne en torno a la protección de ciertos intereses que les benefician.


Manifestó que esa definición no se aplica a los homosexuales porque quienes se oponen a sus derechos son heterosexuales. En consecuencia, en este caso, no hay lobby sino que una reivindicación de derechos. Del mismo modo, aseveró, no se podrá decir que hubo lobby de las personas de raza negra o de los esclavos por obtener o ejercer derechos que les correspondían. 


Seguidamente, agregó que en relación con las uniones civiles o el matrimonio igualitario existen opiniones encontradas. Sostuvo que aquellos que se oponen enteramente a la regulación de esta materia cierran sus mentes y no entienden la problemática que viven los homosexuales; incurren en falta de caridad, en falta de humanidad y en un atentado grave a los derechos humanos. Puntualizó que estos últimos no solamente se refieren a crímenes políticos  que significan la muerte de una persona o grupo de personas sino que también comprenden otros atentados a la dignidad de las personas y que se expresan  en discriminaciones por raza, lugar de residencia, opiniones o condición sexual.


Sostuvo que las personas que tienen la condición de gays no decidieron ser así, sino que es parte de su esencia; así nacieron. Por lo tanto, oponerse a lo que son supone violentarlos, negarles la posibilidad de realizarse como personas y tener pareja.


Afirmó que ellos quieren formar familia, aún en la única forma en que pueden, y quieren dar estabilidad a esas relaciones.


Señaló que incluso para el bien social es preferible que los homosexuales puedan vivir en pareja, con tranquilidad, con el mayor orden posible. Esto, agregó, si fuera posible, coincidiría con los propósitos más conservadores, que aspiran a una convivencia en un clima de estabilidad.


Añadió que es mejor que los gays convivan en pareja. Ello será más armónico con el orden tradicional.


Recalcó que era urgente legislar en esta materia, toda vez que actualmente quienes tenemos la condición de gays   carecemos de  un estatuto que regule nuestras relaciones afectivas permanentes. Sostuvo que actualmente el Estado solo les permite mantenerse en soltería.


Explicó que si no existiere una institución como la unión civil o el matrimonio homosexual, las alternativas que se ofrecen a estos últimos serían las siguientes: Menos posibilidades de ser feliz; mayor probabilidad en caer en una promiscuidad o inestabilidad; esconder su condición en un matrimonio heterosexual que encubra la condición homosexual de los cónyuges, también conocido como matrimonio “pantalla”, o llevar una vida religiosa sin vocación, lo que calificó de muy grave e incluso, perjudicial para la propia Iglesia y los feligreses.


Expresó que si no se ofrece a los homosexuales la posibilidad de constituir pareja, si socialmente no existe o no se acepta la tipología de pareja homosexual, se forzaría a los homosexuales a caer en el estereotipo de la persona disoluta, de vida desordenada, promiscua.


Manifestó que todo lo anterior, se produce porque el Estado no ofrece caminos legislativos adecuados.


A continuación, se refirió al argumento que postula que la regulación de estas materias destruirían la institución familiar. Sobre este punto sostuvo que ella es una afirmación equivocada, toda vez que los homosexuales buscan aumentar el número de familias.  Recordó a los miembros de la Comisión que existen distintos tipos de familia y que la constituida por homosexuales representa uno de esos tipos.


Aseguró que los gay quieren vivir juntos, desean formar hogar y potenciar la institución familiar, aumentando el número de familias.


Señaló que la eventual destrucción de algunas familias podría producirse con aquellas que se denominan “familias pantallas”. Sin embargo, agregó, si ello ocurre es porque el vínculo familiar era débil e insano y no se podía mantener porque se funda en una negación.


Seguidamente, y refiriéndose al tema de las formalidades para la celebración de pacto de unión civil, se mostró partidario de las Mociones que defienden la idea de que el acto de unión se celebre ante un Oficial del Registro Civil ya que ofrece un amplio acceso a los símbolos de validación social. La suscripción de este contrato por un mera escritura pública no presenta esa ventaja.


Sostuvo que el punto anterior es de especial relevancia porque a través de esos símbolos se puede hacer conciencia sobre la realidad homosexual. En efecto, añadió, si los jóvenes observan que existe la vida en común homosexual, se darán cuenta que una pareja del mismo sexo es reconocida y amparada por la ley; que ha dejado de ser algo marginal, oculto o indeseado. En resumen, planteó, estas formalidades sinceran la situación y evitan los subterfugios.


Añadió que en cuanto al régimen personal y patrimonial entre los contratantes, éstos deberían tener los mismos derechos y obligaciones que tienen los cónyuges en un matrimonio.


Concluyó manifestando que en relación a la Moción presentada por el ex Senador señor Allamand si no se incorpora al Servicio de Registro Civil, el contrato carecería de ese carácter de “civil”; además, se daría lugar a una serie de problemas administrativos y de procedimiento, por la gran cantidad de notarías que existen en Chile y en cuanto ellas no cuentan con un sistema en línea.


Posteriormente intervinieron en representación de la Red por la Vida y la Familia, su Coordinadora, señora Patricia Gonnelle, y el abogado señor Jorge Reyes.


La señora Patricia Gonnelle manifestó que la organización que representa es una institución laica que reúne a sesenta y un instituciones que trabajan por la familia, en torno a la educación, la investigación, la adopción, la docencia, la legislación y la mediación. 


Agregó que cuentan con el apoyo de organizaciones confesionales cristianas, tanto católicas como evangélicas. 


Expresó que han estado presentes los últimos siete años en la discusión de los proyectos relacionados con los temas antes mencionados, partiendo por la nueva ley de matrimonio civil.


Sostuvo que la campaña comunicacional que un sector minoritario de la población ha desarrollado, ha sido impactante, tratando de convencer a la población que un tema tan importante como el matrimonio heterosexual es una opción personal, sin trascendencia antropológica y social.


Agregó que se ha generado un debate de una liviandad preocupante y desconcertante, donde el ser humano parece ser la principal víctima. Se habla con un desconocimiento total de la realidad de las cosas y de las personas, además de una manera muy trivial.


Hizo presente que en las redes sociales se habla incluso de la despenalización de la relación homosexual con menores y de la adopción por homosexuales.


Advirtió que en el debate, brillan por su ausencia los científicos, los sociólogos, los psicólogos, así como la experiencia y estudio de las legislaciones comparadas. 


Aseveró que hasta la fecha de esta sesión en Francia  se ha rechazado el matrimonio homosexual y las uniones civiles no están reguladas patrimonialmente.


Destacó que según el censo del año 2002, 8,9% de la población tiene una relación de convivencia y 46,2% estaría casada. Es muy probable que el primer porcentaje aumente y el segundo disminuya. 


Declaró que se podría esperar que las políticas públicas preocupadas del bien común, de la paz social y del progreso, deberían favorecer a las instituciones que propician tales objetivos, como lo son, la familia y el matrimonio.


Advirtió que se ha generado ausencia de paz social, hay temor en la población sobre el tema y esa sensación debe ser analizada.


Concluyó diciendo que en Europa han cerrado dos centros de adopción para evitar que dichos menores sean adoptados por parejas de homosexuales.


A continuación, expuso el abogado señor Jorge Reyes quien comenzó su intervención afirmando que de la manera como ejercemos nuestra sexualidad no se deriva ningún derecho.


Agregó que existe un error en la concepción fundamental de quienes están abogando por derechos que parten del ejercicio de la sexualidad. Quienes son heterosexuales no tienen más derechos que otros, lo que ocurre es que el Derecho responde a una naturaleza y esa naturaleza es relevante que sea respetada por el propio Derecho.  


Indicó que de la manera antes señalada se obtiene la paz social. Advirtió que las sociedades que han olvidado ese respeto a la naturaleza son las sociedades que han desaparecido.  


Señaló que él no se oponía a las personas ni a la condición sexual que ellos señalan tener. Planteó que entre personas que tienen una orientación sexual diferente tiene que haber un respeto común. En todo caso, precisó, la legislación debe mirar el bien común, que en nuestra Constitución está perfectamente descrito como el conjunto de condiciones que permiten a todos y a cada uno de los participantes de la sociedad alcanzar su mayor realización material y espiritual posible y desde esa perspectiva no persigue el beneficio de unos pocos, ni siquiera el de la mayoría, sino que el de todos.    


Hizo notar que la mencionada universalidad se reconoce en la naturaleza común que compartimos. Sostuvo que esa naturaleza no ha mudado ni en la historia, ni en el tiempo. Es por lo anterior que el Derecho debe ser respetuoso de ella. Expresó que si el Derecho traiciona dicha naturaleza, más temprano que tarde tendrá que responder de los despojos de una legislación y de una sociedad que no va alcanzar la paz social.


Sostuvo que sus planteamientos no tienen por que ser considerados discriminatorios. Aseveró que nadie puede asumir que a partir de la condición de homosexual se puedan elevar derechos superiores respecto de otros, porque los heterosexuales no tienen más derechos que los homosexuales, lo que ocurre es que nuestra legislación respeta la naturaleza humana. Agregó que si se rompe con la naturaleza vamos estar corrompiendo la sociedad.


Manifestó que existen diferentes razones que motivan el rechazo de las iniciativas. Al regular las uniones de hecho, debe distinguirse aquellas de distinto y del mismo sexo. 


Expresó que en el caso de las uniones de hecho entre personas del mismo sexo, éstas deben ser rechazadas por razones prácticas. Además, sostuvo que los proyectos de ley que se han presentado hacen mención a un número indeterminado de sujetos que convivirían. Afirmó que no señalan cuales son los motivos por los que las personas conviven. Recordó que hoy en día no hay ningún impedimento para que personas que conviven puedan contraer un matrimonio.


Aseveró que actualmente existen numerosos cuerpos legales que solucionan los problemas derivados de la convivencia, especialmente en materia de seguridad social, de vivienda, que han resuelto la mayor parte de los conflictos que derivan de dicha situación.


Hizo presente que existe una jurisprudencia casi centenaria que reconoce y regula las convivencias. Las soluciones jurisprudenciales son ampliamente superiores a los proyectos de ley que se han presentado. 


Reiteró que los proyectos son insatisfactorios y nunca superarán la jurisprudencia que existe respecto a esta materia. La regulación que se propone en los distintos proyectos de ley resulta inapropiada e insatisfactoria de las necesidades sociales de hoy.


Seguidamente, afirmó que deben respetarse los principios de supremacía constitucional y del patrimonio cultural de las naciones. Las leyes finalmente regulan un conjunto de valores, convicciones y tradiciones que cuentan con la libre adhesión y mayoritario consenso de la población.


Argumentó que si las razones para oponerse a la regulación de las relaciones de hecho eran prácticas, esas mismas razones se repiten, pero ahora unidas a una razón del bien de la Nación y de respeto irrestricto a la naturaleza humana.


Expresó que era insoslayable preguntarse cuál es el motivo que lleva a legislar sobre esta materia. Señaló que si la respuesta, era por una razón de reivindicación, la Comisión no puede dejar de lado que ella despachó un proyecto de no discriminación en el que incorporó como factor de rechazo a las prácticas discriminatorias, el de la orientación sexual.    


A continuación, expresó que no se ha demostrado que los distintos proyectos de acuerdo de vida en pareja sean indispensables y eficaces para resolver cuestiones de interés público o de evidente justicia particular.
Hizo presente que una eventual aprobación del acuerdo de vida en común o en pareja se opondría a las bases fundamentales de nuestra Constitución, que en su artículo 1° señala que la familia es núcleo fundamental de la sociedad y obliga al Estado a defenderla y a fortalecerla. 


Añadió que la ley de matrimonio civil estipula en su artículo primero que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad y el matrimonio es la base principal de la familia. En su artículo 54 se reconoce como causal de divorcio en el mismo nivel de la violencia intrafamiliar, de la condena por delincuencia, de la drogadicción, del alcoholismo y del intento de prostitución de los hijos, la conducta homosexual de uno de los cónyuges.


Manifestó que en el último censo se demostró que la fe cristiana es compartida por el 85% de la población. En el marco valórico de ella se enseña el respeto por las personas homosexuales, pero se reprueba como contraria a la naturaleza humana y de la voluntad divina las conductas homosexuales. Por lo anterior, afirmó que es condición de validez contractual del matrimonio que los contrayentes tengan condición heterosexual.


Seguidamente, agregó que en los últimos 50 años la tasa de natalidad en Chile ha descendido de 5,2 a 1,9 por mujer, no alcanzando el reemplazo generacional. Insistió que la familia biparental es la primera y principal educadora, lo que ella no da, difícilmente lo suple el más sofisticado programa de asistencia estatal. 


Expresó que legislar en el sentido del acuerdo de vida en pareja es un peligroso intento de complacer a minoritarios grupos de presión, que más que demandar derechos, por lo demás accesibles a su autonomía individual, buscan una consagración simbólica de sus reivindicaciones.


Señaló que los legisladores no deben por una indefinida autonomía de voluntad autorizar uniones de este tipo por el impacto negativo que esos contratos tendrán en el bien común de la sociedad y en el bien jurídico preponderante, la vida y educación del niño.


Concluyó diciendo que quien tenga una visión de estadista no puede olvidar que legislar en esta materia no resuelve ningún problema real y sólo crea otros mayores y peores.





Luego expuso ante la Comisión el representante del Movimiento Chileno de Minorías Sexuales, señor Rolando Jiménez.



Su intervención se basó en la siguiente presentación escrita:


“Tras leer y analizar los tres proyectos de uniones de hecho presentados al Senado en tiempos distintos por los parlamentarios Carlos Bianchi, Guido Girardi, y los ex congresistas Andrés Allamand y Carlos Ominami, el Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (Movilh) considera oportuno someter a consideración de vuestro debate los siguientes elementos:


I.- El Pacto de Unión Civil (PUC) que anexamos a esta presentación, es una iniciativa conjunta del Movilh con los abogados Carlos Pizarro, Mauricio Tapia, Felipe González, Luiz Lizama que contiene nuestras propuestas al respecto.  En ese sentido, los invitamos a leer y considerar para el debate de vuestra tramitación los artículos que ahí se plantean, toda vez que dan una respuesta integral a la situación de vulnerabilidad padecida hoy por convivientes heterosexuales y homosexuales.


II.- Teniendo siempre en cuenta el mencionado PUC, consideramos imprescindible enfatizar algunos puntos, al margen de que estén contemplados o no en la propuesta antes descrita.


1.-. Que el vínculo debe formalizarse ante el Registro Civil por ser éste un servicio en línea a nivel nacional que impedirá fraudes y, en especial, porque implicará un reconocimiento sociocultural de la unión, tratando a las partes como personas unidas por el amor y lazos afectivos, y no como meras empresas o sociedades anónimas.


2.- Que la pareja decida al momento de formalizar el vínculo, el régimen patrimonial que los regirá, pudiendo regularse los bienes adquiridos antes, durante o después de la formalización del vínculo ante el Registro Civil.


3.- Que en caso de fallecimientos de uno de los miembros de la pareja, el sobreviviente tendrá para todos los efectos los mismos derechos y beneficios hoy consagrados para el cónyuge.


4. Que se reconozca explícitamente en la norma a aprobar, que la pareja constituye una familia unida por el amor o el afecto.


5.- Que las relaciones laborales o contractuales entre los miembros de la pareja, no se consideren impedimentos para contraer el vínculo.


6.- Que el vínculo sea comprobado con cualquier medio de prueba, sin establecerse como requisito un período mínimo o máximo de convivencia previa.


7.- Que en caso de enfermedad inhabilitante de una las partes, la otra será para todos los efectos su representante legal y tendrá los mismos derechos que el cónyuge.


9.- Que en caso de enfermedad inhabilitante o fallecimiento de una de las partes, la otra tendrá el derecho a decidir cualquier tipo de tratamiento médico y/o de servicios funerarios.


10.- El establecimiento de la ayuda mutua como un derecho y un deber de ambas partes.


11.- En materias de alimentación, previsión, salud, acceso a prestaciones de la red social, beneficios por desempleo, cobertura por accidentes del trabajo y enfermedades, indemnizaciones y derechos laborales, los derechos de cada una de las partes sean los mismos que los de los cónyuges.


12.- Que sea aplicable al vínculo la Ley de Violencia Intrafamiliar.


13.- Que se mantengan en reserva los datos del vínculo, a menos que la pareja decida lo contrario.


14.- Que en caso de existir hijos criados y educados bajo el amparo de la unión, se garantice al sobreviviente, sea o no la madre o el padre biológico, continuar con la custodia, considerando para tales efectos siempre la opinión y el bienestar del menor.


15.- Que se omita cualquier referencia al matrimonio en la regulación de las uniones de hecho, por ser esta una iniciativa distinta. La única excepción a esta regla, deben ser aquellas que inhabilita acceder al vínculo en caso de estar casado/a o que lo disuelve por matrimonio previo de una de las partes.


16.- Que se omita y excluya cualquier articulado que haga referencias especiales y distintas entre parejas homosexuales y heterosexuales, pues ello sólo reduce a guettos, es discriminatorio y genera más desigualdades.  En otras palabras, que la ley resultante sea igualitaria, sin distinciones de ningún tipo en razón de la orientación sexual o la identidad de género de las partes.


17.- Que se establezcan sanciones contra cualquier institución y/o persona que vulnere derechos establecidos en la ley de regulación de hecho, pudiendo considerarse para tales efectos algunos lineamientos de la Ley que Establece Medidas contra la Discriminación en caso de que esta se encuentre aprobada antes de la norma que hoy vuestra Comisión tramita.”






En seguida, hizo uso de la palabra la señora Camila Maturana, representante de la Corporación Humanas, quien agradeció la invitación para poder exponer en la Comisión y señaló que varias cosas que ya se han dicho durante la sesión resultan más interesantes. Agregó que es de una enorme significación que la Comisión se aboque al estudio y el debate del reconocimiento y la protección de los derechos de las personas que están unidas, especialmente, tomando en consideración que desde hace varios años congresistas de diversa orientación política han presentado proyectos de ley sobre matrimonio entre personas del mismo sexo o sobre uniones civiles.


Señaló que más allá de la importante necesidad social que estas mociones han buscado resolver, las autoridades gubernamentales y legislativas en los últimos años, habían sido reticentes a enfrentar el debate. Por ello, agregó, Corporación Humanas destaca y valora profundamente el compromiso asumido por el Presidente de la República durante la campaña presidencial y el trabajo de los Parlamentarios, en la presentación de estas Mociones, así como la voluntad de los integrantes de la Comisión de Constitución para iniciar este debate. 


Expresó que el presente debate es de gran relevancia considerando que están en juego principios tan fundamentales del ordenamiento jurídico nacional como internacional, como es la igualdad, la no discriminación, la libertad personal, la autonomía individual, y, en particular, las garantías que todo Estado Democrático de Derecho debe brindar a todas las personas para el ejercicio pleno de sus derechos humanos.


Sostuvo que el resguardo al derecho a la igualdad no se agota con su reconocimiento constitucional puesto que su protección se amplía mediante la incorporación de estándares internacionales en la materia. Ello, por cuanto la Constitución reconoce "los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana" y dispone que "es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por la Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.


Manifestó que los principios de igualdad y de no discriminación constituyen pilares del derecho internacional y de las normativas constitucionales en los Estados democráticos. En conformidad a ello, agregó que los Estados están obligados a respetar y garantizar los derechos y libertades a todos los individuos dentro de su territorio, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social, como se señala en el Pacto internacional de derechos civiles y políticos (artículo 2, número 1); en el Pacto Internacional de Derechos económicos, sociales y culturales (artículo 2, número 2) y en la Convención Americana de derechos humanos (artículo 2, número 2).


Sostuvo que los principios señalados anteriormente deben extenderse a la protección que los Estados brindan a las familias, dado que el derecho internacional reconoce también que la familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. De tal manera, afirmó, los Estados tienen la obligación de adoptar medidas administrativas y legislativas para garantizar la igual protección de los derechos de las personas en sus relaciones familiares, sin discriminación alguna.


Hizo presente que la Constitución Política señala, en su artículo 1°, inciso 2°, que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad, pero no define qué se entiende por familia, y tampoco define qué tipo de relaciones abarca. El mismo cuerpo legal, dispone en su artículo 1°, inciso cuarto, que al Estado le corresponde brindar las condiciones para la realización y desarrollo de todos y cada uno de los miembros de la comunidad nacional, sin distinción entre unos y otros. 


Precisó que en Chile, como en otros países, las personas constituyen relaciones de pareja y familiares que admiten diversas variantes que no se amparan únicamente en la forma tradicional del matrimonio heterosexual. De hecho, afirmó que es una realidad conocida y muy alarmante que en las últimas décadas el matrimonio progresivamente ha perdido centralidad como forma de constituir relaciones familiares. Como ya se ha señalado en el presente debate, las personas se casan cada vez menos y los niños nacen, mayoritariamente, de relaciones de pareja que no son matrimoniales.


Expresó que la legislación nacional únicamente reconoce y protege el derecho de las personas que han establecido relaciones de pareja en base al matrimonio, dejando al margen de la ley a quienes se encuentran unidos por otro tipo de vínculos afectivos. Afirmó que a estos últimos nuestro sistema legal no les reconoce estatuto jurídico alguno. 


Aseveró que tratándose de relaciones entre personas del mismo sexo, no se confiere ninguna protección en el ejercicio de sus derechos y responsabilidades derivados de esas relaciones afectivas y familiares, y además -por mandato legal-, se encuentran impedidas de contraer matrimonio.


Opinó que la realización plena de la igualdad de derechos reconocida por la Constitución y en los tratados internacionales ratificados por Chile, exige que el Estado posibilite a todas las personas el ejercicio de los derechos y responsabilidades que derivan del matrimonio y que éste pueda ser contraído por todas las personas, sean de igual o diferente sexo, homologando la normativa nacional a las legislaciones más igualitarias en el mundo que así lo consagran y que reconocen a todas las personas el derecho a contraer matrimonio.


Agregó que el reconocimiento de la libertad personal y la autonomía individual impone al Estado la necesidad de dotar a las personas que constituyen relaciones afectivas y familiares sin base en el matrimonio, de un estatuto jurídico que reconozca estos vínculos y proteja los derechos y responsabilidades de dichas personas.


Precisó que no corresponde al Derecho, ahondar en las causas por las cuales los ciudadanos deciden unirse a otros, constituyendo distintas formas de convivencia que son diferentes al matrimonio. Aseveró que al legislador le corresponde regular los diversos tipos de uniones presentes en la sociedad y cuya existencia acarrea múltiples efectos jurídicos, eliminando, por esta vía, todo sesgo de discriminación.


Sostuvo que la decisión de contraer o no  matrimonio hace parte de la esfera de intimidad de las personas que el Estado está en obligación de reconocer, respetar y garantizar. No cabe mantener al margen de protección jurídica a las personas que, en ejercicio de su libertad personal, deciden unirse bajo una forma distinta al matrimonio. La legislación debe asumir la tarea de reconocer la realidad -que ciertamente ha variado desde la dictación del Código Civil y desde la Ley de Matrimonio Civil- avanzando hacia la concreción de los estándares internacionales en materia de derechos de las personas.


Indicó que así como el Estado de Chile se define al servicio de la persona humana y que su finalidad es la promoción del bien común, corresponde al ordenamiento jurídico establecer condiciones efectivas para que cada uno de los integrantes de la comunidad nacional pueda alcanzar su mayor realización espiritual y material posible, tal como señala expresamente el artículo 1° inciso 4° de la Carta Política. Asimismo, corresponde a la legislación, el establecimiento de las instituciones y regulaciones necesarias para que todas las personas puedan alcanzar su pleno desarrollo en base a sus decisiones individuales, en tanto éstas no afecten los derechos de otras personas.


Expresó que garantizar el derecho de todas las personas sin discriminación, a contraer matrimonio y el reconocimiento de los derechos de las personas que viven juntas, se enmarca precisamente, en aquellas condiciones que los individuos requieren para su mayor realización personal en base a preferencias libremente adoptadas que no interfieren con los derechos de otras personas. Carece de fundamento racional mantener una discriminación basada en valoraciones morales que al legislador no cabe sancionar.


Reiteró que aunque la discusión presenta un enorme valor para la sociedad y para quienes trabajan en derechos humanos, no implica el cumplimiento cabal de la igualdad de derechos consagrada por la Constitución Política y los tratados internacionales vigentes, puesto que se mantendría la discriminación normativa, de rango legal, que impide a las personas del mismo sexo contraer matrimonio. Asimismo, es conveniente considerar que tampoco se van a solucionar un conjunto de problemas jurídicos, de orden patrimonial, sucesorio, previsional, entre otros, que derivan de las relaciones de convivencia entre personas que no podrán acceder al estatuto jurídico que la presente discusión aborda, por encontrarse unidas en vínculo matrimonial previo no disuelto.


Añadió que el reconocimiento y protección a las uniones de pareja no pretende reemplazar la institución matrimonial ni equipararse plenamente en sus efectos jurídicos, pues únicamente se está abocando a regular aquellas relaciones en que las personas libre y voluntariamente deciden acogerse a un estatuto jurídico en base a una determinada manifestación de voluntad dotada de cierta formalidad.


A continuación, señaló que no se pretende abarcar a todas las relaciones de convivencia, cuya situación de hecho no cabe subsumir bajo un determinado cuerpo legal en ausencia de voluntad expresa de las personas. Por ello, en muchas materias y aún en presencia de un estatuto jurídico especial para relaciones de pareja, se requiere mantener referencias legislativas a personas convivientes.


Expresó que comparte que uno de los requisitos de dicha unión sea la celebración de un contrato celebrado por dos personas naturales, mayores de edad, capaces y no afectos a los impedimentos legales para contraer matrimonio, mediante el cual, libre y voluntariamente deciden unirse para vivir juntas, apoyarse mutuamente y organizar su vida en común.


Precisó que dado que lo constitutivo de esa unión es la manifestación de voluntad en orden a vivir juntos, no se considera necesaria la exigencia de un determinado plazo de convivencia previa, como tampoco que se establezcan efectos patrimoniales en base a la circunstancia de completar un determinado período de convivencia, como se plantea en alguna de las mociones.


Consideró que uno de los puntos centrales en la discusión tiene que ver con el reconocimiento que el Estado brinda a este tipo de uniones. Afirmó que el contrato de unión debe realizarse ante un Oficial del Servicio de Registro Civil e Identificación, de manera que exista un registro nacional de estas uniones a cargo del organismo público competente para ello. 


Estimó que sin llegar a equipararse plenamente a los derechos y responsabilidades del matrimonio, las uniones civiles deben producir efectos jurídicos. 


Destacó la importancia de regular la propiedad, administración y disposición de los bienes que las personas unidas tenían al momento de celebrar la unión, así como de los que adquieran a partir de ésta. Considera que los patrimonios de las personas unidas deben mantenerse separados una vez celebrada la unión, permitiéndose la conformación de una comunidad respecto de aquellos bienes que expresamente se declaren comunes, tanto al momento de la celebración como posteriormente.


Agregó que otro de los efectos relevantes derivados de las uniones, son los derechos sucesorios, los que deben ser plenamente equivalentes a los del cónyuge sobreviviente tanto respecto de la sucesión testada como intestada.


Precisó que en materias de salud, previsión, seguridad social y prestaciones o beneficios sociales en general, quienes han celebrado una unión deben tener los mismos derechos que la legislación nacional reconoce a los cónyuges. Al respecto, se espera que la propuesta que el Gobierno ha anunciado, plasme efectivamente, el reconocimiento pleno de los derechos a las personas unidas, como se ha señalado.


A continuación, manifestó que en la ley que se apruebe deben establecerse las siguientes causales de término del acuerdo de vida en pareja:


1.- Por la voluntad de ambas partes. El mutuo acuerdo debe ser expresado y formalizado del mismo modo como se celebró, es decir, ante un Oficial del Registro Civil, que lo inscribirá en el Registro Nacional de Uniones.


2.- Por voluntad unilateral. Esa voluntad unilateral para originar el efecto jurídico de poner término a la unión y sus consecuencias, debe también cumplir las formalidades de la unión, es decir, expresarse e inscribirse en el Registro Civil, pero, además, notificarse a la otra parte.


3.- Por la muerte real o presunta de uno de los contrayentes.


4.- Si los contrayentes celebran matrimonio entre sí. Al respecto, señaló que no se considera una causal adecuada de disolución de la unión el que uno de los contrayentes celebre matrimonio con una tercera persona, pues para este matrimonio debiera ser requisito haber previamente disuelto la unión. Por cierto, ello importa adicionar un nuevo impedimento para el contrato de matrimonio consistente en encontrarse una de las partes unida en virtud del contrato de unión con una tercera persona.


Concluyó diciendo que valora el trabajo de la Comisión de iniciar la discusión, y por la disposición a escuchar a diversos actores de la sociedad civil, en un diálogo democrático, necesario y respetuoso de las distintas posiciones que pueden existir.

-.-.-





En una sesión posterior, la Comisión invitó a exponer sobre esta materia a la antropóloga señora Patricia May y al sacerdote jesuita, señor Tony Mifsud.





En primer lugar, la señora Presidente de la Comisión ofreció la palabra a la antropóloga señora Patricia May, quien agradeció la invitación para participar en este debate. Seguidamente puntualizó que existe una gran cantidad de autores que muestran cómo la conciencia humana ha ido evolucionando. Entre ellos, destacó a Pierre Teilhard de Chardin -con quien coinciden distintas líneas de pensamiento que urgen de la sociología, la filosofía, la antropología, la psicología, e incluso de la biología- quien muestra que, como humanidad está ocurriendo un gran cambio de paradigma. Hoy se vive un momento en que la humanidad se abre a nuevas visiones, a otra manera de entender y sentir la vida y lo que es el ser humano.


En síntesis, afirmo que el  sacerdote y filósofo francés Teilhard de Chardin, plantea que se está dando un paso desde la máxima dispersión individualista que la humanidad ha conocido, hacia la confluencia hacia la unión, hacia el sentido y hacia la pertenencia.


Manifestó que el mismo hecho de que se esté dando este tipo de discusiones, como la que hoy se efectúa en esta Comisión, ocurre porque estamos dando pasos en la manera de entendernos, de relacionarnos y de estar en el mundo. Agregó que es un paso del “yo al nosotros”. Enfatizó que la humanidad se empieza a entender a sí misma como un gran cuerpo, como una entidad que se desarrolla.


Indicó que la conciencia de pertenecer a un todo común que es el planeta, pero éste no se ve como una unidad física sino como un ser vivo y biológico.


Precisó que la humanidad vive un momento clave en su proceso de evolución de conciencia, que se traduce en un cambio de paradigma, el que, a su vez, consiste en un paso del yo al nosotros. Se trata de un cambio especial que dice relación con una mirada sistemática, inclusiva de la vida, denominada “conciencia planetaria”.


Expresó que de esta forma se ha entendido que de esta nueva visión depende, incluso, nuestra supervivencia como seres humanos. Si no hay conciencia de evolución a un todo mayor y de confluir que el ser humano forma parte de la naturaleza y de ese continente mayor en que se ubica, se pondría en riesgo, desde el punto de vista ecológico, nuestra supervivencia.


Manifestó que esta mirada integradora está fundada en la diferencia, o en lo que el propio Teilhard de Chardin llamó la unión-diferencia”.


Aclaró que esta expresión alude a que los conglomerados humanos no deben ser uniformes, ni estar conformados por quienes tienen una misma mirada ante la vida, sino que cada grupo o cada persona deben poder expresar, desde su legitimidad propia y específica, lo que es y, desde ahí, puedan confluir y consensuar aquello que, más allá de las diferencias, nos une.


Reiteró que el debate que ahora realiza la Comisión se inscribe en esta perspectiva, es decir, aquello que muestra como la humanidad está dando un paso de mayor conciencia. Lo anterior, agregó, involucra necesariamente, hacerse cargo de conceptos como la diversidad, la tolerancia y el respeto, toda vez que no hay otra forma de unirnos como uno si no se dan estas condiciones.


Sostuvo que todo lo anterior se acompaña, como ocurre en todo gran cambio de conciencia, de mutaciones en los sistemas de supervivencia y de la tecnología. En este caso, el cambio se acompaña de la interconexión mundial. Ésta nos informa de la diferencia, diluye los límites del tiempo y el espacio, hace vivir a cada persona distintos espacios a un mismo tiempo, favorece la interrelación y exige, para poder avanzar, desarrollar el diálogo dentro de las diferencias.


Aseveró que hoy es aceptado por la sociología y la antropología que la humanidad ha desarrollado un proceso, y que el sentido de esto es alcanzar niveles de conciencia cada vez más amplios.


Puntualizó que en una primera etapa, conocida como paleolítica, muestra una mentalidad y una conciencia asociada a aspectos sensibles, emocionales y mágicos. Es el tiempo de la caza y la recolección. Puntualizó que lo anterior puede observarse en niños de entre 0 y 7 años, cuya identidad está centrada en el cuerpo, en las emociones, en los sentidos, y que viven una realidad mágica.


Explicó que la gran brecha evolutiva vivida por la humanidad hace ocho mil años atrás corresponde a la etapa neolítica, es decir, centrada en la agricultura, el pastoreo. En ese espacio de tiempo ocurre un cambio muy profundo en las tecnologías de supervivencia pues el hombre empieza a producir sus propios alimentos, planteándose de una manera diversa ante la naturaleza. Por primera vez el hombre se plantea como jerárquicamente superior a la naturaleza y, en general, muestra una visión jerárquica de la vida, con mayor estabilidad, y se instala en urbes, ciudades, imperios.


En esta etapa neolítica surge una complejidad social creciente, el mundo de los especialistas, la necesidad de organizarse. Cobran gran importancia las normas, la moral y las creencias.


A esta etapa de evolución de la conciencia se ha denominado “mítica-dogmática”.





Luego, en representación del Centro de Ética de la Universidad Alberto Hurtado, hizo uso de la palabra su Director, sacerdote Tony Mifsud, S.J. quien anunció que su exposición abordaría tres puntos. Primeramente plantearía unas reflexiones previas; en segundo lugar,  formularía ciertas preguntas y, por último, desarrollaría algunas consideraciones éticas.


Señaló que es necesario aclarar que cuando se habla de homosexualidad no se hace referencia a una opción por la que se ha inclinado una persona, sino a personas que han descubierto su condición. Eso, agregó, desde el punto de vista ético, es esencial. Tanto es así que la misma terapia que se aplica a estas personas ha cambiado radicalmente en los últimos veinte años. Explicó que antes se buscaba tratar de cambiar al individuo; hoy, en cambio, se persigue ayudar a la persona a aceptar su condición, la cual parece irreversible.


Consideró importante consignar que la pregunta de base al hablar de unión o matrimonio homosexual es si se trata de regular una situación que otorgue seguridad económica a los involucrados o, en cambio, de otorgar un reconocimiento social, toda vez que estos dos planos son totalmente distintos. Añadió que si simplemente se busca una establecer una regulación patrimonial, de derecho de sucesión y otros de esa naturaleza, pareciera que no se necesita legislar, pues bastaría que haya un acuerdo entre dos personas.


Observó que lo que ahora se debate es algo mucho más profundo: dos personas quieren que la relación que ellos mantienen sea reconocida por la sociedad.


Formuló algunas preguntas, precisando que estas cuestiones las planteaba sin una segunda intención, sino porque el tema es verdaderamente complejo y suscita preguntas.


Indicó que la primera de ellas se refiere al concepto de matrimonio. Explicó que existe una discusión en torno a si cambiar la idea de matrimonio como la unión entre hombre y mujer por la unión entre dos personas, se está ampliando un concepto o cambiando un concepto. En este sentido, opinó que es fundamental precisar este punto para determinar si se está hablando de una misma realidad o de dos realidades distintas.


Sostuvo que el impacto cultural desde un punto de vista práctico, en general, la ley no cambia la cultura, es más bien al revés, la cultura cambia la ley, eso se vio con toda claridad cuando hubo toda la discusión de la ley de divorcio, a pesar de que había gente social con bastante influencia, cuando el consenso llegó al 80,5% se cambió la ley.  Entonces, creo que hay que tomar en cuenta la cultura y eso tiene dos significados, no necesariamente hacerle caso pero sí es un dato muy importante, creo que uno tiene que legislar respetando también culturas.


Precisó que en cuanto al tema de la homosexualidad en la última encuesta que se hizo en el 2010 no deja de ser interesante que el 39% - 38% está a favor, la gran mayoría el 62% está en contra del matrimonio homosexual, sin embargo, si uno la compara con el 2006, también hecha en Chile, el 2006 era el 19% a favor, es decir, en cuatro años se ha doblado, llegó al 38% las encuestas más bien lo interesante no es lo puntual, sino la curva.



Indicó que lo que sí es interesante que los que son menores de 40 años, constituyen el 50% de los que están de acuerdo, es decir, la tendencia se va hacia una aceptación del matrimonio homosexual.


Preguntó que si la homosexualidad se plantea como una diferencia y lo es, por qué se quiere asociar a una institución que es típicamente heterosexual. En este sentido planteó que quizás era razonable estructurar una institución. 


Hizo presente que cualquier persona incluyendo el homosexual, merece total respeto, especialmente si no es una opción, ahí no cabe la ética, la ética cabe cuando hay elección, cuando no hay elección no cabe la ética, es el comportamiento donde cabe la ética y eso igual para el heterosexual que el homosexual. En este sentido, puntualizó que el hecho de ser homosexual o heterosexual no está bien ni mal desde el punto de vista ético.


Precisó que la ética cristiana tiene dos principios básicos, el respeto debido a cada persona, y cómo elaborar relaciones humanas  plenas. 


Por lo anterior, se preguntó si se puede plantear una relación de complementariedad que da pie a un compromiso ulterior. Expresó que en este punto era necesario abrir un diálogo con las personas homosexuales y ver exactamente de qué se trata.


Seguidamente, planteó a la Comisión el problema de cómo reconocer socialmente un compromiso afectivo sin que para ello sea necesario recurrir a una institución que secularmente pertenece a la heterosexualidad. Agregó que las personas diferentes tienen derecho a ser reconocidas y parece ser este un elemento esencial tras esta iniciativa. No se trata tanto de evaluar la moralidad de un hecho, sino cómo regular un hecho, que también es muy distinto.  Es muy distinta la pregunta si está bien o está mal, quiere decir, esto existe, cómo lo vamos a solucionar si lo que se está pidiendo es realmente un derecho.


Concluyó señalando que esta tarea no es fácil, ya que si se regula el matrimonio entre homosexuales, el día de mañana se pasará a la adopción de niños.  Agregó que si el legislador afirma que el matrimonio es igual para homosexuales y heterosexuales entonces no habría razón para objetar la adopción de niños.


A continuación, expuso la Secretaria Ejecutiva de Amnistía Internacional, Chile, señora Ana Piquer quien basó su exposición en el siguiente texto:




“I.
Posición oficial de Amnistía Internacional


La posición de Amnistía Internacional en todo el mundo, es que se opone a la discriminación en la legislación sobre matrimonio o unión civil sobre la base de la orientación sexual o la identidad de género, y llama a los Estados a reconocer a todas las familias, independientemente de cómo se opte por constituirla, cruzando fronteras cuando sea necesario.


Una legislación relativa con el matrimonio y/o la unión civil que distinga entre parejas hetero u homosexuales sería contraria a las normas internacionales de derechos humanos.


II.
Fundamentos jurídicos


1. Declaración Universal de los Derechos Humanos. Los siguientes artículos son pertinentes al caso:


Artículo 2.1. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.


Artículo 7. Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra la discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación


Artículo 16. 1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio.


2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse matrimonio.


3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.


Artículo 28. Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos.


2. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.


a. Contenido. Artículo 2.2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter.


Artículo 23. 1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.


2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia

si tienen edad para ello.


3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes.


4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptaran disposiciones que aseguren la protección necesaria de los hijos.


Artículo 26. Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


b. Decisiones del Comité de Derechos Humanos. En al menos dos ocasiones, el Comité de Derechos Humanos - órgano llamado a supervigilar el cumplimiento del Pacto - ha reconocido expresamente que la orientación sexual es una categoría protegida por la norma de no discriminación del mismo Pacto. Estos casos son Toonen v. Australia en 1992 y Young v. Australia en 2002. Por tanto, la orientación sexual debe considerarse incluida aun cuando no se mencione en forma expresa en el artículo 26 ya citado.


c. Examen Periódico Universal. El examen periódico universal (EPU) es un nuevo mecanismo del Consejo de Derechos Humanos de la ONU mediante el que se examina regularmente la situación de los derechos humanos en los 192 Estados miembros de la ONU. El examen se aplica sin distinción a todos los Estados, cubre la totalidad de los derechos humanos y es llevado a cabo por los Estados. El año 2009, Chile fue sometido al EPU, y se le efectuaron las siguientes recomendaciones relativas a derechos de personas en relación con su orientación sexual:


i. Prohibir por ley la discriminación en relación a la orientación sexual y la identidad de género (Suecia, Países Bajos).


ii. Ampliar los derechos de personas LGBT a políticas y programas concretos (Suecia) y que estos planes y programas consideren como guía los Principios de Yogyakarta sobre la Aplicación de la Legislación Internacional de Derechos Humanos en relación con la Orientación Sexual y la Identidad de Género, documento lanzado el 26 de marzo de 2007 por un grupo de expertos en derechos humanos.


Entre las recomendaciones expresamente aceptadas por Chile dentro del proceso del EPU, se encuentran "asegurar el pleno cumplimiento de todas las obligaciones contraídas en virtud del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y los demás tratados internacionales de derechos humanos en que es parte, y revisar la legislación nacional que pueda seguir siendo incompatible con esas obligaciones".


3. Pacto Internacional de Derechos Económicos. Sociales y Culturales. Art. 10. Los Estados Partes en el presente pacto reconocen que: 1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges.


4. Convención Interamericana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica).


a. Contenido. Artículo 2. Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.


Artículo 17. 1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado.


2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la medida en que éstas no afecten al principio de no discriminación establecido en esta Convención.


3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes.


4. Los Estados Partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria de los hijos, sobre la base única del interés y conveniencia de ellos.


5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de matrimonio como a los nacidos dentro del mismo.


b. Comisión Interamericana de Derechos Humanos. La decisión el año 2010 de la Comisión Interamericana en el caso de Karen Átala concluye, que la orientación sexual constituye una categoría protegida por el derecho a la no discriminación establecido en el Pacto, y se habría vulnerado además el derecho a una familia tanto de ella como de sus hijas.


5. Constitución Política de la República de Chile. Artículo 1°.- Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. El Estado reconoce y ampara a los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y les garantiza la adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos. El Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece.


Artículo 5. (inciso 2°) El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Cabe mencionar que los Pactos internacionales citados anteriormente han sido ratificados por Chile y se encuentran vigentes y tienen, portante, rango constitucional.


6. Conclusiones respecto de los fundamentos jurídicos.


La normativa anteriormente expuesta permite concluir lo siguiente:


El derecho a casarse se encuentra reconocido en diversas declaraciones y pactos de derechos humanos, así como el derecho a fundar una familia, que se entiende como el elemento natural y fundamental de la sociedad, y que en esa calidad merece la máxima protección legal.


Asimismo, estos pactos internacionales establecen una protección contra la discriminación arbitraria, y se considera que la orientación sexual es una de las categorías cubiertas por esta protección.


Luego, el derecho/libertad a casarse, en cuanto derecho, sólo tiene por restricción la edad núbil y la manifestación de libre y espontáneo consentimiento de los contrayentes. En cuanto libertad, importa que ninguna persona pueda ser privada de su ejercicio.


Una restricción por orientación o condición sexual es ilegítima y discriminatoria, al tenor de lo reconocido por el derecho internacional de los derechos humanos.


Por todo lo anterior, se concluye que dos contrayentes hombres o dos contrayentes mujeres, en edad nubil, que manifiestan su libre y espontáneo consentimiento para casarse, están  legitimados para ejercer su derecho/libertad al matrimonio, del mismo modo que están legitimados un hombre o una mujer que se unen o deciden unirse en matrimonio entre sí.


Chile, de acuerdo a la normativa internacional antes citada, el compromiso adquirido en el EPU, y su propia Constitución (artículo 5° inciso 2°) debe asegurar que su actuar y por tanto su legislación interna, se encuentre en línea con sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos.


III. Comentarios de Amnistía Internacional a los proyectos de ley de referencia.


1. En primer lugar, debe tenerse en consideración que los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes generan, obligaciones internacionales e internas para el mismo Estado de Chile. Por una parte, existe una obligación internacional del Estado de Chile de hacer realidad estos derechos. Por otra parte, existe una obligación interna, en virtud de la Constitución Política, de considerar estos derechos como límite al ejercicio de su soberanía. El cumplimiento de ambas obligaciones implica, necesariamente, que debe ajustarse la legislación interna de Chile, de manera que no contradiga los derechos establecidos en estos tratados.


2 El efectuar distinciones en materia de matrimonio y/o unión civil de manera que una o ambas instituciones se encuentren vedadas para parejas del mismo sexo, constituye una discriminación prohibida por el derecho internacional de los derechos humanos. Esta discriminación "de base" puede traer como consecuencia diversas problemáticas o discriminaciones adicionales tales como:


Derecho a postular a determinados beneficios habitacionales como pareja.


Posibilidad de inmigrar a Chile como dependiente el uno del otro.


Derecho a la seguridad social como dependiente uno del otro.


Imposibilidad de que la pareja o los hijos bajo su cuidado accedan a seguros de salud o beneficios otorgados contractualmente en razón de un empleo.


Posibilidad de tomar decisiones en materia de salud en nombre de su pareja cuando él/ella esté enferma, o posibilidad de visitar a sus hijos en el hospital.


Tener igual responsabilidad e iguales derechos por los hijos bajo su cuidado.


Tener derechos hereditarios en caso de fallecimiento de uno de ellos.


3. Por lo tanto, la opinión de Amnistía Internacional es que cualquiera sea la manera que se regulen los derechos de las personas unidas como pareja, esta legislación debe ser respetuosa de los derechos humanos, lo cual comienza con que no sea discriminatoria, y por tanto sea igual para todos y todas.


4. De los cuatro proyectos en análisis, el de los ex Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, resulta discriminatorio en sí mismo, en cuanto sólo resulta aplicable para uniones entre un hombre y una mujer.


Manifestó que el proyecto presentado por Honorable Senador Bianchi regula principalmente un régimen de bienes (basado en el actual régimen de participación en los gananciales aplicable al matrimonio), y señala específicamente casos como el derecho a alimentos (pero sólo entre las personas unidas) y los derechos y decisiones en caso de enfermedad o inhabilidad de uno de los contratantes. Sin embargo, preocupa el concepto limitado de familia señalado en los fundamentos del proyecto, que se circunscribe a aquella formada a través del matrimonio, entre un hombre y una mujer.


El proyecto presentado por el ex Senador señor Allamand, por el Honorable Senador señor Girardi y el ex Senador señor Ominami, podrían constituir un paso adelante en materia de derechos de las personas homosexuales, por cuanto regulan derechos en diversas materias, entre personas unidas como pareja, y aplicables expresamente entre personas del mismo sexo. Amnistía Internacional celebra que se abra una discusión en esta materia, y que se regule que las parejas homosexuales puedan también tener algún tipo de protección ante la ley.


5. Sin embargo, la legislación chilena continuará siendo discriminatoria, en cuanto existan dos instituciones paralelas: un pacto de unión civil o acuerdo de vida en común, aplicable a todas las parejas, y un matrimonio, que resulta aplicable sólo cuando los contrayentes son un hombre y una mujer.


Indicó que si el rango de derechos recíprocos entre los integrantes de la pareja, y en relación a los hijos que tengan a su cuidado es mayor o más favorable bajo la institución del matrimonio que bajo el "pacto de unión civil" o "acuerdo de vida en común", esto implicará una discriminación directa en contra de parejas homosexuales, que no pueden acceder a la protección del matrimonio. Y en caso que el "pacto de unión civil" o "acuerdo de vida en común" termine regulando los mismos derechos que para los contrayentes de un matrimonio, no se justifica la distinción entre ambas instituciones.


Señaló que no discutimos que puede resultar favorable legislar el caso de las uniones de hecho, para parejas que no deseen contraer matrimonio. Pero que la pareja "no desee" contraer matrimonio implica que podría legalmente hacerlo si quisiera. Tal no sería el caso de las parejas de personas del mismo sexo, que en ningún caso podrían contraer matrimonio.


6. Amnistía Internacional considera el Derecho como una herramienta de cambio. Cuando el derecho internacional e interno están alineados en impedir la discriminación contra las parejas de personas del mismo sexo, se da un primer paso hacia visibilizar que esa discriminación es valorada negativamente y que existe una voluntad política y concreta para erradicarla. Por el contrario, cuando la misma legislación efectúa distinciones arbitrarias, esto colabora a continuar con la estigmatización de las relaciones homosexuales. Por lo tanto, el reconocimiento de iguales derechos para todas las parejas que deseen contraer matrimonio o unión civil, es una herramienta básica, central, indispensable y urgente para erradicar la discriminación fundada en la orientación sexual de las personas. Sin dicho reconocimiento, las luchas para erradicar las más graves formas de discriminación fundadas en la orientación sexual de las personas, tales como las que implican consecuencias de muerte y persecución penal, son luchas incompletas. Estas carecen de sentido si no existe igual y previo reconocimiento respecto de los derechos de las personas, cualquiera sea su orientación sexual o identidad de género, para vivir libre y dignamente en sociedad, para contraer matrimonio o unión civil y para fundar una familia.”.





A continuación, la señora Presidenta  de la Comisión ofreció la palabra al exdirector del Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales, señor Jorge Contesse quien manifestó que el principio que debe gobernar cualquier discusión sobre acuerdos de vida en común o matrimonio igualitario, se basa en una interpretación estricta del principio de igualdad que está contemplado no sólo en la Constitución Política sino que también en los tratados internacionales sobre derechos humanos que Chile ha ratificado y que generan obligaciones para el Estado. En ese sentido, aseveró, no hay argumentos para justificar la distinción entre personas del mismo sexo, cuando lo que consiste es abordar la regulación patrimonial que, tanto la institución del matrimonio como una posible institución llamado “acuerdo de vida en común” o “unión civil patrimonial” podría generar en Chile.


Expresó que se estima que el matrimonio, como institución, genera un vínculo de estabilidad familiar y en ese sentido habría que preguntarse si los proyectos que el Senado está discutiendo permiten replicar esa estabilidad que el matrimonio genera a nivel familiar y a nivel patrimonial. Hizo presente que, entendiendo que los proyectos que el Senado está debatiendo tienen por objeto la regulación de intereses patrimoniales, esencialmente, no se referirá a los efectos simbólicos que para muchas personas, legítimamente son atribuibles a la institución del matrimonio para hacerlo equivalente al matrimonio que existe para personas que no son del mismo sexo, es decir, el matrimonio que actualmente está vigente en Chile, bajo las reglas del Código Civil y la ley de matrimonio civil.


Indicó que los problemas que, en general, los proyectos de unión civil plantean son al menos en tres órdenes:


1.- El valor jurídico del matrimonio. En ese sentido, añadió, si los proyectos, particularmente el proyecto del ex Senador Allamand, que avanza en ese sentido y permite generar implicaciones jurídicas al acuerdo de vida en común y acercarse a la posición que el matrimonio ocupa, sin duda, a todo evento en Chile, ello debe ser apoyado.


Puntualizó que el problema sería que el valor jurídico que el matrimonio tiene crea parentesco lo cual tiene implicaciones para lo que son los beneficios legales o los intereses patrimoniales, a nivel hereditario, a nivel de sucesiones. La ley otorga beneficios a las personas que están casadas y por eso en Chile se ha incentivado que las personas celebren matrimonio.


Recordó, al igual como lo ha hecho la profesora de la American University, Macarena Sáez, de que antes que existiera la libreta de familia en Chile, en la década de 1930, proliferaban las familias ilegítimas y en el interés estatal estaba el modificar ese estado de cosas, por lo que se introdujeron en la legislación beneficios para que las personas celebraran matrimonio.


Sostuvo que si la regulación de las uniones de hecho se asemeja a los beneficios, esencialmente patrimoniales, que el matrimonio genera, entonces es un buen proyecto, es un avance.


Hizo presente que en Canadá después de ciertos años de convivencia, el Estado entiende que dos personas han entrado en situación de matrimonio, justamente para poder derivar implicaciones jurídicas al lazo emocional que hace que esas personas convivan. Ese primer ámbito, el Congreso Nacional, el Senado en particular, debiera considerar al momento de evaluar esos proyectos de ley.


En segundo lugar, señaló que suele omitirse en el análisis de esta materia cuáles son las consecuencias jurídicas a nivel de derecho internacional, no refiriéndose específicamente al de los derechos humanos, sino al derecho internacional privado. Puntualizó que el matrimonio es una institución internacionalmente reconocida. Sostuvo que si alguien muere, el cónyuge sobreviviente puede legítimamente ejercer derechos sin que la legislación local del país extranjero donde su cónyuge falleció pueda cuestionar el vínculo que une a esas personas y, en consecuencia, el ejercicio de los derechos que esa persona está impetrando. Puntualizó que complementando el ejemplo anterior, si una persona muere, el cónyuge puede reclamar el cuerpo y realizar trámites administrativos o judiciales. Sostuvo que no sucede lo mismo con respecto a los proyectos de vida en común o de unión civil.


En tercer lugar, afirmó que la unión civil o el acuerdo de vida en común es reconocido como una asociación emocional legítima pero no como una asociación familiar. Desde el punto de vista estrictamente jurídico habría que preguntarse cuán oponible a terceros es una institución como esa. A mayor oponibilidad a terceros se acerca al ideal, que es el matrimonio, en el sentido de institución jurídicamente relevante. A menor oponibilidad a terceros mayor es la diferencia con el matrimonio.


Expresó que desde el punto de vista del derecho internacional de los derechos humanos la discusión no está zanjada. La Corte Europea de Derechos Humanos se ha pronunciado, en el sentido de señalar que un Estado, en particular Austria, no viola el Convenio Europeo de Derechos Humanos por no contemplar un matrimonio estrictamente igualitario. 


Sostuvo que varios países de América Latina, han estado avanzando justamente en esa línea. La propia Corte Europea, en la misma sentencia que se ha citado en contra de Austria, el 2010, señala que las parejas del mismo sexo constituyen familia a los efectos de las obligaciones internacionales. 


Agregó que en Chile no se ha definido el concepto de familia. Recordó que el artículo 815 del Código Civil enumeró, a efectos de derechos personalísimos, como se constituye, para esos efectos, la familia, pero no da un concepto. Sostuvo que lo anterior no es negativo pues las familias hoy día son incrementalmente diversas. El interés debe ser darle estabilidad a los vínculos que generan consecuencias jurídicas y emocionales que sean permanentes y en los cuales los hijos puedan crecer y desarrollarse de manera íntegra. Los estudios demuestran que los niños cuando crecen en ambientes que son críticos, independiente si son parejas del mismo sexo o son parejas heterosexuales, están más expuestos a un desarrollo no integral que parejas del mismo sexo en los cuales el afecto y el amor se entrega a los hijos. No es un problema referente al sexo de las personas que crían a uno o más niños si no cuál es la manera como se relacionan esas personas.


Estimó que el criterio normativo que debe animar la discusión de estos proyectos de ley debe ser el estándar de igualdad y de la no discriminación.


Concluyó señalando que ese es el estándar que debe gobernar en la discusión parlamentaria. El Senado debiera entender que el reclamo jurídico por un tratamiento igualitario a nivel del matrimonio, como institución, que hacen sectores de la sociedad, es perfectamente legítimo, bajo ese mismo principio de igualdad y no discriminación.


Luego intervino el señor Juan Antonio Montes, en representación de la Organización Acción Familia, quien fundó su intervención en los siguientes antecedentes: 

En primer lugar, se refirió a los datos que se obtiene de observar la realidad en diversos países con “matrimonio homosexual y uniones civiles”:


En primer lugar, señaló que en Holanda, a partir de los datos proporcionados por el “Institute for Marriage and Public Policy”, se concluye que desde 1 de abril de 2001 al 31 de diciembre de 2005, 8.127 parejas del mismo sexo se encuentran casadas. Las informaciones de las encuestas sugieren que solo el 2,8% de los holandeses y el 1,4% de las holandeses son gay o lesbianas. 

Agregó que utilizando esta estimación (y suponiendo que todos los homosexuales que se casan en los Países Bajos son residentes), aproximadamente el 6,3% de los gays y las lesbianas en los Países Bajos se había casado hasta finales de 2005.


Suponiendo una cifra más generosa de 5% de holandeses homosexuales o lesbianas, solo un 2,6% de los gays y las lesbianas habían contraído matrimonio del mismo sexo entre el 1 de abril de 2001 y 31 de diciembre 2005.


Así, sostuvo que en dicho país solo del 2% al 6% de los holandeses gays y lesbianas contrajeron matrimonio.
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Seguidamente, afirmó que en junio de 2003, Bélgica se convirtió en la segunda nación en el mundo que autorizó matrimonios entre personas del mismo sexo. Durante los últimos siete meses de 2003, 1.708 parejas del mismo sexo se casaron en ese país, con un adicional de 2.204 parejas que se casan en el año 2004.


Puntualizó que utilizando las estimaciones de la encuesta holandesa  solo el 4,7% de gays y lesbianas se habían casado en Bélgica hasta el final de 2004.


Agregó que suponiendo que el 5% de la población belga es homosexual en el año  el 2004, entre el 2% y 5% de las personas gays y lesbianas han elegido casarse con una pareja del mismo sexo


A continuación, se refirió a la situación de Estados Unidos.

Puntualizó que según los datos de las encuestas nacionales de ese país se sugieren que entre el 2% y el 2,5% de los hombres de EE.UU. y el 1% al 1,4% de las mujeres de EE.UU son gay o lesbianas. Muchos defensores de tales uniones creen que estas encuestas subestiman la realidad, algunos estudiosos sugieren que el 5% de la población puede ser una cifra más razonable.


Explicó que en algunos estados de Estados Unidos se ha regulado el matrimonio entre personas del mismo sexo.


Señaló que uno de esos Estados era Massachusetts.

Hizo presente que en este Estado, en el 2004, es decir en los primeros 7 meses y medio de aplicación de la ley de matrimonio gay, 5.994 parejas del mismo sexo se casaron en Massachusetts.


Agregó que según datos proporcionados por el Registro de Vida y Estadísticas de Massachussets, se observa que 1,347 personas del mismo sexo se encuentran en el año 2005. Por lo tanto, asumiendo que la proporción de personas gays y lesbianas en Massachusetts es el mismo que el nacional promedio (2,3% de los hombres y el 1,3% de las mujeres) y asumiendo que todos los matrimonios registrados en Massachusetts son de los ciudadanos de Massachusetts, solo un 16,7% de las personas gays y lesbianas habían contraído matrimonio. Agregó que usando una estimación más generosa de personas que tendrían la condición de gays, es decir un cinco por ciento de la población solo el 5,9%  de los homosexuales se había casado hasta finales del 2005. Agregó que estos datos se encontraban respaldados por las investigaciones que realiza la organización norteamericana denominada “Institute for Marriage and Public Policy”.


Seguidamente, presentó un gráfico para explicar como había sido la evolución de los matrimonios entre personas del mismo sexo en el estado de Iowa


Seguidamente, se refirió a la situación del matrimonio en algunos estados de Canadá

En primer lugar, mencionó la región de Alberta que tiene una población de 2.633.000 de habitantes.


Puntualizó que en ese estado se celebraron 143 matrimonios entre el año 2005 y 2006.

Explicó que solo 1,1% de los habitantes de Alberta contrajo matrimonios entre personas del mismo sexo en los primeros seis meses posteriores a la aprobación de la ley. Asumiendo que un 5% de los canadienses son gays o lesbianas, explicó que solo el 0,22% de gays y lesbianas de Alberta habían decidido casarse. 

Agregó que en la región de la Columbia Británica, que tiene una población de 3.559.000 habitantes, entre los años 2003 al 2005 se realizaron 2.531 matrimonios entre personas del mismo sexo. Utilizando la encuesta nacional de estimativas, aproximadamente el 14,3% de los gays y lesbianas de la Provincia se había casado hasta el final del 2005. A partir de estos datos, y suponiendo una estimativa más generosa del 5%  de homosexuales o lesbianas, afirmó que aproximadamente de los canadienses gay o lesbianas, sólo el 2,8% de la Columbia Británica habían contraído matrimonio con personas del mismo sexo.


Puntualizó que cifras relativamente similares se observaban en el estado de Quebec que cuenta con una población de 6.340.000 de habitantes.


Explicó que en los dieciocho meses que van de marzo de 2004 a septiembre de 2005, solo 574 parejas del mismo sexo se casaron en Quebec. 


Agregó que suponiendo que el 5% de los canadienses son homosexuales o lesbianas, se puede concluir que solo un 0,36% de los gays y lesbianas de Quebec se habían casado hasta septiembre de 2005. Así, en el primer año y medio de la legalización del matrimonio homosexual, entre 0,4% y 1,8% de los homosexuales o lesbianas de Quebec se habían casado.


A continuación, pasó a referirse a la situación de España.
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Explicó que del cuadro anterior se podía inferir lo siguiente:

Señaló que los 3.250* matrimonios gay celebrados en 2007 solo representaban el 1,60% del total de bodas de ese año; descienden en un año el 26%, mientras las heterosexuales caen el 1,44%.  Además, resaltó que del total de matrimonios realizados el año 2009, los matrimonios entre personas del mismo sexo representa solo 1,94% de esa cifra. Puntualizó que al igual que en los casos anteriores, se asumía que que el 5% de la población española era homosexual, se podía afirmar que solo el 0,25% de ese grupo social contrajo matrimonio.


A continuación, aseveró que en Francia las transformaciones legales destinadas a reconocer la unión civil entre personas del mismo sexo había tenido consecuencias similares y habían debilitado a la institución matrimonial.

Señaló que el periódico New York Times en una publicación del día 15 de Diciembre 2010, titulada “In France, Civil UnionsGain Favor OverMarriage”, se desprende claramente la siguiente información:


“El “pacto de unión civil” se equiparó con los mismos derechos que el matrimonio. Hay 2 uniones civiles por cada 3 matrimonios. El atractivo de las uniones civiles para heterosexuales es del todo evidente, ya que en el año 2000, más del 75% de las uniones civiles se han celebrado entre parejas heterosexuales.

Explicó que en el año 2009 solo 250.000 parejas se casaron, lo que da menos de cuatro matrimonios por cada 1.000 habitantes. Agregó en 1970, casi 400.000 parejas francesas se casaban. Asimismo, señaló que son las parejas heterosexuales y no homosexuales las que celebran mayoritariamente el Pacto de Unión Civil. Explicó que de las 173.005 parejas optaron por la unión civil, el 95% correspondió a parejas heterosexuales.


Puntualizó que el reconocimiento del matrimonio igualitario tampoco ha tenido como consecuencia un aumento de las uniones homosexuales en países como Noruega y Suecia.

Explicó que en Noruega, entre los años 1993 y 2001 se registraron 1.293 parejas homosexuales; en cambio, hubo 190.000 matrimonios, (7 por cada 1.000). En Suecia, entre 1995 y 2002, hubo 1.526 registros de parejas homosexuales y 280.000 matrimonios,(5 por cada 1.000). Agregó que en el caso de Suecia, las parejas homosexuales tienen un riesgo muy superior de divorcio al que se presenta en los matrimonios heterosexuales. Agregó que ese índice era de 1,5 veces en el caso de los gays y 2,67 veces en el de las lesbianas, según la información contenida en el informe titulado Divorce-Risk Patterns in Same-Sex Marriages, in Norway and Sweden.

Agregó que el psiquiatra holandés Gerard van den Aardweg señaló: “Durante 35 años de tratamiento psicoterapéutico de personas con problemas de homosexualidad, no he encontrado una sola relación homosexual que durase años, de modo que pudiera ser considerada una relación normal, adulta. Existen casos excepcionales de lazos de amistad que duran años entre parejas homosexuales, pero no de cohabitación duradera ni de fidelidad. Son relaciones caracterizadas por tensiones, celos, dependencia adolescente, fenómenos neuróticos de atracción-repulsión...”


Según este mismo siquiatra bastaría con citar los recientes datos estadísticos de un amplio estudio realizado en Amsterdam entre varones homosexuales respecto a la infección por VIH: los homosexuales con una relación "estable" tienen como media 8 parejas al año, los otros tienen 22. La duración media de una relación "estable" es de un año y medio (lo que explica que el 86% de las nuevas infecciones por VIH se verifiquen en una relación "estable"). Citó como fuente de esta información el estudio de Xiridou M. et al., "The contribution of steady and casual partnerships to the incidence of HIV infection among homosexual men in Amsterdam", Aids, 2003, 17, 1029-1038


Enseguida hizo uso de la palabra el señor El señor Claudio Alvarado, Director de la Corporación Idea País, quien agradeció la invitación a exponer en la Comisión.


Expresó que a partir del debate público que ha surgido en el país, hay que hacer un llamado de atención a si realmente en esta instancia interesa dialogar o es simplemente un espacio que se ha dado para que distintas personas digan lo que piensan, sin interés alguno en escuchar al resto.


Señaló que quienes promueven el “matrimonio homosexual” como quienes lo rechazan, lo hacen a partir de una cierta visión del hombre y la sociedad y, en consecuencia, sería una discusión eminentemente normativa en la cual están en juego ciertos principios de justicia. Agregó que una sociedad que se jacta de dar cabida a todas las visiones debiera escuchar las distintas visiones y sopesarlas en su mérito, para luego evaluar el peso de las razones que están en juego.


Manifestó que le llama la atención el hecho de que ninguno de las iniciativas en estudio hable directamente sobre el llamado matrimonio homosexual, a pesar de que en el espacio público, en las cartas y columnas de los diarios, en los paneles de televisión de lo que se habla,  es del llamado matrimonio igualitario o matrimonio homosexual. 


Sostuvo que nadie aboga por un matrimonio, por ejemplo, entre hermanos, entre padres, es decir, es evidente que toda ley hace ciertas distinciones y pretender dar por resuelto el debate mediante el recurso o la apelación a la igualdad y a la no discriminación. Lo anterior, sostuvo, supone saltarse la discusión de fondo, que tiene que ver con qué bienes están en juego y a partir de eso ver cuáles son las distinciones genuinamente relevantes que permiten entender, por ejemplo, que no se pueden casar dos hermanos, un padre con un hijo y que sí se pueden casar dos personas, independiente de su raza, a diferencia de lo que se prohibía en antaño.


Indicó que el matrimonio implica no sólo un compartir la vida, un régimen matrimonial, sino que también dice relación con algo más, con una unión completa e integral entre dos personas. En ese sentido, se preguntó cuál era el fundamento, o qué posibilitaba el que haya una unión integral o completa entre dos personas.


Puntualizó que no puede olvidarse que el cuerpo es parte de la persona. De hecho, si hoy alguien hablara de la existencia del alma muchas personas lo discutirían, aludirían a que es una cuestión religiosa pero nadie discute que las personas somos seres corpóreos. Una unión integral o completa entre dos personas también requiere una unión de cuerpos y ahí cabe preguntarse cuál es la función corporal que permite la coordinación mutua para el bien biológico del conjunto; cuál es el acto que permite que dos personas se hagan uno y que posibilita el que se de esta unión integral y completa entre dos personas.


Destacó que lo que posibilita la unión integral y completa entre dos personas es el acto de tipo reproductivo, la relación sexual. Cabe preguntarse, si existe otro acto que posibilite la unión integral y completa a nivel de cuerpos.


Expresó que la unión integral o completa se da independiente de la ocurrencia o el anhelo de la concepción


Indicó que dado que el matrimonio se consuma de una determinada forma y no de otra, se plantea el vínculo especial de los padres con los hijos. Si bien el acto de tipo reproductivo posibilita la unión independiente de la ocurrencia o en anhelo de la concepción, es evidente que está orientado intrínsecamente a la reproducción.


Agregó que si uno revisa la situación de este tema a nivel internacional, se puede comprobar que la familia que está fundada entre un hombre y una mujer es la que ofrece los mejores resultados, en términos de salud, educación, entre otros. Al mismo tiempo, las estadísticas muestran cómo personas con tendencia homosexual no ocupan los instrumentos legales disponibles una vez que ellos se aprueban.


Consideró, finalmente, que lo que uno debería esperar en este debate es respeto por lo que propone el otro, y como se hacen cargo los promotores de las uniones civiles o matrimonio igualitario de los otros elementos que caracterizan al matrimonio.


A continuación, intervino el señor Diego Schaelfer, Director de Idea País, quien aseveró que la discusión acerca del matrimonio entre personas del mismo sexo no tiene que ver con imposiciones de posturas morales o religiosas.


Hizo presente que si mirábamos la historia se observa  que las distintas tradiciones religiosas han considerado valioso al matrimonio. Por lo tanto, da la impresión que el matrimonio no responde a una cuestión puramente religiosa, si no más bien a una cuestión social.


Expresó que alguien podría decir que a través de esta discusión lo que se persigue es imponer una postura moral. Explicó que más que lo anterior lo que verdaderamente subyace a este debate es una visión de la sociedad, de la sexualidad, de lo que debe ser la familia. Por lo anterior, aseveró que no se puede pretender endosar esa responsabilidad a una de las dos posturas y evadir el debate y  evitar argumentar acerca de cuáles son las razones que tendríamos para plantear una alternativa de matrimonio distinta a la que tradicionalmente hoy día existe.


Advirtió que lo anterior también ocurre con otros temas de discusión pública donde a propósito de discusiones referidas a legislación laboral, de educación y lucro, subyace una discusión de distintas visiones morales.


Indicó que el auténtico matrimonio es una común unión que se proyecta en el tiempo como estable y que se actualiza a través del coito, precisamente porque es el único acto, de tipo natural, que se tiene que realizar con otro.


Sostuvo que lo que algunos quieren transmitir es que el matrimonio no descansa en el resultado, sino que en un sentimiento, como el mecanismo a partir del cual actualiza la comunión de vida que implica el matrimonio.


Precisó que la legislación que reconoce el matrimonio homosexual afecta a las personas heterosexuales. Agregó que la ley no solamente reconoce realidades sino que ordena conductas y al hacerlo va estableciendo parámetros culturales de aquello que está bien o mal. 


Puntualizó que en los países donde se ha legalizado el matrimonio entre personas del mismo sexo, las personas dejan de ver al matrimonio como una institución con un valor superior. A partir de ello muchas parejas deciden no casarse.


Planteó que los defensores de las iniciativas de unión homosexual afirman que la legislación vigente no da cuenta de necesidades concretas de muchas personas que actualmente tienen uniones de hecho. Lo anterior, obligaría a establecer ciertos beneficios o consagrar un cierto tipo de legislación que les permita resolver los problemas asociados a esa forma de unión afectiva.


En contra de este argumento, aseveró que el matrimonio descansa en ciertas premisas que no pueden ser eliminadas. Las personas que no las cumplen no pueden caber en esa institución.


Finalizó su intervención considerando que si se discrepa en la visión conyugal que se expuso anteriormente, se tendría que decir que el matrimonio es una unión afectiva entre dos personas, en la cual hay intimidad sexual, en la cual hay un compromiso permanente y exclusivo y donde hay una comunidad de bienes. Si el matrimonio es solamente una unión afectiva, estaríamos obligados a aceptar que éste puede estar abierto a la una unión de muchas personas. De hecho, agregó,  hay partidos en otros países que han defendido la postura de que hay que abrir el matrimonio a una multiplicidad de personas que comparten un afectividad común.





A continuación, hizo uso de la palabra el señor Gonzalo Cid, Coordinador Político del Movimiento por la Diversidad Sexual, MUMS.





Explicó que su intervención la hacía en nombre del Movimiento por la Diversidad Sexual, MUMS, organización que lleva más de 20 años luchando por los derechos de lesbianas, gays, bisexuales y personas trans en Chile.





Agradeció el espacio que se les ofrece y la posibilidad de exponer sus planteamientos.





Expresó que cuando se discute regulaciones de pareja y la posibilidad de extenderlas a todos y todas las chilenas y chilenos, se está hablando de respeto básico a los derechos humanos. Manifestó que actualmente en el país existe un sector que no tiene los mismos derechos que el resto de la población. Es un porcentaje que representa el millón de personas para quienes no todas las leyes rigen de igual forma que para el resto de los ciudadanos y ciudadanas, este es particularmente evidente en el caso de la diversidad sexual.





Indicó que, si bien la Constitución Política dispone en su artículo primero que, "las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos", y que "el Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible", para ellos y ellas ese precepto no se respeta.





En efecto, asevero que hoy lesbianas,  gays,  bisexuales y personas trans pagan impuestos, cumplen sus deberes ciudadanos, pero no tienen los mismos derechos. Hay leyes, dijo,  como la de Matrimonio Civil que sólo son para un sector de la población. Dicha institución discrimina en forma arbitraria, ya que no existe justificación alguna para que dos hombres o dos mujeres adultas no puedan sostener este vínculo que se basa en su propia voluntad, en la libertad de celebrar contratos, en la decisión de establecer un proyecto de vida en común.





Aseguró que esta discriminación se ha fundamentado en que la ley así lo consagra, que reserva la noción de matrimonio a la unión permanente de un hombre con una mujer. Hizo presente que estas leyes fueron escritas hace mucho tiempo, de manera que no se debe responsabilizar a su autores, pues en la época histórica que ellos vivieron no existía la categoría "orientación sexual" o "identidad de género" como atributo del individuo.





Afirmó que instituciones como el Instituto Nacional de Derechos Humanos y organismos como la ONU y la OEA señalan claramente que los Derechos Humanos son dinámicos, es decir, no son una lista cerrada, sino que se van enriqueciendo de acuerdo a las necesidades de las personas. Es así que las sociedades deben ir poniéndose al día con los derechos básicos de sus ciudadanos y ciudadanas. Además, recordó que Chile ha suscrito resoluciones y tratados en materia de defensa de los derechos humanos que abarcan el tema de la diversidad sexual.





Seguidamente, señaló que su organización trabaja para construir una sociedad y un país en el que todas y todos estamos incluidos, en el cual las leyes sean iguales para cada uno de nosotros. Agregó que lo anterior es sumamente importante, pues implica construir un país realmente democrático, donde la vida, el respeto, la no-violencia y la dignidad de los seres humanos pasan a ser los principios rectores de nuestra sociedad. Recordó que en estos temas Chile está seriamente cuestionado, pues no cumple con los estándares mínimos de un país que se declara democrático.





Sostuvo que la humanidad ha vivido largos periodos en que los discursos de odio, los fundamentalísimos y los totalitarismos han sido los que han dominado, y sus resultados son conocidos: violencia, asesinatos, golpizas, destrucción y tortura. Puntualizó que el prejuicio sexual no es la excepción. Explicó que se asienta en valoraciones negativas socialmente compartidas acerca de aquellos cuya conducta difiere de la norma heterosexual. La discriminación basada en ese prejuicio tiene múltiples manifestaciones e intensidades. Va desde el no reconocimiento, pasando por la burla, hasta la agresión física y el asesinato.





Hizo presente que según estudios efectuados por el Centro Latinoamericano de Sexualidad y Derechos Humanos, en la ciudad de Santiago existe un alto porcentaje de agresiones (84,4%) y de situaciones de discriminación (80,3%) vividas por la población de lesbianas, gay, bisexuales y transexuales (LGBT). A modo de ejemplo, un 33,3% de las personas LGBT han sido discriminadas en su lugar de estudios. Los resultados indican también que 8 de cada 10 personas LGBT han sufrido algún hecho de violencia en su vida simplemente debido a su orientación sexual o identidad de género. Adicionalmente, una proporción importante de la población trans reporta haber vivido hechos de violencia sexual (42,1%). Agregó que MUMS no quería que esta situación se siga repitiendo en nuestro país. 





Planteó a la Comisión que  Chile tiene la oportunidad histórica para erradicar el discurso de odio que promueve la existencia de ciudadanías de primera y de segunda categoría. Aseveró que MUMS busca aportar en la construcción de un país en que reconozcamos que no somos iguales como individuos, pero sí debemos serlo en derechos. La diversidad es una riqueza.





Insistió en que la historia nos muestra las atrocidades que han ocurrido por seguir los fundamentalismos religiosos. Hizo presente que si viviera en algún país musulmán, le podrían aplicar la pena de muerte. Asimismo, recordó que en el pasado la Iglesia Católica aplicó la institución de la Inquisición para perseguir y asesinar a muchos ciudadanos y ciudadanas. La historia también nos mostró como regímenes que proclamaban la supremacía de unos sobre otros llevaron al desastre a la humanidad, como el holocausto, por ejemplo. Afirmó que por lo anterior buscaban erradicar el odio al que es diferente.





Indicó que el Senado debe estar preparado para generar legislaciones que no promuevan divisiones, que no fomenten ciudadanas y ciudadanos de primera y segunda clase, pues eso es la base para justificar y permitir más odio y violencia. No podemos olvidar que cuando la sociedad aprueba normas que respaldan la discriminación, estas conductas dan pie para que desquiciados se sientan autorizados para ofender, insultar, agredir y matar a otros y otras. 





A modo de ejemplo de lo anterior, recordó que en Valparaíso, hace un tiempo atrás, una chica trans fue brutalmente agredida con un bate de béisbol. A Sandy le destrozaron el cráneo, y hoy ella se encuentra entre la vida y la muerte en el hospital.  Explicó que  también Javiera, una niña lesbiana de 17 años, recibió un golpe que le desencajó la mandíbula en marzo del año 2012. Agregó que varios jóvenes se han suicidado por el bullying escolar y las ofensas que reciben solo por amar diferente o sentirse diferente. A muchos gays les despiden de su trabajo, a las lesbianas les quitan la tuición de sus hijos e hijas, a las personas trans les golpean e insultan. 





Explicó que los discursos de odio se legitiman socialmente en la medida que la legislación haga diferencias entre unos y otros señalando que no son iguales en derechos, cuando la realidad muestra que la única diferencia es su objeto de deseo o su sentir identitario.





Por lo anterior, abogó por la idea que legislación nacional consagre el principio de la igualdad para todos y todas. Por todo lo anterior, señaló que ellos abogaban por el matrimonio igualitario.





Planteó que es urgente generar instituciones como la regulación civil para todas las parejas. Para ello, afirmó que debieran considerarse al menos tres elementos:





- La unión o matrimonio entre personas del mismo sexo debía celebrarse ante un oficial del Servicio de Registro Civil e Identificación: De esta manera, el Estado reconocería que estas parejas tienen la capacidad de amarse permanentemente.





- Garantizar que esta institución le dará derechos a recibir todos los beneficios legales de protección social, patrimonial y herencia que existan en las leyes.





- Que sea una institución inclusiva para todas las formas de amar.





A continuación, la Presidenta de la Comisión, señora Alvear ofreció la palabra a la profesora de Derecho Civil, señora Andrea Muñoz, quien comenzó su exposición señalando que es necesario tener presente que las uniones de hecho tiene un largo recorrido en nuestro ordenamiento. 





Precisó que a principios del siglo pasado  encontramos las primeras manifestaciones en nuestra jurisprudencia de situaciones de personas que se casaban por la Iglesia Católica y no por el Registro Civil, ya que recelaban de este contrato. La jurisprudencia se encontraba así enfrentada a situaciones notables, como era, qué hacer con la distribución de los bienes de personas que se habían casado por la Iglesia, que habían reunido un patrimonio y cuyo matrimonio no tenía efectos civiles.


Manifestó que se ha construido una solución jurisprudencial que tiene bastante arraigo en el sistema jurídico, pero tiene serias dificultades cuando en paralelo ha habido sociedad conyugal o un matrimonio vigente, porque indefectiblemente la jurisprudencia hace primar la sociedad conyugal por sobre las convivencias, por largas que ellas hubieran sido. 


Expresó que, en forma paralela, el legislador buscó solucionar, a través, de distintas leyes, el tema de las uniones de hecho. El legislador tuvo una mirada netamente de familia, y comenzó legislando en materias tales como la seguridad social, alimentos, violencia intrafamiliar, tribunales de familia, y filiación. Las leyes que surgen como solución al problema, incorporan el tema del concubinato de manera bastante amplia, pero en forma inorgánica.


Se preguntó si es posible seguir dictando legislación inorgánica, o si sería conveniente hacerse cargo de una realidad social fuerte, constituida por las uniones de hecho, que se perciben como una alternativa válida para constituir familia en nuestra sociedad.


Precisó que estas uniones que nacen desvinculadas o al margen del Derecho, durante su vigencia y desarrollo, inevitablemente cumplen fines que son de interés para el Derecho y que en definitiva es necesario protegerlas en virtud de un mandato constitucional. La culminación de este desarrollo es la Ley de Matrimonio Civil, que establece que el matrimonio es la base principal de la familia. Cuando decimos que el matrimonio es la base principal de familia, damos a entender que es posible otro tipo de uniones.


Señaló que hay dos formas de abordar las uniones de hecho, a saber:

1.- Considerarlas como un fenómeno social al cual el legislador le atribuye efectos jurídicos, y que, en consecuencia, requieren un régimen jurídico determinado, o 

2.- Crear un contrato civil mediante el cual las parejas regulen su convivencia, y se consagren determinados derechos y obligaciones.

Añadió que, en principio, ninguna de las vías antes mencionadas, excluye la posibilidad de hacerlo extensivo a parejas del mismo sexo. Si se opta por la vía de regular las uniones de hecho a través de un pacto siempre habrá tensión con las aspiraciones de las parejas homosexuales y  las parejas heterosexuales. 


Expresó que los proyectos de Acuerdo de Vida en Pareja, Acuerdo de Vida en Común y Pacto de Uniones Civiles, regulan un pacto que pueden celebrar personas del mismo sexo, o heterosexuales que deciden organizar su vida en común. La estructura, en los tres proyectos es muy similar.


Manifestó que el Honorable Senador Bianchi tiene una propuesta inédita. Parte con la idea de una convención civil entre las personas que desean establecer una convivencia con visos de estabilidad y permanencia, pero también le atribuye un régimen jurídico a la situación de hecho y después opta por un régimen de participación en los gananciales.


Precisó que el Proyecto de Vida en Pareja presentado por el Ejecutivo está bien orientado, ya que configura al Pacto como un contrato celebrado entre dos personas para regular efectos jurídicos de su vida en común y deja abierta la posibilidad de que sea celebrado entre parejas del mismo o de distinto sexo. Considera el deber de ayuda mutua y el deber de contribuir a solventar los gastos de la vida en común.


Agregó que le parece bien la forma de constituir el acuerdo, y que considera importante el poder acceder a través de un Acta ante el oficial de Registro Civil, ya que esa circunstancia acerca la solución a personas de menores recursos. Explicó que el proyecto del Ejecutivo es bastante débil respecto a los efectos patrimoniales de este contrato, ya que en él se hace una alusión bastante breve a una comunidad de bienes muebles sin sujeción de registro. Por otra parte, en el ámbito sucesorio, se da un buen paso, porque se otorgan derechos sucesorios al contratante sobreviviente, pero corresponden a derechos disminuidos respecto al cónyuge sobreviviente.


En cuanto a las inhabilidades o impedimentos para celebrar el Pacto, una de ellas es que no exista vínculo matrimonial anterior no disuelto, y que no exista otro Pacto, por lo tanto, no se lesiona ni al cónyuge ni a los hijos. Añadió que debiéramos insistir en que la situación del contratante sobreviviente sea un símil al del cónyuge sobreviviente. 


Señaló que existe una desproporción de materias específicas, pero complementarias y periféricas, respecto al tema central, al que le falta desarrollo. Se echan de menos materias como la compensación económica, bienes familiares, y podría generarse un conflicto en materia de filiación. 


Mencionó que el acuerdo de vida en común está muy bien concebido ya que desarrolla de mejor forma lo de la comunidad de bienes respecto al proyecto de acuerdo de vida en pareja, sin embargo, es inferior al pacto de unión civil.


Finalizó diciendo que cree que es un buen régimen el de comunidad, pero no es descartable la posibilidad del régimen de participación en los gananciales, aunque sea un régimen más complejo, ya que en éste se genera un sistema crediticio no muy recomendable para este tipo de situaciones.


Enseguida, intervino el profesor de Derecho Penal, señor Antonio Bascuñán, quien señaló que el proyecto de acuerdo de vida en pareja descansa sobre una tensión, ya que por una parte pretende satisfacer las necesidades de parejas que no pueden casarse porque una ley se los impide, y por otra, pretende satisfacer necesidades de parejas que pudiendo casarse, deciden no hacerlo. En cuanto a las primeras, su interés está en una institución lo más densamente familiar posible, en cambio, tratándose de las segundas, no buscan, por razones obvias una institución densamente matrimonial.


Expresó que se debe definir el diseño que se le quiere dar al acuerdo de vida en pareja. Se preguntó ¿se quiere dar al acuerdo un diseño de reconocimiento de parejas que no pueden acceder al matrimonio, o un diseño de conveniencia o utilidad de aquellas parejas que pudiendo acercarse al matrimonio, no acceden a él?.


Manifestó que existen básicamente dos estructuras en el Derecho Comparado. La primera de ellas se origina el año 1989 en la ley danesa, que contiene cinco cláusulas canónicas, y el resto contiene asimilación de reglas conyugales exclusivamente a parejas del mismo sexo. Se genera así una institución muy parecida al matrimonio, densamente configurada como una institución familiar. La crítica que ha recibido esta institución, es que a pesar de ser una institución distinta al matrimonio se parece mucho. La segunda estructura es esencialmente patrimonial, y es el modelo del pacto de unión civil francés. Básicamente esta última estructura se encuentra centrada en una consideración patrimonial, en la cual entrar y salir es bastante más fácil que entrar y salir del matrimonio. Los niveles de definición de las reglas patrimoniales en esta institución pueden alcanzar niveles de gran refinamiento técnico. Desde el  punto de vista de su valor, como instituciones de reconocimiento de la relación afectiva de la pareja del mismo sexo son deficitarios.


Indicó que en relación con el proyecto de acuerdo de vida en pareja, debemos decir que dado el contexto en que surge, puede ser visualizado como un logro, porque opta por una definición convencional constitutiva; se vincula la celebración a la posibilidad de la intervención del oficial de Registro Civil; dota a esta institución de la visibilidad pública asociada al reconocimiento social de la pareja; define al acuerdo como una institución familiar, y avanza en una dirección que parte importante de la Doctrina del Derecho Civil chileno había desarrollado.


Manifestó que a pesar de lo anteriormente señalado, el proyecto de acuerdo de vida en pareja también presenta problemas. Tiene problemas en su propio articulado en el sentido de situaciones deficitarias o contradictorias con su propio diseño. El procedimiento ante el oficial de Registro Civil no está regulado; no está regulada la inscripción; la terminación del acuerdo de manera unilateral por carta certificada notarial es una desconsideración del legislador al otro contrayente. La exigencia de un plazo de duración del acuerdo para que surjan ciertos derechos patrimoniales es inconsistente con la idea que el acuerdo tiene carácter constitutivo y no declarativo y finalmente la atribución de competencia al juez de letras para conocer de todo lo que resulte del proyecto es inconsistente con las propias acciones posibles derivadas del Acuerdo. 


Añadió que todo lo anterior se puede corregir dotando al procedimiento ante el oficial de Registro Civil de la consistencia necesaria, sometiendo el término unilateral a una gestión que reconozca una notificación fidedigna del contrayente y que tenga además un cierto control judicial de los términos en que se disuelve el Acuerdo. Agregó que el goce de los derechos que emanan del Acuerdo no puede estar supeditado a un tiempo de duración del acuerdo por el carácter constitutivo del mismo y la naturaleza jurídica de las acciones deberá determinar cuáles son los tribunales competentes.


Destacó que es necesario dotar al acuerdo de un régimen patrimonial que sea relevante. Aseveró que la propuesta contenida en el artículo octavo del proyecto del Ejecutivo hace del régimen patrimonial del acuerdo una institución banal. Eso no significa que haya que traducir al acuerdo las reglas del régimen patrimonial del matrimonio. Indicó que se puede pensar en la legalización del tipo de reglas de la comunidad reconocidas por la jurisprudencia con algunas consideraciones o restricciones recíprocas, o se puede pensar que los profesores de Derecho Privado pueden ensayar el mejor régimen familiar imaginable en esta institución.


Expresó que el acuerdo de vida en pareja debe constituir estado civil, tanto desde el punto de vista de la identidad de los propios contrayentes, como desde el punto de vista de los terceros. No son personas solteras, son personas legalmente emparejadas. El acuerdo cumple una función de orientación social, no atribuirle este efecto constitutivo de estado civil perturba profundamente.


Precisó que son pocos los contenidos estructurales del acuerdo, y son muchos más los contenidos que se dotan por remisión a reglas del ordenamiento jurídico ya sea al conviviente, ya sea al cónyuge. La única manera de no cometer injusticias inadvertidas, es mediante reglas generales de remisión. El proyecto también hace aplicables a los miembros del acuerdo, todas las reglas de prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades aplicables a los cónyuges, sin embargo, cuando se llega a reglas que se refieren a derechos, lo que hace el proyecto es embarcarse en una enumeración individualizada de todas las disposiciones, introduciendo en ellas una referencia a los contrayentes del acuerdo. Explicó que esa fórmula supone una solución ejecutada en términos extraordinariamente fragmentarios.


Hizo presente que el proyecto incluye menciones a varias disposiciones del Código de Procedimiento Civil respecto al contrayente de un acuerdo de vida en común. No lo hace, sin embargo, a propósito de la exención al deber de declarar como testigo.


Sostuvo que es deber del Estado distribuir equitativamente los recursos instrumentales y simbólicos que necesitan las personas para desarrollar sus planes de vida admitiendo su pluralidad. Explicó que no se trata de una pérdida de sentido como objeta el discurso conservador. Sostuvo que el reconocimiento de ciertos modos de vida distintos al tradicional no implica el reconocimiento de cualquier manera de vivir. Afirmó que el acuerdo de vida en común mantiene vigente la idea de que el compromiso amoroso de duración indefinida de una pareja es un modo de vida significativo. Aquí como en cualquier otro ámbito, la pluralidad es siempre una cuestión de márgenes.


Expresó finalmente que para lograr esta finalidad no basta con la libertad contractual. Independientemente de que la definición legal del acuerdo ahorra costos de transacción, es su consagración como institución lo que genera la inclusión por reconocimiento. Sostuvo que como en general sucede con las acciones humanas, la sexualidad puede dañar, puede gratificar y puede configurar un orden de sentido. Para hacer posible la configuración de una vida con sentido es indispensable su validación ante los demás.    


A continuación, intervino el profesor de Derecho Civil de la Universidad de Chile, señor Mauricio Tapia quien recordó que el Código Civil es un conjunto de regulaciones de las relaciones interpersonales, patrimoniales y extra patrimoniales de las personas, es un Derecho Común que se aplica a todos. Planteó que la ley civil, porque regula todo, es esencialmente un instrumento inclusivo, pluralista y tolerante. El Derecho Civil tiende a crear una sociedad donde las relaciones sean justas y la vida sea razonable. Por ejemplo, el Derecho Civil no exige amar a los hijos, pero sí exige hacerse responsable por ellos.


Manifestó que todas las reformas del Código Civil en materia de leyes civiles de familia buscan un cambio de paradigma. Afirmó que en cierta medida el Derecho Civil de Familia pasó de ser esencialmente didáctico a esencialmente terapéutico, ya que intenta resolver conflictos, y no fijar una línea de conducta a las personas.


Indicó que en la actualidad, esta ley moderna de familia se concentra en dos cuestiones que son muy simples. Busca en primer lugar proteger a las personas que no se pueden proteger solas al interior de la familia y, en segundo lugar, intenta resolver los conflictos que las personas no pueden solucionar por si solos. 


Precisó que los instrumentos más idóneos para regular la sociedad chilena son pocos. Esencialmente hay dos caminos, uno es democratizar, abrir y transformar en un instrumento igualitario el matrimonio. Este sería el único camino constitucional posible. Se preguntó si era conveniente este camino. Socialmente siempre se ha sostenido que el matrimonio es un instrumento muy valioso en términos sociales, si así fuere, habría que analizar cómo van las tasas de nupcialidad, que de acuerdo a las estadísticas van en baja permanentemente. Explicó que las personas tienen cada vez menos interés en el matrimonio, y eso se debe, a que la regulación es anticuada, es una regulación que tiene una sociedad conyugal “sacada de la noche de los tiempos”, y que todavía sigue en el Código Civil como la institución principal que regula las relaciones de la familia. 


Manifestó que un segundo camino es crear las figuras híbridas del acuerdo de vida en pareja, acuerdo de vida en común o pacto de unión civil. Todos estos instrumentos, aparte de ser híbridos son imperfectos, porque intentan regular patrimonialmente una relación de familia, y eso es contrario a la lógica, al sentido común.


Indicó que las ventajas principales de estos pactos de unión civil es reconocer la convivencia y la relación de pareja homosexual y abrir la posibilidad de que puedan acceder a ellas las parejas heterosexuales. Explicó que la regulación que ellas conceden es bastante moderna, libertaria, consistente con los tiempos, y prueba de ellos es que en países donde se ha consagrado, las parejas heterosexuales son las que abandonan el matrimonio y van hacia el pacto de unión civil.


Expresó que estos pactos no cumplen los propósitos que la ley de familia busca en el presente al regular las parejas, es decir, no protege bien, ni resuelve bien los conflictos.


Señaló que el acuerdo de vida en pareja, tal como todo contrato, se puede analizar desde distintos puntos de vista. Desde el punto de vista de su constitución involucra un reconocimiento explícito a las diversas formas de familia que coexisten en nuestra sociedad. 

Hizo presente que en materia de familia los símbolos importan porque son constitutivos, son fundacionales. En ese sentido, afirmó, es relevante que se incorpore la intervención del Registro Civil, ya que es el único organismo competente y capacitado para llevar el registro de un estado permanente de las personas. 

Seguidamente, señaló que en materia de constitución de este acuerdo se podía formular una primera crítica, ya que el proyecto dice que no es constitutivo de estado civil. Explicó que el estado civil corresponde a un conjunto de atributos permanentes del individuo en sus relaciones recíprocas. El estado civil es un estado permanente, y éste es un estado permanente, y prueba de ello es que el mismo proyecto se contradice cuando señala que no se puede suscribir un acuerdo cuando se está casado. 


Manifestó que desde el punto de vista de sus efectos personales este contrato prácticamente no tiene, porque en el fondo se presenta como algo exclusivamente patrimonial, a pesar de reconocer que regula una relación afectiva. Señaló que deben existir deberes personales, pero que deben existir los mínimos. Las personas no pueden ser obligadas a quererse, a vivir juntos, eso es una intromisión en la autonomía de las personas, lo que sí puede hacer la ley civil es obligar a las personas a ayudarse, a prestarse socorro. 


Indicó que en cuanto a los deberes patrimoniales la regulación que se propone es desconcertante ya que se dice que es una regulación patrimonial, pero si analizamos cada uno de los efectos patrimoniales que propone, lo que podemos concluir es que es una desprotección patrimonial.


Precisó que otra desventaja del acuerdo se presenta al consagrar a la comunidad como único régimen posible, es decir, se produce una situación de menos libertad, de menos autonomía que el matrimonio, donde se puede optar. Expresó que en el proyecto del Gobierno se constituye una comunidad que no es comunidad, porque sólo se reduce a aquellos bienes muebles no registrables.


Expresó que en el acuerdo tampoco hay solidaridad de las deudas respecto a terceros. En materia sucesoria, escapa a la lógica de la ley civil el que se establezca el plazo de un año para reconocer derechos. La situación sucesoria del sobreviviente es completamente desmejorada respecto al cónyuge sobreviviente, los porcentajes se reducen sin explicación.


Señaló que al término de la relación del acuerdo, en el proyecto presentado públicamente por el Gobierno se contemplaba la compensación económica. Una semana después, al presentarse el proyecto en el Senado, dicha compensación económica desapareció. Agregó que, en su opinión debería reincorporarse la compensación. 


Puntualizó que desde el punto de vista previsional, hay una situación desmejorada respecto al cónyuge sobreviviente. 


Manifestó que en materia patrimonial no existe mención acerca de los bienes familiares. Constituyen éstos una protección importantísima en la práctica para el patrimonio familiar, y en el proyecto se dice que se está reconociendo por un lado un modelo de familia y que se quiere proteger patrimonialmente esa familia, entonces lo lógico es que se aplique el estatuto de los bienes familiares.


Precisó que en cuanto al término del acuerdo, la resciliación de este contrato debe existir, y debe ser de una forma tan o más simple que el divorcio actual. Lo que es criticable es la forma de terminar unilateralmente el Acuerdo. No puede ser a través de una carta, debe haber una consideración por el otro. 


Señaló que el juez de letras en lo civil no debiera ser el encargado de conocer los asuntos que deriven de este Acuerdo. Explicó que los tribunales civiles en el presente conocen demandas de cobro y conflictos entre comerciantes, no están habilitados, no tienen ni los conocimientos, ni las herramientas para resolver conflictos de familia. Afirmó que si se opta por esa propuesta sería un error absoluto.


Finalmente, indicó que la Corte Suprema se pronunció sobre dos proyectos anteriores diciendo que si le presentaban un contrato que es exclusivamente patrimonial parecía que lo lógico era atribuir la competencia a los tribunales civiles. Este proyecto se presenta explícitamente como una regulación de familia, por lo que cree que la opinión debiera ser distinta.





En una sesión posterior, intervino el señor Juan Pablo Cavada, abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, quien comenzó señalando que, a solicitud de la Comisión, presentaba un informe en que se profundizaba en la regulación que para las uniones civiles se aplica en Francia, dado que la legislación francesa se ha citado reiteradamente en lo que dice relación a esta materia.


Manifestó que la unión civil es definida en el derecho comparado como la regulación de la convivencia de dos personas que otorga a los contrayentes muchos de los derechos y obligaciones que supone el matrimonio entre personas heterosexuales, sin equipararlos totalmente. Por lo anterior, afirmó que esta institución se convierte, desde el punto de vista normativo, en una regulación intermedia entre el matrimonio y el concubinato. 


Expresó que en el mundo se distinguen tres grupos modelos de regulación de estas materias. Existen, en primer lugar, países que otorgan unión civil para parejas heterosexuales y países que otorgan unión civil para parejas heterosexuales y homosexuales.   


Precisó que en el caso de Francia, se regula la unión civil para parejas heterosexuales y homosexuales, y que a la fecha de este informe no existe un reconocimiento del matrimonio homosexual. Explicó que resultaba interesante destacar que hay países en que existe unión civil para parejas homosexuales con matrimonio homosexual, pero en dichos países no está vigente el sistema por que la legislación se traspasó a matrimonio homosexual, es decir, en aquellos países en que coexisten ambos regímenes, paulinamente la legislación ha ido adaptándose desde el pacto civil hacia el matrimonio homosexual.


Indicó que, la unión civil en el derecho comparado regula materias tales como: beneficios tributarios, laborales y previsionales. Se regula la adquisición de bienes muebles e inmuebles en forma individual o conjunta con la pareja, se otorgan permisos de residencia y de trabajo, en el caso de parejas compuestas por personas de más de una nacionalidad, existen deberes de alimentos entre la pareja y de los hijos comunes. Hizo presente que existen derechos de custodia de los hijos de la pareja, se contempla una figura de continuación en los contratos de arrendamiento y hay normas sobre protección contra la violencia doméstica.


Sostuvo que en el caso de Francia se consagra un estatuto jurídico que regula uniones de hecho de personas del mismo sexo o de distinto, creándose una figura intermedia entre el matrimonio y el concubinato. La ley que establece el pacto de unión civil es del año 1999 y no sólo modifica materias relacionadas con la convivencia, sino que también del Código Tributario y del Código de Seguridad Social. 

Explicó que la legislación francesa ha definido a este acto como un contrato celebrado por dos personas mayores de edad de sexo diferente o del mismo sexo para organizar su vida en común. 


Señaló que los requisitos básicos para celebrar el Pacto de Unión Civil en Francia, son los siguientes: 

1.- Mayoría de edad;

2.- No tener relación cercana de parentesco;

3.- Inexistencia de un vínculo matrimonial o Pacto Civil no disuelto. 


Expresó que en el pacto de unión civil se constituye por una declaración jurada de los interesados ante el Tribunal de Justicia, según la regla de la competencia de la residencia en común de la pareja. Los requisitos formales de admisibilidad consisten en acreditar con documentos que no existen impedimentos, luego se practican dos inscripciones ante el Tribunal donde se realiza el trámite y se da lugar de nacimiento de cada “compañero”. El efecto de la inscripción es otorgar fecha cierta al Pacto y lo hace oponible a terceros.


Precisó que salvo acuerdo en contrario, la ley presume que los bienes muebles e inmuebles adquiridos durante la vigencia del Pacto, o adquiridos con fecha indeterminada, son de propiedad común por partes iguales. En cuanto a los efectos hereditarios, la regla general, es que la pareja se consideran como terceros, no son parientes. Hay que distinguir si se trata de una pareja sin o con descendientes. En el primer caso, explicó, hay que determinar si falleció habiendo otorgado o no testamento. Aseveró que en el caso de una pareja que no tiene descendientes y sin testamento no se establece derecho hereditario en la sucesión. En el caso de una pareja sin descendientes con testamento, el testador puede beneficiar a su pareja con todos sus bienes. En el caso de tener descendientes, sólo se puede beneficiar a la pareja con un tercio de los bienes, que es la regla general en Francia. Afirmó que el compañero sobreviviente se exime del pago del impuesto a la herencia, de la misma forma que podría eximirse el cónyuge.


Añadió que el pacto finaliza por muerte de una de las partes. Hizo presente que en cuanto a la liquidación de los bienes comunes, se recurre a la voluntad de las partes, pero si ellas no logran un acuerdo se recurre a la justicia. Indicó que se regula especialmente la reparación del daño que haya sufrido una de las partes, y los compañeros responden solidariamente frente a terceros por las deudas civiles o comerciales que uno de ellos haya contraído para cubrir las necesidades ordinarias de la vida en común y relativas al inmueble en que vivan. 


Expresó que en cuanto a la aplicación práctica del pacto en Francia es muy popular, pero en parejas heterosexuales. Hizo presente que los datos oficiales del Instituto de Estadísticas de Francia señala que después de diez años de experiencia, el noventa y cinco por ciento de las parejas acogidas al Pacto, son heterosexuales. Así por ejemplo, en el año 1999 había un Pacto por cada cincuenta matrimonios, en el año 2005 hay una Pacto por cada 4,5 matrimonios y en el año 2009 hay 2 Pactos por cada 3 matrimonios. Puntualizó que, según información de prensa extraoficial del año 2011, a fines de ese año la suma total de Pactos superaría a la suma total de matrimonios. 


Señaló que hay un detalle estadístico sobre la composición hombre-mujer; mujer-mujer; hombre-hombre de estos pactos. Explicó que de los estudios de derecho publicados en Francia se puede concluir que los motivos por las que las personas prefieren el pacto son, en primer lugar, de carácter tributario, ya que una pareja que se acoge a un pacto puede optar por tributar individualmente o conjuntamente, cuestión que en Chile en el régimen de sociedad conyugal no se puede hacer. 


Precisó que se trata de un tipo de compromiso matrimonial, y por lo tanto un contrato intermedio entre la convivencia y el matrimonio que establece beneficios concretos y esos beneficios proceden para parejas tanto heterosexuales como homosexuales, permite la compra conjunta de inmuebles o la planificación del nacimiento de un hijo, obtener permisos de residencia y de trabajo en caso de parejas binacionales. Es un trámite más simple que el matrimonio pero con efectos relativamente parecidos. Explicó que si nada se dice respecto del régimen patrimonial  se crea entre los compañeros un régimen de separación de bienes. En todo caso, explicó, las partes pueden optar por el régimen de bienes comunes; se establece la responsabilidad solidaria hacia terceros por las deudas contraídas por uno de los miembros de la pareja para satisfacer las necesidades de la vida en común y del hogar. En caso de fallecimiento o abandono, la otra parte puede hacerse transferir el contrato de arrendamiento del hogar común.


Concluyó señalando que el pacto tiene beneficios sociales, como aquel derivado de seguros médicos, en el caso que la otra parte no tenga previsión. Existe la posibilidad también de pedir días libres en caso de enfermedad de la pareja. Indicó que si uno de los contratantes debe abandonar su trabajo para hacerse cargo del hogar en común, tiene derecho a un subsidio estatal de la misma forma que en Francia lo tiene el cónyuge.

-.-.-


Una sesión posterior, y una vez concluidas las  audiencias indicadas precedentemente la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Soledad Alvear, ofreció la palabra al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.



A nombre del Gobierno, el Secretario de Estado agradeció la invitación a concurrir ante la Comisión para exponer sobre un tema tan relevante.


Reiteró que el Ejecutivo valoraba que existiera esta instancia para tratar un tema de tanta importancia que, además, se debate intensamente en el país.





Enseguida, sostuvo que el tema en análisis y el perfeccionamiento de la respectiva institucionalidad legal ocupa un lugar importante en la Agenda del nuevo Gobierno. Explicó que ésta se apoya en tres pilares básicos: construir una sociedad de oportunidades, de seguridades y de valores.





Desde esta perspectiva, agregó, la familia es un elemento central que todos los chilenos valoran altamente y, por tanto, es deber del Gobierno cuidarla y promoverla.





Resaltó que, en este sentido, debía tenerse presente que actualmente más un millón setecientas cincuenta mil personas conviven y mantienen una relación afectiva sin estar casadas. Lo anterior, representa a más del catorce por ciento de los mayores de edad del país y a más del veinticinco por ciento de quienes viven en pareja, resaltando que las cifras anotadas corresponden a porcentajes más altos en los sectores socioeconómicos más vulnerables de la población.





Por lo anterior, afirmó que el Gobierno está convencido de que se debe legislar para quienes viven en común y comparten una vida afectiva sin estar casados, tanto si se trata de personas de distinto o de un mismo sexo. Puso de relieve que una sociedad de seguridades remueve los obstáculos y las discriminaciones que excluyen a las personas por su preferencia sexual.





Esas parejas, dijo, deben estar protegidas en los beneficios de salud, previsionales, a la herencia, y a otros beneficios sociales





Sostuvo que este compromiso de la actual Administración se materializará mediante la presentación de un Mensaje que se hará llegar próximamente al Senado, para que sea esta misma Comisión de Constitución la que lo analice en detalle.





Anunció que los elementos que compondrán dicha iniciativa son múltiples y, precisamente por la extensión de ellos, está siendo estudiada detenidamente, de manera de no excluir aspectos que pueden ser importantes. En todo caso, insistió, el proyecto estará dirigido a regular convivencias de parejas heterosexuales y homosexuales.





Sin perjuicio de lo anterior, explicó que el texto del Ejecutivo se inspira en el concepto de matrimonio entendido como la unión entre un hombre y una mujer; en esa realidad, valor y aspiración, agregó, animará la propuesta legislativa del Gobierno.



La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Soledad Alvear, opinó que las distintas iniciativas parlamentarias sobre esta materia podrían refundirse para hacer más eficiente el trabajo legislativo. A efecto, sugirió seguir el procedimiento regulado en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



En caso de procederse de esta forma, añadió, el Gobierno bien podría más adelante, presentar las indicaciones que fuere menester en relación con las materias en que le corresponde iniciativa exclusiva.


Por su parte, el Honorable Senador señor Bianchi puso de relieve que la Moción que él presentó el año 2007 es anterior a las otras Mociones que se están estudiando. Aclaró que efectuaba esta precisión porque estimaba conveniente salvar el trabajo intelectual que significó la elaboración de su iniciativa.


En cuanto al objetivo de su Moción, explicó que ella busca, principalmente, dar mayor protección a las mujeres que, sin haberse casado, formaron una familia y mantuvieron por muchos años una relación de pareja, pero que finalmente son abandonadas. Estas mujeres, indicó, quedan desprotegidas frente al abandono de sus parejas.


Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que su Moción no excluye la consideración  que merecen las uniones de personas del mismo sexo, tanto en el plano afectivo como desde el punto de vista patrimonial.


Señaló que si, en definitiva, se optara tratar este tema a partir de un Mensaje que haga llegar el Ejecutivo, éste debía contemplar las medidas que permitan a las mujeres abandonadas reiniciar sus vidas adecuadamente.

-.-.-



En una sesión posterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Hernán Larraín, señaló que la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez, había sido invitada a exponer a la Comisión para que detallará los principales antecedentes y características del proyecto de ley que había presentado el Gobierno. 


Al iniciar su intervención, la señora Ministra Secretaria General de Gobierno expresó que como todo proyecto de ley importante esta iniciativa pretende abordar aspectos ignorados de nuestra sociedad que ha suscitado gran interés a todo nivel. 


Explicó que el Presidente de la República asumió el compromiso de mejorar la situación de desmedro en que se encuentran las parejas de hecho. 


Manifestó que el corazón del proyecto consiste en entregarle dignidad a todas las familias y especialmente a aquéllas que no tienen un vínculo legal que otorga el matrimonio.


Añadió que la iniciativa pretende hacer visible y evidente que en nuestro país existen muchos tipos de familia que se construyen en torno a la convivencia,  al amor y no están vinculadas por el matrimonio.


Indicó que en Chile existe alrededor de 1.000.000 de parejas de hecho, de un universo de 3.000.000 de parejas. 


Sostuvo que el matrimonio es sólo uno y por esencia es entre un hombre y una mujer. Sin perjuicio de lo anterior, expresó que con la misma fuerza que se le otorga a la familia tradicional, de padres unidos por vínculo matrimonial e hijos, nuestro país debe hacerse cargo de las múltiples formas o diversos tipos de familias, ya sean monoparentales, convivientes o de parientes consanguíneos.


Apuntó que la idea matriz del proyecto de ley del Gobierno que crea el Acuerdo de Vida en Pareja es reconocer la existencia de las familias antes mencionadas, otorgarles dignidad y respeto para que cuente con el apoyo del Estado.


Declaró que existen diferencias entre los seres humanos, pero ellas, no deben ser causal de discriminación. 


Las parejas no unidas por el vínculo matrimonial requieren que se les asegure sus derechos de acceso a la salud, a la previsión, a la herencia y a otros beneficios sociales.


Aseguró que el proyecto del Gobierno pretende remover los obstáculos y eliminar las discriminaciones arbitrarias existentes, con la finalidad de avanzar hacia una sociedad inclusiva y acogedora y no excluyente ni castigadora.


Señaló que debemos hacer un solo Chile y el proyecto es un gran paso en el camino de unidad y respeto a todos. No se puede ocultar una realidad evidente callando su existencia.


Sostuvo que lo importante es otorgarle dignidad a uniones de hecho que existen hace mucho tiempo, fuera de la institucionalidad y sin apoyo del Estado. Lo anterior, sostuvo, no implicará dejar de lado a la familia tradicional, así se ha manifestado en la creación del ingreso ético familiar, la extensión a seis meses del postnatal y las demás iniciativas en trámite, como el aumento en la cobertura de la educación preescolar, creación del bono bodas de oro, modificación de la sociedad conyugal, lucha frontal contra la violencia intrafamiliar, o preocupación por lograr la construcción de viviendas más amplias, entre otras.


Concluyó diciendo que el proyecto de ley que crea el Acuerdo de Vida en Pareja tiene por finalidad hacer de Chile una familia más unida, reconocer a todos, en sus derechos y deberes sin importar el tipo de familia a que se pertenece.


A continuación, presentó un documento en que se detalla la estructura y contenido del proyecto de ley que presentó el Gobierno y que regula el acuerdo de vida en pareja. 


Explicó que el acuerdo de vida en pareja (AVP) se concibe como un contrato celebrado entre dos personas con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común. (Artículo 1 de Proyecto de Ley AVP).


Aseveró que este contrato solo generará los derechos y obligaciones que establece la presente ley y en ningún caso alterará el estado civil de los contratantes.



Añadió que en cuanto a los requisitos para celebrar un AVP se establece que solo podrán suscribirlo las personas:


a) Mayores de edad y que tengan la libre administración de sus bienes.


b) Aquellos que no tengan un vínculo matrimonial o un AVP vigente, y


c) Que no sean ascendientes y descendientes por consaguinidad, ni los colaterales por consaguinidad en el segundo grado entre sí.

Hizo presente que en lo que se refiere a su forma de celebración este contrato se podrá celebrar por: a) escritura pública ante notario. En los casos que corresponda, será aplicable el privilegio de pobreza (Artículo 3 de Proyecto de Ley), y b) ante el Oficial del Registro Civil (Artículo 4 de Proyecto de Ley). 

Expresó que también se creaba un registro especial para inscribir este contrato. Planteó que el proyecto establece que tanto la escritura pública como el acta del oficial del Registro Civil se deberán inscribir en un registro especial que llevará el Servicio de Registro Civil e Identificación, en un plazo de 10 días hábiles contados desde su otorgamiento, a petición de cualquiera de los contratantes. Sólo tendrá efecto respecto de las partes y terceros desde su inscripción en el registro especial.


Seguidamente, se refirió a las causales de término del contrato. Explicó que en el artículo 6º del proyecto se contempla que el mismo puede terminar: a. Por la muerte de uno de los contratantes; b. Por la muerte presunta de uno de los contratantes; c. Por el matrimonio de los contratantes entre sí o de cualquiera de ellos con terceras personas; d. Por mutuo acuerdo; e. Por voluntad unilateral de los contratantes, y f. Por declaración de nulidad del acuerdo. 


En lo que dice relación con el régimen patrimonial, señaló que el proyecto del Ejecutivo propone, en su artículo 8º, que entre los contratantes se forme una comunidad de bienes respecto de todos los bienes muebles adquiridos a títulos oneroso no sujetos a registro que hubiesen adquirido durante la vigencia del AVP. El término y disolución de la comunidad se regirá por las normas del Código Civil.



En materia sucesoria, explicó que el proyecto del Gobierno distingue dos situaciones:  Primero, en caso que el AVP haya tenido una vigencia mínima de un año y termine por la muerte de una de las partes, el contratante sobreviviente tendrá derechos sucesorios, según las siguientes reglas: 


- Sucesión Intestada: Si hay hijos, el contratante sobreviviente concurre con los hijos llevando una porción de la herencia igual a la que le corresponde por legítima efectiva o rigorosa a cada hijo. Si no hay descendencia, el contratante sobreviviente concurre con los ascendientes más próximos, dividiéndose la herencia por mitades iguales. Si no hay ascendientes, el contratante sobreviviente se llevará todos los bienes (Artículo 9 del Proyecto de Ley AVP).


- Sucesión Testada: Se incorpora al contratante sobreviviente como asignatario de la cuarta de mejoras, de manera que el testador pueda asignarle todo o parte de dicha cuarta (Artículo 10 del Proyecto de Ley AVP). 


En lo relativo a los derechos en materia de salud, hizo presente que tanto para el sistema público como privado se otorgan a los contratantes la calidad de beneficiario o de carga, en virtud de lo establecido por el DFL N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud (Artículo 11 de Proyecto de Ley AVP).

En materia de beneficios previsionales explicó que el proyecto establece que el contratante sobreviviente será beneficiario de una pensión de sobrevivencia en caso de que el AVP pudiese haber sido celebrado con el causante con a lo menos un año de anterioridad al momento de su muerte o tres años si el acuerdo se celebró siendo él o la causante pensionados de vejez o invalidez.


Puntualizó que en materia de inhabilidades e incompatibilidades se establece una norma general, en virtud de la cual se hace aplicable de pleno derecho al contratante toda inhabilidad, incompatibilidad y prohibición que se encuentren establecidas respecto de los cónyuges en diversas leyes y reglamentos (Artículo 12 de Proyecto de Ley AVP).


Seguidamente, afirmó que, siguiendo la opinión de la Excma. Corte Suprema, se establece que será competente para conocer de los asuntos a que dé lugar el Acuerdo de Vida en Pareja el Juez de Letras del domicilio de cualquiera de los contratantes (Artículo 15 de Proyecto de Ley AVP).


Finalmente, expresó que en este proyecto se prescribe que todas aquellas normas en las cuales se hiciere referencia expresa al conviviente, se entenderá que dicha referencia incorpora también a los contratantes del AVP (Artículo 14 de Proyecto de Ley AVP). 


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al exsenador señor Allamand, quien agradeció la invitación de la Comisión a exponer sobre su iniciativa. Inició su intervención señalando que era aconsejable que el Proyecto de Acuerdo de Vida en Común y el Acuerdo de Vida en Pareja se fusionen.

Añadió que ambos proyectos tienen conceptualmente una misma columna vertebral y una misma justificación. Asimismo, aseveró que suscribe todas y cada una de las expresiones que formuló la señora Ministra Secretaria General de Gobierno.


Seguidamente, sostuvo que cuando se analizan estos temas de convivencia, de parejas del mismo o distinto sexo, da la impresión de estar frente a un problema que debe ser resuelto con el fin de dar cuenta de una realidad que afecta a muchas personas de nuestra sociedad. 


Destacó que lo que su proyecto intenta, es que haya un reconocimiento a una opción de vida absolutamente legítima. La convivencia es una opción legítima que merece que el Estado le otorgue reconocimiento, respeto y dignidad. 


Connotó que en su proyecto no figuran una serie de materias ya que ellas corresponden a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo. Sostuvo que dado lo anterior, y si se aceptaba la idea de la fusión, el proyecto matriz debía ser el del Gobierno.


Sostuvo que las coincidencias entre ambos proyectos eran evidentes. La primera, es que en ambas formulaciones jurídicas se plantea que este acuerdo se origina en un contrato. 


Señaló no compartir la visión de tratar a las convivencias como una situación de hecho. El acuerdo de vida en común importa la creación de una institución jurídica propiamente tal. En un caso, se trata de un reconocimiento ex post a una situación de hecho, en el otro caso, es el reconocimiento a un contrato, que da lugar a una institución jurídica que forma parte del andamiaje legal del país.


Manifestó que en ambos proyectos el contrato puede ser celebrado por personas del mismo o de distinto sexo. Hay países que toman opciones diferentes en esta materia. Agregó que, por ejemplo, en Francia, el Pacto de Solidaridad lo pueden suscribir parejas del mismo o distinto sexo. En cambio, en Alemania las uniones civiles sólo están abiertas a parejas del mismo sexo.


Añadió que ambos proyectos reservan el matrimonio a parejas de distinto sexo y las uniones civiles quedan abiertas a parejas del mismo sexo o heterosexuales.


Asimismo, hizo presente que hay gran similitud entre ambos proyectos en lo que dice relación con las obligaciones y las causales de término del Acuerdo.


Remarcó que tanto el proyecto de acuerdo de vida en pareja como el proyecto de acuerdo de vida en común, van más allá de la simple regulación de los efectos patrimoniales, estableciendo deberes de ayuda mutua y de contribución a la vida en común. 


Concluyó diciendo que entre ambos proyectos también existen algunas diferencias. Entre ellas, la más importante es que la comunidad de bienes que se establece en el acuerdo de vida en común es más completa que la que se consagra en el proyecto del Gobierno, que solo la contempla para los bienes muebles que no requieren registro. En el acuerdo de vida en común, quienes suscriben el contrato resuelven si mantienen un régimen de separación de bienes o constituyen una comunidad de bienes que incluye todos los bienes sin distinción entre muebles e inmuebles. 


Posteriormente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Hernán Larraín, ofreció la palabra el exsenador señor José Antonio Viera Gallo quien manifestó ser partidario de fusionar las distintas iniciativas en estudio.


Indicó que la motivación que tuvo al presentar la Moción, junto al ex Senador, señor Ricardo Núñez el año 2004, deriva del extenso debate que generó el proyecto de Ley de Matrimonio Civil. La preocupación consistía en que se reconocieran las uniones de hecho que no estaban legalizadas en el país.


Sostuvo que su Moción tiene una óptica diferente a lo que plantea el proyecto del Gobierno y la Moción del exsenador, señor Andrés Allamand, porque lo que se pretende con ella es regular en forma simple una realidad social extendida, como son las uniones de hecho.


Señaló que en el proyecto del Ejecutivo una de las alternativas para que los convivientes celebren el acuerdo es ante un oficial del Registro Civil. Explicó que si los convivientes no han concurrido al Registro Civil para contraer matrimonio, no veía por qué habrían de hacerlo para celebrar el acuerdo o por qué han de ir ante un notario para celebrar un contrato por escritura pública.


Expresó que su Moción intenta resolver qué puede hacer el Derecho frente a uniones de hecho que no se legalizan. Aseveró que la fuente de inspiración de la Moción proviene del Código Civil Mexicano de 1928, que buscaba darle soluciones legales a los problemas de convivencia de personas que se encuentran en dicho estado. 


Añadió que ella regula la unión de hecho y que ésta podrá ser probada por cualquier medio de prueba. Puntualizó que la edad habilitante para constituir una unión de hecho es la misma que se requiere para contraer matrimonio.


Indicó que en su proyecto hay un reconocimiento a una unión puramente fáctica. No advierte justificación alguna para que quien celebre un acuerdo de vida en pareja cambie de estado civil. Afirmó que el proyecto del gobierno no crea un nuevo estado civil, situación que le parece incomprensible.


En este mismo sentido, advirtió que el proyecto del Ejecutivo regula claramente todos los efectos de una convivencia solo desde el momento en que ella se formaliza.


Hizo presente que su Moción consagra las uniones de hecho como relaciones de convivencia estables o concubinato. Advirtió que la legislación actual, carente de un enfoque orgánico, ha ido avanzando en distintas materias de manera parcial. Hizo presente que si se consagra la convivencia, debe crearse una norma de carácter genérico que señale que las uniones de hecho se considerarán convivencia o concubinato, según sea el caso.


Manifestó que su proyecto se inclina por una comunidad de bienes muy amplia. Todos los bienes adquiridos a título oneroso durante la existencia de una unión de hecho y sus frutos, pertenecerán a ambos convivientes, por partes iguales o en la proporción que hubieren convenido.


Agregó que al fallecimiento de uno de los miembros de la unión de hecho, el sobreviviente tendrá derecho a que su parte en la división de los bienes de la comunidad se entere con preferencia mediante la adjudicación del inmueble en que resida y que sea la vivienda principal de la pareja.


Finalmente, dijo que se debe combinar la capacidad para avanzar en materia cultural para que personas del mismo sexo puedan tener derecho a un reconocimiento pleno que les permita constituir una familia y, asimismo, atender al problema social de aquellos que deciden mantenerse en una relación de convivencia sin ningún tipo de formalización.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, ofreció la palabra al profesor de Derecho Civil, señor Mauricio Tapia, quien recordó a la Comisión que la pregunta relevante en esta materia eran básicamente las siguientes ¿qué es lo que necesitamos socialmente? ¿Debe hacerse una distinción entre aquello que necesitan las parejas heterosexuales y aquello que necesitan las parejas homosexuales?


Advirtió que las parejas heterosexuales pueden acceder al matrimonio o pueden optar por la convivencia, en este último caso, explicó, pueden tener un reconocimiento aislados en la legislación nacional. Un ejemplo de lo anterior, expresó, lo encontramos en la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales. Por otra parte, la Jurisprudencia desde 1910 le ha otorgado a este tipo de convivencias ciertos efectos patrimoniales, como la comunidad.


Agregó que las parejas homosexuales no tienen acceso a ninguno de estos derechos y no pueden acceder al matrimonio. Recordó que ninguno de los fallos de la Corte Suprema ha otorgado derechos a las parejas de un mismo sexo. 


Seguidamente, explicó que habían básicamente dos modelos legales para regular esta materia. El primero de ellos consiste en ampliar o flexibilizar el matrimonio. El segundo camino de solución es crear un instrumento híbrido denominado pacto de unión civil o acuerdo de vida en pareja, que es un contrato a medio camino entre el Derecho de Familia y el Derecho de los Contratos. Es un instrumento transaccional, de compromiso, al que han optado algunos países y que en la mayoría de ellos es un paso a un matrimonio homosexual.


Señaló que si creemos que el matrimonio es un instrumento social valioso, no se debería negar el acceso a él, y, en consecuencia debía permitirse que las parejas homosexuales puedan contraerlo.


Añadió que quien crea que el matrimonio es un sacramento, incluso en la ley civil puede celebrarlo ante un oficial religioso. Lo anterior no puede significar que se vete el acceso a esta institución a un grupo social relevante de ciudadanos.


Sostuvo que la presente discusión legislativa pretendería otorgar una solución de compromiso e incluso un gesto de buena voluntad hacia aquellos cuyas convicciones le hacen imposible pensar siquiera que el matrimonio pueda abrirse a las parejas homosexuales. 


Advirtió que mientras menos derechos se reconozcan en este acuerdo a las parejas homosexuales pasará menos tiempo para que en Chile se consagre el matrimonio homosexual. Si se restringen los derechos, si las causales de terminación siguen ofendiendo a la dignidad de las personas, evidentemente  la demanda social se hará incontenible.


Seguidamente, señaló que si se deseaba avanzar en el proyecto de acuerdo de vida en pareja era razonable refundir algunos de los proyectos de ley presentados. En todo caso, planteó que había ciertas cuestiones esenciales que deben ser revisados en los proyectos en estudio. La primera de ellas es que el acuerdo no crea estado civil y eso resulta incomprensible. Se dice en los proyectos que es una institución que reconoce un modelo familiar, un estado permanente, sin embargo, no genera un estado civil. Recalcó que el estado civil es una situación permanente de las personas frente a los demás.


Reafirmó que una prueba de que el acuerdo debe dar origen a un tipo de estado civil, es que éste es incompatible con el matrimonio. Arguyó que si no fuese estado civil, tal incompatibilidad no debería existir.


Añadió que el modelo de acuerdo propuesto en los proyectos  adolece de ciertas imperfecciones técnicas, en particular, en el proyecto del gobierno, ya que el oficial del Registro Civil no tiene la obligación de inscribirlo.


Señaló que en relación a la comunidad de bienes, ella es fundamental para proteger a las partes. En esta materia, sostuvo que la comunidad propuesta en el proyecto del Ejecutivo es inexistente, porque se reduce a los bienes muebles no sujetos a registro. Afirmó que el proyecto del ex Senador, señor Allamand, tiene respecto a ella una regulación más elaborada. La formación de una comunidad constituye una protección luego del quiebre o frente a la muerte de uno de los contrayentes.


Advirtió que en materia de derechos hereditarios es incomprensible que se exija un plazo de un año para que surgan este tipo de derechos. 


Asimismo, manifestó que la compensación económica como instrumento de protección patrimonial debería estar presente en el proyecto del gobierno. 


Seguidamente, expresó que en cuanto a las causales de término del acuerdo de vida en pareja no parece razonable con el respeto que debemos a la dignidad de las personas, que se pueda poner fin a este contrato mediante el simple el envío de una carta certificada.


Concluyó diciendo que respecto al acuerdo se dice que es una institución de familia y sin embargo, se entrega el conocimiento de estos asuntos a los tribunales civiles. Por lo anterior, propuso a la Comisión atribuir competencia en esta materia a tribunales de familia.


En seguida hizo uso de la palabra el representante de la Fundación Iguales, señor Pablo Simonetti quien manifestó que la vida afectiva, sexual de una pareja da origen a una vida familiar y ésta a su vez provoca efectos patrimoniales. 


Expresó que el proyecto del Ejecutivo tiene que preocuparse de otorgarle el rango familiar a esta convivencia y los principales medios para hacerlo son el estado civil y otorgarle competencia a los tribunales de familia. 


Sostuvo que es incomprensible considerar que dos personas que quieren hacer una vida en común solo puedan constituir una relación patrimonial y no familiar.


Añadió que una medida de igualdad plena sería abrir el matrimonio a parejas del mismo sexo. En este sentido, agregó que las razones que se dan para que el matrimonio siga siendo entre un hombre y una mujer son dogmáticas y constituyen una discriminación arbitraria.


Señaló que considera interesante la comunidad de bienes que se plantea en el proyecto del exsenador, señor Allamand. También se manifestó de acuerdo respecto al proyecto de ley antes mencionado que la ayuda mutua esté considerada para toda la relación y no sólo mientras dure la convivencia.


Concluyó diciendo que hay parejas que no formalizarán su relación y que la regulación de esa situación de hecho debe ser objeto de otro proyecto de ley. 


Luego, intervino el señor Juan Antonio Montes, en representación de Acción Familia, quien manifestó su preocupación que en este debate no se haga mención a la Constitución Política de la República, que establece que es deber del Estado  la protección de la familia. 


Agregó que en función de la familia se establece el bien común. Lo anterior por el hecho que en la unión estable entre un hombre y una mujer nacen los hijos y ellos son educados por sus progenitores. 


Expresó que la familia como institución, difiere absolutamente de las uniones de hecho, que son pasajeras. Explicó que el Constituyente ha consagrado en el texto constitucional el modelo de la familia monogámica e indisoluble, porque ella produce frutos sociales para el bien de todos los chilenos.


Hizo presente que en cuanto al pacto de unión civil existente en Francia, el 95% de quienes lo han celebrado corresponde a parejas heterosexuales, lo anterior significa que se ha consagrado una segunda forma de hacer familia, de carácter pasajero.


Sostuvo que de aprobarse esta iniciativa se estaba constituyendo un nuevo tipo de matrimonio mucho más débil y frágil. 


Concluyó diciendo que este tipo de proyectos terminan aceptando y por consiguiente consagrando el matrimonio homosexual.  


Seguidamente, el Presidente de la Comisión, el Honorable Senador señor Hernán Larraín ofreció la palabra al señor Rolando Jiménez, quien intervino en representación del Movimiento Chileno de Minorías Sexuales.


En primer lugar, explicó que él no compartía el concepto “contratante” que aparece en el proyecto de ley del Ejecutivo, pues da a esta iniciativa un cariz puramente patrimonial.


Expresó que el proyecto de acuerdo de vida en pareja debe generar para quienes celebran esta convención un estatuto y éste debiese constituir un estado civil nuevo. 


Sostuvo que el acuerdo y el matrimonio son dos instituciones distintas, por lo tanto, señaló que no compartía los temores expresados por algunos en orden a que la aprobación de estas iniciativas tendría por consecuencia la consagración del matrimonio entre homosexuales.


Seguidamente, indicó que el proyecto del Ejecutivo es muy débil en lo que se refiere a la comunidad de bienes y debe regularse de mejor forma los derechos hereditarios del conviviente sobreviviente.


Solicitó que el Ejecutivo le de urgencia al proyecto para que se pueda cumplir con el compromiso de campaña del Presidente de la República, señor Sebastián Piñera.


Posteriormente, intervino en representación de la Red por la Vida y la Familia, su Coordinadora, señora Patricia Gonnelle, quien señaló que este proyecto de ley es innecesario y además inadecuado ya que uno de sus efectos sería el deterioro del matrimonio.


Manifestó que a lo que se debería apuntar es a examinar la cifra de 2.000.000 de convivientes y analizar qué tipo de relaciones existen. Explicó que hay un porcentaje de esas personas que probablemente están esperando formalizar su relación a través del matrimonio. Otro grupo de convivientes no tendría la intención de formalizar su relación. Ante estos antecedentes, la pregunta que surge es, por qué el Estado tiene que regular un ámbito de la vida personal que a los convivientes no les interesa que sea regulado. Explicó que quizás un último grupo de convivientes estaría interesado en celebrar un acuerdo de vida en pareja para obtener beneficios fiscales o patrimoniales. 


Concluyó señalando que ante la última situación descrita, es deber del Estado entregar los beneficios mencionados, en lugar de estatuir un matrimonio de segunda categoría.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, ofreció la palabra a la Coordinadora de la Corporación Humanas, señora Camila Maturana, quien indicó que esta discusión es de la mayor relevancia ya que en Chile existe una gran deuda en materia de reconocimiento y protección respecto a los derechos de quienes conviven, sean de igual o distinto sexo.


Señaló que tanto el proyecto del gobierno, como las distintas mociones presentadas, apuntan parcialmente a corregir la discriminación que afecta a muchos convivientes. 


Hizo presente que la Corte Interamericana de Derechos Humanos el año 2012 dictó un fallo muy importante en el caso de Karen Atala contra el Estado de Chile, que señala, en síntesis, que está prohibida toda discriminación en base a la orientación sexual y la identidad de género de las personas. Agrega que todas las familias son merecedoras de la protección del Estado. 


Seguidamente, añadió que las familias están definidas en base a los vínculos afectivos de las personas. Explicó que ellas existen independientemente de si hay o no un vínculo matrimonial o si se trata de personas de igual o diferente sexo. En este sentido, aseveró que  los Estados tienen la obligación de reconocerlas y protegerlas.


Sostuvo que la discusión que se está dando en el Parlamento tiene que ver con la noción de igualdad que impera en Chile. Los derechos que emanan del matrimonio y de las relaciones familiares corresponden a todas las personas y no cabría una distinción si se trata de personas de diferente sexo o del mismo.


Indicó que la Constitución y las leyes no son instrumentos que deban recoger las creencias morales o los valores religiosos de las autoridades o de ciertos sectores de la población, aun cuando ellas sean compartidas por un número significativo de chilenos.


Asimismo, recordó a la Comisión que existen compromisos internacionales en materia de igualdad y no discriminación que deben ser cumplidos con mayor profundidad.


Hizo presente que si las distintas iniciativas se orientan a reconocer la dignidad de las relaciones familiares y afectivas, se debe traducir en las disposiciones legales efectivas y no sólo en una mera declaración. Sostuvo que era imprescindible debatir sobre el estado civil a que da lugar este tipo de relaciones; si va existir una norma que garantice la protección de los bienes familiares; si se va a exigir plazos para el nacimiento de derechos hereditarios;  si los tribunales competentes serán los tribunales de familia. Señalo que todas estas materias eran muy relevantes y ellas debieran dar lugar a un estatuto orientado a la protección de relaciones afectivas y familiares y no meramente patrimoniales.


A continuación, intervino el profesor de Derecho Civil, señor Eduardo Court quien señaló que no era efectivo que en todos los casos el reconocimiento de los matrimonios homosexuales ha sido precedido de un acuerdo de vida en común o acuerdo de vida en pareja.


Manifestó la necesidad de que las relaciones de convivencia tengan un marco legal, ya que el reconocimiento social que otorga la ley es importante. Agregó que la jurisprudencia nacional ha reconocido las relaciones de convivencia desde hace muchos años pero nunca ha incluido dentro de esta categoría a los convivientes homosexuales, salvo para castigar. Ejemplificó diciendo que hay fallos recientes, que señalan que en materia de violencia intrafamiliar se sanciona al conviviente homosexual. 



Hizo presente que el exsenador, señor Allamand, comenzó a estudiar el proyecto de acuerdo de vida en común en el mes de abril de 2010 y fue cauteloso al proponer ciertas  normas. La primera de ellas dice relación con diseñar la figura del acuerdo como un contrato y no como un mero reconocimiento ex post. En segundo lugar, que dicho acuerdo sea reconocido oficialmente, es decir, que se otorgue por escritura pública. 


Concluyó señalando que en el caso del proyecto del Gobierno parece contradictorio que se soslayen derechos de índole familiar si lo que se intenta proteger es a la familia.

-.-.-


En una sesión posterior, la Comisión recibió en audiencia a los representantes de diversas iglesias que tienen presencia en el ámbito nacional.


En primer lugar, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Hernán Larraín, ofreció la palabra a Monseñor Juan Ignacio González, obispo de la diócesis de San Bernardo, quien en representación de la Iglesia Católica basó su exposición en el siguiente documento escrito.


“1.
Vengo en representación del Presidente de la Conferencia Episcopal de Chile, el Arzobispo Ricardo Ezzati. En consecuencia traigo ante esta comisión el pensamiento de los Obispos miembros de dicha conferencia y de la Iglesia Católica. Agradezco sinceramente esta invitación que nos permite exponer públicamente nuestro pensamiento.


Respeto irrestricto a la dignidad de toda persona


2.
Queremos señalar, primeramente, que proclamamos y vivimos el respeto irrestricto a la dignidad de toda persona humana, sin distinción de ninguna especie. Que nuestras objeciones y opiniones se refieren siempre a situaciones, y posibilidades que consideramos negativas para la persona humana y la familia, nunca a las personas y a su dignidad, que siempre debe ser respetada.  Porque la Iglesia cree y enseña que todos los seres humanos, desde la concepción a su muerte natural, nacemos dotado de la misma dignidad y somos todos hijos de mismo Dios, y tenemos una particular preocupación pastoral por todas las personas, particularmente aquellas que por cualquier circunstancia sufren injustas discriminaciones. Por esta razón nos preocupa la virulencia verbal, no conocida entre nosotros, que se ha desatado en estos días frente a opiniones que difieren del ideario del movimiento homosexual, que no ha trepidado en insultar al mismo Benedicto XVI, quien con palabras adecuadas, respetuosas y llenas de caridad, ha expresado su enseñanza en relación al tema que nos ocupa. Podemos diferir en la manera de concebir la verdad sobre la persona humana, pero no podemos agredir al que piensa diverso. Por eso tanto la Iglesia Católica, como otras instituciones del ámbito religioso y ético, piden que exista respeto por las opiniones ajenas, sin herir con la palabra dura y el insulto agresivo, como hemos visto en estos días.


Una postura sostenida desde diversos ámbitos


3.
Hemos expresado en diversas oportunidades nuestro pensamiento sobre la inconveniencia de legislar acerca de las uniones de hecho en nuestra Patria. Lo ha hecho la Iglesia a nivel universal. Lo hemos hecho en conjunto con las demás confesiones cristianas presentes en nuestra patria. Hemos dado razones fundadas para sostener nuestro pensamiento. Pedimos a quienes han sido llamados por el pueblo a darnos leyes que escuchen esas opiniones y a quienes tiene opiniones diversas, que aprendan a respetarlas.


Uno de los pasos más delicados de su historia


4. 
Quisiéramos, en esta ocasión, cuando el Congreso Nacional se apresta a dar uno de los pasos más delicados y graves de su historia institucional, porque se trata de una modificación legal que incidirá necesariamente en la visión de la persona humana en el futuro y provocará cambios de todo orden –sociales, políticos, económicos y demográficos - que ninguno de nosotros somos capaces de avizorar en toda su profundidad, hacer una reflexión que deje establecido nuestro pensamiento – plenamente concorde con el de la enseñanza de la Iglesia – para cuando en un futuro no lejano sea necesario revisar los pasos que ahora, estimamos sin una reflexión madura, completa y pausada -  se quieren dar, las futuras generaciones puedan conocer las causas y las argumentaciones que se alegaron en este Honorable Congreso y para cuando llegue el momento en que cada uno de nosotros reciba el juicio del Creador y del pueblo chileno, acerca de nuestro actos.


Minusvaloración del matrimonio legal


5.
El contenido del proyecto de ley en estudio constituye una minusvaloración  grave, y comprobada ya en otras naciones, a la institución matrimonial fundada en la unión de un hombre y una mujer, tal como la define nuestra legislación civil (art 102 CC) y lo exige la naturaleza del mismo ser humano.  "Todo esto debilita a la familia y son leyes que van en contra del hombre, del bien común y de la sociedad, incluso de la convivencia armónica y pacífica entre todos. Esas leyes (y específicamente este proyecto de ley de uniones de hecho) desfiguran la verdad de la familia en sí misma, no sólo de un tipo de familia. Esas leyes al desfigurar la verdad de la familia, que se asiente en matrimonio indisoluble entre un hombre y una mujer, van simultáneamente en contra de la verdad del hombre y producen una quiebra del hombre e impiden el bien común" (Cardenal Antonio Cañizares LL. El Mercurio, 6 de enero 2013).


Capacidad de conocer la verdad sobre el ser humano


6.
Repito aquí la reciente enseñanza del Papa Benedicto XVI: “La negación de lo que constituye la verdadera naturaleza del ser humano en sus dimensiones constitutivas, en su capacidad intrínseca de conocer la verdad y el bien y, en última instancia, a Dios mismo, pone en peligro la construcción de la paz. Sin la verdad sobre el hombre, inscrita en su corazón por el Creador, se menoscaba la libertad y el amor, la justicia pierde el fundamento de su ejercicio. También la estructura natural del matrimonio debe ser reconocida y promovida como la unión de un hombre y una mujer, frente a los intentos de equipararla desde un punto de vista jurídico con formas radicalmente distintas de unión que, en realidad, dañan y contribuyen a su desestabilización, oscureciendo su carácter particular y su papel insustituible en la sociedad”. (Benedicto XVI, Mensaje para la Jornada de la Paz 2013)


Un argumento sencillo pero falaz


7.
Frente al fácil y tan usado argumento de que las visiones religiosas no deben ser tenidas en cuenta a la hora de legislar porque estamos ante una sociedad en que Iglesia y Estado están separados, señalamos, con manifiesta veracidad, que “estos principios – sobre lo que se fundan las concepciones del ser humano y la familia - no son verdades de fe, ni una mera derivación del derecho a la libertad religiosa. Están inscritos en la misma naturaleza humana, se pueden conocer por la razón, y por tanto son comunes a toda la humanidad. La acción de la Iglesia al promoverlos no tiene un carácter confesional, sino que se dirige a todas las personas, prescindiendo de su afiliación religiosa. Esta acción se hace tanto más necesaria cuanto más se niegan o no se comprenden estos principios, lo que es una ofensa a la verdad de la persona humana, una herida grave infringida a la justicia y a la paz”.(Ibid)


Preocupación pastoral por las personas que viven en uniones de hecho


8.
A la Iglesia le interesa particularmente la realidad de las uniones de hecho, que no desconoce ni condena, pues se trata de un fenómeno cultural que afecta a muchos cristianos y a no pocos católicos, especialmente más jóvenes y todos ellos quieren ser parte de nuestra preocupación pastoral, porque nos interesa todo lo que afecte a los hombres y mujeres que viven en nuestra sociedad. Por eso el Papa Juan Pablo II nos dejó precisas enseñanzas al respecto. Ante estas realidades, dice, «los pastores y la comunidad eclesial se preocuparán por conocer tales situaciones y sus causas concretas, caso por caso; se acercarán a los que conviven, con discreción y respeto; se empeñarán en una acción de iluminación paciente, de corrección caritativa y de testimonio familiar cristiano que pueda allanarles el camino hacia la regularización de su situación. Pero, sobre todo, adelántense enseñándoles a cultivar el sentido de la fidelidad en la educación moral y religiosa de los jóvenes; instruyéndoles sobre las condiciones y estructuras que favorecen tal fidelidad, sin la cual no se da verdadera libertad; ayudándoles a madurar espiritualmente y haciéndoles comprender la rica realidad humana y sobrenatural del matrimonio-sacramento».


Un proyecto sin fundamento social


9.
En el caso de uniones civiles de personas de distinto sexo, la evidencia con que contamos nos permite comprobar que no existe presión social alguna para que este cuerpo legal sea ley de la república y la Iglesia y sus pastores - que como pocos conocemos la realidad social de nuestro país - sabemos bien que esta legislación tiene móviles político e ideológicos que son conocidos. Teniendo en cuenta que el fenómeno de la uniones de hecho es difuso en cuanto a sus causas y también, por regla general, en cuanto a su número y las consecuencias que ellas tiene sobre las personas, estimamos que se impone un análisis pausado y profundo, que no dé lugar a cambios legales abruptos y radicales y menos que en dichos estudios se introduzcan elementos de ámbito ideológico o meramente político: se trata de regulaciones que tiene que ver con la célula básica de una sociedad, la familia, y cualquier alteración no suficientemente madurada termina provocando males mayores que los que se intentaban soslayar. Asimismo, la evidencia empírica muestra que la legalización de las uniones de hecho es el camino que antecede al intento de establecer directamente el matrimonio homosexual. En tal sentido constituye una cierta ilusión pensar que al dar paso legal al actual proyecto, se detendrá la presión de los movimientos que sostienen la homosexualidad hacia lo que se ha dado en llamar el matrimonio igualitario.


El matrimonio como institución inscrita en el corazón humano.


10. 
Debemos señalar que más allá de las consideraciones religiosas o éticas de cada uno, todo lo que se refiere al hombre y a la mujer unida por el vínculo conyugal tiene sus raíces en la misma naturaleza del ser humano. El derecho a contraer matrimonio no puede interpretarse como un simple derecho de libertad, sin tener en consideración la verdad sobre el matrimonio. El vínculo esponsal entre un hombre y una mujer no es sólo un derecho a la libertad de ejercicio de la sexualidad, sino más bien el derecho de contraer matrimonio como el único camino humano y humanizador para el adecuado uso del don de la sexualidad, donación que implica a la persona entera, con sus diversos elementos corpóreos, afectivos y espirituales.


El Estado no creó la familia ni puede modificarla.


11.
“Conviene comprender las diferencias sustanciales entre el matrimonio y las uniones fácticas. Esta es la raíz de la diferencia entre la familia de origen matrimonial y la comunidad que se origina en una unión de hecho. La comunidad familiar surge del pacto de unión de los cónyuges. El matrimonio que surge de este pacto de amor conyugal no es una creación del poder público, sino una institución natural y originaria que lo precede. En las uniones de hecho, en cambio, se pone en común el recíproco afecto, pero al mismo tiempo falta aquel vínculo matrimonial de dimensión pública originaria, que fundamenta la familia. Familia y vida forman una verdadera unidad que debe ser protegida por la sociedad, puesto que es el núcleo vivo de la sucesión (procreación y educación) de las generaciones humanas”.


Falsedad en la aplicación del principio de igualdad.


12.
En diversas instancias sociales que proponen por llevar adelante la equiparación jurídica de los efectos del matrimonio legal y las uniones de hecho, se alega como fundamento el principio de igualdad que implicaría la falta de esa normativa para los que viven unidos sin vínculo matrimonial. Sin embargo, “la igualdad ante la ley debe estar presidida por el principio de la justicia, lo que significa tratar lo igual como igual, y lo diferente como diferente; es decir, dar a cada uno lo que le es debido en justicia: principio de justicia que se quebraría si se diera a las uniones de hecho un tratamiento jurídico semejante o equivalente al que corresponde a la familia de fundación matrimonial. Si la familia matrimonial y las uniones de hecho no son semejantes ni equivalentes en sus deberes, funciones y servicios a la sociedad, no pueden ser semejantes ni equivalentes en el estatuto jurídico”  con que el Estado y la sociedad les pueda conceder.


Obligación de promover el interés público, no el privado.


13.
“Conviene tener bien presente, en la misma línea de principios, la distinción entre interés público e interés privado. En el primer caso, la sociedad y los poderes públicos deben protegerlo e incentivarlo. En el segundo caso, el Estado debe tan sólo garantizar la libertad. Donde el interés es público, interviene el derecho público. Y lo que responde a intereses privados, debe ser remitido, por el contrario, al ámbito privado. El matrimonio y la familia revisten un interés público y son núcleo fundamental de la sociedad y del Estado, y como tal deben ser reconocidos y protegidos. Dos o más personas pueden decidir vivir juntos, con dimensión sexual o sin ella, pero esa convivencia o cohabitación no reviste por ello interés público. Las autoridades públicas pueden no inmiscuirse en el fenómeno privado de esta elección. Las uniones de hecho son consecuencia de comportamientos privados y en este plano privado deberían permanecer. Su reconocimiento público o equiparación al matrimonio, y la consiguiente elevación de intereses privados a intereses públicos perjudica a la familia fundada en el matrimonio. En el matrimonio un varón y una mujer constituyen entre sí un consorcio de toda la vida, ordenado por su misma índole natural al bien de los cónyuges y a la generación y educación de la prole. A diferencia de las uniones de hecho, en el matrimonio se asumen compromisos y responsabilidades públicas y formalmente, relevantes para la sociedad y exigibles en el ámbito jurídico.


Uniones para personas del mismo sexo.


14. 
La apertura de este intento legislativo a personas de mismo sexo implica dar existencia legal en la esfera pública y con el aval del Estado a la opción por una actividad sexual con una persona del mismo sexo lo que equivale a anular el rico simbolismo y el significado, para no hablar de los fines, del designio del Creador en relación con la realidad sexual. La actividad sexual entre personas del mismo sexo no expresa una unión complementaria, capaz de transmitir la vida, no es concorde con la vocación a una existencia vivida en esa forma de auto-donación, que es la esencia misma de la vida en comunidad a la que todos estamos llamados. Esto no significa que las personas homosexuales no sean a menudo generosas y no se donen a sí mismas, pero cuando se empeñan en una actividad homosexual refuerzan dentro de ellas una inclinación sexual desordenada, en sí misma caracterizada por la auto-complacencia (cfr. CDF Sobre la atención pastoral a las personas homosexuales).


Hacia donde nos lleva la ideología del género.


15. 
Por último, quisiéramos hacer una consideración que pueda servir a la comisión en la delicada misión que tiene. Lo exponemos con palabras del Papa Benedicto XVI: “Si hasta ahora habíamos visto como causa de la crisis de la familia un malentendido de la esencia de la libertad humana, ahora se ve claro que aquí está en juego la visión del ser mismo, de lo que significa realmente ser hombres”. Es el intento de que se vaya imponiendo la llamada ideología de género. Según esta filosofía, el sexo ya no es un dato originario de la naturaleza, que el hombre debe aceptar y llenar personalmente de sentido, sino un papel social del que se decide autónomamente, mientras que hasta ahora era la sociedad la que decidía. La falacia profunda de esta teoría y de la revolución antropológica que subyace en ella es evidente. El hombre niega tener una naturaleza pre constituida por su corporeidad, que caracteriza al ser humano. Niega la propia naturaleza y decide que ésta no se le ha dado como hecho preestablecido, sino que es él mismo quien se la debe crear. Según el relato bíblico de la creación, el haber sido creada por Dios como varón y mujer pertenece a la esencia de la criatura humana. Esta dualidad es esencial para el ser humano, tal como Dios la ha dado. Precisamente esta dualidad como dato originario es lo que se impugna. Ya no es válido lo que leemos en el relato de la creación: «Hombre y mujer los creó» (Gn 1,27). No, lo que vale ahora es que no ha sido Él quien los creó varón o mujer, sino que hasta ahora ha sido la sociedad la que lo ha determinado, y ahora somos nosotros mismos quienes hemos de decidir sobre esto. Hombre y mujer como realidad de la creación, como naturaleza de la persona humana, ya no existen. El hombre niega su propia naturaleza. Ahora él es sólo espíritu y voluntad. La manipulación de la naturaleza, que hoy deploramos por lo que se refiere al medio ambiente, se convierte aquí en la opción de fondo del hombre respecto a sí mismo. En la actualidad, existe sólo el hombre en abstracto, que después elije para sí mismo, autónomamente, una u otra cosa como naturaleza suya. Se niega a hombres y mujeres su exigencia creacional de ser formas de la persona humana que se integran mutuamente. Ahora bien, si no existe la dualidad de hombre y mujer como dato de la creación, entonces tampoco existe la familia como realidad preestablecida por la creación. Pero, en este caso, también la prole ha perdido el puesto que hasta ahora le correspondía y la particular dignidad que le es propia. (La persona) de sujeto jurídico de por sí, se convierte ahora necesariamente en objeto, al cual se tiene derecho y que, como objeto de un derecho, se puede adquirir. Allí donde la libertad de hacer se convierte en libertad de hacerse por uno mismo, se llega necesariamente a negar al Creador mismo y, con ello, también el hombre como criatura de Dios, como imagen de Dios, queda finalmente degradado en la esencia de su ser. En la lucha por la familia está en juego el hombre mismo. Y se hace evidente que, cuando se niega a Dios, se disuelve también la dignidad del hombre. Quien defiende a Dios, defiende al hombre” (Benedicto XVI, Discurso a la Curia Romana, 22 diciembre de 2012).

A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al Coordinador del Equipo Jurídico de la Conferencia Episcopal de Chile, abogado y profesor universitario, señor Jorge Precht, quien fundó su exposición en el siguiente texto: 

“1.
El tema que nos ocupa ha sido tratado muchas veces desde 1990 en adelante, en especial en los proyectos sobre matrimonio, familia, filiación, etc. El fundamento constitucional se encuentra en el artículo 1º incisos segundo y quinto de la Constitución Política de la República. Dice el segundo: “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad”, y el quinto: “Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de esta…”


2.
El problema radica entonces en determinar no solo el concepto de familia sino en determinar además, -y supuesto que reconociéramos varios tipos de familia- cuál de las uniones existentes en la realidad social puede cumplir con su rol de ser “el núcleo fundamental de la sociedad”, o está en mejores condiciones para lograrlo.


3.
Previamente a entrar al tema debemos hacer dos acotaciones: 


a)
El artículo primero se encuentra impregnado del iusnaturalismo católico, como por otra parte de la Doctrina Social de la Iglesia. Ya en el documento “Proposiciones e ideas precisas” con que se entrega al señor Pinochet el texto elaborado por la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución; para ser llevado al Consejo de Estado, se lee: “la estructura constitucional descansará en la concepción humanista y cristiana del hombre y de la sociedad, que es la que responde al íntimo sentir de nuestro pueblo”. La propia definición de bien común está tomada letra por letra del párrafo 87 de la Encíclica Mater et Magistra. Y el mismo horizonte cultural se encuentra en el artículo 222 del Código Civil en los deberes de padres e hijos y en el artículo 102 del mismo Código.


b)
No puede esto extrañar a nadie si se observan los nombres de los Comisionados: Guzmán, Diez, Evans, Silva Bascuñán, Ortúzar, todos ellos católicos consecuentes en el ámbito público y privado. Lo mismo en el Consejo de Estado y en el órgano constitucional. Hubiera sido una inconsecuencia mayúscula que los autores del artículo 2º del Acta Constitucional Nº2 de 1976 que se transfirió en términos idénticos al artículo 1º de la Constitución dejaran como un concepto abierto e indeterminado el de “familia”, como asimismo el de “núcleo fundamental de la sociedad”. Todo lo contrario, ya que en los considerandos del Acta Constitucional Nº 2 sobre Bases de la Institucionalidad se lee: “Entre los valores esenciales en que estas bases se sustentan leemos en el considerando 4º que ella se basa en la “concepción humanista cristiana del hombre y de la sociedad” y luego se añade: “Dentro de esta concepción, la familia es el núcleo fundamental de la sociedad y es deber del Estado protegerla y propender a su fortalecimiento”. Ya en las “Metas u objetivos fundamentales para la Nueva Constitución Política de la República” (aprobado por la Comisión de Estudios a fines de 1973) se expresa: “En consideración a la tradición patria y al pensamiento de la inmensa mayoría de nuestro pueblo” (Nº1) y en la Declaración de Principios de 11 de marzo de 1974 la Junta de Gobierno: “En consideración a la tradición patria y al pensamiento de la inmensa mayoría de nuestro pueblo, el gobierno respeta la concepción cristiana sobre el hombre y la sociedad. Fue ella la que dio forma a la civilización occidental de la cual formamos parte, y es su progresiva pérdida o desfiguración la que ha provocado, en buena medida, el resquebrajamiento moral que hoy pone en peligro esa misma civilización” (Punto II concepción del hombre y de la sociedad).


4.
Alguien puede rechazar el concepto tradicional y clásico de familia, basado en la unión estable entre un hombre y una mujer, es decir, basado en el matrimonio. Pero la Constitución es lo que es y no lo que se quiera que sea, ni lo que se aspira a que sea. También puede lamentarse que la Constitución se hizo como se hizo y por quién se hizo, pero si se pudo sostener la ilegitimidad de origen de la Constitución de 1980, es casi ridículo que en el 2012, después de todo lo pasado desde las reformas de 1989, se siga sosteniendo la ilegitimidad de ejercicio de la Carta, a lo menos desde el punto de vista jurídico.

Lo que el legislador no puede hacer es una reforma constitucional encubierta a través de una manipulación ideológica del concepto de familia.


5.
Ahora bien, el artículo primero es una norma, pertenece al ámbito del deber ser. Ser la “célula básica de la sociedad” no es una constatación fáctica o un deseo hecho pensamiento, no es tampoco un dicho de uso frecuente. Es lo que juristas italianos llaman una disposición programática, es decir, un mandato a los órganos públicos y a la sociedad toda para que elaboren políticas públicas y privadas que coloquen a la familia en condiciones de constituirse efectivamente en lo que debe ser: “la célula base de la sociedad”.


De ello derivan los deberes del Estado “dar protección a la población y a la familia” y a “propender al fortalecimiento de esta”. No creo que sea acorde a la Constitución el que se ordene al Estado fortalecer las uniones de hecho, ni el matrimonio homosexual, ni el incesto, ni la poligamia, ni el matrimonio a prueba, etc. Estas prácticas pueden encontrarse más o menos extendidas, pero de ello no deriva el que se consoliden o extiendan por el Estado.


6.
Es evidente que el Estado tiene la obligación de proteger a las personas que puedan encontrarse en uniones de hecho y a sus hijos. Pero debe hacerlo con medidas que no desalienten a la familia basada en el matrimonio o que en vez de fortalecerla la debiliten. En efecto, la familia basada en el matrimonio estable es el ámbito de crecimiento personal por excelencia de los cónyuges y de los hijos. Dar entonces un régimen jurídico propio a la familia matrimonial no es una discriminación arbitraria. En cambio el concepto de “matrimonio igualitario” lo es, porque las uniones de hecho colocadas artificialmente al mismo nivel del matrimonio heterosexual no están en condiciones de ofrecer el ámbito de personalización necesario para ser consideradas “la célula o núcleo fundamental de la sociedad”. Lo mismo vale para el llamado “matrimonio homosexual”. Al conceder a uniones homosexuales derechos análogos al matrimonio y a las familias heterosexuales (y uniones de hecho heterosexuales) se debilita el proceso de personalización que es propio de la relación hombre-mujer e hijos, el cual contribuye al bien común de una manera mucho más profunda y duradera, ya que se proyecta hacia el futuro a través de la fecundidad y al cuidado de la prole. La relación homosexual – incluso la estable- se agota en los participantes y su satisfacción personal, pero su contribución al bien común es limitada. Siendo así existe una diferencia no arbitraria entre el matrimonio heterosexual y el mal llamado “matrimonio homosexual”.


7.
Si se examinan los proyectos sobre AVP y AVC se notan dos corrientes. Por una parte se conserva un mínimo de temas reservados al matrimonio heterosexual (comunidad de bienes, pensión de sobrevivencia, fondo solidario, derechos de alimentos, compensación económica, adopción) y por la otra hay una corriente inversa en que las uniones de hecho se ven equiparadas al matrimonio (saldo en cuenta de capitalización, beneficio de cuota mortuoria, beneficios del fondo solidario –pensión básica de vejez-, previsión de salud, violencia intrafamiliar, prestaciones sociales, efectos procesales, sanitarios, penales, vivienda, sucesorios y otros).


8.
Por otra parte, como el proyecto Allamand- Chadwick está fuertemente influenciado por la experiencia francesa, es necesario examinar esa experiencia que, al parecer, indica que las parejas homosexuales no utilizan el pacto de vida en común (PACs). La experiencia española debe también ser estudiada, pues en ella aparece claro que AVP – AVC son parte de un esfuerzo para lograr el “matrimonio homosexual”, camuflado de protección a otras uniones de hecho.


9.
Será necesario igualmente estudiar el impacto que el proyecto de vida en común o de vida en pareja tendrán sobre la nupcialidad (ya afectada por el divorcio) y sobre la natalidad y el envejecimiento de la población. Chile tiene un muy pequeño mercado interno, ya con problemas de mano de obra en algunos sectores productivos, con un territorio extenso y extendido con grandes espacios despoblados. Todo ello significa que tiene serios problemas demográficos que conllevan cuestiones geo-políticas evidentes.


10.
Igualmente, debe examinarse en qué medida el proyecto único  que se prepare es compatible con la trigésima medida del Compromiso de Campaña con el Mundo Evangélico: “Fortalecimiento de la institución del matrimonio, cuya naturaleza y esencia es la unión entre un hombre y una mujer que se comprometen para formar una familia”. Si el proyecto que se aprobare no fuere compatible, es altamente probable un veto del Ejecutivo.


11.
Finalmente, no olvidando el artículo 5º inciso 2º de nuestra Constitución, debe tomarse en cuenta lo establecido respecto a matrimonio y familia en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, no solamente en las declaraciones y en el derecho convencional, sino también en el derecho consuetudinario. Valga lo mismo respecto de los derechos del Niño y de la Mujer.”


Posteriormente, el  Presidente de la Comisión ofreció la palabra al abogado y profesor de la Universidad Católica de Chile, señor Álvaro Ferrer, quien agradeció la invitación cursada e inició su exposición señalando que su presentación la haría con estricto apego al Magisterio de la Iglesia Católica y al Evangelio, sin perjuicio de lo cual puntualizó que no se apoyará únicamente en argumentos emanados de su fe, sino también en el sentido común. Añadió que no representa formalmente a la Conferencia Episcopal.


Indicó que la Comisión ha hecho llegar un cuestionario sobre el proyecto a distintas personalidades, que de uno u otro modo dan por supuesta  una respuesta afirmativa a la idea de legislar, aunque a su juicio procede un análisis previo sobre el punto.


Expresó que legislar es el acto más propio de la prudencia de la potestad pública, y la ley es un instrumento eficaz y necesario para dirigir a la comunidad hacia el bien común, por lo tanto cuando se legisla para solucionar un problema el sentido común requiere que se cumplan cuatro requisitos copulativos, a saber, que exista un verdadero problema; que ello genere un juicio de valor negativo; en tercer lugar que la propuesta de acción sea inherente al problema, y finalmente que la propuesta de acción resuelva efectivamente el problema.


En el marco de lo anteriormente señalado, expuso que el primer punto a dilucidar en este caso es si realmente existe problema. Expresó que en esta materia están en juego los conceptos de igualdad ante la ley y de hetero normatividad, que se conjugan con un dato de la realidad: se dice que en nuestro país hay dos millones de personas que conviven que estarían en un supuesto desamparo jurídico que importa cierto grado de desigualdad ante la ley. 


Indicó que para concluir que existe desigualdad ante la ley no basta apelar al lugar común de la diferencia de trato, puesto que puede ser que esa diferencia fáctica se deba a una libre decisión de las mismas personas, lo que no implica -en consecuencia-, una imposición injusta. Añadió que también puede suceder que las personas del caso objetivan no cumplan con las condiciones para acceder al estatuto jurídico que reclaman. En consecuencia, manifestó que para decir con propiedad que en este caso se está frente a una situación de desigualdad ante la ley debería constatarse, primero, que no se está frente a una decisión voluntaria de los convivientes de permanecer en una situación que los deja en una suerte de desamparo -que es una situación similar a la de quién decide no adquirir un seguro-; y segundo, que quienes están en esa situación cumplen con todos los requisitos objetivos para acceder al estatuto jurídico que reclaman.


A la vista de lo anterior, el expositor se preguntó si las personas que conviven están realmente en una situación de desamparo involuntario, y si ellas disponen en el ordenamiento jurídico nacional de herramientas eficaces que resuelvan ese problema. Respondió que ello no es así, pues el matrimonio es una institución que está disponible para la gran mayoría de la población, la ley chilena prescribe la absoluta igualdad de los hijos ante la ley, provengan o no de matrimonios bien constituidos, el patrimonio que se forma fruto de una larga convivencia está regulado por las reglas de la comunidad -según lo dispone la última jurisprudencia de la Corte Suprema-, y las reglas de la herencia testada permiten que cuando no hay ascendientes ni descendientes el testador deje todo su patrimonio al conviviente sobreviviente.


Desde otra perspectiva, señaló que si aún se concibe que en este caso persistiría algún estado de desamparo, cabe preguntarse si ese estado responde a una decisión libre de los propios convivientes, caso en el cual tampoco podría predicarse que existe una situación de desigualdad ante la ley.


Prosiguiendo con el lineamiento inicial de su exposición, el profesor centró su atención en dilucidar si el mecanismo propuesto en el proyecto soluciona el supuesto problema de desigualdad ante la ley. En primer término, manifestó que el mero expediente de que la iniciativa otorgue derechos hereditarios a los convivientes no implica que ellos accederán al estatuto jurídico que se propone, ya que cuando se habla de las acciones libres de las personas la ley no obliga físicamente, pues no basta proponer una solución legislativa a un problema para concluir que con ello el problema automáticamente cesa sin haber atendido previamente a las causas del inconveniente.


La pregunta relevante en este contexto es cuáles son las causas que ponen a los convivientes en la situación que supuestamente les aqueja. Expresó que no hay una respuesta clara a esa interrogante, pero de los datos que han entregado los que apoyan esta iniciativa muestran que el 10% de los dos millones de personas que actualmente conviven son personas del mismo sexo, por lo tanto un 90% de ellos tienen aún abierto el camino del matrimonio, incluso para quienes tienen una relación formal anterior -pues desde hace más de diez años existe divorcio vincular-, y por ello respecto de ellos no se puede predicar un trato discriminatorio en la ley.


Añadió que no se observan razones para que las personas que integran el 90% del total de los convivientes en nuestro país que voluntariamente no han optado por el matrimonio se inclinen por el nuevo mecanismo que propicia el proyecto. Sobre este particular connotó que el sistema del AVP y la institución del matrimonio muestran muchas similitudes, pues ambas deben celebrarse ante un oficial del Registro Civil, permiten inscribir contratos celebrados en el extranjero, generan una comunidad de bienes amplia que incluye tanto bienes inmuebles como muebles registrables, establecen un régimen de administración patrimonial común, generan derechos hereditarios y la calidad de legitimario para el contrayente sobreviviente, que  el primero reconoce causales de nulidad casi idénticas a los impedimentos dirimentes de la ley de matrimonio civil, que en ambos los conflictos entre los contrayentes son conocidos y resueltos por los tribunales de familia, que produzcan parentesco por afinidad entre uno de los contrayentes y los parientes por consanguinidad del otro, que ambos establezcan un sistema de compensación económica para el cónyuge más débil, que exista el deber recíproco de proveer alimentos, y que los contratantes tengan legitimación activa y pasiva para demandar el cuidado personal y la relación directa y regular con los hijos comunes. Indicó que el largo listado anterior no permite afirmar que existan diferencias sustanciales entre lo que se propone en la iniciativa y el matrimonio, y teniendo en vista que el 90% de las personas que conviven no han optado por el segundo -pudiendo hacerlo-, no se observa por qué optarían por el primero. Subrayó que lo anterior supone una petición de principios relevante que no debe ser desatendida.


A continuación, el profesor derivó la conversación al tópico sobre la pertinencia o inherencia al problema que identifica el proyecto y la solución que el plantea. En primer término, notó que no se observa ningún movimiento ciudadano que abogue por este proyecto en representación de quienes conviven, y que los únicos que públicamente apoyan la iniciativa son las personas que tienen inclinaciones homosexuales y que sólo abarcan el 10% de la población teóricamente interesada, por tanto el camino que se propone no es pertinente para regular el problema que el proyecto identifica.


Finalmente, expresó que no era necesariamente malo legislar para una minoría, pero con ese pretexto no era adecuado redefinir una institución asentada como es el matrimonio. Explicó que la diferencia entre la institución del matrimonio y la nueva regulación que propone el proyecto está en los deberes matrimoniales, pues en la segunda ex profeso se excluyen los deberes de socorro, de protección, de ayuda recíproca más allá de la obligación de dar alimentos, y el de fidelidad. Señaló que ello es una muestra más de una cultura que promueve derechos sin imponer deberes, o sea, la cultura juvenil de la irresponsabilidad.


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Hernán Larraín, ofreció la palabra al señor Secretario General del Concilio Nacional de Iglesias Evangélicas de Chile, señor Eduardo Durán, quien fundó su exposición en el siguiente documento escrito:

“CONSIDERACIONES GENERALES EN RELACION AL PROYECTO AVP   PRESENTADO POR EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA (Boletín 7.873.07)


I.
ASPECTOS VALÓRICOS DESDE EL PUNTO DE VISTA CRISTIANO EVANGÉLICO


El matrimonio es la única institución garante y protectora de la familia. La familia, a su vez, es la base de nuestra sociedad, por lo que no nos es posible tratar este tema irresponsablemente. Así lo ha afirmado la Iglesia a través de los siglos y lo declara la Sagrada Escritura como principio fundamental. Desde el punto de vista bíblico  se establece que la unión matrimonial sólo es posible cuando ésta se realiza entre un hombre y una mujer (Gn 1:27-28; 2:18,21-24; Mt 19:3-12; Mc 10:1-12). El matrimonio es, en consecuencia, un consorcio que vincula a un hombre y una mujer, social, jurídica y religiosamente, siendo mayormente un vínculo sagrado porque Dios lo ha bendecido. 


En el caso del proyecto de acuerdo de vida en pareja, el que pretende regular, ya sea la convivencia o uniones entre parejas heterosexuales y de parejas del mismo sexo, creemos que un paso tal estaría atentando gravemente contra la institución del matrimonio y, por ende, de la familia. Un  proyecto como el que nos convoca hoy estaría promoviendo un tipo de unión apartada de los valores y preceptos bíblicos, como asimismo de la figura y modelo de familia en la Biblia establecida.


Creemos que proyectos de Ley como este, contribuye aún más al debilitamiento del matrimonio como institución, alentando a la juventud y sociedad en general a no optar por el matrimonio y privilegiar uniones de hecho sin un verdadero compromiso, ya que se puede disolver en cualquier momento y a voluntad de una de las partes. La Iglesia no puede aceptar legislaciones de este tipo, que a nuestro entender representan un atentado contra la familia, pues es deber cristiano velar por la estabilidad e integridad del matrimonio y de sus hijos. La familia, tanto para la comunidad como para la Iglesia, representa el núcleo fundamental de la sociedad.


Como Iglesia estamos conscientes de nuestra fe y convicciones bíblicas que con claridad nos presentan un modelo de matrimonio ideal a seguir. Pero nuestra preocupación también apunta a los aspectos jurídicos que regularían el acuerdo de vida en pareja y sus eventuales consecuencias valóricas, como por ejemplo, las situaciones que pudieran afectar a los niños eventualmente involucrados, la vulnerabilidad del vínculo dado su fácil disolución, y el riesgo de esta eventual ley de constituirse en una influencia que propenda a proyectar una imagen distorsionada del verdadero e indisoluble vínculo afectivo, como es el matrimonio, mirándolo simplemente como un contrato.


II.
ASPECTOS JURÍDICOS 


1.- SE ESTABLECE UNA NUEVA FORMA DE MATRIMONIO COEXISTENTE CON LA DEL ARTICULO 102 DEL CODIGO CIVIL Y LOS PROBLEMAS QUE ELLO SUSCITA.


En la vida y en el derecho las cosas son lo que son y no lo que se dice que son. 


Lo que este proyecto propone es una nueva forma de matrimonio que coexistiría, generando las dificultades jurídicas que ya señalaremos, con el establecido en el artículo 102 del Código Civil y reglamentado en la Ley de Matrimonio Civil.


Esto queda de manifiesto en la definición del artículo 1 del proyecto presidencial, a saber:


“El Acuerdo de Vida en Pareja es un contrato celebrado entre dos personas con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común”.  


Este a diferencia del proyecto del ex Senador señor Allamand, sólo se refiere a personas naturales.


Por su parte, el artículo 12 del proyecto establece que:


“Toda inhabilidad, incompatibilidad o prohibición de carácter legal o reglamentario que se encuentre establecida respecto de los cónyuges se hará extensiva, de pleno derecho a los contratantes de Acuerdo de Vida en pareja”.  


Están aquí los elementos que debe regular toda ley de matrimonio: 


1.- Personas naturales, 


2.- Vida en común.


3.- Vínculo afectivo.  


4.- Producir efectos jurídicos. 


Por si alguna duda todavía fuera posible hay que considerar que todas las modificaciones que el proyecto introduce al Derecho Penal, Previsional, del Trabajo o Sucesorio apuntan a establecer junto al cónyuge y en igual status el de “contratante de un acuerdo de vida en pareja”.


De su parte el artículo 102 del Código Civil vigente define el matrimonio como 


“El matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente y por toda la vida, con el fin de vivir juntos, de procrear y de auxiliarse mutuamente”.


Como se aprecia ambas definiciones están regulando la misma situación con la sola y gran diferencia que el proyecto de ley en comento evidentemente está ampliando la posibilidad del matrimonio a personas del mismo sexo creando entonces una contradicción in adjecto con la naturaleza misma del matrimonio como ya veremos y produciendo insalvables dificultades jurídicas.


Por lo pronto, digamos que no se aprecia ningún fundamento jurídico válido  para que una misma situación con un evidente interés público comprometido como el matrimonio, pueda someterse a dos estatutos jurídicos distintos.  


Una legislación de estas características vulnera el principio constitucional de la igualdad ante la ley. Hay abundante jurisprudencia, especialmente en materia de recurso de protección por esta garantía constitucional, esto puede llegar a comprometer gravemente la responsabilidad patrimonial del estado.


Cualquier contratante de AVP podría reclamar del Estado el no recibir un beneficio propio de un matrimonio del Código Civil por una discriminación legal establecida por el estado.


2.- SE CREA UN ESTADO CIVIL NUEVO


El artículo 304 del Código Civil define al estado civil como: 


“… la calidad de un individuo, en cuanto le habilita para ejercer ciertos derechos o contraer ciertas obligaciones civiles”.


Esta definición, complementada con la doctrina y la jurisprudencia nos permitirían decir que el estado civil es un atributo de la personalidad consistente en la facultad de ejercer ciertos derechos y responder de ciertas obligaciones a partir de las relaciones de familia.


Tenemos entonces, por ejemplo, el estado civil de soltero, casado, divorciado, padre, madre, hijo etc…


Coherente con el establecimiento de una nueva forma de matrimonio se crea un nuevo estado civil. 


En el inciso segundo del artículo 1 del proyecto presidencial en el que se lee:


“El acuerdo sólo generará los derechos y obligaciones que establece la presente ley  y en ningún caso, alterará el estado civil de los contrayentes”.


El proyecto está creando un nuevo estado civil, el de contratante de AVP a pesar de que explícitamente lo niegue.  


Esta norma de inciso segundo no se sostiene a si  misma pues todas las modificaciones legales al derecho penal, procesal penal, laboral, previsional y sucesorio que se plantean establecen en favor del contratante de AVP los mismos derechos del cónyuge. 


Un par de ejemplos importantes de modificaciones al derecho sucesorio,


1.-  Se establece que el contratante de APV puede ser beneficiario de la cuarta de mejoras, porción de la herencia que el Código Civil reserva para beneficiar, si el testador así lo dispone, a los cónyuges, ascendientes y descendientes. 


2.- En el primer orden sucesorio se establece el contratante de AVP junto a los hijos (está reemplazando al cónyuge evidentemente).


En ambos casos hay un nuevo heredero cuya asignación se construye en perjuicio de los hasta ahora herederos, ascendientes, descendientes y colaterales.


Es evidente que esa familia, por esta vía, de un contratante  de AVP,  ha visto entrar a ella un nuevo integrante. Esto aunque la definición del inciso segundo lo niegue.


Las cosas son lo que son.


3.- EL PROYECTO DESNATURALIZA EL DERECHO DE FAMILIA RENUNCIANDO EL ESTADO A OBLIGACIONES ESENCIALES.


El Derecho de familia, tan importante para toda sociedad, se estudia en la academia dentro de la cátedra de derecho civil. Sin embargo, no siendo derecho público tiene una serie de particularidades que difícilmente permiten concebirlo dentro del derecho civil.


En este último priman la autonomía de la voluntad, al punto que los contratos que las partes puedan crear (innominados) son infinitos con tal que cumplan las reglas generales, no son sólo los reglamentados en el Código Civil. 


Los derechos que de ellos emanen son perfectamente renunciables con los simples requisitos del artículo 12 del Código Civil: que sólo miren al interés individual del renunciante y que no esté prohibida su renuncia.


El artículo 1444 (C.C.) permite dentro de las cosas accidentales a todo contrato que las partes agreguen cláusulas especiales. Esa cláusulas pueden ser perfectamente la condición, el plazo,  el modo u otras que las parten acuerden cumpliendo las reglas generales de todo acto jurídico: objeto y causa lícitas.


En el Derecho de Familia existe un interés público comprometido, prima el interés social por sobre el individual. Ese interés social esta expresado en el artículo 3 de la Ley de Matrimonio Civil “el interés superior del niño y del cónyuge más débil”.


Como un axioma jurídico, tan evidente por si mismo que no necesita demostración, el derecho entiende que en estos temas no se pueden aplicar modalidades.


Los derechos de familia son inalienables, imprescriptibles e intransmisibles. La autonomía de la voluntad camina por un estrecho sendero de claras reglamentaciones legales.


En el proyecto al permitirse el AVP entre personas del mismo sexo y la llegada a su término por la simple declaración unilateral de uno de los contrayentes no se aprecia como el interés público ha sido cautelado por el estado salvo que se entienda por tal dejar este al arbitrio de cada uno de los ciudadanos.


El proyecto deja una institución tan relevante como el matrimonio al mero arbitrio de los particulares erosionando todo contenido jurídico (que implica obligaciones cauteladas por el estado).


No se puede proponer en un estado de derecho democrático como el nuestro legislaciones ajenas a la voluntad popular. Pero evidentemente el estado debe hacerse cargo de una legislación que haga más atractivo el matrimonio a la vez que más sólido. El proyecto de AVP no apunta en estas direcciones. 


Un matrimonio bajo la forma de AVP tarde o temprano derivará en la adopción de hijos por parte de personas de igual sexo, es esto compatible con la obligación internacional del Estado de Chile consagrada en el artículo 3 de la Convención internacional de los Derechos del niño en razón del cual se obligó siempre a actuar en el sentido del “interés superior del niño”. 


Esta situación es repudiada por la inmensa mayoría de los chilenos, cualquiera sea su pensamiento político.


4.- EL MATRIMONIO SE DEVALUA


El Estado, cualquiera sea la ideología que lo inspire, no puede desentenderse de una obligación fundamental, reglamentar el orden legal de la familia fortaleciendo el matrimonio, son deberes a los cuales el Estado no puede desentenderse sin negarse a sí mismo, pues precisamente para ello existe. 


No hay ninguna legislación que deje sujeta al arbitrio caprichoso de los contrayentes una institución tan importante como el matrimonio como lo hace el proyecto de AVP en comento.


En el proyecto se establece en el artículo 6 letra e respecto al término del AVP,  lo siguiente:


“Por voluntad unilateral de uno de los contratantes la que deberá constar por escritura pública y anotarse al margen de la escritura pública a la que hace mención el artículo 3° si existiere”.


Esto es la inestabilidad máxima, no hay requisitos de tiempo, de cese de la convivencia, causales que habiliten para poner término a este matrimonio devaluado que llamamos AVP, nada, el solo apetecer de la voluntad.


Cuando se celebra un contrato es precisamente para que el vínculo jurídico creado – que en su incumplimiento convoca la coerción del Estado – otorgue certeza a las partes, fin tan apreciado por todas las legislaciones.


Pero en este proyecto encontramos que la institución más importante del Derecho de Familia, que no es cualquier derecho, la constitución (artículo 1 inciso segundo) señala “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad”, queda sujeta a una simple decisión unilateral de la voluntad.


Este matrimonio devaluado durará lo que uno de los contratantes quiera, es decir no hay vínculo jurídico alguno, aquella obligación jurídica de la cual puedo desentenderme unilateralmente no es una obligación legal será a lo sumo una declaración de intenciones, menos aún que una promesa pues esta puede también llegar a producir obligaciones (artículo 1554 del CC- Contrato de promesa) este AVP  es una entelequia, una pompa de jabón.


Un simple contrato de arriendo no puede dejarse de cumplir por la simple voluntad unilateral de las partes. En efecto, el artículo 1545 establece “Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado por su consentimiento mutuo o por causas legales”.


Cuando la ley establece una causal legal que permite no cumplir lo pactado es por situaciones graves y calificadas como el incumplimiento de la otra parte en los contratos bilaterales o en el propio matrimonio las causales de divorcio son gravísimas como la inducción a la prostitución de la mujer o los hijos, la conducta homosexual o atentados contra la vida, no se trata de un simple querer de la  voluntad unilateral sin necesidad de expresión de causa.


Este proyecto de AVP establece un tipo de matrimonio temporal en la inseguridad jurídica más completa para las partes. Esta legislación de Derecho de Familia como se aprecia es aún menos rigurosa que el derecho civil tradicional, en el que ya dijimos, prima la autonomía de la voluntad.


El propio proyecto no puede ocultar la evidente devaluación y desnaturalización que está produciendo en el matrimonio y permite ahora que sea contraído o disuelto por una simple escritura pública ante notario, un ministro de fe, pero que no es funcionario público.


5.- ESTE NUEVO MATRIMONIO Y LA MALA FE


Un matrimonio de estas características y, lo decimos recogiendo la sabia reflexión  de Andrés Bello en el mensaje del Código Civil, será instrumento privilegiado del dolo acompañante inefable de la sociedad “los abusos que introduce la mala fe, fecunda en arbitrios para eludir las precauciones legales…”.


Un matrimonio así concebido, con esa facilidad de celebración y disolución,  permitiría una serie de resquicios y argucias que para cualquier abogado son evidentes.


La simple lectura del artículo 12 del proyecto nos señala claramente que las incompatibilidades – sancionadas por el derecho penal -se pueden burlar con toda facilidad

 
6.- UN DERECHO DE FAMILIA QUE SE DESENTIENDE DE LA ETICA CREANDO GRAVES PROBLEMAS DE CERTEZA JURIDICA


El proyecto establece normas que se desentienden de la ética más elemental y que crean graves problemas de certeza jurídica.


El artículo 3 del proyecto establece que: 


“El acuerdo de vida en pareja será otorgado por escritura pública ante notario. Dicha escritura pública deberá contener, además de lo señalado en el artículo 405 del Código Orgánico de Tribunales, la declaración jurada de  ambos contratantes respecto de no encontrase ligados por vínculo matrimonial o un acuerdo de pareja vigente”.


El artículo 6 letra c, de su parte,  dispone que el AVP termina:


“Por el matrimonio de los contratantes entre sí o de cualquiera de ellos con terceras personas”.


De la conjugación de estas disposiciones fluye claramente, que la vigencia de un AVP no es inhabilidad para contraer matrimonio sino que simplemente lo es para contraer otro AVP.


Esto crea un problema ético importante y con graves consecuencias prácticas. Un contrayente de este matrimonio devaluado no necesita disolver ese vínculo para contraer matrimonio con otra persona pues ese será un efecto que operará de pleno derecho y sin otro trámite. Un contratante de este matrimonio de segunda clase puede contraer el matrimonio de primera clase, entonces  no tendrán tiempo intermedio entre ambos compromisos matrimoniales.


Pero esto no es sólo ético, lo que no es menor, sino que crea un problema insoluble sobre un tema que ha preocupado a todas las legislaciones: la paternidad.


El artículo 128 del Código Civil establece que la mujer no podrá pasar a otras nupcias sino hasta los 270 días subsiguientes desde que se ha declarado la disolución o nulidad del vínculo anterior.


Todas las presunciones de paternidad quedarán sin posibilidad de aplicación ninguna, creando los mayores problemas jurídicos a muchas personas a raíz de este tipo de disposiciones.


7.- DESNATURALIZACION DE LA INSTITUCION DEL MATRIMONIO


Las cosas y también las instituciones jurídicas tienen una esencia y una naturaleza a la cual responden.


Toda sociedad deber resolver jurídicamente sobre la reglamentación del matrimonio. No hay ninguna que deje esto al arbitrio de los contrayentes.


El Derecho Romano del cual es tan manifiestamente tributario nuestro derecho al igual que tantas legislaciones en el mundo y, que tuvo como su síntesis mayor en el Digesto de Justiniano, redactado con una comisión encabezada por el jurista Triboniano, y parte integrante del Corpus Iuris Civilis no consideró jamás la posibilidad de matrimonio entre personas del mismo sexo consecuente con su idea, heredada de los griegos, que hay un orden universal (logos) al cual el derecho debe atenerse.


El derecho medieval español condensado en esa gran obra que son Las Siete Partidas tampoco contempló como una posibilidad el matrimonio entre personas de igual sexo, pero Alfonso X El Sabio sí nos deja explicación circunstanciada de por qué la institución se llama matrimonio y no patrimonio. Y es porque el momento de mayor alegría y plenitud  de un matrimonio será el de la llegada de los hijos y es precisamente la madre, con los dolores del parto y los sacrificios propios de la crianza la que da su nombre al matrimonio.


En el derecho de la modernidad expresado, para nosotros los chilenos, en el Código Napoleónico y en el Código Civil tampoco se consideró la posibilidad de un matrimonio entre personas de igual sexo. Es más, toda la teoría de la inexistencia jurídica surge precisamente de plantear una hipótesis como esta que sería necesariamente, y para todos, un absurdo, es decir una  ruptura con la lógica más elemental.


El relativismo axiológico de las corrientes filosóficas posmodernas, nos proponen hoy lo que durante milenios y en todos los lugares y en todos los pensamientos ha sido absurdo. Un pensamiento que en la teoría se nos propone como tolerante (“pensamiento débil”) pero que en la vida social concreta se muestra especialmente agresivo.


Desde la fe en Dios Todopoderoso o desde la contemplación al orden natural de las cosas, o mejor aún desde ambas perspectivas simultáneamente se puede llegar a una certeza inexpugnable: si un día todos los contrayentes de AVP optaran por  una persona del mismo sexo, la especie se extinguiría: el orden natural de las cosas no puede ser desatendido.


Esta no sería una situación normal y el estado no puede garantizar legalmente situaciones de esta naturaleza.


Es muy grave que un estado, por la vía de su propia legislación, entregue un mensaje equívoco en el sentido de que situaciones que no son normales aparezcan como tales a los ojos de las nuevas generaciones.        


El matrimonio es entre un hombre y una mujer. Esto forma parte de la esencia de esta institución, pretender algo distinto es como intentar concebir un contrato de  compraventa al cual le falte la cosa vendida o el precio: un metal de madera.  


LAS INSALVABLES DIFICULTADES  DEL PROYECTO CON EL ORDENAMIENTO JURIDICO VIGENTE


El proyecto de AVP tiene una serie de dificultades con el ordenamiento jurídico vigente y con los compromisos y obligaciones internacionales del Estado de Chile. 


PROBLEMAS CONSTITUCIONALES


a.- El AVP cambia el concepto de familia y requiere una reforma constitucional.


La Constitución establece en el artículo 1 inciso segundo que la Familia es el núcleo fundamental de la sociedad. 


No existe una definición legal de Familia. El artículo 815 del Código civil refiriéndose a los derechos de Uso y Habitación señala como familia a los cónyuges y sus hijos, esta definición de familia podría ampliarse y considerarse además a todos los ascendientes y descendientes y los colaterales que, es el concepto que subyace en los órdenes sucesorios de la sucesión intestada. Pero sea en una definición amplia o restringida lo relevante es que la familia se construye a partir de una pareja compuesta por un hombre y una mujer.


Esta es la percepción que subyace en la Constitución y que no necesito de más explicaciones pues la idea que la familia se construye a partir de un hombre y una mujer es un verdadero axioma jurídico.


Difícilmente se podría sostener que un matrimonio constituido por personas de igual sexo que no podrán naturalmente procrear descendencia sea el núcleo central de la sociedad.


Vistas así las cosas, un matrimonio, que eso es el AVP, requiere de una reforma Constitucional y de los correspondientes Quórums establecidos en el artículo 66 de la Constitución. Aprobar el proyecto sin reforma constitucional es susceptible de ser recurrido ante el Tribunal Constitucional.


b.- El AVP vulnera la garantía  constitucional de la Igualdad.


Es deber del Estado de Chile, por propia definición constitucional, dar trato igualitario en la ley a todos sus ciudadanos y no establecer discriminaciones arbitrarias.


El AVP establece una nueva forma de matrimonio, perfectamente desechable por la mera voluntad de uno de los contratantes, que coexistirá con el matrimonio del artículo 102 del Código Civil y de la Ley de Matrimonio Civil.


El AVP es una forma devaluada del matrimonio. Se obliga al Servicio de Registro Civil a mantener un registro de estos contratos, no se explica por qué no serían matrimonios. Más bien resulta evidente que son matrimonios con un nombre de fantasía para que no aparezca en toda su verdadera dimensión e intención ante la ciudadanía.


Es insostenible legalmente en un orden constitucional fundado en la Igualdad que exista una misma situación que esté reglamentada por dos instituciones jurídicas a elección de los comparecientes y aún más cuando se trata de Derecho de Familia donde evidentemente existe un interés público comprometido.


PROBLEMAS LEGALES


1.- Se rompe el principio de que lo pactado obliga.


El derecho tiene un principio milenario y en el cual se funda toda legislación, sin el cual ninguna construcción jurídica es posible y de la certeza y seguridad que el derecho proporciona, nos pasamos a las procelosas aguas del arbitrio y la inseguridad. Este principio se expresa a través de una expresión en latín conocido por todos; “Pacta sunt Servanda (lo pactado obliga). Sin éste pilar el derecho deja de existir y su normativa no será sino una declaración larga de buena voluntad.


El artículo 1545 establece que todo contrato legalmente celebrado es una ley para las partes que no sólo pueden dejar de obligarse por mutuo acuerdo o por causas legales. Es lógico, lo pactado debe obligar. Esta es una disposición de Derecho Civil, donde rige el principio de la autonomía de la voluntad. 


Resulta inexplicable que se quiera establecer una institución tan relevante como el matrimonio donde lo pactado no obliga, pues uno de los contratantes puede perfectamente desentenderse de todas sus obligaciones por el expedito y simple procedimiento de una escritura pública y una carta certificada.


OBLIGACIONES INTERNACIONALES


A.- La Convención Internacional de los Derechos del Niño. 


El Estado de Chile es suscriptor de la Convención Internacional de los Derechos del Niño, que por tratarse de un Tratado sobre Derechos Fundamentales debe entenderse incorporado a nivel constitucional. Este instrumento internacional señal en su artículo 3 que el elemento ordenador al cual todos los suscriptores deben sujetarse ya sea en la actividad de sus órganos o en su hermenéutica del mismo es “el interés superior del niño”.


Es posible, y así lamentablemente ocurre, que muchos niños en el mundo queden en situación de vulnerabilidad por las desgracias propias de la vida o por la irresponsabilidad de sus progenitores, pero no resulta aceptable que un estado a través de su legislación perjudique el interés superior del niño el cual se ha obligado legalmente a cautelar ante la comunidad internacional.


El AVP, un matrimonio devaluado, pone a los niños en una situación de evidente vulnerabilidad.


1.- Cualquiera de sus padres puede desechar como objeto de utilería el matrimonio a cuyo amparo han llegado al mundo. La tentación de proceder de esta manera es enorme, particularmente cuando los años de juventud hacen especialmente impulsivas las decisiones.


2.- Niños adoptados por personas del mismo sexo no es una situación que ponga por delante el interés superior del niño. Si esto es normal o no se resuelve preguntándoles a los que creen que sí lo es, si a ellos les sería indiferente si es un matrimonio de personas de igual sexo quien adopte a un niño querido por ellos.


PROBLEMAS PROCESALES


a.- No se observan razones válidas para sustraer materias que evidentemente son de familia del juez natural y especializado y depositarlas en un juez de competencia general.


b.- Hacer competente al juez del domicilio del demandante, alterando la regla general de que lo es el domicilio del demandado, puede ocasionar situaciones de uso abusivo y de mala fe de la disposición.


Estas son nuestras apreciaciones jurídicas fundamentales, las cuales podemos decir sin temor a equivocarnos, se condicen con la sana interpretación de nuestro ordenamiento jurídico y con la voluntad de la inmensa mayoría de los chilenos, todo lo cual nos hace solicitar a VS el rechazo en toda y cada una de sus parte el proyecto de AVP presentado por S.E. el Presidente de la República.”.


Finalmente, hacemos presente que este documento aparece suscrito, en representación del Concilio Nacional de Iglesias Evangélicas de Chile, por su Presidente, el señor Eduardo Durán Castro; su Vicepresidente, señor Jorge Muñoz Carvajal y su Secretario General, señor Hedito Espinoza Urrea. 


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra a los representantes de la Mesa Ampliada de Entidades Evangélicas UNE-CHILE y el Consejo Nacional de Obispos y Pastores de Chile, quienes fundaron su exposición en un documento escrito  suscrito por el presidente de la Mesa Ampliada UNE-CHILE, Obispo Emiliano Soto Valenzuela; por el presidente del Consejo Nacional de Obispos y Pastores, obispo Jorge Méndez Jara; por el presidente de las Iglesias Metodistas Pentecostales de Chile, obispo Roberto López Rojas, y por el director de la Comisión Legal Evangélica, obispo Francisco Rivera Mardones. Su texto es el siguiente

“La sola lectura de aquello que parece trascendente en las sociedades, y que se rigen en torno a institucionalidades conocidas, normalmente identificadas como Estado, dan cuenta en estos últimos tiempos, que todos aquellos paradigmas de carácter político y económicos, ambos referidos a lo que se llamó, "la cuestión social" y que desde principios del siglo pasado dieron origen a innumerables actos demostrativos de poder, en todas sus manifestaciones: revoluciones; golpes de estado; guerras; asonadas sociales en sus más variadas formas, hoy en democracia, se manifiestan, en torno a caminos más o menos comunes y más que eso, en el convencimiento que, los otrora adversarios irreconciliables, hoy lo son ya menos.


La economía, principal impulsora de un nuevo orden social, reflejado en logros evidentes que han dado bienestar a millones de personas en todo el orbe, ha encontrado también vías comunes, que ha permitido en décadas, conducciones de diversos gobiernos, con signos doctrinarios distintos, avanzar hacia esos objetivos de bienestar, sin encontrar, al revés de antaño, con oposiciones cerradas en que, el debate de las ideas, más bien era un campo estéril. Un buen ejemplo de lo anterior, ha sido nuestro país en que el acuerdo, entre gobernante y gobernados, grupos políticos diferentes, han comprendido el valor de la unidad. Chile, hoy en lo económico, es el resultado de décadas de debate serio, con altura de miras, propendiendo los diversos gobiernos, a crear lo que se denomina, "políticas de Estado", que no es otra cosa, que el común anhelo sobre materias específicas que han superado los periodos políticos


Nadie puede asegurar seriamente que, la administración de los asuntos económicos actuales, son circunstanciales y no tendrán modificación en décadas futuras, ni menos en siglos futuros. La razón de ello, es que tal hecho, no se sostiene necesariamente en lo que es la esencia de la humanidad, el ser, provisto de principios y valores que por su naturaleza, trascienden los tiempos históricos institucionales.


Por ello, se modifican las leyes y en ellas, muy especialmente la ley fundamental, que en los tiempos actuales se ajusta a un término conocido: Constitución Política. Un breve análisis, nos permite asegurar que, a pesar de las constantes modificaciones legales, solo alcanzan significación en cuestiones propias de
 la administración de los tiempos. La esencia de la naturaleza del ser, nunca tiene variaciones pues, se reconoce que el tiempo no es impedimento para sostener mutaciones de su origen reflejada en la sustancia que le es propia. La humanidad, como cuerpo social y la persona, en su condición individual, solo observará modificaciones en su entorno pero nunca en su espíritu o naturaleza con que fue concebido. Sostener lo contrario, es simplemente negar a Cristo para quienes han acogido su doctrina, o Buda, o Mahoma, en fin a todos aquellos que desde sus perspectivas, lograron interpretar la esencia del ser.


Esta es la razón última y principal por la cual ha de comprenderse que Cristo vive desde hace más de dos mil años y su doctrina, no ha tenido cambio alguno ni lo tendrá porque, ya lo dijimos, los asuntos propios de la administración que Jesús lo identificó como "asuntos del Cesar", podrán tener las modificaciones propias de los tiempos, pero, reiteramos, la esencia que está en la naturaleza del hombre, es transcendente.


De lo anterior, surge una ecuación que es indispensable considerar: Todo principio entendido en ello, la norma fundamental que rige el pensamiento, considera idénticas conductas en su manifestación social o individual. Sostener lo contrario, o peor aún, impulsar un quiebre en tal sentido, fuera de marginar la historia del hombre, repleta de ejemplos que avalan lo que aquí se sostiene, destruye el juicio social reflejado en la armonía, que solo los principios pueden lograr.


Por ello, para nosotros los cristianos, el permanente llamado a la paz que hace Jesús, no es otra cosa que la advertencia a nuestra conciencia, considerar el todo como una realidad que necesariamente, por su naturaleza, en la dimensión que fue concebida por ella misma, se debe reconocer y respetar intrínsecamente. Es lo que es.


Por ello, para nosotros los cristianos, el permanente llamado a la paz que hace Jesús, no es otra cosa que la advertencia a nuestra conciencia, considerar el todo como una realidad que necesariamente, por su naturaleza, en la dimensión que fue concebida por ella misma, se debe reconocer y respetar intrínsecamente. Es lo que es.


Estas materias, a veces poco comprendidas en su real dimensión Ilevan, a sociedades como la nuestra, en querer entregar a la ley, la interpretación final de todo cuanto en la vida existe, por tanto inconsecuente en el cuidado de lo trascendente. Y más grave aún, se utiliza una herramienta institucional, la ley, cuya estabilidad es la más precaria de todas las manifestaciones sociales, para pretender abruptamente, cambiar la naturaleza de las cosas. Al revés, si no se considerara este instrumento, que por su naturaleza es tan solo un acto administrativo, en cuestiones que son propias del campo de los principios, se reconocería la trascendencia de las cosas. De esa forma se comprende, en una mirada en el ámbito estructural social que puede extenderse por siglos o milenios, que todos aquellas expresiones sociales que dieron origen a culturas y otras formas de manifestación, sostenida a su vez, en un valor superior a lo meramente administrativo de sus reinos, imperios o gobiernos, perduró su espíritu aunque hayan desaparecido sus estados. Visto lo anterior, surge una primera cuestión de por si compleja:

La asistencia de un debate entre disposiciones que no son comunes.


En efecto, lo administrativo, considerando en ello la estructura legal de una sociedad, cuya principal herramienta es la ley, cuerpo éste modificable por su sola condición de ser instrumento de mayorías, pretende solidez circunstancial. En la contraparte de dicho debate, lo sustancial del ser. En esta profunda dicotomía, adquieren valor un conjunto de asuntos que son por su esencia, sobrepasan lo meramente institucional: la conciencia, estructurada por el conjunto de principios y valores sociales que le dieron origen, en nuestro caso, todos ellos cristianos; la suma de todo cuanto se hizo y construyó en torno a tales principios, entre ellos la identidad, base institucional de la nacionalidad, educación, entre decenas de otros; consideración efectiva de la extensión de la responsabilidad que origina el poder, manifestado entre otros, en aquel sustentado al interior de la familia, núcleo fundamental de la sociedad, por los padres sobre sus hijos en el conjunto de potestades que provocan de ellos un efecto principal, básico, en el desarrollo y conformación de una sociedad y más aún, en el futuro de los infantes; el reconocimiento de gobernar en una sociedad cuyos integrantes, mayoritariamente reconocen la trascendencia del ser expresada en principios que son anteriores al estado.


Entendemos entonces que el debate entre aquello que es un asunto político, con aquello que sustentan valores permanentes, es de por si complicado. Lo político hoy, es un asunto en que las circunstancias priman sobre lo principal. Aunque reconocemos y valoramos el debate político, que por lo demás ha sido y seguirá siendo materia indispensable de la organización social y en ella, las cuestiones propias del desarrollo social y personal, también debemos considerar que lo circunstancial no puede superar a lo permanente. Y es así entonces que iniciar un debate, en que una parte tiene como fundamentos las institucionalidades recientes, todas ellas en constante modificación y por tanto débiles en su concepción, la otra parte, sustentará su palabra, sus ideas, en normas más que milenarias, cuyos anuncios, permanecen en el tiempo con tal fortaleza, que la esencia de ellas no han tenido modificación alguna. Es que lo natural, permanece y si éste pretende modificarse, surge el desorden, anticipo del caos. Un buen ejemplo que reafirma lo anterior, es precisamente la defensa al orden natural. En nuestro caso la mayor expresión de ello, se sustenta en la doctrina cristiana, la misma que acoge la inmensa mayoría de Chile y aún más, la misma que según publicaciones recientes, estará presente, para el 2050 en las tres cuartas parte de la humanidad, expuesta en sus diversas estructuras religiosas.


Hoy, esta Comisión en este Senado, nos plantea un asunto que por circunstancias de hecho, en que debemos reconocer, todos tenemos alguna responsabilidad. Se trata de un asunto que, eventos diversos soportados, pero no aceptados, por todos en la sociedad, y dieron origen, en este núcleo fundamental de la sociedad, la familia, a nuevas forma de convivencia. Aunque todos los informes sociales, entrevistas conocidas, situaciones de justicia y abandono, hablan de una precocidad de vida que no debe continuar, (las cárceles se han repletados de jóvenes que vienen de tales hogares), las decisiones políticas, al revés, pretende confirmarla. Para eso, se aducen solo situaciones efímeras, sin solidez alguna que garantice la estabilidad social. Se esgrimen razones de patrimonio, en ello se termina comprendiendo la irresponsabilidad de quienes, hoy un muy numeroso contingente de chilenos aceptaron, con estas circunstancias, la movilidad social, hecho significativo de estos tiempos, entre otras, como una cuestión que no se puede modificar y por tanto condenar, como ya ocurre, a quienes han hecho de este caos social, un derecho personal, transferible también a toda la sociedad. Entonces, nos aprestamos a esconder nuestras incapacidades, construyendo leyes que pretenden darle solidez.

¿Es este el camino a seguir?


¿Acaso no se ha comprendido, que en la administración de nuestra sociedad, se hacen cada vez más evidentes los defectos de conducción que ella ha tenido en estos últimos años? ¿O es que, la doctrina del, "ceder para no perder", se ha instalado definitivamente en nuestra impronta política? En la historia de Chile y también en toda la humanidad, todo acto realizado en torno a esta especial doctrina administradoras de circunstancias, ha culminado en asonadas, tragedias sociales y pero aun, en desconocimiento de lo trascedente de la vida y por tanto infelicidad.

La usual respuesta es a través de una interrogante: ¿Entonces qué haremos?


En realidad, hay que hacer muchas cosas, pero de partida, nada que aliente o termine "garantizando" todo aquello que debilita o peor aún, destruya la familia. Hacerlo, la sociedad, representada por el Estado, perderá el más sólido aliado para su gobierno: la familia, concebida como aquel núcleo social conformado por padres e hijos que, en un momento de sus vidas asumieron la responsabilidad ser conductores del futuro. En esto, hay que ser muy consecuente y reconocer las debilidades propias del ser humano. La existencia de leyes que permitan el "dejar hacer", no se avienen con la plenitud social. Debemos reconocer que existen doctrinas equivocadas, todas ellas muy minoritarias, pero más que eso, niveles culturales cuya debilidad, solo puede ser enmendada por una institucionalidad consecuente con los valores primarios de la vida.


En este aspecto, los gobiernos cuentan con innumerables potestades que les permiten actuar en defensa de la familia. Para eso hay que comprender realidades que existen especialmente en una Nación como la nuestra, en que la movilidad social es uno de los hechos más persistente. Es así que el desarrollo alcanzado, en lo económico y que lleva de la mano el bienestar añorado por quienes en su vida solo conocieron de pobreza, es verdadero. Es también consecuente sostener que este hecho provocó innumerables despegos familiares, manifestado en expectativas de una mejor y más estable situación económica y social que dieron origen a migraciones en el mismo país, transformando a urbes gigantescas y pueblos de sus raíces debilitados, sin futuro, Dicotomía feroz, dramática que, sumada a la movilidad laboral, jefes de hogar en trabajos lejanos, expuestos muchos de ellos(as), a nuevas vivencias, desconocidas y atractivas, sin cultura suficiente y valores debilitados para comprenderlas, sumando además, la comunicación recreativa en torno a dramas pasionales, amores destruidos, familias deshechas, tan propia de nuestro quehacer televisivo, entre muchos otros ejemplos, permitieron concebir núcleos habitacionales, muy lejanos a la concepción de familia, solo esbozo de ella, que dieron pábulo a una preocupación política que intenta resolver el problema a través de una ley, ya lo dijimos la norma más débil y modificable de cualquier institucionalidad, sin considerar los principios verdaderos que estén presente, incluso en los más desesperados, pero que se encuentran marginados frente a declaraciones que prometen resolver asuntos patrimoniales o de convivencia fácil que poco o nada ayuda al futuro. Actuar así, es dar la espalda al espíritu real que anima a cualquier persona. Y otra cuestión que queda como interrogante ¿Se están abriendo las puertas a una nueva forma de bigamia, ahora más institucionalizada?


Pero eso no es todo. El proyecto de ley que reconoce el Acuerdo de Vida en Pareja, cuyos fundamentos se sostienen solo en la circunstancia de vida, sin obligaciones que son propias de la familia, pretende abrir las puertas a otras uniones institucionalizadas. Concretamente al matrimonio y con ello todo lo que con esto implica, de personas de un mismo sexo.


Volver sobre los valores que trascienden hechos puntuales, no es el caso. La esencia del ser, ya expuesta, tiene fundamentos suficientes para entender que su cuidado y fortalecimiento, no debilitamiento, es una responsabilidad colectiva que nadie, incluso quienes puedan sustentar, temporalmente, potestades propias de la institucionalidad vigente, pueden hacer desaparecer por cuanto, entre otros aspectos, el mandato otorgado en un acto electoral, político, tuvo como fin único, el de convenir responsabilidades en su mandato destinado al fortalecimiento constante, permanente, de aquellos valores permanentes y de otros, propios de la administración de la Nación. Lo hacen bajo una premisa fundamental, considerar a la familia, como núcleo fundamental de la sociedad y no tan solo eso, sino que perentoriamente, dar protección a la familia y propender al fortalecimiento de ésta, a su vez considerar a los padres como responsables del derecho preferente de educar a sus hijos y al Estado otorgar especial protección al ejercicio de este derecho. Igualmente, la seguridad de que los preceptos legales que se establezcan o complementen las garantías que se establezcan, no podrán afectar los derechos en su esencia. El conjunto de tales disposiciones, aceptadas y protegidas por la población y más que eso, por el conjunto de instituciones, guardadoras de tales principios, aceptadas por la misma población y requerida por ella, nos obligan a expresar con claridad y firmeza nuestra posición frente a esta norma que, por lo expuesto, transita por caminos muy contrarios a lo que ha sido, es y será la protección y fortalecimiento de uno de los pilares más apreciados por la naturaleza humana, la familia.


Todo lo anterior, no margina al Estado y la sociedad en general de sus obligaciones, en responsabilidades que deben cumplirse. Es, a decir de nuestro Maestro y conductor de la vida, Jesús, que el César debe cumplir con sus obligaciones que le son impuestas, y ellas, en este caso específico, manifestando nuestra disposición a cooperar, orientar y trabajar en su consolidación, por cuanto también somos parte vital de la sociedad, se debe enmendar con prontitud.”

Finalmente, hicieron presente que de acuerdo con el Atlas de las Religiones del año 2009 el cristianismo será el año 2009 la religión de los tres cuartas partes de la humanidad. Agregaron que esperaban que el Congreso Nacional considere las raíces espirituales de nuestra patria y no hipoteque a las generaciones futuras con una ley que abrirá las puertas al deterioro de la familia trayendo funestas consecuencias para nuestro país.

Sostuvieron que por lo anterior, y considerando que (1) algunos de los principios escriturales, inherentes a la doctrina cristiana, son contrarios a algunas costumbres o conductas que algunas personas o grupo de ellas pudieran promover o practicar; (2) que la doctrina cristiana puede y debe ser impuesta en el seno de la iglesia y en el entorno del creyente, y que (3) fuera de ella, en el mundo pluralista debemos hacer una apologética firme, sabia, con mansedumbre y reverencia, persuadiendo con amor y ejemplo los beneficios de nuestra visión cristiana de la vida, que (i) estas iniciativas legales eran innecesarias, (ii) que existen múltiples formas jurídicas u otros caminos de perfeccionamiento si se quiere dar solución a ciertas necesidades de ciertas minorías; (iii) que aprobar estos proyectos  es un nuevo paso hacia la generación de múltiples conflictos de índole social, sicológico, familiar que traerá más inestabilidad a Chile y particularmente Santiago es una de las ciudades más estresantes del planeta.
Finalmente, señalaron que legitimizar lo efímero, la convivencia pasajera, solo acarreará más dolor al corazón y alma de nuestra patria.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, ofreció la palabra al representante de la Fundación Iguales, señor Pablo Simonetti, quien expresó que luego de la exposición de los reparos formulados por las iglesias cristianas, la discusión en esta instancia legislativa tomaba otro cariz, obligándoles a buscar argumentos de carácter antropológico y psicológico.  


Solicitó que la Comisión desarrolle una sesión donde asistan expertos de las distintas universidades y centros de estudios que respondan a las visiones antropológicas modernas y laicas que están detrás de la posición de la Fundación, tanto de la homosexualidad como del acuerdo de vida en pareja y el matrimonio igualitario.



Sostuvo que la visión unívoca, arcaica, representada por las iglesias del concepto de la vida humana y de la familia es unilateral y debe ser refutada por expertos que tienen un pensamiento moderno y conforme a los avances que se han producido en los estudios psicológicos y antropológicos.  



Señaló que el objetivo de la sesión era discutir aspectos jurídicos concretos contenido en un cuestionario recibido por la Fundación.  


Recordó que Monseñor Juan Ignacio González cita al Papa Benedicto XVI en una columna del diario El Mercurio, donde se señala que el Acuerdo de Vida en Pareja y el matrimonio igualitario constituyen una amenaza en contra de la paz. Puntualizó que esas expresiones constituyen una falta de respeto a la dignidad de las personas. 


Agregó que la base de la disociación de ideas que existe en la declaración antes mencionada es que las iglesias insisten en que hay un papel preconcebido para las personas que estaría dado por su sexo y niegan la posibilidad de que exista otras dimensiones de la sexualidad que también definen a los individuos. 


Precisó que los seres humanos no sólo tienen un sexo, sino que también tienen una orientación sexual y una identidad de género. Lo anterior ha sido demostrado a lo ancho del mundo y a lo largo de la historia ha habido personas homosexuales, transexuales, e intersexuales en todas las culturas. A partir de lo anterior, afirmó que esos antecedentes eran relevantes al momento de tomar una decisón de caracayer legislativo. Indicó que no era inocuo o indiferente que una imagen preconcebida del hombre se imponga sobre los demás. Indicó que esa visión dogmática y unilateral de la sexualidad ha permitido que en Chile, decenas de miles de niños sufren la violencia del bullying de género. Mencionó que 6.000 niños son víctimas de esta forma de agresión por no formar parte de la norma o estereotipo de género que deberían tener.


Hizo presente que pensar que las personas están llevadas adelante por su sexo, es mirar a los sujetos desde una perpectiva unidimensional. Insistió en muchas iglesias, incluida la Católica, han criminalizado y patologizado a la homosexualidad durante siglos.


Sostuvo que a partir del siglo XIX se puede hablar de un despunte de estudios que empiezan a plantear que la naturaleza humana que es más compleja de lo que se había afirmado durante siglos. Esa naturaleza, sostuvo, se completa con la orientación sexual y con la identidad de género. Lo anterior hace que la visión antropológica del hombre y la mujer sea más sofisticada y responda mejor a la realidad.


Advirtió que cuando el Monseñor González señaló en su presentación que “hay que tratar igual lo que es igual y diferente lo que es diferente”, está queriendo decir que a los que son diferentes no se les debe otorgar derechos sociales, no merece dignidad civil ni derechos de pareja.


Señaló que en la regulación de estas materias el legislador debe ser respetuoso de la identidad sexual de las personas. Ellas no hacen con su vida, ni con su orientación sexual lo que quieran. Lo que se defiende a través de la cultura antropológica moderna es que las personas tienen una identidad que es más compleja y que ella debe ser respetada en todas sus dimensiones por el poder civil, de manera que ellas alcancen la plenitud en la vida. Reiteró que la homosexualidad ha sido perseguida y ello ha provocado que muchas personas hayan sido humilladas, marginadas, discriminadas y violentadas.


Destacó que detrás de lo dicho por la Iglesia Católica y Evangélica hay una corresponsabilidad con un genocidio histórico frente a la diversidad sexual. 


Aseveró que lo expuesto por ellas puede parecer bien intencionado pero no es inocente, estas palabras responden a la incomprensión  de la homosexualidad, a la persecución de la transexualidad, a la intersexualidad y que miles de niños hoy sufran a causa del bullying de género.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al Presidente del Movimiento Chileno de Minorías Sexuales, señor Rolando Jiménez, quien manifestó que la institución que representa veía con mucha preocupación como las iglesias católica y evangélica vuelven a intensificar su lobby ante el Congreso Nacional frente a lo que denominan la “agenda valórica”, cuando en realidad estamos  en presencia de una “agenda de derechos humanos”, los cuales son universales y deben respetarse al margen de cualquier creencia o fe.


Agregó que más preocupante aún era el reconocimiento explícito que se les ha dado a ambas iglesias. Los ejemplos sobran: En su momento señaló que las iglesias se pronunciaron en contra de la Ley  de Divorcio y la Ley que Establece Medidas contra la Discriminación. Aseveró que hoy lo están haciendo en contra del proyecto de Acuerdo de Vida en Pareja (AVP).


Lamentó que explícitamente la Cámara de Diputados y el Senado hayan promovido la opinión dogmática al interior de un espacio republicano -como es el Congreso Nacional- invitando ahora y  en el pasado a estas entidades, por su presunta calidad de “partes interesadas”.


A su juicio, convocar a las sesiones del Congreso Nacional a organizaciones cuyo ámbito de acción no es de naturaleza civil, sino religioso, era una señal grave. Sostuvo que aún cuando las comisiones tengan la facultad de invitar a quienes estimen conveniente, no era propio de un Estado laico, republicano y escindido de la Iglesia hace casi 90 años, recibir pareceres de instituciones que sólo aportan una visión confesional a realidades que no son propias de la fe.


Sostuvo que podrá argumentarse que se trata de temas valóricos y que en cuanto tales las iglesias tienen algo que decir al respecto. Frente a esto señaló que este era un argumento falaz. Desde mediados del siglo XX, los estándares internacionales de derechos humanos vienen obligando a los Estados a  garantizar el cumplimiento de los derechos humanos de primera, segunda y tercera generación. Si se reconoce que los derechos humanos representan una ética universal, consensuada; y que la moral religiosa es una presunta “verdad revelada” con miles de interpretaciones y ajena a  la racionalidad del Estado, entonces no puede permitirse la irrupción de dogmas particulares en las discusiones que tiendan a la promoción de derechos ajenos a los vicios de la religión.


Además, explicó que se invitan iglesias que sostienen que las minorías sexuales, o las expresiones de afecto o amor de este sector social, son anti-naturales, inmorales, peligrosas, contrarias a la civilidad  y atentatorias contra la familia, apreciaciones que ofenden y dañan la dignidad de las personas con una orientación sexual o identidad de género diversa. Por lo anterior, afirmó que resultaba doblemente reprochable que se considere la voz de quienes discriminan y humillan para la elaboración de proyectos de ley que buscan justamente lo contrario: contribuir a erradicar las exclusiones.


Afirmó que cuando se permite que en el seno mismo del Congreso Nacional se emitan juicios denigrantes y discriminatorios en razón de la identidad de género o la orientación sexual de las personas y, más lamentable aún, se usan estos argumentos cargados de odio como insumo para la elaboración de las leyes, la autoridad transforma al Parlamento en un escenario que canaliza y atiende la  violación a los derechos humanos contra ciertos sectores.


Instó a la Comisión a internalizar que el respeto al Estado laico es responsabilidad y deber de cada chileno y chilena, en especial de sus autoridades y, por tanto, cada señal que apunte a lo contrario violenta el principio de la laicidad. La responsabilidad de que las iglesias logren violentar en el Estado laico es, al final de cuentas, de las autoridades que permiten y posibilitan ello.


Finalmente, señaló que nuestros representantes debían recordar que el Estado debe velar por el bien común de quienes lo componen utilizando la racionalidad propia de un país laico, aconfesional y realmente democrático. Mientras se sigan considerando como válidas las opiniones de instituciones ajenas a la razón democrática, poco y nada se avanzará en los compromisos adquiridos por el Estado con sus ciudadanos y con los tratados internacionales de derechos humanos suscritos con fanfarrias.


Concluídas las exposiciones precedentes, la Comisión acordó, con el propósito de profundizar algunas de las materias planteadas por los expositores, formular un conjunto de preguntas a las personas y organizaciones que habían sido escuchadas precedentemente. A cada una de ellas se les solicitó su parecer sobre las siguientes preguntas que se transcriben a continuación:


“1.- Estima que el Acuerdo de Vida en Pareja debe ser un contrato que pueden celebrar tanto personas naturales de igual o distinto sexo (modelo francés) o debe quedar reservado a individuos del mismo sexo (modelo alemán).


2.- ¿Debe este contrato dar origen a un estado civil?


3.- ¿Debe este contrato regular sólo efectos patrimoniales derivados del mismo?


4.- ¿Deben estos contratos conferir derechos e imponer deberes propios del derecho de familia a quienes los celebran?


5.- ¿Agregaría más circunstancias inhabilitantes para celebrar este contrato? ¿Haría usted alguna precisión en esta materia?


6.- ¿Ante quién debe celebrarse este contrato: el respectivo oficial del Registro Civil o sólo ante un notario y mediante escritura pública (contrato que podría quedar anotado en el Registro Civil)? ¿En este último caso, debe establecerse un plazo para la inscripción de dicho instrumento en el correspondiente registro especial que crea el proyecto del Ejecutivo?


7.- ¿Qué tribunal debe ser competente para conocer las cuestiones relativas a estos contratos? ¿Los jueces de letras en lo civil o los tribunales de familia?


8.- ¿Quién debiera estar habilitado para pedir la nulidad de este contrato y por qué causales?


9.- ¿Corresponde que los matrimonios o acuerdos de vida en pareja celebrados en el extranjero entre personas del mismo sexo se inscriban en el Registro Especial que establece este proyecto?


10.- ¿Es conveniente que este contrato termine por la mera voluntad unilateral de una de las partes contratantes? ¿Es suficiente para darlo por terminado que una parte declare su voluntad  de darle fin por escritura pública y que lo anterior lo comunique mediante una carta certificada notarial dirigida a la otra parte?


11.- ¿Cuál es el régimen de bienes al que deberían quedar sujetas las partes contratantes? ¿Se debe constituir una comunidad de bienes que  sólo abarque los bienes muebles adquiridos a título oneroso no sujetos a registro (artículo 8° del proyecto del Ejecutivo) o ambas partes  debieran conservar la propiedad, goce y administración de los bienes adquiridos a cualquier título del contrato y de los que adquiera durante la vigencia de éste, a menos que se sometan a las reglas que establece el proyecto (artículo 8° del proyecto del Senador señor Allamand)? 


12.- ¿Se debe exigir el transcurso de un plazo determinado para que las partes contratantes sean considerados herederos entre si?


13.- ¿En qué condición debiera suceder la parte sobreviviente cuando fallece uno de los contratantes? 


14.- En caso de muerte de una de las partes contratantes ¿debe tener  parte sobreviviente la calidad de legitimario?


15.-  Considera usted que determinadas normas del Acuerdo de Vida en Pareja pudiesen tener el carácter de supletorias para quienes tengan una convivencia de hecho acreditable.


16.- ¿Tiene alguna otra observación o comentario concreto al proyecto que formular?

-.-.-.-


En respuesta a cada una de estas consultas, la Comisión recibió la opinión de las instituciones y personas que se detallan a continuación.


En primer lugar, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor 
Hernán Larraín, ofreció la palabra a la abogada de la Fundación Iguales, señora Marcela Ruiz, quien analizó cada uno de los temas del cuestionario entregado por la Comisión. 

Expresó que el acuerdo de vida en pareja debe ser un contrato que pueden celebrar tanto personas naturales de igual o distinto sexo (modelo francés) o debe quedar reservado a individuos del mismo sexo (modelo alemán).


Sostuvo que la sola idea de que el acuerdo de vida en pareja (en adelante “AVP”) quede reservado exclusivamente a los convivientes homosexuales corresponde a un retroceso en el debate, ya que se atenta contra el paradigma de igualdad al que ha llegado la sociedad y que ha sido reforzado recientemente por el Congreso Nacional a través de la aprobación de la denominada “Ley Antidiscriminación”, que proscribe todo trato discriminatorio en atención a la orientación sexual e identidad de género, entre otras categorías sospechosas.


Manifestó que cualquier consideración que se estime para dar sustento a la idea de adoptar el modelo alemán o danés, si se sigue la estricta cronología de la aprobación comparada de estatutos regulatorios de parejas homosexuales, corresponderá a una visión discriminatoria en contra de los convivientes heterosexuales, ya que desde una perspectiva material no hay diferencias entre las relaciones de convivencia de parejas del mismo o distinto sexo.


Expuso que una de las mayores virtudes de los proyectos sobre AVP es su carácter doblemente igualitario, puesto que el acceso a su celebración no depende de la orientación sexual de los miembros de la pareja ni tampoco se distribuyen roles de acuerdo al género; consideraciones que sí están presentes en la definición del matrimonio civil, que de acuerdo al artículo 102 del Código Civil se trata de un “contrato solemne entre un hombre y una mujer”, y en la regulación de sus efectos, por ejemplo, en lo referido a la administración de los bienes de la sociedad conyugal y a los bienes de la mujer que es entregada, por el solo ministerio de la ley, al marido.


Indicó que son atingentes las palabras del jurisconsulto Michel Grimaldi, en torno al carácter doblemente igualitario del Pacto Civil de Solidaridad francés: “Curiosamente, el PACS responde, al mismo tiempo, a la demanda de heterosexuales que podrían casarse, pero que no lo quieren, y a la demanda de homosexuales que quisieran casarse, pero que no pueden hacerlo”.


Declaró que respondería las preguntas que se detallan a continuación de manera conjunta, por estar estrechamente unidas:


¿Debe este contrato dar origen a un estado civil?


¿Debe este contrato regular sólo efectos patrimoniales derivados del mismo?


¿Deben estos contratos conferir derechos e imponer deberes propios del derecho de familia a quienes los celebran?


Adujo que en el último tiempo el Derecho de Familia ha experimentado notables cambios. Muchos de los principios que lo conforman han sido afectados en su constitución original y, en definitiva, se ha ido configurando un nuevo ordenamiento más amplio e inclusivo, en donde la protección de la familia nuclear ha dado paso a la pluralidad de formas en que esta puede estatuirse.


Hizo notar que esta situación está dada por la variación de las relaciones paterno-filiales, que han prescindido de las nociones de la familia legítimamente constituida, y se han ampliado y homologado los vínculos filiales en virtud del principio de igualdad; en tanto, se reconoce el ejercicio legítimo de la sexualidad fuera del matrimonio, lo que implica, a su vez, la regulación de nuevas realidades familiares.


Indicó que en refuerzo de la ampliación de los modelos de familia ya descrita, debe considerarse el artículo 1º, inciso 1º de la Ley Nº 19.947 cuyo tenor plantea que “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. El matrimonio es la base principal de la familia”. Como resulta evidente, el legislador ha tomado en cuenta la basta realidad social, que ha superado la visión totalizante de la familia nuclear tradicional como única realidad de asociación afectiva digna de protección legal. Por otro lado, la nueva ley de matrimonio civil ya no establece a la impotencia como un impedimento dirimente para contraer matrimonio como lo mandaba la antigua ley de 1884, rompiendo con la implicancia intrínseca entre el estatuto marital y uno de sus fines más defendidos, cual es, la procreación; esto implica que la misma realidad familiar se ha ampliado en la dirección de aceptar la plena validez jurídica de uniones conyugales que no podrán cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 102 de nuestro Código Civil . 


Agregó que por su parte, la Constitución establece un mandato amplio de protección a la familia, en sus artículos 1º, incisos 2º y 5º, que disponen lo siguiente:


“La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.”


En relación a estas normas constitucionales, los considerandos décimo quinto y décimo sexto 15 y 16 del voto particular concurrente a la sentencia de 3 de noviembre de 2011 del Tribunal Constitucional, de los Ministros señores Francisco Fernández Fredes, Carlos Carmona Santander, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Gonzalo García Pino, establece:

“Nº 15. (…) Ninguno de los dos preceptos se refiere a un solo tipo de familia de contornos bien determinados. No se establece una suerte de discriminación entre la familia fundada en un matrimonio legalmente celebrado y las diversas formas de familias de hecho. La Constitución protege todos los tipos de familia;

Nº 16. Que lo mismo se concluye al analizar el artículo 19 N°4° de la Constitución, que consagra el derecho al respeto a la vida privada y a la honra de la persona y de su familia. La protección de este derecho no está supeditada a la celebración legal de un matrimonio. Un criterio de tal naturaleza vulneraría la esencia del derecho al establecer un requisito que privaría de un derecho fundamental a una parte de la población. La honra familiar que se protege es amplia y sin fronteras.”


Apuntó que a estos elementos de derecho interno, deben sumarse una serie de compromisos internacionales que obligan al Estado de Chile a proteger diversos órdenes familiares, sin que ello esté limitado por el concepto unívoco de la familia nuclear o legítimamente constituida a través del matrimonio. En este sentido, el artículo 23.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 17.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, afirman -de modo virtualmente indistinto- que “La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado”.


Lo anterior, sostuvo, debe ser leído a la luz de lo que dispone el número 24 de los los Principios de Yogyakarta sobre aplicación del Derecho Internacional de Derechos Humanos a las Cuestiones de Orientación Sexual e Identidad de Género, documento presentado al Consejo de Derechos Humanos de la ONU y ratificado por la Comisión Internacional de Juristas.


“Toda persona tiene el derecho a formar una familia, con independencia de su orientación sexual o identidad de género. Existen diversas configuraciones de familias. Ninguna familia puede ser sometida a discriminación basada en la orientación sexual o identidad de género de cualquiera de sus integrantes.”


Advirtió que esta ampliación de las realidades familiares protegidas por el derecho, también ha influido en ciertos efectos que se derivan de las relaciones de familia, entre ellas y una de las más relevantes, el estado civil que es definido en el artículo 304 del Código Civil como “la calidad de un individuo, en cuanto le habilita para ejercer ciertos derechos o contraer ciertas obligaciones civiles”. Sin embargo, este es un concepto que no comprende las características clásicas de este atributo de la personalidad, por lo mismo la doctrina ha debido complementar esta definición.


Señaló que el profesor Jacinto Chacón caracterizó al estado civil como “la posición legal que el hombre ocupa en la familia y en la sociedad, que le imprimen un derecho o calidad y le confieren ciertos derechos y obligaciones”.


Agregó que por su parte, el profesor Manuel Somarriva entrega su propia definición del estatuto en análisis, posición que ha sido ampliamente recogida por el resto de la doctrina nacional y la jurisprudencia. Afirma Somarriva que el estado civil es “el lugar permanente de una persona dentro de la sociedad, que depende principalmente de las relaciones de familia y que la habilita para ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones”.


En consecuencia, sostuvo que era necesario que se reconozca de manera expresa al acuerdo de vida en pareja como un instituto de Derecho de Familia, por cuanto su constitución y contenidos están destinados a regular los efectos patrimoniales que se deriven de la vida afectiva en común de las personas que lo celebren. Como ya ha sido expresado, los mismos axiomas que informaban al Derecho de Familia han ido variando en su contenido original, dando lugar a un ordenamiento legal más amplio e igualitario, y que protege nuevas realidades familiares que no reconocen como presupuesto al matrimonio. De otro lado, no existen argumentos constitucionales que puedan invocarse para no proteger a nuevos modelos familiares que se configuren al margen del estatuto marital, por el contrario, sí existen preceptos en la Carta Fundamental que obligan a todos los órganos del Estado a proteger la familia en términos amplios y sustantivos. En este mismo sentido, también existen compromisos internacionales que consagran el derecho a que cada quien pueda formar su propia familia y que el Estado debe adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean necesarias a fin de asegurar el ejercicio de esta facultad.


Destacó que en caso de que se desestime este reconocimiento expreso del AVP como una institución del Derecho de Familia, el legislador otorgará un argumento de carácter simbólico para que la sociedad, a través de sus costumbres y usos cotidianos, comience a distinguir entre verdaderas familias de primera (aquellas que se conforman a través de la celebración del matrimonio) y segunda clase (las que opten por la celebración del contrato de AVP).


Sostuvo que este reconocimiento trae como consecuencia ineludible que la celebración del AVP constituya un estado civil nuevo, al que hemos denominado “conviviente legal”, con todas las consecuencias que ello implica para el estatuto personal de los celebrantes, entre ellas, la generación de parentesco por afinidad entre los contratantes y los consanguíneos de su pareja. La justificación de esta observación está en la coherencia de la que debe gozar el Derecho de Familia, por cuanto el estado civil se deriva principalmente de las relaciones familiares, tal como se ha explicado latamente. Además, de este modo se evita que puedan burlarse ciertas prohibiciones administrativas que impiden celebrar contratos públicos cuando hay conflictos de interés fundados en el parentesco o que un determinado crimen sea calificado de acuerdo a un tipo penal que conlleve una pena menos grave que aquel que se ha establecido por la relación de parentesco entre los sujetos en un caso determinado.


Manifestó que respecto a la pregunta concreta acerca de que el AVP debe o no conferir derechos y obligaciones propios del derecho de familia a quienes lo celebran, debe tenerse en consideración dos ideas principales:


a.
Es fundamental que el legislador otorgue a este nuevo estatuto regulatorio de la pareja su propia naturaleza, haciéndolo distinguible del matrimonio, pero, a la vez, debe cuidar que los efectos de este contrato sean suficientes para dar verdadera protección a los que opten por su celebración. En otros términos, a la hora de definir los efectos de este contrato entran en tensión dos aspectos del mismo: cómo se le otorga su propia individualidad y cómo se otorga suficiente protección a las parejas que celebren un contrato de AVP.


b.
Desde luego, y en atención a los mandatos constitucionales citados más arriba, entre los dos puntos en tensión debe primar el segundo, es decir, ante todo se debe preferir otorgar suficiente protección a los convivientes unidos que han optado por la celebración del AVP.


Expuso que en atención a la primacía del último punto, sería conveniente establecer, por ejemplo, derecho de alimentos recíprocos entre los convivientes que celebren un contrato de AVP, así como estatuirlos como legitimados activos, y a la vez pasivos, para poder deducir demandas de cuidado personal y de visita directa y regular respecto a los hijos comunes.


Expresó que respecto a la pregunta de si agregaría más circunstancias inhabilitantes para celebrar este contrato, argumentó que la terminación de este contrato es menos regulada que la del matrimonio, pues no requiere de expresión ni calificación de causa, o no da lugar a una forma de terminación equivalente al divorcio por culpa, no es necesario introducir inhabilidades como las establecidas en los numerales 3º segunda parte y 4º del artículo 5º de la Ley Nº 19.947.


Precisó que respecto a dos inhabilidades que están contempladas indistintamente en los dos proyectos cuya refundición se estudia:


a.
Solo se permite la suscripción de este contrato a los mayores de dieciocho años. Esta inhabilidad es más exigente que el impedimento dirimente absoluto del artículo 5º, número 2º de la Ley Nº. 19.947, que en relación al artículo 107 del Código Civil, permite que personas mayores de dieciséis años, pero menores de dieciocho años, contraigan matrimonio siempre que cuenten con el ascenso de sus padres o a falta de ellos de los ascendientes de grado más próximo. El matrimonio constituye el estatuto de regulación conyugal más completo, pues impone una serie de deberes entre los cónyuges, como la fidelidad, socorro, ayuda mutua, entre otros, deberes que no están contemplados en el AVP. Es incongruente que las inhabilidades para un estatuto de pareja menos formal y exigente sean más altas que aquellas establecidas para el matrimonio. En consecuencia, también debería permitirse la suscripción del contrato de AVP a las personas mayores de dieciséis años y menores de dieciocho años que cuenten con la autorización pertinente de acuerdo a las normas citadas.


b.
Ambos proyectos establecen prohibiciones en virtud del parentesco por consanguinidad. Esta prohibición también debería ser consecuente con el impedimento dirimente relativo del artículo 6º de la Ley Nº 19.947, guardando armonía con la necesidad de que el AVP genere estado civil entre los contratantes y parentesco legal entre los consanguíneos de uno de ellos y el otro miembro de la pareja legal.


Agregó que en cuanto a la consulta respecto a la celebración del contrato y el plazo de inscripción en el correspondiente registro especial que crea el proyecto del Ejecutivo, advirtió que la principal forma de celebración del contrato debiese ser ante un oficial del Registro Civil. De este modo, se asegura que cualquier pareja, sin importar su ubicación geográfica, pueda acceder más fácilmente a la posibilidad de celebrar un contrato de AVP, respecto a la idea de permitir la suscripción de este instrumento exclusivamente ante notario público.


Apuntó que cuando se celebre el contrato ante un oficial de Registro Civil, deberá ser él mismo quien, de oficio, inscriba el acta en el registro respectivo que se creará para tales efectos. Resulta inconveniente e innecesario, en este caso, que la inscripción pueda ser realizada en una oportunidad ulterior a la celebración del contrato mismo. 


Advirtió que en virtud del principio de unificación y economía de los actos administrativos, debe ser obligatorio para el oficial inscribir el acta otorgada en el mismo acto de celebración, sin que esto deba ser solicitado por los contratantes. 


Indicó que el plazo previsto para la inscripción es necesario cuando se elige celebrar el contrato de AVP por otorgamiento de escritura pública ante notario. Sería beneficioso que fuera obligatorio para el notario remitir al Registro Civil una copia autorizada del acuerdo, con el objeto de que sea inscrita pertinentemente. Este envío podría realizarse a través de soportes magnéticos o a través de comunicaciones por redes electrónicas que aseguren la fidelidad y seguridad de los antecedentes acompañados. Sin perjuicio de lo anterior, cualquiera de los convivientes legales podría concurrir directamente al Registro Civil y obtener la inscripción.


Señaló que el establecimiento del requisito de la inscripción del acuerdo en un registro especial, es necesario para dar publicidad a la suscripción del contrato, cuestión relevante para los terceros que puedan contratar con los convivientes, y para evitar que una persona que ha celebrado un acuerdo vigente pueda otorgar uno nuevo.


Agregó que respecto a la pregunta sobre el tribunal que debe ser competente para conocer las cuestiones relativas a estos contratos, como ya ha sido planteado de manera lata, el proyecto de ley que crea el Acuerdo de Vida en Pareja, encuentra su justificación en el “deber del Estado de dar protección a la familia y propender al fortalecimiento de ésta”. Dicha protección, señala el mensaje del proyecto, abarca a las distintas formas de expresión en la familia:

Indicó que todas las familias son merecedoras de “respeto y consideración por el Estado” pues todas en mayor o menor medida, significan un beneficio para quienes las integran y la sociedad en su conjunto, en la medida que permiten compartir amor, afectos y vivir en la intimidad, confieren un apoyo emocional fundamental para desarrollarse en la vida, y en el plano material, permiten apoyarse económicamente y amortiguar las oscilaciones cíclicas en los ingresos de cada uno de sus miembros”.


No obstante el carácter de regulación familiar que el mensaje manifiesta, al justificar y describir el proyecto de ley, este se desvirtúa con el artículo 15 del proyecto, que dispone: “será competente para conocer de los asuntos a que dé lugar el Acuerdo de Vida en pareja el juez de letras del domicilio de cualquiera de las partes” .


Advirtió que en la ley chilena, la justicia de familia es una realidad reciente, aunque la idea se planteaba ya a fines de los años sesenta. La creación de una judicatura y un proceso especializado para materias de familia, hoy vigente desde octubre de 2005, se justifica por la posición que tiene la familia dentro de la legislación: el “núcleo fundamental de la sociedad”, conforme a la Constitución Política de la República y la Ley de Matrimonio Civil de 2004, y responde, además, a las características singulares de los litigios de familia.


Señaló que las características que distinguen a los procesos de familia son variadas, y marcan grandes diferencias con el proceso civil en general. Las relaciones familiares son mucho más extensas en el tiempo y no se agotan en el conflicto judicial, como puede ocurrir en materias extra familiares, en que una vez que el proceso judicial termina las partes pueden no volver a relacionarse. La presencia de relaciones de tipo emocional, la cercanía con la familia de origen de la pareja y los hijos comunes o de uno solo de los miembros de la pareja en que se produce el quiebre, generan que la familia formada a partir de la pareja que celebre un AVP pueda perdurar a pesar del quiebre y que los alcances de una sentencia judicial -a menudo limitados en materia civil solo a las partes- se amplíen a otras personas cercanas de la pareja.


Expresó que las relaciones familiares no son siempre igualitarias: existen miembros de la familia que pueden encontrarse en una situación de menoscabo respecto de otros, lo cual también debe generar ciertos deberes de protección de los más débiles, principios que una judicatura de tipo familiar se encuentra en mejores condiciones de aplicar que una cuyos principios generales descansan sobre la base de la igualdad de las partes en conflicto y la autonomía privada, casi sin contradicción. De hecho, hoy en día, los principales estatutos de protección han sido apartados de la justicia civil y entregados a la competencia de tribunales especiales. Ello ocurre tanto en materia de familia, como también en el área laboral y de protección a los consumidores.


Mencionó que dichas singularidades no pueden perderse de vista al generar las normas a que se someterán los conflictos derivados de una relación jurídica cuyo elemento principal es el deseo de sus contratantes de regular jurídicamente su vida afectiva en común, al tenor de lo establecido en el artículo 1º del proyecto de ley.


Advirtió que la decisión del Ejecutivo, autor del proyecto de ley en comento, de dejar la competencia de los conflictos de relevancia jurídica suscitados a propósito del AVP en manos de los jueces de letras en lo civil, constituye un error, que puede generar desprotección, tanto a los miembros de la pareja como a los hijos comunes, de simple conjunción, u otras personas que estén bajo su cuidado. Por ello, resulta vital modificar el proyecto y radicar la competencia en los juzgados de familia, que son los más idóneos en relación a la naturaleza misma de la institución que se proyecta crear.


Aseveró que la judicatura civil, con el paso de los años, se ha ido especificando, encontrándose hoy dedicada a asuntos exclusivamente de orden patrimonial, con la excepción de la tramitación de algunos asuntos voluntarios civiles menores, que por su falta de bilateralidad no implican grandes esfuerzos de parte del tribunal. Esa vocación por los asuntos extrafamiliares de los tribunales de letras se ve corroborada en el proyecto de nuevo Código Procesal Civil, cuya tramitación se inició en abril de 2011, y que contempla una serie de reformas necesarias para la modernización de la justicia civil, donde las relaciones afectivo-jurídicas no tienen cabida.


Respondiendo a la pregunta de quién debiera estar habilitado para pedir la nulidad de este contrato y por qué causales, indicó que el proyecto sobre AVP establece tres causales que permiten solicitar la nulidad del contrato: i. que se haya otorgado contraviniendo las inhabilidades del artículo 3º; ii. cuando a la escritura pública en virtud de la cual se ha otorgado el acuerdo falte algún requisito establecido por la ley; y iii. cuando se otorgue en contravención a lo establecido por el artículo 4º, que permite la celebración del acuerdo ante un oficial del Registro Civil. Además, el artículo 6º, letra f) del proyecto permite que se apliquen las normas generales de nulidad establecidas en el Libro IV del Código Civil.


Para evitar fraudes a la ley y dar seguridad a las relaciones contractuales entre los convivientes y terceros, es preferible no establecer causales de nulidad basadas en vicios formales, tales como las que hacen referencia a los artículos 3º y 4º del proyecto.


Las causales que sí deberían contemplarse son las siguientes:


a.
Nulidad por incapacidad e inhabilidades. Cuando el acuerdo haya sido celebrado por una persona menor de 16 años, la acción de nulidad solo debería ser intentada por ella o por sus ascendientes; en este caso específico, la acción debiese prescribir en un año, contado desde la fecha en que el contratante inhábil hubiere cumplido dieciséis años de edad. La nulidad basada en la contravención a la inhabilitad establecida en virtud del parentesco de los contratantes, podría ser intentada por ellos mismos y por cualquier persona que tenga interés en ello. Cuando se haya celebrado un acuerdo por quien esté privado de razón, corresponderá la titularidad de la acción a cualquiera de los convivientes legales.


b.
Nulidad por fuerza o error. Estos casos son relevantes pues al concurrir una causal de error o fuerza en uno de los contratantes, faltaría el consentimiento libre y espontáneo, requisito de validez para la celebración de cualquier acto jurídico. En estos casos, la acción de nulidad podrá ser intentada solo por el afectado, dentro del plazo de un año desde que cese el vicio.


Respecto a la pregunta de si corresponde que los matrimonios o acuerdos de vida en pareja celebrados en el extranjero entre personas del mismo sexo se inscriban en el Registro Especial que establece este proyecto, expresó que se debe  introducir una norma para que aquellas parejas que han registrado su convivencia en el extranjero, sean del mismo o de distinto sexo, puedan validar su unión afectiva en Chile, inscribiéndose en el Registro Especial que contempla este proyecto de ley. Como ya se ha señalado, el matrimonio tiene una naturaleza jurídica diferente, y otorga derechos distintos a los que concede el acuerdo de vida en pareja, por lo que no corresponde homologar ambas instituciones.


En relación a la consulta de si es conveniente que este contrato termine por la mera voluntad unilateral de una de las partes contratantes, argumentó que el acuerdo de vida en pareja, sin perjuicio de que pueda terminarse por la voluntad unilateral de una de las partes, debe contemplar ciertas normas de protección, tanto para el otro conviviente legal, como para resguardar a terceros. Una forma de hacerlo es regular que, además de la escritura pública o acta ante oficial de registro civil en que uno de los convivientes manifieste su voluntad de terminar con el acuerdo, y su debida notificación por carta certificada, se otorgue un plazo prudencial para que el otro conviviente legal manifieste su oposición al término, mas no en base a un argumento que permita mantener la unión afectiva, sino con miras a que éste tenga la oportunidad de proteger los intereses patrimoniales derivados del término del acuerdo de vida en pareja.


Respecto al régimen de bienes al que deberían quedar sujetas las partes contratantes y si se debe constituir una comunidad de bienes que sólo abarque los bienes muebles adquiridos a título oneroso no sujetos a registro (artículo 8° del proyecto del Ejecutivo) o ambas partes debieran conservar la propiedad, goce y administración de los bienes adquiridos a cualquier título del contrato y de los que adquiera durante la vigencia de éste, a menos que se sometan a las reglas que establece el proyecto (artículo 8° del proyecto del Senador señor Allamand) sostuvo que debieran considerarse otras opciones. 


Argumentó que los convivientes que celebren acuerdo de vida en pareja debieran poder optar entre conservar sus patrimonios separados, o bien unirlos en una comunidad, formada al momento de celebrarse el acuerdo. Sin perjuicio de ello, nos parece que la comunidad de bienes creada en el proyecto del Ejecutivo, resulta precaria y, por tanto, poco protectora para los contrayentes, considerando que solo incluye bienes muebles no sujetos a registro (artículo 8º del proyecto), dejando fuera de esta comunidad a los bienes inmuebles y muebles sujetos a registros, como automóviles, acciones y bonos. Por esto, proponemos ampliar esta comunidad a: 1º. Los ingresos y remuneraciones que sean producto del trabajo de cualquiera de los contratantes y que se devenguen durante la vigencia del acuerdo; 2º. Los frutos, réditos, pensiones, intereses y lucros de cualquiera naturaleza, que provengan,  sean de los bienes comunes, sea de los bienes propios de cada uno de los contratantes, y que se devenguen durante la vigencia del acuerdo; y 3º. En general, todos los bienes que cualquiera de los contratantes adquiera a título oneroso durante la vigencia del acuerdo.


Añadió que al ampliar esta comunidad, también se torna necesario perfeccionar las normas referentes a su administración, es por ello que proponemos algunas normas en ese sentido, las que establecen, básicamente, que ambos convivientes legales puedan administrar de modo indistinto esta comunidad, pero debiendo hacerlo de consuno en determinados casos que puedan implicar un grave detrimento a los bienes que la conforman.


Agregó que no se debe exigir el transcurso de un plazo determinado para que las partes contratantes sean considerados herederos entre sí. El requisito de establecer un plazo previo para que los convivientes legales tengan acceso a derechos hereditarios mutuos no es adecuado. Si lo que se persigue es evitar la defraudación de derechos de terceros, bien podría establecerse de manera excepcional que, en caso que el acuerdo celebrado cuente con menos de un año de duración, se le otorga a los terceros con interés actual una acción de nulidad del acuerdo, con un plazo de prescripción de un año, como medio de defensa de sus eventuales derechos. 


Manifestó que el establecimiento de un plazo para efectos de otorgar derechos hereditarios al conviviente legal que sobrevive, implica agravar la situación de desamparo en que queda una persona a la muerte de su pareja, agregando perjuicios patrimoniales al daño emocional sufrido.


Expresó que las normas sucesorias establecen que el patrimonio de la persona fallecida se radica en sus herederos, que pasan a ocupar la misma situación jurídica que el causante tenía en vida. Conforme a lo señalado por el profesor Somarriva, a la muerte de una persona convergen una serie de intereses latentes: el interés propio del fallecido, quien puede disponer de sus bienes mediante testamento; el interés social, manifestado en el establecimiento del Fisco como heredero abintestato a falta de otros herederos y en el impuesto a la herencia; y el interés familiar, “dado que en la adquisición del conjunto de derechos y obligaciones dejados por una persona al morir ha tenido una parte importante la familia del causante y el ambiente en que éste ha vivido” .


En razón del carácter familiar del acuerdo de vida en pareja, corresponde que el conviviente legal sobreviviente sea uno de los continuadores jurídicos de su difunta pareja, sin perjuicio de concurrir a ella con otros herederos de similar importancia, como los descendientes y ascendientes. Nuestra pretensión es que el conviviente legal pueda suceder al fallecido de la misma forma en que concurre un cónyuge, ya que si bien el matrimonio y el acuerdo de vida en pareja son instituciones distintas, las une la intención que han tenido sus contrayentes de unir sus vidas para formar una familia, y la comunidad de vida que ambos, cónyuges y convivientes, conforman, justifica que sean ellos los llamados a tomar el lugar jurídico del causante.


Indicó que en caso de muerte de una de las partes contratantes el conviviente legal sobreviviente debiese tener la calidad de legitimario, para poder proteger sus derechos hereditarios de una forma más eficaz.


Consideró que determinadas normas del Acuerdo de Vida en Pareja puedan tener el carácter de supletorias para quienes tengan una convivencia de hecho acreditable. Ello permitiría que las parejas que conviven informalmente tuvieran un piso mínimo de derechos, siempre y cuando se reconozca también dentro de ellas a las parejas del mismo sexo. De lo contrario, se estaría estableciendo una diferencia de trato, que resulta a todas luces arbitraria. Hoy en día, si bien la jurisprudencia ha concedido, por la vía de fallar conforme a la equidad, ciertos derechos a los convivientes –llegando incluso a configurar una especie de compensación económica en favor de uno de ellos-, solo se ha reconocido la convivencia de parejas de distinto sexo, requiriendo, además, una onerosa carga probatoria por parte del actor. 


Concluyó señalando que es imperativo establecer la posibilidad de solicitar una compensación económica por parte del conviviente legal que hubiese sufrido un desequilibrio grave en sus condiciones de vida, por haberse dedicado al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar común, o por haber realizado otro sacrificio personal equivalente con miras al bienestar de la pareja, y no haber podido desarrollar una actividad remunerada durante la convivencia, o haberlo hecho en menor medida de lo que podía y quería.


El AVP debiese ser consagrado expresamente como un instituto de Derecho de Familia, puesto que pesa sobre el Estado la obligación de proteger diversos modelos familiares, y considerando que existe una norma amplia de remisión que implica que todas las prohibiciones e inhabilidades que afectan a cónyuges y convivientes se hacen extensivas a los convivientes legales que celebran acuerdo de vida en pareja, es necesario establecer ciertas normas amplias de remisión que extiendan a éstos los diversos beneficios que se han establecido para los cónyuges.


Luego, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Hernán Larraín,  concedió el uso de la palabra al señor Juan Antonio Montes, quien en representación de la organización Acción Familia, fundó su exposición en el texto que transcribimos a continuación:

“1.- ¿Debe este contrato (AVP) dar origen a un estado civil o debe sólo regular los efectos patrimoniales?

Para  responder a esta pregunta, y en general a las otras levantadas por la Comisión, me sirvo de una expresión del Prof. Antonio Bascuñán, en su presentación del 2011, esta iniciativa del Ejecutivo es un proyecto de “diseño”. Es decir un “dibujo” que el Ejecutivo hace de una nueva institución de la familia.


Ahora precisamente cuando los poderes públicos, pretenden hacer nuevos dibujos de una realidad tan central y básica de la sociedad como es la Familia, salen, con perdón de la expresión, verdaderos mamarrachos.


Lo que el Ejecutivo pretende hacer, es dar la apariencia de familia a algo que no es familia; pero como sabe que no es familia, no le concede todos los derechos inherentes a ésta, ni siquiera su protección se la enmarca en el Derecho de Familia, sino en el de contratos. Pero, como al mismo tiempo considera que “todas las formas de familia tiene derecho a igual respeto y reconocimiento”, toma del Derecho de Familia los aspectos que a su entender le parecen convenientes.


El resultado es precisamente lo que todos ven: una institución híbrida que tiene cara de familia y cuerpo de concubinato.


Y es en torno a este punto, al cual con razón el ex senador Allamand, en la primera sesión de este debate, se refirió como “el corazón” del Proyecto de su autoría y del Proyecto del Ejecutivo, que queremos centrar nuestra exposición.


Por tal “corazón” expresó el Sr. Allamand, se debe entender el propósito de dar a las uniones de hecho un reconocimiento legal que las establezca en igualdad de condiciones con las uniones matrimoniales. En la misma sesión, la Sra. Ministra Cecilia Pérez concordó con el Sr. Allamand en que no se trata de un mero reconocimiento sino de la creación de una nueva institución.


Resulta por lo tanto secundario referirse a aspectos colaterales de estos Proyectos, como por ejemplo si el rompimiento de esas uniones debe ser con carta simple o por escritura pública. No corresponde al Congreso legislar los afectos de los particulares ni menos las manifestaciones de tales afectos. 


Lo que sí corresponde es estudiar si existen reparos constitucionales a su objetivo central llamado aquí “el corazón” del Proyecto.


En efecto, lo que a nuestro entender no se ha analizado debidamente en esta Comisión, y eso se desprende del referido cuestionario, es si este concepto nuevo de Familia, es un concepto que encuentra sustento en la Constitución. Y como precisamente lo que debe estudiar esta Comisión es la concordancia de los Proyectos con la letra y el espíritu de la Constitución de la República, nos parece que correspondería al menos una palabra al respecto.


El concepto de Familia en la Constitución de la República.


En realidad, no puede ser desconocido para ninguno de los Honorables miembros de esta Comisión que el concepto de Familia al cual se refiere la Constitución es precisamente el que toma su inspiración en la doctrina moral cristiana y en el Derecho Natural. Tal inspiración está perfectamente señalada en las Actas de la Comisión Constituyente que son conocidas por todos los señores miembros de esta Comisión. 


Como bien lo constata el Prof. José Luis Cea “el Poder Constituyente ha recogido la concepción que, en la civilización occidental, fue infundida por el cristianismo en el tema (…) Se define la familia, en el sentido natural y obvio, como el grupo de personas emparentadas entre sí que viven juntas. Más específicamente, es tal la unión que, un hombre y una mujer ligados en matrimonio, forman con sus hijos. Esta institución es anterior a todo reconocimiento por la autoridad pública y, como tal, se impone a ella, siendo su deber reconocerla y protegerla”. 


En la especie, el Prof. Alejandro Silva Bascuñán sostiene que “indiscutiblemente la fuente primordial de su fundación (de la familia), de su objetivo y de sus cualidades más características en beneficio de la perfección de sus integrantes, es el matrimonio … Todo en la preceptiva constitucional conduce a concluir que el más sólido fundamento de la formación y la vida de la familia descansa en el matrimonio”, por lo que “a la sociedad nacional, y con mayor razón a los órganos del poder estatal, corresponde discurrir los medios conducentes a fortalecer la institución”.


Lo que, subraya el reconocido constitucionalista, no implica desatender la realidad de que en Chile hay muchos hogares desgraciadamente formados al margen de la institución matrimonial, para los cuales el Estado debe buscar soluciones de justicia y la jurisprudencia de larga fecha ya viene resolviendo.  


En esta perspectiva, particularmente es importante rever la sesión n° 191, donde se señalan los deberes del Estado en relación a la Familia.


Al respecto, los profesores de Derecho Constitucional, Julio Alvear e Ignacio Covarrubias, presentaron al Tribunal Constitucional un “téngase presente” con referencia al pedido de inconstitucionalidad del matrimonio civil presentado por representantes del lobby homosexual.


En el escrito los referidos profesores señalan con claridad que: “La Constitución Política en su artículo 1° reconoce a la familia como "núcleo fundamental de la sociedad". Lejos de constituir ello una mera constatación histórica y sociológica de su influencia, la disposición eleva dichas institución a la categoría de bien máximo constitucional. Con lo que se establece el mandato expreso de protegerla y fortalecerla, esto es, de reforzar su estabilidad y consolidación.


El término "familia" no es un "flatus vocis", un soplo de aire que nada significa. Al consagrarla, el constituyente no ha tenido en mente cualquier tipo de agrupación humana sino sobre todo y esencialmente el núcleo de personas vinculadas por la sangre, el afecto, y la comunidad de vida, que se desarrolla a partir de una unión estable y complementaria entre un hombre y una mujer”.


Intentar suplantar este concepto de Familia, o lo que es en cierto sentido peor, igualar a esta noción de Familia a otras realidades que se viven en la sociedad, sería semejante a pretender que una esposa legítima se contente en convivir con la amante de su esposo. Su propia dignidad le impide esta convivencia espuria.


Este Proyecto pretende hacer convivir pacíficamente dos realidades antagónicas en sus fundamentos y en sus consecuencias. Los hechos están demostrando lo que se produce cuando se imponen estas convivencias: El matrimonio decae, las uniones heterosexuales se transforman en uniones de hecho, en PACs, como en Francia; y, como ya fue señalado en exposición anterior, los homosexuales tampoco hacen uso del instrumento creado para ellos.  


Ahora, la pregunta que a la luz de estas reflexiones surge como impostergable, es si puede el Poder Ejecutivo, por el sólo hecho de encontrarse con el dominio del primero de los poderes del Estado, o por su parte, si puede el Poder Legislativo, en base al respaldo de una mayoría, crear una nueva forma de Familia que se aparte del concepto expresado en la  Constitución de la República, el cual, a su vez, se inspira en la moral cristiana y en el Derecho Natural.


En otras palabras, qué ocurre cuando el Poder Público se sirve de los recursos que posee para distanciarse de la naturaleza de las cosas y de las instituciones y crear a su antojo otras realidades y “diseños” sociales.


Dos formas históricas recientes de transformar la Familia: comunismo y nazismo


A este respecto, la Historia del siglo XX nos proporciona dos ejemplos que a nuestro entender no deberíamos olvidar. Dos enormes poderes se constituyeron e intentaron re-dibujar la sociedad que dominaban. Uno alcanzó el poder por la fuerza de las armas, era el comunismo en Rusia. Otra subió por la fuerza avasalladora de los votos, fue el nazismo en Alemania. Ambos poderes quisieron transformar la naturaleza de los hombres.


El comunismo, de acuerdo a los postulados materialistas de su doctrina, transformó el matrimonio en una unión de hecho, la familia en un concepto vacío de contenido real y el aborto como un derecho sin excepción. Esparció por el mundo entero su “diseño” y hoy Rusia, después de casi un siglo de su experimento, arrastra un decrecimiento poblacional que significa la disminución anual de cerca de 600.000 personas, rumbo a una paulatina desaparición. 


El nazismo, por su parte, endiosó al Estado y transformó a la familia en un ente reproductor de refuerzos a su propio servicio. Alemania bajo el dominio nazi fue la primera nación en promulgar la ley de la eutanasia, pues las fuerzas cansadas o enfermas ya no le servían. Inició los experimentos con humanos para manipular los individuos al servicio de este nuevo Moloch y, por último, quiso también expandir su “diseño” por el mundo entero.


Nada queda del nazismo y no se sabe bien cuánto queda del comunismo. El fracaso es el destino de estos experimentos o de estos “diseños” que se apartan del orden natural y de la Leyes inmutables que Dios puso en la creación. Sin embargo, como vemos en este Proyecto, el hombre siempre intenta hacer nuevos “diseños” a su antojo.


El AVP, la adopción  y los Derechos del Niño.


Otro aspecto que es importante destacar es que ninguno de los Proyectos de unión civil aquí estudiados prohíben la adopción de menores por parte de las uniones homosexuales.


Tal omisión es particularmente grave una vez que los Proyectos en cuestión quieren ser concesivos con los supuestos derechos de esas uniones y, por lo tanto, su omisión se debe entender más como una concesión que como una prohibición.


A lo anterior se debe sumar el hecho de que el lobby homosexual ha dado a conocer una serie de observaciones a los Proyectos que les interesan, donde señalan, entre otros “reforzamientos” al AVP: “Que en caso de existir hijos criados y educados bajo el amparo de la unión, se garantice al sobreviviente, sea o no la madre o el padre biológico, continuar con la custodia, considerando para tales efectos siempre la opinión y el bienestar del menor”. 


Es importante por lo tanto que los Señores Senadores conozcan las últimas investigaciones relativas al “bienestar del menor” y al supuesto derecho de adopción por parte de las uniones homosexuales.


Una encuesta realizada recientemente por el profesor Mark Regnerus, profesor asociado a la Universidad de Texas, en Austin, ha demostrado que, llegados a la edad adulta, los niños educados por parejas del mismo sexo difieren en toda una gama de  factores sociales, afectivos y relacionales,  de los niños educados por sus padres biológicos unidos en el matrimonio.


Estas conclusiones han sido publicadas en el número de julio del 2012 por la prestigiosa revista científica Social Science Research. Ellos son particularmente significativos.


En el pasado, algunos expertos en familia habían concluido que no existía diferencia entre los niños educados por padres del mismo sexo y aquellos formados en otro tipo de familia. Pero estos estudios anteriores estaban fundados en pequeñas muestras seleccionadas y no sobre una gran muestra aleatoria. Por la primera vez, la encuesta del Prof. Regnerus se ha basado en una muestra comprendiendo un gran número de jóvenes adultos, cuyos padres estaban comprometidos en una relación homosexual.


El estudio concluye que “aunque los padres homosexuales no sean necesariamente malos padres, las formas familiares inestables, incluyendo padres no biológicos, producen efectos negativos (que se manifiestan) en los niños cuando ellos alcanzan la edad adulta.” Sobre una muestra de 3000 norteamericanos adultos de edad entre los 18 a 39 años, el Prof. Regnerus seleccionó 40 variables sociales, afectivas y relacionales.


El comparó los resultados de los 248 adultos de los cuales la madre o el padre habían mantenido una relación homosexual, con aquellos  2.752 otros jóvenes adultos de la encuesta provenientes de familias heterosexuales. La conclusión es aplastante con relación a los niños educados por uniones homosexuales: 1. estos niños son más a menudo víctimas de abusos sexuales cometidos por un pariente o un adulto ( 23 % contra 2 %); 2. sufren más cesantía (28 % contra 8%); 3. dependen más de la ayuda social ( 38 % contra 10 % ); 4. son más a menudo depresivos: (12 % han tenido recientemente ideas suicidas, contra 5 % ); el 19 % siguen una psicoterapia ( contra el 8 % ); 5. y consumen más marihuana (1,84 veces por año contra 1,32 veces por año, en el mismo período estudiado).


Los efectos sobre la identidad sexual son claros también. Mientras que el 90 % de los niños de parejas tradicionales se declaran “completamente heterosexuales” sólo el 61% de los niños de lesbianas y el 71% de los [hijos de] homosexuales se declaran “completamente heterosexuales”. La encuesta pone igualmente en evidencia que los “hijos” de lesbianas o de homosexuales tienen una frecuencia de relaciones con otro hombre 7 veces más alta que los hijos de parejas heterosexuales.


El carácter científico de las conclusiones del Prof. Regnerus ha sido confirmado no sólo por el comité editorial de la revista Social Science, sino también por el responsable del Comité científico de la Universidad de Texas, en Austin –el ombudsman – que rechazó las quejas de falsificación formuladas por un activista LGBT.


Otros estudios se han centrado sobre el problema de saber si las uniones homosexuales favorecen el aparecimiento de confusiones de la identidad sexual y una predisposición a la homosexualidad  por parte de los niños adoptados por esas parejas. Por ejemplo, Tasker y Golombok han analizado el caso de 56 jóvenes de edad media de 25 años (20 hombres y 26 mujeres), hijos bilógicos de madres lesbianas. El 8 % reconoció tener una identidad homosexual o bisexual y el 24% había tenido relaciones homosexuales.


Otro estudio realizado por Bailey y su equipo  ha revelado una identidad homosexual o bisexual en el 9%, siendo que la media de los Estados Unidos es de aproximadamente 1%. Ahora, un  estudio del Gobierno norteamericano, titulado  «Report of the Secretary's Task Force on Youth Suicide» (Informe de la misión ministerial sobre el suicido juvenil, publicado en 1989), revela que, entre los jóvenes, los homosexuales tienen 4 veces más posibilidades de hacer tentativas de suicidio que los otros.


A lo anterior se debe agregar que el mismo lobby homosexual en Chile ha insistido en rebajar la edad del consentimiento de las relaciones homosexuales a los 14 años de edad. Con lo cual se configura un cuadro donde el bienestar del menor encuentra todas las dificultades para desarrollarse normalmente en el caso de ser adoptados por tales uniones.

Pensamos que los datos científicos aportados lleven a los Sres. Senadores a impedir que en cualquier caso los niños chilenos puedan sufrir la privación de un padre y una madre.


Tal propósito además se encuentra estipulado en el Artículo 3 de la Convención sobre los derechos del Niño, firmado por el Estado de Chile.

Respuesta a algunas objeciones.


1.- “El Proyecto pretende la construcción de una sociedad ´inclusiva´”. Los autores de los Proyectos, tanto del AVP cuanto los anteriormente presentados, aluden a la necesidad de crear una sociedad “inclusiva” que no sólo acepte o tolere las uniones homosexuales, sino que las iguale a las heterosexuales.


Al respecto conviene señalar las permanentes y agresivas declaraciones contra la doctrina católica y contra sus representantes por parte del lobby homosexual por todos los medios de comunicación. ( ) Tal actitud demuestra que lejos de estar caminando hacia una sociedad inclusiva, este Proyecto sumado a la reciente promulgación de la ley de No Discriminación, constituirán las herramientas legales para una verdadera persecución religiosa en Chile.


Para nadie es un misterio que el Gobierno Inglés pretende imponer en virtud de similares leyes, a que la Iglesia Católica celebre las uniones homosexuales en templos religiosos. Igualmente en Francia el proyecto de “Mariage pour tous”, que se dicute en estos días en esa nación, niega el derecho de “objeción de conciencia” para los alcaldes que se rehúsen a celebrar el “matrimonio” de homosexuales.


En el mismo sentido, se manifestó la Conferencia Epsicopal Norteamericana en conjunto con representantes de las principales confesiones religiosas de esa importante Nación. Los Obispos declararon que: “creemos que el peligro más inminente es el siguiente: forzar o presionar a los individuos y las organizaciones religiosas-en todas sus operaciones, más allá de las ceremonias religiosas- para tratar las conductas sexual de personas del mismo sexo como el equivalente moral a las conductas heterosexuales. (…)  Estos conflictos traerán consecuencias. Ellas producirán en una amplia gama de contextos legales, ya que la alteración de la definición civil de "matrimonio" no cambia una ley, sino cientos, incluso miles, de un sólo golpe, todas las leyes donde los derechos dependan del estado civil, tales como la discriminación laboral, prestaciones laborales, la adopción, la educación, la salud, el cuidado de ancianos, la propiedad de vivienda, y los impuestos-va a cambiar para que personas del mismo sexo que tienen relaciones sexuales sean tratadas como si fueran un  matrimonio. Lo que a su vez, se aplicará a los grupos y a las personas religiosas en el desarrollo habitual de sus muchas ocupaciones privadas o públicas y ministerios, incluyendo escuelas, hospitales, hogares de ancianos y otras instalaciones de la vivienda, servicios que  proporcionan adopción y asesoramiento, y muchos otros”.


No es necesario ser adivino para prever que también en Chile estas leyes irán poniendo en un grave dilema a los católicos coherentes con sus convicciones religiosas. O las siguen y las proclaman, con los riesgos de ser sancionados como “discriminadores” y “homofóbicos”; o se callan y consienten con tales prácticas, lo que equivaldría a una apostasía religiosa. Ese panorama, que ya se vive en otros países, es lo más opuesto que se pueda imaginar a una sociedad “inclusiva”.


2.- “La ley no puede dejar de atender a dos millones de parejas hetero y homosexuales”. Ya tratamos del tema de las uniones de hecho heterosexuales; corresponde señalar aquí que, cuando se habla de dos millones de parejas, no se está hablando de un 50% de unas y otras. El Instituto nacional de Estadísticas aún no publica los resultados del último Censo que por primera vez preguntó por el número de esas convivencias de igual sexo.


Con relación al bajo número de homosexuales que aspiran a celebrar estos pactos de unión civil, es interesante señalar el caso de Alemania que ha sido invocado en la discusión de este Proyecto del AVP. De acuerdo a información del propio lobby homosexual de ese País, en 2012 se registraron 27.000 uniones civiles homosexuales, lo que arroja una proporción de poco más del 1% de la población homosexual si ella se considera como el 5% de la población total del País.


Pensamos que no se comprende el empeño del Gobierno en debilitar el matrimonio natural como lo entiende la Constitución con el pretexto de “solucionar” la situación de algunas miles de personas. Solución que además será muy precaria porque las estadísticas internacionales muestran también que más del 50% de esas uniones se divorcia o separa antes del año. 


3.- “La autonomía de la voluntad exige que se reconozcan los derechos de los homosexuales”. Uno de los argumentos más repetidos para la aprobación de estos Proyectos es que éstos consagrarían el derecho de la autonomía de las voluntades de las personas. Al respecto conviene señalar que la libertad y la autonomía de las personas están consagradas en la Constitución, ordenada al bien común del conjunto de la sociedad. Las autonomías que no contribuyen al bien común, como las relaciones afectivas homosexuales no están comprendidas dentro de esos derechos constitucionales. Por esta razón nuevas Constituciones, como la de la ciudad de Buenos Aires, ha plasmado el “derecho a ser diferente”, como el derecho de “autoconstruirse” independientemente del bien común de la sociedad. En este ítem se deben comprender los “derechos a la identidad de género”, los “derechos sexuales y reproductivos”,  los “derechos a la libre disposición del cuerpo o aborto”, etc.


La Constitución de la ciudad de Buenos Aires ha plasmado el “derecho a ser diferente junto a la prohibición de toda clase de discriminación. ( )  Brasil, Ecuador y Chechenia, entre otras naciones, han incorporado el derecho a la “propia imagen” y otros derechos llamados de Tercera Generación. Querer imponer similares “derechos” en un marco constitucional como el chileno es violentar el orden jurídico vigente. 


4.- “Chile no es un País confesional”


No ignoramos que el Estado chileno está separado de la Iglesia, pero tampoco podemos desconocer que esta Nación es en su mayoría católica y que sus raíces y sus leyes se inspiran en esta visión de la vida y de la Familia. Cortar estas raíces, introduciendo esta ley, es matar el árbol del cual vivimos. A respecto de este punto, quiero citar las consideraciones que el pasado 23 de septiembre, a este mismo propósito realizó el Papa Benedicto XVI en discurso ante el Parlamento Alemán.  


En el discurso, que convido a los Señores Senadores a leer en su totalidad, el Papa Benedicto XVI recordó a los miembros del Bundestag la figura del Rey Salomón, que, consultado por Dios para saber qué le pediría, respondió que sólo pedía el don de saber discernir el bien del mal.


Esta sesión fue abierta en nombre de Dios, no parece justo que, después de invocarlo para comenzar los estudios de este Proyecto, a la hora de legislar se lo deje fuera de la Sala, como si su nombre fuese una incomodidad y un estorbo.


Por todas estas razones solicitamos a los miembros de esta Comisión rechazar en general el Proyecto presentado por el Ejecutivo.”. 


A continuación, la Comisión escuchó al abogado del Movilh, señor Alan Spencer, quien basó su intervención en el siguiente texto, en que da respuesta a las preguntas formuladas por la Comisión: 


“1) Estima que el Acuerdo de Vida en Pareja debe ser un contrato que pueden celebrar tanto personas naturales de igual o distinto sexo (modelo francés) o debe quedar reservado a individuos del mismo sexo (modelo alemán).


Estimamos que el Acuerdo de Vida en Pareja debe ser un contrato abierto tanto a personas del mismo como distinto sexo. Lo anterior, atendido que en nuestra opinión matrimonio y AVP son figuras totalmente distintas que regulan situaciones de hecho diversas. No se trata aquí de crear un matrimonio de segunda categoría para parejas del mismo sexo, sino el solucionar un vacío legal que existe actualmente, y que porcentualmente afecta a muchas más parejas heterosexuales que homosexuales.


2)
¿Debe este contrato dar origen a un estado civil?

 En efecto. No se entiende por qué el proyecto actual niega este carácter, dado que existe una serie de consecuencias del AVP que solo se justifican desde la creación de un nuevo estado civil. La extensión de ciertas inhabilidades al otro conviviente es un claro ejemplo de lo anterior. Los contratantes adquieren un nuevo estado civil frente a la sociedad, que genera una serie de derechos, obligaciones e inhabilidades frente a terceros. Aunque la ley le niegue este carácter, de todos modos existirá un estado civil de facto, pero sujeto a una técnica jurídica insatisfactoria en caso que se le niegue dicha categoría.


3) ¿Debe este contrato regular sólo efectos patrimoniales derivados del mismo?

En absoluto. El AVP es más que un mero contrato patrimonial, toda vez que regula relaciones de afecto y familia. La ley debe reconocer expresamente que los integrantes del AVP forman una familia amparada y reconocida por el Estado.


4)
¿Deben estos contratos conferir derechos e imponer deberes propios del derecho de familia a quienes los celebran?. Absolutamente. 


5) ¿Agregaría más circunstancias inhabilitantes para celebrar este contrato? ¿Haría usted alguna precisión en esta materia?. Nos parece que las contempladas en el proyecto actual son suficientes.


6) ¿Ante quién debe celebrarse este contrato: el respectivo oficial del Registro Civil o sólo ante un notario y mediante escritura pública (contrato que podría quedar anotado en el Registro Civil)? ¿En este último caso, debe establecerse un plazo para la inscripción de dicho instrumento en el correspondiente registro especial que crea el proyecto del Ejecutivo?.

 Creemos firmemente que el AVP debe celebrarse solo ante el oficial del Registro Civil. No existe ninguna explicación práctica para recurrir a la figura de la escritura pública ante Notario, lo que reputamos a consideraciones de carácter exclusivamente ideológico. Es el Registro Civil el órgano idóneo para estos efectos en términos de competencia, atribuciones e infraestructura; además, con ello se conferirá mayor legitimidad social a la celebración de un AVP.


7) ¿Qué tribunal debe ser competente para conocer las cuestiones relativas a estos contratos? ¿Los jueces de letras en lo civil o los tribunales de familia?.

Indudablemente, debe ser la judicatura de familia la competente para resolver de los asuntos suscitados con motivo de un AVP- Tanto el principio de especialización, como el procedimiento e infraestructura de los tribunales de familia resultan idóneos para resolver los conflictos que puedan ocurrir en un AVP, los que por cierto escapan del ámbito meramente patrimonial propio de los tribunales civiles. Creemos que el radicar estos asuntos en los juzgados civiles obedece nuevamente a motivaciones ideológicas, que pretenden negar el AVP como núcleo familiar, generando con ello una consecuencia práctica nefasta.


8)
¿Quién debiera estar habilitado para pedir la nulidad de este contrato y por qué causales?

No vemos razones para innovar respecto al estatuto de nulidad propio del derecho común.


9)
¿Corresponde que los matrimonios o acuerdos de vida en pareja celebrados en el extranjero entre personas del mismo sexo se inscriban en el Registro Especial que establece este proyecto?

En efecto, y nuestra propuesta así lo contempla. Al igual como ocurre con el matrimonio, los pactos de similar naturaleza al AVP celebrados en el extranjero deberían tener validez en Chile, en la medida que se inscriban ante el Registro Civil. No vemos ninguna razón que sugiera lo contrario. No entendemos, sin embargo, por qué esta pregunta se plantea solo para aquellas uniones celebradas entre personas del mismo sexo. El tratamiento para el AVP debiera ser en todo sentido idéntico tanto en lo que concierne a parejas del mismo como distinto sexo.


10)
¿Es conveniente que este contrato termine por la mera voluntad unilateral de una de las partes contratantes? ¿Es suficiente para darlo por terminado que una parte declare su voluntad  de darle fin por escritura pública y que lo anterior lo comunique mediante una carta certificada notarial dirigida a la otra parte?. 

Estimamos que la voluntad unilateral de una de las partes sí debiera bastar como causal de término del AVP, pero en modo alguno compartimos la forma de notificación de dicho término a la otra parte. Una mera notificación por carta certificada carece de la seguridad jurídica necesaria para este tipo de asuntos, y además no se condice con la dignidad de una relación afectiva entre dos seres humanos. Al efecto, proponemos que este término se notifique personalmente por Notario o bien por procedimiento judicial no contencioso, técnica que nuestra legislación ya contempla para otros casos.


11) ¿Cuál es el régimen de bienes al que deberían quedar sujetas las partes contratantes? ¿Se debe constituir una comunidad de bienes que  sólo abarque los bienes muebles adquiridos a título oneroso no sujetos a registro (artículo 8° del proyecto del Ejecutivo) o ambas partes  debieran conservar la propiedad, goce y administración de los bienes adquiridos a cualquier título del contrato y de los que adquiera durante la vigencia de éste, a menos que se sometan a las reglas que establece el proyecto (artículo 8° del proyecto del Senador señor Allamand)?.


Somos de la opinión que, atendido que en la gran mayoría de los casos este régimen será celebrado por personas que pueden pero no desean contraer matrimonio, éste debe conferir la mayor libertad posible a las partes para decidir sus consecuencias patrimoniales. Por ende, proponemos que las partes decidan libremente qué bienes incluyen y cuales excluyen de la comunidad, estableciendo una presunción meramente legal de integrar el haber común, salvo que en el mismo título se exprese la voluntad de excluir el bien adquirido o bien exista autorización expresa y especial de quien no comparece. En todo caso, existen ciertas medidas que creemos debieran extenderse al AVP en pos de proteger el núcleo familiar formado por ésta. Así, la enajenación, gravamen o promesa de enajenar o gravar inmuebles debería requerir de autorización de ambas partes; del mismo modo, el bien inmueble que sirve de habitación principal de la familia debiese ser susceptible de ser declarado bien familiar.


12) ¿Se debe exigir el transcurso de un plazo determinado para que las partes contratantes sean considerados herederos entre sí ?

No. En general, no entendemos por qué el proyecto exige plazos de duración del AVP para reconocerle determinados efectos. En el matrimonio, por ejemplo, todos sus efectos se confieren por su sola celebración, sin exigirse plazos en momento alguno. No vemos por qué éstos sí debieran existir en el AVP. Al hacerlo, la ley reputará al AVP como un enlace de segunda categoría.


13) ¿En qué condición debiera suceder la parte sobreviviente cuando fallece uno de los contratantes?

Para todos los efectos sucesorios, la parte en un AVP debiese tener idénticos derechos al cónyuge sobreviviente.


14) En caso de muerte de una de las partes contratantes ¿debe tener  parte sobreviviente la calidad de legitimario?


En efecto, con los mismos derechos que la ley actualmente confiere al cónyuge sobreviviente.


15) Considera usted que determinadas normas del Acuerdo de Vida en Pareja pudiesen tener el carácter de supletorias para quienes tengan una convivencia de hecho acreditable.


No nos oponemos a ello, pero solo en la medida que ello no implique poner restricciones a parejas que no desean estar ligadas por vínculo legal alguno.


16)
¿Tiene alguna otra observación o comentario concreto al proyecto que formular?. Los siguientes:


a)
Se debe reconocer al AVP el carácter expreso de familia para todos los efectos legales.


b)
El régimen de bienes del AVP debe extender a toda clase de bienes adquiridos a título oneroso, no solo a aquellos bienes muebles no sujetos a registro. Dicha norma supone una abierta discriminación y no tiene justificación práctica alguna.


c)
Las partes en un AVP deben deberse ayuda mutua y alimentos durante la duración del pacto, y debiesen tener derecho a compensación económica en caso de su término, en las mismas circunstancias en que ésta puede ser otorgada en el matrimonio.


d)
En las normas modificatorias, sugerimos incluir a las partes en el  AVP en la Ley Nª20.066 sobre Violencia Intrafamiliar.


e)
En todas las normas modificatorias, la otra parte en un AVP debe gozar de iguales derechos de los que corresponderían al cónyuge sobreviviente.


f)
En general, toda exigencia de plazos de duración para al AVP debe ser eliminada por las mismas razones expuestas en la pregunta 12.


Seguidamente, la Comisión tomó conocimiento de un documento elaborado por el abogado y profesor de Derecho Civil de la Universidad de Chile, señor Mauricio Tapia, en que constan sus respuestas a las interrogantes indicadas precedentemente.


“1.- ¿Estima que el Acuerdo de Vida en Pareja debe ser un contrato que pueden celebrar tanto personas naturales de igual o distinto sexo (modelo francés) o debe quedar reservado a individuos del mismo sexo (modelo alemán)?.


Respuesta: No existen razones jurídicas que impidan que el AVP pueda ser celebrado por personas de igual o distinto sexo. Por el contrario, restringirlo a las parejas homosexuales importaría un atentado al principio de igualdad constitucional (una discriminación arbitraria).

El AVP puede prestar una importante utilidad a las parejas heterosexuales que, por razones de creencias, prácticas o de cualquiera otra índole, no quieran suscribir un contrato matrimonial. 


Particularmente, si se considera que el AVP contendrá trascendentales medidas de protección patrimonial (comunidad, beneficios previsionales y hereditarios), un importante número de parejas heterosexuales podría acceder a esa protección (que hoy sólo se reserva para el matrimonio), cuestión que redundaría en un innegable beneficio social. 


Por lo demás, la experiencia comparada mayoritaria en materia de pactos de unión civil apunta en ese mismo sentido.

El argumento de que abrir el AVP a las parejas heterosexuales ”debilitaría el matrimonio”, no es más que un prejuicio paternalista y un intento de eludir la corrección de las falencias que actualmente afectan a la regulación matrimonial. En efecto, privar a las personas heterosexuales de la posibilidad de acceder al AVP, para que con ello no disminuya el número de matrimonios, da cuenta de una visión ideológica que menosprecia la libertad humana y la autonomía de cada pareja para decidir qué forma jurídica otorgará a su relación. Al mismo tiempo, esta perspectiva omite explicar por qué las parejas heterosexuales se desinteresan cada vez más del matrimonio, y que dice relación con la naturaleza arcaica y poco ajustada a nuestros tiempos de la regulación civil de ese contrato. Las personas perciben, crecientemente, que el matrimonio es una regulación poco adaptada a las formas de relación pareja del presente, y eso no se solucionará creando más restricciones legales y “encerrando” a los heterosexuales en el matrimonio. 


Para volver nuevamente interesante el matrimonio para las personas -si estimamos que es una institución social benéfica- deberían modernizarse y flexibilizarse sus reglas (por ejemplo, en materia de regímenes patrimoniales y deberes personales), además de abrirse a las parejas homosexuales.


Por último, considero que los ciudadanos difícilmente entenderán cómo pretendiendo eliminar una discriminación (contra las parejas homosexuales) se termine creando una nueva (esta vez, contra las parejas heterosexuales). 


2.- ¿Debe este contrato dar origen a un estado civil?


Respuesta: El estado civil es un atributo de toda persona natural, y da cuenta de situaciones permanentes de ese individuo en la sociedad, derivadas de las relaciones de la familia en la que nace y de aquella que forma en la adultez.


El AVP es una forma de regulación de una relación de familia (como el mismo Mensaje del Presidente lo reconoce), de carácter permanente, por lo que es lógico que deba generar un estado civil y vínculos de parentesco por afinidad con la familia del otro contrayente.

Más aún, la demostración más elocuente de que el AVP genera un estado civil se encuentra en el impedimento para contraerlo que afecta a quienes se encuentren casados. En efecto, el estado civil es una condición permanente de las personas, y si el AVP no fuese intrínsecamente un estado civil no debería existir tal prohibición.


Asimismo, el propio proyecto asigna competencia en la suscripción de estos acuerdos al Registro Civil -que es la institución encargada de mantener las partidas civiles que acreditan el estado civil-, argumento adicional para considerar que es de toda lógica que el AVP deba dar origen a un estado civil.


Negar el carácter de estado civil a la relación que formaliza jurídicamente el AVP es, implícitamente, reconocer que existen familias de primera y de segunda categoría, cuestión completamente contraria a la Constitución. 


Por lo demás, es la única forma de asegurar la aplicación de normas administrativas y penales vinculadas al parentesco (como restricciones en la contratación por conflicto de interés y agravación de penas por parentesco). En otros términos, si no se reconoce la calidad de estado civil al vínculo que hace nacer el AVP, se abre la puerta al fraude a la ley.


3.- ¿Debe este contrato regular sólo efectos patrimoniales derivados del mismo?


Respuesta: El AVP, como el matrimonio, es un contrato que regula esencialmente cuestiones patrimoniales familiares y que resuelve conflictos. La ley civil tiene un alcance muy limitado en los “deberes personales” que se quieran imponer a las parejas, pues es un ámbito de privacidad que debe quedar fuera del derecho. El derecho no puede y no debe obligar a las personas a seguir queriéndose o a ser fieles. Eso queda entregado a cada pareja.


Es por eso que los propios deberes jurídicos personales al interior del matrimonio van en retroceso, como lo prueba la propia práctica chilena en materia de divorcios, pues la inmensa mayoría de ellos se pronuncia sin referirse en modo alguno al incumplimiento de tales deberes.


Ello no obsta a que ciertos deberes personales con “contenido patrimonial” deban reconocerse y ampararse legalmente (tal como ocurre en el matrimonio), como la ayuda mutua y socorro, que se traduce en colaboración económica hacia el contratante que lo necesita. En ellos el derecho puede y debe cumplir una labor, concediendo, por ejemplo, el derecho de alimentos al que los requiera.


4.- ¿Deben estos contratos conferir derechos e imponer deberes propios del derecho de familia a quienes los celebran?


Respuesta: El AVP es una institución del derecho de familia, porque regula una relación estable de pareja, tal como el propio Mensaje lo reconoce. Por ello, debe dar lugar a todos los derechos y deberes que derivan de las relaciones familiares. Al respecto, me remito a lo ya expuesto.


5.- ¿Agregaría más circunstancias inhabilitantes para celebrar este contrato? ¿Haría usted alguna precisión en esta materia?


Respuesta: La mayoría de edad para contraerlo debería ser consistente con la mayoría de edad del matrimonio (16 años).


6.- ¿Ante quién debe celebrarse este contrato: el respectivo oficial del Registro Civil o sólo ante un notario y mediante escritura pública (contrato que podría quedar anotado en el Registro Civil)? ¿En este último caso, debe establecerse un plazo para la inscripción de dicho instrumento en el correspondiente registro especial que crea el proyecto del Ejecutivo?


Respuesta: Quien debería encargarse de la suscripción del AVP es exclusivamente el Registro Civil, que es el único órgano responsable de la administración de los registros públicos sobre estado civil. 


Más aún, es esta institución la que llevará en todo caso -como lo indica el Proyecto- el registro de los AVP, por lo que en términos de eficiencia administrativa es preferible que sea también el encargado de su celebración.


Por lo demás, el Registro Civil tiene una presencia nacional mucho mejor estructurada que las notarías. En términos de igualdad en acceso a estos servicios públicos, el Registro Civil da una mayor garantía.

No debe olvidarse también que existen proyectos de ley que pretenden modificar el funcionamiento de las Notarías (presentados por el anterior Gobierno y por el actual), y que constatan las graves falencias de ese sistema en el presente.


7.- ¿Qué tribunal debe ser competente para conocer las cuestiones relativas a estos contratos? ¿Los jueces de letras en lo civil o los tribunales de familia?


Respuesta: El AVP envuelve un reconocimiento de las “diversas formas de familia” (en palabras del Presidente), y por ello la solución de los conflictos que genera no puede quedar entregada a tribunales cuya competencia esencial son los juicios de cobros y los problemas entre comerciantes (tribunales en lo civil).


Son los Tribunales de Familia los únicos órganos del Poder Judicial que cuentan con las herramientas jurídicas, y las provenientes de disciplinas auxiliares, para resolver los problemas familiares. 

Por lo demás, no debe olvidarse que la reforma procesal Civil -actualmente en discusión- acentúa el carácter “comercial” de los procedimientos de los tribunales de letras. Me consta que esa reforma no ha sido planificada pensando en conflictos familiares y para ello sólo basta con leer sus disposiciones. Por eso, sería un enorme error no atribuir la competencia respecto del AVP a los Tribunales de Familia.


8.- ¿Quién debiera estar habilitado para pedir la nulidad de este contrato y por qué causales?


Respuesta: Debiera restringirse la nulidad a la inobservancia de los requisitos específicos de validez de este acuerdo (capacidad para suscribirlo, impedimentos y solemnidades) y la titularidad a los contratantes. 


No debieran aplicarse las reglas del derecho civil común (Código Civil), que están diseñadas esencialmente para acuerdos patrimoniales y no familiares (salvo el vicio de “fuerza”, que es la negación de la voluntad).


Tampoco debieran ampliarse las nulidades a aquellas previstas para el matrimonio, y tomadas del derecho canónico, que no son más que causales de divorcio encubiertas (por ejemplo, el “error en las cualidades personales”).


9.- ¿Corresponde que los matrimonios o acuerdos de vida en pareja celebrados en el extranjero entre personas del mismo sexo se inscriban en el Registro Especial que establece este proyecto?


Respuesta: Sí, deberían poder inscribirse y tener validez en Chile, pues no serán contrarios al orden público nacional.


El matrimonio homosexual no se opone al orden público nacional, como lo prueba el mismo hecho que exista un proyecto de ley que pretende prohibirlo en la Constitución. Ergo, la Constitución actualmente lo permite. 


10.- ¿Es conveniente que este contrato termine por la mera voluntad unilateral de una de las partes contratantes? ¿Es suficiente para darlo por terminado que una parte declare su voluntad de darle fin por escritura pública y que lo anterior lo comunique mediante una carta certificada notarial dirigida a la otra parte?


Respuesta: El término unilateral debería efectuarse siempre mediante la intervención del Tribunal de Familia, con el propósito de evitar decisiones irreflexivas, otorgar instancias de acercamiento y cautelar los derechos de los contrayentes. 


El término unilateral mediante simples “notificaciones” no se ajusta a la naturaleza familiar de este acuerdo, ni tampoco es consistente con el respeto a la dignidad de las personas. El término de mutuo acuerdo debería ser por instrumento público otorgado ante el mismo Registro Civil.


11.- ¿Cuál es el régimen de bienes al que deberían quedar sujetas las partes contratantes? ¿Se debe constituir una comunidad de bienes que sólo abarque los bienes muebles adquiridos a título oneroso no sujetos a registro (artículo 8° del proyecto del Ejecutivo) o ambas partes debieran conservar la propiedad, goce y administración de los bienes adquiridos a cualquier título del contrato y de los que adquiera durante la vigencia de éste, a menos que se sometan a las reglas que establece el proyecto (artículo 8° del proyecto del Senador señor Allamand)?


Respuesta: Ante todo, debería existir la opción entre la separación total de bienes y la comunidad, con el objeto de respetar debidamente la libertad y autonomía de las personas. No se puede “obligar” a los contrayentes a entrar a una comunidad. Ni siquiera en el matrimonio se hace lo anterior.


El AVP es un instrumento de protección patrimonial de la familia y de resolución de conflictos familiares. Para que cumpla el primer objetivo la comunidad que se proponga como opción debe ser lo suficientemente amplia, pues es la única forma de asegurar protección patrimonial en el quiebre o frente a la muerte de uno de sus integrantes.


Por ello, debieran ingresar a la comunidad todas las remuneraciones y los bienes raíces y muebles adquiridos a título oneroso durante su vigencia, sin excepción. La administración debiera ser indistinta y la disposición de los bienes raíces y de los muebles sujetos a registro de forma conjunta.


12.- ¿Se debe exigir el transcurso de un plazo determinado para que las partes contratantes sean considerados herederos entre si?


Respuesta: La exigencia de un transcurso de tiempo no tiene ninguna justificación y es lesiva de la dignidad de las personas. Tal restricción pareciera envolver una desconfianza en los suscriptores de estos pactos, haciéndolos a todos sospechosos de fraude o dudando de la seriedad de su vínculo. 


Lamentablemente, todas las instituciones civiles pueden dar lugar a fraudes. Pero no se puede legislar desde la patología. Para eso el derecho civil cuenta con herramientas suficientes para controlar los eventuales fraudes, sin lesionar -como lo hace el Proyecto- la dignidad de quienes masivamente suscribirán este acuerdo de buena fe.


13.- ¿En qué condición debiera suceder la parte sobreviviente cuando fallece uno de los contratantes?.


Respuesta: Debería tener exactamente la posición del cónyuge sobreviviente. No hay razones para tratarlo de otra forma, máxime si no existirá posibilidad alguna de que concurra con el matrimonio.  


14.- En caso de muerte de una de las partes contratantes ¿debe tener parte sobreviviente la calidad de legitimario?


Respuesta: Efectivamente, el contratante sobreviviente debe tener la misma posición del cónyuge tanto en la sucesión testada como en la intestada.


15.- Considera usted que determinadas normas del Acuerdo de Vida en Pareja pudiesen tener el carácter de supletorias para quienes tengan una convivencia de hecho acreditable.


Respuesta: Es un tema distinto. Podría pensarse en la aplicación supletoria de las normas sobre la comunidad bajo condición de que se pruebe una relación estable y continua por un cierto período. Esto no afecta en este caso la dignidad de las personas, pues en ausencia de declaración expresa mediante un contrato (AVP o matrimonio), sólo el tiempo y la estabilidad de la relación puede hacer presumir que el patrimonio adquirido se hizo con el esfuerzo común y, por ello, que habría una comunidad que debería dividirse por mitades.


16.- ¿Tiene alguna otra observación o comentario concreto al proyecto que formular?


Respuesta: Debería incluirse la compensación económica a favor del contrayente que dedicó más tiempo al hogar y a la familia común, que existía en el borrador presentado por el Ejecutivo en la ceremonia de lanzamiento del AVP, pero que inexplicablemente no se incluyó en el proyecto depositado en el Parlamento.


Deberían ampliarse al contratante del AVP todos los beneficios en materias previsionales, laborales, de salud, educación y vivienda, que la legislación concede al cónyuge o al cónyuge sobreviviente según sea el caso.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra a la señora Camila Maturana, representante de la Fundación Humanas, quien agradeció la invitación cursada e inició su exposición valorando el esfuerzo realizado por la Comisión de Constitución para escuchar a distintas organizaciones en relación con el proyecto de ley en discusión.


Expresó que la discusión de esta iniciativa no es sencilla porque está referida a principios fundamentales del Estado de Derecho como la dignidad de las personas, la igualdad de derechos, la proscripción de toda discriminación, la autonomía individual y las garantías que el Estado debe brindar para asegurar el ejercicio pleno de los derechos humanos de todas las personas.


Indicó que pese a la dictación de la ley Nº 20.609, todavía subsiste una deuda profunda en materia de discriminación, en particular el reconocimiento y protección de los derechos de quienes conviven, sean de diferente o del mismo sexo.


La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Karen Atala contra el Estado de Chile, señaló expresamente que está prohibida cualquier discriminación basada en la orientación sexual y en la identidad de género, pero además señala la Corte que lo que define a las familias son sus vínculos afectivos, y que con independencia de si hay o no matrimonio o de que si las personas que las componen son o no del mismo sexo, los Estados tienen la obligación de protegerlas sin discriminación.


Recordó que la decisión de contraer o no matrimonio es parte de la esfera individual e inviolable de los convivientes, misma que debe ser reconocida, protegida y resguardada por el Estado. Indicó que lo que la legislación le toca es reconocer la realidad de los diversos tipos de uniones presentes en la realidad y de sus múltiples efectos jurídicos.


Señaló que cuando la legislación sólo protege a quienes están unidos por un vínculo matrimonial se está configurando una discriminación a los ejercicios de los derechos de quienes conviven. Esta realidad es grave para las parejas de distinto sexo pero es particularmente delicada para las del mismo género porque además no gozar de ningún reconocimiento están legalmente impedidas de contraer matrimonio.


Indicó que el debate parlamentario en esta ocasión se centra en el reconocimiento de los lazos afectivos de quienes conviven, sean homo o heterosexuales, fundado en el reconocimiento de dos principios fundamentales: la dignidad de todas las personas y la igualdad de derechos.


Explicó que la igualdad de derechos y la ciudadanía plena no admite que ciertas instituciones o derechos correspondan sólo a algunas personas y se deje a otras al margen por el mero expediente de su orientación sexual. 


Manifestó que ni la Constitución ni la ley pueden ser instrumentos que recojan posturas filosóficas, morales o religiosas, que sean compartidas por las autoridades o por partes de la sociedad civil, aunque se trate de sectores mayoritarios.


Sostuvo que existiría una cierta esencia o naturaleza de las cosas que hace inmodificables a la institución del matrimonio es una de esas creencias, y que está en la base de la marginación histórica que han sufridos las lesbianas y los homosexuales en nuestro país.


Expresó que uno de los pilares de este proyecto es que el matrimonio es una institución que vincula únicamente a un hombre y a una mujer, lo que impacta de forma directa en su contenido normativo, pues implica un estatuto de jerarquía notablemente inferior para las relaciones de convivencia.


Indicó que los aspectos patrimoniales, previsionales y hereditarios que emanan de las uniones de hecho son asuntos que deben ser regulados, pero ello deja a un lado uno de los aspectos más importantes de este estatuto, que es conferirle el carácter de familia a estas uniones.

A continuación entregó las respuestas de la Corporación Humanas a las preguntas formuladas por la Comisión. Su texto es el siguiente.

“1.- Estima que el Acuerdo de Vida en Pareja debe ser un contrato que pueden celebrar tanto personas naturales de igual o distinto sexo (modelo francés) o debe quedar reservado a individuos del mismo sexo (modelo alemán). 

Respuesta: Debe permitirse para parejas de diferente y de igual sexo. 
La jurisprudencia del sistema interamericano de protección a los derechos humanos -además de proscribir expresamente la discriminación por orientación sexual e identidad de género, como se ha señalado- reconoce que no existe un modelo único de familia y que la protección a la familia consagrada por la Convención Americana de Derechos Humanos no se limita a aquellas familias con base en el matrimonio. Por el contrario, esta protección se amplía a otros lazos familiares entre quienes tienen vida en común, lo que comprende tanto a parejas de diferente sexo como a parejas del mismo sexo. Así se estableció en el caso Karen Atala e hijas contra el Estado de Chile en febrero de 2012 
.

2.- ¿Debe este contrato dar origen a un estado civil? 

Respuesta: SI 

La iniciativa define el acuerdo de vida en pareja como un "contrato celebrado entre dos personas con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común”. Sin embargo, no llega a reconocer a estas relaciones el carácter de relaciones familiares que sí tienen aquellas derivadas del matrimonio, puesto que del acuerdo de vida en pareja no se deriva estado civil entre los contrayentes ni se da lugar a relaciones de parentesco. Señala el proyecto, en el inciso siguiente que "El acuerdo solo generará los derechos y obligaciones que establece la presente ley y en ningún caso, alterará el estado civil de los contratantes", es decir, expresamente se restringe el reconocimiento que busca otorgar a estas relaciones afectivas, excluyendo una de las consecuencias propias de las relaciones familiares que es el estado civil. 

No es comprensible dictar una normativa para el reconocimiento y protección de las relaciones  familiares de quienes conviven y son familia pero consagrar en dichas normas que estas personas mantienen su estado civil de solteras y que no existe otro vínculo entre quienes celebran el acuerdo de vida en pareja que la mera relación contractual. 

3.- ¿Debe este contrato regular sólo efectos patrimoniales derivados del mismo? 

Respuesta: NO 
El acuerdo de vida en pareja propuesto por el Ejecutivo apunta a brindar a las parejas de diferente sexo que no estén casadas y a parejas del mismo sexo, un estatuto jurídico que importe reconocimiento social y jurídico a su relaciónn afectiva, así como protección a un conjunto de derechos patrimoniales, sucesorios y sociales. De hecho, el propio Mensaje presidencial expresa entre sus fundamentos que al Gobierno le asiste la "convicción de que el Estado no está cumpliendo adecuadamente con su finalidad ni sus deberes primordiales si no ofrece un marco jurídico que, al menos, reconozca, respete y otorgue certeza jurídica a los derechos de esos aproximadamente dos millones de compatriotas, que viven en pareja sin estar casados, regulando los efectos patrimoniales, sociales y sucesorios de su convivencia. Ello, por cierto, se aplica tanto a parejas de distinto como del mismo sexo, toda vez que en ambas es posible desarrollar el amor, afecto, respeto y solidaridad que inspiran un proyecto de vida en común y con vocación de permanencia” 
.

Al presentar el proyecto sobre acuerdo de vida en pareja, el Presidente de la República señaló que no existe un solo tipo de familia, sino múltiples expresiones de ésta, incluyendo a los convivientes de distinto o del mismo sexo. Resaltó que “todas y cada una de esas formas de familia merece respeto, dignidad y va a tener el apoyo del Estado. Porque todas esas familias son fruto del amor, que es el principal elemento que une y que define a una verdadera familia (...) Y por eso, cualquier esfuerzo efectivo para cumplir el mandato constitucional de promover y fortalecer la familia, supone entenderla en un sentido amplio y que asuma y valore todas las distintas expresiones y realidades en que se da la vida en familia. Y eso es precisamente lo que hemos querido hacer con el proyecto de ley que hoy día vamos  a firmar y enviar al Congreso”

Regular únicamente aspectos patrimoniales involucrados en las relaciones afectivas y familiares de quienes conviven no constituye el reconocimiento y protección que las uniones requieren y que el Gobierno ha comprometido. Menos aún importaría dar cumplimiento a las obligaciones internacionales de protección de la familia y no discriminación. 

4.- ¿Deben estos contratos conferir derechos e imponer deberes propios del derecho de familia a quienes los celebran? 

Respuesta :
Debe reconocerse plenamente que se trata de relaciones familiares 

5.- ¿Agregaría máss circunstancias inhabilitantes para celebrar este contrato? ¿Haría usted alguna precisión en esta materia?

Respuesta :
El encontrarse unido por un acuerdo de vida en pareja debe ser impedimento para contraer matrimónio.
6.- ¿Ante quién debe celebrarse este contrato: el respectivo oficial del Registro Civil o sólo ante un notario y mediante escritura pública (contrato que podría quedar anotado en el Registro Civil)? ¿En este último caso, debe establecerse un plazo para la inscripción de dicho instrumento en el correspondiente registro especial que crea el proyecto del Ejecutivo? 

Respuesta :
Únicamente ante el oficial del Registro Civil e Identificación con la correspondientes inscripción en el registro especial que este servicio llevará. 

7.- ¿Qué tribunal debe ser competente para conocer las cuestiones relativas a estos contratos? ¿Los jueces de letras en lo civil o los tribunales de familia?


Respuesta: Los Tribunales de Familia. 

8.- ¿Quién debiera estar habilitado para pedir la nulidad de este contrato y por qué causales?


Respuesta: La regulación sobre la nulidad del acuerdo de vida en pareja debe ser similar a la de de la nulidad del contrato de matrimonio 
9.- ¿Corresponde que los matrimonios o acuerdos de vida en pareja celebrados en el extranjero entre personas del mismo sexo se inscriban en el Registro Especial que establece este proyecto? 

Respuesta:
SI.

Los matrimonios celebrados en el extranjero entre personas del mismo sexo debieran ser reconocidos en Chile como tales; pero dada la regulación actual del matrimonio en este proyecto corresponde regular que tanto los matrimonios o acuerdos de vida en pareja celebrados en el extranjero entre personas del mismo sexo como también acuerdos entre parejas de diferente sexo sean inscritos en el Registro Especial. 

10.- ¿Es conveniente que este contrato termine por la mera voluntad unilateral de una de las partes contratantes? 

Respuesta:
SI 

"Conveniente" no es el termino más adecuado, pero en efecto debe reconocerse la voluntad  unilateral de poner término a la unión. 

¿Es suficiente para darlo por terminado que una parte declare su voluntad de darle fin por escritura pública y que lo anterior lo comunique mediante una carta certificada notarial dirigida a la otra parte? 

Respuesta :
NO 
Dado que se trata de uniones registradas ante el Servicio de Registro Civil y de Identificación, no corresponde que la decisiónn individual de poner ttérmino al acuerdo de vida en pareja se realice únicamente por escritura pública. 

En atención a la relación afectiva y familiar que ha existido se debe exigir una cierta formalidad en la comunicación de la decisiónn individual de poner ttérmino a la unión para que surjan efectos entre las partes y respecto de terceros, aunque esta formalidad no debe importar entrabar la decisión adoptada por una de las partes. 

Se trata de un asunto complejo pues además del término de la unión se requiere proceder a disolver la comunidad de bienes. 

11.- ¿Cuál es el régimen de bienes al que deberían quedar sujetas las partes contratantes? ¿Se debe constituir una comunidad de bienes que sólo abarque los bienes muebles adquiridos a título oneroso no sujetos a registro (arteculo 8º del proyecto del Ejecutivo) o ambas partes debieran conservar la propiedad, goce y administración de los bienes adquiridos a cualquier título del contrato y de los que adquiera durante la vigencia de éste, a menos que se sometan a las reglas que establece el proyecto (artículo 8º del proyecto del Senador señor Allamand)? 

Respuesta: Lo relevante respecto del régimen patrimonial es que, de un modo similar al matrimonio, se ofrezca a las partes alternativas para elegir de qué modo regular sus relaciones respecto de los bienes. 


Una primera alternativa debe ser un régimen de comunidad o patrimonio común que por supuesto no puede ser una regulación discriminatoria y contraria al principio de igualdad de derechos como lo es la sociedad conyugal vigente en el país, que ha motivado el reproche reiterado de diversos organismos internacionales de derechos humanos -como el Comité de Derechos Humanos
, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
 y el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas 
- e incluso una denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la que se alcanzó un Acuerdo de Solución Amistosa 
 que todavía no se ha cumplido por parte del Estado de Chile 
. 

Otra alternativa debe ser la de mantener patrimonios separados y una tercera alternativa debe ser un régimen de participación. 

12.- ¿Se debe exigir el transcurso de un plazo determinado para que las partes contratantes sean considerados herederos entre sí? 

Respuesta :
NO 
El hecho de exigir un plazo mínimo al acuerdo de vida en pareja para producir efectos sucesorios es gravemente inconsistente con el reconocimiento a las relaciones afectivas y familiares que la propuesta de ley se propone brindar. Al carecer de argumentación resulta además arbitrario y discriminador. 

13.- ¿En qué condición debiera suceder la parte sobreviviente cuando fallece uno de los contratantes? 

Respuesta:
En respuesta a esta pregunta señaló que debían aplicarse en este caso las normas que rigen la situación del cónyuge sobreviviente. 

14.- En caso de muerte de una de las partes contratantes ¿debe tener parte sobreviviente la calidad de legitimario?

Respuesta: Sí.
15.- Considera usted que determinadas normas del Acuerdo de Vida en Pareja pudiesen tener el carácter de supletorias para quienes tengan una convivencia de hecho acreditable? 


Respuesta: No .”

A continuación, el señor Presidente de la Comisión  ofreció la palabra al coordinador de la Comisión Nacional Evangélica por la Familia, señor Héctor Muñoz, quien agradeció la invitación a participar en esta discusión, pero observó con preocupación el juicio negativo que ciertos sectores han hecho presente en torno a la idea de que en esta discusión participen representantes eclesiásticos. Expresó que aunque Chile es un Estado laico, hay numerosos reconocimientos a la vida religiosa de las personas. Añadió que ello también importa un Estado tolerante donde todas las opiniones se puedan considerar.


Manifestó que preocupa que este debate se de en un clima de intolerancia pero que a la vez se incluyan afectos y sentimientos en las leyes, lo que es inconsistente. Expresó que su postura recoge la opinión de los ciudadanos chilenos que son cristianos, que son el 85% de la población.


La representante de la Comisión Nacional Evangélica por la Familia, señora Antari Varela, manifestó que no se observa una razón válida para que el Estado esté inhibido de reconocer las preferencias filosóficas, éticas o religiosas de la mayoría, pero a la vez se vea en la obligación de considerar las preferencias sexuales de la minoría. 


Indicó que el proyecto muestra una confusión de objetivos, pues por un lado se indica que es necesario regular la relación de las parejas que conviven, cuando los hechos muestras que voluntariamente las parejas heterosexuales que conviven optan por no regular su relación legalmente. Añadió que muchas parejas homosexuales también tienen esta idea de su propia relación.


Recalcó que para el caso particular de las parejas homosexuales, al parecer la iniciativa busca, además, plasmar una expectativa de reconocimiento, que es muy diferente al objetivo original de regulación de las convivencias. Recordó que en la actualidad el ordenamiento jurídico nacional entrega mecanismos para solucionar los aspectos patrimoniales de las relaciones de convivencia de las personas del mismo sexo.


Connotó que si de reconocimiento se trata, la lógica conclusión es que el proyecto busca imponer en la ley una equiparación entre el matrimonio y el AVP, lo que coloca la discusión en un terreno totalmente distinto que el de la mera regulación de los efectos de las convivencias.


A continuación se transcriben las respuestas que la Comisión Nacional Evangélica por la Familia (PRO-FAMILIA), representada por el señor Héctor Muñoz y Antari Varela. Su texto es el siguiente: 

“Respecto a las opiniones por parte de nuestra Comisión, la cual, por cierto, representa a cientos de organizaciones e Iglesias Evangélicas a nivel país, además de los Consejos y Concilios Regionales de Unidades Pastorales, tal como se expresa en lista que se adjunta, nos permitimos responder a las preguntas que se nos hicieran en el oficio referido, reservándonos los argumentos para la oportunidad de exponer frente a la Comisión, circunstancia que estará a cargo del abogado don Eduardo Sepúlveda Hachigur, quien es nuestro abogado nacional y además suscribe el presente instrumento.

Nuestras respuestas al cuestionario son:

1. Estimamos que tanto la idea de un acuerdo de vida en pareja como el acuerdo de vida en común, constituyen una pésima señal para abordar las realidades existentes. Ambos se plantean en orden a solucionar tres problemas (mensaje sobre el proyecto de acuerdo de vida en común), sin embargo, ninguno de esos tres problemas son tales. A nuestro juicio todas las hipótesis se encuentran debidamente agotadas en los mismos argumentos esgrimidos para fundamentar la hoy ley 19.947. De esta forma, ninguno de los modelos planteados se ajustan a la realidad ni constituyen una necesidad a abordar.

2. Sobre la base de la respuesta anterior, consideramos que no existe una necesidad real de celebrar contrato alguno, mucho menos hay razón para que éste, de existir, generará un  nuevo estado civil.

3. Probablemente de las razones que se esgrimen para la creación de esa figura jurídica, el aspecto patrimonial pueda ser el más débil, lo anterior por la enorme gama de soluciones existentes ya en el derecho civil, ya en el derecho comercial.

4. Es curioso, la facilidad con que una rama del derecho, como el derecho de familia, con instituciones tan antiquísimas, respetadas por generaciones, muchas de ellas anteriores, incluso pretéritas a las ideas de Estado, Constitución, Política o derecho internacional, pudieran resultar seriamente lesionadas con una figura legal con tantas debilidades argumentativas para su necesidad. Les parece que ello constituye una violación flagrante, no solo a la idea de familia y a las instituciones que la configuran y sustentan, sino a la sociedad en su conjunto tal y como la conocemos. Nos oponemos, rotundamente, a que por una iniciativa de esta naturaleza se afecten derechos que nada tienen que ver con las materias esenciales que el proyecto trata.

5.- Improcedente la pregunta.

6.- La idea de un contrato de naturaleza tan ambigua, con pretendidos efectos en los ámbitos del derecho de familia, es tan irrisoria que los aspectos formales consultados en esta pregunta son irrelevantes.

7.- En el evento de existir un contrato que se asimile siquiera a las situaciones que supuestamente este proyecto viene en solucionar, habría de ser el Tribunal Civil Ordinario.

8.- Entiéndase que esta parte aboga por la inexistencia del mismo, de manera que sostengo, es la sociedad toda la que está interesada en que no se le engañe con proyectos como el presente, sustentados en problemas que, en definitiva, no son tales.

9.- La pregunta supone el reconocimiento del mal llamado matrimonio homosexual, obviamente no procede.

10.- Si se me permite, es de suyo conocido que nuestra legislación no autoriza el término unilateral de un contrato bilateral, es decir, la terminación de una relación contractual sujeta virtualmente a una condición meramente potestativa, si la pretendida iniciativa legal propone igualar la convivencia al marco regulatorio del matrimonio o por lo menos crear un símil del mismo, no se puede, a todas luces (y estoy refiriéndome desde la óptica contractual) no solo éste sino contrato alguno permitir que se termine por la mera voluntad de una de las partes. La razón, sencillamente la certeza jurídica.

11.- Ninguna de las anteriores, dado que existen, tanto en la legislación común como en la legislación comercial, sendas herramientas para proteger el patrimonio de un tercero. Pensemos en la constitución de diversas sociedades, las cesiones de derechos, la constitución de seguros de diversa especie, etc., todo sin necesidad siquiera de idear una ley particular, máxime sobre la base de supuestos problemas, a nuestro juicio no existentes.

12.- No procede, ni debe proceder por circunstancia alguna, que se alteren los regímenes sucesorios, es innecesario y atentatorio contra los derechos de los herederos, a nuestro juicio sin mayor sustento argumentativo.

13.- Me remito a la respuesta de la pregunta N° 11.

14.- Me remito a las respuestas 11, 12 y 13.

15.- No me parece que se deba trabajar sobre una norma que ha de ser, en el mejor de los casos, supletoria de la norma común. Ello habla de su falta de sustento y senda innecesaridad.”.

-.-.-


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra a la Coordinadora de la Red por la Vida y la Familia, señora Patricia Gonelle, quien agradeció la invitación cursada e inició su exposición señalando que le preocupa que este proyecto no está creando la paz social que las iniciativas de ley deberían originar.


Indicó que no se han explicitado todos los argumentos que justificarían una decisión sobre la idea de legislar, y es importante que se aclare la voluntad política sobre este punto.


Recordó que este es uno de muchos proyectos que ha conocido el Parlamento sobre este tema en la última década que no han tenido mayor destino, por ciertos argumentos que se han asentado. Manifestó que en el derecho comparado las leyes que establecer estatutos de convivencia implican algún grado de reconocimiento social porque detrás de la ley siempre hay fuerza moral, por lo que siempre debe tomarse en cuenta la función ética de la ley.


Indicó que por ello una hipotética aprobación del AVP implica debilitar al matrimonio y a la familia.


Manifestó que la cuestionable existencia de los dos millones de convivientes que supuestamente justificarían el proyecto no tienen en cuenta el factor sociológico que implica que las personas hagan uso de su libertad, y si autónomamente prefieren juntarse y no casarse a pesar de con ello pierden beneficios para sí mismos y para terceros, se les debe reconocer ese derecho, y no es conveniente que en esta materia el Estado intervenga preocupándose de un supuesto mal uso de la libertad. Recordó que cuando se discutió la actual ley de matrimonio civil se concluyó que la mejor forma de convivir es precisamente ese vínculo jurídico. Pese a ello, el proyecto en discusión ofrece una fórmula de segunda categoría para regular situaciones patrimoniales y económicas que ya tienen solución por la vía de los arreglos contractuales comunes.


En esa línea la expositora manifestó que algunas voces insisten que el matrimonio está en crisis y que las personas ya no quieren formalizar sus relaciones de pareja, pero a renglón seguido proponen un esquema paralelo al matrimonio sin explicar por qué razón los convivientes que rechazaron la formalización matrimonial optaran por esta nueva fórmula de menor calidad.


Recordó que Rusia durante 70 años sufrió un descontruccionismo social terrible, y en la actualidad intenta por todos los medios fomentar en su población el matrimonio civil y religioso. Manifestó que esta misma política de descontruccionismo social parece guiar a quienes instan por esta iniciativa, que en sesiones anteriores han insistido en que las actuales instituciones están basadas en dogmas morales arcaicos. Llamó a ser más franco en esta materia y revelar si lo que se quiere es debilitar y relativizar el concepto del matrimonio.


A continuación, la señora Patricia Gonnelle entregó las respuestas a las preguntas formuladas previamente por la Comisión.

“1.- Estima que el Acuerdo de Vida en Pareja debe ser un contrato que pueden celebrar tanto personas naturales de igualo distinto sexo (modelo francés) o debe quedar reservado a individuos del mismo sexo (modelo alemán). 
Repito lo dicho: Esta pregunta obliga a plantearnos el tema de la convivencia sin que previamente se nos justifique cuál es la razón de la convivencia y más aún cual es el conflicto jurídico concreto exigido por las personas que requiere de solución. Sin la prueba de este conflicto, queda en evidente la NO necesidad de legislar. 

Pero aun así, si el legislador encontrará un conflicto jurídico preciso, también habría que ver en una segunda etapa si es relevante que se resuelva con una nueva fórmula jurídica en vez de mejorar la que ya está: pero insisto, si el legislador no puede dar la prueba de la necesidad de legislar, entonces solo se puede concluir que el legislar tiene otro objetivo, el cual solicitamos se aclare abiertamente. 

Ahora bien, si sostenemos la innecesaridad de este proyecto para las parejas heterosexuales, en relación a las parejas homosexuales, la comisión yo no tiene otra opción ya ella el año pasado aprobó la ley de no discriminación y por lo tanto ya no le queda otra que ser coherente sopen a de entrar en una grave incoherencia; elegir ahora entre tal o tal formula (francesa o alemana) nos parece a estas alturas irrelevantes, ya que, si la comisión no aclara los motivos que la impulsan a legislar, queda en evidencia el trasfondo ideológico del asunto, al cual no participaremos en opinar cual sería el mejor, o más bien el menos malo. 

En fin, también cabe subrayar la incoherencia de un eventual AVP con la nueva ley de matrimonio civil, recién promulgada en 2004, que considera la condición homosexual como causal de divorcio ... O sea, tendríamos por un lado el reconocimiento positivo de la condición de homosexualidad y negativo por otro lado, como causal de nulidad de contrato. 
2.- ¿Debe este contrato dar origen a un estado civil? 
Por ningún motivo puede ocurrir ello ya que la convivencia es siempre una situación de hecho, por lo no puede en caso alguno ser constitutivo de Estado Civil.

El estado civil es un atributo de la personalidad del individuo: cuando se nace, el individuo tiene atributos tales como estado civil, nombre, patrimonio... Elevar un estatuto de convivencia a la categoría de atributo de la personalidad es dar una condición que solo le es propio del matrimonio: estaríamos homologando una cosa con la otra.

Es elevar una cuestión fundamental y la comisión tiene que tomar la importante decisiónn de si está dispuesta a dar a una situación de facto un estatuto de jure. 
3.- ¿Debe este contrato regular sólo efectos patrimoniales derivados del mismo?

Es totalmente innecesario ya que el ordenamiento jurídico actual contempla de un modo adecuado y completo una regulación patrimonial plena que aborda de un modo eficiente cualquier requerimiento en el orden patrimonial. Rige en esta materia el principio de la autonomía de la voluntad. Si existiera algún problema existe además una rica y amplia jurisprudencia que lleva decenios resolviendo conflictos de esta especie, jurisprudencia que supera cualquier intento legislativo conocido hasta ahora. 
(Los tribunales saben hoy solucionar este tema desde hace 120 años en chile: desde 1890 cuando el matrimonio era solo religioso que el estado tuvo que intervenir para solucionar los problemas ocasionados por los matrimonios no casados por el civil) 
4.- ¿Deben estos contratos conferir derechos e imponer deberes propios del derecho de familia a quienes los celebran?

No le resulta lícito al Estado crear modos de convivencia que a la persona le constituyan un modo de vida inferior al matrimonio, ya que la obligación asumida por éste en el art. 1º de la Constitución Política de la República es de fortalecer a la Familia. ¿Cómo el estado puede entrar a ofrecer una fórmula de menor calidad que la que ya existe? No solamente es un engaño a la población sino contrario a los principios fundamentales de justicia y de igualdad. 
5.- ¿Agregaría más circunstancias inhabilitan tes para celebrar este contrato? ¿Haría usted alguna precisión en esta materia?

Queda en evidencia el carácter frágil y discriminatorio del proyecto. 

Al mirar legislaciones comparadas, de la misma manera se empieza con un proyecto muy muchas limitantes que con el pasar del tiempo se van eliminando. El PACS francés en 10 años ha tenido 3 reformas. 

Aquí se habla de contrato entre mayores de edad. ¿Cuál mayoría? Los otros proyectos en estudio hablan de 18 o de 16 (el del señor Viera Gallo); el proyecto del señor Ominani ni siquiera habla de mayoría... Todo queda sujeto al final de cuenta a criterios subjetivos y además, arbitrarios. 

Después el AVP habla de regular "los efectos jurídicos derivados de la vida afectiva en común" pero sin lazo de consanguinidad. ¿Por qué no? 

En resumen, lo que queremos decir es que, si como se dijo aquí, "todo es dogma", eliminemos entonces todas las referencias supuestamente dogmáticas y dejemos abierto el tema a todos y todo. Seamos sinceros: estamos suprimiendo dogmas para reemplazarlos por otros. A la afirmación que el matrimonio entre un hombre y una mujer es un "dogma", entonces contestamos que si se afirma que no se puede celebrar un AVP entre personas con consanguinidad en 2do grado, también es un dogma... ¿Quién da el límite y cuál es el criterio de las circunstancias inhabilitantes? 
6.- ¿Ante quién debe celebrarse este contrato: el respectivo oficial del Registro Civil o sólo ante un notario y mediante escritura pública (contrato que podría quedar anotado en el Registro Civil)? ¿En este último caso, debe establecerse un plazo para la inscripción de dicho instrumento en el correspondiente registro especial que crea el proyecto del Ejecutivo? 
La convivencia es una situación de hecho que muda de conformidad con la libertad de los individuos. Por lo anterior, pretender hacer una regulación, sin que se hubiere descrito el conflicto jurídico, es irresponsable. Por lo que la intervención de cualquier funcionario es absolutamente irrelevante, pues esto debe quedar a la libertad de las personas y no a la intervención del Estado.

El rol del Estado es subsidiario e interviene en caso de conflicto de interés, el cual, como ya se dijo, no está explicado por la comisión. 
El legislador aquí solo deja en evidencia una cosa: no quiere oficializar abiertamente el estatuto jurídico de la convivencia de las personas del mismo sexo y busca entonces una solución intermedia que es el notario (el cual en todo caso consiste en una escritura pública...). 

Pregunta entonces: ¿se quiere homologar el AVP al matrimonio o no? 
7.- ¿Qué tribunal debe ser competente para conocer las cuestiones relativas a estos contratos? ¿Los jueces de letras en lo civil o los tribunales de familia? 

Hoy los tribunales se encuentran atiborrados de competencias; agregar una más aunque sea artificialmente, ya que no se ha justificado el motivo del conflicto jurídico para solucionar es innecesario y absurdo. Debería prevaler el principio de "economía legislativa" y con ella el de "economía procesal". La coerción legal debe ser reservada para las personas que no pueden solucionar sus problemas de forma autónoma y por los medios que ya están abiertos hoy en día. 
8.- ¿Quién debiera estar habilitado para pedir la nulidad de este contrato y por qué causales?

Aquí se vuelve a manifestarse el carácter de hecho privado de la convivencia en donde el Estado no tiene ni debe intervenir. Los conflictos jurídicos que se crearán a partir de una regulación de esta especie pueden terminar siendo infinitamente superiores a los que se pretendan solucionar. 
Los que pueden intervenir son los que tienen un interés actual en el contrato y como todo contrato pueden ser múltiples agentes (no solamente un hijo o un pariente cercano, puede ser un tercero por una deuda contratada, etc...)... Una vez más, ¿cuál va a ser el criterio para seleccionar los habilitados para pedir la nulidad del contrato de este tipo? 
9.- ¿Corresponde que los matrimonios o acuerdos de vida en pareja celebrados en el extranjero entre personas del mismo sexo se inscriban en el Registro Especial que establece este proyecto? 
Aquí queda de manifiesto el problema que comentamos anteriormente y que no está siendo discutido abiertamente: ¿se quiere dar un reconocimiento a las relaciones afectivas de personas del mismo sexo? Si se reconoce matrimonios celebrados en el extranjero, ¿con qué criterio se va a negar el matrimonio igualitario en Chile? 

Tenemos que salir de este situación falsa que se pretende discutir una cosa por otra; Dicho con mucho respeto, pero con el afán de ser transparente, estamos bordando el engaño. Dejemos en evidencia de lo que se trata el asunto. 
10.- ¿Es conveniente que este contrato termine por la mera voluntad unilateral de una de las partes contratantes? ¿Es suficiente para darlo por terminado que una parte declare su voluntad de darle fin por escritura pública y que lo anterior lo comunique mediante una carta certificada notarial dirigida a la otra parte? 
La actual ley de matrimonio civil contempla el llamado divorcio por repudio, que por lo demás es la causal más usada en la práctica. Suponer que las convivencias tengan un modo menos flexible de disolución sería absurdo y discriminatorio; se vuelve a poner en evidencia el carácter privado de las convivencias y por ello, su no necesidad de regulación. No se puede no otorgar las mismas facilidades sopena de caer en la discriminación y en la injusticia. Si se pretende tener una figura jurídica paralela pero distinta, no engañemos la población con un contrato de menor categoría. 
11.- ¿Cuál es el régimen de bienes al que deberían quedar sujetas las partes contratantes? ¿Se debe constituir una comunidad de bienes que sólo abarque los bienes muebles adquiridos a título oneroso no sujetos a registro (artículo 8° del proyecto del Ejecutivo) o ambas partes debieran conservar la propiedad, goce y administración de los bienes adquiridos a cualquier título del contrato y de los que adquiera durante la vigencia de éste, a menos que se sometan a las reglas que establece el proyecto (artículo 8° del proyecto del Senador señor Allamand)? 
Cualquier régimen patrimonial que se pretenda dar será siempre inferior a las infinitas posibilidades que hoy le otorga el principio de la libertad contractual a las convivencias en marcha, lo que vuelve a poner en evidencia la inconveniencia de su regulación. 
12.- ¿Se debe exigir el transcurso de un plazo determinado para que las partes contratantes sean considerados herederos entre sí? 
Esta pregunta es increíble ya que se sugiere que sería el plazo el que otorgaría la calificación constitutiva de derechos. En caso de matrimonio, la calificación de cónyuge es automática e inmediata y no está sujeta a plazo. 

De nuevo se pone en evidencia el trasfondo inestable de la situación de convivencia que el legislador deja entrever: la inestabilidad intrínseca de la convivencia por ser una unión de hecho y por eso mismo, no se puede entrar a darle un reconocimiento jurídico más de lo que es y que la jurisprudencia ha sabido resolver a lo largo de los años. 
13.- ¿En qué condición debiera suceder la parte sobreviviente cuando fallece uno de los contratantes? 
Como conviviente. De alguna forma el legislador tiene que seguir calificando con términos distintos a los cónyuges de los que no son. 
Si no hay matrimonio previo y si no hay hijos, no hay problema para el conviviente sobreviviente ya que será el heredero. 

El conflicto que podría presentarse sería cuando existe convivientes y legítimos existentes. En este caso, proponemos a esta comisión que se perfeccione la ley de matrimonio y se amplíe la libertad para testar (con la cuarta mejora). El estado tiene primero el deber como mejora lo existente antes de proponer una solución tan radical como la creación de una estructura paralela engorrosa para los tribunales. También tiene el deber de informar a sus ciudadanos de sus deberes y derechos, ya que en muchos casos, los convivientes ni saben los derechos que las leyes actuales les pueden otorgar. 
14.- En caso de muerte de una de las partes contratantes ¿debe tener parte sobreviviente la calidad de legitimario? 
No. Como ya se dijo anteriormente, somos partidarios de ampliar la libertad para testar si es que aquí verdaderamente existiera un conflicto entre convivientes y legítimos existentes previos. 

Pero de nuevo, subrayamos el carácter subjetivo e injusto de este proyecto: al pretender querer solucionar todas las innumerables situaciones de hecho que se pueden presentar, el legislador puede caer en las peores injusticias: por ej., ¿cómo podría compararse una convivencia de 2 años con un matrimonio de 30 y pretender darles al conviviente el mismo estatuto que cónyuge legitimario? ¿No sería acaso esto caer en una gran injusticia? Para estas situaciones complejas, están los tribunales de familia para resolverlas y no puede pretenderse un proyecto que abarca todas estas complejidades humanas. 
15.- Considera usted que determinadas normas del Acuerdo de Vida en Pareja pudiesen tener el carácter de supletorias para quienes tengan una convivencia de hecho acreditable. 

Esto es increíble y muy grave: es pasar a llevar totalmente la libertad individual de las personas: estaríamos en un estado no solamente paterna lista, sino todo poderoso y totalitario. Esta pregunta deja entrever que el Estado pudiera suplir LA VOLUNTAD DE LAS PERSONAS.

Quienes han decido convivir al margen de cualquier regulación no pueden ser obligados a ser de todas maneras regulados por la omnipotencia del Estado. Ello es manifestación de un totalitarismo peligroso. 
16.- ¿Tiene alguna otra observación o comentario concreto al proyecto que formular? Esta comisión se ha referido muchas veces al sistema francés en vigor desde 1999, el PACS: el Pacte Civil de Solidarité. 
Este Pacto ya ha tenido varias modificaciones y está muy cuestionado ya que se reconoce que es cada vez más parecido al matrimonio: http://www.lepoint.fr/chronigueurs-du-point/laurence-neuer/le-pacs-unengagement-sans-mariage-30-06-2010-471835 56.php 

Regles du mariage calquées sur le PACS 
"Les réformes se succedent, visant a "calquer" sur le pacs certaines regles du droit du mariage" (las reformas se suceden, buscando "calcar" sobre el PACS algunas reglas del derecho matrimonial) 
Sin embargo, si uno analiza las cifras en Francia del PACS, uno puede constatar lo siguiente: 

1. El PACS no pensó en la familia sino en la pareja 
2. La cantidad de PACS celebrados son en más de 95  heterosexuales 
3. 3 de 5 uniones son matrimonios 
4. Tasa de divorcio: 1 de cada 3 
5. Desde su implantación, hay 1 millón de PACS celebrados en Francia en enero 2010 http://www.lefigaro.fr/actualite-france/2011/02/08/01016-20110208ARTFIG00535-un-million-de-pacses-en-france-au-1er-janvier-2010.php
6. Tasa de ruptura del PACS: 13. De estos, 1 de 6 termina en matrimonio. Sobre todo con la llegada no del primer hijo, sino del 2do. O sea, al momento de conformarse y estabilizarse la vida familiar, se elige el matrimonio. 
7. Los que suscriben al PACS no pueden adoptar, no pueden heredar (se requiere testamento), prevalece la indivisión de los bienes, incluso de los adquiridos después del contrato. Esta disposición ha sufrido múltiples modificaciones desde su implementación 
8. De la cantidad de parejas: 
· 80% corresponden a matrimonio 1
· 6,7%  en Uniones Libres 
· 3.3% a los PACS 
9. Si bien el PACS no otorga derecho de nacionalidad, si permite la obtención de la "Carte de Séjour": certificado de estadía que permite al extranjero establecerse en el país ... 
10. A la hora Los motivos invocados para elegir el PACS es su facilidad, su rapidez, su rapidez para la disolución (a pesar de que Francia desde 2004 tiene el divorcio unilateral) PERO a la larga, a medida que se busque estabilidad, la gente prefiere el matrimonio. 
11. Los que contratan el PACS tienen menos hijos que las parejas casadas (Fuente: INSEE, ERFS 2008). Hemos podido leer varios artículos sobre el problema serio de natalidad en Chile y sus consecuencias que ya se están haciendo notar en la mano de obra. ¿No sería tiempo ya de fortalecer la estructura más firme que es base de la sociedad? 
12. Las ventajas económicas y fiscales se han ido desapareciendo ya que cada vez más el PACS se asemeja al matrimonio. http://www.mariage-civil.com/mariagepacs.html
13. El PACS es una une "bombe a retardement" (una bomba de tiempo) para los notarios que son los que tienen que lidiar con los problemas de sucesión y de herencia:
http://www.lefigaro.fr/actualite-france/2010/05/28/01016- 20100528ARTFIG00693-pour-les-notaires-le-pacs-est-une-bombe-aretardement.php
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14. Pero ahora el tema es más complejo ya que se habla de terminar lo iniciado entonces en 1999 con el reconocimiento de las parejas del mismo sexo y otorgarles: 
· el derecho pleno a la adopción, la crianza de niños, 
· la PMA (la Procréation Médicale Asistida o sea la fecundación in vitro), 
· el Estatuto de "Co Parent", término reclamado por las parejas homosexuales: sería "co Padre" o "co Madre", la pareja "presente" al momento de la concreción del proyecto parental (con Fecundación Asistida por ej) 
· la "gestation pour Autrui" (GPA) (arriendo de útero), aun prohibido en Francia pero ya discutido para el tema de las uniones homosexuales. 
Cito las palabras que comenta una socióloga del Derecho experta en la materia, Irene Théry que dice lo siguiente respecto del proyecto de matrimonio igualitario que está en discusión actualmente en Francia:

"El matrimonio implica la adopción pero el proyecto actual de matrimonio igualitario no resuelve todas las preguntas relativas a la filiación. El gobierno francés quizás hubiera preferido renovar en una primera etapa solamente el matrimonio. Pero es imposible porque esto abre inmediatamente la adopción. El debate se focaliza sobre la filiación y es lógico porque este proyecto (de matrimonio igualitario) propone un verdadero cambio simbólico: un niño podrá tener 2 padres o 2 madres. Cuando se discutió el PACS en 1999, el paso simbólico llevaba sobre la pareja, porque la ley instituía la pareja del mismo sexo" 15/12/2012: http://www.slate.fr/story/65623/questions-projet-loi-mariage-gay
O sea, lo que se quiere poner en evidencia es que al intervenir el derecho matrimonial, se abre la puerta de múltiples cambios a la estructura familiar yeso, estimados miembros de la comisión, es una decisión cuya responsabilidad tendrán que asumir para las generaciones futuras de Chile. Nadie que sea honesto intelectualmente puede negar que, en todos los países donde se iniciaron estos cambios al régimen de familia, se ha generado todo un cuestionamiento de la misma, reclamándose derechos particulares para situaciones particulares.”.

Finalmente, hacemos presente que la señora Patricia Gonnelle dejó a disposición de la Comisión una serie de diapositivas que complementan este documento y cuyo contenido se puede consultar en la Secretaría de la Comisión. 


A continuación, se ofreció la palabra al representante del Centro Democracia y Comunidad, señor Joaquín Walker, quien agradeció la invitación cursada e inició su presentación señalando que la institución que representa promueve el pensamiento humanista cristiano. 


Manifestó que apoyan las ideas que informan este proyecto porque fortalecen las diversas y amplias formas de familia, que son las formas comunitarias esenciales de la sociedad. Añadió que esta iniciativa tiene una preocupación especial por los excluidos, en particular las parejas y familias homosexuales que están desamparadas de la ley.


El investigador del Centro antes mencionado, señor Luis Acevedo, inició su presentación manifestando que una de las ideas centrales de esta iniciativa es reconocer a las formas familiares diferentes de las familias tradicionales de origen matrimonial. Expresó que reconocer la existencia de otros tipos de familia permite dar cuenta en la ley de una parte de la realidad social actual de nuestro país.


Indicó que pese a lo anterior el tenor de las disposiciones no cumplen con el deber del Estado de dar una regulación adecuada a estas realidades familiares alternativas, pues les ofrece una regulación que no va más allá de meras relaciones contractuales, sin otorgarle la naturaleza jurídica de institución inserta en el derecho de familia. Dicha diferencia importa mantener a las primeras dentro del sistema de regulación común del derecho civil, que se asienta en el principio de la autonomía de la voluntad, en cambio las instituciones que integran en el derecho de familia pretenden una mayor permanencia en el tiempo y se fundan en regulaciones imperativas, como las compensaciones económicas entre los ex cónyuges.


Manifestó que lo anterior tiene su fundamento en la propia Carta Fundamental, cuya primera disposición indica que la familia es el núcleo fundamental de la sociedad, pero si establecer -como algunos pretenden-, que la familia protegida es la que nace de una relación matrimonial. Añadió que la Carta Fundamental también establece como principio fundamental la igualdad ante la ley y proscribe toda discriminación, y por ello todas las formas familiares deben gozar de similar estatus.


A continuación, el investigador hizo una breve referencia a las respuestas del Centro al cuestionario enviado por la Comisión. A la pregunta sobre si el acuerdo de vida en pareja debería ser aplicable sólo para parejas del mismo sexo, respondió que debe seguirse el modelo francés, o sea, que este estatuto esté disponible tanto para uniones del mismo o distinto género. Indicó que está ínsito un conflicto de constitucionalidad si en definitiva se opta porque esta regulación únicamente se aplique a vínculos de personas del mismo sexo, pues supondría una discriminación arbitraria.


En respuesta a las consultas dos, tres y cuatro, manifestó que la opinión de su institución es que el acuerdo de vida en pareja es un contrato apto para regular todo tipo de familia, y por tanto alcanza al ámbito económico y al extrapatrimonial, y por ello debe instituir estado civil para los contrayentes y generar relaciones de parentesco por afinidad.


Respecto de la pregunta seis indicó que es de la opinión que la celebración del acuerdo de vida en pareja se verifique ante el oficial del Registro Civil, como todos los demás actos que generan consecuencias para el derecho de familia.


En relación a la consulta sobre la jurisdicción competente para conocer sobre los conflictos o la terminación del acuerdo de vida en pareja, manifestó que debe quedar en manos de los tribunales de familia y no de los tribunales civiles, porque los primeros cuentan con las normas procedimentales y sus titulares tienen la preparación necesaria para conocer de dichos asuntos.


En cuanto a la pregunta número 10, relativa a las formas de término del acuerdo de vida en pareja, sostuvo que deberían exigirse requisitos extras además de la expresión unilateral de la voluntad, como el cese de la convivencia por un determinado espacio de tiempo o actos del otro contratante que infrinjan gravemente los deberes que impone el acuerdo de vida en pareja. Añadió que también debe eliminarse como causal de término la celebración de un matrimonio con un tercero distinto al co-contratante del acuerdo del vida en pareja, pues ello deja a esa figura en una posición muy precaria, pues no considera el deber mínimo que tiene que comprender cualquier relación de pareja: la fidelidad. Subrayó que este último punto es de vital importancia, pues sin él pierden sentido incluso los regímenes patrimoniales que se hayan establecido.


Concluyó su presentación aduciendo que toda regulación de las familias -como el acuerdo de vida en pareja- tienen que incluir los efectos patrimoniales y extra patrimoniales, como el estado civil de los contrayentes y el deber de fidelidad. Añadió que su celebración debe efectuarse ante un oficial del registro civil y las diferencias que de allí surjan deben ser conocidas y resueltas por un juez de familia.


Finalmente, dejó a disposición de la Comisión un documento en que se detalla las respuestas a cada una de las preguntas indicadas precedentemente.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al representante de la Fundación Idea País, señor Claudio Alvarado, quien agradeció la invitación e inició su presentación señalando que el diálogo en este tipo de discusiones políticas es de importancia capital. Recordó que en la materia que trata el proyecto no existe un baremo objetivo, tal como se ha observado en las intervenciones anteriores, pues su representantes siempre han partido de una concepción filosófica específica del hombre y de la sociedad.


Expresó que la estabilidad de las familias es un valor social que debe propenderse, tal como señala el mensaje que da inicio a este proyecto. Recordó que un tema presente en la agenda de la opinión pública es la lucha contra la pobreza y las desigualdades, y toda la evidencia empírica muestra que ello se logra fortaleciendo a la comunidad y a la familia.


Sostuvo que a la luz de los dos puntos de partida anteriormente planteados, surgen algunas dudas respecto de los diversos proyectos que dieron inicio a esta discusión. Al respecto, puntualizó que los grupos que han impulsado esta iniciativa han manifestado públicamente que pretenden que el acuerdo de vida en pareja sea el primer paso para que las parejas de homosexuales tengan un matrimonio igualitario y la posibilidad de adoptar hijos.


Indicó que en el derecho comparado se observa que los ordenamientos jurídicos que han integrado estatutos paralelos al matrimonio han incentivado el nacimiento de hijos fuera del matrimonio, la proliferación de familias monoparentales, y el crecimiento de parejas de hecho que no tienen ninguna regulación.


Consignó que si la institución del acuerdo de vida en pareja no modifica el estado civil no se observa razón para que las personas previamente casadas no lo contraigan. Agregó que si esa regulación no es un matrimonio no se observa razón para considerar las mismas causales de inhabilidad que la que contempla esa institución, a menos que se considere que se trata de un matrimonio alternativo de segunda clase que integra algunos derechos de la institución tradicional pero ninguno de sus deberes.


Hizo presente que si se busca resguardar los derechos generados de una convivencia y no generar un símil del matrimonio -tal como señala los fundamentos de la iniciativa- no se observa por qué se excluyen de entre los posibles contrayentes a los parientes directos.  


Finalmente, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al representante de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery, quien agradeció la invitación a esta sesión de la Comisión e inicio su presentación aclarando que su exposición se centraría sobre los proyectos de ley del Ejecutivo que crea el Acuerdo de Vida en Pareja y el proyecto iniciado en Moción del exsenador señor Allamand que establece el Acuerdo de Vida en Común, y no en general sobre la postura de la Fundación respecto del matrimonio y la persona.


Connotó que constatan la preocupante realidad de la disminución paulatina de nuevos vínculos matrimoniales, y los problemas que ha generado en otros ordenamientos jurídicos la introducción de instituciones similares a las contenidas en las iniciativas antes indicadas.


Manifestó que los proyectos consideran en sus exposiciones de motivos una explícita defensa del matrimonio tradicional y de su carácter heterosexual, pero el contenido de su articulado parte de la vida afectiva como elemento esencial de esta nueva figura contractual que se propone, que es un elemento que no está presente en otras instituciones del derecho de familia.


Expuso que todo contrato es una convención generadora de obligaciones, pero en las figuras contractuales que proponen ambos proyectos no se delinean, de ninguna forma, obligaciones precisas para los contrayentes más allá de cuestiones netamente patrimoniales. Señaló que ello contrasta mucho con el matrimonio, que si implica un estatuto claro de obligaciones para los contratantes y trasluce una finalidad clara.


Puntualizó que la figura que se propone en la iniciativa en discusión es de una calidad eminentemente precaria, pues permite que cualquiera de las partes lo deje sin efecto sin mayor expresión de causa y con formalidades mínimas. 


Citando al profesor Enrique Barros, aseveró que los instrumentos toscos del derecho civil no parecen proveer soluciones adecuadas para la resolución de este asunto.


Añadió que el desarrollo normativo de los textos sometidos en las propuestas son contradictorios, porque en principio parecen referirse a las uniones de hecho, pero también intentan colmar las expectativas de quienes abogan por un matrimonio homosexual igualitario sin considerar ninguna parte de las obligaciones y formalidades que envuelven al matrimonio convencional ni generar modificación alguna del estado civil. Indicó que una característica común de las relaciones jurídicas de familia es la irrenunciabilidad de los derechos y obligaciones que de ella emanan, cosa que no se observa en la regulación que se propone.


Expresó que la discusión tendría otro cariz si estuviera circunscritas a arreglos hereditarios o previsionales entre convivientes, pero ello se aparta de las ideas matrices del proyecto.


Finalizó su presentación subrayando que si el problema que realmente se intenta abordar es una supuesta falta de reconocimiento de los homosexuales o de la necesidad de poner fin a la discriminación que los aflige, no parece que un proyecto de ley con estas características logran superar esas dificultades.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, agradeció las exposiciones anteriormente desarrolladas y anunció que con esta sesión concluye el período de audiencias abiertas para la discusión de las iniciativas sobre acuerdo de vida en pareja.

-.-.-

2.- Acuerdo refundir el proyecto de ley, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, que crea el acuerdo de vida en pareja (Boletín N° 7.873-07) con el proyecto de ley, iniciado en moción del exsenador señor Allamand, que regula la figura contractual denominada acuerdo de vida en común (Boletín Nº 7.011-07) y para  discutir en general y en particular, en trámite de primer informe, ambas iniciativas de ley refundidas.


En sesión celebrada el día dos de enero de 2013, la Comisión acordó, por mayoría de votos, solicitar la autorización de la Sala para refundir, en una sola iniciativa, el proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (Boletín Nª 7.873-07) con el proyecto de ley, iniciado en Moción del exsenador señor Allamand, que regula la figura contractual denominada Acuerdo de Vida en Común (Boletín Nº 7.011-07).


La mayoría de la Comisión estimó que ambas iniciativas compartían ideas matrices comunes, lo que aconsejaba realizar un tratamiento conjunto de ellas.

Asimismo, se tuvo presente que ellas se encontraban en primer trámite constitucional y que sus autores compartían esta idea, dando cumplimiento de esta manera a lo que dispone el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional


A favor de esta petición se pronunciaron los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio. Votó en contra el Honorable Senador señor Carlos Larraín.


Igualmente, en esa sesión se acordó pedir a la Sala del Senado que autorizara a la Comisión para discutir en general y en particular los mencionados proyectos, en trámite de primer informe, con el fin de proponer posteriormente un solo texto para la consideración de la Corporación. 





La Sala del Senado accedió a ambas peticiones, en la fecha ya indicada.

3.-IDEA DE LEGISLAR


Resuelto lo anterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Patricio Walker, señaló que habiendo concluido las sesiones en que se habían escuchado la opinión de diversas personas y organizaciones civiles y religiosas sobre la conveniencia o no de legislar en esta materia, correspondía que cada uno de los integrantes de la Comisión, luego de ponderar los argumentos y razones que se habían esgrimido, se pronunciara acerca de la idea de legislar.


Por lo anterior, puso en votación en general el proyecto de ley que crea el Acuerdo de Vida en Pareja y el proyecto que crea el Acuerdo de Vida en Común.


En primer lugar, ofreció la palabra al Honorable Senador Larraín, don Carlos, quien sostuvo que si bien estas iniciativas habían sido objeto de un análisis por la Comisión, le parecía apresurado tener que legislar en una materia que requería un mayor estudio, sobre todo por sus consecuencias para la institución matrimonial y las familias.

Manifestó que la Comisión se encuentra en la disyuntiva de aprobar iniciativas legales que van a tener un gran efecto en la vida social y que, en consecuencia, había que ponderar con sumo cuidado su impacto en la sociedad. 


Expresó que el gran tema de fondo en este debate es que la aprobación de este tipo de propuestas, muy verosimilmente van a debilitar la institución matrimonial, la que constituye la única forma de relación entre personas de distinto sexo normada por nuestra legislación, con miras a la procreación y la sustentación de una buena vida social.


Agregó que actualmente el matrimonio entre un hombre y una mujer se encuentra protegido por el legislador, pues constituye la base sobre la cual se construye la familia y se engendra y educan a los hijos. Puntualizó que la especie humana es muy peculiar ya que tiene un lento desarrollo. Explicó que la vida intrauterina de las personas es muy breve y no las prepara para realizar una vida completamente independiente al momento de nacer. Aseveró que los seres humanos solo pueden desarrollarse gracias a relaciones personales estables como las que garantiza la institución matrimonial. Sostuvo que durante siglos la legislación ha protegido a la institución matrimonial, precisamente para asegurar, en cuanto sea posible, la estabilidad que permite el desarrollo paulatino de los individuos.


Indicó que la familia no solo transmite la existencia, sino que también fomenta el desarrollo material y espiritual de las personas. Lo anterior, explicó, supone un esfuerzo cotidiano, sostenido, metódico, difícil y matizado, que siempre exige sopesar el presente y el futuro.


Añadió que la ley protege a la familia, no solo consagrando el contrato de matrimonio, sino que, además, mediante un conjunto de normas sucesorias. Lo anterior, sostuvo, explica que la legislación civil haya previsto la idea de amparar el contrato de matrimonio y la institución que resulta del mismo.


Señaló que actualmente la familia está asediada por las exigencias económicas, por la inestabilidad que se fomenta a través del ambiente general, por el debilitamiento de las razones de orden religioso que amparan la entrega y la postergación de las expectativas individuales y, por motivos derivados del positivismo.


Estimó que las propuestas legislativas bajo examen, tal como están concebidas, van a producir el efecto de desalentar la inclinación que hoy pocas personas manifiestan por casarse y formar una familia. 


Seguidamente, recordó que la tasa de nupcialidad en Chile se ha desplomado. De 90.000 matrimonios que se celebraban hace 10 años, hoy en día, dicha cifra ha descendido a 60.000. Insistió que incurrían en un error grave quienes desconocen la ventaja de tener una estructura legal que favorezca la estabilidad prolongada en las etapas iniciales de la existencia, para sacar adelante a los hijos.


Expresó que hoy no hay ninguna otra relación de carácter afectivo entre hombres y mujeres, o entre personas del mismo sexo que sea regulada por la ley. Explicó que el matrimonio es el tipo de relación familiar que las leyes han protegido formalmente durante más o menos dos mil años. Hizo presente que el último intento histórico por establecer matrimonios entre personas del mismo sexo lo hizo el emperador romano Nerón, cuya vida e ideas no debieran servir de ejemplo para legislar en esta materia. Desde esa época hasta ahora nunca se había intentado establecer el matrimonio homosexual.

Indicó que en la actualidad no existe impedimento legal para que personas de orientación homosexual se relacionen entre sí de manera estable, pero que lo anterior no puede significar que el legislador esté obligado a reconocer esas relaciones y equipararlas al matrimonio.


Explicó que no hay otro precedente en nuestra legislación mediante el cual el Estado fomente un tipo de asociación entre personas, de carácter efímero, de distinto o del mismo sexo.


Manifestó que el legislador debe defender la idea de que el matrimonio es “para siempre” y no debilitarla mediante figuras legales como las que ahora se estudian. La ley, insistió, no debe contribuir a debilitar a la institución matrimonial porque sus consecuencias serán nefastas para las familias y la propia idea de bien común.


Agregó que quizás cabría la posibilidad de circunscribir el acuerdo de vida en pareja para personas del mismo sexo, pero este nuevo tipo de contrato no debiera estar abierto a personas de distinto sexo, pues rápidamente se constituirá en un mecanismo para debilitar el matrimonio y la institución familiar. 


Advirtió que se pueden pensar muchas soluciones para los aspectos patrimoniales que generan las distintas formas de convivencia, partiendo por la constitución de comunidades de bienes, otorgamiento de poderes y testamentos recíprocos, la constitución de sociedades, etc. sin que esas medidas legislativas impliquen socavar la institución del matrimonio. 


Puntualizó que existía jurisprudencia reiterada que reconoce derechos patrimoniales a tales personas, con lo cual los casos de convivencia y sus consecuencias quedan protegidos ex post al menos.


Señaló que la aprobación de estas iniciativas tendrá amplios efectos en la vida social y que merece un tratamiento cuidadoso y exento de presiones externas.


Finalmente, indicó que estas propuestas legislativas se fundamentaron inicialmente en la idea de regular los efectos patrimoniales que resultarían de la convivencia pero, lamentablemente, el proceso ha culminado en la creación de un contrato complejo y una institución cuasi matrimonial.


A continuación, intervino el Honorable Senador señor Espina quien manifestó que votaba favorablemente la idea de legislar en esta materia. 

Al fundar esta decisión, señaló que en nuestro país está consagrado el matrimonio entre un hombre y una mujer y ello permite que los efectos jurídicos del mismo se encuentren claramente establecidos.

Agregó que nuestra legislación no contiene normas que regulen la vida afectiva de parejas homosexuales. Expresó que es muy relevante que se determinen los efectos jurídicos de este tipo de convivencias.


Añadió que debemos construir una sociedad inclusiva en donde todos se sientan parte del avance de la misma.


Recalcó que no se debe olvidar que este tipo de relaciones surgen del afecto, del cariño y no resulta comprensible que no se encuentren normadas.


Sostuvo que a pesar de que estamos en presencia de una institución distinta del matrimonio, las personas homosexuales tienen todo el derecho, y el Estado la obligación, de regular, adecuadamente, los efectos jurídicos que emergen de dichas relaciones.


Manifestó que ha llegado a la convicción de que el acuerdo de vida en pareja debe comprender también a las parejas heterosexuales que por distintos motivos no contraen matrimonio, ya que actualmente, ese tipo de relaciones tampoco se encuentra regulado. 


Indicó que si se quiere preservar el matrimonio entre un hombre y una mujer, es fundamental que la legislación determine los efectos jurídicos que surgen de las relaciones de convivencia de parejas de distinto, o del mismo sexo.

 Seguidamente, agregó que en nuestro país existe una realidad social evidente, cual es que hay alrededor de dos millones de personas que viven en pareja y que no se han casado. Esta situación les genera diversos problemas en sus relaciones familiares, patrimoniales y también en el ámbito sucesorio.

Destacó que cada vez con mayor frecuencia, observamos fenómenos de convivencia. De hecho, y según se resalta en el Mensaje que envió S.E. el señor Presidente de la República, en la actualidad un 15 por ciento de los chilenos mayores de 18 años declaran ser solteros y convivir, lo que equivale a cerca de 2.000.000 de personas.

Explicó que era indispensable regular y proteger estas uniones de hecho, de manera de dar mayor certeza jurídica a los derechos y obligaciones que de ellas emanan.

Asimismo, recordó que en el programa de gobierno del actual Ejecutivo se aludió expresamente a la necesidad de enfrentar esta realidad. Sostuvo que en el señalaba que se protegerían los derechos de esas personas para tener acceso a la salud, a la previsión, a la herencia y a otros beneficios sociales, removiendo los obstáculos que hoy les impiden ese acceso y las discriminaciones existentes, de forma de constituir una sociedad inclusiva y no excluyente.

Por lo anterior, aseveró que respaldaba la decisión del actual Gobierno de regular las convivencias de hecho entre parejas, tanto de distinto como del mismo sexo, ya que así se cumple un compromiso explícito que asumimos con la ciudadanía durante la pasada campaña presidencial.

Por otra parte, hizo presente que tal como ha señalado el Gobierno y muchas instituciones, la familia se manifiesta a través de “distintas expresiones”. Así, la familia tradicional o nuclear, que consta de madre y padre unidos por un vínculo matrimonial y sus potenciales hijos, corresponde a la expresión más estable, duradera y anhelada de familia en Chile, y que el actual gobierno se ha comprometido a fomentar. Afirmó que también existen otros grupos familiares, como los monoparentales, los de familias extendidas, los formados por las parejas de convivientes y aquellos formados por parientes consanguíneos. Cada uno de ellos, incluso los que no den ni puedan dar lugar a la procreación, son dignos de respeto y consideración por el Estado pues todos en mayor o menor medida, suponen un beneficio para quienes los integran y la sociedad en su conjunto, en la medida que permiten compartir afectos, otorgan un apoyo emocional fundamental para desarrollarse en la vida y, en el plano material, permiten apoyarse económicamente y superar las dificultades que deben enfrentar cada uno de sus miembros.

Asimismo, puntualizó que esta convicción se funda en la obligación que pesa sobre todos quienes ejercemos responsabilidades públicas, por voluntad soberana del pueblo, de orientar siempre nuestro actuar hacia la obtención del bien común, según se prescribe en el artículo 1º de nuestra Constitución Política, precepto que expresamente dispone que el Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece.

En consecuencia, planteó que esta iniciativa, que introduce en nuestra legislación la institución del Acuerdo de Vida en Pareja, tanto para uniones hetero como homosexuales, pone fin al déficit de protección legal de ellas y satisface el legítimo requerimiento que tienen de ser respetadas.

Agregó que esta iniciativa no altera de modo alguno la definición legal de matrimonio contenida en el artículo 102 de nuestro Código Civil. Sostuvo que ella no debilita el matrimonio entre un hombre y una mujer ni menos pretende hacer extensiva  a las parejas que regula esta ley la institución del matrimonio. 

Afirmó que era probable que mediante el acuerdo de vida en pareja muchas personas que hoy conviven posteriormente celebren un matrimonio. Aseveró que así lo ha demostrado la experiencia francesa, donde muchas personas que suscriben el pacto de unión civil transitan posteriormente a la vida matrimonial.

Insistió que la realidad social actual es plural. Ella admite diversas formas de familia. Mediante esta legislación solo constatamos este hecho y entregamos una solución concreta a los diversos problemas que afectan quienes conviven.

Finalizó señalando que mediante este proyecto solo se está reconociendo la autonomía de la voluntad de las personas para definir la forma jurídica que quieren dar a sus relaciones afectivas. Lo anterior, reiteró, en ningún caso significa debilitar el matrimonio entre un hombre y una mujer o abrir espacio a la figura del matrimonio igualitario.


En seguida, intervino la Honorable Senadora señora Alvear quien recordó que la Comisión no está legislando apresuradamente, como se planteó precedentemente. Recordó que el proyecto de ley del exsenador señor Allamand, fue presentado el 29 de junio del año 2010 y que esta Comisión inició la tramitación de dicho proyecto, el 8 de junio del 2011. Afirmó que a partir de la referida fecha la Comisión ha recibido un gran volumen de información a través de audiencias públicas.


Manifestó que si hay un proyecto en que la Comisión ha escuchado a la mayor cantidad de instituciones, profesores, especialistas y al Poder Ejecutivo, ha sido en éste. 


Destacó que la Comisión ha llevado a cabo un estudio profundo y riguroso de los proyectos. 





Seguidamente, hizo presente que el país tal como lo conocemos, ha cambiado significativamente. La ciudadanía entiende a la familia ya no sólo desde una visión rígida y única, sino desde una perspectiva más amplia, que abarca diversos tipos de vínculos afectivos, los que no se limitan al matrimonio. Agregó que si bien en lo personal era partidaria del matrimonio, reconoció que las parejas se casan cada vez menos. No se casan, o postergan su decisión por propia opción, independientemente de las fórmulas que haya impulsado el legislador en materia de matrimonio o divorcio. 





Sostuvo que las parejas de hecho han aumentado significativamente en nuestra sociedad. Expresó que ellas eran fundamentalmente heterosexuales, pero también hay un número cada vez mayor de parejas del mismo sexo.

Indicó que frente a lo anterior había dos opciones, la primera es dejar las cosas como están, lo que se traduce en un número cada vez mayor de situaciones carentes de protección o regulación legal, desde diversos puntos de vista. Esas parejas no tienen regulación o se las deja a las reglas generales que no necesariamente responden a sus aspiraciones que dicen relación con la situación patrimonial entre ambos, los frutos de la vida en común o la convivencia, la división de roles que deja a un miembro de la pareja más que a otro como encargado de la provisión económica. Constató que  también se deja sin regular su situación sucesoria o hereditaria. Afirmó que lo anterior supone no conceder la protección que el sistema previsional o de salud asigna a las parejas de los cotizantes. Asimismo, no regula las situaciones que involucran a terceros, tanto desde un punto de vista económico como familiar.





En consecuencia, aseveró que dejar las cosas como están, señalando que la alternativa es el matrimonio, en nada contribuye a incentivar el contrato matrimonial y sólo difunde aún más la desprotección e inseguridad jurídica de las referidas relaciones de pareja.





Por lo anterior, señaló que no solo era positivo, sino que indispensable legislar en esta materia. Puntualizó que las parejas unidas por vínculos afectivos, sean de la orientación sexual que sea, deben contar con herramientas que les brinden protección, incluso respecto de terceros. Se mostró partidaria de que este contrato sea extensivo a todas las parejas, no solo las del mismo sexo como algunos han planteado. Pretender que se aplique solo a parejas homosexuales es profundizar un tipo de discriminación, pues estaríamos usando a la propia ley como un instrumento de segregación. 





Por todas estas razones señaló que apoyaba la idea de legislar. 





En todo caso, hizo presente que presentaría indicaciones a diversos aspectos esenciales de los proyectos en discusión, con el fin de perfeccionar su actual contenido y redacción.





Anunció que ella era partidaria de que el acuerdo de vida en pareja genere el estado civil de conviviente. Al fundamentar esta opinión preguntó: ¿Puede alguien creer razonablemente que luego de firmar este acuerdo se considerara a la persona soltera para todos los efectos legales? ¿Tiene sentido que llegue a un hospital a ver su pareja enferma, y se le considere soltera, sin vínculo alguno con quien suscribió el contrato de acuerdo de vida en pareja?





Por otra parte, hizo presente que era indispensable que este contrato se firme ante un oficial del Registro Civil y que se inscriba en un registro público. Señaló que si no se procedía de esta manera, no habría ninguna forma de controlar la multiplicidad de acuerdos de vida en pareja que puede celebrar una misma persona, con el fraude que esta conducta puede significar a otras parejas o a terceros.

Asimismo, se mostró partidaria que esta iniciativa dé acceso a una diversidad de regímenes patrimoniales, al menos todos los que actualmente están previstos para el matrimonio. Afirmó que no se justificaba restringir tales regímenes si uno de los principales efectos de este contrato es poder contar con una forma clara de administrar el patrimonio.

Finalmente, señaló que las controversias sobre el acuerdo de vida  deben ser vistas por los Tribunales de Familia, porque todo lo que se refiere a materias de estado civil debe ser analizados por estas instancias, y porque tienen la especialidad, los profesionales y la infraestructura para abordar este tipo de materias.

Por todas estas razones, reiteró que votaba favorablemente esta iniciativa.


Seguidamente intervino, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, quien señaló que el eje de la estructura de la familia es el matrimonio, como institución que se funda en la relación y compromiso permanente entre un hombre y una mujer. Explicó que lo anterior da fundamento a la vida social y es la mejor solución conocida para  estructurar la crianza y educación de los hijos.


Expresó que hacía suyas muchas de las consideraciones enunciadas por el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, sobre la importancia del matrimonio y la familia en nuestra vida social. No obstante lo anterior, señaló que las debilidades o problemas a que se ve afectada la institución matrimonial no se debe a que se haya aprobado una legislación como la que hoy se discute, sino que a razones que se vinculan con la situación social y cultural de nuestro país que se arrastran por décadas. 


Añadió que de acuerdo al último censo, en Chile hay 2.100.000 personas que viven en pareja, de las cuales sólo 35.000 son homosexuales.


Manifestó que ante las cifras mencionadas, es un deber del legislador tomar cartas en el asunto. 


Destacó que las convivencias generan efectos entre las partes y como no existe una estructura legal conocida, cuando terminan dichas relaciones generan un conflicto que se resuelve en los tribunales de justicia. Son éstos los que han ido pronunciándose sobre estas situaciones y sus resoluciones, por no existir jurisprudencia obligatoria, son diferentes aún ante casos similares. Adicionalmente, ellas obligan a juicios largos y engorrosos y no es razonable que la ley no se anticipe, estableciendo criterios que permitan saber a qué atenerse en dichas situaciones.


Indicó que es del todo recomendable estudiar fórmulas a través de las cuales la ley puede resolver las situaciones que se producen entre personas que viven juntas. Hacerlo no es fácil, ya que estamos votando dos iniciativas que si bien en lo fundamental tienen similitudes, presentan soluciones distintas a determinados problemas específicos.


Aseveró que se propuso la fusión de ambos proyectos porque entiende que hay que buscar una sola vía para darle una respuesta legal a estos hechos.


Compartió que existiendo el matrimonio para parejas de distinto sexo, no resulta necesario regular una unión de pareja de carácter heterosexual. Además, recordó que nuestra legislación actualmente contempla la figura jurídica del divorcio, de tal manera que el matrimonio ya no tiene el carácter de indisoluble. Por lo tanto, si la institución matrimonial regula la situación de parejas de distinto sexo, introducir una segunda figura -el AVP- para ellas sólo agrega confusión y no se justifica. Menos todavía si ella conlleva un nuevo estado civil. 


Afirmó que no es partidario del matrimonio homosexual, sin embargo, se requiere de un espacio jurídico distinto y propio para las parejas del mismo sexo. Es evidente que si éste existiera, las comunidades gay no promoverían el acuerdo de vida en pareja para ellas, lo cual demuestra lo innecesario que lo es para parejas de distinto sexo. Expresó que la institución matrimonial dice relación con la fundación de un grupo humano, en donde los hijos son una consecuencia natural, lo cual demanda una regulación que va más allá de lo meramente contractual. De hecho, las antiguas miradas del matrimonio como una expresión de “contrato” han sido largamente superadas por la aceptación del matrimonio “institución”.


Sin perjuicio de ello, afirmó que entendía el requerimiento de parejas del mismo sexo por tener un espacio regulado de su vinculación, atendida su naturaleza afectiva y teniendo presente las consecuencias que de ella se derivan y que no están recogidas por la ley. Por eso reiteró que apoyaba, en general, esta iniciativa.


Recordó que en esta materia existen diferentes modelos a nivel internacional. Por un lado, en el sistema francés, se tomó el camino de regular las uniones de pareja sean heterosexuales u homosexuales. Sin embargo, el modelo alemán ha regulado solo la convivencia de las parejas homosexuales, dejando el equivalente al acuerdo de vida en pareja para personas del mismo sexo.


Expresó que apoyaba favorablemente la idea de legislar en el entendido que el cometido de la Comisión es definir un contenido legislativo a este proyecto, y que durante el debate en particular de esta iniciativa debiera determinarse cuál debiera ser la forma mediante la cual se regularán las relaciones de parejas, atendiendo los distintos factores que permiten establecer regímenes propios a cada una de ellas.


En lo sustancial, postuló el establecimiento del matrimonio para parejas de distinto sexo, tal cual lo entiende nuestra legislación, y el acuerdo de vida en pareja para las personas de igual sexo. Sostuvo que cada tipo de relación se justifica por diferentes motivos y, por ello, no hay una cuestión de desigualdad. Las relaciones de uno u otro tipo tienen sus especificidades propias y, por lo tanto, les corresponde soluciones jurídicas disímiles.


Recalcó que por la experiencia internacional, existen relaciones de hecho que no llegan a formalizarse y quedan fuera de la regulación que hace el legislador y, en esos casos, el problema subsistirá. Sostuvo que en los países en donde existe un contrato equivalente al acuerdo de vida en pareja, muchos igual no lo adoptan y siguen siendo convivientes de hecho. Lo anterior, aseveró ocurre indistintamente en parejas de igual o de diferente sexo.


Indicó que para solucionar el problema recién planteado, debe buscarse una solución legislativa que opere en forma supletoria a la voluntad de las partes, estableciendo ciertas normas que se anticipen a resolver algunas de las materias que más complicaciones generan al momento de disolverse dicha comunidad de hecho. Así, las personas que no contraigan matrimonio o no celebren un acuerdo de vida en pareja y tengan una convivencia de hecho, la que se acreditará en la forma que fije la ley, podrán quedar resguardadas por el derecho. Por ello, anunció que presentaría más adelante la indicación correspondiente.


Asimismo, hizo presente que si en el curso del debate en particular, la Comisión crea una institucionalidad que no comparte o que resulta insatisfactoria, se reserva el derecho a revisar su posición en la Sala. 


Sostuvo que frente a la realidad, la ley no debe ser indiferente. 


Reiteró que la legislación debe priorizar el matrimonio, porque es el lugar donde se crían los hijos y no cree que haya una institución que pueda reemplazarla. Atendido lo anterior, puntualizó que nunca será partidario de legalizar una unión entre personas del mismo sexo en cuanto pudieran equipararse a un matrimonio, porque ellas son instituciones jurídicas distintas.


Concluyó sosteniendo que vota favorablemente la idea de legislar sobre estas uniones, esperando que la formalización del presente proyecto de ley sea la adecuada y que no se afecte la institución matrimonial.   


Finalmente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio manifestó que vota a favor de la idea de legislar contenida en las iniciativas que va a refundir esta Comisión.


Recordó que esta no era una decisión apresurada ya que la Comisión había tenido un amplio debate sobre las iniciativas en estudio, donde se había escuchado a todas las personas que han querido dar a conocer su opinión.


Indicó que el proyecto de S.E. el Presidente de la República y el proyecto del exsenador señor Allamand son perfectibles, pero ambas son buenas iniciativas.


Sostuvo que cree en el matrimonio entre un hombre y una mujer y que en estos proyectos no se está legislando acerca del matrimonio igualitario, sino que sobre el acuerdo de vida en pareja.


Hizo presente que el caso que más le preocupa es el de las personas homosexuales que conviven y en este sentido, estos proyectos permiten regular efectos patrimoniales, hereditarios, de salud, previsional, pero por sobre todo, otorga un reconocimiento social a estas uniones de hecho.


Recalcó la importancia de incorporar al Registro Civil en el reconocimiento de este tipo de uniones. 

Explicó que al aprobar el acuerdo de vida en pareja no sólo estamos manifestando nuestra disposición a regular los aspectos patrimoniales que involucra la existencia de una relación de pareja, sino que también estamos otorgando un reconocimiento como sociedad a este tipo de relación de pareja. No estamos hablando sólo de bienes muebles o inmuebles sino de una unión de personas que han decidido formalmente tener una vida en común donde prima el afecto y el deseo que esa relación perdure en el tiempo.

Asimismo sostuvo que estaba convencido que el matrimonio constituye un ideal de familia que debíamos promover. Sin perjuicio de lo anterior, afirmó que no debíamos desconocer el hecho que en la práctica existen otras formas de familia en el mundo y nuestro país. 

En consideración a lo anterior, aseveró que no se podía obviar esa realidad y, en consecuencia, se debía legislar dando cuenta de lo que ocurre en nuestro país. Expresó que lo anterior era particularmente importante para las parejas homosexuales que no tienen la posiblidad legal de formalizar su relación de pareja. Afirmó que ellos merecen la oportunidad de tener un reconocimiento legal por parte de la sociedad. Distinto es el caso de las parejas heterosexuales quienes tienen la posibilidad de contraer matrimonio y de divorciarse de acuerdo a nuestra legislación.

Finalmente, recordó que en el derecho comparado existen distintas opciones para regular las parejas que conviven. En Francia, por ejemplo, el PACS regula el acuerdo de vida en pareja para personas heterosexuales y homosexuales, sin que constituyan estado civil. En cambio, en Alemania esta regulación rige sólo para parejas homosexuales con un grado de reconocimiento mayor pues constituyen estado civil. Sea cual sea el camino que siga nuestro Parlamento, indicó que le parecía fundamental que los conflictos que se susciten al interior del acuerdo de vida en pareja sean resueltos por los Tribunales de Familia y no por tribunales ordinarios como propone el Gobierno, pues estamos legislando para un tipo de familia y no solo para regular la mera transacción de bienes muebles e inmuebles entre dos personas.


Como consecuencia de lo anterior, la Comisión, por mayoría de votos, aprobó en general el proyecto de ley que establece el Acuerdo de Vida en Pareja y el proyecto que establece el Acuerdo de Vida en Común, refundidos. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. En contra lo hizo el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos.

4.- CONSIDERACIONES PREVIAS A LA DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Antes de iniciar el estudio en particular de las iniciativas que la Sala del Senado autorizó a refundir en un solo texto, la Comisión estimó oportuno solicitar un nuevo informe a la Biblioteca del Congreso Nacional, con el fin de dilucidar la forma en que las uniones civiles han sido reguladas en Alemania y en Francia, dado que ellas presentan modelos diferentes para acceder al régimen de unión civil.


Asimismo, acordó examinar las respuestas que dieron las organizaciones consultadas al cuestionario de preguntas que les hizo llegar la Comisión.


De conformidad con lo anterior, recibió, en primer lugar, un informe elaborado por la investigadora de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora la señora Annette Hafner.


La señora Hafner comenzó su intervención señalando que en Francia la figura jurídica de la unión civil supone la celebración de un contrato entre dos personas físicas mayores de edad para establecer una vida en común.

Precisó que en Alemania ese contrato solo se podía celebrar entre personas del mismo sexo, de conformidad con lo que establece la Ley de Unión Civil Alemana.


Agregó que en Francia este contrato puede ser celebrado entre personas del mismo o distinto sexo, según se dispone en el Código Civil Francés.


Señaló que en ambos ordenamientos jurídicos se establece que no pueden celebrarlo quienes tienen relaciones cercanas de parentesco (línea directa y hermanos), o tienen un vínculo anterior (matrimonio o unión civil).


Añadió que los contratantes tienen el deber de ayuda mutua y material, y de vida en común.

En cuanto al régimen de bienes, explicó que en Francia impera el régimen de separación de bienes por defecto, posibilidad de elegir régimen de bienes indivisos.


Puntualizó que en Alemania, la legislación establece el régimen de participación en los gananciales y por defecto, abre la posibilidad de elegir otros regímenes patrimoniales.


A continuación, presentó una diapositiva en que se resume el procedimiento para constituir o terminar una unión civil en Alemania y en Francia.
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Agregó que en materia de derechos sociales y tributación, dichas legislaciones reconocen, en algunos casos, el derecho a pensión de la parte sobreviviente. Asimismo, a acceder al seguro médico de la otra parte.


Explicó que se considera la unión civil para ciertas formas de ayuda social (se suman las rentas de las partes).

Hizo presente que en materia de impuestos a la renta: Francia permite la declaración conjunta), en cambio en Alemania se prescribe la declaración individual. Aclaró que este tema era una materia en actualmente en revisión en Alemania. Explicó que también hay una reducción de impuesto sobre las sucesiones y donaciones.


Ahonda en materia de derechos sucesorios y reglas sobre adopciones explicó que en Alemania la parte sobreviviente se considera heredero legal (con familiares del 1er grado: ¼, con familiares del 2do grado: ½ de la herencia). En tanto en Francia las partes se consideran como terceros para efectos hereditarios.

Precisó que en ninguno de los dos países, hay derecho de adopción conjunta. Sin embargo, en Alemania, una parte puede adoptar el hijo biológico de la otra.

Seguidamente, explicó que la institución de la unión civil es un criterio que se considera positivo cuando se trata de otorgar residencia en el país.

Agregó que en ambos países, las condiciones y efectos materiales de una unión inscrita se someten a las disposiciones legales del Estado que haya procedido a su inscripción.


En cuanto al tema de la disolución explicó se contemplan las siguientes causales: Por matrimonio, muerte, y declaración conjunta o unilateral. Precisó que en Alemania el tiempo de espera para que se consolide una disolución puede variar de 1 a 3 años.


Puntualizó que en materia de liquidaciones de las uniones civiles se distinguen las siguientes reglas.


En Francia la liquidación de los bienes comunes la pueden hacer las propias partes contratantes o por el juez en caso de desacuerdo.


En Alemania indicó que se aplican por analogía a las reglas del derecho matrimonial.


A continuación, presentó el siguiente cuadro resumen:

	Alemania
	Francia

	Ley especial
	Código Civil

	Parejas del mismo sexo
	Parejas del mismo y de distinto sexo

	Competencia: Registro civil/juzgado de familia
	Competencia: Secretario del Tribunal de Instancia/ notario

	Régimen de bienes por defecto: Participación de ganancias, otros regimenes posibles
	Establecimiento de un contrato de PACS obligatorio.
Régimen de bienes por defecto: Separación de bienes, única alternativa: régimen de bienes indivisos

	Apellido común posible, ciertos derechos de adopción y de co-decisión en asuntos de los hijos de la pareja
	---

	---
	Declaración conjunta de impuestos sobre la renta

	Reglas específicas sobre la separación 
	---

	Tiempo de espera para disolución (1 – 3 años de separación)
	---

	Liquidación = reglas de liquidación del derecho matrimonial
	Liquidación = voluntad de las partes, sino, juez

	Pensiones alimenticias limitadas posibles
	---

	Partes son herederos legales
	Partes son terceros para efectos hereditarios



Concluida esta intervención, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, agradeció a la señora Hafner su presentación y propuso a la Comisión tomar conocimiento las respuestas que habían presentado las organizaciones ya indicadas, a las consultas que formuló la Comisión. La Comisión concordó con este planteamiento.


En consecuencia, se procedió a analizar las siguientes preguntas y respuestas.


En primer lugar, se examinaron las respuestas a la siguiente pregunta. ¿Estima usted que el Acuerdo de Vida en Pareja debe ser un contrato que pueden celebrar tanto personas naturales de igual o distinto sexo (modelo francés) o debe quedar reservado a individuos del mismo sexo (modelo alemán)?


En primer lugar, se dio lectura a texto del abogado y profesor de Derecho Civil, señor Mauricio Tapia, quien sobre este punto señaló lo siguiente:


“No existen razones jurídicas que impidan que el Acuerdo de Vida en Pareja pueda ser celebrado por personas de igual o distinto sexo. Por el contrario, restringirlo a las parejas homosexuales importaría un atentado al principio de igualdad constitucional (una discriminación arbitraria).


El Acuerdo puede prestar una importante utilidad a las parejas heterosexuales que, por razones de creencias, prácticas o de cualquiera otra índole, no quieran suscribir un contrato matrimonial. 


Particularmente, si se considera que el AVP contendrá trascendentales medidas de protección patrimonial (comunidad, beneficios previsionales y hereditarios), un importante número de parejas heterosexuales podría acceder a esa protección (que hoy sólo se reserva para el matrimonio), cuestión que redundaría en un innegable beneficio social. 


Por lo demás, la experiencia comparada mayoritaria en materia de pactos de unión civil apunta en ese mismo sentido.

El argumento de que abrir el AVP a las parejas heterosexuales ”debilitaría el matrimonio”, no es más que un prejuicio paternalista y un intento de eludir la corrección de las falencias que actualmente afectan a la regulación matrimonial. En efecto, privar a las personas heterosexuales de la posibilidad de acceder al AVP, para que con ello no disminuya el número de matrimonios, da cuenta de una visión ideológica que menosprecia la libertad humana y la autonomía de cada pareja para decidir qué forma jurídica otorgará a su relación. Al mismo tiempo, esta perspectiva omite explicar por qué las parejas heterosexuales se desinteresan cada vez más del matrimonio, y que dice relación con la naturaleza arcaica y poco ajustada a nuestros tiempos de la regulación civil de ese contrato. Las personas perciben, crecientemente, que el matrimonio es una regulación poco adaptada a las formas de relación pareja del presente, y eso no se solucionará creando más restricciones legales y “encerrando” a los heterosexuales en el matrimonio. 


Para volver nuevamente interesante el matrimonio para las personas -si estimamos que es una institución social benéfica- deberían modernizarse y flexibilizarse sus reglas (por ejemplo, en materia de regímenes patrimoniales y deberes personales), además de abrirse a las parejas homosexuales.


Por último, considero que los ciudadanos difícilmente entenderán cómo pretendiendo eliminar una discriminación (contra las parejas homosexuales) se termine creando una nueva (esta vez, contra las parejas heterosexuales).


Asimismo, la Comisión tuvo presente la opinión de la Fundación Iguales, que de acuerdo a documento que entregó a la Comisión, sostuvo el siguiente parecer:


“Que la sola idea de que el Acuerdo de Vida en Pareja quede reservado exclusivamente a los convivientes homosexuales corresponde a un retroceso en el debate, ya que se atenta contra el paradigma de igualdad al que ha llegado la sociedad y que ha sido reforzado recientemente por el Congreso Nacional a través de la aprobación de la denominada “Ley Antidiscriminación”, que proscribe todo trato discriminatorio en atención a la orientación sexual e identidad de género, entre otras categorías sospechosas.


Cualquier consideración que se estime para dar sustento a la idea de adoptar el modelo alemán o danés, si se sigue la estricta cronología de la aprobación comparada de estatutos regulatorios de parejas homosexuales, corresponderá a una visión discriminatoria en contra de los convivientes heterosexuales, ya que desde una perspectiva material no hay diferencias entre las relaciones de convivencia de parejas del mismo o distinto sexo.


Una de las mayores virtudes de los proyectos sobre AVP es su carácter doblemente igualitario, puesto que el acceso a su celebración no depende de la orientación sexual de los miembros de la pareja ni tampoco se distribuyen roles de acuerdo al género; consideraciones que sí están presentes en la definición del matrimonio civil, que de acuerdo al artículo 102 del Código Civil se trata de un “contrato solemne entre un hombre y una mujer”, y en la regulación de sus efectos, por ejemplo, en lo referido a la administración de los bienes de la sociedad conyugal y a los bienes de la mujer que es entregada, por el solo ministerio de la ley, al marido.


Para cerrar este primer punto, son atingentes las palabras del jurisconsulto Michel Grimaldi, en torno al carácter doblemente igualitario del Pacto Civil de Solidaridad francés: “Curiosamente, el PACS responde, al mismo tiempo, a la demanda de heterosexuales que podrían casarse, pero que no lo quieren, y a la demanda de homosexuales que quisieran casarse, pero que no pueden hacerlo”.


Por su parte, el MOVILH respondió a la pregunta de la siguiente manera:


“El Acuerdo de Vida en Pareja debe ser un contrato abierto tanto a personas del mismo como distinto sexo. Lo anterior, atendido que el matrimonio y AVP son figuras totalmente distintas que regulan situaciones de hecho diversas. No se trata aquí de crear un matrimonio de segunda categoría para parejas del mismo sexo, sino el solucionar un vacío legal que existe actualmente, y que porcentualmente afecta a muchas más parejas heterosexuales que homosexuales.”.


A su vez, la Corporación Humanas sostuvo sobre esta cuestión, lo siguiente: 


“La jurisprudencia del sistema interamericano de protección a los derechos humanos ‐además de proscribir expresamente la discriminación por orientación sexual e identidad de género, como se ha señalado‐ reconoce que no existe un modelo único de familia y que la protección a la familia consagrada por la Convención Americana de Derechos Humanos no se limita a aquellas familias con base en el matrimonio. Por el contrario, esta protección se amplía a otros lazos familiares entre quienes tienen vida en común, lo que comprende tanto a parejas de diferente sexo como a parejas del mismo sexo. Así se estableció en el caso Karen Atala e hijas contra el Estado de Chile en febrero de 2012.”


En el mismo sentido, el Centro Democracia y Comunidad destacó en su presentación lo que a continuación se transcribe:


“Creen que el modelo a seguir respecto al ámbito de aplicación del Acuerdo de Vida en Pareja es el modelo francés, que trata iguales a estas relaciones no matrimoniales, dando además la libertad a los sujetos de contraer el vínculo por AVP o por matrimonio en caso de cumplirse los requisitos correspondientes.


Por su parte, la Comisión Nacional Evangélica por la Familia puntualizó sobre esta consulta lo siguiente:


“Tanto la idea de un acuerdo de vida en pareja como del acuerdo de vida en común, constituyen una pésima señal para abordar las realidades existentes. Ambos se plantean en orden a solucionar tres problemas (mensaje sobre el proyecto de acuerdo de vida en común), sin embargo ninguno de esos tres problemas son tales, a nuestro juicio todas las hipótesis se encuentran debidamente agotadas en los mismos argumentos esgrimidos para fundamentar la hoy ley 19.947. De esta  forma ninguno de los modelos planteados ni se ajustan a la realidad ni constituyen  una necesidad a abordar.”


Por su parte, la Red por la Vida y la Familia, afirmó, en relación con esta consulta, que ella la obliga a plantearse el tema de la convivencia sin que previamente se justifique cuál es la razón de la convivencia y más aún cuál es el conflicto jurídico concreto exigido por las personas que requiere de solución. Sin la prueba de este conflicto, queda en evidente la NO necesidad de legislar.


Pero aun así, si el legislador encontrara un conflicto jurídico preciso, también habría que ver en una segunda etapa si es relevante que se resuelva con una nueva fórmula jurídica en vez de mejorar la que ya está: pero insisto, si el legislador no puede dar la prueba de la necesidad de legislar, entonces solo se puede concluir que el legislar tiene otro objetivo, el cual solicitamos se aclare abiertamente.


Ahora bien, si sostenemos la innecesaridad de este proyecto para las parejas heterosexuales, en relación a las parejas homosexuales, la Comisión ya no tiene otra opción ya ella el año pasado aprobó la ley de no discriminación y por lo tanto ya no le queda otra que ser coherente so pena de entrar en una grave incoherencia; elegir ahora entre tal o tal formula (francesa o alemana) nos parece a estas alturas irrelevantes, ya que, si la Comisión no aclara los motivos que la impulsan a legislar, queda en evidencia el trasfondo ideológico del asunto, al cual no participaremos en opinar cual sería el mejor, o más bien el menos malo.


En fin, también cabe subrayar la incoherencia de un eventual AVP con la nueva ley de matrimonio civil, recién promulgada en 2004, que considera la condición homosexual como causal de divorcio. O sea, tendríamos por un lado el reconocimiento positivo de la condición de homosexualidad y negativo por otro lado, como causal de nulidad de contrato.”


Al iniciarse el estudio de estas respuestas, la Honorable Senadora señora Alvear manifestó que era partidaria de que en esta iniciativa se regule tanto la situación de parejas heterosexuales como homosexuales, más aún tomando en consideración el número de parejas de distinto sexo que conviven en Chile. 


Agregó que excluir a las parejas heterosexuales constituiría un acto discriminatorio.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán expuso que de las opiniones recibidas, prevalece la idea de que el acuerdo de vida en pareja regule las relaciones entre personas homosexuales y heterosexuales. Recordó que solo dos instituciones rechazan cualquier tipo de Acuerdo.


Destacó lo declarado por Centro Democracia y Comunidad, entidad que no está de acuerdo en que el acuerdo regule solo la relación entre homosexuales (modelo alemán), pero señalan que “respecto a las demás normas creemos que el modelo a seguir es el alemán, ya que le da un trato de familia y no un mero acuerdo de vida que abarcaría incluso a amigos que conviven, como es el caso del modelo francés”.


Hizo presente que si las parejas heterosexuales quieren formalizar su unión pueden hacerlo contrayendo matrimonio. Aclaró que dicha institución tiene un grado importante de flexibilidad, sobre todo luego de que se autorizó el divorcio vincular.


Apuntó que lo que no está resuelto es la situación de las parejas que conviven, exista o no acuerdo de vida en pareja, es decir, aquellos que se mantienen en una situación de hecho. Éstas necesitan de normas que regulen los efectos jurídicos de su convivencia.


Sostuvo que respecto a las parejas homosexuales, éstas no tienen un estatus jurídico que los albergue y que les de protección. Es en esta hipótesis que se justifica la consagración de la figura jurídica que se está discutiendo.    


Hizo presente que el matrimonio es una institución que da cuenta de la existencia de hijos  que nacen de esa relación, situación que objetivamente no se da en las relaciones homosexuales. Constatar lo anterior no constituye un acto discriminatorio, sino una realidad biológica.


Estimó que no creía que se produzca discriminación si solo se establece esta unión civil para parejas homosexuales, ya que la situación y estatuto de ambos tipos de parejas no debe igualarse pues es diferente.


Aseveró que en el Derecho Privado prevalece el principio de la autonomía de la voluntad, en virtud del mismo las partes constituyen las relaciones de la manera que estiman más conveniente para ellas.


Señaló que le atrae la idea de seguir el modelo alemán, y entiende que no es discriminatorio porque trata realidades distintas mediante normativas diferentes.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Rossi indicó que el concepto discriminación era relativo, porque se podría señalar que éste está consagrado en el Código Civil que solo permite la institución del matrimonio entre un hombre y una mujer.


Agregó que los homosexuales ven en el acuerdo de vida en pareja, como un paso más en el camino hacia la igualdad plena de derechos.


Admitió que adoptar el modelo alemán desvirtúa el espíritu original del proyecto de ley dejando fuera del acuerdo a muchas familias que se beneficiarían con la creación de éste. 


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio argumentó que la discusión entre ambos modelos era legítima y que el problema se acentúa más entre las parejas homosexuales que respecto a las heterosexuales, porque estos últimos pueden contraer matrimonio.


Sostuvo que el informe entregado por la Biblioteca del Congreso Nacional fue bastante esclarecedor, sobre todo, tomando en consideración el antecedente que muchas personas que celebran el Pacto de Unión Civil Francés terminan casándose.


Hizo presente que, hoy en día, muchas parejas, a pesar de que existe el divorcio, deciden no contraer matrimonio.


Destacó que es discutible el determinar si es o no discriminatorio consagrar el acuerdo solo para los homosexuales. Compartió lo señalado por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán respecto a las fortalezas del modelo alemán.


Agregó que no tiene certeza sobre la situación de las parejas de hecho, pero sí se demostró convencido de aplicar el acuerdo a parejas de igual y de distinto sexo.


Finalmente, el asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar dejó constancia que en ambos proyectos, este contrato de unión civil está considerado para parejas de igual o de distinto sexo.  


A continuación, la Comisión examinó las respuestas  a la  siguiente pregunta ¿Debe este contrato dar origen a un estado civil?.


En primer lugar, se tuvo a la vista la respuesta del profesor  de derecho civil de la Universidad de Chile señor, señor Mauricio Tapia, quien manifestó en documento acompañado lo siguiente:


“El estado civil es un atributo de toda persona natural, y da cuenta de situaciones permanentes de ese individuo en la sociedad, derivadas de las relaciones de la familia en la que nace y de aquella que forma en la adultez.


El AVP es una forma de regulación de una relación de familia (como el mismo Mensaje del Presidente lo reconoce), de carácter permanente, por lo que es lógico que deba generar un estado civil y vínculos de parentesco por afinidad con la familia del otro contrayente.


Más aún, la demostración más elocuente de que el AVP genera un estado civil se encuentra en el impedimento para contraerlo que afecta a quienes se encuentren casados. En efecto, el estado civil es una condición permanente de las personas, y si el AVP no fuese intrínsecamente un estado civil no debería existir tal prohibición.


Asimismo, el propio Proyecto asigna competencia en la suscripción de estos acuerdos al Registro Civil -que es la institución encargada de mantener las partidas civiles que acreditan el estado civil-, argumento adicional para considerar que es de toda lógica que el AVP deba dar origen a un estado civil.


Negar el carácter de estado civil a la relación que formaliza jurídicamente el AVP es, implícitamente, reconocer que existen familias de primera y de segunda categoría, cuestión completamente contraria a la Constitución. 


Por lo demás, es la única forma de asegurar la aplicación de normas administrativas y penales vinculadas al parentesco (como restricciones en la contratación por conflicto de interés y agravación de penas por parentesco). En otros términos, si no se reconoce la calidad de estado civil al vínculo que hace nacer el AVP, se abre la puerta al fraude a la ley.”.


Asimismo, se dio lectura a la respuesta presentada por la Fundación Iguales, la que respecto a esta inquietud señaló lo siguiente:


“La ampliación de las realidades familiares protegidas por el derecho, también ha influido en ciertos efectos que se derivan de las relaciones de familia, entre ellas y una de las más relevantes, el estado civil que es definido en el artículo 304 del Código Civil como “la calidad de un individuo, en cuanto le habilita para ejercer ciertos derechos o contraer ciertas obligaciones civiles”. Sin embargo, este es un concepto que no comprende las características clásicas de este atributo de la personalidad, por lo mismo la doctrina ha debido complementar esta definición.


El profesor Jacinto Chacón caracterizó al estado civil como “la posición legal que el hombre ocupa en la familia y en la sociedad, que le imprimen un derecho o calidad y le confieren ciertos derechos y obligaciones”.


Por su parte, el profesor Manuel Somarriva entrega su propia definición del estatuto en análisis, posición que ha sido ampliamente recogida por el resto de la doctrina nacional y la jurisprudencia. Afirma Somarriva que el estado civil es “el lugar permanente de una persona dentro de la sociedad, que depende principalmente de las relaciones de familia y que la habilita para ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones”.


En consecuencia, es necesario que se reconozca de manera expresa al acuerdo de vida en pareja como un instituto de Derecho de Familia, por cuanto su constitución y contenidos están destinados a regular los efectos patrimoniales que se deriven de la vida afectiva en común de las personas que lo celebren. Como ya ha sido expresado, los mismos axiomas que informaban al Derecho de Familia han ido variando en su contenido original, dando lugar a un ordenamiento legal más amplio e igualitario, y que protege nuevas realidades familiares que no reconocen como presupuesto al matrimonio. De otro lado, no existen argumentos constitucionales que puedan invocarse para no proteger a nuevos modelos familiares que se configuren al margen del estatuto marital, por el contrario, sí existen preceptos en la Carta Fundamental que obligan a todos los órganos del Estado a proteger la familia en términos amplios y sustantivos. En este mismo sentido, también existen compromisos internacionales que consagran el derecho a que cada quien pueda formar su propia familia y que el Estado debe adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean necesarias a fin de asegurar el ejercicio de esta facultad.


En caso de que se desestime este reconocimiento expreso del AVP como una institución del Derecho de Familia, el legislador otorgará un argumento de carácter simbólico para que la sociedad, a través de sus costumbres y usos cotidianos, comience a distinguir entre verdaderas familias de primera (aquellas que se conforman a través de la celebración del matrimonio) y segunda clase (las que opten por la celebración del contrato de AVP).


A su vez, este reconocimiento trae como consecuencia ineludible que la celebración del AVP constituya un estado civil nuevo, al que hemos denominado “conviviente legal”, con todas las consecuencias que ello implica para el estatuto personal de los celebrantes, entre ellas, la generación de parentesco por afinidad entre los contratantes y los consanguíneos de su pareja. La justificación de esta observación está en la coherencia de la que debe gozar el Derecho de Familia, por cuanto el estado civil se deriva principalmente de las relaciones familiares, tal como se ha explicado latamente. Además, de este modo se evita que puedan burlarse ciertas prohibiciones administrativas que impiden celebrar contratos públicos cuando hay conflictos de interés fundados en el parentesco o que un determinado crimen sea calificado de acuerdo a un tipo penal que conlleve una pena menos grave que aquel que se ha establecido por la relación de parentesco entre los sujetos en un caso determinado.”


Asimismo, se tuvo presente la opinión de la Corporación Humanas, lo que a continuación se transcribe: 


“La iniciativa define el acuerdo de vida en pareja como un “contrato celebrado entre dos personas con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común”. Sin embargo, no llega a reconocer a estas relaciones el carácter de relaciones familiares que sí tienen aquellas derivadas del matrimonio, puesto que del acuerdo de vida en pareja no se deriva estado civil entre los contrayentes ni se da lugar a relaciones de parentesco. Señala el proyecto, en el inciso siguiente que “El acuerdo solo generará los derechos y obligaciones que establece la presente ley y en ningún caso, alterará el estado civil de los contratantes”, es decir, expresamente se restringe el reconocimiento que busca otorgar a estas relaciones afectivas, excluyendo una de las consecuencias propias de las relaciones familiares que es el estado civil.


No es comprensible dictar una normativa para el reconocimiento y protección de las relaciones familiares de quienes conviven y son familia pero consagrar en dichas normas que estas personas mantienen su estado civil de solteras y que no existe otro vínculo entre quienes celebran el acuerdo de vida en pareja que la mera relación contractual.”


Por su parte se tuvo presente, que el Movilh  manifestó respecto del estado civil lo siguiente: 


“No se entiende por qué el proyecto actual niega este carácter, dado que existe una serie de consecuencias del AVP que solo se justifican desde la creación de un nuevo estado civil. La extensión de ciertas inhabilidades al otro conviviente es un claro ejemplo de lo anterior. Los contratantes adquieren un nuevo estado civil frente a la sociedad, que genera una serie de derechos, obligaciones e inhabilidades frente a terceros. Aunque la ley le niegue este carácter, de todos modos existirá un estado civil de facto, pero sujeto a una técnica jurídica insatisfactoria en caso que se le niegue dicha categoría.”


Seguidamente, se dio lectura a lo propuesto por el Centro Democracia y Comunidad:


“El AVP es un contrato que quiere regular a un tipo de familia, y por lo tanto, se activan los dos ámbitos del mismo. Es decir, primero, debe incluir derechos patrimoniales, y segundo, debe incluir también los deberes y derechos extra-patrimoniales, y obviamente, también debe modificar el estado civil de los contratantes a "convivientes", porque ese es su punto de partida.


Las definiciones que se dan en los proyectos de ley en discusión representan el punto central de la crítica mencionada, ya que dan a entender la naturaleza jurídica de dichos contratos y por lo tanto, ordenan el cómo han de interpretarse todas las demás disposiciones del presente proyecto, lo cual se manifiesta de forma aún más concreta, en el disponer que estos contratos no modificarán el estado civil de los contratantes. Ese es el punto central de nuestra crítica al proyecto, porque aleja a una familia, del Derecho de Familia.”


Seguidamente, se tuvo presente la opinión de la Comisión Nacional Evangélica por la Familia, la que aseveró que:


“Sobre la base de la respuesta anterior estimamos que no existe una necesidad  real de celebrar contrato alguno, mucho menos hay razón para que éste de existir, generará un nuevo estado civil.”


Igualmente, se dio lectura a lo que planteó la organización “Acción Familia”, lo que a continuación se transcribe: 


“Para responder a esta pregunta, y en general a las otras levantadas por la Comisión, me sirvo de una expresión del Prof. Antonio Bascuñán, en su presentación del 2011, esta iniciativa del Ejecutivo es un proyecto de “diseño”. Es decir un “dibujo” que el Ejecutivo hace de una nueva institución de la familia.


Ahora precisamente cuando los poderes públicos, pretenden hacer nuevos dibujos de una realidad tan central y básica de la sociedad como es la Familia, salen, con perdón de la expresión, verdaderos mamarrachos.


Lo que el Ejecutivo pretende hacer, es dar la apariencia de familia a algo que no es familia; pero como sabe que no es familia, no le concede todos los derechos inherentes a ésta, ni siquiera su protección se la enmarca en el Derecho de Familia, sino en el de contratos. Pero, como al mismo tiempo considera que “todas las formas de familia tiene derecho a igual respeto y reconocimiento”, toma del Derecho de Familia los aspectos que a su entender le parecen convenientes.


El resultado es precisamente lo que todos ven: una institución híbrida que tiene cara de familia y cuerpo de concubinato.


Y es en torno a este punto, al cual con razón el ex senador Allamand, en la primera sesión de este debate, se refirió como siendo “el corazón” del Proyecto de su autoría y del Proyecto del Ejecutivo, que queremos centrar nuestra exposición.


Por tal “corazón” expresó el Sr. Allamand, se debe entender el propósito de dar a las uniones de hecho un reconocimiento legal que las establezca en igualdad de condiciones con las uniones matrimoniales. En la misma sesión, la Sra. Ministra Pérez concordó con el Sr. Allamand en que no se trata de un mero reconocimiento sino de la creación de una nueva institución.”


Finalmente, la organización Red por la Vida y la Familia declaró respecto a la posibilidad que el Acuerdo de lugar a estado civil que: “por ningún motivo puede ocurrir ello ya que la convivencia es siempre una situación de hecho, por lo no puede en caso alguno ser constitutivo de estado civil.


El estado civil es un atributo de la personalidad del individuo: cuando se nace, el individuo tiene atributos tales como estado civil, nombre, patrimonio, etc. Elevar un estatuto de convivencia a la categoría de atributo de la personalidad es dar una condición que solo le es propio del matrimonio: estaríamos homologando una cosa con la otra.


Es elevar una cuestión fundamental y la comisión tiene que tomar la importante decisión de si está dispuesta a dar a una situación de facto un estatuto de jure.”


Al iniciarse el análisis de estas respuestas, la Honorable Senadora señora Alvear se declaró partidaria de que se otorgue estado civil a quienes celebren un acuerdo de vida en pareja. 


El Honorable Senador señor Rossi agregó que le llama la atención que quien contrae un acuerdo de vida en pareja, se encuentre inhabilitado para celebrar un matrimonio. Sostuvo que lo anterior es un argumento más para determinar que quien celebra este contrato, adquiere un estado civil. 


El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar señaló que ninguno de los dos proyectos contempla el estado civil para quienes celebren el acuerdo. El fundamento es que el estado civil, de acuerdo al artículo 304 del Código Civil, es la calidad de un individuo, en cuanto le habilita para ejercer ciertos derechos o contraer ciertas obligaciones civiles. La esencia del contrato que se propone consiste en regular los efectos jurídicos de la vida afectiva en común de más de 2.000.000 de personas que se encuentran en una situación de precariedad jurídica.


Añadió que no hay necesidad de establecer un estado civil para estas parejas que conviven, ya que éste le conferiría a quienes lo celebran, todos los derechos y obligaciones que contempla el estado civil, lo que implicaría crear un matrimonio de segunda categoría.


Seguidamente, la Comisión consideró las respuestas a la tercera pregunta que ella formuló previamente. Su texto es el siguiente: ¿Debe este contrato regular sólo efectos patrimoniales derivados del mismo?



En relación con esta consulta, se tuvo en vista, en primer lugar, la opinión del abogado y profesor de Derecho Civil, señor Mauricio Tapia, quien hizo presente que el acuerdo de vida en pareja, como el matrimonio, es un contrato que regula esencialmente cuestiones patrimoniales, familiares y que resuelve conflictos. La ley civil tiene un alcance muy limitado en los “deberes personales” que se quieran imponer a las parejas, pues es un ámbito de privacidad que debe quedar fuera del derecho. El derecho no puede y no debe obligar a las personas a seguir queriéndose o a ser fieles. Eso queda entregado a cada pareja.


Agregó que es por dicha razón que los propios deberes jurídicos personales al interior del matrimonio van en retroceso, como lo prueba la propia práctica chilena en materia de divorcios, pues la inmensa mayoría de ellos se pronuncia sin referirse en modo alguno al incumplimiento de tales deberes. 


Destacó que ello no obsta a que ciertos deberes personales con “contenido patrimonial” deban reconocerse y ampararse legalmente (tal como ocurre en el matrimonio), como la ayuda mutua y socorro, que se traduce en colaboración económica hacia el contratante que lo necesita. En ellos el derecho puede y debe cumplir una labor, concediendo, por ejemplo, el derecho de alimentos al que los requiera. 


Dando respuesta a la misma pregunta, la Corporación Humanas señaló que “el Acuerdo no sólo debe regular efectos patrimoniales. El acuerdo de vida en pareja propuesto por el Ejecutivo apunta a brindar a las parejas de diferente sexo que no estén casadas y a parejas del mismo sexo, un estatuto jurídico que importe reconocimiento social y jurídico a su relación afectiva, así como protección a un conjunto de derechos patrimoniales, sucesorios y sociales. De hecho, el propio Mensaje presidencial expresa entre sus fundamentos que al Gobierno le asiste la “convicción de que el Estado no está cumpliendo adecuadamente con su finalidad ni sus deberes primordiales si no ofrece un marco jurídico que, al menos, reconozca, respete y otorgue certeza jurídica a los derechos de esos aproximadamente dos millones de compatriotas, que viven en pareja sin estar casados, regulando los efectos patrimoniales, sociales y sucesorios de su convivencia. Ello, por cierto, se aplica tanto a parejas de distinto como del mismo sexo, toda vez que en ambas es posible desarrollar el amor, afecto, respeto y solidaridad que inspiran un proyecto de vida en común y con vocación de permanencia.


Al presentar el proyecto sobre acuerdo de vida en pareja, el Presidente de la República señaló que no existe un solo tipo de familia, sino múltiples expresiones de ésta, incluyendo a los convivientes de distinto o del mismo sexo. Resaltó que “todas y cada una de esas formas de familia merece respeto, dignidad y va a tener el apoyo del Estado. Porque todas esas familias son fruto del amor, que es el principal elemento que une y que define a una verdadera familia (...) Y por eso, cualquier esfuerzo efectivo para cumplir el mandato constitucional de promover y fortalecer la familia, supone entenderla en un sentido amplio y que asuma y valore todas las distintas expresiones y realidades en que se da la vida en familia. Y eso es precisamente lo que hemos querido hacer con el proyecto de ley que hoy día vamos a firmar y enviar al Congreso.


Regular únicamente aspectos patrimoniales involucrados en las relaciones afectivas y familiares de quienes conviven no constituye el reconocimiento y protección que las uniones requieren y que el Gobierno ha comprometido. Menos aun importaría dar cumplimiento a las obligaciones internacionales de protección de la familia y no discriminación.”.


Por su parte, el Centro Democracia y Comunidad manifestó que si el mismo mensaje señaló que se reconoce la existencia de otros tipos de familia y se busca regularlas, no hay forma de comprender el por qué no modificaría el estado civil de los contratantes, ya que si es un tipo de familia, corresponde aplicar la legislación establecida para las familias y modificar la situación de sus integrantes frente a la sociedad, incluyendo, por ejemplo, las relaciones de parentesco por afinidad, constatando su calidad de familia con todas las consecuencias que de ello derivan. Por lo tanto, está lo suficientemente claro, el AVP debe modificar el estado civil de los contratantes a "convivientes", al mismo tiempo de cambiar las relaciones de parentesco, particularmente, de afinidad.


A su vez, como a las familias se les debe dar regulación en el Derecho de Familia, lógicamente la sola regulación patrimonial es insuficiente, toda vez que una familia no solo es patrimonio sino que también se incluyen derechos y deberes extra-patrimoniales que hay que resguardar, entendiendo el mismo contexto en el cual una familia nace, por ejemplo, con en el deber de fidelidad y cohabitación. 


Asimismo, se dio lectura a la opinión de la organización Movilh, la cual indicó que el acuerdo de vida en pareja es más que un mero contrato patrimonial, toda vez que regula relaciones de afecto y familia. La ley debe reconocer expresamente que los integrantes del AVP forman una familia amparada y reconocida por el Estado.


Sobre este punto, la Comisión Nacional Evangélica por la Familia sostuvo que de las razones que se esgrimen para la creación de esta  figura jurídica, el aspecto patrimonial pueda ser el más  débil, lo anterior por la enorme  gama de soluciones existentes  ya en el derecho civil, ya en  el derecho comercial.


Seguidamente, se tuvo en cuenta la opinión de la Red por la Vida y la Familia, la cual advirtió que es totalmente innecesario ya que el ordenamiento jurídico actual contempla de un modo adecuado y completo una regulación patrimonial plena que aborda de un modo eficiente cualquier requerimiento en el orden patrimonial. Rige en esta materia el principio de la autonomía de la voluntad. Si existiera algún problema existe además una rica y amplia jurisprudencia que lleva decenios resolviendo conflictos de esta especie, jurisprudencia que supera cualquier intento legislativo conocido hasta ahora. (los tribunales saben hoy solucionar este tema desde hace 120 años en Chile: desde1890 cuando el matrimonio era solo religioso que y el Estado tuvo que intervenir para solucionar los problemas ocasionados por los matrimonios no casados por el civil).


Asimismo, la Comisión tomó conocimiento de las respuestas a la pregunta número 4. Su texto era el siguiente: ¿Deben estos contratos conferir derechos e imponer deberes propios del derecho de familia a quienes los celebran?.


En primer lugar, se dio lectura a la respuesta del abogado y profesor señor Mauricio Tapia, quien destacó que el Acuerdo de Vida en Pareja es una institución del derecho de familia, porque regula una relación estable de pareja, tal como el propio Mensaje lo reconoce. Por ello, debe dar lugar a todos los derechos y deberes que derivan de las relaciones familiares.


Sobre este misma interrogante, la Comisión Nacional Evangélica por la Familia expresó que: es curioso la facilidad con que  una rama del derecho como el derecho de Familia con instituciones  tan antiquísimas, respetadas por generaciones, muchas de ellas anteriores  incluso  pretéritas a las ideas de Estado, Constitución Política, o Derecho Internacional, pudiera resultar seriamente  lesionadas  con una  figura legal  con tantas  debilidades argumentativas para  su necesariedad, nos  parece por decirlo de  alguna manera que ello constituye una violación flagrante  no sólo a la idea de  familia y las  instituciones que la  configuran y sustentan, sino  a la sociedad  en su conjunto  tal y como la conocemos. Nos oponemos rotundamente a que por una iniciativa de esta naturaleza se afecten derechos que nada tienen que ver con las materias esenciales que  el proyecto trata.”.


Por su parte, la organización Movilh indicó que el referido acuerdo debía conferir derechos e imponer deberes propios del derecho de familia.


Asimismo, se tuvo a la vista la opinión que la organización Red por la Vida y la Familia tiene sobre esta materia. Al respecto, esta entidad “hizo presente que no le resulta lícito al Estado crear modos de convivencia que a la persona le constituyan un modo de vida inferior al matrimonio, ya que la obligación asumida por éste en el art. 1º de la Constitución Política de la República es de fortalecer a la Familia. ¿Cómo el estado puede entrar a ofrecer una fórmula de menor calidad de la que ya existe? No solamente es un engaño a la población sino contrario a los principios fundamentales de justicia y de igualdad.”.


Por su parte, la Corporación Humanas aseveró que debe reconocerse plenamente que se trata de relaciones familiares.


Asimismo, se tuvieron a la vista las respuestas a la siguiente pregunta ¿Agregaría más circunstancias inhabilitantes para celebrar este contrato? ¿Haría usted alguna precisión en esta materia?


En relación con esta cuestión, el abogado y  profesor de Derecho Civil, señor Mauricio Tapia manifestó que: la mayoría de edad para contraerlo debería ser consistente con la mayoría de edad del matrimonio (16 años).


Asimismo, respecto de esta materia, se tuvo en cuenta que la Fundación Iguales opinó que: “dado que la terminación de este contrato es menos regulada que la del matrimonio, pues no requiere de expresión ni calificación de causa, o no da lugar a una forma de terminación equivalente al divorcio por culpa, no es necesario introducir inhabilidades como las establecidas en los numerales 3º segunda parte y 4º del artículo 5º de la Ley Nº 19.947.


Sin embargo, es necesario hacer algunas precisiones respecto a dos inhabilidades que están contempladas indistintamente en los dos proyectos cuya refundición se estudia:


a. Sólo se permite la suscripción de este contrato a los mayores de dieciocho años. Esta inhabilidad es más exigente que el impedimento dirimente absoluto del artículo 5º, número 2º de la Ley Nº. 19.947, que en relación al artículo 107 del Código Civil, permite que personas mayores de dieciséis años, pero menores de dieciocho años, contraigan matrimonio siempre que cuenten con el ascenso de sus padres o a falta de ellos de los ascendientes de grado más próximo. El matrimonio constituye el estatuto de regulación conyugal más completo, pues impone una serie de deberes entre los cónyuges, como la fidelidad, socorro, ayuda mutua, entre otros, deberes que no están contemplados en el AVP. Es incongruente que las inhabilidades para un estatuto de pareja menos formal y exigente sean más altas que aquellas establecidas para el matrimonio. En consecuencia, también debería permitirse la suscripción del contrato de AVP a las personas mayores de dieciséis años y menores de dieciocho años que cuenten con la autorización pertinente de acuerdo a las normas citadas.


b. Ambos proyectos establecen prohibiciones en virtud del parentesco por consanguinidad. Esta prohibición también debería ser consecuente con el impedimento dirimente relativo del artículo 6° de la ley N° 19.947, guardando armonía con la necesidad de que el AVP genere estado civil entre los contratantes. Ambos proyectos establecen prohibiciones en virtud del parentesco por consanguinidad. Esta prohibición también debería ser consecuente con el impedimento dirimente relativo del artículo 6º de la Ley Nº 19.947, guardando armonía con la necesidad de que el AVP genere estado civil entre los contratantes y parentesco legal entre los consanguíneos de uno de ellos y el otro miembro de la pareja legal.


Por su parte, la Comisión Nacional Evangélica por la Familia declaró que la pregunta era improcedente.


La organización Movilh agregó que las contempladas en el proyecto actual son suficientes.


Por su parte, la organización Red por la Vida y la Familia manifestó que no le resulta lícito al Estado crear modos de convivencia que a la persona le constituyan un modo de vida inferior al matrimonio, ya que la obligación asumida por éste en el art. 1º de la Constitución Política de la República es de fortalecer a la Familia. ¿Cómo el estado puede entrar a ofrecer una fórmula de menor calidad que la que ya existe? No solamente es un engaño a la población sino contrario a los principios fundamentales de justicia y de igualdad. Queda en evidencia el carácter frágil y discriminatorio del proyecto.


Al mirar legislaciones comparadas, de la misma manera se empieza con un proyecto muy muchas limitantes que con el pasar del tiempo se van eliminando. El PACS francés en 10 años ha tenido 3 reformas.


Aquí se habla de contrato entre mayores de edad. ¿Cuál mayoría? Los otros proyectos en estudio hablan de 18 o de 16 (el del señor Viera Gallo); el proyecto del señor Ominami ni siquiera habla de mayoría. Todo queda sujeto al final de cuenta a criterios subjetivos y además, arbitrarios.


Después el AVP habla de regular “los efectos jurídicos derivados de la vida afectiva en común” pero sin lazo de consanguinidad. ¿Por qué no?


En resumen, lo que queremos decir es que, si como se dijo aquí, “todo es dogma”, eliminemos entonces todas las referencias supuestamente dogmáticas y dejemos abierto el tema a todos y todo. Seamos sinceros: estamos suprimiendo dogmas para reemplazarlos por otros. A la afirmación que el matrimonio entre un hombre y una mujer es un “dogma”, entonces contestamos que si se afirma que no se puede celebrar un AVP entre personas con consanguinidad en 2do grado, también es un dogma… ¿Quién da el límite y cuál es el criterio de las circunstancias inhabilitantes?”.



Corporación Humanas advirtió que encontrarse unido por un acuerdo de vida en pareja debe ser impedimento para contraer matrimonio.


El Centro Democracia y Comunidad expresó que no se considera necesario agregar circunstancias inhabilitantes, ya que en temas de requisitos en general, se observa un trato legislativo prudente en relación a materia de familia considerando que dichas disposiciones son en general abiertas a que cualquiera funde una familia siguiendo lo dispuesto en instrumentos internacionales, pero lo esencial es que si se decide por ingresar a dicha institución, las normas mandan y solo se pueden acoger a dichas disposiciones con instituciones muy propias y diferentes al Derecho Civil general, como por ejemplo la compensación económica o la mediación.


Por consiguiente, no se considera necesario establecer otras circunstancias inhabilitantes, manteniendo una similitud más cercana con el matrimonio y permitiendo, por regla general, asegurar el derecho de todos y cada uno de los habitantes de la sociedad a fundar una familia.


Posteriormente, se dio lectura a las respuestas que se formularon a la siguiente pregunta ¿Ante quién debe celebrarse este contrato: el respectivo oficial del Registro Civil o sólo ante un notario y mediante escritura pública (contrato que podría quedar anotado en el Registro Civil)? ¿En este último caso, debe establecerse un plazo para la inscripción de dicho instrumento en el correspondiente registro especial que crea el proyecto del Ejecutivo?.


Sobre este punto, el abogado y profesor de derecho civil, señor MauricioTapia manifestó que “quien debería encargarse de la suscripción del acuerdo de vida en pareja debería ser exclusivamente el Registro Civil, que es el único órgano responsable de la administración de los registros públicos sobre estado civil. 


Más aún, es esta institución la que llevará en todo caso -como lo indica el Proyecto- el registro de los AVP, por lo que en términos de eficiencia administrativa es preferible que sea también el encargado de su celebración.


Por lo demás, el Registro Civil tiene una presencia nacional mucho mejor estructurada que las notarías. En términos de igualdad en acceso a estos servicios públicos, el Registro Civil da una mayor garantía.


No debe olvidarse también que existen proyectos de ley que pretenden modificar el funcionamiento de las Notarías (presentados por el anterior Gobierno y por el actual), y que constatan las graves falencias de ese sistema en el presente.”


Por otra parte, se tuvo cuenta la opinión de la Fundación Iguales, la cual expresó que: “la principal forma de celebración del contrato debiese ser ante un oficial del Registro Civil. De este modo, se asegura que cualquier pareja, sin importar su ubicación geográfica, pueda acceder más fácilmente a la posibilidad de celebrar un contrato de AVP, respecto a la idea de permitir la suscripción de este instrumento exclusivamente ante notario público.


Cuando se celebre el contrato ante un oficial de Registro Civil, deberá ser él mismo quien, de oficio, inscriba el acta en el registro respectivo que se creará para tales efectos. Resulta inconveniente e innecesario, en este caso, que la inscripción pueda ser realizada en una oportunidad ulterior a la celebración del contrato mismo. 


En virtud del principio de unificación y economía de los actos administrativos, debe ser obligatorio para el oficial inscribir el acta otorgada en el mismo acto de celebración, sin que esto deba ser solicitado por los contratantes. 


El plazo previsto para la inscripción es necesario cuando se elige celebrar el contrato de AVP por otorgamiento de escritura pública ante notario. Sería beneficioso que fuera obligatorio para el notario remitir al Registro Civil una copia autorizada del acuerdo, con el objeto de que sea inscrita pertinentemente. Este envío podría realizarse a través de soportes magnéticos o a través de comunicaciones por redes electrónicas que aseguren la fidelidad y seguridad de los antecedentes acompañados. Sin perjuicio de lo anterior, cualquiera de los convivientes legales podría concurrir directamente al Registro Civil y obtener la inscripción.


El establecimiento del requisito de la inscripción del acuerdo en un registro especial, es necesario para dar publicidad a la suscripción del contrato, cuestión relevante para los terceros que puedan contratar con los convivientes, y para evitar que una persona que ha celebrado un acuerdo vigente pueda otorgar uno nuevo.


En relación con estos planteamientos, el Honorable Senador Larraín, don Carlos consideró que la publicidad no afecta la capacidad.


La Honorable Senadora señora Alvear sostuvo que debe haber un registro para poder hacer oponible a terceros la celebración del acuerdo y su disolución.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos consultó si en la compraventa de los bienes registrables deben concurrir ambos contrayentes.


La Comisión Nacional Evangélica por la Familia indicó que la  idea de un contrato de naturaleza  tan ambigua  con pretendidos efectos  en los ámbitos del derecho de familia, es  tan irrisoria que  los aspectos  formales  consultados en esta pregunta  son irrelevantes.


La organización Movilh precisó que les parecía que las contempladas en el proyecto actual son suficientes. 


Declaró que creían firmemente que el AVP debe celebrarse solo ante el oficial del Registro Civil. No existe ninguna explicación práctica para recurrir a la figura de la escritura pública ante Notario, lo que reputamos a consideraciones de carácter exclusivamente ideológico. Es el Registro Civil el órgano idóneo para estos efectos en términos de competencia, atribuciones e infraestructura; además, con ello se conferirá mayor legitimidad social a la celebración de un AVP.


Por otra parte, la Red por la Vida y la Familia advirtió que la convivencia es una situación de hecho que muda de conformidad con la libertad de los individuos. Por lo anterior, pretender hacer una regulación, sin que se hubiere descrito el conflicto jurídico, es irresponsable. Por lo que la intervención de cualquier funcionario es absolutamente irrelevante, pues esto debe quedar a la libertad de las personas y no a la intervención del Estado.


El rol del Estado es subsidiario e interviene en caso de conflicto de interés, el cual, como ya se dijo, no está explicado por la comisión. El legislador aquí solo deja en evidencia una cosa: no quiere oficializar abiertamente el estatuto jurídico de la convivencia de las personas del mismo sexo y busca entonces una solución intermedia que es el notario (el cual en todo caso consiste en una escritura pública…).


Pregunta entonces: ¿se quiere homologar el AVP al matrimonio o no?.


La Corporación Humanas apuntó que este contrato debe celebrarse únicamente ante el oficial del Registro Civil con la correspondiente inscripción en el registro especial que este servicio llevará.


El Centro Democracia y Comunidad aseveró que en orden a buscar una mayor estabilidad jurídica siguiendo la misma lógica del Derecho de Familia antes explicada, sostuvo que una mejor opción es la celebración ante el Oficial de Registro Civil, ya que dicho servicio concuerda con la naturaleza y el fin de esta nueva institución, a diferencia del notario y la escritura pública cuya naturaleza es más bien económica y cuya principal finalidad es la publicidad de los actos y dar fecha cierta a lo que dicho ministro de fe asegura que ocurrió, siendo diferente a la razón de ser de un notario y de la escritura pública con el Registro Civil, las partidas de nacimiento, de matrimonio y de defunción.


Posteriormente, se examinó las respuestas a la siguiente pregunta que formuló la Comisión: ¿Qué tribunal debe ser competente para conocer las cuestiones relativas a estos contratos? ¿Los jueces de letras en lo civil o los tribunales de familia?.


Respecto de esta consulta, se dio lectura a la respuesta del abogado y profesor de Derecho Civil, señor Mauricio Tapia, quien manifestó que el acuerdo de vida en pareja envuelve un reconocimiento de las “diversas formas de familia” (en palabras del Presidente), y por ello la solución de los conflictos que genera no puede quedar entregada a tribunales cuya competencia esencial son los juicios de cobros y los problemas entre comerciantes (tribunales en lo civil).


Son los Tribunales de Familia los únicos órganos del Poder Judicial que cuentan con las herramientas jurídicas, y las provenientes de disciplinas auxiliares, para resolver los problemas familiares. 


Por lo demás, no debe olvidarse que la reforma procesal Civil -actualmente en discusión- acentúa el carácter “comercial” de los procedimientos de los tribunales de letras. Me consta que esa reforma no ha sido planificada pensando en conflictos familiares y para ello sólo basta con leer sus disposiciones. Por eso, sería un enorme error no atribuir la competencia respecto del AVP a los Tribunales de Familia.


Respecto de esta misma materia, la Fundación Iguales señaló que como ya ha sido planteado de manera lata, el proyecto de ley que crea el Acuerdo de Vida en Pareja, encuentra su justificación en el “deber del Estado de dar protección a la familia y propender al fortalecimiento de ésta”. Dicha protección, señala el mensaje del proyecto, abarca a las distintas formas de expresión en la familia:


Todas las familias son merecedoras de “respeto y consideración por el Estado pues todas en mayor o menor medida, significan un beneficio para quienes las integran y la sociedad en su conjunto, en la medida que permiten compartir amor, afectos y vivir en la intimidad, confieren un apoyo emocional fundamental para desarrollarse en la vida, y en el plano material, permiten apoyarse económicamente y amortiguar las oscilaciones cíclicas en los ingresos de cada uno de sus miembros” .


No obstante el carácter de regulación familiar que el mensaje manifiesta, al justificar y describir el proyecto de ley, este se desvirtúa con el artículo 15 del proyecto, que dispone: “será competente para conocer de los asuntos a que dé lugar el Acuerdo de Vida en pareja el juez de letras del domicilio de cualquiera de las partes”.


En la ley chilena, la justicia de familia es una realidad reciente, aunque la idea se planteaba ya a fines de los años sesenta. La creación de una judicatura y un proceso especializado para materias de familia, hoy vigente desde octubre de 2005, se justifica por la posición que tiene la familia dentro de la legislación: el “núcleo fundamental de la sociedad”, conforme a la Constitución Política de la República y la Ley de Matrimonio Civil de 2004, y responde, además, a las características singulares de los litigios de familia.


Las características que distinguen a los procesos de familia son variadas, y marcan grandes diferencias con el proceso civil en general. Las relaciones familiares son mucho más extensas en el tiempo y no se agotan en el conflicto judicial, como puede ocurrir en materias extrafamiliares, en que una vez que el proceso judicial termina las partes pueden no volver a relacionarse. La presencia de relaciones de tipo emocional, la cercanía con la familia de origen de la pareja y los hijos comunes o de uno solo de los miembros de la pareja en que se produce el quiebre, generan que la familia formada a partir de la pareja que celebre un AVP pueda perdurar a pesar del quiebre y que los alcances de una sentencia judicial -a menudo limitados en materia civil solo a las partes- se amplíen a otras personas cercanas de la pareja.


Asimismo, las relaciones familiares no son siempre igualitarias: existen miembros de la familia que pueden encontrarse en una situación de menoscabo respecto de otros, lo cual también debe generar ciertos deberes de protección de los más débiles, principios que una judicatura de tipo familiar se encuentra en mejores condiciones de aplicar que una cuyos principios generales descansan sobre la base de la igualdad de las partes en conflicto y la autonomía privada, casi sin contradicción. De hecho, hoy en día, los principales estatutos de protección han sido apartados de la justicia civil y entregados a la competencia de tribunales especiales. Ello ocurre tanto en materia de familia, como también en el área laboral y de protección a los consumidores.


Dichas singularidades no pueden perderse de vista al generar las normas a que se someterán los conflictos derivados de una relación jurídica cuyo elemento principal es el deseo de sus contratantes de regular jurídicamente su vida afectiva en común, al tenor de lo establecido en el artículo 1º del proyecto de ley.


La decisión del Ejecutivo, autor del proyecto de ley en comento, de dejar la competencia de los conflictos de relevancia jurídica suscitados a propósito del AVP en manos de los jueces de letras en lo civil, constituye un error, que puede generar desprotección, tanto a los miembros de la pareja como a los hijos comunes, de simple conjunción, u otras personas que estén bajo su cuidado. Por ello, resulta vital modificar el proyecto y radicar la competencia en los juzgados de familia, que son los más idóneos en relación a la naturaleza misma de la institución que se proyecta crear.


La judicatura civil, con el paso de los años, se ha ido especificando, encontrándose hoy dedicada a asuntos exclusivamente de orden patrimonial, con la excepción de la tramitación de algunos asuntos voluntarios civiles menores, que por su falta de bilateralidad no implican grandes esfuerzos de parte del tribunal. Esa vocación por los asuntos extrafamiliares de los tribunales de letras se ve corroborada en el proyecto de nuevo Código Procesal Civil, cuya tramitación se inició en abril de 2011, y que contempla una serie de reformas necesarias para la modernización de la justicia civil, donde las relaciones afectivo-jurídicas no tienen cabida.


Por su parte, la Comisión Nacional Evangélica por la Familia expuso que en el evento de existir un contrato que se asimile siquiera a las situaciones que  supuestamente este proyecto viene  en solucionar, habría de ser el Tribunal Civil Ordinario.


Seguidamente, se dio lectura a la respuesta de la organización Movilh, la cual manifestó que “indudablemente, debe ser la judicatura de familia la competente para resolver de los asuntos suscitados con motivo de un AVP. Tanto el principio de especialización, como el procedimiento e infraestructura de los tribunales de familia resultan idóneos para resolver los conflictos que puedan ocurrir en un AVP, los que por cierto escapan del ámbito meramente patrimonial propio de los tribunales civiles. Creemos que el radicar estos asuntos en los juzgados civiles obedece nuevamente a motivaciones ideológicas, que pretenden negar el AVP como núcleo familiar, generando con ello una consecuencia práctica nefasta.”.


Seguidamente, los Honorables Senadores conocieron el parecer de la organización “Red por la Vida y la Familia”, la que indicó “que hoy los tribunales se encuentran atiborrados de competencias; agregar una más aunque sea artificialmente, ya que no se ha justificado el motivo del conflicto jurídico para solucionar es innecesario y absurdo. Debería prevalecer el principio de “economía legislativa” y con ella el de “economía procesal”. La coerción legal debe ser reservada para las personas que no pueden solucionar sus problemas de forma autónoma y por los medios que ya están abiertos hoy en día.”.


Seguidamente, la Corporación Humanas destacó que deben ser los tribunales de familia los competentes para conocer de estas materias.


Por su parte, el Centro Democracia y Comunidad sostuvo que “al ser las convivencias de hecho consideradas como otros tipos de familia diferentes a las basadas en núcleo matrimonial, pero siendo familia a fin de cuentas, y pudiendo además existir hijos de por medio, auxilio mutuo y vida en conjunto, sostenemos que corresponde aplicar el Derecho de Familia tanto sustantivo o de fondo como el Derecho de Familia formal o procedimental, considerando que tiene otras instituciones.


Siguiendo, por tanto, la misma lógica de aplicar el Derecho de Familia a las familias, sostenemos que debiesen ser competentes los Tribunales de Familia y no los Civiles, ya que éstos tienen las normas procedimentales, la capacitación o preparación y la infraestructura necesaria para enfrentar los problemas que puedan surgir en materia de familia.


Así por ejemplo, los procedimientos de familia tienen como institución propia la mediación, buscando evitar la disolución de la misma para así asegurar su estabilidad, como así también, están preparados para enfrentar problemas tales como compensaciones económicas y conflictos patrimoniales de ese tipo, o pensiones de alimento, cuidado personal y relación directa y regular, entre otras figuras propias del Derecho de Familia.


Sería absurdo que, reconociendo a estas relaciones como familia y habiendo, por ejemplo, hijos de por medio, las causas que surjan de estos contratos se vean en los Tribunales Civiles no habiendo mediación de por medio, al mismo tiempo que las compensaciones económicas, las pensiones de alimento y los temas que involucren a los niños, niñas o adolescentes se vean en Tribunales de Familia, afectando además, la economía procesal por una parte, y encareciendo todo ello a la población dificultando el acceso a la justicia, por otra parte.


Por lo anterior recogemos el voto disidente de los Ministros señores Muñoz, Brito y Silva de la Corte Suprema en el oficio remitido sobre el proyecto en cuestión, en el sentido que el juez competente, como se ha señalado, debiese ser el Tribunal de Familia considerando que es el tribunal llamado a ver los temas de familia como así también es aquel en cuyo procedimiento se insertan ciertas instituciones particulares como la mediación y se excluyen otras como las indemnizaciones del Derecho Civil general, reemplazándolas por la compensación económica usando como criterio el equilibrio o la equidad de los patrimonios entre los contratantes cuando uno de ellos no se ha podido desarrollar por dedicarse al cuidado del hogar, de los hijos o de la vida afectiva en común, así como los temas relacionados a los hijos. Ello evitaría afectaciones a la economía procesal y al acceso a la justicia.”.


En relación con el planteamiento de cuál debiera ser el tribunal que conociera de estas materias, el Jefe de Gabinete del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar recordó que el oficio número 140 de la Corte Suprema señaló expresamente que analizado el articulado del acuerdo de vida en pareja, el tribunal competente es el juez de letras en lo civil. 


Seguidamente, los Honorables Senadores tomaron conocimiento de las respuestas que se entregaron en relación con la siguiente interrogante: 8.- ¿Quién debiera estar habilitado para pedir la nulidad de este contrato y por qué causales?.


En primer lugar se dio lectura, a la respuesta del abogado y profesor señor Mauricio Tapia, quien señaló que “debiera restringirse la nulidad a la inobservancia de los requisitos específicos de validez de este acuerdo (capacidad para suscribirlo, impedimentos y solemnidades) y la titularidad a los contratantes. 


No debieran aplicarse las reglas del derecho civil común (Código Civil), que están diseñadas esencialmente para acuerdos patrimoniales y no familiares (salvo el vicio de “fuerza”, que es la negación de la voluntad).


Tampoco debieran ampliarse las nulidades a aquellas previstas para el matrimonio, y tomadas del derecho canónico, que no son más que causales de divorcio encubiertas (por ejemplo, el “error en las cualidades personales”).

Respecto de este punto, la Fundación Iguales manifestó que “el proyecto sobre acuerdo de vida en pareja establece tres causales que permiten solicitar la nulidad del contrato: i. que se haya otorgado contraviniendo las inhabilidades del artículo 3º; ii. cuando a la escritura pública en virtud de la cual se ha otorgado el acuerdo falte algún requisito establecido por la ley; y iii. cuando se otorgue en contravención a lo establecido por el artículo 4º, que permite la celebración del acuerdo ante un oficial del Registro Civil. Además, el artículo 6º, letra f) del proyecto permite que se apliquen las normas generales de nulidad establecidas en el Libro IV del Código Civil.


Para evitar fraudes a la ley y dar seguridad a las relaciones contractuales entre los convivientes y terceros, es preferible no establecer causales de nulidad basadas en vicios formales, tales como las que hacen referencia a los artículos 3º y 4º del proyecto.


Las causales que sí deberían contemplarse son las siguientes:


a. Nulidad por incapacidad e inhabilidades. Cuando el acuerdo haya sido celebrado por una persona menor de 16 años, la acción de nulidad sólo debería ser intentada por ella o por sus ascendientes; en este caso específico, la acción debiese prescribir en un año, contado desde la fecha en que el  
Nulidad por incapacidad e inhabilidades. Cuando el acuerdo haya sido celebrado por una persona menor de 16 años, la acción de nulidad solo debería ser intentada por ella o por sus ascendientes; en este caso específico, la acción debiese prescribir en un año, contado desde la fecha en que el contratante inhábil hubiere cumplido dieciséis años de edad. La nulidad basada en la contravención a la inhabilitad establecida en virtud del parentesco de los contratantes, podría ser intentada por ellos mismos y por cualquier persona que tenga interés en ello. Cuando se haya celebrado un acuerdo por quien esté privado de razón, corresponderá la titularidad de la acción a cualquiera de los convivientes legales.


b. Nulidad por fuerza o error. Estos casos son relevantes pues al concurrir una causal de error o fuerza en uno de los contratantes, faltaría el consentimiento libre y espontáneo, requisito de validez para la celebración de cualquier acto jurídico. En estos casos, la acción de nulidad podrá ser por fuerza o error. Estos casos son relevantes pues al concurrir una causal de error o fuerza en uno de los contratantes, faltaría el consentimiento libre y espontáneo, requisito de validez para la celebración de cualquier acto jurídico. En estos casos, la acción de nulidad podrá ser intentada solo por el afectado, dentro del plazo de un año desde que cese el vicio.”.


Seguidamente, también se tuvo en cuenta que a juicio del la organización Movilh no se veían razones para innovar en esta materia respecto al estatuto de nulidad propio del derecho común.


A continuación, se dio lectura a la opinión de la Comisión Nacional Evangélica por la Familia, la cual señaló “que ella abogaba por la inexistencia del mismo, de manera que sostuvo, que es la sociedad toda la que está interesada  en que no se le  engañe con proyectos como el presente, sustentados en problemas que, en definitiva no son tales.”.


Asimismo, se ponderó el parecer de la organización Red por la Vida y la Familia, institución que sostuvo “que aquí vuelve a manifestarse el carácter de hecho privado de la convivencia en donde el Estado no tiene ni debe intervenir. Los conflictos jurídicos que se crearán a partir de una regulación de esta especie pueden terminar siendo infinitamente superiores a los que se pretendan solucionar.


Los que pueden intervenir son los que tienen un interés actual en el contrato y como todo contrato pueden ser múltiples agentes (no solamente un hijo o un pariente cercano, puede ser un tercero por una deuda contratada, etc…). Una vez más, ¿cuál va a ser el criterio para seleccionar los habilitados para pedir la nulidad del contrato de este tipo?”.


Igualmente, se tuvo en cuenta la opinión de la Corporación Humanas, organización que destacó que la regulación sobre la nulidad del acuerdo de vida en pareja debe ser similar a la regulación de la nulidad del contrato de matrimonio.


Finalmente, en relación con esta pregunta, el Centro Democracia y Comunidad señaló que “la nulidad, que retrotrae a las partes al momento anterior del acto o contrato nulo, procede cuando hay incumplimiento, al momento de celebrar el contrato, de alguno de sus requisitos, por lo que esa debiese ser la causal.


Al ser un contrato con un alto grado de sensibilidad, quienes lo pueden solicitar debiesen ser alguna de las dos partes del AVP supuestamente nulo y no terceros, ya que pueden estar aprovechando la situación para conseguir algún beneficio económico o similar, aun en contra de los intereses de las partes.”


Seguidamente, la Comisión tomó debida nota de las respuestas a la siguiente pregunta: 9.- ¿Corresponde que los matrimonios o acuerdos de vida en pareja celebrados en el extranjero entre personas del mismo sexo se inscriban en el Registro Especial que establece este proyecto?.


En primer lugar, se dio lectura a la opinión del abogado y profesor de Derecho Civil señor, señor Mauricio Tapia, quien  respecto a esta consulta “advirtió que deberían poder inscribirse y tener validez en Chile, pues no serán contrarios al orden público nacional.



El matrimonio homosexual no se opone al orden público nacional, como lo prueba el mismo hecho que exista un proyecto de ley que pretende prohibirlo en la Constitución. Ergo, la Constitución actualmente lo permite.


En relación con este tema, la Fundación Iguales señaló que corresponde introducir una norma para que aquellas parejas que han registrado su convivencia en el extranjero, sean del mismo o de distinto sexo, puedan validar su unión afectiva en Chile, inscribiéndose en el Registro Especial que contempla este proyecto de ley. Como ya se ha señalado, el matrimonio tiene una naturaleza jurídica diferente, y otorga derechos distintos a los que concede el acuerdo de vida en pareja, por lo que no corresponde homologar ambas instituciones.


Por su parte, la organización Movilh sostuvo que “su propuesta contempla la mencionada inscripción. Al igual a como ocurre con el matrimonio, los pactos de similar naturaleza al AVP celebrados en el extranjero deberían tener validez en Chile, en la medida que se inscriban ante el Registro Civil. No vemos ninguna razón que sugiera lo contrario. No entendemos, sin embargo, por qué esta pregunta se plantea solo para aquellas uniones celebradas entre personas del mismo sexo. El tratamiento para el AVP debiera ser en todo sentido idéntico tanto en lo que concierne a parejas del mismo como distinto sexo.”.


Sobre este mismo punto se tuvo en cuenta que la Comisión Nacional Evangélica opinó que esta pregunta supone el reconocimiento del mal llamado matrimonio homosexual, y en consecuencia no procede aceptar la mencionada inscripción. 


Asimismo, la Comisión tomó conocimiento de la opinión de la organización Red por la Vida y la Familia, la cual indicó que “con esta pregunta queda de manifiesto el problema que comentamos anteriormente y que no está siendo discutido abiertamente: ¿se quiere dar un reconocimiento a las relaciones afectivas de personas del mismo sexo? Si se reconoce matrimonios celebrados en el extranjero, ¿con qué criterio se va a negar el matrimonio igualitario en Chile?.


Tenemos que salir de este situación falsa que se pretende discutir una cosa por otra; Dicho con mucho respeto, pero con el afán de ser transparente, estamos bordando el engaño. Dejemos en evidencia de lo que se trata el asunto.”


A continuación, la Corporación Humanas explicó a la Comisión que “los matrimonios celebrados en el extranjero entre personas del mismo sexo debieran ser reconocidos en Chile como tales; pero dada la regulación actual del matrimonio en este proyecto corresponde regular que tanto los matrimonios o acuerdos de vida en pareja celebrados en el extranjero entre personas del mismo sexo como también acuerdos entre parejas de diferente sexo sean inscritos en el Registro Especial.”.


Finalmente, el Centro Democracia y Comunidad estimó que “se debiese permitir la inscripción del AVP de personas del mismo sexo celebrados en el extranjero, ya que no corresponde hacer discriminación considerando que el Código de Bustamante establece como principio general la igualdad de derechos civiles entre los nacionales de un Estado y los extranjeros, lo cual también se recoge en la Constitución y en el Código Civil.


No obstante permitir la inscripción, debemos recordar que no corresponde requerir u obligar a efectuar dicha inscripción en caso de haberse celebrado en el extranjero, considerando que es una disposición formal, y basados en el Derecho Internacional Privado y el Derecho Chileno, los matrimonios celebrados en el extranjero tienen validez en Chile siempre y cuando cumplan las normas de fondo, pero respecto a las normas procesales o formales, se aplica la legislación extranjera.


De esta forma, un matrimonio homosexual, actualmente en Chile, es difícil que se pueda inscribir ya que infringe la disposición de fondo del matrimonio según la legislación chilena, pero si el AVP o el matrimonio cumple con todos los requisitos de fondo, tendría plena validez en Chile siempre y cuando se hayan cumplido las normas formales en el país extranjero y se acredite. No obstante lo anterior, el registro puede estar abierto a dichas relaciones considerando que no debe haber un trato diferente entre chilenos y extranjeros en los derechos civiles (en oposición a derechos políticos, en donde se distinguen situaciones).”.


En relación con estas respuestas, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez Jara, puntualizó que la postura del Ejecutivo es impedir que los matrimonios entre homosexuales celebrados en el extranjero sean inscritos en un registro especial, toda vez que el matrimonio entre personas del mismo sexo, no se encuentra reconocido en nuestro ordenamiento jurídico.


Agregó que respecto al acuerdo celebrado entre personas del mismo sexo en el extranjero, sólo podrían inscribirse en Chile, siempre y exclusivamente si en sus efectos esenciales coinciden con el Acuerdo de Vida en Pareja que se apruebe en nuestra legislación.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Alvear destacó que hay una propuesta de Corporación Humanas en que señala que al no existir matrimonio igualitario en Chile, éstos se inscriban, en nuestro país, como acuerdo de vida en pareja.


La señora Ministra aclaró que estaría de acuerdo en que así fuese, siempre que comparta los elementos esenciales y fundantes del acuerdo de vida en pareja que se apruebe en Chile.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos manifestó que para que las instituciones foráneas sean homologables en Chile, tienen que ser conformes al orden público interno y sus efectos deben ser compatibles con la institucionalidad que se generen en el pais.


Seguidamente, el Honorable Senador Larraín, don Hernán, resaltó que este tema era importante, ya que debía evitarse que por esta vía se burle la ley chilena. Sostuvo que si existiese una institución como el acuerdo de vida en pareja, solo podrían registrarse en nuestro país, figuras jurídicas extranjeras que sean similares a las que rigen en Chile. En caso que la institución creada en el extranjero fuere distinta a la que se establezca, solo se podrá inscribir cuando los efectos sean parecidos a los que contemplará la legislación civil. 


Seguidamente, se dio lectura a las respuestas a la siguiente pregunta ¿Es conveniente que este contrato termine por la mera voluntad unilateral de una de las partes contratantes? ¿Es suficiente para darlo por terminado que una parte declare su voluntad  de darle fin por escritura pública y que lo anterior lo comunique mediante una carta certificada notarial dirigida a la otra parte?.


En primer lugar, la Comisión conoció el parecer del abogado y profesor de Derecho Civil, señor Mauricio Tapia, quien hizo presente que “el término unilateral debería efectuarse siempre mediante la intervención del Tribunal de Familia, con el propósito de evitar decisiones irreflexivas, otorgar instancias de acercamiento y cautelar los derechos de los contrayentes. 


El término unilateral mediante simples “notificaciones” no se ajusta a la naturaleza familiar de este acuerdo, ni tampoco es consistente con el respeto a la dignidad de las personas.


El término de mutuo acuerdo debería ser por instrumento público otorgado ante el mismo Registro Civil.”


Seguidamente, la Fundación Iguales manifestó que “el acuerdo de vida en pareja, sin perjuicio de que pueda terminarse por la voluntad unilateral de una de las partes, debe contemplar ciertas normas de protección, tanto para el otro conviviente legal, como para resguardar a terceros. Una forma de hacerlo es regular que, además de la escritura pública o acta ante oficial de registro civil en que uno de los convivientes manifieste su voluntad de terminar con el acuerdo, y su debida notificación por carta certificada, se otorgue un plazo prudencial para que el otro conviviente legal manifieste su oposición al término, mas no en base a un argumento que permita mantener la unión afectiva, sino con miras a que éste tenga la oportunidad de proteger los intereses patrimoniales derivados del término del contrato de AVP.”.

Sobre esta materia, la organización Movilh estimó que “la voluntad unilateral de una de las partes sí debiera bastar como causal de término del AVP, pero en modo alguno compartimos la forma de notificación de dicho término a la otra parte. Una mera notificación por carta certificada carece de la seguridad jurídica necesaria para este tipo de asuntos, y además no se condice con la dignidad de una relación afectiva entre dos seres humanos. Al efecto, proponemos que este término se notifique personalmente por Notario o bien por procedimiento judicial no contencioso, técnica que nuestra legislación ya contempla para otros casos.”.


A continuación, se tomó nota de la opinión de la Comisión Nacional Evangélica por la Familia, la que sobre este punto indicó que “es de suyo conocido que nuestra legislación no autoriza el fin unilateral de un contrato bilateral, es decir la terminación de una relación contractual sujeta virtualmente a una condición meramente potestativa. Agregó que si la pretendida iniciativa legal propone igualar la convivencia al marco regulatorio del matrimonio o por lo menos crear un símil del mismo, no se puede permitir se termine por la mera voluntad de una de las partes, sencillamente, por certeza jurídica.”.


A continuación, se ponderó la opinión de la organización Red por la Vida y la Familia, entidad que expresó “que la actual Ley de Matrimonio Civil contempla el llamado divorcio por repudio, que por lo demás es la causal más usada en la práctica. Suponer que las convivencias tengan un modo menos flexible de disolución sería absurdo y discriminatorio; se vuelve a poner en evidencia el carácter privado de las convivencias y por ello, su no necesidad de regulación.


No se puede no otorgar las mismas facilidades so pena de caer en la discriminación y en la injusticia. Si se pretende tener una figura jurídica paralela pero distinta, no engañemos la población con un contrato de menor categoría.”

Por su parte, la Corporación Humanas declaró que sí debía permitirse esa inscripción. Agregó que” la expresión “Conveniente” no es la más adecuada, pero en efecto debe reconocerse la voluntad unilateral de poner término a la unión.


¿Es suficiente para darlo por terminado que una parte declare su voluntad de darle fin por escritura pública y que lo anterior lo comunique mediante una carta certificada notarial dirigida a la otra parte? No, dado que se trata de uniones registradas ante el Servicio de Registro Civil y de Identificación, no corresponde que la decisión individual de poner término al acuerdo de vida en pareja se realice únicamente por escritura pública.


En atención a la relación afectiva y familiar que ha existido se debe exigir una cierta formalidad en la comunicación de la decisión individual de poner término a la unión para que surjan efectos entre las partes y respecto de terceros, aunque esta formalidad no debe importar entrabar la decisión adoptada por una de las partes.


Se trata de un asunto complejo pues además del término de la unión se requiere proceder a disolver la comunidad de bienes.”.


Por su parte, el Centro Democracia y Comunidad sostuvo que “es necesario dar mayor estabilidad a las familias, porque tal y como dice la Constitución, es el núcleo esencial de la sociedad. Por lo tanto, el AVP no puede terminar por la mera voluntad unilateral de una de las partes a no ser que se den otra clase de requisitos, como el cese de la convivencia por un determinado período de tiempo, menor al exigido en el caso del matrimonio, u otros actos del otro contratante que infrinjan gravemente los deberes que impone el AVP y el Derecho de Familia en general.


Sin perjuicio de lo anterior, en ningún caso bastaría, formalmente, para darlo por terminado una mera escritura pública y carta certificada notarial a la otra parte, cuya no entrega ni si quiera impide el término del AVP. Ello contradice abiertamente la lógica del Derecho de Familia y su debida estabilidad, sin dar aplicación ni a la mediación, ni la compensación económica, ni al juicio de familia.


A su vez, sostenemos que la causal del matrimonio posterior entre los contratantes o entre uno de ellos con algún tercero, debiese ser modificada eliminando la segunda parte (esta es, si uno de los contratantes contrae matrimonio posterior con un tercero), ya que deja al AVP en una situación demasiado vulnerable que no respeta los deberes que debiese inspirar la vida afectiva en común, que es el deber de fidelidad. Ese deber no puede estar ausente en ningún tipo de pareja, es lo mínimo a exigir. Si ello fuere aprobado, toda norma, incluida patrimonial, pierde su razón de ser porque de un minuto para otro, con el solo hecho de que uno de los dos contraiga matrimonio con un tercero, toda comunidad de bienes o el régimen que se adopte, desaparecería de pleno derecho.


Por su parte, respecto a la causal de término del mutuo acuerdo, consideramos que debiese exigirse un marco temporal, también menor al caso del matrimonio, y la exigencia de un acuerdo completo y suficiente que regule el tema económico de las pensiones, la relación directa y regular, el cuidado personal de los hijos y el derecho de alimentos, entre otros, considerando tanto la necesaria estabilidad económica, jurídica y social de la familia como institución, como también los derechos del niño, niña y adolescente, siguiendo el principio del interés superior del niño.”

-.-.-


Concluido el examen de las respuestas a las preguntas formuladas por la Comisión, el señor Presidente de la Comisión indicó que los integrantes de la Comisión habían tenido la oportunidad de conocer la opinión del Ejecutivo y de diversas personas y organizaciones sobre los diversos aspectos que contienen los proyectos que van a ser refundidos. En consecuencia, propuso a la Comisión proceder al análisis de cada uno de los preceptos que debe analizar esta instancia legislativa.


Asimismo, hizo presente que para el estudio en particular de cada uno de estas normas se ha propuesto contar con las asesorías de las abogadas y profesoras de Derecho Civil, señoras Fabiola Lathrop y María Sara Rodríguez. 


La Comisión compartió dicha propuesta y acordó invitar a las mencionas profesoras de Derecho Civil.

-.-.-.-


En la sesión siguiente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, agradeció la presencia en la Comisión de las abogadas y profesoras señoras Lathrop y Rodríguez.


Seguidamente, le ofreció el uso de la palabra a la  profesora señora Fabiola Lathrop, quien agradeció la invitación de la Comisión y comenzó su intervención señalando que los proyectos de ley en discusión recogen la necesidad de establecer un estatuto protector para aquellas parejas que, por diversas razones, no han accedido al matrimonio. 


Manifestó que lo ideal sería consagrar un estatuto a posteriori, es decir, sin necesidad de haberse constituido como pareja ante el Oficial de Registro Civil o mediante escritura pública, ya que si se aprueba cualquiera de las dos iniciativas, la situación de las parejas de hecho subsistirá y por lo tanto, la jurisprudencia tendrá que seguir pronunciándose sobre cuestiones patrimoniales que se suscitan en virtud del fallecimiento o por el término de la relación.


Solicitó que se aclare si el estatuto antes mencionado tiene un contenido patrimonial o extrapatrimonial, ya que el espíritu del proyecto tendría carácter patrimonial. A su juicio, el acuerdo de vida en pareja es una figura extrapatrimonial que debe regular relaciones de familia. 


Agregó que debe reflexionarse si el  referido acuerdo será constitutivo de estado civil.


Indicó que, además, debía determinarse la extensión de las instituciones en las que incidirá el acuerdo de vida en pareja. Consultó si quienes han celebrado este acuerdo, podrían demandar de alimentos.


Seguidamente, advirtió que las dos iniciativas legales que deben refundirse padecen falencias en cuanto al término unilateral de la relación. Asimismo, sostuvo que la comunidad prevista por ambos proyectos es muy restrictiva, por lo tanto, absolutamente insuficiente.      


Finalizó señalando que en materia de derecho sucesorio, el establecimiento del plazo y la restricción de los derechos del conviviente atentan contra el principio de igualdad.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina preguntó a la profesora Lathrop cuáles serían las diferencias sustancial de las iniciativas en estudio con la institución del matrimonio.


La profesora señora Lathrop hizo presente que en términos de definición formal, son similares, pero lo más probable es que tengamos estatutos distintos para ambas instituciones.


El Honorable Senador señor Espina inquirió que por qué el legislador tiene que dar una solución a parejas que no desean adherirse al régimen que surja del acuerdo.


Sobre este punto, la profesora señora Lathrop advirtió que el estatuto protector no sería impositivo. Una de las partes, o ambas, tendrían que probar que se encuentran dentro de la hipótesis que protege el legislador.


Agregó que el Derecho, en materia de Familia, está llamado a aplicar principios y estimó que el principio que está detrás de esta situación, es el de la equidad, porque en la práctica se producen situaciones injustas, por ejemplo en materia sucesoria.


A continuación, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, apuntó que en el ámbito del Derecho de Familia se han consagrado normas imperativas, porque está presente un interés público, razón por la que existen disposiciones que tienen el carácter de irrenunciables.


Precisó que en este estatuto debían resolverse aquellas materias más esenciales, porque en la regulación del acuerdo de vida en pareja debiera primar la libertad de las partes. Por lo anterior, expresó, no tiene mayor sentido que exista un cuerpo legal como éste que se aplique a las parejas heterosexuales, porque ellos están facultados para contraer matrimonio. 


Expuso que lo que se debe definir es si se justifica contar con un estatuto, distinto del matrimonio, para parejas heterosexuales.


Añadió que respecto a las personas que no celebran un acuerdo, resulta razonable consagrar normas supletorias.


Además se mostró partidario de regular un nivel normativo para parejas homosexuales.


A continuación, la Honorable Senadora señora Alvear manifestó que era indispensable regular las uniones civiles de las parejas heterosexuales y homosexuales. Reiteró que, al igual que el Senador señor Hernán Larraín, era partidaria de que se cree un conjunto de normas supletorias que regulen las relaciones de parejas de aquellas personas que no han celebrado un matrimonio o que no se acojerán a las reglas acuerdo de vida en pareja.


A continuación, intervino la abogada y profesora de Derecho Civil, señora María Sara Rodríguez, quien comenzó sus palabras señalando que el proyecto del Gobierno encuentra su fundamento en la protección de las parejas de hecho. Explicó que el Ejecutivo en el Mensaje no hace alusión a la necesidad de acoger las reivindicaciones de algunos grupos de interés y otorgarles algún estatuto protector.


Agregó que dicho proyecto no responde al propósito de dar protección a las uniones de hecho, sino que establece un estatuto de uniones de carácter fundacional.   


Opinó que el matrimonio es la mejor forma mediante la cual un hombre y una mujer dan nacimiento a una familia, crían y educan a sus hijos. 


Señaló que las uniones de hecho que tienen carácter fundacional, es decir, que se establecen desde un principio “como si fueran un matrimonio” constituyen un matrimonio atenuado o de segunda categoría. Recalcó que el proyecto presentado por el Ejecutivo viene a consagrar una unión con las mencionadas características.


Recordó que lo anterior lleva a que se desprestigie la institución del matrimonio y desciendan aún más las tasas de nupcialidad, tal como sucedió en Francia.


Añadió que es partidaria de la fórmula que consiste en el reconocimiento judicial a posteriori ad casum. Lo anterior, indicó, constituye la labor que realizan en la actualidad los tribunales de justicia, pero de una manera poco sistemática.


Precisó que si se considera necesario acceder a algún tipo de estatuto para regular las relaciones de hecho, se mostró de acuerdo en que éste sea solo para personas de mismo sexo, porque de esta manera no se estaría creando un matrimonio de segunda categoría.


Declaró que si optaba por reconocer la unión de dos personas del mismo sexo, era partidaria de conferirles a este tipo de uniones, solo efectos patrimoniales. 


Manifestó que en Chile la libertad de testar está muy restringida, y ésta debe ser atenuada. Sugirió como solución al problema recién planteado, que la cuarta de mejoras sea derogada.


En relación con este debate, el Honorable Senador señor Espina consultó si a juicio de las profesoras se justificaba que parejas heterosexuales puedan tener un acuerdo de vida en pareja.


La profesora señora Lathrop indicó que si se consagra un acuerdo de vida en pareja solo para homosexuales, dicha ley sería, desde su génesis, inconstitucional. Estimó que la finalidad de las iniciativas en discusión es satisfacer la demanda del colectivo homosexual, porque en Chile no existe el matrimonio igualitario.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán manifestó que si afirma que el acuerdo de vida en pareja solo para homosexuales es inconstitucional, entonces los defensores de esas tesis debieran afirmar que el matrimonio entre un hombre y una mujer también sería inconstitucional.


La profesora señora Lathrop respondió señalando que a su juicio es inconstitucional que el matrimonio esté restringido a personas de distinto sexo. Agregó que una ley que permita que el acuerdo solo sea entre personas del mismo sexo constituye una discriminación positiva. Aseveró que si diferenciamos supuestos de hecho que en principio son iguales, con una razón que no es proporcionada y que sacrifica el principio de igualdad se está legislando de manera inconstitucional. 


Se mostró partidaria de un acuerdo de vida en pareja para parejas heterosexuales y homosexuales y un estatuto supletorio que incluya a ambos grupos.


Recalcó que nuestra madurez legislativa, nuestros compromisos internacionales están a la altura de estatutos que no establecen discriminaciones en razón del sexo.


DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión sometió a discusión en particular el proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (Boletín 7.873-07) y el proyecto de ley, iniciado en Moción del exsenador señor Allamand, que regula la figura contractual denominada Acuerdo de Vida en Común (Boletín N° 7.011-07).

Como se ha indicado previamente, para llevar adelante el trabajo, la Comisión acordó utilizar como base para esta discusión la numeración del proyecto de ley presentado por el Ejecutivo. 

Hacemos presente que respecto de cada norma que se estudia en particular siempre se tuvo a la vista las disposiciones contenidas en el proyecto del exsenador señor Allamand. Asimismo, los integrantes de la Comisión pudieron proponer enmiendas a las normas en debate, tal como sucede durante la discusión en particular de una iniciativa de ley.

Artículo 1º

En primer lugar, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, puso en discusión el artículo 1º y el nombre del Título I, del proyecto del Ejecutivo. Su texto es el siguiente:

“TÍTULO I

DE LA EXISTENCIA Y TÉRMINO DEL ACUERDO DE VIDA EN PAREJA


Artículo 1°.- El Acuerdo de Vida en Pareja es un contrato celebrado entre dos personas con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común.


El acuerdo solo generará los derechos y obligaciones que establece la presente ley y en ningún caso, alterará el estado civil de los contratantes.”


En relación al artículo 1° recién transcrito, el proyecto de ley del ex senador señor Allamand dispone lo siguiente: 

“TITULO I

De la definición legal del acuerdo de vida en común, de la capacidad, requisitos y formalidades para celebrarlo


Artículo 1°.   El acuerdo de vida en común es un contrato celebrado por dos personas naturales, mayores de edad,  para regular sus relaciones de convivencia en un hogar común, con voluntad de permanencia y de ayuda mutua.


El acuerdo generará entre las partes los derechos y obligaciones que establece la presente ley.


La celebración de este contrato no alterará el estado civil de los contratantes. 


El acuerdo no podrá sujetarse a plazo, condición, modo ni gravamen alguno, salvo los que se establecen en esta ley.”



Al iniciarse el estudio de estas propuestas, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, ofreció la palabra a la profesora señora María Sara Rodríguez, quien propuso reemplazar el nombre del proyecto de ley en discusión, por el consignado en el proyecto del exsenador, señor Allamand.

Señaló que el nombre “Acuerdo de Vida en Común” le parecía más apropiado, ya que no daba la idea de un matrimonio laico, como sería el caso de la expresión “Acuerdo de Vida en Pareja”.


Agregó que era partidaria de utilizar la expresión que emplea el proyecto de ley del exsenador señor Allamand cuando dispone en la parte final del inciso primero: “para regular sus relaciones de convivencia en un hogar común, con voluntad de permanencia y de ayuda mutua”, en lugar de la empleada en el proyecto del Gobierno, que reza: “con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común”. 


Seguidamente, el Honorable Senador Larraín, don Hernán expresó que el acuerdo antes mencionado viene a llenar un vacío en la regulación de aquellas parejas que hoy no tienen una institucionalidad jurídica que las resguarde.   


Opinó que tal acuerdo debiera establecerse respecto a parejas del mismo sexo, pero que esta situación no es asimilable las uniones heterosexuales ya que para éstas existe la institución del matrimonio.


Añadió que con las últimas modificaciones introducidas a dicha institución y a la Ley de Filiación, que determinó la igualdad respecto a los hijos, carece de sentido hacer extensivo el mencionado acuerdo a parejas heterosexuales.


Sostuvo que para las parejas homosexuales la situación es distinta, ya que no pueden contraer matrimonio, y no tienen amparo legal respecto a los efectos jurídicos que surgen de dichas relaciones.


Por lo anterior, propuso a la Comisión restringir el acuerdo de vida en pareja solo a personas del mismo sexo.


Destacó que no era partidario del matrimonio para parejas del mismo sexo, porque éste constituye una unión libre, voluntaria de personas, que se institucionaliza por los hijos, situación que, por motivos biológicos, no ocurre con las parejas homosexuales. Manifestó que con este planteamiento no promueve una forma de discriminación, ya que en este caso existe una situación diferente que amerita una regulación distinta.   


Volvió a plantear, como lo hizo en un acápite precedente de este informe, que debían estatuirse un conjunto de normas supletorias que regulen la situación de aquellas parejas que conviven y deciden no adherir a ningún régimen de unión civil o matrimonial establecido en la ley.


En síntesis, insistió que era partidario a mantener el matrimonio solo para parejas de distinto sexo; configurar el acuerdo de vida en pareja solo para personas del mismo sexo y crear normas supletorias para todas aquellos individuos homosexuales o heterosexuales que conviven, que no han contraído una relación formal entre sí y que tampoco pretenden hacerlo.


A continuación, la Honorable Senadora señora Alvear enfatizó que el acuerdo de vida en pareja debería regular las relaciones entre personas homosexuales y heterosexuales. Manifestó que en Chile hay una gran cantidad de parejas heterosexuales que no han contraído matrimonio. Expresó que muchos de ellos optarán por estas normas, de manera que sus relaciones serán reguladas por este acuerdo. Recordó que tal situación ya ocurrió en Francia, país en que muchas parejas que celebran un acuerdo (Pacs), posteriormente contraen matrimonio. 


Destacó que era partidaria, al igual que el Honorable Senador Larraín, don Hernán, de crear normas supletorias que rijan las relaciones y efectos jurídicos de quienes deciden no celebrar ningún tipo de acuerdo.   


Agregó que si esta ley solo regula la situación de los homosexuales estaríamos en presencia de una norma discriminatoria. 


Señaló que prefería la expresión utilizada en el proyecto de ley del Gobierno: “Acuerdo de Vida en Pareja”, porque lo anterior excluye cualquier otro tipo de relaciones de convivencia que no sean entre parejas.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán subrayó que no habría discriminación si el acuerdo solo se refiere a parejas del mismo sexo, porque lo que se busca es crear una institución adecuada a una realidad especial. Añadió que si fuera discriminatorio, el matrimonio también lo sería, porque solo es posible celebrarlo entre personas heterosexuales.


Recalcó que el matrimonio no es una institución que discrimine a personas del mismo sexo. Sostuvo que el acuerdo de vida en pareja tampoco lo sería si se configura como una institución a la que solo puedan adherir individuos del mismo sexo.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos manifestó que hay muchas maneras de relacionarse que no se basan solo en la vida afectiva. Al respecto, puso como ejemplo asociaciones de individuos que pueden tener una base ideológica o doctrinal. 


Expuso que la legislación, en general, no suele otorgarle efectos jurídicos a lo que pertenece a la esfera de los sentimientos. 


Propuso que se instaure un marco más amplio que dé cabida a otras expresiones de asociación más difusas.


Recordó a la Comisión que hay parejas que conviven y que no se rigen por estatuto legal alguno. Respecto a lo anterior, advirtió que muchos de ellos tienen vínculos matrimoniales anteriores por lo que no podrían celebrar el acuerdo de vida en pareja. Añadió que las personas recién mencionadas no necesariamente van a querer sujetarse a un nuevo estatuto.


Indicó que hoy en día lo más común son las uniones esporádicas. Agregó que con las últimas modificaciones legales el matrimonio se ha convertido en una institución más flexible.


El Honorable Senador señor Espina, siguiendo la línea argumental del Honorable Senador Larraín, don Hernán, consultó si era necesario que exista una institución distinta del matrimonio que regule las relaciones entre parejas heterosexuales. 


Seguidamente, la profesora señora Fabiola Lathrop declaró que con la propuesta planteada por el Honorable Senador Larraín, don Hernán, la discusión se complejiza bastante, porque ella aceleraría un pronunciamiento sobre el matrimonio homosexual. Esa propuesta pretende, a la luz de las estadísticas en Alemania y en Francia, proteger un determinado tipo de familia, que es la matrimonial. 


Adujo que si se configura el acuerdo de vida en pareja solo para homosexuales, la razón de fondo, es que se quiere fortalecer la heterosexualidad del matrimonio.

Hizo presente que sobre este último punto no hay una definición compartida por todos. Si se analizan los pronunciamientos tanto a nivel de derecho nacional, como internacional, el tema del matrimonio entre personas del mismo sexo constituye una discusión abierta. Apuntó que aún no existe una regla de consenso porque no hay suficiente claridad en las distintas sociedades acerca de si el matrimonio debe abrirse a personas del mismo sexo.


Advirtió que las últimas declaraciones en materia de derechos humanos disponen que toda persona, independientemente de su orientación o identidad sexual, tiene derecho a formar familia sin distinguir si es matrimonial o no. Señaló que esta última decisión es entregada a cada legislador nacional.


Opinó que la discusión redunda en si se fortalece la familia matrimonial o no matrimonial y, en volver a discutir aquello que ya se hizo en la Ley que modificó el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de Filiación. 


Sostuvo que no está de acuerdo en crear instituciones que provoquen una estratificación jurídica en el derecho de familia. Aseveró que tener un matrimonio tal como está concebido hoy en día; un acuerdo de vida en pareja solo para homosexuales y generar una normativa supletoria para heterosexuales que no quieran contraer matrimonio, implica no reconocer que hay diversas formas de familia y que el Estado chileno está llamado a protegerlas a todas. Sostuvo que lo anterior supondría desconocer que los problemas que sufren las parejas heterosexuales y homosexuales son prácticamente los mismos a nivel patrimonial y extra patrimonial.


Seguidamente, recordó a la Comisión que el legislador podía realizar discriminaciones, simpre que no fueran arbitrarias. 


Agregó que si el acuerdo de vida en pareja se crea solo para personas del mismo sexo estaríamos hablando de una falsa acción de discriminación positiva, porque se terminaría tratando a personas que están en el mismo supuesto de hecho, de una manera diversa, solo por tener una orientación sexual distinta.  


Reiteró que la discriminación en ningún caso puede ser arbitraria. En consecuencia, hizo presente que toda distinción debe ser legítima, proporcional y necesaria. Agregó que si ella se hace tomando como base la orientación sexual, se configuraría un tipo de discriminación arbitraria. 


Enfatizó que el matrimonio no tiene solo por objeto la reproducción ya que éste puede cumplir, por ejemplo, el objetivo de satisfacer una vida afectiva compartida. 


El Honorable Senador Larraín, don Hernán aclaró que cuando habla de norma supletoria, ella está dirigida a regular a aquellos que, por opción, no han celebrado ni matrimonio ni un acuerdo de vida en pareja, por lo tanto, con la fórmula que él propone no se generaría  ningún tipo discriminación arbitraria.


Consignó que en el matrimonio heterosexual se produce o se puede producir la crianza de hijos. Lo anterior genera una diferencia que justifica una situación jurídica distinta, la que no crea, a su juicio, una discriminación.


El Honorable Senador señor Espina preguntó si el matrimonio, tal como lo conocemos hoy, constituiría una forma de discriminación arbitraria.


La profesora señora Fabiola Lathrop manifestó que, a su juicio, el matrimonio, tal como está regulado hoy en día en nuestra legislación, sería inconstitucional.


Asimismo, explicó que el matrimonio homosexual puede dar lugar a la filiación, porque las legislaciones que han regulado dicha clase de matrimonio se han referido a este punto. Agregó que en ellas ya no se habla de padre o madre, sino que de progenitores. 


A continuación, intervino la profesora señora María Sara Rodríguez quien sostuvo que en la regulación de la institución matrimonial hay una realidad extralegal que se impone al legislador. Recalcó que uno de esos elementos que surgen de la realidad es la diferencia de sexo entre los contrayentes. Esa es una diferencia que se basa en una distinción real. 


Señaló que aunque la procreación no era la única finalidad del matrimonio era evidente que solo entre hombre y mujer puede darse la complementariedad necesaria para que se produzcan las acciones biológicas, a través de las cuales es posible el nacimiento de los hijos comunes.


Recordó a la Comisión que la crianza y educación de los hijos era una cuestión de bien común, de interés público. Aseveró que a la sociedad le interesa que los hijos tengan un padre y una madre, que puedan ser criados y educados de la mejor forma posible, con la finalidad de que surjan ciudadanos responsables.


Reiteró que el matrimonio, tal como está regulado en la actualidad, no era discriminatorio porque se basa en una distinción que tiene fundamento real y extra legal.

Opinó que no se cierra a la idea de incorporar a la legislación una regulación referida a las convivencias o vidas en común. Aclaró que tampoco se oponía a la idea de crear un Acuerdo de Vida en Común para personas del mismo sexo, porque ellas no pueden contraer matrimonio.


El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Mauricio Lob manifestó que el objetivo del proyecto presentado por el Ejecutivo consiste en dar solución a dos millones de personas que viven en pareja sin estar casados.


Aseveró que el proyecto no plantea el matrimonio homosexual, sino que un acuerdo de vida en pareja.


Destacó que este acuerdo debe regular tanto la convivencia o vida en común de parejas del mismo o distinto sexo. 


Acotó que la posición del Ejecutivo es mantener la denominación que para este acuerdo propuso el Gobierno porque el proyecto apunta a regular la vida en pareja, y no las relaciones de convivencia en general.


La profesora señora Lathrop declaró que las personas no eligen la orientación sexual, por lo tanto, ésta constituye una cualidad adscrita. Por lo anterior, sostuvo que discriminar sobre dicha base constituye una arbitrariedad.   


Recalcó que la presente discusión debe llevarse a la luz de los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Chile. Éstos se basan en la realización plena de la persona humana, independiente de su orientación sexual.


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar sugirió circunscribir la discusión al acuerdo de vida en pareja y destacó que dicha institución no es un matrimonio.    


Agregó que los elementos esenciales del Acuerdo son:


1.- Debe estar dirigido a parejas;


2.- Parejas constituidas por personas naturales y


3.- Que tengan una vida afectiva en común.   
         


Sostuvo que debe aplicarse la Convención Americana de Derechos Humanos; la Constitución y la ley N° 20.609, que establece medidas en contra de la discriminación. Asimismo, recordó que este último cuerpo legal señala, en su artículo segundo, que se prohíbe la discriminación en relación a la orientación sexual. 


Seguidamente, la Honorable Diputada señora Saa consignó que lo que pretendió la ley N° 19.585, que modifica el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación, fue que todos los hijos tengan los mismos derechos y para ello se introdujo la categoría de hijos matrimoniales y no matrimoniales.


Advirtió que sería abiertamente discriminatorio el configurar el acuerdo de vida en pareja solo para las parejas homosexuales.


Puesto en votación el encabezado del Título I del proyecto del Ejecutivo, fue aprobado por cuatro votos a favor  y un voto en contra. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. Votó en contra el Honorable Senador Larraín, don Carlos.      


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio sometió a discusión el inciso primero del artículo 1° del proyecto del Ejecutivo. Su texto es el siguiente:


“Artículo 1º.- El Acuerdo de Vida en Pareja es un contrato celebrado entre dos personas con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común.”.


La Comisión, por mayoría de votos, aprobó esta norma. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. Votó en contra el Honorable Senador Larraín, don Carlos.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión puso en votación una indicación del Honorable Senador Larraín, don Hernán quien propuso agregar a continuación de la expresión “entre dos personas”, la frase: “y del mismo sexo”.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán explicó que esta propuesta de enmienda era concordante con lo que había planteado precedentemente, en orden a que el acuerdo de vida en pareja quede restringido exclusivamente a parejas del mismo sexo.



 Puesto en votación esta indicación, fue rechazada por tres votos en contra de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker, don Patricio, y dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán.


El Honorable Senador Espina justificó su voto argumentando que debe evitarse que se incurra en una discriminación arbitraria que termine afectando a la norma. Agregó que la decisión de que este acuerdo sea para ambos tipos de parejas, fortalece el matrimonio entre parejas heterosexuales.


La Honorable Senadora señora Alvear argumentó señalando que restringir el acuerdo a parejas del mismo sexo sería inconstitucional y arbitrario.   

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio advirtió que la discusión acerca de abrir el acuerdo a las parejas heterosexuales era un debate legítimo. Recordó que la Comisión recibió antecedentes respecto a la legislación francesa y alemana. En este último país, recordó, se reserva la expresión unión civil para aquella que se celebra entre personas del mismo sexo, en cambio, el término matrimonio se utiliza para aquellos contratos de vida en común que contraen personas de distinto sexo. En cambio, en Francia las uniones civiles pueden celebrarlas personas del mismo o distinto sexo. En consecuencia, ambas legislaciones se inclinan por modelos distintos pero válidos.


Señaló que las normas que establecen que el matrimonio está destinado a regular las relaciones de familia de personas de distinto sexo no supone consagrar una discriminación arbitraria. 


Agregó que va a ser inevitable que algunos sigan sosteniendo que si no se consagra el matrimonio igualitario se configura una forma de discriminación.


Señaló que estas materias se han discutido en los tribunales europeos y hay un fallo que estableció que no era arbitraria ni discriminatoria la norma alemana que establece que el matrimonio solo pueden celebrarlo personas de distinto sexo. En esa sentencia, se puntualizó que correspondía a la soberanía de cada país establecer si el matrimonio podía ser celebrado entre personas del mismo sexo.


Agregó que si bien todos los individuos tienen la misma dignidad, no por ello todas las instituciones tienen que ser iguales.


No obstante lo anterior, señaló que la Comisión revisó los efectos de las uniones civiles en Francia y constató que muchas parejas  de distinto sexo, luego de un tiempo, contraían matrimonio. De esta manera constatamos que más personas formalizaron su relación para posteriormente contraer matrimonio.


Hizo presente que hoy en Chile muchas parejas conviven y esa es una realidad que no se puede soslayar. 


Por esta razón, señaló que votaba en contra de esta indicación. Advirtió que si posteriormente se presenta una norma supletoria que regule adecuadamente la convivencia entre personas de distinto sexo,  él podría cambiar su votación en esta materia. 


Concluyó que no se trata de una discusión entre quienes defienden o no la discriminación de determinadas personas. Sostuvo que si se exagera el argumento de la igualdad y la discriminación se podría llegar a afirmar que la actual regulación legal del matrimonio es discriminatoria, cuestión que él no comparte.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en discusión el inciso segundo del artículo 1º del proyecto del Ejecutivo. En esta norma, aclaró, se establece que quienes suscriban el acuerdo de vida en pareja quedarán sujetos a los derechos y obligaciones que establece esta ley y que el mismo no dará origen a un nuevo estado civil. Agregó que su texto era el siguiente:


“El acuerdo solo generará los derechos y obligaciones que establece la presente ley y en ningún caso, alterará el estado civil de los contratantes.”

Seguidamente, recordó que esta materia también era tratada en los incisos segundo, tercero y cuarto del proyecto de ley del ex senador señor Allamand. Dichas disposiciones establecen lo siguiente:


“El acuerdo generará entre las partes los derechos y obligaciones que establece la presente ley.


La celebración de este contrato no alterará el estado civil de los contratantes.

El acuerdo no podrá sujetarse a plazo, condición, modo ni gravamen alguno, salvo los que se establecen en esta ley.”.


Finalmente, el señor Presidente recordó a la Comisión que lo que debía resolverse en esta materia era si la celebración de este contrato da origen a un nuevo estado civil.


El Honorable Senador señor Espina señaló que de la lectura del inciso segundo propuesto por el Gobierno se deduce que si una persona soltera contrae un acuerdo de vida en pareja va a mantener su estado civil. Lo anterior, señaló, no se entiende bien, ya que un casado no puede contraer el acuerdo de vida en pareja. Agregó que, además, va a resultar un poco extraño que una persona que celebró este contrato siga diciendo que es soltera.


Agregó que esta situación le llamaba la atención pues el contrato que estatuye el acuerdo de vida en pareja viene a regular la vida afectiva en común de los contrayentes y va a generar derechos y obligaciones civiles entre ellos y terceros. Este sería el único caso de un estatuto que no da lugar a un estado civil. Concluyó que lo lógico sería que este acuerdo confiera a las partes un estado civil nuevo.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra a la profesora señora María Sara Rodríguez quien señaló que no le parecía adecuado que se otorge estado civil a las parejas que celebren el acuerdo. Indicó que era partidaria que el proyecto genere solo derechos y obligaciones y que, de ninguna manera, altere el estado civil de los contrayentes.


Recalcó que otorgar tal estatuto a los contratantes del acuerdo de vida en pareja podría tener un gran impacto social y cultural. Agregó que este hecho constituiría una severa asimilación de este contrato a la institución del matrimonio, dado que éste es una de las fuentes del estado civil.


Apuntó que no sería inconcebible que un contrato, que puede asimilarse al derecho de familia, como lo sería el acuerdo, no genere estado civil, aunque contemple derechos y obligaciones e incluso derechos hereditarios. 


Finalmente, sugirió a la comisión eliminar la frase final del inciso segundo del artículo primero del proyecto de ley del Ejecutivo que señala: “y en ningún caso, alterará el estado civil de los contratantes”. Sostuvo que si se suprime dicha frase se eliminaría toda referencia en el proyecto al estado civil.


A continuación, la profesora señora Lathrop manifestó que, de no reconocerse como estado civil la relación que genera el acuerdo de vida en pareja, se creará una incongruencia importante entre lo que estatuye el proyecto y la denominación de la figura que nace del mismo.


Explicó que si no se reconoce el estado civil, se generará una contradicción ya que estamos frente a una entidad que produce todos los efectos de éste. Lo anterior tiene gran importancia en la aplicación de la norma porque no determinar la naturaleza jurídica de las instituciones implica crear vacíos que no pueden llenarse cuando se producen problemas en la aplicación e interpretación de una disposición. Recordó que situaciones como éstas han llevado a que muchas instituciones sean rotuladas como “sui generis”. 


Aseveró que existen ejemplos en este proyecto de que un acuerdo de este tipo genera un estado civil. Uno de ellos lo constituye el artículo 7° que señala que los contratantes se deben ayuda mutua. Recordó, además, que ambas iniciativas de ley preven efectos sucesorios. 


Añadió que toda la publicidad en materia de acuerdo de vida en pareja queda entregada al Oficial del Registro Civil, conforme lo prescribe el artículo 5° del proyecto de ley del Ejecutivo.


Seguidamente, hizo presente que serían aplicables al acuerdo de vida en pareja las inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones existentes actualmente para los cónyuges. Por ejemplo, ya hoy en día se le otorga al conviviente un reconocimiento similar al del cónyuge, al extenderle la pensión de supervivencia.



Recalcó que el estado civil también tiene relevancia respecto de la seguridad jurídica de los terceros. En efecto, ellos deberían saber cuál es el estatuto de una persona al momento de celebrar un contrato.


Sostuvo que en los artículos 9° y 10 del proyecto del exsenador señor Allamand se señala que hay responsabilidad solidaria frente a los terceros en el cumplimiento de ciertas obligaciones que los contratantes o este tipo de convivientes han contraído. Asimismo, se declara nula la compraventa entre quienes celebran el acuerdo de vida en común.


Insistió que no reconocérseles el estado civil generará inseguridad jurídica frente a terceros. Advirtió que también puede facilitar el acceso al crédito a los convivientes que han celebrado el acuerdo. 


Finalmente, explicó que entendía que la resistencia a reconocer el estado civil proviene más bien de inclinaciones a favorecer un cierto tipo de familia, que es la matrimonial, es decir, nuevamente estaría el legislador en la línea de desconocer que existe una diversidad familiar.



A continuación, la Honorable Senadora señora Alvear manifestó que tenía la convicción que esta relación de convivencia debe generar un estado civil. Señaló que no se debía olvidar que éste es un atributo de la personalidad, que genera consecuencias no solo respecto de las partes sino que también para terceros.



Enfatizó que el único fundamento que existe para impedir que una persona casada pueda celebrar un acuerdo de vida en pareja, supone aceptar que éste genera un estado civil nuevo.


Agregó que consideraba importante destacar lo planteado por el profesor de Derecho Civil, señor Somarriva, quien señala que el estado civil es el lugar permanente de una persona dentro de la sociedad, que depende principalmente de sus relaciones de familia y que la habilita para ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones civiles.


Sostuvo que la celebración del acuerdo debe dar lugar a un estado civil y sugirió a la Comisión el siguiente texto:


“El Acuerdo de Vida en Pareja constituye la formalización legal de la convivencia celebrada entre dos personas con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva y familiar en común, con voluntad de permanencia y de ayuda mutua. Desde el momento de la celebración del presente contrato, las partes se considerarán convivientes legales para todos los efectos. Se entenderá por convivencia legal, según el contexto, la pareja formada por ambos miembros del Acuerdo de Vida en Pareja o a cada miembro respecto del otro”.

El Honorable Senador Larraín, don Hernán sostuvo que este tema era complejo. Señaló que de alguna manera con la reglamentación que se propone se crean ciertos derechos y obligaciones similares a los que produce el estado civil, por lo tanto, no sería necesario que los que suscriben este contrato accedan al mismo, porque lo que importa es que puedan ejercer tales derechos y obligaciones.


Remarcó que no cambia la realidad jurídica de estos contratantes el hecho que no adquieran el estado civil correspondiente. 


Acotó que se estarían generando dos estados civiles para una situación semejante y aquello no tendría justificación. Asimismo, sostuvo que por esta vía se estaría desnaturalizando el sentido de las instituciones.


Se mostró partidario de que este contrato dé origen a un estado civil solo si rige para parejas homosexuales. 


Finalmente, consideró, al igual que la profesora Rodríguez, que no es necesario decir en la ley que la celebración de este contrato no alterará el estado civil de los contratantes.


A continuación, el Subsecretario, señor Lob insistió que el proyecto presentado por el Poder Ejecutivo no pretende asimilar el acuerdo de vida en pareja al matrimonio. Puntualizó que no eran partidarios de un proyecto de matrimonio universal, ni de matrimonio homosexual sino que de una iniciativa que permita un acuerdo de vida en pareja. Explicó que lo que se busca es regular y dar certeza jurídica a dos millones de personas que están en una situación de incertidumbre respecto de los efectos derivados de su convivencia.


Agregó que la experiencia francesa demuestra que no es necesario consagrar el estado civil para que exista una correcta institucionalidad en torno a un acuerdo de vida en común o en pareja.


Declaró que ambos proyectos contemplan derechos y obligaciones que aseguran el correcto funcionamiento del acuerdo, razón por la que no es indispensable que los contratantes adquieran un estado civil.


Recordó que en todas las iniciativas presentadas sobre la regulación jurídica de las convivencias, ninguna de ellas consagra el estado civil.


Finalmente, sostuvo que el proyecto del Gobierno no pretende tampoco crear un matrimonio de segunda clase.


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar manifestó que el acuerdo de vida en pareja viene a regular y suplir las falencias que afectan a quienes conviven.


Añadió que el proyecto de ley del Ejecutivo señala que una de las formas de constituir el acuerdo de vida en pareja es a través del Registro Civil, donde existirá un registro especial. En consecuencia, sostuvo, los derechos de terceros quedan absolutamente protegidos.


Hizo presente que si los contratantes quieren acceder a un crédito, el elemento determinante no será el estado civil sino la capacidad patrimonial de ambos.


Recalcó que la naturaleza jurídica del matrimonio y del acuerdo es distinta. Aseveró que los problemas surgirían si intentamos asimilar ambas instituciones.



Finalmente, remarcó que no era necesario que la celebración del acuerdo genere un estado civil porque su ausencia no constituye un problema significativo que justifique otorgar este estatuto a los contratantes. 


La profesora señora Lathrop insistió que no reconocer el estado civil generaría una legislación de tipo eufemística. Agregó que debía determinarse si el acuerdo es una convención o un contrato y si genera o no estado civil.


Sostuvo que el no reconocer la naturaleza que tienen las cosas genera problemas en el futuro. Asimismo, consignó que no estaba de acuerdo en la afirmación de que por esta vía se genera un matrimonio de segunda clase, ya que estamos hablando de instituciones distintas y perfectamente distinguibles.    


A continuación, la profesora señora María Sara Rodríguez expresó que el proyecto de ley crea un registro especial para los acuerdos que se celebren y éste le otorga a dicho contrato la publicidad necesaria y permite, a su vez, llevar el control del número de acuerdos que se celebren.


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina señaló que se estaba legislando respecto a relaciones afectivas a las cuales se les está intentando dar una regulación jurídica, fundamentalmente en el ámbito patrimonial. Añadió que el acuerdo de vida en pareja genera respecto de terceros derechos y obligaciones. 


Consultó qué daño causaría otorgar a los contrayentes de este contrato un estado civil.


Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, preguntó si los acuerdos regulados en el derecho comparado generan o no estado civil. 


Asimismo si otorgar tal estado civil puede tener algún efecto respecto a la filiación.

La profesora señora Rodríguez reiteró que, a su juicio, la ley no debiera atribuir a quienes celebran este acuerdo un estado civil. Aseveró que si el acuerdo de vida en pareja confiere estado civil a parejas heterosexuales,  este contrato se asimilaría en muchos aspectos al matrimonio. 


Agregó que si esta normativa estuviese restringida a las parejas homosexuales, sí tiene sentido otorgarles a ellas un estado civil nuevo.



Sostuvo que en relación a la adopción, la ley que la regula da preferencia a los matrimonios.


A continuación, el Honorable Senador señor Espina, preguntó si la legislación vigente permite a una pareja de homosexuales o a una persona homosexual adoptar.



La profesora señora Rodríguez manifestó que las personas que no están en pareja sí pueden adoptar pero se le da preferencia a los matrimonios. Hizo presente que la condición sexual puede incidir en la adopción aunque nada dice la ley al respecto.


La profesora señora Lathrop, respondiendo a la consulta del Honorable Senador Espina, expresó que si el acuerdo confiere estado civil se le da a éste naturaleza de orden público y se transforma en irrenunciable.


Advirtió que, por el contrario, si se le reconoce solo carácter patrimonial privado, menos se publicitará.


Agregó que las relaciones filiales son independientes del estado civil de los progenitores. Declaró que la única importancia que tiene la existencia o no del vínculo conyugal es para efectos de la presunción “Pater is est”. En el caso específico de la adopción, indicó que se da la contradicción de que pueden adoptar los cónyuges, residan o no en Chile, y las personas solteras. Normalmente los convivientes no pueden adoptar, y para que ello ocurra se requiere de una modificación legal.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán destacó que la inquietud del Honorable Senador señor Espina era válida y debía ser esclarecida. 


Sostuvo que si mediante este contrato se concedía el estado civil a las parejas de distinto sexo, dos tipos de relaciones entre personas heterosexuales generarían un estado civil. Estaríamos creando una institución secundaria que pareciera ser un matrimonio y que introduciría una confusión innecesaria. 


Enfatizó que era partidario que la relación entre un hombre y una mujer, estable y fundada en el afecto, se regule única y exclusivamente por el matrimonio. Preguntó cuál era la necesidad de crear otro estado civil. Recalcó que una situación distinta se produce si el acuerdo estuviera reservado solo para parejas homosexuales, en ese caso si se justifica que se genere un estado civil.


Connotó que en los países donde existe acuerdo de vida en pareja, tales como Francia, Suiza, Suecia y Canadá, no se crea un estado civil. Por el contrario, en Alemania sí se le otorga estado civil a quienes contraen el acuerdo, pero en dicho país, éste está reservado solo para las parejas homosexuales.

El Honorable Senador señor Espina consignó que la legislación chilena viene regulando las relaciones de convivencia. Consultó si el legislador debe recoger respecto de las parejas heterosexuales la posibilidad de que quieran una regulación menos rígida que la del matrimonio.


Agregó que la convivencia genera una serie de derechos y obligaciones que deben ser regulados orgánicamente.


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar manifestó que la pregunta que uno tiene que hacerse en este caso es qué daño produce este cambio o si es necesario este proyecto.


Señaló que esta iniciativa viene a suplir una necesidad real, concreta, de muchas personas que conviven.


Recordó que se legisló sobre el divorcio porque existía una realidad que había que normar. No obstante lo anterior, expresó que no advertía la importancia de que las personas que celebran el acuerdo, adquieran un estado civil. Destacó que no existen ejemplos reales ni concretos de que el estado civil influya decisivamente en la efectividad de este contrato.


A continuación, la profesora señora Lathrop connotó que la misma naturaleza de todas las normas especiales que se están modificando con el presente proyecto y las que se han enmendado previamente en otros cuerpos legales, confirman que nuestra legislación reconoce que existe una diversidad de modelos familiares.  


Destacó que en el artículo 38 de la Ley de Matrimonio Civil se señala que la reanudación de la vida en común de los cónyuges, con ánimo de permanencia, pone fin al procedimiento destinado a declarar la separación judicial o a la ya decretada y, en este último caso, se restablece el estado civil de casados. 


Manifestó que el matrimonio como fuente de estado civil da lugar al estado civil de divorciado, de casado, de viudo y de separado judicialmente. Lo anterior significa que habiendo vínculo matrimonial puede existir un estado civil distinto al de cónyuge, como lo es en el caso del separado judicialmente.


La profesora señora Rodríguez advirtió que en este caso se está discutiendo darle efectos civiles a las relaciones de convivencia, se está institucionalizando una situación de hecho. Indicó que por esta vía se está asimilando el acuerdo de vida en pareja al matrimonio.


Agregó que el legislador puede privilegiar algunas instituciones porque éstas históricamente le prestan un mejor servicio a la sociedad. Un ejemplo de lo anterior es la institución matrimonial.


Sostuvo que dadas estas circunstancias, no resulta prudente equiparar el matrimonio al acuerdo.



El Honorable Senador señor Espina consultó por las diferencias entre la regulación del acuerdo de vida en pareja y el matrimonio.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán preguntó si surgirán relaciones de parentesco entre el conviviente que celebra el acuerdo y los parientes del otro contratante.


La profesora señora Rodríguez aseveró que existen similares impedimentos para contraer un acuerdo de vida en pareja y un matrimonio.


Añadió que en el proyecto de ley del Gobierno se forma una comunidad limitada de bienes muebles. Además, se puede celebrar ante un oficial del Registro Civil. 


La profesora señora Lathrop aclaró que por el solo hecho de reconocerse el estado civil no se generan automáticamente relaciones de parentesco. 


Recalcó que son varias las diferencias entre el  matrimonio y el acuerdo. Ejemplificó señalando que no se deben alimentos por el hecho de la convivencia. Agregó que tampoco se contempla la figura de los bienes familiares.


Consignó que las otras diferencias entre una y otra institución se dan en materia de término del acuerdo; de compensación económica; en la edad de celebración y derechos sucesorios.


El Honorable Senador señor Espina preguntó si se impone a los contratantes el deber de fidelidad. 


La profesora señora Lathrop advirtió que no se señalaba el mencionado deber. Remarcó que la única obligación de carácter no patrimonial que se puede exigir es de la ayuda mutua.


A continuación, la profesora señora Rodríguez reiteró que era preferible eliminar la parte final del inciso segundo del proyecto de ley del Ejecutivo, evitando cualquier referencia al estado civil.


Al justificar esta proposición, indicó que el estado civil es una situación estable en cuanto a las relaciones de familia. Advirtió que doctrinariamente se discute si la condición de separado judicialmente es realmente un estado civil, porque permite la reconciliación, por lo tanto el matrimonio no se encuentra disuelto. Agregó que en el caso anterior, nos encontramos ante la paradoja que una persona tiene dos estados civiles, a saber, casado y separado judicialmente.


Connotó que el acuerdo de vida en pareja es una situación de hecho a la que por el presente proyecto de ley le estamos otorgando determinados efectos jurídicos, principalmente en el orden patrimonial, y algunos personales.


Sostuvo que el acuerdo de vida en pareja no posee la vocación de estabilidad que sí tiene el matrimonio. Por eso, agregó, es razonable que esta última institución dé lugar a un estado civil.


Recordó que para disolver el matrimonio debe iniciarse un juicio de divorcio por las causales que establece la ley, exigencia que no está presente en el acuerdo de vida en pareja, que se puede resolver por la voluntad unilateral de una de las partes. Insistió que en el contrato que regula este proyecto no está presente el elemento de estabilidad que inspira al matrimonio.


Agregó que en los medios de comunicación social algunos han afirmado que el estado civil sería necesario para adquirir determinados derechos y deberes. Puntualizó que lo anterior no era efectivo ya que ellos son consecuencia de lo que se establece en la ley y no derivan del estado civil.


Aseveró que otros han sostenido que el estado civil permitiría que la pareja de una persona enferma pueda acompañarla en un hospital o clínica. Al respecto, indicó que eso era un error ya que la Ley de Derechos y Deberes del Paciente expresamente permite que la persona que tenga a su cuidado a un enfermo puede acompañarlo en un tratamiento o proceso de hospitalización. Las personas unidas por un acuerdo de vida en común no necesitan de un estado civil para acompañar a su pareja enferma.


Finalmente, indicó que si bien dos personas que actualmente viven en pareja no cuentan con una protección de sus derechos  en materia de administración de bienes y normas sucesorias, el proyecto de ley en discusión viene a subsanar ese vacío y a reconocer una serie de facultades, para los que no se requiere tener un determinado estado civil. 


Por todas estas razones, afirmó, no se justifica otorgar un estado civil nuevo a las personas que acuerdan este contrato de vida en común.


Por último, declaró que si se otorga estado civil a los contratantes del acuerdo, se le estaría dando un atributo de estabilidad a algo que es una situación de hecho.


El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Mauricio Lob reiteró que el proyecto del Ejecutivo pretende llenar un vacío en nuestra legislación. Agregó que esta iniciativa solo plantea regular los efectos jurídicos derivados de la vida afectiva en común y no pretende equiparar esta situación con la institución del matrimonio, ni conferir un nuevo estado civil. 


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar, sostuvo que ante la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Espina cabía recordar que el objeto fundamental de esta iniciativa es dar solución a los problemas concretos y reales que tienen aquellas personas que permanecen en una relación de convivencia. Aclaró que, en todo caso, no correspondía que los empleadores pudieran preguntar por el estado civil de una persona para contratarla.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador  Walker, don Patricio preguntó a la profesora señora Lathrop  qué ocurre con las obligaciones que se adquieren respecto de terceros cuando existe un contrato de unión civil entre dos personas. Asimismo, si la seguridad jurídica de terceros se verá mejor resguardada si a las partes contratantes se les confiere un nuevo estado civil.


La profesora señora Lathrop indicó que si la publicidad de este pacto se sujeta a ciertos requisitos, en el marco del Registro Civil, ese temor de que el tercero quede expuesto a inestabilidades, se aminora claramente.


Aclaró que el Registro Civil da publicidad a diversos actos que no necesariamente se vinculan con el estado civil de las personas.


Seguidamente, el Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso a la Comisión aprobar los incisos segundo y cuarto del artículo 1º del proyecto del exsenador señor Allamand, pues parece que no generarían mayores discrepancias entre los integrantes de la Comisión.


El asesor del Ministerio Secretaria General de Gobierno, señor Pablo Urquizar, hizo presente que el inciso cuarto, del artículo 1° del proyecto de ley del exsenador señor Allamand, no debía ser aprobado ya que es una norma que era propia del ámbito matrimonial. Recordó que, de acuerdo con la definición legal que establece el Código Civil, en su artículo 102, el matrimonio es, sin perjuicio de la posibilidad del divorcio, una institución indisoluble y para toda la vida. Por lo anterior, no puede, en caso alguno sujetarse a plazo, modo o condición.


Agregó que en el caso del acuerdo de vida en pareja no se regula una institución para toda la vida.


A esta altura del debate, la profesora señora Lathrop propuso a la Comisión considerar la siguiente redacción alternativa para el artículo primero de la ley: 


“El Acuerdo de Vida en Pareja es un acto por el cual dos personas se unen con voluntad de permanencia y ayuda mutua, a fin de regular los efectos jurídicos de su vida afectiva y familiar en común.


La celebración del presente acto conferirá a los contrayentes el estado civil de convivientes legales.


Asimismo, entre una persona que ha celebrado el Acuerdo de Vida en Pareja y los consanguíneos de su conviviente legal, existirá parentesco por afinidad.”


Agregó que que no compartía la interpretación que el Ejecutivo le daba al inciso cuarto del artículo 1° del proyecto del exsenador señor Allamand. Puntualizó que esa norma se justificaba pues todos los actos del derecho de familia están exentos de cualquier tipo de modalidades.


Concluido el debate anterior, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, señaló que ya se habían dado las razones para defender cada posición. A continuación, puso en votación lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 1° del proyecto de ley del exsenador señor Allamand, disposición que establece lo siguiente: 

“El acuerdo generará entre las partes los derechos y obligaciones que establece la presente ley.”

La Comisión, por mayoría de votos, aprobó este texto que se incorpora como inciso segundo del artículo 1º. Votaron a favor de este precepto los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Kuschel.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, puso en votación una indicación de la Honorable Senadora señora Alvear para incorporar a esta iniciativa un inciso tercero nuevo que establece lo siguiente:

“La celebración del presente contrato conferirá a los contrayentes el estado civil de convivientes legales.”.

La Comisión, por mayoría de votos, aprobó esta indicación. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Walker, don Patricio. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán y Kuschel.


La norma aprobada se incorpora como inciso tercero del artículo 1º del proyecto de ley refundido.


Con la misma votación se dio por rechazado el inciso segundo del artículo 1º del proyecto del Ejecutivo y el inciso 3º del proyecto de ley del exsenador señor Allamand.


Asimismo, la Comisión acordó no incorporar al proyecto las ideas contenidas en el inciso cuarto del proyecto de ley del exsenador señor Allamand. Se consideró que ellas podían formularse como indicación luego de la aprobación en general de esta iniciativa por la Sala del Senado.

Artículo 2°


Este precepto del proyecto de ley del Ejecutivo establece que solo podrán celebrar el acuerdo de vida en pareja las personas que sean mayores de edad y que tengan la libre administración de sus bienes.


Agrega que no podrán celebrar este acuerdo entre sí los ascendientes y descendientes por consanguinidad, ni los colaterales por consanguinidad en el segundo grado.


Precisa que tampoco podrá celebrar el acuerdo aquella persona que esté sujeta a vínculo matrimonial o a un acuerdo de vida en pareja vigente.

Igualmente, la Comisión tuvo presente que una idea similar a las que se proponen en este precepto, estaba considerada en los artículos 4° y 5° del proyecto de ley iniciado en Moción del exsenador señor Allamand. Su texto es el siguiente:


“Artículo 4°. Sólo podrán celebrar este contrato las personas naturales, mayores de edad, y que tengan la libre administración de sus bienes.”


“Artículo 5°.  Sin perjuicio de lo prescrito en el artículo anterior, no podrán celebrar este acuerdo entre sí los ascendientes y descendientes por consanguinidad, ni los colaterales por consanguinidad en el segundo grado. 


Tampoco podrán celebrarlo dos personas de las cuales, al menos una de ellas se encuentre actualmente ligada por vínculo matrimonial no disuelto o por otro acuerdo de vida común que se encuentre vigente.”

Al iniciarse el examen de esta disposición, la Honorable Senadora señora Alvear expresó que en el inciso segundo del artículo 2° del proyecto de ley del Ejecutivo, falta la incompatibilidad de celebrar el acuerdo entre adoptante y adoptado.  


La profesora señora María Sara Rodríguez hizo presente que la Ley de Adopción impide el matrimonio entre el adoptante y el adoptado.


La profesora señora Lathrop indicó que el artículo 37 de la ley Nº 19.620 que Dicta Normas sobre Adopción de Menores, consagra que “la adopción confiere al adoptado el estado civil de hijo de los adoptantes, con todos los derechos y deberes recíprocos establecidos en la ley, y extingue sus vínculos de filiación de origen, para todos los efectos civiles, salvo los impedimentos para contraer matrimonio, establecidos en el artículo 5° de la Ley de Matrimonio Civil, los que subsistirán.”


Agregó que debiese modificarse el artículo segundo, y extender el impedimento entre adoptantes y adoptados.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación el artículo 2º del proyecto del Ejecutivo.


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Kuschel, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, aprobó el artículo 2º propuesto por el Ejecutivo.


Con la misma votación se dieron por aprobados, subsumidos en este precepto, los artículos 4º y 5º del proyecto del exsenador señor Allamand. 


Asimismo, la Comisión decidió no acoger lo propuesto en los artículos 2º y 3º contenidos en el proyecto de ley del exsenador señor Allamand, ya que estimó que esas disposiciones no eran indispensables. En todo caso, señaló que ellas podían ser renovadas luego de la aprobación en general de este proyecto.


Finalmente, respecto del tema de la adopción se acordó que esta materia deberá ser considerada durante la discusión en particular de esta iniciativa.

Artículo 3°


Seguidamente, la Comisión se abocó al estudio del artículo 3º contenido en el proyecto de ley del Ejecutivo. Esta norma establece que el acuerdo de vida en pareja será otorgado por escritura pública ante notario. Dicha escritura deberá contener, además de lo señalado en el artículo 405 del Código Orgánico de Tribunales, la declaración jurada de ambos contratantes respecto de no encontrarse ligados por vínculo matrimonial o un acuerdo de vida en pareja vigente.


Agrega que para los efectos de la suscripción de dicha escritura, regirá el beneficio establecido en el artículo 600 del Código Orgánico de Tribunales, cuando corresponda.


Asimismo, se tuvo presente lo que señala el artículo 6º de la Moción del exsenador señor Allamand que textualmente establece lo siguiente:



“Artículo 6°.  El acuerdo deberá ser otorgado por escritura pública.”


A su vez, la Honorable Senadora señora Alvear formuló una proposición para sustituir este artículo 3º por otro que establece que prescribe lo siguiente: 


“Artículo 3°: El Acuerdo de Vida en Pareja se celebrará en presencia de un Oficial del Registro Civil. El Oficial levantará acta de lo obrado, la que será firmada tanto por éste como por los contrayentes. En el mismo acto, los contrayentes expresarán no afectarles las inhabilidades señaladas en el artículo 2° de esta ley.


El Oficial  procederá a hacer la inscripción en los libros del Registro Civil, y desde ese momento, comenzará a tener efectos entre las partes y respecto de terceros.”


Al iniciarse el estudio de estas proposiciones, el señor Presidente de la Comisión dio la palabra a la profesora señora María Sara Rodríguez quien opinó que permitir la celebración del acuerdo de vida en pareja ante oficial de Registro Civil supondría equiparar formalmente  a este contrato con el del matrimonio. 


Agregó que como es contraria a lo anterior, defendía que un notario, quien deberá enviar copia de la escritura pública al Registro Civil.


La profesora señora Fabiola Lathrop connotó que el proyecto de ley del Ejecutivo, establece la posibilidad de que el Acuerdo se celebre mediante escritura pública o ante un oficial del Registro Civil.


Remarcó que encontraba inoficioso la existencia de dos maneras de celebrarlo. Expresó que era partidaria que el mencionado acuerdo se perfeccione única y exclusivamente ante el referido oficial. Argumentó que proceder de esta manera permitiría que el funcionario del Servicio de Registro Civil e Identificación verifique si los contratantes están impedidos de celebrarlo.


Recordó que en materia de nulidad, antes de que entrara en vigencia la Ley de Matrimonio Civil, el oficial del Registro Civil competente, era el de la residencia de uno de los contratantes. Advirtió que como la referencia al domicilio de los contrayentes fue eliminada, sugiere suprimir este elemento de la propuesta de la Honorable Senadora Alvear.


Asimismo, manifestó que en la parte final del inciso primero propuesto por la Honorable Senadora Alvear, donde se señala: “En el mismo acto, los contrayentes expresarán no afectarles las inhabilidades señaladas en el artículo 2° de esta ley.”, dicha frase está concebida para regular el contrato que se celebre ante un notario, porque el Oficial de Registro Civil tiene a su disposición la información relativa a las incompatibilidades e inhabilidades que pudieses afectar a los contratantes.


El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Mauricio Lob indicó que el objetivo del proyecto de ley del Ejecutivo consiste en otorgar la mayor libertad a las partes contratantes para escoger ante quien suscribir el contrato.


Añadió que al inscribirse la escritura pública en el registro, se tendrá absoluta certeza respecto a la posible inhabilidad o incompatibilidad que tendrían los contrayentes para celebrar el acuerdo. 


La Honorable Senadora señora Alvear declaró que la razón de fondo de la propuesta se encuentra en que el Oficial del Registro Civil es el único funcionario que puede dar fe de que no existan incompatibilidades.



 La profesora señora Fabiola Lathrop recordó que el artículo 5° del proyecto de ley del Ejecutivo prescribe que el acuerdo tendrá eficacia entre las partes y respecto de terceros desde su inscripción en el Registro Civil. Lo anterior puede dar lugar a que una pareja celebre el contrato ante un notario y no acuda dentro del plazo ante el mencionado servicio. Consultó si dicho contrato, que no es inscrito dentro de plazo, sería inexistente.



El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar, advirtió que el contrato tiene existencia desde el momento en que se inscribe en el Registro Civil. Es en ese instante en el que se advierte si los contrayentes tenían inhabilidades o incompatibilidades para celebrarlo.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, dio por cerrado el debate de estas disposiciones y sometió a votación el texto contenido en el artículo 3º del proyecto de ley del Ejecutivo.


La Comisión, por mayoría de votos, aprobó esta norma. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Kuschel y Larraín, don Hernán. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio.

El Honorable Senador señor Espina, al justificar su voto a favor de este precepto, manifestó que es absolutamente lícito y legítimo que, en el acuerdo de vida en pareja, los contrayentes puedan decidir si desean celebrarlo ante un notario o ante un oficial del Servicio de Registro Civil e Identificación. Agregó que es curioso que se respete el principio de autonomía de la voluntad cuando se trata de reconocer el derecho de las personas a celebrar este contrato o el de matrimonio y no se permita que ellas puedan escoger la entidad ante quien desean celebrarlo. Por lo anterior, consideró absurdo impedir que las personas no puedan acudir a un notario para celebrar este contrato.


La Honorable Senadora señora Alvear votó en contra del artículo 3° propuesto por el Ejecutivo por las razones antes expresadas. Reiteró que el oficial del Servicio de Registro Civil e Identificaciones la única autoridad que puede dar la certeza más absoluta de que se cumplan los requisitos para celebrar este contrato y así también, otorgarle seguridad a terceros.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán sostuvo que lo esencial del acuerdo de vida en pareja es que éste es una expresión de consentimiento entre dos personas que tienen una vida afectiva en común.


Agregó que celebrarlo ante un notario, permite que un ministro de fe dé cuenta de un hecho jurídico que puede provocar efectos ante terceros. Recalcó que para asegurar su eficacia se requiere de un registro, pero en rigor, no es imprescindible que se celebre ante el oficial del Registro Civil.   



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio valoró que el Ejecutivo haya optado por incorporar la posibilidad de celebrar este contrato, según lo dispone el artículo siguiente, ante el oficial del Registro Civil. Estimó que el acuerdo no solo debe regular efectos patrimoniales, sino que también debe generar un reconocimiento a la dignidad de la pareja que convive, sea heterosexual u homosexual y que persigue la estabilidad y permanencia en el tiempo. Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que le convencían los argumentos de la Honorable Senadora Alvear, en el sentido de que la celebración de este contrato ante el referido oficial, le da una mayor certeza frente a terceros.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán señaló que lo resuelto precedentemente era incompatible con la redacción alternativa propuesta por la Honorable Senadora señora Alvear, dado que la mayoría de la Comisión había aprobado el texto propuesto por el Ejecutivo.


La Honorable Senadora señora Alvear pidió que quedara registro en el informe de su proposición de nuevo artículo 3º, pues pensaba reponerlo como indicación durante el trámite de segundo informe.


Asimismo, se dio por aprobada subsumida en la redacción de este artículo 3º lo que dispone el artículo 6º del proyecto del exsenador señor Allamand. 

Artículo 4º

Esta norma del proyecto de ley del Gobierno prescribe que el acuerdo de vida en pareja también podrá ser celebrado en una oficina del Registro Civil, ante el respectivo oficial, quien levantará acta de todo lo obrado, la que será firmada por él y por los contratantes.


Precisa que en este acto, los contratantes deberán declarar respecto de no encontrarse ligados por vínculo matrimonial o un acuerdo de vida en pareja vigente.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, puntualizó que mediante esta disposición se otorga a las partes la posibilidad de celebrar este contrato ante un oficial del Registro Civil e Identificación. Seguidamente, puso en votación este precepto.


En una primera votación, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señor Espina y Walker, don Patricio. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Alvear y Larraín, don Hernán. Votó en contra el Honorable Senador señor Kuschel. De acuerdo a lo que prescribe el artículo 178 del Reglamento del Senado, la votación debió repetirse.


Puesto en votación nuevamente el artículo 4°, se rechazó por el voto en contra de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Kuschel. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Larraín, Hernán y Walker, don Patricio. Votó a favor el Honorable Senador, señor Espina, don Alberto.


En una sesión posterior, el Poder Ejecutivo presentó una nueva indicación mediante la cual sugiere reemplazar el artículo 4° transcrito, por el siguiente:


“Artículo 4º.- Asimismo, el Acuerdo de Vida en Pareja podrá ser celebrado en el Registro Civil, ante el respectivo Oficial, quien levantará acta de todo lo obrado, la que será firmada por él y por los contratantes.


En este acto, los contratantes deberán declarar respecto de no encontrarse ligados por vínculo matrimonial o un Acuerdo de Vida en Pareja vigente.”


Al iniciarse el debate acerca de este precepto, la profesora señora Lathrop se manifestó a favor de la propuesta. Señaló que por un tema de economía administrativa era partidaria de que el contrato se celebre ante el oficial de Registro Civil, porque es dicho funcionario quien velará por su inscripción. 


Agregó que ese Servicio es el órgano con mayor competencia para verificar el cumplimiento de los requisitos al momento de la celebración y finalmente porque es en este organismo donde se encuentran canalizadas todas aquellas actuaciones relacionadas con el estado civil y las situaciones de familia.  


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio manifestó que el oficial está en mejores condiciones que un notario para determinar si la persona que  celebra el acuerdo de vida en pareja está o no impedida de celebrarlo, sin embargo, se mostró disponible para que este acuerdo también pueda ser suscrito ante un notario.


Indicó que por lo expuesto está a favor de la indicación del Ejecutivo.


La Honorable Senadora señora Alvear insistió en la propuesta presentada por ella en una sesión anterior. Reiteró que el contrato solo debe celebrarse ante el oficial del Registro Civil porque los notarios no cuentan con los antecedentes necesarios para verificar las inhabilidades que pueden tener quienes lo celebran. Por el contrario, dicha información está disponible para el referido funcionario, quien podrá revisar in actum si hay algún impedimento para celebrarlo. Añadió que si el contrato se celebra ante dicho oficial y se inscribe, el contrato generará efectos y tendrá publicidad respecto a terceros, inmediatamente. 


El Honorable Senador Larraín, don Carlos expresó que la celebración de este acuerdo ante el oficial de Registro Civil lo transforma en una institución cuasi matrimonial. Declaró que el proyecto de ley en discusión, en sus inicios, se planteó como una manera de arreglar las relaciones patrimoniales entre personas del mismo sexo que querían convivir. 


Agregó que está de acuerdo en el propósito enunciado y que estamos, ahora, ante un escenario distinto, donde al acuerdo se le está dando el rango de institución.


Indicó que lo anterior conecta con la creación de un estado civil nuevo. Estimó que no es equiparable la institución del matrimonio con el acuerdo de vida en pareja, ya que este último es eminentemente transitorio y fungible. Añadió que esta forma de acuerdo para conducir una vida en pareja no puede tener la misma dignidad ante la ley que la que tiene el matrimonio. 


Destacó que se intenta crear una forma de compartir los bienes que se adquieren durante la vigencia de la convivencia y el hecho de que intervenga el oficial de Registro Civil no significa un avance en esta materia. Señaló que se ha mencionado que el oficial es quien tiene, con mayor seguridad los antecedentes sobre la existencia de un vínculo anterior y que podría verificar dicha información. Aseveró que no es positivo para la institución familiar que se trivialice el rol del oficial de Registro Civil y, que por esa vía, se asimile el matrimonio con este acuerdo.


Sostuvo que el notario podrá constatar la identidad y las posibles incapacidades que afecten a los contratantes. Connotó que si se pretende crear una institución cuasi matrimonial, que así se dijera. 



Consultó a los representantes del Ejecutivo si el Gobierno quería debilitar a la familia chilena o fortalecerla.


Enfatizó que lo que se ha planteado es impresentable ante la lógica general que sustenta la vida social en nuestro país. Abogó porque quienes conviven, celebren un contrato, establezcan normas sobre la comunidad de bienes y reglas sucesorias, pero que no por esta vía se debilite aún más, las instituciones del matrimonio y de la familia.  


Añadió que no se escuchaba desde el año 55 de la era cristiana, cuando gobernaba Nerón, la posibilidad de permitir el matrimonio entre personas del mismo sexo. 


Remarcó que el proyecto en discusión constituye un error fundamental, que puede servir para una elección determinada, pero que su efecto social se mide en el largo plazo. Agregó que no deseaba ser cómplice del deterioro definitivo de la familia chilena.


Finalmente, consultó quién va querer casarse si se puede optar por este camino más expedito. Aseveró que con el presente proyecto se está perforando la institución familiar y lamentó que esta iniciativa fuera presentada por un Gobierno por el cual él votó. 


Puesto en votación el nuevo artículo 4° propuesto en la indicación del Ejecutivo, la Comisión lo aprobó con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Alvear, Espina y Walker, don Patricio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Orpis y votó en contra el Honorable Senador Larraín, don Carlos.  

Artículo 5°


A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en discusión el artículo 5° del proyecto de ley del Ejecutivo, que prescribe lo siguiente:


“Artículo 5°.- Tanto el acta levantada por el Oficial del Registro Civil como la escritura pública en la que conste el Acuerdo de Vida en Pareja sólo tendrán eficacia entre las partes y respecto de terceros desde que se inscriban en un registro especial que llevará el Servicio de Registro Civil e Identificación. El plazo para solicitar su registro será de 10 días hábiles contado desde su otorgamiento, a petición de cualquiera de los contratantes.


Un reglamento suscrito por el Ministerio de Justicia determinará la forma en que se dará cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior.”


Al iniciarse la discusión de este precepto, la profesora señora Lathrop sugirió a la Comisión que sería conveniente reemplazar la expresión “eficacia” utilizada en el inciso primero, por la de “existencia legal”, porque desde que se otorga la escritura pública o antes de que el acta se inscriba, existe una especie de limbo jurídico donde no se sabe si existe el acuerdo o si tiene eficacia.  


Seguidamente, el Honorable Senador señor Espina señaló que era conveniente tener presente en este debate lo que dispone la Ley de Matrimonio Civil, respecto al matrimonio religioso, donde en su artículo 20 se preceptúa lo siguiente: 


“Artículo 20.- Los matrimonios celebrados ante entidades religiosas que gocen de personalidad jurídica de derecho público producirán los mismos efectos que el matrimonio civil, siempre que cumplan con los requisitos contemplados en la ley, en especial lo prescrito en este Capítulo, desde su inscripción ante un Oficial del Registro Civil.


El acta que otorgue la entidad religiosa en que se acredite la celebración del matrimonio y el cumplimiento de las exigencias que la ley establece para su validez, como el nombre y la edad de los contrayentes y los testigos, y la fecha de su celebración, deberá ser presentada por aquellos ante cualquier Oficial del Registro Civil, dentro de ocho días, para su inscripción. Si no se inscribiere en el plazo fijado, tal matrimonio no producirá efecto civil alguno.


El Oficial del Registro Civil verificará el cumplimiento de los requisitos legales y dará a conocer a los requirentes de la inscripción los derechos y deberes que corresponden a los cónyuges de acuerdo a esta ley. Los comparecientes deberán ratificar el consentimiento prestado ante el ministro de culto de su confesión. De todo lo anterior quedará constancia en la inscripción respectiva, que también será suscrita por ambos contrayentes.


Sólo podrá denegarse la inscripción si resulta evidente que el matrimonio no cumple con alguno de los requisitos exigidos por la ley. De la negativa se podrá reclamar ante la respectiva Corte de Apelaciones.


Los efectos del matrimonio así inscrito se regirán, en todo, por lo prescrito en esta ley y en los demás cuerpos legales que se refieren a la materia.”


El Honorable Senador Larraín, don Carlos expresó que si la inscripción en el Registro Civil es para fines de publicidad, por estar en presencia de normas de administración patrimonial, se entiende el uso de la palabra eficacia, pero que el acuerdo tendrá existencia desde que se celebre. Agregó que hay aspectos de éste que tendrán efectos, aún cuando no opere en plenitud la publicidad.


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar declaró que un contrato produce efectos desde que existe. Añadió que el artículo 1444 del Código Civil dispone: “Son de la esencia de un contrato aquellas cosas sin las cuales o no produce efecto alguno, o degenera en otro contrato diferente”.


La profesora señora Fabiola Lathrop recalcó que la ratificación del consentimiento ante el oficial del Registro Civil es un requisito de existencia del matrimonio religioso. 


La profesora María Sara Rodríguez consignó que el uso del concepto “ratificación” del artículo 20 de la Ley de Matrimonio Civil, se ha prestado para muchas interpretaciones por el carácter ambiguo de tal expresión.


La profesora señora Lathrop declaró que se discute si en Chile está consagrada la sanción de inexistencia, sin embargo, puede darse el caso de que las partes crean que por el solo hecho de haber otorgado la escritura pública su vínculo ya tiene validez. 

El Honorable Senador señor Orpis recalcó la importancia de utilizar la expresión “existencia”, ya que mientras no se inscriba, estaríamos ante una mera expectativa. Agregó que la inscripción permite dar eficacia al acto. El título que sirve para efectos de provocar el acuerdo es el consentimiento entre las partes suscrito ante los organismos respectivos, y lo que le da existencia legal es la inscripción en el respectivo Registro.    



Puesto en votación el artículo 5°, la Comisión lo aprobó con una enmienda de forma, con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Alvear, Espina, Orpis, y Walker, don Patricio y votó en contra el Honorable Senador Larraín, don Carlos.



La Honorable Senadora señora Alvear propuso reemplazar en el inciso primero del artículo 5° la palabra “eficacia” por la expresión “existencia legal”.


Puesta en votación la mencionada indicación, ésta fue aprobada con los votos favorables de los Honorables Senadores señora Alvear, Espina, Orpis y Walker, don Patricio. En contra lo hizo el Honorable Senador Larraín, don Carlos.

Artículo 6°


A continuación, la Comisión consideró el artículo 6º del proyecto de ley presentado por el Ejecutivo. En esta disposición se establece expresamente lo siguiente:


“Artículo 6°.- El Acuerdo de Vida en Pareja terminará en cualquiera de los siguientes casos:


a. Por la muerte de uno de los contratantes;


b. Por la muerte presunta de uno de los contratantes, de conformidad a las normas del Código Civil;


c. Por el matrimonio de los contratantes entre sí o de cualquiera de ellos con terceras personas;


d. Por mutuo acuerdo que conste por escritura pública, la que deberá anotarse al margen de la escritura pública a la que hace mención el artículo 3º, si existiere.


e. Por voluntad unilateral de uno de los contratantes, la que deberá constar por escritura pública y anotarse al margen de la escritura pública a la que hace mención el artículo 3º, si existiere.


Copia de dicha escritura deberá enviarse al otro contratante por carta certificada notarial, dentro del plazo de 10 días hábiles contado desde su otorgamiento. El no envío de la carta no afectará el término del Acuerdo de Vida en Pareja, pero hará responsable al contratante negligente de los perjuicios que la ignorancia de dicho término pueda ocasionar al otro contratante. En todo caso, no podrá alegarse ignorancia transcurrido tres meses de efectuada la anotación marginal en el registro especial.


f. Por declaración de nulidad del acuerdo. Será nulo el acuerdo que no reúna los requisitos establecidos en el artículo 2º, 3º y 4º de esta ley, sin perjuicio de lo establecido en el Libro IV del Código Civil. La sentencia ejecutoriada en que se declare la nulidad del Acuerdo de Vida en Pareja deberá subinscribirse al margen del registro a que se hace mención en el artículo 5º y no será oponible a terceros sino desde que esta subinscripción se verifique.


El término del Acuerdo de Vida en Pareja por las causales señaladas en las letras d y e, producirá efectos desde que la respectiva escritura pública se anote al margen de la inscripción del Acuerdo de Vida en Pareja en el registro especial a que se hace mención en el artículo 5º.”


En relación con este precepto, la Comisión también tuvo en cuenta lo que en esta materia establece el artículo 14 del proyecto de ley del exsenador señor Allamand. Su texto es el siguiente:

“TITULO III


De la expiración del acuerdo de vida en común y de la liquidación de los bienes indivisos


Artículo 14.  El acuerdo de vida en común expira:


1°. Por la muerte de uno de los contratantes;


2°. Por consentimiento mutuo de las partes, que conste de escritura pública;


3°. Por voluntad de una de las partes manifestada en escritura pública;


4°. Por el matrimonio de los contratantes entre sí o de uno de ellos con un tercero; y


5° Por la declaración de nulidad del contrato.


6° Por declaración judicial de cese de la convivencia, a petición de cualquiera que tenga intereses sucesorios.”


Al iniciarse el estudio de estas normas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, puso en votación el inciso primero del artículo 6º del proyecto de ley del Ejecutivo, hasta lo que dispone su letra a). Su texto es el siguiente:



“Artículo 6°.- El Acuerdo de Vida en Pareja terminará en cualquiera de los siguientes casos:


a. Por la muerte de uno de los contratantes;”

La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear, Espina; Larraín, don Carlos, Orpis y Walker, don Patricio, aprobó sin enmiendas esta parte del precepto.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en votación lo que establece la letra b) del artículo 6º del proyecto que presentó el Ejecutivo. Su texto es el siguiente:


“b. Por la muerte presunta de uno de los contratantes, de conformidad a las normas del Código Civil;”



Al iniciarse el análisis de esta letra, la profesora señora Fabiola Lathrop sostuvo que en ella se hace referencia a las normas del Código Civil. Este cuerpo legal regula en su Libro I la muerte presunta, distinguiendo distintas hipótesis. Agregó que tratándose del matrimonio ella se regula en la Ley de Matrimonio Civil. Hizo presente que con la sola declaración de muerte presunta el matrimonio no termina. Connotó que la regla general es que el matrimonio concluye 10 años después de la fecha de las últimas noticias del desaparecido. Agregó que si se hace referencia a las normas del Código Civil, el acuerdo de vida en pareja terminaría por la sola declaración de muerte presunta, sin considerar a la ley de Matrimonio Civil   



El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar sostuvo que el proyecto busca diferenciarse del matrimonio, por lo tanto la referencia que se hace en la letra en discusión es la correcta.



El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Lob aclaró que el proyecto de ley del Ejecutivo no tiene como objetivo la creación de un matrimonio homosexual ni un matrimonio de segunda categoría ni tampoco asimilarse a éste.


La profesora señora Lathrop aclaró que la razón por la cual se establece la regla de los 10 años consiste en la posibilidad de que el sujeto reaparezca. 


La profesora señora María Sara Rodríguez remarcó que si lo que se busca es disolver la comunidad de bienes que nace de la celebración del acuerdo, la letra b) del proyecto cumple con dicho objetivo.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos expresó que se está rigidizando la posibilidad de que se puedan celebrar acuerdos de vida en pareja de manera sucesiva. 


Terminado el debate sobre este precepto, el Presidente de la Comisión puso en votación la letra b) propuesta en el texto del Ejecutivo.


La Comisión, por mayoría de votos aprobó esta norma: se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear, y señores Espina, Orpis y Walker, don Patricio. En contra lo hizo, el Honorable Senador Larraín, don Carlos.


Los Honorables Senadores señora Alvear y  Walker, don Patricio votaron a favor de la letra b., con la consideración de que deberán establecerse plazos para que el acuerdo se dé por terminado, en caso de muerte presunta.


En una sesión posterior los Honorables Senadores señora Alvear y Walker don Patricio propusieron agregar a la letra b. la siguiente frase: “y a las normas contenidas en ley N° 19.947”.


La profesora señora Lathrop explicó que la sola referencia en la letra b. al Código Civil era incompleta porque en el caso del matrimonio la dictación de la sentencia de la declaración de muerte presunta no pone término al mismo. Preguntó si en el caso del acuerdo de vida en pareja ocurriría algo similar.


Agregó que en el caso del matrimonio la mencionada ley establece ciertos plazos y éstos podrían aplicarse también al acuerdo de vida en pareja.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos preguntó si se presenta una declaración de muerte presunta, los contratantes de este acuerdo estarán impedidos de celebrar matrimonio u otro acuerdo de vida en pareja durante 10 años.


La profesora señora Lathrop advirtió que el inciso primero del artículo 43 de la Ley de Matrimonio Civil señala que: “El matrimonio termina por la muerte presunta de uno de los cónyuges, cuando hayan transcurrido diez años desde la fecha de las últimas noticias, fijada en la sentencia que declara la presunción de muerte.”


Agregó que lo anterior tiene por objetivo evitar que el cónyuge vuelva a contraer matrimonio existiendo la posibilidad de que el presunto desaparecido reaparezca. En el caso del acuerdo de vida en pareja si no se hace la remisión a esta norma se podría entender que éste se termina por la sola dictación de la sentencia antes mencionada.   


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar sostuvo que el proyecto de ley trata del acuerdo de vida en pareja y no del matrimonio, reiteró que son instituciones distintas.


Concluido el análisis de la indicación de los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio, el señor Presidente de la Comisión la sometió a votación.


En una primera votación, se pronunciaron por aprobar esta disposición los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio, Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, don Carlos.


Repetida la votación la propuesta resultó rechazada por los votos en contra de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos y Walker, don Patricio. Votó a favor la Honorable Senadora señora Alvear.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión puso en discusión lo que prescribe la letra c. del artículo 6º del proyecto de ley del Ejecutivo. Su texto es el siguiente: 


“c) Por el matrimonio de los contratantes entre sí o de cualquiera de ellos con terceras personas.”

La Honorable Senadora señora Alvear propuso el siguiente texto en reemplazo de la letra antes mencionada:


“Por el matrimonio entre los convivientes legales. El matrimonio válidamente celebrado entre los convivientes legales pone término al acuerdo de vida en pareja, generando plenos efectos entre los cónyuges y respecto de terceros desde la fecha misma de su celebración.


Con todo, el matrimonio subsecuente no perjudicará, en caso alguno, los derechos válidamente adquiridos por terceros durante la vigencia del acuerdo”.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que la presente causa solo se aplica a las parejas heterosexuales, por lo tanto propuso buscar una redacción distinta para este precepto. 


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que al mencionarse expresamente a “los cónyuges” no sería necesario modificar la redacción.



El Honorable Senador señor Espina, don Alberto solicitó una mayor precisión en la propuesta con el fin de evitar una interpretación que pudiese abarcar tanto a parejas heterosexuales como a homosexuales.


La profesora señora Rodríguez abogó por la eliminación de la letra c. del artículo 6°, porque de esa forma el acuerdo de vida en pareja no produciría un impedimento para el matrimonio, por tanto, si éste se ha celebrado entre un hombre y una mujer, podrán casarse en cualquier momento. 


La profesora señora Lathrop propuso que el inciso primero de la letra c., prescriba: “Por el matrimonio entre los convivientes legales, cuando procediere.” Sostuvo que lo anterior se explica porque de acuerdo a la legislación actual, el matrimonio es entre un hombre y una mujer, de manera que la expresión “cuando procediere”, puede salvar la duda planteada.


Añadió que era partidaria de consagrar en el artículo 5° de la Ley de Matrimonio Civil, como impedimento para contraer matrimonio, la existencia de un acuerdo de vida en pareja.


Agregó que cuando dos personas que tienen un acuerdo de vida en pareja vigente y deseen contraer matrimonio, entre sí, deberán poner término a éste, porque de lo contrario se generaría una dualidad de estados civiles. 


El Honorable Senador señor Orpis opinó que el acuerdo de vida en pareja es un tipo de contrato. Recordó que la regla general para ponerles término es el mutuo acuerdo. Agregó que tanto en la letra c), y e) del artículo 6° del proyecto de ley del Ejecutivo, se pone término al acuerdo por la voluntad unilateral de las partes.


Subrayó que si uno de los contratantes del acuerdo desea celebrar un matrimonio con un tercero, debe obligatoriamente poner término al acuerdo.



El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar advirtió que no es correcto señalar que si se elimina la letra c. no se producirá ningún efecto. Añadió que puede darse el absurdo que una persona esté casada y tenga un acuerdo de vida en pareja vigente.


Manifestó que si en el futuro se legisla sobre el matrimonio igualitario, el proyecto de ley en estudio deberá reformularse.


Expresó que el acuerdo de vida en pareja es un contrato de tracto sucesivo y en este tipo de contratos existe la posibilidad de ponerles término unilateralmente, dado que las obligaciones van naciendo y se extinguen conforme transcurre el tiempo. Aclaró que el acuerdo de vida en pareja busca regular los efectos jurídicos derivados de la vida afectiva en común y nadie puede obligar a otra persona a permanecer en dicha relación de convivencia.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos sostuvo que la disposición en discusión es necesaria porque de otro modo subsistirían dos regímenes patrimoniales que entrarían en conflicto. Agregó que la expresión “cuando proceda” ayuda a una mejor comprensión de la norma y evita interpretaciones. 


La profesora señora Rodríguez destacó que si uno de los contratantes contrae matrimonio con una tercera persona está manifestando una voluntad tácita y unilateral de poner término del acuerdo. Insistió en eliminar la letra c.


Seguidamente, la profesora señora Lathrop indicó que no era partidaria de hablar de contrato porque éste es una figura extraña al derecho de familia. Subrayó que si bien el matrimonio está definido como un contrato, existe consenso en señalar que desde el punto de vista de sus consecuencias es una institución.


A continuación, se refirió a lo planteado por el Honorable Senador señor Orpis. Al respecto,  declaró que desde el momento que se acepta el divorcio unilateral, por el cese de la convivencia por más de tres años, se confirma que el matrimonio no tiene una verdadera naturaleza contractual.


Insistió en que la expresión “o de cualquiera de ellos con terceras personas”, debiese estar regulado en la Ley de Matrimonio Civil, como una causal de impedimento para contraer matrimonio. 


El Honorable Senador señor Espina aclaró que se termina el acuerdo de vida en pareja cuando una persona contrae matrimonio. Constató que la obligación de disolver el acuerdo para poder contraer matrimonio con la misma persona con la que se tiene dicho acuerdo, constituiría un obstáculo para la celebración de este último. 


Señaló que era partidario de que por el solo hecho de celebrarse el matrimonio entre dos personas de distinto sexo, que tienen un acuerdo de vida en pareja, debiera automáticamente ponerse fin a dicho acuerdo.


En todo caso, consideró inaceptable que el acuerdo de vida en pareja se termine ipso facto si uno de los convivientes contrae matrimonio con un tercero.  

La Honorable Senadora señora Alvear señaló que la propuesta presentada viene a resolver la inquietud del Honorable Senador señor Espina, dado que en ella se establecen requisitos para poner término al acuerdo.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos sostuvo que el matrimonio con terceras personas debe regularse más rigurosamente porque de lo contrario estaríamos creando una fuente incesante de conflictos.


La profesora señora Lathrop advirtió que la propuesta lo que hace es distinguir dos situaciones. Agregó que la letra c) del proyecto de ley del Ejecutivo era ambigua porque da a entender que de pleno derecho termina el acuerdo de vida en pareja.


Coincidió con lo planteado por el Honorable Senador señor Espina en el sentido que no resulta justo que se pueda poner término de manera tan simple al acuerdo.


Añadió que la propuesta de la Honorable Senadora Alvear sugiere que el acuerdo termine por el matrimonio de las partes, pero solo si se contrae entre los convivientes que habían celebrado el acuerdo.


Agregó que en el caso de que se trate de un matrimonio entre uno de los convivientes y un tercero, debiese configurarse en el artículo 5° de la Ley de Matrimonio Civil un impedimento para contraer matrimonio, siempre que no se hubiere puesto fin al acuerdo previamente celebrado.


El Honorable Senador señor Orpis señaló que hay dos formas de abordar el tema de los terceros. La primera consiste en que el acuerdo vigente constituya un impedimento para contraer matrimonio. La segunda supone la obligación de liquidar el acuerdo para poder contraer matrimonio con una tercera persona.


La profesora señora Lathrop expresó que al momento de establecer como impedimento matrimonial la existencia de un acuerdo de vida en pareja no disuelto, se está obligando a los contratantes  a ponerle término. Indicó que en la propuesta de la Honorable Senadora Alvear el término unilateral del acuerdo está regulado de manera más pormenorizada que en el texto del proyecto de ley del Ejecutivo.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos aclaró que la propuesta de la Honorable Senadora Alvear tiene la ventaja de definir la situación patrimonial de los contrayentes. Añadió que debe establecerse algún mecanismo para liquidar la comunidad.


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar enfatizó que la propuesta de la Honorable Senadora Alvear a la letra c. del artículo 6° del proyecto de ley del Ejecutivo no soluciona ninguno de los problemas que se han planteado y tampoco producirá un cambio sustantivo. 


En una sesión posterior, el Gobierno presentó una indicación sustitutiva de la letra c) del artículo 6°, del siguiente tenor:


“c. Por el matrimonio de los contratantes entre sí, cuando proceda, o de cualquiera de ellos con terceras personas;”


La profesora señora Lathrop recalcó que la frase “cuando proceda” aclara la duda respecto al matrimonio igualitario, pero la expresión: “o de cualquiera de ellos con terceras personas” da la idea de que el solo hecho de contraer matrimonio con una tercera persona pone término al acuerdo de vida en pareja.   


El Honorable Senador Larraín, don Hernán advirtió que siempre trabajará sobre la hipótesis de que el acuerdo de vida en pareja es entre personas del mismo sexo y por lo tanto, no es partidario de aprobar ni la norma, ni las propuestas que se le han formulado.


Destacó que cualquiera que sea la hipótesis, si hay un acuerdo, éste debiese ser un impedimento para el matrimonio y por lo tanto lo que corresponde también es hacer una modificación a la Ley de Matrimonio Civil. 


La Honorable Senadora señora Alvear, presentó una nueva propuesta que señala: 

a)
Reemplázase la letra c) por la siguiente: 


“Por el matrimonio entre los convivientes legales, cuando proceda.


El matrimonio válidamente celebrado entre los convivientes legales pone término al acuerdo de vida en pareja, generando plenos efectos entre los cónyuges y respecto de terceros desde la fecha misma de su celebración.


Con todo, el matrimonio subsecuente no perjudicará, en caso alguno, los derechos válidamente adquiridos por terceros durante la vigencia del acuerdo”.

El Honorable Senador Walker, don Ignacio expresó sus dudas respecto a la expresión “cuando proceda”, porque el matrimonio es entre un hombre y una mujer y así está definido por nuestro Código Civil.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos se preguntó que si con la expresión “cuando proceda” se clarificaban las cosas de manera fehaciente porque creía entender la intención de la Senadora Alvear cuando distingue dos situaciones diferentes y que generan derechos distintos en el plano del derecho de familia. Cuando en la propuesta antes mencionada se alude a que el matrimonio subsecuente no perjudicará los derechos válidamente adquiridos por terceros, se está atendiendo a una realidad que puede presentarse.


Solicitó que no se adopte ninguna medida que pudiera dañar la noción que el matrimonio es entre un hombre y una mujer. Agregó que la expresión “cuando proceda” no evita el problema planteado. Sin embargo, estimó que el concepto que quiere introducir la Senadora Alvear ayuda a clarificar que puede haber dos estatutos distintos.


Añadió que el matrimonio es una institución que protege a la familia y que el acuerdo de vida en pareja es solo un sucedáneo. Recalcó que la sociedad necesita reforzar la idea del matrimonio.    


Señaló que estuvo llano, al igual que otros integrantes de la Comisión, a que se considerara un acuerdo de vida en pareja circunscrito a las relaciones de personas del mismo sexo.


Destacó que la sugerencia de la Honorable Senadora Alvear es más completa pero está indicando que el acuerdo es para personas de igual y de distinto sexo. Solicitó encarecidamente que el proyecto se discuta profundamente antes de que lo haga la Sala de la Corporación.



 El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar sostuvo que si uno analiza la propuesta de la Honorable Senadora Alvear constata que el inciso segundo no agrega nada nuevo, porque los derechos adquiridos están protegidos constitucionalmente, por lo tanto, no resultaba necesario precisarlo.


Agregó que en el inciso primero no hay ninguna diferencia con lo prescrito en la letra c) del proyecto de ley del Ejecutivo, y no se incorpora el impedimento de contraer matrimonio cuando hay un acuerdo de vida en pareja vigente.


La profesora Lathrop reiteró que la propuesta de la Senadora Alvear de reemplazar la letra c), se refiere solo a la posibilidad de que el acuerdo de vida en pareja termine por el matrimonio de las personas que están unidas por dicho acuerdo.


Añadió que el inciso segundo sugerido, dispone que el matrimonio que se contrae opera hacia el futuro y que el tiempo transcurrido en la convivencia no produce efectos. 


El Honorable Senador Larraín, don Hernán advirtió que votará en contra de la indicación, pero estimó que el último inciso de la propuesta de la Honorable Senadora Alvear constituye una aplicación de reglas generales del Derecho Civil, por lo tanto, es innecesario.


Puesta en votación la indicación de la Honorable Senadora Alvear, votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio, y por el rechazo los Honorables Senadores señores Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán.


En segunda votación se repite el mismo resultado, por lo que la indicación de la Honorable Senadora Alvear fue rechazada.


En una sesión posterior, los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio presentaron una nueva propuesta  que tiene por objeto reemplazar la letra c) por la siguiente:


“Por el matrimonio entre los convivientes legales, cuando proceda. El matrimonio válidamente celebrado entre los convivientes legales pone término al acuerdo de vida en pareja, generando plenos efectos entre los cónyuges y respecto de terceros desde la fecha misma de su celebración”.  


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que en sesiones anteriores se aprobó que a los contratantes del acuerdo se les denominará convivientes. Connotó que la propuesta presentada viene a reforzar dicha idea.  


El asesor señor Urquizar aclaró que lo que se aprobó es que el estado civil se denomine conviviente legal, pero las personas que celebren el acuerdo deberían seguir llamándose contratantes.


La profesora señora Lathrop destacó que la letra c) de la indicación presentada por el Ejecutivo regula la situación que se produce si uno de los convivientes contrae matrimonio con el otro conviviente o con un tercero. Sostuvo que en el texto sugerido por la Honorable Senadora Alvear se refiere al término del acuerdo por el matrimonio entre los convivientes, y no entre uno de éstos con un tercero.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos señaló que en el último texto propuesto por los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio se está diciendo que el matrimonio solo pone término al acuerdo de vida en pareja preexistente cuando aquel ocurre entre quienes antes convivían. Manifestó que la indicación del Gobierno propone que el término del acuerdo de vida en pareja ocurra si se casan entre ellos o con un tercero. 


Opinó que le parece razonable que el acuerdo termine por el matrimonio de uno de los convivientes con un tercero, adhiriendo así a la propuesta del Ejecutivo.


La profesora señora Lathrop estimó que la redacción del Ejecutivo puede ser interpretada en el sentido de que por el solo hecho de contraer matrimonio con un tercero, se pone término de pleno derecho al acuerdo, sin necesidad de comunicarle al otro conviviente o contratante.

El Honorable Senador Larraín, don Carlos advirtió que la subinscripción hace oponible el término del acuerdo respecto a terceros.  


La profesora señora Lathrop consignó que se debería consagrar como impedimento matrimonial la existencia de un acuerdo de vida en pareja ya vigente.   


El Honorable Senador Larraín don Carlos expresó que lo anterior significa asimilar el acuerdo de vida en pareja con un contrato matrimonial previo. Rechazó la idea de que el acuerdo sea un impedimento impediente. 


Estimó que sí debe haber publicidad respecto al acuerdo y su término, sobre todo por los efectos patrimoniales que éste puede producir.


Puesta en votación la indicación de los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio, votaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio, y por el rechazo los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, don Carlos.


El Honorable Senador Espina justificó su voto en contra señalando que en la propuesta no se indica de qué forma se termina el acuerdo de vida en pareja sino que solo regula el efecto que produce la celebración del matrimonio.


Añadió que era partidario de la expresión “cuando proceda”, porque de lo contrario estaríamos abriendo la puerta al matrimonio homosexual.


Repetida la votación votaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio, y por el rechazo los Honorables Senadores señores Espina don Alberto y Larraín, don Carlos.


Por aplicación del artículo 182 del Reglamento del Senado, la propuesta se dio por rechazada.


Respecto a esta misma letra el Ejecutivo presentó una indicación que reemplaza la letra c. por la siguiente:


“c. Por el matrimonio de los contratantes entre sí, cuando proceda, o de cualquiera de ellos con terceras personas;”     


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo  fue aprobada por el voto a favor de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos y Walker, don Patricio. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Alvear.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en discusión la letra d. contenida en el artículo 6º del proyecto de ley del Ejecutivo. Su texto es el siguiente:



“d. Por mutuo acuerdo que conste por escritura pública, la que deberá anotarse al margen de la escritura pública a la que hace mención el artículo 3º, si existiere.” 


Al iniciarse el debate de este precepto, el Honorable Senador Larraín, don Carlos consideró que si uno de los efectos del acuerdo es la constitución de una comunidad sobre bienes muebles no sujetos a registro, la discusión sobre el régimen patrimonial pierde relevancia por la calidad de los bienes en comento.


En una sesión posterior, el Gobierno presentó una indicación que busca reemplazar a la letra d) del proyecto de ley del mismo Ejecutivo, cuyo tenor es el siguiente:


 “d. Por mutuo acuerdo de los contratantes, el cual deberá constar por escritura pública o acta otorgada ante el Oficial del Registro Civil, dependiendo de la forma en que se haya celebrado el Acuerdo de Vida en Pareja.” 


Asimismo, y respecto a la letra en discusión, la Honorable Senadora Alvear, presentó una propuesta que sugiere reemplazar la letra d) por la siguiente: 


“Por mutuo acuerdo que conste en el respectivo registro del Registro Civil. 


Los convivientes legales siempre podrán, de mutuo acuerdo, poner término al acuerdo de vida en pareja que hubiesen celebrado, mediante el otorgamiento de escritura pública o acta otorgada ante Oficial del Registro Civil subinscrita al margen de la inscripción del respectivo registro especial a que hace referencia el artículo 5º.


En este caso, los convivientes legales deberán liquidar la comunidad que por aplicación del régimen de bienes se hubiere creado entre ellos o bien determinar el crédito de participación en los gananciales que corresponda, según sea el caso. Asimismo, deberán definir la existencia, cuantía y forma de pago del derecho a que hace referencia el artículo 27 de esta Ley”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio consultó si la diferencia entre ambos se encuentra en que en la propuesta de la Honorable Senadora Alvear incorpora la liquidación de bienes, cuestión que no ocurre en la indicación del Ejecutivo. 


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar señaló que la diferencia sustancial es la expresada por el Presidente de la Comisión.


Añadió que la discusión del régimen patrimonial y  su correspondiente liquidación está consagrada en artículos posteriores del proyecto de ley en estudio, por lo tanto, descartó que fuese necesario señalarla en esta etapa.


La profesora señora Lathrop sostuvo que la propuesta de la Honorable Senadora Alvear es más completa, ya que el articulado sugerido abre la posibilidad de que la pareja pueda optar por un régimen de separación de bienes o de participación en los gananciales. La referencia al artículo 27 que se hace en el inciso final de la propuesta, permite solicitar compensación económica.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán se mostró partidario de la fórmula propuesta por el Ejecutivo, ya que no era el momento de discutir el tema del régimen de bienes.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán; Larraín, don Carlos; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Con la misma votación, se dio por rechazada la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear.


En una sesión posterior, los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio, presentaron una indicación para agregar el siguiente inciso segundo a la letra d. ya aprobada. Su texto es el siguiente: 


“Este acuerdo surtirá efectos ante terceros desde que se subinscriba la escritura pública o el acta otorgada ante el Oficial del Registro Civil al margen de la inscripción del respectivo registro especial a que hace referencia el artículo 5°”.  


Al fundamentar esta indicación, la Honorable Senadora señora Alvear resaltó que si el acuerdo produce efectos patrimoniales, los terceros deben estar en conocimiento de la vigencia del mismo.


El asesor del Gobierno, señor Pablo Urquízar advirtió que lo sugerido se encuentra recogido por el inciso final del artículo 6° del proyecto de ley del Ejecutivo. 


La profesora señora Lathrop señaló que la diferencia que advierte entre la propuesta de los senadores antes mencionados y el proyecto de ley del Ejecutivo, es que en este último no se realiza la distinción respecto de terceros cuando este contrato termina por mutuo acuerdo.    


El Honorable Senador Larraín, don Carlos consideró que el Ejecutivo al hablar de “los efectos” está incluyendo a las partes y a los terceros, a menos que se quiera distinguir el efecto que produce el acuerdo de la pareja de terminar el contrato y lo que sucede en la esfera patrimonial.



La profesora señora Lathrop sostuvo que, en general, las inscripciones y sub inscripciones no son solemnidades del acto jurídico, ellas son exigidas como formalidades por vía de prueba o de publicidad.


Agregó que en el proyecto del Ejecutivo, la inscripción en el registro especial implica que, respecto de las partes se producirán efectos desde dicho momento, a pesar de que el término del contrato sea por mutuo acuerdo.

El Honorable Senador Larraín, don Carlos consultó si el otorgamiento de la escritura por la cual se pone fin al acuerdo produce efecto entre los contratantes desde la sub inscripción correspondiente.


La profesora señora Lathrop señaló que solo era así en el proyecto de ley del Ejecutivo.


El Honorable Senador Espina, sostuvo que se deben aplicar principios del derecho y cuando las partes suscriben un contrato o ponen término al mismo, respecto de ellas, surte efecto desde el momento mismo de la celebración. Añadió que respecto a terceros se producen los efectos una vez que el contrato se somete a los requisitos de publicidad del acto jurídico respectivo.


Se manifestó partidario de aplicar la regla antes mencionada.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos preguntó si existe alguna diferencia entre el término unilateral y aquel que se produce por mutuo acuerdo.


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar connotó que por coherencia legislativa el Ejecutivo ha sentado un principio que es que en el Derecho las cosas se deshacen de la misma forma en que se hacen. 


Sostuvo que el acuerdo de vida en pareja, tal como ya se ha aprobado por la Comisión, producirá efectos entre las partes y respecto de terceros cuando la escritura pública, o el acta extendida ante el oficial de Registro Civil, según sea el caso, se inscriben en el registro especial a que hace alusión el artículo 5° del proyecto de ley del Ejecutivo. 


A esta altura del debate, el señor Presidente de la Comisión, propuso volver a discutir este asunto durante el segundo trámite reglamentario y no innovar en esta materia por ahora. La Comisión concordó con este planteamiento.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, puso en discusión la letra e. del proyecto de ley presentado por el Gobierno. Su texto es el siguiente:


“e. Por voluntad unilateral de uno de los contratantes, la que deberá constar por escritura pública y anotarse al margen de la escritura pública a la que hace mención el artículo 3º, si existiere.


Copia de dicha escritura deberá enviarse al otro contratante por carta certificada notarial, dentro del plazo de 10 días hábiles contado desde su otorgamiento. El no envío de la carta no afectará el término del Acuerdo de Vida en Pareja, pero hará responsable al contratante negligente de los perjuicios que la ignorancia de dicho término pueda ocasionar al otro contratante. En todo caso, no podrá alegarse ignorancia transcurrido tres meses de efectuada la anotación marginal en el registro especial.”


La Honorable Senadora Alvear formuló una indicación que reemplaza a la letra antes transcrita:


“Por voluntad unilateral de uno de los convivientes legales.


Cada uno de los convivientes legales tiene el derecho irrenunciable a poner término, en cualquier momento, al acuerdo de vida en pareja, mediante declaración unilateral de voluntad extendida en los mismos términos  del artículo anterior o dejando constancia de dicha intención ante el Tribunal correspondiente, debiendo siempre notificarse al otro conviviente legal. En tales casos, se tratará de una gestión voluntaria y se podrá comparecer personalmente. La notificación se practicará según las reglas generales.


El acuerdo de vida en pareja se entenderá terminado desde que se practique la subinscripción de la certificación de la notificación al margen de la inscripción del acuerdo de vida en pareja en el registro especial a que se hace mención en el artículo 3º. 


En cualquier caso, el conviviente legal que vea afectados sus derechos patrimoniales  en virtud del término unilateral del acuerdo, podrá iniciar un procedimiento en el Tribunal competente, solo para efectos de resguardar su situación pecuniaria, incluida la posibilidad de solicitar una compensación económica si se reúnen los requisitos pertinentes. En ningún caso este procedimiento tendrá por objeto exigir o calificar la causa por la que se termina unilateralmente con el acuerdo”.


Al fundamentar esta indicación, la Honorable Senador Alvear sostuvo que con esta disposición se permite que al acuerdo se le ponga fin unilateralmente, pero observando ciertas formalidades, para efectos de que la otra parte tenga conocimiento del término del mismo.


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar advirtió que en el caso de la notificación que propone el Ejecutivo ésta cumple una exigencia de publicidad y no aparece como un requisito de existencia como en la propuesta de la Honorable Senadora señora Alvear.


Agregó que lo que se busca en la indicación de la Honorable señora Senadora es que se notifique y se subinscriba la certificación de la notificación.


Consideró que la notificación ordenada por el tribunal constituye una medida excesivamente burocrática, porque significaría recargar con más tareas a los tribunales de justicia.


La profesora señora Lathrop consignó que lo que la propuesta hace es dar la alternativa de manifestar unilateralmente la voluntad de poner término al acuerdo de vida en pareja, sea ante el oficial del Registro Civil o dejando constancia ante el tribunal competente. Advirtió que la exigencia de notificación al otro conviviente legal es obvia. Explicó que en esta indicación se replica la actual norma del artículo 25 de la Ley de Matrimonio Civil.


Añadió que la carta certificada notarial no soluciona los problemas que pueden producirse en la práctica.


El Honorable Senador señor Espina estimó que era innecesario involucrar a los tribunales de justicia en el acto de dar aviso al otro contratante del término del acuerdo.


Hizo presente que hay que determinar la mejor forma para que la otra parte tome conocimiento del término unilateral del contrato celebrado.


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar coincidió con el Honorable Senador señor Espina de no involucrar a los tribunales en la notificación antes señalada.


Agregó que la forma como se termina el acuerdo es por escritura pública y ésta debe subinscribirse en el Registro Civil. 


Destacó que lo que hay que determinar es si la notificación es un requisito esencial para la terminación o es una formalidad de publicidad. Afirmó que era partidario de que la notificación sea un requisito de publicidad y no un requisito esencial, porque si fuese así se sujeta al contratante que no desea perseverar en el contrato, a complejidades prácticas relacionadas con la notificación.     


El Honorable Senador señor Espina opinó que tiene que haber un mecanismo que asegure que el otro contratante tome conocimiento del fin del acuerdo, porque resulta impensable que la formalidad de la notificación solo tenga por fin dotar de publicidad al término del mismo.



El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar aclaró que es evidente que debe notificarse, y así lo dispone el proyecto de ley, el problema es determinar si ésta constituye un requisito de existencia para efectos de la terminación del Acuerdo.



 El Honorable Senador señor Espina consultó por los efectos que surgirían de la no notificación de la decisión unilateral de poner término al acuerdo.


El asesor señor Pablo Urquizar señaló que la no notificación da derecho a demandar indemnización de perjuicios.


La profesora señora Lathrop advirtió que de acuerdo a lo planteado por el señor Urquizar, existe una regla clásica del Derecho Civil que dispone que “las cosas se deshacen, como se hacen”. Destacó que lo lógico sería establecer la posibilidad que el acuerdo se disuelva ante el Oficial de Registro Civil. 

Agregó que si en el artículo 5° aprobado, se señala que la sola inscripción en el registro especial que lleva el oficial del Registro Civil genera existencia, por qué se permite que mediante escritura pública se dé término al contrato. 


La profesora señora María Sara Rodríguez manifestó que si el acuerdo se puede celebrar por escritura pública y estamos consagrando una forma de terminación unilateral, le parece acertado que pueda ponersele fin por declaración unilateral otorgada por escritura pública, pero que en ese caso, debe obligarse al notario correspondiente a enviar la información al Registro Civil. 


Recordó que los registros tienen por sí mismos una finalidad de publicidad y de oponibilidad respecto a terceros.

Consideró que puede agregarse que el acuerdo pueda terminarse por declaración unilateral formulada ante el oficial de Registro Civil.


La profesora señora Lathrop declaró que le parecía inadecuado que uno de los contratantes tenga que enterarse por un certificado que se ha disuelto unilateralmente el acuerdo.


Añadió que los tribunales de familia conocen cuestiones contenciosas y no contenciosas. La notificación no pasará por el magistrado, ya que el juez no califica la existencia de la causa de término, ni evalúa su peso. Consideró que lo anterior no significará una recarga para los tribunales ni una mayor complejidad a nivel administrativo. 


Concluyó señalando que no se le ocurre otra vía que garantice una mayor seguridad del conocimiento de esta voluntad por parte del otro contratante.


El Honorable Senador señor Espina reiteró que no se les puede recargar de trabajo a los tribunales. 


Consideró que si se celebró el acuerdo ante un oficial del Registro Civil, corresponde que ante dicho funcionario se ponga fin al acuerdo. Si en cambio se celebró ante un notario, corresponde que ante esa autoridad se ponga fin al mencionado acuerdo.


Agregó que la forma de notificar debiese consistir en el envío de una carta certificada, cualquiera sea la manera en que el acuerdo se haya celebrado.


El Honorable Senador Larraín don Carlos consideró que es pertinente el argumento que se ha dado de no recargar a los tribunales, aún cuando se trate de una gestión voluntaria. Concordó que no debiesen intervenir en esta etapa los tribunales.


Sugirió que se aplique el aforismo de que “en el Derecho, las cosas mueren como nacen”. Precisó que dejar fuera al Registro Civil en la etapa de la terminación no se condice con el origen del contrato.  


Seguidamente, consultó a dónde se envía copia de la escritura pública. Añadió que en el inciso segundo de la letra e) se hace responsable al contratante negligente del no despacho de la copia de la escritura pública. Destacó que el no envío antes mencionado, puede también causar perjuicios a terceros.


La profesora señora Rodríguez consideró acertado que el Registro Civil envíe una carta certificada al domicilio que las partes señalan al momento de la celebración.


La profesora señora Lathrop aseveró que en el caso de la terminación se produzca ante el oficial del Registro Civil, puede que se conozca el domicilio que declararon al momento de la celebración, pero en el caso de término por la escritura pública puede ser más difícil determinar el domicilio de la otra parte.



El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar advirtió que la discusión se está adelantando, ya que no se ha definido cuáles serán los tribunales competentes en esta materia. Agregó que el proyecto presentado por el Ejecutivo, le otorga competencia a los juzgados de letras y éstos no funcionan en la parte administrativa como lo hacen los tribunales de familia. 


Sugirió que la notificación no constituya un requisito de existencia para dar por terminado el acuerdo. 


La Honorable Senadora señora Alvear estimó que la otra parte debe ser notificada, y en dicho contexto, ejecutar la notificación, aplicando las reglas generales, resulta lo más sensato. Reseñó que si bien la Corte Suprema determinó que los tribunales competentes debiesen ser los de letras hay un voto minoritario que debe ser analizado. 


El Subsecretario señor Lob sostuvo que el proyecto del Ejecutivo prescribe que la escritura debe enviarse al otro contratante por carta certificada notarial solo como requisito de publicidad. 


La profesora señora Lathrop aseveró que el hecho de que el acuerdo de vida en pareja dé lugar a un estado civil hace caer inmediatamente dentro de la competencia de los tribunales de familia las cuestiones relacionadas con esta materia. Así lo prescribe el artículo 8° de la ley número 19.968.


En una sesión posterior, el Gobierno presentó una indicación para reemplazar la letra e. del artículo 6° del proyecto de ley del Ejecutivo.


La indicación referida es del siguiente tenor:


“e. Por voluntad unilateral de uno de los contratantes, la cual deberá constar por escritura pública o acta otorgada ante el Oficial del Registro Civil, dependiendo de la forma en que se haya celebrado el Acuerdo de Vida en Pareja.


Copia de dicho acto deberá enviarse al otro contratante por carta certificada notarial, dentro del plazo de 10 días hábiles contado desde su otorgamiento. El no envío de la carta no afectará el término del Acuerdo de Vida en Pareja, pero hará responsable al contratante negligente de los perjuicios que la ignorancia de dicho término pueda ocasionar al otro contratante. En todo caso, no podrá alegarse ignorancia transcurrido tres meses de efectuada la anotación marginal en el registro especial.”.


En dicha sesión, la Honorable Senadora Alvear presentó una nueva propuesta, que dispone:


“Por voluntad unilateral de uno de los convivientes legales.


Cada uno de los convivientes legales tiene el derecho irrenunciable a poner término, en cualquier momento, al acuerdo de vida en pareja, mediante declaración unilateral de voluntad extendida por escritura pública o acta otorgada ante Oficial del Registro Civil o dejando constancia de dicha intención ante el Tribunal correspondiente. En tales casos, deberá siempre notificarse al otro conviviente legal, lo que se tratará de una gestión voluntaria y se podrá comparecer personalmente. La notificación se practicará según las reglas generales.


El acuerdo de vida en pareja se entenderá terminado desde que se practique la subinscripción de la certificación de la notificación al margen de la inscripción del acuerdo de vida en pareja en el registro especial a que se hace mención en el artículo 5º.”


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio destacó que en la propuesta de la Honorable Senadora señora Alvear se puede dejar constancia de la voluntad unilateral de terminar con el acuerdo de vida en pareja ante el tribunal correspondiente. Reiteró que lo que también está en discusión es la forma de notificar el término del acuerdo.


La profesora señora Lathrop sostuvo que la propuesta de la Honorable Senadora señora Alvear tiene por objetivo otorgarle seguridad jurídica al otro contratante y que éste se entere de la terminación del vínculo mediante una notificación que ya se aplica en los tribunales. Agregó que dicha gestión es voluntaria, y el tribunal no deberá calificar la causa de terminación del acuerdo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio consultó si la notificación a que se refiere la propuesta mencionada debe ser revisada y ordenada por el juez.


La profesora señora Lathrop indicó que se trata de una gestión voluntaria, tramitada por vía administrativa y sin intervención del magistrado. Recalcó que lo anterior no provocará una recarga de trabajo a los tribunales.


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar señaló que en la indicación del Ejecutivo las formas de poner fin al acuerdo por voluntad unilateral son por escritura pública o por acta otorgada ante el oficial del Registro Civil.


Reiteró que la profesora señora Lathrop se está adelantando a la discusión relativa a los tribunales que serán competentes para ordenar la notificación. Y aclaró que si los tribunales competentes para conocer de estas materias son en definitiva los civiles, en éstos, los jueces deben resolver y ordenar que se practique la notificación, situación que recargará, sin duda alguna, la labor de éstos.


Consideró prudente y suficiente que sea un notario quien, medainte carta certificada, notifique la terminación del Acuerdo.


La profesora señora Lathrop consignó que la pregunta que hay que responder es la siguiente: cuál es el mecanismo que otorga mayor seguridad jurídica.


Añadió que en la indicación del Ejecutivo se señala que: “el no envío de la carta no afectará el término del acuerdo de vida en pareja, pero hará responsable al contratante negligente de los perjuicios que la ignorancia de dicho término pueda ocasionar al otro contratante”. Subrayó que para el Poder Ejecutivo es importante que el otro contratante tome conocimiento del término del acuerdo. 


Destacó que en la indicación se habla de los perjuicios, lo que significa abrir una puerta muy amplia a la responsabilidad civil en materia de familia. Consultó a qué tipo de perjuicios hace alusión la indicación. 


El Honorable Senador Walker, don Patricio manifestó que se trata de que el otro contratante tome conocimiento del término del acuerdo. Destacó que la propuesta de la Honorable Senadora señora Alvear no hace referencia a los tribunales de familia, sino que utiliza la expresión “tribunal correspondiente”. 


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar hizo presente que a pesar de que el término utilizado sea el mencionado anteriormente, toda la línea argumental de la profesora señora Lathrop está pensada en los tribunales de familia.  


Agregó que en cuanto al tema de la seguridad jurídica, ella está resguardada con la subinscripción en el registro especial del Acta o de la escritura pública, según sea el caso. 


Puesta en votación la propuesta de la Honorable Senadora Alvear, se rechazó con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán. Votaron a favor, los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio. 


A continuación se puso en discusión la indicación sustitutiva del Ejecutivo.


El Honorable Senador Espina, remarcó que la referencia que realiza el Ejecutivo a la indemnización de perjuicios abre la brecha a responsabilidades sin fijar ni establecer límites. 


El Honorable Senador Larraín, don Hernán estimó que la indicación puede dividirse por incisos. 


El Honorable Senador Larraín, don Carlos señaló que la referencia a los perjuicios potenciales le parece procedente. Ellos deben ser probados ante el tribunal competente. Precisó que la modalidad de la notificación no hará variar el alcance de la referencia a los perjuicios. 


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar aclaró que los perjuicios mencionados en la indicación solo se refieren a la aplicación de las reglas generales en esta materia.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio enfatizó que el tema de los perjuicios es opinable, pero escapa a lo señalado respecto a la notificación. Adhirió a lo sugerido por el Honorable Senador Larraín, don Hernán, de votar los incisos de la indicación del Ejecutivo separadamente.  


La profesora señora Lathrop consultó si una pareja celebra el contrato ante el oficial del Registro Civil no podrá disolver el acuerdo por escritura pública.  



El asesor del Gobierno, señor Pablo Urquizar señaló que lo anterior obedece a la aplicación del aforismo jurídico que dispone que “en Derecho las cosas se deshacen como se hacen.”   


Puesto en votación el inciso primero de la indicación del Gobierno fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.



Puesto en votación el inciso segundo de la indicación del Poder Ejecutivo, fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán y los votos en contra de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar sostuvo que el acuerdo existe desde el momento en que se inscribe en el registro especial que hace referencia el artículo 5° del proyecto de ley. Agregó que si se aplica el aforismo de que las cosas en el Derecho se deshacen como se hacen, el término del acuerdo debiese consistir en la subinscripción de la escritura pública o del acta respectiva. 


La profesora señora Lathrop sugirió que se haga la siguiente distinción, a saber, que entre las partes tiene eficacia el término por la notificación y que respecto de terceros produzca efectos desde la subinscripción.


En una sesión posterior los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio presentaron la siguiente indicación:



Reemplázase la letra e. por la siguiente: 


“e. Por voluntad unilateral de uno de los contratantes, la que deberá constar en:


1.
Escritura pública.


2.
Acta otorgada ante el Oficial del Registro Civil.


3.
Declaración ante Tribunal competente.


En estos casos deberá notificarse al otro contratante mediante gestión voluntaria ante el Tribunal competente, en la que se podrá comparecer personalmente. 


La notificación se practicará de conformidad a las reglas generales y la subinscripción de la certificación de la notificación hará oponible a terceros el término del acuerdo de vida en pareja”.



El asesor del Gobierno, señor Pablo Urquizar recordó que el término unilateral requiere ser notificado al otro contratante. Si no se cumple con esta exigencia tiene derecho a iniciar una demanda de indemnización de perjuicios. 


El Honorable Senador Espina sugirió se mantenga el texto aprobado por la Comisión.


Puesta en votación la propuesta presentada por los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, fue rechazada, con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán, y los votos a favor de los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio. 


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, puso en discusión el texto contenido en la letra f. del proyecto de ley del Ejecutivo. Su texto es el siguiente:


“f. Por declaración de nulidad del acuerdo. Será nulo el acuerdo que no reúna los requisitos establecidos en el artículo 2º, 3º y 4º de esta ley, sin perjuicio de lo establecido en el Libro IV del Código Civil. La sentencia ejecutoriada en que se declare la nulidad del Acuerdo de Vida en Pareja deberá subinscribirse al margen del registro a que se hace mención en el artículo 5º y no será oponible a terceros sino desde que esta subinscripción se verifique.”


Sobre esta misma materia, la Honorable Senadora señora Alvear presentó una propuesta para reemplazar la letra f. por la siguiente:



“f. Por declaración de nulidad del acuerdo de vida en pareja. Es nulo el acuerdo de vida en pareja que, al momento de su celebración, no reúna los requisitos establecidos en el artículo 2° de esta Ley. 


La acción corresponderá a todo aquel que tenga interés en ello, dentro de cualquier plazo. 


Será también nulo el acuerdo de vida en pareja celebrado existiendo fuerza en contra de uno o de ambos convivientes legales, caso en el cual la acción solo podrá ser intentada por el afectado dentro del plazo de un año desde que cese dicho vicio.


La muerte de uno de los convivientes legales extingue la acción de nulidad, salvo cuando el acuerdo de vida en pareja haya sido celebrado en artículo de muerte, o cuando la causal que funde la acción sea la existencia de un vínculo matrimonial o de otro acuerdo de vida en pareja no disuelto, o que el vicio de la fuerza no hubiere cesado antes de la muerte de uno de los convivientes legales. En estos casos la acción podrá ser intentada por los herederos dentro del plazo de un año contado desde el fallecimiento.


Produciéndose la muerte de uno de los convivientes legales después de notificada la demanda de nulidad, podrá el Tribunal seguir conociendo de la acción y dictar sentencia definitiva sobre el fondo del asunto.


La sentencia ejecutoriada en que se declare la nulidad del acuerdo de vida en pareja deberá subinscribirse al margen de la inscripción que conste en el registro especial a que se hace mención en el artículo 5º, y no será oponible a terceros sino desde que esta subinscripción se verifique”.



 Al comenzar el análisis de estas disposiciones, el asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar manifestó que el proyecto de ley del Ejecutivo aplica las reglas generales en materia de nulidad.


Añadió que respecto a las propuestas de la Honorable Senadora señora Alvear, todas ellas buscan asimilar al acuerdo de vida en pareja con el matrimonio. En ellas se habla de estado civil, compensación económica, derecho de alimentos y regímenes patrimoniales. En el último texto citado se pretende aplicar la nulidad matrimonial al acuerdo de vida en pareja.


La profesora señora Lathrop explicó que hay una diferencia sustancial entre la propuesta de la Honorable Senadora señora Alvear y el proyecto de ley del Ejecutivo. Consideró que una de las principales falencias de este último está en materia de nulidad. Añadió que la remisión al Libro IV del Código Civil que hace el proyecto de ley deja entrever que para el Gobierno el acuerdo es solo un contrato. Opinó que el acuerdo de vida en pareja no es cualquier contrato, ya que no da origen solo a relaciones de carácter patrimonial, sino que tiene por objeto regular relaciones afectivas. 


Agregó que la propuesta de la Honorable Senadora señora Alvear altera la lógica del proyecto de ley del Ejecutivo y busca asimilarse a la nulidad matrimonial, lo que a su juicio es lo correcto.



El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio destacó que este tipo de contratos no solo rige relaciones patrimoniales sino que también personales. Expuso que lo lógico sería que tenga un tratamiento especial dada la naturaleza de la relación.


Puesta en votación la propuesta de la Honorable Senadora Alvear, fue rechazada con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán y los votos a favor de los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.  


Puesta en votación la letra f. del proyecto de ley del Poder Ejecutivo, con la enmienda de incorporar en su redacción, la expresión: “Título Vigésimo”, antes de la referencia al Libro IV del Código Civil, fue aprobada con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán y el voto en contra de los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio. 


A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a debate el inciso final del artículo 6º propuesto por el Ejecutivo. Su texto es el siguiente:


“El término del Acuerdo de Vida en Pareja por las causales señaladas en las letras d y e, producirá efectos desde que la respectiva escritura pública se anote al margen de la inscripción del Acuerdo de Vida en Pareja en el registro especial a que se hace mención en el artículo 5º.”


En relación con esta disposición, el Gobierno presentó una indicación para sustituir esta redacción por la siguiente:


 “El término del Acuerdo de Vida en Pareja por las causales señaladas en las letras d y e, producirá efectos desde que la respectiva escritura pública o el acta otorgada ante el Oficial del Registro Civil, según corresponda, se anote al margen de la inscripción del Acuerdo de Vida en Pareja en el registro especial a que se hace mención en el artículo 5º. Un reglamento suscrito por el Ministerio de Justicia determinará la forma en que se dará cumplimiento a lo establecido en este artículo”.

A propósito de esta nueva redacción, la profesora señora Lathrop consultó si la formalidad de la anotación al margen de la inscripción pone término al acuerdo, cuando éste se produce por la manifestación unilateral de voluntad.

El asesor del Gobierno, señor Pablo Urquizar reiteró que la notificación corresponde a una formalidad por vía de publicidad. Recalcó que lo importante, respecto a las partes y terceros, es la subinscripción al margen de la inscripción.


El Honorable Senador señor Espina destacó que lo lógico es que el acuerdo termine cuando la otra parte es notificada de la manifestación de voluntad del otro contratante. Aseveró que la institución en estudio no puede generar incertezas jurídicas.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán enfatizó que el acuerdo debe finalizar una vez que se le notifica a la otra parte. 


El asesor del Gobierno, señor Pablo Urquizar expresó que el inciso final guarda coherencia con lo aprobado anteriormente por la Comisión.


El Honorable Senador señor Espina aseveró que el Ejecutivo sostiene que el acuerdo rige desde el instante en que se inscribe en el registro especial. Siguiendo la regla de que en el derecho las cosas se deshacen como se hacen, el término del acuerdo regirá también desde su inscripción.   


Agregó que lo propuesto por el Ejecutivo le parece coherente.


La profesora señora Lathrop advirtió que el inciso final en discusión señala que el término del acuerdo de vida en pareja, por las causales señaladas en las letras d y e, produce efectos desde que la respectiva escritura pública o el acta, se anota al margen de la inscripción del registro especial consagrado en el artículo 5° del proyecto de ley. 


Consideró que lo anterior contradice lo ya aprobado por la Comisión en la letra e. del mismo artículo, que implica que el no envío de la carta no afectará el término del acuerdo.


Añadió que el legislador debe asegurar que el otro contratante tome conocimiento del término del acuerdo a través de una notificación personal, ya que estamos hablando de que este contrato nace en virtud de una relación afectiva.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán estimó que las letras d. y e. del proyecto son distintas. La letra d. se refiere al término del contrato por mutuo acuerdo y debiese ponérsele fin con la sub inscripción. Añadió que diferente es la hipótesis planteada en la                letra e., en donde se debe compatibilizar lo ya aprobado con lo que se está discutiendo respecto al inciso final. Señaló que estaba de acuerdo en lo expuesto por la profesora señora Lathrop y recalcó que existe un vacío que debe ser corregido.


El asesor del Gobierno señor Pablo Urquizar aclaró que si dos contratantes celebran un acuerdo de vida en pareja, sea que lo hagan por escritura pública o ante un oficial del Registro Civil, solo producirán efectos entre las partes y terceros. 


Agregó que una de las formas de poner término al acuerdo de vida en pareja es por mutuo acuerdo, por escritura pública o acta extendida ante oficial de Registro Civil. En uno y otro caso deberán anotarse al margen de la inscripción correspondiente. 


El Honorable Senador Larraín, don Hernán preguntó por qué si se pone término al contrato por mutuo acuerdo se producirán efectos entre las partes desde la sub inscripción y no desde que se otorga la escritura o se extiende el acta.



 El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar señaló que era así por la aplicación del principio de que en el derecho las cosas se deshacen de la misma forma en que se hacen y el acuerdo nace respecto de las partes y de terceros desde el momento de su inscripción.


La profesora señora Fabiola Lathrop manifestó que en estricto rigor los actos jurídicos producen efectos entre las partes una vez que se expresa el consentimiento y respecto de terceros cuando se cumplen ciertas formalidades. Expuso que el artículo 5° del proyecto de ley aprobado por la Comisión hace una excepción al principio antes mencionado, porque establece que solo tiene existencia legal desde la sub inscripción.


Precisó que el fundamento de dicha excepción se encuentra en el hecho de que el acuerdo se podrá otorgar ante notario o ante un oficial del Registro Civil.


El Honorable Senador señor Espina preguntó de qué manera se puede garantizar que el otro contratante tome conocimiento del término del acuerdo. 


Añadió que la acción que surge para demandar indemnización de perjuicios constituye un aumento de la judicialización de los casos, situación que no es deseable.

El Honorable Senador Larraín, don Hernán indicó que estamos en presencia de dos situaciones distintas. El principio de que las cosas se deshacen como se hacen rige solo cuando el término del contrato se da por mutuo acuerdo, pero cuando se pone término por voluntad unilateral se debería exigir que la sub inscripción se haga después de transcurrido el plazo de los diez días de la notificación del término del contrato.


La profesora señora Lathrop propuso que en el caso del término del contrato por mutuo acuerdo, se entienda que éste produce efectos desde el momento en que los convivientes expresan su voluntad y, respecto de terceros, desde la sub inscripción. 


Agregó que si el término es unilateral no se puede aplicar el principio del derecho patrimonial. Advirtió que la carta certificada no otorga la garantía de que el otro contratante ha sido notificado. Enfatizó que el mecanismo que sí da certezas es el de la notificación personal. 


Hizo presente que era partidaria de la propuesta de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, que incorpora la declaración ante tribunal competente, tal como está consagrado en el artículo 25 de la Ley de Matrimonio Civil.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos connotó que entre el efecto unilateral automático y la judicialización hay un término medio que propone el Ejecutivo, y que consiste en la sub inscripción, mecanismo que le da algún grado de publicidad al término del acuerdo. Discrepó de lo señalado por el Honorable Senador Larraín, don Hernán en cuanto a esperar 10 días para que se dé por terminado unilateralmente el Acuerdo. 


El Honorable Senador Larraín, don Hernán advirtió que su opinión era coherente con lo dispuesto en la letra e.

Consideró que es correcto que se protejan los intereses de los terceros, pero también la ley debe velar por el conviviente. Reiteró que es en este último caso que tiene sentido esperar que transcurran los 10 días antes mencionados, de lo contrario puede ocurrir que un conviviente concurra ante un notario y antes de que se envíe la carta certificada solicite la sub inscripción en el registro especial y de esta forma se entenderá terminado el acuerdo.


Enfatizó que no es necesario introducir a los tribunales en la labor de notificar al otro conviviente porque puede transformarse en contenciosa una gestión voluntaria, por la oposición del otro contratante.   


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio consultó a la profesora señora  Lathrop si se puede notificar a la otra parte sin incorporar en dicha labor a los tribunales.


La profesora señora Lathrop manifestó que si uno quiere poner término a su matrimonio puede ir ante el oficial de Registro Civil y expresar que se ha dejado de convivir. Añadió que no existe otra forma de notificar que no sea por orden del tribunal competente. 


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez hizo presente que el Ejecutivo no pretende igualar el acuerdo de vida en pareja al matrimonio. Destacó que aún no se decide por la Comisión cuál será el tribunal competente para conocer de los asuntos que se deriven del Acuerdo.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio.


El Honorable Senador señor Espina señaló que los argumentos dados por la profesora señora Lathrop le parecían sólidos y deben suplirse los vacíos existentes en el inciso en discusión, en el trámite de un segundo informe, mediante las indicaciones que se presenten para dicho efecto.

El Honorable Senador Larraín, don Hernán, compartió este criterio.
Artículo 7º


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, puso en discusión el artículo 7º del proyecto del Ejecutivo, con el que se da inicio  al Título II del proyecto. Esta norma y el título que le antecede disponen lo siguiente:

“TÍTULO II


DE LOS EFECTOS PATRIMONIALES DEL ACUERDO DE VIDA EN PAREJA


Artículo 7°.- Durante la vigencia del Acuerdo de Vida en Pareja, los contratantes se deberán ayuda mutua y deberán contribuir a solventar los gastos generados por su vida en común, atendiendo a sus facultades económicas.”  


En relación con la disposición antes transcrita, se tuvo presente que el proyecto de ley del exsenador señor Allamand prescribe lo siguiente:

“TITULO II

De los efectos del acuerdo de vida en común


Artículo 7°. Las partes del acuerdo se deben, recíprocamente, ayuda mutua. 


Asimismo, salvo pacto en contrario, ambos contratantes deberán contribuir a solventar los gastos generados por  la vida común, según sus posibilidades económicas.”


Igualmente, en relación con este precepto, los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio presentaron una indicación que intercala en el artículo 7°, luego de la expresión “gastos generados por su vida en común,” y antes de la frase  “atendiendo a sus facultades económicas” la siguiente frase: “atendiendo al régimen de bienes existentes”.”


Al iniciarse el debate de estos preceptos y la indicación de los mencionados Honorables Senadores, el asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar consignó que el deber de ayuda mutua y de socorro existe con independencia del régimen patrimonial que se adopte.


Connotó que la Corte Suprema ha señalado que no son susceptibles de regulación judicial los deberes antes mencionados ni puede obtenerse su cumplimiento forzado, ya que en este caso estamos en presencia de una regla de carácter moral más que una legal.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán propuso la siguiente redacción tomando como base el articulado del proyecto de ley del Ejecutivo:


“Durante la vigencia del Acuerdo de Vida en Pareja los contratantes se deberán ayuda mutua y deberán contribuir a solventar los gastos generados por su vida en común atendiendo a sus facultades económicas y del régimen de bienes convenido”.


Explicó que mediante esta proposición los contratantes estarán obligados a solventar los gastos en proporción a sus bienes y facultades económicas y de acuerdo al régimen patrimonial que hayan acordado. Apuntó que el proyecto de ley del exsenador señor Allamand utiliza la expresión: “salvo pacto en contrario”. En todo caso, recalcó que se puede consagrar la posibilidad de que las partes convengan una alternativa distinta para contribuir a pagar los gastos en común.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos consultó por qué se habla de la opción de acordar más de un régimen patrimonial, si el proyecto de ley del Ejecutivo en su artículo 8° hace referencia a una comunidad de bienes restringida.


La profesora señora Lathrop estimó que podría solucionarse el problema planteado mediante la siguiente redacción:


“Durante la vigencia del Acuerdo de Vida en Pareja los contratantes se deberán ayuda mutua, y deberán contribuir a solventar los gastos generados por su vida en común atendiendo a sus facultades económicas y del régimen de bienes que exista entre ellos”.


Señaló que respecto a la ayuda mutua, la jurisprudencia ha señalado que ésta puede tener un sentido material como inmaterial. Reflexionó si este deber incorpora la obligación de prestar alimentos.  


La Honorable Senadora señora Alvear aclaró que se utiliza la expresión: “atendido el régimen de bienes existente” porque en su propuesta se sugiere que los contratantes pueden optar por más de un régimen de bienes. 


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez hizo presente que en el proyecto del Ejecutivo no se distingue regímenes patrimoniales. Solo se prevé una comunidad respecto de determinados bienes muebles.


Concluido el debate, el señor Presidente de la Comisión puso en votación el artículo 7º del proyecto de ley del Ejecutivo.


La Comisión aprobó esta norma con enmiendas de redacción. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Alvear.


Con la misma votación, se dio por aprobado, subsumido en la disposición acordada, el artículo 7º contenido en el proyecto de ley del exsenador señor Allamand, 


A continuación, el señor Presidente la Comisión puso en votación la indicación que sugiere agregar al final del artículo 7° ya aprobado, la expresión: “y al régimen patrimonial que exista entre ellos”.

 
La Comisión, por mayoría de votos, aprobó esta indicación. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, don Carlos.  


El Honorable Senador Larraín, don Carlos advirtió que si posteriormente se aceptaba la hipótesis de que con la celebración del acuerdo se forma una comunidad de bienes muebles, no se puede plantear la posibilidad de que los contratantes se acojan a más de un régimen patrimonial.


El Honorable Senador señor Espina justificó su voto en contra señalando que no es coherente votar a favor si no se ha aprobado la existencia de más de un régimen patrimonial.



El Honorable Senador Larraín, don Hernán enfatizó que independiente que la ley establezca un tipo de comunidad de bienes como régimen patrimonial, las partes sí deberían poder acordar someterse a otro.


De conformidad a los acuerdos precedentes, el artículo 7º quedó redactado en los siguientes términos:


“Artículo 7º.- Los contratantes del acuerdo de vida en pareja se deberán ayuda mutua y estarán obligados a solventar los gastos generados por su vida en común, de conformidad a sus facultades económicas y al régimen patrimonial que exista entre ellos.”.
Artículo 8°

A continuación, el señor Presidente de la Comisión, sometió a debate el artículo 8° del proyecto de ley del Ejecutivo, disposición que prescribe lo siguiente:


“Artículo 8°.- Para todos los efectos legales, se formará entre los contratantes una comunidad de bienes respecto de todos los bienes muebles adquiridos a título oneroso no sujetos a registro, que hubiesen adquirido durante la vigencia del Acuerdo de Vida en Pareja. La comunidad terminará en los casos señalados en el artículo 5º.


A dicha comunidad se le aplicará lo dispuesto en los artículos 2304 a 2313 del Código Civil.”


En relación a este precepto, la Comisión tuvo a la vista el artículo 8º propuesto en el proyecto de ley del exsenador señor Allamand. Su texto es el siguiente:


“Artículo 8°. Ambas partes conservarán la propiedad, goce y administración de los bienes adquiridos a cualquier título antes del contrato y de los que adquieran durante la vigencia de éste, a menos que se sometan expresamente e irrevocablemente a las reglas que se establecen a continuación:


1ª. Los  bienes adquiridos a título oneroso durante la vigencia del acuerdo, se considerarán indivisos por mitades entre las partes, excepto los muebles de uso personal necesario de la parte que los ha adquirido.


2ª. Para efectos de esta ley, por fecha de adquisición de los bienes se entenderá aquélla en que el título haya sido otorgado.


3ª. Se aplicarán a la comunidad formada por los bienes a que se refiere este artículo las reglas del párrafo 3° del Título XXXIV del Libro IV del Código Civil.”


Seguidamente, los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio propusieron la siguiente redacción alternativa:


Sustitúyase el artículo 8° por el siguiente:


“Durante la vigencia del acuerdo de vida en pareja se presumirá que los bienes muebles e inmuebles, tanto corporales como incorporales, adquiridos a título oneroso, ingresan a una comunidad de bienes entre los contratantes.


Los contrayentes legales podrán excluir libremente de dicha comunidad los bienes que estimen convenientes, los que, en consecuencia, ingresarán al patrimonio propio que corresponda. La declaración de exclusión deberá constar en el respectivo instrumento cuando el acto de adquisición conste por escrito. En los demás casos, la exclusión podrá acreditarse por cualquier medio de prueba lícito.


Con todo, no se podrá gravar o enajenar bienes inmuebles de la comunidad, o prometer gravar o enajenar dichos bienes, sino por actuación conjunta de los convivientes legales, o bien por uno de ellos con autorización del otro. Esta autorización deberá ser específica y constar por escrito, o bien por escritura pública si el acto requiriese tal solemnidad.


A dicha comunidad se le aplicará lo dispuesto en los artículos 2304 a 2313 del Código Civil.


Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, los convivientes legales podrán, al momento de la celebración del acuerdo de vida en pareja, o por una vez durante su existencia, acordar expresamente que se regirán por el régimen de separación de bienes o de participación en los gananciales regulado en el Título XXII-A del Libro IV del Código Civil.


Cualquiera sea el régimen de bienes que exista entre los contratantes, tendrá aplicación lo dispuesto en los artículos 141 a 149 del Código Civil.” 



Asimismo, la profesora señora María Sara Rodríguez hizo llegar a la Comisión el siguiente texto que reemplaza al artículo 8° del proyecto de ley del Ejecutivo:


“Los contratantes conservarán la propiedad, goce y administración de los bienes adquiridos a cualquier título antes del contrato y de los que adquieran durante la vigencia de éste, a menos que en la escritura de formación del Acuerdo se sometan expresa e irrevocablemente a las reglas que se establecen a continuación:


1ª. Los bienes adquiridos a título oneroso durante la vigencia del acuerdo, se considerarán indivisos por partes iguales entre las partes, excepto los muebles de uso personal necesario de la parte que los ha adquirido.


2ª. Para efectos de esta ley, por fecha de adquisición de los bienes se entenderá aquélla en que el título haya sido otorgado.


3ª. Se aplicarán a la comunidad formada por los bienes a que se refiere este artículo las reglas del párrafo 3° del Título XXXIV del Libro IV del Código Civil.”


Al iniciarse la consideración de estas normas, el asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar destacó que la propuesta de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, plantea que el acuerdo de vida en pareja se regula de la misma forma que el matrimonio, es decir, que los regímenes patrimoniales del matrimonio se aplican a este acuerdo. Reiteró que el Ejecutivo no está dispuesto a igualar ambas instituciones.


Agregó que el Gobierno considera que la comunidad de bienes del exsenador señor Allamand constituye una buena propuesta, ya que permite, por aplicación del principio de la autonomía de la voluntad, que las partes puedan pactar separación de bienes o una comunidad entre ellos.


La profesora señora Lathrop indicó que en el proyecto del Ejecutivo el único régimen que los contratantes pueden adoptar es el de comunidad de bienes. Agregó que en el proyecto del exsenador señor Allamand se contempla el régimen de separación de bienes y como supletorio el de comunidad. Asimismo, aclaró que la propuesta de los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio, consagra una mayor libertad de regulación del régimen patrimonial de los convivientes.


Manifestó que la comunidad de bienes muebles no registrables es extremadamente restringida. Destacó que tomando los resguardos correspondientes, no ve inconveniente que se dé un abanico de posibilidades a las partes para que puedan optar por el régimen patrimonial que estimen más adecuado. 


A continuación, la Honorable Senadora señora Alvear destacó que su propuesta incorpora dentro de la referida comunidad tanto a los bienes muebles como a los inmuebles. 


Añadió que por aplicación de la autonomía de la voluntad, las partes deberían poder optar por la comunidad de bienes o por un régimen diverso. 


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez aseveró que como Ejecutivo son partidarios de que se apruebe la redacción propuesta por el exsenador señor Allamand.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos opinó que el texto del exsenador es más adecuado. 


Estimó que parecía lógico incluir a los bienes inmuebles dentro de la comunidad que se forme entre los contratantes. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio señaló que limitar la comunidad solo a los bienes muebles era muy restrictivo. Puntualizó que era importante considerar otros regímenes y otorgar a los convivientes la facultad de excluir ciertos bienes. Advirtió que lo anterior no significa equiparar a este contrato con el matrimonio.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán remarcó que lo que debería aprobar la Comisión son ideas. Destacó, como un primer punto, que deben excluirse los bienes que las partes tengan antes de celebrar el acuerdo. En segundo lugar, que los bienes adquiridos a título oneroso durante la convivencia ingresen a la comunidad de bienes, sin distinguir entre muebles e inmuebles. Aseveró que si una de las partes lo adquiere en calidad de heredero o en virtud de una donación, ellos debieran ingresar al patrimonio personal de cada una de ellas.


La profesora señora Lathrop manifestó que la propuesta de la profesora María Sara Rodriguez al utilizar la expresión “a menos que en la escritura de formación del acuerdo se sometan expresa e irrevocablemente”, da la idea de que la elección de las partes es inmutable.

El Honorable Senador señor Espina aseveró que no está de acuerdo con el contenido del artículo 8° propuesto por el Ejecutivo, porque excluir los bienes inmuebles es absurdo y carente de toda lógica. Destacó que era partidario de aprobar el texto propuesto por el exsenador señor Allamand. Advirtió que en el mencionado proyecto las partes pueden modificar su régimen patrimonial en cualquier momento.


El Honorable Senador Walker, don Patricio sostuvo que muchos de los criterios que propone el Senador Larraín, don Hernán están contenidos en la indicación presentada por él y la Honorable Senadora señora Alvear.


La profesora señora Lathrop aseveró que la comunidad de bienes es un cuasicontrato y las partes, por regla general, no van a crear un estatuto de administración. Puntualizó que se le aplicarían de manera supletoria las reglas de la sociedad y las del mandato. En los casos en que el bien tiene un alto valor debiera establecerse anticipadamente qué sucederá con la disposición y administración del mismo. Si no se precisa lo anterior, por aplicación de las reglas del mandato, cualquiera de las partes podría disponer del bien.      


El asesor del Gobierno, señor Pablo Urquizar aclaró que el proyecto del exsenador señor Allamand expresamente señala que ambas partes conservan la propiedad, goce y administración. Recordó que el mandato tácito y recíproco a que hace referencia la profesora señora Lathrop solo dice relación con la administración de los bienes y no con su enajenación.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos hizo presente que se puede prever la posibilidad de otorgar mandato recíproco con facultad de disposición. 


Concluido el debate, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación el artículo 8º contenido en el proyecto del exsenador señor Allamand.


La Comisión, por mayoría de votos, aprobó esta disposición. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos y Larraín, don Hernán. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio. 


Con la misma votación, se dio por rechazado el artículo 8º propuesto por el Ejecutivo y la indicación formulada por los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.

-.-.-

Artículo 9° del proyecto de ley del exsenador señor Allamand


A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en discusión el artículo 9º contenido en el proyecto de ley del exsenador señor Allamand. Esta norma dispone lo siguiente.


“Artículo 9°.  Las partes del acuerdo serán solidariamente responsables frente a terceros por las deudas contraídas por uno de ellos para solventar las necesidades de la vida común y por las contraídas en pro de la vivienda común, siempre que se hayan sometido al régimen de indivisión establecido en el artículo anterior.


La acción subrogatoria prevista en los artículos 1522 y 1610 número 3 del Código Civil no operará a favor de la parte que pague estas deudas o las extinga por medios equivalentes al pago, quien tampoco tendrá acción de reembolso en contra de la otra parte.”


Al iniciarse el estudio de esta disposición, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio recordó que el texto matriz de este debate ha sido el que presentó el Ejecutivo, por lo tanto, hay muchas normas propuestas por el exsenador Allamand que se entienden rechazadas por la Comisión, por haberse aprobado las normas del proyecto de ley del Ejecutivo. 

La profesora señora Lathrop señaló que la norma citada está relacionada con el régimen de bienes supletorio que propone el exsenador señor Allamand y busca poner a resguardo a terceros. Agregó que si uno de los convivientes celebra un contrato con un tercero las partes serán solidariamente responsables frente a éste y el que paga no podrá ejercer la acción subrogatoria y tampoco tendrá acción de reembolso.


Puntualizó que esta es una norma absolutamente nueva, que no está consagrada dentro de las normas de la sociedad conyugal. Advirtió que es una garantía bastante extrema. Manifestó que no era partidaria de aprobarla.  


Puesto en votación el artículo 9° antes transcrito, la Comisión lo rechazó por unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio.  

-.-.-

Artículo 9º


A continuación la Comisión analizó el artículo 9° del proyecto de ley del Ejecutivo que dispone:


“Artículo 9°.- Para los efectos de las regulaciones establecidas en el Libro Tercero, Título II, del Código Civil, respecto de la sucesión intestada, cuando el Acuerdo de Vida en Pareja haya tenido una vigencia mínima de un año y termine por la muerte de una de las partes, el contratante sobreviviente concurrirá con los hijos del causante, recibiendo una porción que será igual a lo que, por legítima rigorosa o efectiva, corresponda al hijo o a cada hijo si fueren más de uno.


Si el causante no ha dejado descendencia, le sucederán el contratante sobreviviente y sus ascendientes de grado más próximo. En este caso, la herencia se dividirá en dos partes iguales, una para el contratante sobreviviente y la otra para los ascendientes. A falta de estos últimos, llevará todos los bienes el contratante sobreviviente, y, a falta de contratante, los ascendientes.”


Respecto de esta norma se tuvo presente que en el artículo 11 del proyecto de ley del exsenador señor Allamand se proponen también determinadas normas sucesorias. Su texto es el siguiente:


 “Artículo 11°.  En la sucesión intestada del contratante fallecido, el sobreviviente concurrirá con los hijos del difunto y recibirá en todo caso una porción equivalente a lo que por legítima rigorosa o efectiva corresponda a cada hijo. 


Si el difunto no ha dejado posteridad, concurrirá con sus ascendientes de grado más próximo y en este caso, la herencia se dividirá en dos partes, una para el contratante sobreviviente y una para los ascendientes. A falta de éstos, llevará todos los bienes el contratante sobreviviente.


Las partes del acuerdo podrán asignarse por testamento toda o parte de la cuarta de mejoras. Los derechos sucesorios que otorga este artículo sólo tendrán lugar cuando el acuerdo de vida en común celebrado con el difunto no hubiera expirado a la fecha de la delación de la herencia.”


Asimismo, el exsenador señor Allamand en su proyecto complementa el artículo anterior con las siguientes normas de carácter sucesorio: 


“Artículo 12°.  Será indigno de suceder al contratante difunto como heredero o legatario el que haya cometido atentado grave contra la vida, el honor o los bienes del contratante sobreviviente, con tal que dicho atentado se pruebe por sentencia ejecutoriada.”


“Artículo 13°.  En la partición de la comunidad existente entre los herederos del contratante fallecido, el  contratante sobreviviente tendrá derecho a que su cuota hereditaria se entere con  preferencia mediante la adjudicación en favor suyo de la propiedad del inmueble en que haya residido con el difunto, así como del mobiliario que lo guarnece, siempre que ellos formen parte de la indivisión existente en virtud del acuerdo de vida en común, o del solo patrimonio del difunto.


El derecho a la adjudicación preferente de que habla esta regla no puede transferirse ni transmitirse.” 


Asimismo, la Honorable Senadora señora Alvear presentó una propuesta que pretende reemplazar el artículo 9° del proyecto de ley del Ejecutivo, por el siguiente:


“Artículo 9°.  Cada conviviente legal se mirará como legitimario del otro, y concurrirá en la herencia de la misma forma y gozarán de los mismos derechos que corresponden al cónyuge sobreviviente.


Serán aplicables a los convivientes legales las indignidades para suceder establecidas en el artículo 968 del Código Civil.”


Finalmente, en esta misma materia, la profesora señora María Sara Rodríguez propuso a la Comisión el siguiente texto para sustituir el artículo 9° del proyecto de ley del Ejecutivo:


“Para los efectos del Libro III del Código Civil, se presume que el contratante/conviviente que ha muerto sin haber testado o sin que este testamento tenga vigor conforme a Derecho ha dispuesto de toda la parte de bienes de que podía disponer libremente a favor del sobreviviente, si a la fecha de la muerte estuviere vigente un Acuerdo de Vida en Pareja.”

Explicó que esta norma permite eliminar al sobreviviente de un acuerdo de vida en pareja como heredero abintestato que concurre con hijos o ascendientes. Es una manera de instituir al sobreviviente como heredero de todo lo que no sea para pagar legítimas. El sobreviviente se tiene por heredero, pero no legitimario. La tendencia del derecho sucesorio es a eliminar o reducir subjetivamente o en su cuantía las restricciones de la libertad de testar, como las mejoras y legítimas.


La Honorable Senadora señora Alvear consignó que se está regulando la situación de parejas heterosexuales, que una vez cesada la convivencia, en muchos casos, supone que la mujer es expulsada del hogar, sin poder ejercer derecho alguno. Advirtió que por lo expuesto, propone que los convivientes tengan la calidad de legitimarios y los mismos derechos que le corresponden al cónyuge sobreviviente. 


La Honorable Senadora Pérez, doña Lily, manifestó su apoyo a la propuesta presentada por la Honorable Senadora señora Alvear, porque el sentido del acuerdo de vida en pareja está pensado para la gran cantidad de personas que conviven. Añadió que no compartía el plazo que pretende instaurar el Ejecutivo en materia sucesoria.


La profesora señora Lathrop sostuvo que esta es una de las normas cardinales del proyecto, porque constituye la principal preocupación de las parejas que conviven. 


Destacó que el plazo es innecesario, porque el hecho de que el acuerdo nazca por escritura pública o ante un oficial del Registro Civil es garantía suficiente de la voluntad que une a las parejas. 


Agregó que las normas del proyecto de ley del Ejecutivo como el del exsenador señor Allamand evidencian un favoritismo por la familia matrimonial, porque actualmente el cónyuge sobreviviente cuando concurre con un solo hijo, lleva la misma porción que éste y cuando hay más de un hijo, le corresponde el doble de cada uno de ellos. 


Opinó que estamos ante una discriminación arbitraria porque donde existe la misma afectividad debiera existir la misma cercanía y posibilidad de favorecer patrimonialmente en una sucesión abintestato al otro contratante.


El asesor del Gobierno, señor Pablo Urquizar indicó que el Ejecutivo comparte los problemas que suscitan la convivencia de hecho y precisó que el artículo del Ejecutivo da solución a este problema.


Manifestó que el proyecto de ley dispone que si fallece una persona, el contratante sobreviviente tiene derechos sucesorios que equivalen a la misma proporción que le corresponde a un hijo.


Agregó que está en desacuerdo respecto a la posible discriminación arbitraria planteada por la profesora Lathrop, porque estamos en presencia de dos instituciones distintas. Si fueran iguales, lo que se estaría discutiendo sería el matrimonio igualitario y no el acuerdo de vida en pareja. 


Enfatizó que lo que se propone en concreto es solucionar un problema real de las parejas que conviven, ya sean de distinto o igual sexo.


Puntualizó que respecto a la exigencia de un término, lo que se busca es otorgar mayor certeza y estabilidad a las relaciones cuyas nuevas consecuencias requieren de un mínimo de formalidad. Destacó que la imposición de los plazos no es novedosa en nuestro Derecho Civil. 


Añadió que en cuanto al inciso segundo de la propuesta de la Honorable Senadora señora Alvear, referido a las indignidades, ella es innecesaria porque constituye aplicación de las reglas generales en materia de derecho sucesorio del artículo 968 de nuestro Código Civil.


Consignó que no se observa cuál es la necesidad de otorgar al conviviente la misma calidad que tiene el cónyuge sobreviviente.


La profesora señora Lathrop advirtió que a diferencia de otras discusiones que se han dado en esta Comisión, en que se ha dicho que se está tratando de igualar el matrimonio con el acuerdo de vida en pareja, en el presente debate se está hablando de familia, no se están comparando dos contratos. El acuerdo reconoce un grado de afectividad y la familia a que dé lugar esta unión, es una familia no matrimonial. 


Agregó que al establecer derechos sucesorios mermados en relación a aquella familia que tiene un origen matrimonial, se está estableciendo una discriminación. Precisó que determinar si dicha discriminación es arbitraria dependerá de los tribunales nacionales e internacionales de justicia. 


Puntualizó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos que condenó al Estado de Chile por discriminar a Karen Atala, en razón de su orientación sexual, hace expresa remisión a que no debe existir distinción entre familia matrimonial y no matrimonial.


Puesto en votación el artículo 9° del proyecto de ley del Ejecutivo, fue rechazado con los votos en contra de los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio.


Puesta en votación la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio.


Concluida la votación, el Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Mauricio Lob hizo presente que en la propuesta de la Honorable Senadora señora Alvear se utilizan las expresiones “conviviente legal” y “convivientes legales” y la Comisión había acordado eliminar el término “legal”, cuando se hiciera referencia a los convivientes.


La Comisión concordó con este planteamiento y acordó utilizar en el proyecto la expresión conviviente sin la mención a la expresión “legal” que sí se utiliza para definir el estado civil que crea esta iniciativa. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio.


Con la misma votación se dieron por rechazados los artículos 11, 12 y 13 del proyecto de ley del exsenador señor Allamand.


A continuación, la Honorable Senadora señora Alvear presentó una indicación para agregar el siguiente artículo 9 bis, nuevo:


“Artículo 9 bis. En caso de fallecimiento de un conviviente legal a consecuencia de un hecho ilícito de un tercero, el conviviente legal sobreviviente tendrá legitimación activa para reclamar las indemnizaciones civiles derivadas de los perjuicios patrimoniales y morales a que haya lugar”.


Al respecto, se tuvo presente que el proyecto del exsenador señor Allamand, en su artículo 19, dispone lo siguiente: 



 “Artículo 19. En caso de fallecimiento de un contratante a consecuencia de un hecho ilícito de un tercero, el sobreviviente tendrá legitimación activa para reclamar las indemnizaciones civiles por los perjuicios patrimoniales y morales a que haya lugar.”


El señor Pablo Urquizar señaló que es innecesaria la propuesta de la Honorable Senadora señora Alvear porque ya se encuentra expresamente recogido en el artículo 2315 del Código Civil, relacionado con los artículos 951 y 1097, por lo que no es relevante regular la transmisibilidad de los derechos para efectos de la legitimación activa.



La profesora señora Lathrop destacó que de la armonía de las normas antes mencionadas puede colegirse lo señalado por el señor Urquizar, pero la jurisprudencia que reconoce explícitamente al conviviente como víctima de la responsabilidad civil causada es prueba de que esta armonía, al no estar explícita en la ley, puede interpretarse de diferente manera.


Añadió que la propuesta en discusión recoge lo que la jurisprudencia viene reconociendo.



Puesta en votación la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear y el artículo 19 del proyecto de ley del ex senador señor Allamand, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio. 


Esta norma se incorpora al proyecto como nuevo artículo 10.

Artículo 10


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, puso en discusión el artículo 10 del proyecto de ley del Ejecutivo. Su texto es el siguiente:


“Artículo 10.- Para los efectos de las regulaciones establecidas en el Libro Tercero, Título V, del Código Civil, respecto de las asignaciones forzosas, cuando el Acuerdo de Vida en Pareja haya tenido una vigencia mínima de un año y termine por la muerte de una de las partes, el testador podrá favorecer al contratante sobreviviente con todo o parte de la cuarta de mejoras.”


En relación con esta norma, la Honorable Senadora señora Alvear formuló una indicación para suprimir este precepto. 


Puesta en votación la indicación señalada fue aprobada por 3 votos a favor. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio.

-.-.-

Artículo 10 del proyecto del exsenador señor Allamand


A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a discusión el artículo 10 del proyecto de ley del ex senador señor Allamand. Su texto es el siguiente:


 “Artículo 10.  Es nulo el contrato de compraventa entre las partes del acuerdo. Sin embargo, las donaciones entre ellas valen como donaciones revocables.”


Al iniciarse la consideración de esta disposición, la profesora señora Lathrop manifestó que el actual artículo 1796 del Código Civil establece que no tiene validez el contrato de compraventa entre cónyuges. Añadió que si se quiere seguir una línea de coherencia con la normas del matrimonio y proteger a terceros, debiese establecerse como prohibición.


La Honorable Senadora señora Pérez, doña Lily declaró que el sentido del artículo va en la línea antes mencionada por la profesora Lathrop. Manifestó que si se desea seguir dicha propuesta es necesario consignarlo.


El asesor del Gobierno, señor Pablo Urquizar expuso que van existir muchas prohibiciones que podrán ser aplicables al acuerdo de vida en pareja y para dicha situación el proyecto de ley del Ejecutivo contempla, en su artículo 12, que “toda inhabilidad, incompatibilidad o prohibición de carácter legal o reglamentario que se encuentre establecida respecto de los cónyuges, se hará extensiva, de pleno derecho, a los contratantes de Acuerdo de Vida en Pareja”. 


Dada esta explicación, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación el artículo 10 del proyecto de ley del exsenador señor Allamand. 


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, rechazó esta disposición. Se pronunciaron en contra en contra los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio.

-.-.-

Artículo 11


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, sometió a discusión el artículo 11 del proyecto de ley del Ejecutivo, norma que prescribe lo siguiente:


“Artículo 11.- Para los efectos del Régimen Público de Salud y del Sistema Privado de Salud, contemplado en el Libro II y III, respectivamente, del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, el Acuerdo de Vida en Pareja acreditado en la forma establecida por la presente ley, permitirá a cualquiera de los contratantes ser carga del otro.”



La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio, aprobó sin enmiendas esta disposición. 

Artículo 12


Seguidamente, el señor Presidente sometió a discusión el artículo 12 del proyecto de ley del Ejecutivo que da inicio al Título III de esta iniciativa de ley. Su texto es el siguiente: 

“TÍTULO III

DE LAS INHABILIDADES, INCOMPATIBILIDADES Y PROHIBICIONES A QUE DA LUGAR EL ACUERDO DE VIDA EN PAREJA


Artículo 12.- Toda inhabilidad, incompatibilidad o prohibición de carácter legal o reglamentario que se encuentre establecida respecto de los cónyuges, se hará extensiva, de pleno derecho, a los contratantes de acuerdo de vida en pareja.”


Al comenzar el estudio de esta materia, la Comisión tuvo presente el oficio Nº 140 de la Excma. Corte Suprema, de fecha trece de septiembre de 2011, que en la parte perteninte a este precepto señala lo siguiente:


“Quinto: Que, por otra parte, el artículo 12 del proyecto establece que toda inhabilidad, incompatibilidad o prohibición de carácter legal o reglamentario que se encuentre establecida respecto de los cónyuges, se hará extensiva, de pleno derecho, a los contratantes de Acuerdo de Vida en Pareja.


En lo que dice relación con el personal del Poder Judicial, se les aplicaría a los contratantes de un Acuerdo de Vida en Pareja las mismas restricciones que para los cónyuges se encuentran actualmente contenidas en los artículos 259, 260, 321 y 513 del Código Orgánico de Tribunales. Esta Corte considera conveniente modificar de manera expresa estos preceptos, a fin de incluir en ellos al contratante de un Acuerdo de Vida en Pareja. La regla anterior se informa favorablemente, con la indicación anotada, siguiendo el criterio de este Tribunal consignado en Oficio N° 85, de 3 de mayo de 2011, al informar el proyecto de ley relativo a los impedimentos que afectan a los cónyuges para acceder a cargos judiciales (Boletín N° 7.416-07), siguiendo el criterio sobre la materia adoptado en Acta de Pleno N° 33-2009, de 30 de enero de 2009, sobre “Aclaración de Acuerdo sobre Declaraciones Juradas en el Poder Judicial”.


La Comisión estimó que esta observación debía ser considerada durante el segundo trámite reglamentario, una vez que la Sala se pronuncie acerca de la idea de legislar contenida en este proyecto de ley.


Concluido el debate de esta norma, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación esta disposición.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio, aprobó sin enmiendas el artículo propuesto por el Ejecutivo.
Artículo 13


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, sometió a discusión el artículo 13 del proyecto de ley del Ejecutivo, precepto que prescribe lo siguiente:

“TÍTULO IV

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 13.- El término del acuerdo de vida en pareja pondrá fin a todas las obligaciones y derechos cuya titularidad y ejercicio deriven de la vigencia del contrato.”


En relación con esta norma también se tuvo presente que el proyecto de ley del exsenador señor Allamand contiene dos normas relacionadas con el artículo 13 del Ejecutivo. Éstas disposiciones son las siguientes:


“Artículo 17. La expiración del acuerdo de vida en común, pondrá fin a todas las obligaciones y derechos de carácter patrimonial cuya titularidad y ejercicio se funda en la vigencia del acuerdo.


“Artículo 15.  La liquidación de los bienes comunes se efectuará de común acuerdo por las partes o por la justicia ordinaria en subsidio. Con todo, las partes, de común acuerdo, podrán someter la liquidación al conocimiento de un árbitro arbitrador.”


Al iniciarse el estudio de estos preceptos, la profesora señora Lathrop estimó que se estaba en presencia de normas innecesarias. Consultó si había alguna razón para que se consagren de manera explícita.



El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar expresó que si se pone término a un acuerdo de vida en pareja no pueden subsistir las obligaciones y derechos que habían surgido producto de la celebración del mismo.


La Honorable Senadora señora Pérez, doña Lily, indicó que con lo ya ha aprobado se hacía necesario agregar la disposición del Ejecutivo.


La Comisión, por mayoría de votos aprobó este precepto. Se pronunciaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Pérez, doña Lily y los señores Orpis y Walker, don Patricio. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Alvear.


Finalmente, los artículo 15 y 17 del proyecto de ley del exsenador señor Allamand fueron rechazados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio.

Artículo 14


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, sometió a consideración de sus integrantes el artículo 14 del proyecto de ley del Ejecutivo. Esta disposición señala lo siguiente:


“Artículo 14.- En todas aquellas normas en las cuales se hiciere referencia expresa al conviviente, se entenderá que aquélla incorpora también a los contratantes de un Acuerdo de Vida en Pareja, según corresponda.”


Al iniciarse el estudio de este procepto, el asesor del Gobierno señor Pablo Urquizar declaró que lo que se pretende con la norma transcrita es evitar hacer modificaciones en todos los cuerpos legales donde aparezca la palabra “conviviente”.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó estar de acuerdo con el artículo propuesto. 


Durante el debate de esta norma se hizo presente que esta disposición podía crear algunos problemas de interpretación pues cuando se utiliza la expresión “conviviente” parece que se hace referencia a aquellas personas que no han celebrado un acuerdo de vida en pareja. En este sentido, se señaló que la norma busca asimilar la figura de los convivientes de hecho con los convivientes que han celebrado un acuerdo. Si ello es así, se generaría un problema de interpretación que debía ser aclarado.


La profesora señora Lathrop apuntó que hay normas que se refieren al conviviente, por lo que es partidaria de hacer extensivas dichas disposiciones a los contratantes de este acuerdo. 


Advirtió que podría entenderse que la norma se refiere a los convivientes que no han celebrado el acuerdo. Señaló que era difícil que la norma jurídica se refiera a ellos, ya que actualmente no existe una categoría para ellos. 


La Honorable Senadora Pérez, doña Lily, aseveró que no existe la norma que consagre la figura del conviviente. Lo anterior puede generar confusión en parejas que conviven y que sin celebrar un acuerdo, perciban que tienen el estatus legal de convivientes.


El asesor señor Pablo Urquizar destacó que lo que se creó en este proyecto de ley fue el estado civil de conviviente pero las partes se denominan contratantes.


El Honorable Senador señor Orpis connotó que en el artículo 14, al utilizarse la expresión: “en todas aquellas normas”, se recurre a un concepto genérico que se aplicaría tanto a los contratantes como a los convivientes que no han celebrado el contrato. 


El asesor del Gobierno, señor Pablo Urquizar reiteró que, para efectos de la denominación de las personas que celebran el acuerdo, siempre se ha hablado de contratantes.


La profesora señora Lathrop reseñó que en el proyecto se habla de contrayentes y de convivientes.


Propuso que se haga referencia al conviviente de acuerdo al texto del presente proyecto. Subrayó que esta iniciativa, tal cual está, no soluciona la gran mayoría de los casos de aquellos que conviviendo no celebran un acuerdo de vida en pareja. 


El asesor del Gobierno, señor Pablo Urquizar ejemplificó señalando que los convivientes pueden ser víctimas de parricidio, pero para ello deberá probarse la relación filial que existe entre ellos. Por el contrario, en materia de acuerdo de vida en pareja, solo habría que acreditar la celebración del mismo.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que el ejemplo dado por el Ejecutivo conduce a la idea de que el artículo es innecesario.


Puesto en votación el artículo 14, votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Pérez, doña Lily y señor Orpis.


El Honorable Senador señor Orpis solicitó que se agregue en el artículo 14 la expresión: “para los efectos de esta ley”, con el fin para que se entienda que cuando se habla de conviviente, se está refiriendo la ley a los contratantes del acuerdo.


El asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Marcelo Drago advirtió que lo anterior significará decir que los convivientes de la presente ley se entienden convivientes. Sería absolutamente redundante. 


Repetida la votación, en conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado, este artículo fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio.

Artículo 15


A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en discusión el artículo 15 del proyecto de ley del Ejecutivo. Esta disposición preceptúa lo siguiente:


“Artículo 15.- Será competente para conocer de los asuntos a que dé lugar el Acuerdo de Vida en Pareja el juez de letras del domicilio de cualquiera de las partes.”    


En relación con la norma antes transcrita, el exsenador señor Allamand propuso en el artículo 20 de su proyecto de ley, lo siguiente:


“Artículo 20.  Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 18°, será competente para conocer de los asuntos a que este contrato dé lugar entre las partes, el juez de letras del domicilio de cualquiera de las mismas.”


Seguidamente, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, presentó una propuesta para sustituir el artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- Será competente para conocer de los asuntos a que dé lugar el Acuerdo de Vida en Pareja el juez con competencia en materia de familia del domicilio de cualquiera de las partes.”.


Asimismo, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio sugirieron sustituir el artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15. Deberá conocer de los asuntos a que dé lugar el acuerdo de vida en pareja el juez de familia competente.”.


Al iniciarse el estudio de este precepto y de propuestas de enmienda, la Comisión tuvo presente que la Excma. Corte Suprema, mediante oficio Nº 140, de fecha trece de septiembre de 2011, en su considerando cuarto señala lo siguiente:


“Cuarto: Que la iniciativa legal en análisis, en el artículo 15, establece cuál será el juez competente para conocer de los asuntos a que dé lugar el Acuerdo de Vida en Pareja, disponiendo que lo sea el juez de letras del domicilio de cualquiera de las partes.


Al informar otros proyectos de ley sobre la materia la Corte Suprema sugirió que se otorgara competencia para conocer de las controversias de esta naturaleza al juez de letras en lo civil (Oficios N° 272, de 1 de diciembre de 2009, N° 89, de 5 de julio de 2010, y N° 105, de 4 de agosto de 2010, ya aludidos) y, en este sentido, se propone modificar el artículo 15 del proyecto, debiendo agregarse, entre las palabras “letras” y “del” la expresión “en lo civil”.”


Asimismo, se tuvo presente que los Excelentísimos Ministros del Máximo Tribunal señores Muñoz, Brito y Silva fueron de parecer  de informar esta iniciativa desfavorablemente en relación con este punto, pues en su concepto “el conocimiento de de las cuestiones relativas al acuerdo de vida en pareja debe ser entregado a los tribunales de familia, pues resulta más coherente con el actual sistema judicial y en atención, además, a que estos tribunales se hallan dotados de la infraestructura necesaria para resolver asuntos de esta naturaleza.”.

La Honorable Senadora Pérez, doña Lily, consignó que en el Mensaje del Ejecutivo se habla de reconocimiento de distintos tipos de familia, por lo tanto, lo coherente es que la competencia jurisdiccional, en este caso, debe ser asignada a los tribunales de familia.


La profesora señora Lathrop se sumó a lo señalado por la Honorable Senadora señora Pérez, doña Lily. Agregó que el hecho de haberse aprobado por la Comisión que el acuerdo da lugar a un estado civil hace coherente aprobar la competencia de los tribunales de familia, porque el artículo 8° de la ley N° 19.968 establece que las cuestiones relativas al estado civil son competencia de estos tribunales.


La Honorable Senadora señora Alvear recalcó que a la luz de todas las normas ya aprobadas, se concluye que mediante este contrato se regulan relaciones de familia que van más allá de lo meramente patrimonial.

El asesor del Gobierno, señor Pablo Urquizar enfatizó que la Excma. Corte Suprema, en voto de mayoría, se ha pronunciado a favor de los tribunales civiles, no solo en el proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja, sino que también en el que crea el acuerdo de vida en común. Añadió que en ambos oficios se ha dado la misma respuesta, a saber, que los tribunales competentes para conocer de estos asuntos serán los juzgados de letras en lo civil.


Agregó que lo prudente es seguir en esta materia la opinión de la mayoría del  Máximo Tribunal del país.


Puesto en votación el artículo 15 del proyecto de ley del Ejecutivo fue aprobado por la Comisión, con la enmienda de consignar que serán competentes para conocer de los asuntos a que dé lugar el acuerdo de vida en pareja los tribunales de familia.


Se pronunciaron a favor la norma así enmendada, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez, doña Lily y el señor Waker, don Patricio. Votó en contra el  Honorable Senador señor Orpis.


Con la misma votación se dio por aprobada subsumida en esta redacción las indicaciones de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.

La norma aprobada se incorpora como artículo 14 de esta iniciativa de ley refundida.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio fundamentó su voto señalando que no solo se deben regular los aspectos patrimoniales sino que también los extra patrimoniales. Agregó que estamos en presencia de una relación afectiva que apunta a persistir en el tiempo, que genera estado civil y una forma de familia respetable, cuyos conflictos deben ser resueltos por los tribunales de familia.


Asimismo, la Comisión estimó que era competente para hacer esta enmienda, ya que si bien no tenían atribuciones  para crear un tribunal, los parlamentarios si tenían iniciativa para determinar el tipo de tribunal que debía conocer de un asunto y para fijar sus atribuciones.


A continuación, la Comisión trató los incisos segundo y tercero del artículo 20 del proyecto de ley del exsenador señor Allamand, que disponen lo que a continuación se transcribe:


“Los asuntos contenciosos que se promuevan entre las partes del acuerdo se tramitarán breve y sumariamente. 


Las acciones que tengan entre sí los contratantes, derivadas de este contrato, prescribirán en el plazo de dos años contados desde la expiración del acuerdo y no se suspenderán.” 


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, rechazó ambos incisos. Votaron en contra los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio.


 A continuación, la Comisión consideró una indicación de la Honorable Senadora señora Alvear, mediante la cual sugieren incorporar el siguiente artículo 15 bis al proyecto en estudio:


“Artículo 15 bis. Si como consecuencia de haberse dedicado al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar común, uno de los convivientes no pudo desarrollar una actividad remunerada o lucrativa durante la vigencia del Acuerdo de Vida en Pareja, o lo hizo en menor medida de lo que podía y quería, tendrá derecho a que, cuando se produzca el término o se declare la nulidad del acuerdo, se le compense el menoscabo económico sufrido por esta causa.


Esta compensación se regulará y determinará en la forma dispuesta en los artículos 62 a 66 de la Ley N° 19.947”.


El asesor del Gobierno, señor Pablo Urquizar sostuvo que si se estaba regulando un acuerdo de vida en pareja que genera un estado civil nuevo, que se puede celebrar ante un oficial de Registro Civil, cuyo conocimiento de las controversias será competencia de los tribunales de familia y en que los convivientes puede optar por regímenes patrimoniales, estaríamos en presencia de un cuasi matrimonio. Advirtió que si lo que se pretende es discutir el matrimonio igualitario, eso debe ser objeto de otro proyecto de ley.


Agregó que el proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja busca solucionar los problemas concretos de alrededor de 2.000.000 de personas que conviven.


Destacó que la compensación económica no viene a solucionar los problemas reales de ellos.


Indicó que cuando se señala que el contrato que da origen al acuerdo de vida en pareja y el matrimonio tienen naturalezas distintas, es porque en su esencia son disímiles. Recalcó que el artículo 102 de nuestro Código Civil señala que el matrimonio es un contrato por el cual un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente y para toda la vida. El profesor de Derecho Civil, señor Corral Talciani, señala que “el fundamento de la compensación económica consiste en la confianza del cónyuge más débil en que el matrimonio será para toda la vida.” Consignó que el acuerdo, en su esencia, no se prevé que sea para toda la vida. 


La profesora señora Lathrop consignó que la esencia de la compensación económica es indemnizar el menoscabo económico que ha sufrido uno de los cónyuges en el matrimonio y no tiene por objeto reconocer o favorecer la menor o mayor duración de la unión afectiva.


Advirtió que estamos en presencia de un problema concreto de las parejas de hecho, sobre todo en una sociedad donde la familia sigue comportándose, de manera excepcional en el contexto latinoamericano, con una marcada distribución de roles al interior de ella.


Hizo presente que la Corte Suprema, ratificando una sentencia de la Corte de Apelaciones de Valparaíso ha otorgado compensación económica a una conviviente. Agregó que incluso esta sentencia ha impuesto a los sucesores del otro conviviente a pagar la mencionada compensación.


La Honorable Senadora Pérez, doña Lily, manifestó que los parlamentarios deben dar respuesta legislativa a situaciones de hecho. La ley que consagró el divorcio vino a dar respuesta a los quiebres matrimoniales y a sus consecuencias. Estimó que en el presente proyecto la compensación económica viene a suplir un vacío.


Puesta en votación la propuesta de los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio, se aprobó por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio. Se pronunció en contra el Honorable Senador señor Orpis. 


La norma aprobada pasa a ser artículo 15.

Artículo 16

A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a discusión la primera parte del artículo 16 y los títulos que le anteceden. Su texto es el siguiente:

“TITULO FINAL

OTRAS MODIFICACIONES


Artículo 16.- Introdúcense en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece el nuevo sistema de pensiones, las siguientes modificaciones:


(i) Intercálase en el inciso primero del artículo 5° entre las expresiones “sobreviviente,” y “los hijos”, la frase “el o la contratante sobreviviente de un Acuerdo de Vida en Pareja vigente al momento de su fallecimiento,”.   


Puesto en votación el artículo 16, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio. 


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión sometió a discusión la segunda enmienda que propone el artículo 16 de la iniciativa del Ejecutivo, su texto es el siguiente:


(ii) Incorpórase el siguiente artículo 7° nuevo:


“Artículo 7º.- El o la contratante sobreviviente de un Acuerdo de Vida en Pareja, para ser beneficiario o beneficiaria de pensión de sobrevivencia debe ser soltero, viudo o divorciado y haber suscrito un Acuerdo de Vida en Pareja que se encuentre vigente al momento del fallecimiento del causante, a lo menos con un año de anterioridad a la fecha de su fallecimiento, o tres años si el Acuerdo de Vida en Pareja se celebró siendo el o la causante pensionada de vejez o invalidez.


Las limitaciones relativas a la antigüedad del Acuerdo de Vida en Pareja no se aplicarán si a la época del fallecimiento la contratante sobreviviente se encontrare embarazada o si quedaren hijos comunes.”  


Al inicirse el análisis de este precepto se preguntó por qué en esta norma se establece un plazo para acceder a una pensión de sobrevivencia.

El asesor del Gobierno, señor Pablo Urquizar hizo presente que si se elimina el plazo se estaría beneficiando más al contratante sobreviviente de un acuerdo de vida en pareja que al cónyuge sobreviviente, ya que a este último se le aplica dicho término. 

Puesta en votación esta norma fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio.


A continuación, se examinó la tercera enmienda que se propone introducir en el artículo 16, que modifica el decreto ley Nº 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece el nuevo sistema de pensiones. Ella incide en el artículo 58 del mencionado cuerpo legal. Su texto es el siguiente:


“iii) Modifícase el artículo 58 de la siguiente forma: 


a) Agrégase la siguiente letra g) nueva al inciso primero:


“g) quince por ciento para el o la contratante de un Acuerdo de Vida en Pareja que cumpla los requisitos del artículo 7º, siempre que concurran hijos del o la causante con derecho a pensión, que no sean hijos comunes. Cuando no concurran dichos hijos o cuando éstos dejen de tener derecho a pensión, el porcentaje se elevará al mencionado en la letra a) o b) dependiendo de si no existen o existen hijos comunes con derecho a pensión, respectivamente. Cuando concurran hijos comunes con derecho a pensión del o la causante y adicionalmente existan hijos del o la causante con derecho a pensión, que no sean comunes con el o la contratante, el porcentaje de éste o ésta será el establecido en la letra b) anterior, aumentándose al porcentaje establecido en la letra a) anterior, en caso que tanto los hijos comunes como los no comunes, dejen de tener derecho a pensión.”


Puesta en votación esta letra a) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio.


Luego, la Comisión examinó la letra b) que modifica el inciso segundo del mencionado artículo 58. Su texto es el siguiente:



 “b) Intercálase en el inciso segundo entre las expresiones “cónyuge,” y “de madre”, la palabra “de contratante de un Acuerdo de Vida en Pareja,”. Asimismo, intercálase entre las expresiones “cónyuges,” y “de madres”, la palabra “de contratantes de un Acuerdo de Vida en Pareja,”.



Puesta en votación esta letra b),  fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio.

Seguidamente, la Comisión examinó la letra c), disposición que modifica el inciso final del mencionado artículo 58. Su texto es el siguiente:


“c) Reemplázase en la segunda oración del inciso final la expresión “la letra d) precedente” por “las letras d) o g) precedentes”.


Puesta en votación la letra c), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio.

A continuación, la Comisión examinó la modificación iv), disposición que modifica el inciso segundo del artículo 72 del mencionado decreto ley Nº 3.500, de 1980. Su texto es el siguiente:



“iv) Intercálase en el inciso segundo del artículo 72 a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “, ni al contratante de un Acuerdo de Vida en Pareja,”.



Puesta en votación esta modificación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio. Asimismo, se acordó suprimir en este inciso la mención a hijos “legítimos o naturales”, ya que ella contradice las normas vigentes sobre filiación.
A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a discusión la modificación v), disposición que modifica el inciso segundo del artículo 88 del mencionado decreto ley Nº 3.500, de 1980. Su texto es el siguiente:


“v) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 88 la expresión “del cónyuge” por “del o la cónyuge, el o la contratante de un Acuerdo de Vida en Pareja”.  Asimismo, reemplázase la expresión “cónyuge sobreviviente” por “cónyuge o contratante sobreviviente”.



Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señores Orpis y Walker, don Patricio.    


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, sometió a votación la siguiente enmienda  al artículo 92 M, del mencionado decreto ley. Su texto es el siguiente:



 “vi) Reemplázase en los incisos primero y tercero del artículo 92 M la palabra “cónyuge” cada vez que aparece en el texto por “cónyuge o contratante de un Acuerdo de Vida en Pareja”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio, aprobó esta modificación.

Artículo 17


A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación cada una de las enmiendas que se proponen a la ley N° 20. 255, que establece la reforma previsional.


En primer lugar, se consideró la modificación al artículo 4° de la mencionada ley. Su texto es el siguiente:

“Artículo 17.- Introdúcense en la ley Nº 20.255, de 2008, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece la reforma previsional, las siguientes modificaciones:


i) Reemplázase la letra a) del inciso primero del artículo 4° por la siguiente:


“a) Su cónyuge o contratante de un Acuerdo de Vida en Pareja;” 


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio, aprobó esta modificación.


A continuación, se puso en votación la enmienda que en el artículo 17 el Ejecutivo propone al artículo 34 de la ley N° 20.255. Su texto es el siguiente:


“ii) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 34º la expresión “del cónyuge” por “del o la cónyuge, el o la contratante de un Acuerdo de Vida en Pareja”. Asimismo, reemplázase la expresión “cónyuge sobreviviente” por “cónyuge o contratante sobreviviente”.



La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio, aprobó esta modificación.


Seguidamente, se puso en votación la enmienda propuesta por el Ejecutivo al artículo duodécimo transitorio de la ya referida ley


“iii) Agrégase en el artículo duodécimo transitorio el siguiente inciso final nuevo: 


“Lo dispuesto en la oración final del inciso primero no será aplicable a los contratantes de un Acuerdo de Vida en Pareja;”


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Orpis y Walker, don Patricio, aprobó esta modificación.

Artículo 18


Luego, el Presidente de la Comisión puso en votación el artículo 18 del proyecto de ley del Ejecutivo. Mediante esta disposición se introducen  dos modificaciones al Estatuto Administrativo de los Funcionarios Públicos.


El texto de este artículo es el siguiente:


“Artículo 18.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, las siguientes modificaciones:


(i) Reemplázase el artículo 114, por el siguiente:


“Artículo 114.- En caso de que un funcionario fallezca, el cónyuge sobreviviente tendrá derecho a percibir la remuneración que le correspondiere, hasta el último día del mes en que ocurriere el deceso. A falta de cónyuge, tal derecho corresponderá, en igual proporción, a cada uno de los hijos y a la persona con quien el funcionario haya mantenido un Acuerdo de Vida en Pareja vigente a la fecha de su muerte. Y, a falta de todos ellos, corresponderá a los padres.”.



(ii) Reemplázase el artículo 17 Transitorio, por el siguiente:


“Artículo 17.- En caso de que un funcionario con derecho a desahucio fallezca, el cónyuge sobreviviente tendrá derecho a percibir el desahucio que le correspondiere, si el funcionario se hubiere retirado a la fecha del fallecimiento. A falta de cónyuge, tal derecho corresponderá, en igual proporción, a cada uno de los hijos y a la persona con quien el funcionario haya mantenido un Acuerdo de Vida en Pareja vigente a la fecha de su muerte. Y, a falta de todos ellos, corresponderá a los padres. Si no existieren las personas indicadas, el derecho al desahucio integrará el haber de la herencia.”.


Al iniciarse el estudio de estas enmiendas, la profesora señora Lathrop señaló que como la Comisión ya había aprobado la indicación de la Honorable Senadora señora Alvear que dispone que los convivientes gozarán de los mismos derechos que corresponden al cónyuge sobreviviente, el artículo en discusión debiese ser rechazado, porque estaría cubierto por el artículo 9° de esta iniciativa. 


La Honorable Senadora señora Alvear destacó que si queda cubierto por la norma general aprobada, debiese rechazarse este precepto.


El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar sostuvo que no le queda claro que la propuesta de la Honorable Senadora Alvear se refiera a todos y cada uno de los casos que está discutiendo la Comisión. Agregó que si bien se señala en forma genérica que el conviviente concurrirá en igual proporción y tendrá los mismos derechos sucesorios que el cónyuge, se podría interpretar que aquella igualdad solo se refiere a los derechos que emanan del Código Civil y no a los que provienen de otro cuerpo legal.


Agregó que en el caso del artículo 18 no se están restringiendo los derechos del conviviente respecto al cónyuge sobreviviente.


La Honorable Senadora Pérez, doña Lily manifestó estar de acuerdo con lo planteado por el Ejecutivo. Estamos en presencia de normas distintas que deben ser votadas una a una. 


La profesora señora Lathrop expresó que en los casos en que se merman los derechos del conviviente sí debiese rechazarse la propuesta del Ejecutivo. 


Agregó que como en la indicación aprobada no se distingue entre Código Civil y otros cuerpos legales se debe entender que las leyes especiales quedan cubiertas por la disposición que aprobó la Comisión.


La Honorable Senadora Alvear propuso que la Comisión vote en contra dado que la indicación aprobada señala con claridad que rige para todas las normas de nuestra legislación.  



Puesta en votación la modificación propuesta en este artículo por el Ejecutivo, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio.
Artículo 19


A continuación, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación el artículo 19 del proyecto del Ejecutivo, disposición que modifica la ley N° 18.883, Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales. Su texto es el siguiente.


“Artículo 19.- Introdúcense en la ley Nº 18.883, de 1989, del Ministerio del Interior, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, las siguientes modificaciones:


(i) Reemplázase el artículo 113, por el siguiente:


“Artículo 113.- En caso de que un funcionario fallezca, el cónyuge sobreviviente tendrá derecho a percibir la remuneración que le correspondiere, hasta el último día del mes en que ocurriere el deceso. A falta de cónyuge, tal derecho corresponderá, en igual proporción, a cada uno de los hijos y a la persona con quien el funcionario haya mantenido un Acuerdo de Vida en Pareja vigente a la fecha de su muerte. Y, a falta de todos ellos, corresponderá a los padres.”.

(ii) Reemplázase el artículo 17 Transitorio, por el siguiente:


“Artículo 17.- En caso de que un funcionario con derecho a desahucio fallezca, el cónyuge sobreviviente tendrá derecho a percibir el desahucio que le correspondiere, si el funcionario se hubiere retirado a la fecha del fallecimiento. A falta de cónyuge, tal derecho corresponderá, en igual proporción, a cada uno de los hijos y a la persona con quien el funcionario haya mantenido un Acuerdo de Vida en Pareja vigente a la fecha de su muerte. Y, a falta de todos ellos, corresponderá a los padres. Si no existieren las personas indicadas, el derecho al desahucio integrará el haber de la herencia.”.

Luego de un breve intercambio de opiniones, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio, rechazó este artículo.


Hacemos presente, que la Comisión acordó dejar constancia que la presente norma fue rechazada porque lo que ella dispone se encuentra cubierto en el artículo 9° ya aprobado previamente por la Comisión, a instancia de la Honorable Senadora señora Alvear. 



El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar consideró que el derecho que se está consagrando en favor del contratante sobreviviente dice relación y guarda armonía con lo propuesto por el Ejecutivo.


La profesora señora Lathrop respaldó el acuerdo de la Comisión, pues indicó que la diferencia está en que si no existen las personas indicadas, a saber, el cónyuge sobreviviente, los hijos y los padres, el derecho al desahucio integra todo el haber de la herencia. Lo que propone el Ejecutivo es que a falta de las personas antes mencionadas la distribución sea diversa. 

Artículo 20


A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en discusión el artículo 20 del proyecto de ley del Ejecutivo. Mediante este precepto se introducen diversas enmiendas al Código de Procedimiento Civil. Su texto es el siguiente:


“Artículo 20.- Introdúcense al Código de Procedimiento Civil, las siguientes modificaciones:



(i) En el artículo 165, para agregar en su Nº 4 a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o de la persona con la que haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja”.


(ii) En el artículo 445, para agregar en su Nº 4 a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o de la persona con la que haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja”.


(iii) En el artículo 445, para agregar en su Nº 8 a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o la persona con la que haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja”.



Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y señor Walker, don Patricio.


La norma aprobada pasa a ser artículo 18.

Artículo 21


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, puso en votación el artículo 21 del proyecto de ley del Ejecutivo. Su texto es el siguiente:


“Artículo 21.- Introdúcense al Código Orgánico de Tribunales, las siguientes modificaciones:


(i) En el artículo 316, para agregar a continuación de la palabra “cónyuges” y la coma, la siguiente frase: “la persona con la que haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja,”.



(ii) En el artículo 479, para agregar a continuación de la palabra “cónyuge” y la coma, la siguiente frase: “la persona con la que haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja,”


Al iniciarse el estudio de este precepto se tuvo presente que en el oficio N° 140, de la Excma. Corte Suprema, ya citado precedentemente, el Máximo Tribunal señaló lo siguiente:


 “Ahora bien, el artículo 21 del proyecto introduce modificaciones expresas a los artículos 316 y 479 del aludido cuerpo legal, normas que consagran la prohibición de ejercer la abogacía tanto a los jueces como a los demás auxiliares de la administración de justicia, permitiendo excepcionalmente que puedan defender a personas con las que exista un vínculo matrimonial o de parentesco. En la modificación propuesta se incluye la posibilidad de asumir la defensa de la persona con la que se haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja, respecto del cual también se emite un parecer favorable.


Sexto: Que, finalmente, estima la Corte Suprema que sería recomendable incorporar de manera explícita la circunstancia de existir Acuerdo de Vida en Pareja vigente en las causales de implicancia contenidas en los numerales 2°, 6°, 7° y 9° del artículo 195 del Código Orgánico de Tribunales; y en las causales de recusación de los numerales 5°, 8° y 13° del artículo 196 del mismo cuerpo legal, que actualmente incluyen al cónyuge.”


La Comisión estimó que estas sugerencias de enmiendas debían ser consideradas durante el segundo trámite reglamentario, luego de la aprobación en general de esta iniciativa, oportunidad en que pueden ser formuladas como indicaciones a esta iniciativa de ley.


Resuelto lo anterior, aprobó sin enmiendas el artículo 21 del proyecto de ley del Ejecutivo. Sepronunciaron a favor los Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio.


La norma aprobada pasa a ser artículo 19

Artículo 22

A continuación, el señor Presidente de la Comisión puso en votación el artículo 22 del proyecto de ley del Ejecutivo. Su texto es el siguiente:


“Artículo 22.- Modifícase la ley Nº 20.000, de 2005, del Ministerio del Interior, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, en su artículo 30, para agregar a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o la persona con la que haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja,”.”


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio, aprobó este precepto.


La norma acordada pasa a ser artículo 20.

Artículo 23


Luego, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación el artículo 23 del proyecto del Ejecutivo, disposición que modifica la ley N° 20.340, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con el respaldo de los programas habitacionales estatales. Su texto es el siguiente:

“Artículo 23.- Modifícase la ley Nº 20.340, de 2009, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con el respaldo de los programas habitacionales estatales, para reemplazar su artículo 1º, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Cualquiera de los cónyuges, sin importar el régimen patrimonial del matrimonio, o de los contratantes de un Acuerdo de Vida en Pareja vigente, estará facultado para representar al cónyuge o contratante deudor en la ejecución de todos los actos y en la celebración de todos los contratos que procedan para renegociar, repactar o novar los créditos obtenidos para el financiamiento de las viviendas cuya adquisición o construcción haya sido financiada, en todo o en parte, por el Estado mediante sus programas habitacionales. Para estos efectos, no se requerirá la comparecencia del otro cónyuge o contratante del Acuerdo de Vida en Pareja, ni su autorización ni la de la justicia, para la constitución, reserva o extinción de hipotecas y gravámenes destinados a caucionar las obligaciones que se convengan en virtud de la renegociación, repactación o novación.”.”


La Honorable Senadora señora Pérez, doña Lily consideró muy relevante el artículo propuesto por el Ejecutivo y recordó que presentó un proyecto de ley, que actualmente es ley de la República, para que los deudores habitacionales que tienen una relación de convivencia puedan ser sujetos de programas de beneficios del Estado, sin necesidad que el hogar tenga la calidad de bien familiar.


La profesora señora Lathrop subrayó que como en el acuerdo de vida en pareja los convivientes pueden elegir el régimen patrimonial por el que se regirá, propuso que a continuación de la expresión “o de los contratantes de un acuerdo de vida en pareja vigente,” se agregue la frase: “sin importar el régimen patrimonial existente entre ellos”, eliminamdo la primera vez que aparece mencionado.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio y la Honorable Senadora señora Alvear adhirieron a lo sugerido por la profesora señora Lathrop.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio, aprobó este artículo con la enmienda indicada.


La norma acordada pasa a ser artículo 21. 

Artículo 24

Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión puso en votación el artículo 24 del Ejecutivo, precepto que introduce diversas modificaciones al Código Sanitario con el fin de adecuar sus normas a las diposiciones de la normativa que que crea el acuerdo de vida en pareja. Su texto es el siguiente:

“Artículo 24.- Introdúcense al Código Sanitario, las siguientes modificaciones:


(i) Reemplázase el artículo 140, por el siguiente:


“Artículo 140.- La obligación de dar sepultura a un cadáver recaerá sobre el cónyuge sobreviviente o sobre el pariente más próximo que estuviere en condición de sufragar los gastos o la persona con la que el difunto haya mantenido un Acuerdo de Vida en Pareja vigente al momento de su muerte.”.”



(ii) Reemplázase el inciso segundo del artículo 147, por el siguiente:



“Podrán ser destinados a los mismos fines cuando el cónyuge o, a falta de éste, los parientes en primer grado de consanguinidad en la línea recta o colateral o la persona con la que el difunto tuviere vigente un Acuerdo de Vida en Pareja al momento de su muerte no manifestaren su oposición dentro del plazo y en la forma que señale el reglamento.”.




(iii) Intercálase en el Artículo 148, a continuación de la frase “Código Civil”, la frase “o la persona con la que haya mantenido un Acuerdo de Vida en Pareja vigente al momento de su muerte,”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio, aprobó este artículo.


Esta disposición pasa a ser artículo 22.

Artículo 25 


Luego, el señor Presidente de la Comisión, puso en votación las enmiendas que se introducen al Código Penal con el fin de adecuarlo a las disposiciones que establecen el acuerdo de vida en paraje. Su texto es el siguiente:


“Artículo 25.- Introdúcense al Código Penal, las siguientes modificaciones:



(i) Modifícase el Nº 5 del Artículo 10, para agregar a continuación de la palabra “cónyuge” seguida de una coma, la siguiente frase: “de la persona con la que haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja,”.


(ii) Modifícase el Artículo 13, para agregar a continuación de la palabra “cónyuge” seguida de una coma, la siguiente frase: “la persona con la que haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja,”.


(iii) Modifícase el Artículo 17 inciso final, para agregar a continuación de la palabra “reconocidos”, seguida de una coma, la siguiente frase: “la persona con la que haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja”.


(iv) Modifícase el Artículo 32 bis Nº 2, para agregar a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “, la persona con la cual tuviere un Acuerdo de Vida en Pareja vigente”.


(v) Modifícase el Artículo 146 inciso segundo, para agregar a continuación de la palabra “cónyuges”, la siguiente frase: “, entre quienes hayan celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja que se encuentre vigente”.


(vi) Modifícase el inciso segundo del artículo 295 bis para agregar a continuación de la palabra “cónyuge” seguida de una coma, la frase “la persona con la que haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja,”.


(vii) Modifícase el Artículo 489, para agregar el siguiente Nº 6, nuevo:


6. Las personas que hayan celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja y éste se encuentre vigente.”


Al analizarse estas enmienda, la Honorable Senadora señora Pérez, doña Lily advirtió que la expresión “hijos o parientes ilegítimos”, utilizada en los artículos 13 y 17 del Código Penal, eran discordante con la nueva normativa de filiación, toda vez que dichos términos fue derogado el año 1999.


La profesora señora Lathrop manifestó que el Código Penal no ha sido adaptado a nuevas las normas de la filiación.


A partir de lo anterior, se acordó aprobar estas enmiendas al Código Penal y corregir los artículos 13 y 17 para modificar las referencias que en ellos se hace a pariente ilegítimos y a hijos naturales. Concurrieron a este acuerdo la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio. 


La norma acordada pasa a ser artículo 23.

Artículo 26


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión puso en votación el artículo 26 del proyecto de ley del Ejecutivo. Su texto es el siguiente:


“Artículo 26.- Introdúcense al Código Procesal Penal, las siguientes modificaciones:


(i) Modifícase el Artículo 116 para reemplazar en la letra a) la coma seguida de la conjunción “y”, por un punto final y agregar la siguiente letra b) nueva, pasando la actual letra b) a ser letra c):


“b) Las personas que hayan celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja y éste se encuentre vigente, a no ser por delito que uno hubiere cometido contra el otro o contra sus hijos, y”


(ii) Modifícase el Artículo 202 inciso segundo para agregar a continuación de la palabra “difunto”, la siguiente frase: “o de la persona con la que aquél haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja vigente al momento de su muerte”.



(iii) Modifícase el Artículo 357 inciso segundo, para agregar a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o de la persona con la que tuviere un Acuerdo de Vida en Pareja”.



(iv) Reemplázase el Artículo 474, por el siguiente:


“Artículo 474.- Plazo y titulares de la solicitud de revisión. La revisión de la sentencia firme podrá ser pedida, en cualquier tiempo, por el ministerio público, el condenado y su cónyuge o la persona con la que haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja y éste se encontrare vigente, así como los ascendientes, descendientes o hermanos de éste. Asimismo, podrá interponer tal solicitud quien hubiere cumplido su condena o sus herederos, cuando el condenado hubiere muerto y se tratare de rehabilitar su memoria.”.



La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio, aprobó con enmiendas de forma este artículo.


Esta disposición pasa a ser artículo 24

Artículo 27


Luego, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación las enmiendas que este proyecto introduce, en el artículo 27 del proyecto de ley del Ejecutivo, al Código del Trabajo. Su texto es el siguiente:

“Artículo 27.- Introdúcense al Código del Trabajo, las siguientes modificaciones:


(i) Reemplázase el inciso segundo del artículo 60, por el siguiente:


“El saldo, si lo hubiere, y las demás prestaciones pendientes a la fecha del fallecimiento se pagarán al cónyuge. A falta de éste, tal derecho corresponderá, en igual proporción, a cada uno de los hijos y a la persona con quien el trabajador haya mantenido un Acuerdo de Vida en Pareja vigente al momento de su muerte. Y, a falta de todos ellos, corresponderá a los padres.”.


Al iniciarse el estudio de esta enmienda, la Honorable Senadora señora Alvear manifestó que el artículo propuesto por el Ejecutivo contradice lo aprobado por la Comisión respecto a los derechos que le corresponden al conviviente de acuerdo de vida en pareja, en relación a los hijos. Agregó que la norma propuesta debe ser rechazada.



Puesto en votación esta parte del artículo 27 propuesto por el Ejecutivo fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio.


Para adoptar este acuerdo se tuvo en vista lo establecido en el artículo 9° aprobado precedentemente.


Enseguida, el señor Presidente de la Comisión puso en votación la segunda enmienda que el artículo 27 introduce al Código del Trabajo.Su texto es el siguiente:


“(ii) Modifícase el Artículo 66 inciso primero, para agregar a continuación de la palabra “cónyuge”, la frase “o de la persona con la que tuviere vigente un Acuerdo de Vida en Pareja a la fecha de su muerte”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentesaprobó esta modificación. Concurrieron a este acuerdo la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérz, doña Lily y señor Walker, don Patricio.


Como consecuencia de los acuerdos adoptados precedentemente, este precepto se consigna como artículo 25. Su texto es el siguiente: 


“Artículo 25.- Agrégase en el inciso primero del artículo 66 del Código del Trabajo, a continuación de la expresión “cónyuge,”, la frase “o de la persona con la que tuviere un acuerdo de vida en pareja a la fecha de su muerte,”.

Artículo 28

A continuación, el señor Presidente puso en votación el artículo 28 del proyecto de ley del Ejecutivo, disposición que modifica el artículo 8° del DFL. Nº 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del Código Civil; de la ley Nº 4.408, sobre Registro Civil, de la ley Nº 17.344, que autoriza cambio de nombres y apellidos, de la ley Nº 16.618, Ley de Menores, de la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, y de la ley Nº 16.271, de impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones, las siguientes modificaciones. Su texto es el siguiente:


“Artículo 28.- Introdúcense al artículo 8 del DFL. Nº 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del Código Civil; de la ley Nº 4.408, sobre Registro Civil, de la ley Nº 17.344, que autoriza cambio de nombres y apellidos, de la ley Nº 16.618, Ley de Menores, de la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, y de la ley Nº 16.271, de impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones, las siguientes modificaciones:


(i) Modifícase el inciso segundo del artículo 2º, para agregar a continuación de la palabra “de ellos” seguida de una coma, la siguiente frase: “o al contratante sobreviviente de un Acuerdo de Vida en Pareja vigente”.”


(ii) Modifícase el artículo 26 para agregar a continuación de la palabra “cónyuge” seguida de una coma, la siguiente frase: “para el contratante sobreviviente de un Acuerdo de Vida en Pareja vigente”.


Puesta en votación esta norma fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez y Walker, don Patricio.



La norma acordada pasa a ser artículo 26.

Artículo 29


A continuación, el señor Presidente puso en votación el artículo 29 que adecua la ley N° 18.314, al nuevo estatuto del acuerdo de vida en pareja. Su texto es el siguiente:


“Artículo 29.- Modifícase la ley Nº 18.314, de 1984, del Ministerio del Interior, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, en su artículo 15, para agregar a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o de la persona con la que haya celebrado un Acuerdo de Vida en Pareja”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señores Walker, don Patricio, aprobó este precepto, consignándola como nuevo artículo 27.

-.-.-


Luego, la Comisión consideró una indicación que presentaron los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, para agregar el siguiente artículo 30, nuevo, al proyecto:


“Artículo 30.- Reemplázase el numeral 1° del artículo 5° de la ley N°19.947, que establece nueva Ley de Matrimonio Civil, por el siguiente:


“1° Los que se hallaren ligados por vínculo matrimonial o acuerdo de vida en pareja no disuelto.”.


La Honorable Senadora Pérez, doña Lily consultó si el concepto “disolución” es el adecuado cuando se quiere describir el término de un acuerdo de vida en pareja.


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Urquizar señaló que el concepto que habría que utilizar sería “término” de conformidad al artículo 6° ya aprobado por la Comisión.


La profesora señora Lathrop destacó que la diferencia técnica entre terminación y disolución es que la primera es propia de los contratos y la segunda se utiliza en la nulidad de matrimonio.


A continuación, se planteó que si se aprueba esta propuesta, quiere decir que las personas que han celebrado un acuerdo de vida en pareja y quieren contraer matrimonio entre ellos, tendrían que previamente disolver el acuerdo y luego contraer matrimonio.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Mauricio Lob sostuvo que el artículo 1° del proyecto de ley, resuelve lo planteado por los Honorables Senadores señora Alvear y Walker, don Patricio.


En atención a lo señalado, los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, retiraron la indicación, en su calidad de coautores de ella.

-.-.-


A continuación, la Comisión trató las disposiciones transitorias contenidas en el proyecto de ley del Ejecutivo. Su texto es el siguiente:


“DISPOSICIONES TRANSITORIAS


“Artículo Primero Transitorio.- La presente ley comenzará a regir 90 días después de su publicación en el Diario Oficial.”



“Artículo Segundo Transitorio.- Las normas contenidas en los números iv), v) y vi) del artículo 16 y en el artículo 17 entrarán en vigencia el primer día del sexto mes posterior a la publicación de la presente ley. Por su parte, las normas contenidas en los números i) al iii) del artículo 17 de esta ley entrarán en vigencia el 1° de julio de 2014.”.


El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Pablo Urquizar sostuvo que el artículo segundo procura una aplicación gradual de determinadas disposiciones del proyecto.”



Puesto en votación ambos artículos transitorios fueron aprobados, con enmiendas de forma, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Alvear y Pérez, doña Lily y señor Walker, don Patricio.

.-.-.-


En conformidad con los acuerdos adoptados precedentemente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene a honra proponer la aprobación en general del siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DE LA EXISTENCIA Y TÉRMINO DEL ACUERDO DE VIDA EN PAREJA

Artículo 1°.- El Acuerdo de Vida en Pareja es un contrato celebrado entre dos personas con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común. 

El acuerdo generará entre las partes los derechos y obligaciones que establece la presente ley. 

La celebración del presente contrato conferirá a los contrayentes el estado civil de convivientes legales. 

Artículo 2º.- Solo podrán celebrar el acuerdo de vida en pareja las personas que sean mayores de edad y que tengan la libre administración de sus bienes.

No podrán celebrar este acuerdo entre sí los ascendientes y descendientes por consanguinidad, ni los colaterales por consanguinidad en el segundo grado.

Tampoco podrá celebrar el acuerdo aquella persona que esté sujeta a vínculo matrimonial o a un acuerdo de vida en pareja vigente.

Artículo 3º.- El acuerdo de vida en pareja será otorgado por escritura pública ante notario. Dicha escritura pública deberá contener, además de lo señalado en el artículo 405 del Código Orgánico de Tribunales, la declaración jurada de ambos contratantes respecto de no encontrarse ligados por vínculo matrimonial o un acuerdo de vida en pareja vigente.

Para los efectos de la suscripción de dicha escritura pública, regirá el beneficio establecido en el artículo 600 del Código Orgánico de Tribunales, cuando corresponda. 

Artículo 4º.- Asimismo, el acuerdo de vida en pareja podrá ser celebrado en el Registro Civil, ante el respectivo oficial, quien levantará acta de todo lo obrado, la que será firmada por él y por los contratantes.

En este acto, los contratantes deberán declarar respecto de no encontrase ligados por vínculo matrimonial o un acuerdo de vida en pareja vigente. 

Artículo 5º.- El acuerdo de vida en pareja solo tendrá existencia legal para las partes y terceros desde que el acta levantada por el oficial del Registro Civil o la escritura pública en la que conste el referido Acuerdo se inscriban en un registro especial que llevará el Servicio de Registro Civil e Identificación. El plazo para solicitar su inscripción será de diez días hábiles contado desde su otorgamiento, a petición de cualquiera de los contratantes.

Un reglamento suscrito por el Ministerio de Justicia determinará la forma en que se dará cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior.

Artículo 6º.- El acuerdo de vida en pareja terminará en cualquiera de los siguientes casos:

a. Por la muerte de uno de los contratantes; 

b. Por la muerte presunta de uno de los contratantes, de conformidad a las normas del Código Civil; 

c.- Por el matrimonio de los contratantes entre sí, cuando proceda, o de cualquiera de ellos con terceras personas;  

d. Por mutuo acuerdo de los contratantes, el cual deberá constar por escritura pública o acta otorgada ante el oficial del Registro Civil, dependiendo de la forma en que se haya celebrado el acuerdo de vida en pareja. 

e. Por voluntad unilateral de uno de los contratantes, la cual deberá constar por escritura pública o acta otorgada ante el oficial del Registro Civil, dependiendo de la forma en se haya celebrado el acuerdo de vida en pareja.

Copia de dicho acto deberá enviarse al otro contratante por carta certificada notarial, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde su otorgamiento. El no envío de la carta no afectará el término del acuerdo de vida en pareja, pero hará responsable al contratante negligente de los perjuicios que la ignorancia de dicho término pueda ocasionar al otro contratante. En todo caso, no podrá alegarse ignorancia transcurrido tres meses de efectuada la anotación marginal en el registro especial. 

f. Por declaración de nulidad del acuerdo. Será nulo el acuerdo que no reúna los requisitos establecidos en el artículo 2º, 3º y 4º de esta ley, sin perjuicio de lo establecido en el Título Vigésimo del Libro IV del Código Civil. La sentencia ejecutoriada en que se declare la nulidad del acuerdo de vida en pareja deberá subinscribirse al margen del registro a que se hace mención en el artículo 5º y no será oponible a terceros sino desde que esta subinscripción se verifique. 

El término del acuerdo de vida en pareja por las causales señaladas en las letras d y e, producirá efectos desde que la respectiva escritura pública o el acta otorgada ante el oficial del Registro Civil, según corresponda, se anote al margen de la inscripción del acuerdo de vida en pareja en el registro especial a que se hace mención en el artículo 5º. Un reglamento suscrito por el Ministerio de Justicia determinará la forma en que se dará cumplimiento a lo establecido en este artículo. 

TÍTULO II

DE LOS EFECTOS PATRIMONIALES DEL ACUERDO DE VIDA EN PAREJA

Artículo 7º.- Los contratantes del acuerdo de vida en pareja se deberán ayuda mutua y estarán obligados a solventar los gastos generados por su vida en común, de conformidad a sus facultades económicas y al régimen patrimonial que exista entre ellos. 

Artículo 8°. Ambas partes conservarán la propiedad, goce y administración de los bienes adquiridos a cualquier título antes del contrato y de los que adquieran durante la vigencia de éste, a menos que se sometan expresamente e irrevocablemente a las reglas que se establecen a continuación:

1ª. Los  bienes adquiridos a título oneroso durante la vigencia del acuerdo, se considerarán indivisos por mitades entre las partes, excepto los muebles de uso personal necesario de la parte que los ha adquirido.

2ª. Para efectos de esta ley, por fecha de adquisición de los bienes se entenderá aquélla en que el título haya sido otorgado.

3ª. Se aplicarán a la comunidad formada por los bienes a que se refiere este artículo las reglas del párrafo 3° del Título XXXIV del Libro IV del Código Civil. 

Artículo 9°.  Cada conviviente se mirará como legitimario del otro, y concurrirá en la herencia de la misma forma y gozarán de los mismos derechos que corresponden al cónyuge sobreviviente.

Serán aplicables a los convivientes las indignidades para suceder establecidas en el artículo 968 del Código Civil. 

Artículo 10. En caso de fallecimiento de un conviviente a consecuencia de un hecho ilícito de un tercero, el conviviente  sobreviviente tendrá legitimación activa para reclamar las indemnizaciones civiles derivadas de los perjuicios patrimoniales y morales a que haya lugar. 

Artículo 11.- Para los efectos del Régimen Público de Salud y del Sistema Privado de Salud, contemplado en el Libro II y III, respectivamente, del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, el acuerdo de vida en pareja acreditado en la forma establecida por la presente ley, permitirá a cualquiera de los contratantes ser carga del otro. 

TÍTULO III

DE LAS INHABILIDADES, INCOMPATIBILIDADES Y PROHIBICIONES A QUE DA LUGAR EL ACUERDO DE VIDA EN PAREJA

Artículo 12.- Toda inhabilidad, incompatibilidad o prohibición de carácter legal o reglamentario que se encuentre establecida respecto de los cónyuges, se hará extensiva, de pleno derecho, a los contratantes de acuerdo de vida en pareja. 

TÍTULO IV

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 13.- El término del acuerdo de vida en pareja pondrá fin a todas las obligaciones y derechos cuya titularidad y ejercicio deriven de la vigencia del contrato. 

Artículo 14. Deberá conocer de los asuntos a que dé lugar el acuerdo de vida en pareja el juez de familia competente. 

Artículo 15  Si como consecuencia de haberse dedicado al cuidado de los hijos o a las labores propias del hogar común, uno de los convivientes no pudo desarrollar una actividad remunerada o lucrativa durante la vigencia del acuerdo de vida en pareja, o lo hizo en menor medida de lo que podía y quería, tendrá derecho a que, cuando se produzca el término o se declare la nulidad del acuerdo, se le compense el menoscabo económico sufrido por esta causa.

Esta compensación se regulará y determinará en la forma dispuesta en los artículos 62 a 66 de la ley N° 19.947. 

TITULO FINAL

OTRAS MODIFICACIONES

Artículo 16.- Introdúcense en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece el nuevo sistema de pensiones, las siguientes modificaciones:

i) Intercálase en el inciso primero del artículo 5° entre las expresiones “sobreviviente,” y “los hijos”, la frase “el o la contratante sobreviviente de un acuerdo de vida en pareja vigente al momento de su fallecimiento,”. 

ii) Incorpórase el siguiente artículo 7° nuevo:

“Artículo 7º.- El o la contratante sobreviviente de un acuerdo de vida en pareja, para ser beneficiario o beneficiaria de pensión de sobrevivencia debe ser soltero, viudo o divorciado y haber suscrito un acuerdo de vida en pareja que se encuentre vigente al momento del fallecimiento del causante, a lo menos con un año de anterioridad a la fecha de su fallecimiento, o tres años si el acuerdo de vida en pareja se celebró siendo el o la causante pensionada de vejez o invalidez.

Las limitaciones relativas a la antigüedad del acuerdo de vida en pareja no se aplicarán si a la época del fallecimiento la contratante sobreviviente se encontrare embarazada o si quedaren hijos comunes.”.

iii) Modifícase el artículo 58 de la siguiente forma:

a) Agrégase la siguiente letra g), nueva, al inciso primero:

“g) quince por ciento para el o la contratante de un acuerdo de vida en pareja que cumpla los requisitos del artículo 7º, siempre que concurran hijos del o la causante con derecho a pensión, que no sean hijos comunes. Cuando no concurran dichos hijos o cuando éstos dejen de tener derecho a pensión, el porcentaje se elevará al mencionado en la letra a) o b) dependiendo de si no existen o existen hijos comunes con derecho a pensión, respectivamente. Cuando concurran hijos comunes con derecho a pensión del o la causante y adicionalmente existan hijos del o la causante con derecho a pensión, que no sean comunes con el o la contratante, el porcentaje de éste o ésta será el establecido en la letra b) anterior, aumentándose al porcentaje establecido en la letra a) anterior, en caso que tanto los hijos comunes como los no comunes, dejen de tener derecho a pensión.”.

b) Intercálase en el inciso segundo entre las expresiones “cónyuge,” y “de madre”, la palabra “de contratante de un acuerdo de vida en pareja,”. Asimismo, intercálase entre las expresiones “cónyuges,” y “de madres”, la palabra “de contratantes de un acuerdo de vida en pareja,”. 

c) Reemplázase en la segunda oración del inciso final la expresión “la letra d) precedente” por “las letras d) o g) precedentes”.

iv) Intercálase en el inciso segundo del artículo 72 a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “, ni al contratante de un acuerdo de vida en pareja,”. Asimismo, suprímese las expresiones “legítimos y naturales” que sigue a la voz “ hijos”.  
v) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 88 la expresión “del cónyuge” por “del o la cónyuge, el o la contratante de un acuerdo de vida en pareja,”.  Asimismo, reemplázase la expresión “cónyuge sobreviviente” por “cónyuge o contratante sobreviviente”. 

vi) Reemplázase en los incisos primero y tercero del artículo 92 M la palabra “cónyuge” cada vez que aparece en el texto por “cónyuge o contratante de un acuerdo de vida en pareja”. 

Artículo 17.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 20.255, de 2008, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece la reforma previsional:

i) Reemplázase la letra a) del inciso primero del artículo 4° por la siguiente:

“a) Su cónyuge o contratante de un acuerdo de vida en pareja;”.

ii) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 34 la expresión “del cónyuge” por “del o la cónyuge, el o la contratante de un acuerdo de vida en pareja”. Asimismo, reemplázase la expresión “cónyuge sobreviviente” por “cónyuge o contratante sobreviviente”. 

iii) Agrégase en el artículo duodécimo transitorio el siguiente inciso final nuevo: 

“Lo dispuesto en la oración final del inciso primero no será aplicable a los contratantes de un acuerdo de vida en pareja.”. 

Artículo 18.- Introdúcense al Código de Procedimiento Civil, las siguientes modificaciones:

i) Agrégase en el número 4° del 165, a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o de la persona con la que haya celebrado un acuerdo de vida en pareja”.

ii) Agrégase en el número 4º del artículo 445, a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o de la persona con la que haya celebrado un acuerdo de vida en pareja”. 

iii) Agrégase en el número 8º del artículo 445, a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o la persona con la que haya celebrado un acuerdo de vida en pareja”. 

Artículo 19.- Introdúcense al Código Orgánico de Tribunales, las siguientes modificaciones:

i) Agrégase en el artículo 316, a continuación de la expresión “cónyuges,”, la siguiente frase: “la persona con la que haya celebrado un acuerdo de vida en pareja,”. 

ii) Agrégase en el inciso primero del artículo 479, a continuación de la expresión “cónyuge,”, la siguiente frase: “de la persona con la que haya celebrado un acuerdo de vida en pareja,”.

Artículo 20.- Agrégase en el artículo 30 la ley Nº 20.000, de 2005, del Ministerio del Interior, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, a continuación de la expresión “cónyuge,”, la siguiente frase: “o la persona con la que haya celebrado un acuerdo de vida en pareja,”. 

Artículo 21.- Sustitúyese el artículo 1º de la ley Nº 20.340, de 2009, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que regula los actos y contratos que se pueden celebrar respecto de viviendas adquiridas con el respaldo de los programas habitacionales estatales, por el siguiente:

“Artículo 1°.- Cualquiera de los cónyuges o de los contratantes de un acuerdo de vida en pareja vigente, sin importar el régimen patrimonial existente entre ellos, estará facultado para representar al cónyuge o contratante deudor en la ejecución de todos los actos y en la celebración de todos los contratos que procedan para renegociar, repactar o novar los créditos obtenidos para el financiamiento de las viviendas cuya adquisición o construcción haya sido financiada, en todo o en parte, por el Estado mediante sus programas habitacionales. Para estos efectos, no se requerirá la comparecencia del otro cónyuge o contratante del acuerdo de vida en pareja, ni su autorización ni la de la justicia, para la constitución, reserva o extinción de hipotecas y gravámenes destinados a caucionar las obligaciones que se convengan en virtud de la renegociación, repactación o novación.”. 

Artículo 22.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Sanitario:

i) Reemplázase el artículo 140, por el siguiente:

“Artículo 140.- La obligación de dar sepultura a un cadáver recaerá sobre el cónyuge sobreviviente o sobre el pariente más próximo que estuviere en condición de sufragar los gastos o la persona con la que el difunto haya mantenido un acuerdo de vida en pareja vigente al momento de su muerte.”. 

ii) Reemplázase el inciso segundo del artículo 147, por el siguiente:

“Podrán ser destinados a los mismos fines cuando el cónyuge o, a falta de éste, los parientes en primer grado de consanguinidad en la línea recta o colateral o la persona con la que el difunto tuviere vigente un acuerdo de vida en pareja al momento de su muerte no manifestaren su oposición dentro del plazo y en la forma que señale el reglamento.”. 

iii) Intercálase en el artículo 148, a continuación de la frase “Código Civil”, la frase “o la persona con la que haya mantenido un acuerdo de vida en pareja vigente al momento de su muerte,”. 

Artículo 23.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

i) Agrégase en el número 5º del artículo 10, a continuación de la palabra “cónyuge” seguida de una coma, la siguiente frase: “de la persona con la que haya celebrado un acuerdo de vida en pareja,”. 

ii) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 13 por el siguiente:

“Ser el agraviado cónyuge, la persona con la que haya celebrado  un acuerdo de vida en pareja, pariente por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, padre o hijo del ofensor.” 

iii) Sustitúyese el inciso final del artículo 17 por el siguiente:

 “Están exentos de las penas impuestas a los encubridores los que lo sean de su cónyuge, de la persona con la que haya celebrado un acuerdo de vida en pareja, o de sus parientes por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, de sus padres o hijos de filiación no matrimonial, con la sola excepción de los que se hallaren comprendidos en el número 1° de este artículo.”.

iv) Modifícase el artículo 32 bis Nº 2a, para agregar a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “, la persona con la cual tuviere un acuerdo de vida en pareja vigente”. 

v) Modifícase el artículo 146 inciso segundo, para agregar a continuación de la palabra “cónyuges,”, la siguiente frase: “entre quienes hayan celebrado un acuerdo de vida en pareja que se encuentre vigente,”.

vi) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 295 bis por el siguiente:

“Quedará exento de las penas a que se refiere este artículo el cónyuge, la persona con la que haya celebrado un acuerdo de vida en pareja, los parientes por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, y el padre, hijo de filiación no matrimonial de alguno de los miembros de la asociación. Esta exención no se aplicará si se hubiere incurrido en la omisión, para facilitar a los integrantes de la asociación el aprovechamiento de los efectos del crimen o simple delito.”.

vii) Agrégase en el artículo 489, el siguiente Nº 6, nuevo:

“6°. Las personas que hayan celebrado un acuerdo de vida en pareja que se encuentre vigente.”.

Artículo 24.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:

i) Reemplázase en la letra a) del artículo 116 la coma (,) que sigue a la conjunción “y”, por un punto final y agrégase la siguiente letra b) nueva, pasando la actual letra b) a ser letra c):

“b) Las personas que hayan celebrado un acuerdo de vida en pareja  que se encuentre vigente, a no ser por delito que uno hubiere cometido contra el otro o contra sus hijos, y” 

ii) Agrégase en el inciso segundo del artículo 202, a continuación de la palabra “difunto”, la siguiente frase: “o de la persona con la que aquél haya celebrado un acuerdo de vida en pareja vigente al momento de su muerte”. 

iii) Agrégase en el inciso tercero del artículo 357, a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o de la persona con la que tuviere un acuerdo de vida en pareja”. 

iv) Reemplázase el artículo 474, por el siguiente:

“Artículo 474.- Plazo y titulares de la solicitud de revisión. La revisión de la sentencia firme podrá ser pedida, en cualquier tiempo, por el ministerio público, el condenado y su cónyuge o la persona con la que haya celebrado un acuerdo de vida en pareja que se encuentre vigente, así como los ascendientes, descendientes o hermanos de éste. Asimismo, podrá interponer tal solicitud quien hubiere cumplido su condena o sus herederos, cuando el condenado hubiere muerto y se tratare de rehabilitar su memoria.”. 

Artículo 25.- Agrégase en el inciso primero del artículo 66 del Código del Trabajo, a continuación de la expresión “cónyuge,”, la frase “o de la persona con la que tuviere un acuerdo de vida en pareja a la fecha de su muerte,”. 

Artículo 26.- Introdúcense al artículo 8° del DFL. Nº 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del Código Civil; de la ley Nº 4.408, sobre Registro Civil, de la ley Nº 17.344, que autoriza cambio de nombres y apellidos, de la ley Nº 16.618, Ley de Menores, de la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, y de la ley Nº 16.271, de impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones, las siguientes modificaciones:

i) Agrégase en el inciso segundo del artículo 2º, a continuación de la expresión “de ellos,”, la siguiente frase: “o al contratante sobreviviente de un acuerdo de vida en pareja vigente,”. 

ii) Agrégase en el inciso primero del artículo 26, a continuación de la expresión “cónyuge,” la siguiente frase: “para el contratante sobreviviente de un acuerdo de vida en pareja vigente,”. 

Artículo 27.- Agrégase en el inciso primero del artículo 15 de la ley Nº 18.314, de 1984, del Ministerio del Interior, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, a continuación de la palabra “cónyuge”, la siguiente frase: “o de la persona con la que haya celebrado un acuerdo de vida en pareja,”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero- La presente ley comenzará a regir noventa días después de su publicación en el Diario Oficial. 

Artículo Segundo.- Las normas contenidas en los números iv), v) y vi) del artículo 16 y en el artículo 17 entrarán en vigencia el primer día del sexto mes posterior a la publicación de la presente ley. Por su parte, las normas contenidas en los números i) al iii) del artículo 17 de esta ley entrarán en vigencia el primer día del octavo mes posterior a la publicación de la presente ley. “.”.

-.-.-


Acordado en sesiones celebradas los días 8, 15 y 22 de junio; 6 de julio; 31 de agosto; 28 de septiembre, y 19 de diciembre, todas del año 2011; el 19 de diciembre del año 2012; los días 2, 8 y 23 de enero; 10 de abril; 8 de mayo; 18 de junio; 1, 8 y 29 de julio; 28 de agosto; 11 de septiembre; 2, 16 y 29 de octubre; 6 y 25 de noviembre y 2 de diciembre, todas del año 2013, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta) (Ignacio Walker Prieto) y señores Alberto Espina Otero (Lily Pérez San Martin), Hernán Larraín Fernández (Presidente) (Jaime Orpis Bouchon), Carlos Larraín Peña (Carlos Ignacio Kuschel Silva), y Patricio Walker Prieto (Presidente).


Sala de la Comisión, a 11 de diciembre 2013.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES EN MATERIA DE AFECTACIONES DE UTILIDAD PÚBLICA DE LOS PLANES REGULADORES

(8828-14)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

.


Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.


A una o más de las sesiones en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier y Carlos Ignacio Kuschel, y el Honorable Diputado señor Patricio Hales.


Concurrieron, especialmente invitados, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Ministro, señor Rodrigo Pérez; el Subsecretario, señor Francisco Irarrázaval; el Jefe de la División Jurídica, señor Pablo Sepúlveda; el asesor urbanístico, señor José Ramón Ugarte, y los asesores, señorita Bernardita Zuloaga, y señores Carlos Pinto y Gonzalo Gazitúa. De la Contraloría General de la República, el Contralor, señor Ramiro Mendoza; el Contralor Regional de Valparaíso, señor Ricardo Provoste; el Jefe de la División de Infraestructura y Regulación, señor Osvaldo Vargas; la Jefe del Comité Vivienda y Urbanismo, señora Gabriela Soto y su abogado informante, señor Carlos Cifuentes, y el periodista José Miguel de la Fuente. Del Ministerio de Obras Públicas, el Jefe de la División Función Legal de la Fiscalía, señor Rodrigo Rieloff y el Coordinador Legislativo, señor Luis Hernán Granier. De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, los asesores señores Mauricio Cisternas y Álvaro Villanueva. De la Dirección de Presupuestos, el analista, señor Diego Soto. De la Asociación de Municipios de Chile, el Presidente, señor Felipe Guevara y la asesora urbana, señora Paulina Castillo. Del Colegio de Arquitectos, la Directora Nacional, señora Ximena Bórquez. De la Cámara Chilena de la Construcción, el Presidente de la Comisión de Urbanismo, señor Fernando Herrera; el Gerente de Vivienda y Urbanismo, señor Pablo Álvarez; el Coordinador Territorial, señor Tomás Riedel, y el abogado, señor Gonzalo Bustos. Los abogados, señores Jaime Ravinet y Gonzalo Cubillos. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia los asesores señores Alejandro Briceño, Sergio Guzmán, Pedro Pizarro y Luis Sánchez. De la Fundación Jaime Guzmán, la asesoras, señoritas Karina Fernández y Ericka Farías. Del Centro de Estudios Democracia y Comunidad, la asesora, señorita Marcela Cofré. De la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista, señora Verónica de la Paz. También estuvieron presentes los asesores de la Honorable Senadora señora Lily Pérez, señores Renato Rodríguez y Cristán Espinoza; el asesor del Honorable Senador señor Hosaín Sabag, señor Andrés Rojo, y el asesor del Honorable Senador señor Andrés Zaldívar, señor Ignacio Imas.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

 
Enmendar la Ley General de Urbanismo y Construcciones en lo referido a las declaratorias de utilidad pública de terrenos consultados en los planes reguladores, permitiendo que puedan establecer los trazados de los espacios públicos con carácter indefinido. Asimismo, se prescribe la obligación de compensar al propietario del terreno afecto cuando sufra un perjuicio por esta medida.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

 

Tienen rango orgánico constitucional: en el artículo 1°, numeral 1), que reemplaza el artículo 59 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, su inciso sexto, en virtud de lo señalado en los artículos 113 y 118 de la Constitución Política de la República, y el inciso séptimo, conforme al artículo 77 de la Carta Fundamental. También el artículo 2° permanente, según el referido artículo 118. Todos ellos, en relación con el artículo 66, inciso segundo, del mismo Texto Fundamental. 
Se hace presente que la Cámara de Diputados envió un oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto del texto que se propone, en cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 77 de la Carta Fundamental, y el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, toda vez que dicha iniciativa incide en las atribuciones de los tribunales de justicia.


 


Posteriormente, el Máximo Tribunal emitió su opinión respecto al proyecto de ley en estudio, mediante Oficio N° 93, de 4 de julio de 2013. 

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

2.- Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO





El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley manifiesta que aborda la materia relativa a las porciones de terrenos de dominio privado que por decisión de la autoridad se declaran “de utilidad pública”, es decir, que se destinan a calles, avenidas, plazas o parques por motivos de bien común. 

 



A) Antecedentes de la iniciativa: expresa que las declaratorias de utilidad pública contenidas en los planes reguladores han sido siempre asunto de estudio y de discusión, incluso antes de que Chile se convirtiera en una República.




Luego, el Mensaje reseña brevemente la historia de este tema.

 



A contar de la dictación del decreto con fuerza de ley N° 345, de 1931, los trazados viales y de espacios públicos quedaron bajo la tuición del Gobierno en las áreas rurales, mediante la ley de caminos, y de las municipalidades en las áreas urbanas, que deben tener sus planos de urbanización, ordenamiento que se mantiene hasta hoy. Añade que el mencionado cuerpo legal estableció los principios rectores de los trazados de las calles y de los espacios públicos, junto con declarar “de utilidad pública” las porciones de terrenos privados que quedaban dentro de dicho trazado, además de fijar el procedimiento para su incorporación al dominio nacional. Este decreto no contempló plazos de caducidad para las declaratorias de utilidad pública.

 



Acota que con posterioridad, el decreto con fuerza de ley N° 224, de 1953, Ley General de Construcciones y Urbanización, mantuvo el mismo sistema para fijar los trazados de las calles y espacios públicos, aunque incorporó la denominación de “Plano Regulador”, en lugar de Plano Oficial de Urbanización. Además, prescribió que las porciones de terrenos privados comprendidas dentro del trazado de dichas calles y espacios públicos quedaban declaradas “de utilidad pública”, con la prohibición de efectuar nuevas construcciones. Mantuvo también el procedimiento para la incorporación de los terrenos afectos a utilidad pública al dominio nacional. 

 



Indica que en 1976 se dictó el decreto con fuerza de ley N° 458, “Ley General de Urbanismo y Construcciones”, cuyo artículo 59 regula el tema en análisis.

 



La citada ley refundió en una sola disposición las materias sobre afectaciones de utilidad pública. Al respecto, el mencionado artículo 59 declara como tales todos los terrenos consultados en el plan regulador comunal, destinados a calles, plazas, parques u otros espacios de tránsito público, incluso sus ensanches, y aquellos destinados al equipamiento comunitario, tales como escuelas, hospitales, jardines infantiles, retenes de Carabineros y oficinas o instalaciones fiscales y municipales.
 



Agrega el precepto que en los terrenos afectos a la declaración de utilidad pública, y mientras se procede a su expropiación o adquisición, no podrá aumentar el volumen de las construcciones existentes a la fecha de aprobación del plan regulador.
 



Por su parte, la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones dispone en su artículo 2.2.1 que todo crecimiento urbano, tanto por extensión como por densificación, requerirá previamente de la dotación o incremento de la respectiva urbanización, en relación a la densidad que establezca el instrumento de planificación territorial respectivo. 
 



Añade que el artículo 2.2.2, del mismo decreto,  señala que para satisfacer las necesidades de áreas verdes, equipamiento y circulación que se generen por el crecimiento urbano, sea por extensión o por densificación, se cederán gratuitamente las superficies de terreno que resulten de la aplicación de los porcentajes indicados en las tablas correspondientes. 
 



Respecto de las superficies para circulación, es decir para espacio público, se establece una cesión gratuita obligatoria de hasta  el 30% del terreno propio. El deber de ceder la señalada porción de terreno afecta a utilidad pública, cuando se ejecutaba una nueva construcción, se mantuvo sin variaciones.
 



Precisa que en el año 2001 se dictó el decreto supremo N° 75, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, modificatorio de la Ordenanza, que sustituyó su artículo 2.2.1 por un texto que prescribe que se entiende por urbanización la ejecución o ampliación de las obras de infraestructura y ornato señaladas en el artículo 134 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que se desarrollen en el espacio público existente, al interior de un predio en las vías contempladas en un proyecto de loteo, o en el área del predio que estuviere afecta a utilidad pública por el instrumento de planificación territorial respectivo. 
 



Asimismo, el artículo 2.2.4 de la Ordenanza dispone que cuando se trate de proyectos acogidos a la ley Nº 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, cuyo predio esté afecto a utilidad pública por el referido instrumento, el propietario estará obligado a urbanizar y a ceder únicamente la superficie destinada a utilidad pública, con un máximo del 30% de su superficie.





Con el objeto de resolver los casos de terrenos que por muchos años se encontraban con declaratoria de utilidad pública por un plan regulador, situación que se estimaba injusta y perjudicial para los propietarios de estos inmuebles, que no podían aumentar el volumen de construcciones existentes ni recibir una indemnización a cambio del gravamen, se dictó la ley N° 19.939, actualmente vigente, que modificó de manera sustancial el concepto de la declaratoria de utilidad pública, reemplazando íntegramente el artículo 59 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.





En suma, esta disposición prescribe lo siguiente:





a) Las declaratorias de utilidad pública de los planes reguladores no serán indefinidas en el tiempo, sino que tendrán un plazo de vigencia.





b) Una vez cumplido dicho período, el alcalde respectivo deberá fijar las nuevas normas urbanísticas aplicables a las porciones de terreno que antes estaban declaradas de utilidad pública. Lo anterior en un plazo máximo de 6 meses, asignando al terreno las mismas normas de los terrenos aledaños.





c) Los plazos de caducidad serán de diez años para las vías expresas y de cinco años para el resto de las vías y los parques. (Lo anterior es aplicable solo a nuevos planes reguladores y no a los existentes, por efecto del artículo transitorio).





d) Los plazos de vigencia podrán prorrogarse, por una vez, solo en caso de las vías troncales y colectoras y de los parques de nivel intercomunal (no se incluyeron las vías expresas, las vías de servicio, las vías locales ni tampoco los parques comunales). Dicho aplazamiento deberá tramitarse mediante el procedimiento aplicable a las modificaciones de los planes reguladores.





e) Una vez caducada una declaratoria, el mismo terreno no podrá ser nuevamente afecto a utilidad pública.





f) Los planes reguladores no podrán declarar de utilidad pública terrenos ubicados en el área rural.


 


B) Efectos de la ley N° 19.939: el Mensaje subraya que comparte el motivo central por el cual se dictó la ley N°19.939, en cuanto a hacer valer el principio de que los bienes sociales deben ser de cargo de la sociedad en su conjunto y no solo de algunos particulares, especialmente teniendo presente que numerosas declaratorias de utilidad pública permanecían largos años vigentes sin que se materializara el ensanche o la apertura vial proyectados, y sin que el propietario del inmueble recibiera una compensación, cuando dicha situación había afectado negativamente el valor de la propiedad. Sin embargo, sostiene, la aplicación de la ley ha dejado en evidencia que varios de los supuestos que se tuvieron a la vista para su aprobación no tienen sustento en la realidad, ya sea total o parcialmente.
 



Aclara que la base fundamental fue que las declaratorias de utilidad pública siempre representaban una carga o gravamen para los propietarios de los predios afectos por el respectivo plan regulador, sin recibir compensación por dicha imposición.

 



La principal medida que se estableció en la ley para contrarrestar lo anterior fue fijar plazos de caducidad para todas las declaratorias de utilidad pública, bajo la hipótesis de que los organismos del Estado responsables de los planes reguladores, que gravaron terrenos para destinarlos a calles, avenidas, parques y demás espacios públicos, se verían obligados a una de dos acciones: la primera, evaluar en detalle la justificación de la medidas dispuestas en el respectivo plan, en orden a suprimir aquellas que no resultaren estrictamente imprescindibles; y la segunda, una vez resuelto lo anterior, proveer los recursos para expropiar las porciones de terrenos que cumplían la señalada condición de estricta necesidad.

 



No obstante lo anterior, los propietarios de los terrenos afectos a utilidad pública, en la mayoría de los casos, sí recibieron una compensación junto con el gravamen, en términos tales que los beneficios adquiridos por la declaratoria superaron ampliamente el costo de la limitación. 

 



Destaca que esto ocurre porque los planes reguladores, cuando se formulan o se modifican, prácticamente nunca dejan terrenos para utilidad pública como una acción individual, sino que lo hacen junto con otorgar nuevas normas urbanísticas, regla que permite al propietario disponer de su bien raíz de forma más amplia y diversa que antes de la formulación o modificación del plan. 

 



Agrega que el resultado patrimonial para el propietario es inmediato, ya que desde el mismo día en que se publica en el Diario Oficial el nuevo plan regulador o su modificación, se produce un cambio en la plusvalía del inmueble, debido a la disminución del valor de la porción que queda afecta, y al aumento del precio de la superficie no declarada de utilidad pública.

 



Pone de relieve que en la gran mayoría de los casos el balance es positivo para el propietario, por lo cual es indispensable reformular la disposición legal en términos de identificar con precisión el real problema, esto es, los casos en que efectivamente se produce una carga o gravamen sin la adecuada compensación, pero cuidando de no hacerlo respecto de quienes son beneficiados por el cambio de las condiciones urbanísticas.

 



Añade que tampoco resultó efectivo el supuesto de la misma ley sobre las acciones que debían desarrollar los organismos del Estado responsables de los planes reguladores, esto es, las municipalidades en el caso de los planes reguladores comunales y los Gobiernos Regionales, en el de los intercomunales.

 



Manifiesta que todos los instrumentos de planificación se formularon haciendo uso de dicha herramienta, estableciendo las áreas y las zonas en que se podrían levantar nuevas edificaciones, con un determinado tamaño y posibilidades de usos, teniendo en cuenta que estas construcciones se ejecutarían al mismo tiempo que los ensanches y las aperturas de calles, sin las cuales los sectores y barrios simplemente no podrían funcionar. 

 



En otras palabras, expresa, se trata de hechos inseparables que se dan sentido mutuamente, por lo que no resulta lógico suprimir uno de estos aspectos, como ha sido el resultado concreto de la ley N° 19.939, que con menos calles no solo sigue permitiendo los mismos edificios, sino que incluso mayores, dado que ahora se puede construir en la porción de terreno que estaba destinada al ensanche o a la apertura de la vía.

 



Indica que la fijación de plazos de caducidad tampoco se justifica en esta materia, ya que las ciudades son realidades que permanecen no solo por décadas sino por siglos, y su formación requiere largos períodos desde que se formula un “plan de ciudad” hasta que se materializa, lo que es imperioso “reservar” las porciones de terreno involucradas en los trazados de espacio público. 

 



Hace notar que la ley N° 19.939 no tenía base razonable -respecto del supuesto de expropiar terrenos afectos a utilidad pública-, puesto que la creación de los espacios públicos no se ha hecho por la expropiación de terrenos, que siempre ha sido un mecanismo de excepción. A modo de ejemplo, menciona que en las últimas décadas sólo se ha ocupado para la construcción de las autopistas o para algunos corredores de buses en Santiago, representando un porcentaje ínfimo de las superficies destinadas a espacio público en los Planes Reguladores. Agrega que las avenidas y las calles se han materializado cuando se construye en terrenos privados, que a cambio del derecho a edificar deben ceder gratuitamente las porciones destinadas a espacio público, junto con materializar la porción calle. 

 



En consecuencia, la hipótesis de que habría que expropiar en los breves plazos establecidos en la ley los terrenos afectos a utilidad pública de todas las comunas del país fue muy difícil de concretar.




Añade que el año 2009 el Ejecutivo envió al Parlamento un proyecto modificatorio de la Ley General de Urbanismo y Construcciones -en su artículo 59-, sobre la base de los problemas suscitados durante la aplicación de la ley anterior, especificando dos aspectos que debían ser subsanados: la dificultad de aplicar las prórrogas de las declaratoria y de actualizar los planes reguladores.

 



Recuerda que se argumentó en la época que ante el cumplimiento de los primeros plazos de caducidad -a contar del 14 de febrero de 2009-, se detectó que una gran cantidad de municipios deberían caducar las declaraciones, lo que produciría una compleja situación, particularmente respecto de aquellas vías que formaban parte de una propuesta de vialidad estructurante en el plan regulador de cada ciudad, y que no habían sido consolidadas a esa fecha. De concretarse el término de la declaratoria de utilidad pública, podría verse afectada la ejecución de los proyectos planificados.

 



Indica que, por tal motivo, el proyecto respectivo contempló inicialmente las siguientes modificaciones:




a) Definir un sistema de prórrogas, con procedimientos de declaración de utilidad pública en los instrumentos de planificación, simplificados para facilitar su aprobación.




b) Revisar la facultad de hacer una declaración de utilidad pública sobre un predio, una vez que ha caducado la afectación.




c) Incorporar una disposición transitoria para abordar la situación de aquellos instrumentos de planificación que no alcancen a realizar las prórrogas.
 



Expresa que la iniciativa legal sufrió enmiendas durante su tramitación, y en definitiva, la ley N° 20.331 se tradujo en un artículo único, que renovó la vigencia de las declaratorias de utilidad pública a que se refería el artículo transitorio de la ley N°19.939, por el plazo de un año,  es decir, hasta el 29 de enero de 2010. 

 


C) Objetivos del presente proyecto de ley: consecuente con lo anterior, observa que se trata de fijar un ordenamiento más completo y prolijo de estas materias, resolviendo aspectos importantes que requieren un análisis más profundo y que influyen significativamente en el desarrollo urbano de nuestras ciudades.




La iniciativa legal plantea los siguientes objetivos:
 



1.- En primer lugar, los planes reguladores pueden fijar, siguiendo la definición histórica, los espacios públicos como un concepto más amplio y necesario que el solo trazado de ciertos tipos de vías al interior de la ciudad.

 



De este modo, se podrán incorporar afectaciones de vías locales e incluso menores como pasajes, de gran importancia en el tejido urbano de los barrios, especialmente en casos de loteos o de conjuntos de viviendas sociales, donde la conectividad interna y con los sectores aledaños es un atributo indispensable para su integración.

 



2.- Aclarar la situación de las propiedades que quedan con una afectación de utilidad pública, en términos de que la prohibición de aumentar el volumen de una construcción existente antes del gravamen, se refiere solo a la parte de la edificación que se emplaza en el área del terreno que se encuentra con declaratoria y no a toda la superficie, especificando que en ningún caso impide la obtención de las autorizaciones para desarrollar cualquiera de las actividades que admite el respectivo plan regulador. 





3.- Acotar el ámbito de las afectaciones al concepto de compensación, en el sentido de que no se podrá provocar perjuicios económicos con las declaratorias a los propietarios de los inmuebles, considerando todas las normas urbanísticas que se establecen junto con ella.

 



Destaca el Mensaje que los casos de menoscabo son minoritarios, dado que las afectaciones de utilidad pública -salvo contadas excepciones-, se producen en el marco de una modificación o de la formulación de un plan regulador que, junto con fijarlas, determina condiciones urbanísticas nuevas para los terrenos, aumentando sus posibilidades de construcción o de usos de suelo, en términos que compensan más que adecuadamente el perjuicio de la sola declaratoria sobre una porción del predio.

 



Resalta que el presente proyecto de ley establece las medidas y las compensaciones que procederán en casos de perjuicio acreditado, abriendo distintas posibilidades para resolver la situación, buscando equilibrar el legítimo interés del particular con el bien público involucrado.
 



4.- Incorporar la facultad de efectuar trazados viales que quedarán con carácter de declaratoria de utilidad pública en todo el territorio que compete abarcar a los planes reguladores, incluida el área rural relacionada con los planes reguladores intercomunales; permitiendo fijar reservas viales para el desarrollo futuro de la ciudad o para las interconexiones entre distintos núcleos urbanos. 
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo inició su exposición resaltando que la forma en que se trazan las ciudades y se consolidan los espacios públicos constituyen aspectos centrales del urbanismo.

 



Indicó que desde el año 1931 y hasta febrero de 2004, las municipalidades debían tener un “Plano de Urbanización” o “Plano de Ciudad”, cuando la comuna tenía más de 8.000 habitantes. Junto a ello, se dispuso que: “En dicho plano se establecerá el trazado de la ciudad o población, con indicación de las calles, avenidas, plazas, parques y demás espacios públicos, cuyo ensanche, apertura o construcción se consideren necesario.”. Asimismo estableció que “Decláranse de utilidad pública las propiedades particulares que, en conformidad con el respectivo plano oficial de urbanización, quedaren comprendidos dentro de los trazados obligatorios de las nuevas vías y espacios públicos.”.





Destacó que los trazados de los planes reguladores se realizan de dos formas; la primera, mediante la cesión gratuita de las partes de los terrenos que están con declaratoria de utilidad pública cuando se ejecuta una construcción en el predio que tiene una parte afecta -lo que representa el 90% de los casos- y, en segundo término, por expropiación de un organismo público competente como el Ministerio de Obras Públicas (MOP), el SERVIU o la municipalidad, que equivale al 10% de las situaciones. Puso como ejemplos de esta última, el del MOP en los caminos públicos concesionados (autopistas); el del SERVIU, a solicitud del Gobierno Regional como en el Transantiago, o el de la municipalidad cuando existe urgencia social, que solo alcanza al 1%. Precisó que las municipalidades solo pueden expropiar -aunque casi nunca lo hacen-, las partes de los terrenos que están afectos a utilidad pública. 





Señaló que en el año 2004 se dictó la ley N° 19.939, vigente hasta hoy, para reemplazar el artículo 59 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones (LGUC). Este precepto declara de utilidad pública, por los plazos que se indican, los terrenos localizados en áreas urbanas y de extensión urbana consultados en los planes reguladores comunales e intercomunales destinados a vías expresas, troncales, colectoras, locales y de servicio y parques intercomunales y comunales, incluidos sus ensanches. Añade que vencidos dichos plazos, caducará automáticamente la declaratoria de utilidad pública y todos sus efectos. 

 



Junto con lo anterior, el actual artículo 59 dispone: 

 



1. Plazos de caducidad de 10 años para las vías expresas y parques intercomunales, y de 5 años para el resto. 

 



2. Las municipalidades pueden prorrogar dichos períodos por una sola vez, mediante el procedimiento de modificación de su plan regulador (a excepción de las vías expresas). 

 



3. Una vez caducada una declaratoria, el mismo terreno no podrá nunca más ser afectado de utilidad pública. 

 



4. Los alcaldes tienen un plazo de 6 meses para, mediante decreto alcaldicio, extender las normas del resto del predio a la parte que estaba afecta a utilidad pública, para que se pueda construir en ella.

 


 
A continuación, el señor Ministro ejemplificó la aplicación del citado artículo 59 en la Región Metropolitana, asegurando que:
 



- Sólo 6 de las 52 comunas de la mencionada Región -y 8 a nivel nacional- lograron prorrogar las vías de sus planes reguladores. Ninguna aprobó la extensión sobre los parques. Todos los parques intercomunales caducaron el 13 de febrero de 2010. 
 



- El Plan Regulador Metropolitano de Santiago prorrogó sus vías expresas y troncales -el 12 de febrero de 2010-, y tampoco pudo aprobar el aplazamiento para los parques. 

 



- La Contraloría General de la República dictaminó, con fecha 30 de septiembre de 2012, que todos los ensanches y aperturas de las vías expresas caducaron como declaratoria de utilidad pública el 13 de febrero de 2010. 

 



- Todos los ensanches y aperturas viales vigentes en el país caducarán el 13 de febrero de 2015 (a excepción de los nuevos planos reguladores, equivalente al 5% de las comunas). 





- La caducidad de las declaratorias corresponde a 352 tramos de vías metropolitanas (solo vías expresas y troncales), sin contar la extinción relativa a ensanches y a aperturas de vías colectoras, de servicio y locales.
 



- Dichos tramos involucran 2.103 hectáreas de terreno para aperturas y 922 hectáreas para ensanches. 

 



- El costo actual de tales terrenos es de 65.651.406 U.F. para aperturas y de 56.647.142 U.F. para ensanches (Fuente: SEREMINVU, Boletín Mercado Inmobiliario, SERVIU). 

 



- A nivel comunal, la situación es similar respecto de las vías colectoras, de servicio y locales. Los montos involucrados podrían ser semejantes. 





En consideración a estos antecedentes, el señor Ministro dijo que el proyecto de ley en estudio reemplaza el artículo 59 para declarar de utilidad pública los terrenos consultados en los planes reguladores comunales e intercomunales destinados a espacio público. 
 



Enfatizó que las declaratorias permanecerán vigentes en forma indefinida, y que se deberá compensar al propietario del terreno cuando se compruebe que el plan regulador, después de esta medida, disminuyó el valor del predio, considerando todas las normas urbanísticas aplicables al inmueble en relación a su situación anterior al gravamen, conforme a las reglas que establecerá la Ordenanza General. 
 



En caso de comprobarse perjuicio, la municipalidad o el Gobierno Regional, según corresponda, dentro de un plazo máximo de 2 años, deberá resarcir al propietario en la medida del perjuicio causado, mediante una de las siguientes acciones: 
 



a) Eliminar la declaratoria de utilidad pública, o disminuir el área afecta, asignando al predio o conjunto de predios las normas urbanísticas que correspondan ante la ausencia de la declaratoria o disminución del área de que se trate; 

 



b) Compensar a los propietarios mediante la modificación de las normas urbanísticas aplicables al predio o conjunto de predios; 

 



c) Pagar la compensación; o bien 

 



d) Iniciar el procedimiento de expropiación conforme a la ley de expropiaciones. 
 



Aclaró que la ley vuelve a afectar las porciones de terrenos cuya declaratoria había caducado según la ley anterior, pero ahora con un sistema de compensaciones en el evento de perjuicios. Asimismo, se exceptúan los casos de derechos adquiridos cuando exista un anteproyecto aprobado o un permiso de edificación. También se excluyen de la prohibición de construir en el área afecta a las viviendas y a las microempresas de hasta dos pisos. 




Por su parte, el señor Jaime Ravinet indicó que el Mensaje del proyecto de ley, en su exposición de motivos, hace una reseña histórica que tiene juicios de valor equivocados y que desconoce los efectos prácticos de las declaratorias de utilidad pública en los barrios urbanos consolidados.

 



Por ello, hizo algunas precisiones:

 



- En cuanto a la ley N° 19.939, acotó que su supuesto radicó en que las declaratorias de utilidad pública representaban una carga o un gravamen para los dueños de los predios afectados por el plan regulador, sin recibir una compensación a cambio. Planteó que esta afirmación es correcta, ya que las declaraciones -sin compensación de ningún tipo- han causado perjuicio a los propietarios, toda vez que sacan terrenos del comercio; además de contribuir al deterioro de barrios enteros. Citó como ejemplo lo ocurrido en la zona de Santiago Poniente, Balmaceda y Santa Isabel.
 



Enfatizó que el Estado siempre tiene la atribución de expropiar -por ejemplo, el MOP lo hizo, mediante decreto N° 2.186, de 1978-de modo que no sería veraz el ejemplo contenido en el Mensaje, en cuanto a que si el sector o zonas aledañas no tienen normativa, en el área liberada tampoco se puede construir.

 



Respecto del articulado del proyecto de ley, específicamente en relación a que las declaratorias de utilidad pública otorgarán el derecho de compensación cuando el propietario del terreno compruebe que le ocasionó un menor valor al inmueble, planteó que era imprescindible responder algunas interrogantes, tales como, qué es densificación, y qué ocurre cuando la afectación es para toda o para una parte importante de la propiedad.
 



Recordó que la Ordenanza General es un reglamento; por tanto, su remisión en la iniciativa legal -al disponer que en ella se fijarán los procedimientos simplificados para modificar las normas urbanísticas que se planteen como compensación a las afectaciones-, es inconstitucional.  Afirmó que la materia debe quedar establecida en el texto legal, y no en una norma de menor rango, como es la Ordenanza.
 



Destacó que la modificación de la ley N° 19.939 al artículo 59 cumplió con los siguientes objetivos:




1.- Lo armonizó con la Constitución Política de la República.




2.- Interpeló al planificador para un ejercicio responsable.




3.- Protegió el derecho de propiedad.




4.- No afectó la posibilidad que tiene el Estado de expropiar. Eventualmente la encareció, en la medida en que se consolida y se construye en el sector a expropiar.

 



El señor Ravinet concluyó que no obstante el enfoque equivocado del Mensaje, el texto del proyecto es rescatable siempre que se armonice con el artículo 19 N° 24° de la Carta Fundamental, respecto de las expropiaciones y de la función social de la propiedad.





También hizo ver las observaciones siguientes al artículo 59 que se propone:

 



 1.- La parte final del inciso primero es positiva, puesto que permite a cualquier persona conocer las porciones de terrenos que quedan afectas y que están detalladas en los planos seccionales.

 



2.- El inciso tercero no define qué es un proyecto de densificación, ni quién debe hacerlo; tampoco quién efectúa la comprobación en el plan regulador que fija la afectación, ya que ésta produce una disminución en el valor del predio. Puede ser el alcalde, el MINVU o los tribunales.

 



3.- Acerca del inciso cuarto, aseveró que la afectación debe ser notificada personalmente al propietario, a fin de que el plazo de 3 años sea válido para solicitar la compensación correspondiente.

 



4.- Sobre el inciso quinto, opinó que se es imprescindible aclarar quién es la “autoridad señalada” para resolver la solicitud de compensación, y recomendó disponer en el texto alguna fórmula que permita que el plazo de 90 días no se convierta en un lapso indefinido, mediante la solicitud de antecedentes adicionales por parte de las autoridades.
 



5.- En cuanto al inciso sexto, consideró que el plazo de tres años prescrito para que la municipalidad o el Gobierno Regional, en caso de comprobarse los perjuicios para el afectado, lleve a cabo algunas de las acciones allí indicadas, es muy extenso, y planteó dudas de constitucionalidad al respecto.
 



6.- Acerca del inciso noveno, señaló que la referencia a la Ordenanza para fijar el procedimiento simplificado para suprimir, modificar o reemplazar trazados de las afectaciones de utilidad pública sería inconstitucional, ya que el artículo 1° transitorio define como terrenos de espacio público a aquellos que figuren con tal destino en el respectivo instrumento de planificación territorial al 13 de febrero de 2004, aplicando la retroactividad. 





El señor Ravinet preguntó en qué queda el ejercicio y la reflexión del planificador urbano, incluso sin los "seccionales" que detallan el trazado; cómo se defienden los propietarios ante esto, y si es posible derogar una ley con efecto retroactivo como si nunca hubiese existido.




El Honorable Senador señor Sabag sostuvo que la ley N° 19.939 puso término a la injusticia que se producía al declarar un bien de utilidad pública en forma indefinida, lo cual, en la práctica, era una verdadera expropiación sin pago. Preguntó para qué se requiere la normativa en discusión, si existe una ley de expropiaciones.





El señor Ravinet explicó que dicha ley surge debido al efecto negativo que generó la figura de la declaración de utilidad pública en los centros consolidados de las ciudades. Agregó que, por ejemplo, se gravaron extensas áreas de la Región Metropolitana, en circunstancias de que las municipalidades y el MOP no tenían recursos para pagar las expropiaciones, ocasionando graves perjuicios a los propietarios. 





Recordó que el actual artículo 59 de la LGUC reunió en su tramitación legislativa gran consenso político. Se puso un límite al congelamiento de los terrenos producto de la declaratoria de utilidad pública, al fijar un plazo determinado, lo que brindó mayor certidumbre a esta afectación, además de interpelar a los planificadores urbanos a realizar una urbanización responsable.





Agregó el mencionado precepto protege la propiedad manteniendo su función social





Reiteró su disconformidad con los fundamentos del Mensaje; algunos, según su parecer, reñidos incluso con la Constitución Política, como ciertas atribuciones que se le entregan al MINVU y la retroactividad contemplada en los artículos transitorios para definir qué se entiende por terrenos destinados al espacio público. 





Sin embargo, puso de relieve que la iniciativa en estudio persigue solucionar el problema de la falta de recursos de los municipios y la escasa conciencia sobre planificación urbana, estableciéndose una justa compensación para los afectados, lo que es muy positivo.





Añadió que el proyecto de ley constituye un aporte al urbanismo siempre y cuando se salven las dudas de constitucionalidad y se perfeccione el articulado respecto a los plazos y al procedimiento que se dispone para modificar trazados de las declaratorias de utilidad pública, ya que los preceptos son muy favorables para el Estado, pero no para los particulares afectados.





El Honorable Senador señor Tuma opinó que el rol planificador estatal requiere herramientas concretas para llevarse a cabo, pero sostuvo que debe hacerse con prudencia y con equilibrio entre el derecho de la sociedad -representada por el Estado- y el derecho de propiedad de las personas. Es imprescindible, dijo, evitar la posición abusiva del más poderoso, que provoque una judicialización del proceso.





En consecuencia, Su Señoría estimó que el proyecto de ley requiere ser perfeccionado, con el objeto de prevenir arbitrariedades en el proceso de declaración de utilidad pública.





El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que esta iniciativa representa una paradoja del Gobierno actual, además de ser extemporánea e inconstitucional. Agregó que se pretende utilizar al Parlamento para subsanar las ineficiencias de otros organismos públicos en la materia en análisis.





El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo indicó que siempre existe la posibilidad de enmendar los errores cometidos. Destacó que para elaborar el proyecto de ley se analizó la situación actual y los problemas de las familias propietarias de un bien declarado de utilidad pública. Resaltó que la iniciativa permite a los dueños de los inmuebles de hasta dos pisos seguir utilizándolos, conforme al inciso final del artículo 59 propuesto.





Aseveró que las afectaciones no siempre significan un perjuicio patrimonial; por ello, el proyecto considera cuatro formas de compensación. Llamó a tener en cuenta que la modificación legal anterior no tuvo efectos por la falta de recursos de los municipios.





Agregó que se trata de un tema preocupante, ya que la declaración de utilidad pública es necesaria para el desarrollo ciudadano. Reconoció que este gravamen requiere de una adecuada y justa compensación; sin embargo el Estado no dispone de todos los recursos para expropiar los bienes afectos.





Reiteró que la iniciativa es relevante, porque los plazos del actual artículo 59 ya se cumplieron o están próximos a extinguirse, luego de lo cual caducará automáticamente la declaratoria de utilidad pública y, una vez ocurrido esto, nunca más el predio podrá ser gravado por el mismo concepto. 

 



Expuso que con la legislación vigente las declaratorias de los parques intercomunales de Santiago caducaron el 13 de septiembre de 2010. Hizo ver las consecuencias de esta realidad, que compromete vías metropolitanas, terrenos para aperturas y ensanches y vías colectoras a nivel local, entre otras, todo lo cual obstaculizará gravemente los proyectos de planificación urbana.





El señor Ravinet insistió en la idea de una planificación urbana responsable, ya que a su juicio nada cuesta a la autoridad declarar un bien como de utilidad pública, sin considerar las consecuencias para el dueño del inmueble. Acotó que la iniciativa es perfectible, ajustándola a la Carta Fundamental y al respeto del derecho de propiedad, a fin de tener el debido cuidado antes de ejercer esta atribución.





El Honorable Senador señor Pérez Varela expresó que eran previsibles las consecuencias que traería la aplicación del  actual artículo 59 de la LGUC; no obstante, afirmó que es importante resolver el tema para contar con una adecuada planificación urbana de las ciudades.





El Honorable Senador señor Letelier aseguró que existen los instrumentos de planificación urbana para solucionar el problema, recordando también la herramienta legal de la expropiación, aunque los municipios no asuman su responsabilidad en este ámbito.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Ugarte, aclaró que el 90% de los espacios públicos se generan en las ciudades por proyectos de construcción, y solo un 10% por iniciativa estatal. Asimismo, dijo, no todo se hace por expropiación, que opera solamente en casos puntuales, como por ejemplo, en las vías concesionadas del MOP.





Añadió que la redacción del actual artículo 59 permite que a la zona declarada de utilidad pública se le apliquen las mismas normas urbanísticas del terreno aledaño; por ello, si éste último está destinado a la construcción de edificios, será mucho más caro expropiar el terreno afectado.





Llamó a buscar un equilibrio entre el bien común y el derecho de propiedad.





Planteó que la última redacción del artículo 59 no es la adecuada, considerando los plazos de caducidad contemplados. Recordó que en materia de afectaciones de utilidad pública no se produce perjuicio a los particulares en la mayoría de los casos, salvo la prohibición de aumentar el volumen de las construcciones. Finalmente indicó que los municipios y los Gobiernos Regionales no hicieron bien su tarea, y solo ocho municipalidades efectuaron las prórrogas correspondientes de las declaratorias respectivas, al amparo de la legislación vigente.





El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo, Regional y Administrativo (SUBDERE), señor Mauricio Cisternas, destacó la situación actual de las afectaciones de utilidad pública, respecto de las cuales el artículo 59 de la LGUC dispone un plazo de caducidad de 10 años para las vías expresas, y de 5 años para las vías troncales, colectores y parques intercomunales y comunales. Añadió que dichos lapsos pueden ser prorrogados por las municipalidades -por una sola vez-, mediante el procedimiento de modificación del plan regulador, excepto para las vías expresas; resaltando que su vencimiento impide que el mismo inmueble pueda ser declarado de utilidad pública nuevamente.

 



Recordó que los alcaldes, dentro de un período de 6 meses, pueden fijar la nueva normativa urbanística aplicable a dichas áreas y extender la regulación del predio no afecto a la parte declarada de utilidad pública, para que se pueda construir en ella.

 

 

Connotó que el artículo 59 del proyecto de ley declara de utilidad pública los terrenos consultados en los planes reguladores comunales e intercomunales destinados a vialidad, parques, plazas, plazoletas y demás espacios públicos. Asimismo, el precepto agrega que en la parte de los terrenos afecta a la fecha de la declaratoria, no se podrá construir ni aumentar el volumen de las edificaciones, exceptuando el caso de ampliaciones de viviendas o microempresas de hasta 2 pisos de altura, existentes a la entrada en vigencia de un nuevo plan regulador
 



Respecto de los predios en que no es posible desarrollar un proyecto de densificación, si se comprueba que la afectación en el plan regulador produce una disminución en el valor del terreno, se compensará al propietario. Para ello, se deberán considerar todas las normas urbanísticas aplicables a la propiedad en la situación actual, en comparación con su estado anterior a la afectación.




Explicó que el propietario deberá solicitar la compensación acompañando los antecedentes comprobatorios ante la municipalidad o el Gobierno Regional que fijó la declaratoria, dentro del plazo de 3 años desde su vigencia, quienes a su vez, resolverán la solicitud en 90 días.

 


En cuanto a las acciones compensatorias, manifestó que si se comprueba el perjuicio, la municipalidad o el Gobierno Regional deberán llevar a cabo una o más de las siguientes acciones:




- Eliminar la declaratoria de utilidad pública o modificar el área afecta, asignando al terreno las normas urbanísticas que correspondan con dicho cambio o supresión.




- Compensar a los propietarios mediante la modificación de las normas urbanísticas aplicables al predio o conjunto de predios.




- Pagar la compensación.




- Iniciar el procedimiento de expropiación.

 


Puso de relieve que en caso de disconformidad con la acción compensatoria, el propietario podrá recurrir judicialmente, dentro de los 90 días siguientes a su notificación, para solicitar que se declare insuficiente la compensación resuelta por la autoridad y se fije, en definitiva, el monto a pagar, para lo cual se aplicará el procedimiento del decreto ley N° 2.186, de 1978, que aprueba la Ley Orgánica del Procedimiento de Expropiaciones.



Seguidamente, aludió a otras enmiendas contenidas en la iniciativa, entre ellas, la que señala que para la obtención de las autorizaciones o permisos de edificación no será impedimento que una parte del predio se encuentre afecta a utilidad pública. Hoy, la regla general es que en esos terrenos no pueden ejecutarse nuevas construcciones, y si estuvieren edificados, no se permite reconstruir los inmuebles, alterarlos o repararlos. La iniciativa acota, de este modo, las consecuencias de la declaratoria.

 



Hizo notar que, además, se faculta a la Dirección de Obras Municipales para autorizar la reconstrucción parcial o la alteración de edificaciones en las franjas afectas a utilidad pública. Asimismo, en los antejardines determinados en los planes reguladores solo podrán efectuarse las construcciones que estén expresamente admitidas en la Ordenanza General o en las ordenanzas locales. Sin perjuicio de lo anterior, se concede a dicho Órgano Comunal la atribución de autorizar construcciones provisorias hasta por 3 años, bajo las condiciones que se establezcan en el respectivo permiso. Para la ampliación de dicho plazo o para una nueva autorización, se requerirá la conformidad previa del Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo. Aclaró que actualmente esto se puede realizar por una sola vez, por lo que el proyecto en discusión flexibiliza el sistema.
 



Precisó que se modifica también la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, manteniendo la regla general de que la adquisición de bienes por parte de los municipios se rige por las normas del derecho común. Sin embargo, para materializar los espacios públicos contemplados en el plan regulador comunal, estarán facultadas para adquirir bienes raíces por expropiación. 

 



En cuanto a los artículos transitorios, manifestó que se aclara el concepto de “espacio público”, incluyendo los distintos tipos de vías, parques y plazas que hoy ya están graficados en los planes reguladores.
 



Sobre la protección de derechos adquiridos, planteó que las referidas normas establecen que la aplicación de la ley no afectará los anteproyectos aprobados o los permisos otorgados, excluyendo también los permisos para construcciones sobre terrenos con declaratoria de utilidad pública caducada.

 



Finalmente, indicó que el MINVU proveerá gratuitamente la planimetría necesaria a las municipalidades para confeccionar planos seccionales, y que las Secretarías Regionales Ministeriales les brindarán el apoyo técnico que requieran.




El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (SUBDERE), señor Álvaro Villanueva, resaltó que el proyecto de ley se orienta a la descentralización de las decisiones, al entregar a los Gobiernos Regionales y a las municipalidades la determinación de las declaratorias respectivas y la resolución de las solicitudes de compensación impetradas por los particulares que se sientan perjudicados por ellas.





El Honorable Senador señor Sabag destacó que la antigua legislación de afectación delegaba en el municipio la facultad de declarar un bien como de utilidad pública, sin disponer plazos que dieran certeza jurídica a los propietarios, los cuales, a pesar de ser perjudicados, no recibían compensación alguna. Luego, se fijó un período de duración para estas declaraciones, equilibrando el rol social de la propiedad con la protección del derecho de dominio de sus dueños.





Por la vía de la expropiación, sostuvo, es posible materializar una serie de obras de utilidad pública, considerando un procedimiento breve que fije el valor del predio afectado, otorgando garantías al particular y al Estado. Llamó a dictar una ley clara en esta materia, que sea justa y equitativa.





El asesor de la SUBDERE, señor Mauricio Cisternas, afirmó que el proyecto de ley en estudio pone término a las situaciones de incertidumbre y a la falta de certeza aludidas por el Honorable Senador señor Sabag.





Resaltó que la declaración de utilidad pública sólo será aplicable a la parte del predio afecta y que el propietario, en el plazo de 3 años desde que se adoptó la medida, podrá solicitar alguna de las opciones de compensación que se describen, entregándole atribuciones en el correspondiente proceso.





En materia de financiamiento, hizo notar que la mayoría de las obras de utilidad pública se construyen con recursos provenientes del Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR), cuyo monto ha ido creciendo en los últimos años.

 



Expuso que el Ejecutivo también ha generado fondos adicionales para los municipios, como la distribución anual de recursos destinados a la compensación de predios exentos -por la vía de una asignación en la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida de la SUBDERE-, para paliar, en parte, la merma sufrida en virtud de las exenciones tributarias por concepto de contribuciones, que favorecen a ciertos predios. Este fondo se distribuye entre los gobiernos locales mediante una fórmula matemática, según la cantidad de propiedades favorecidas por la exención en cada comuna.





El Honorable Senador señor Tuma solicitó información respecto de la distribución de este fondo a nivel municipal y también sobre el reparto del Fondo de Incentivo al Mejoramiento Municipal, que está enfocado al 50% de las comunas con indicadores de gestión superiores.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Ugarte, reiteró que la iniciativa se basa en el principio de que no todas las declaratorias de utilidad pública generan perjuicios al propietario y al terreno afectado. Recordó que los trazados de los planes reguladores no responden a acciones individuales, ya que los ensanches de calles y las aperturas se acompañan de una nueva normativa urbanística.





Citó el ejemplo de un barrio residencial con viviendas de dos pisos, que al ser declarado de utilidad pública es compensado con el permiso para construir en ese terreno edificios de siete pisos, o bien, obtiene el destino comercial para el primer piso de las viviendas. Junto a ello, habrá que construir calles más anchas, considerando que estas modificaciones traerán una mayor concentración de gente en esas zonas.





Ante esto, acotó, el propietario mal puede decir que ha sido perjudicado por la declaratoria de utilidad pública, ya que se verá favorecido por las medidas de compensación que se aplicarán a la totalidad del predio y no solamente a la parte declarada de utilidad pública. El dueño que opte por este sistema, no podría pretender, además, percibir una indemnización.





El Honorable Senador señor Tuma consultó qué ocurrirá con las propiedades que cuentan con una declaratoria de utilidad pública vencida, a lo que el asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que se actualizarán de inmediato a la fecha de publicación de la ley. A contar de ese día el propietario tendrá un plazo de 3 años para acreditar algún perjuicio y solicitar una compensación, conforme a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio del proyecto de ley. Aclaró que la iniciativa reconoce los derechos adquiridos en este tipo de situaciones; es por ello que si el particular construyó en el predio afectado se le deberá expropiar dicha edificación.





Su Señoría también preguntó sobre la diferencia que existe entre los conceptos “espacio de utilidad pública” y “espacios para áreas verdes”.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo contestó que los primeros, una vez declarados como tales, se convierten en bienes nacionales de uso público, en tanto que el área verde, según la Ordenanza de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, corresponde a una superficie de terreno destinada preferentemente al esparcimiento o a la circulación peatonal, conformada generalmente por especies vegetales y otros elementos complementarios.




En una sesión posterior, el señor Contralor General de la República, antes de entrar al fondo del proyecto de ley, se refirió a algunas cuestiones previas, destacando las dificultades que ha habido en la aplicación del artículo 59 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones (LGUC), modificado por la ley N° 19.939, que estableció la caducidad de las declaratorias de utilidad pública contenida en los planes reguladores. 
 



Señaló que el precepto original, al prescribir una declaratoria indefinida en el tiempo, constituía un gravamen prohibitivo para los propietarios, lo que originó una serie de reclamos ante el Organismo Fiscalizador, ya que se veían impedidos, por ejemplo, de disponer de su terreno como garantía para un crédito, ante la negativa de los bancos a aceptar un bien raíz de tales características.





Añadió que, conforme al texto actual del artículo 59, una vez vencidos los plazos de caducidad el mismo predio no puede nuevamente ser declarado de utilidad pública. Destacó que los municipios y demás organismos públicos hicieron lo posible por hacer las expropiaciones derivadas de declaratorias, pero la falta de recursos impidió su materialización.





Como consecuencia de lo anterior, subrayó que las declaratorias comenzaron a caducar y los propietarios afectados, por su parte, a solicitar la libertad de uso de sus predios.





Recordó que la ley N° 20.331 prorrogó los plazos de caducidad de la ley N° 19.939, pero que también éstos ya se extinguieron o están próximos a vencer y, por tanto, van terminando las afectaciones y los instrumentos de planificación territorial han quedado sin norma en esta materia.





Puso de relieve que la iniciativa en estudio pretende volver a la situación anterior a la ley N° 19.939, en el sentido de que las declaratorias no siempre implican un perjuicio para el propietario.





Recordó una serie de dictámenes de la Contraloría General emitidos, principalmente, por reclamos de particulares, relativos a la aplicación del artículo 59 respecto de vías colectoras, vías expresas y parques comunales, entre otros:





Dictámenes en los cuales se ha manifestado que la DUP se encuentra vigente:

 



Relativos a vías troncales:

 



• Dictamen N° 42.245, de 2011.- Ensanche de la Avenida Brasil, en la comuna de Santiago.

 



• Dictamen N° 68.445, de 2011.- Ensanche de la Avenida Santa Isabel, en la comuna de Santiago.

 



• Dictamen N° 78.300, de 2011.- Ensanche de la Avenida Tobalaba y Sánchez Fontecilla, en la comuna de La   Florida.

 



• Dictamen N° 15.569, de 2012.- Consulta por la calle Camino La Posada, en la comuna de Las Condes.

 



• Dictamen N° 40.950, de 2012.- Consulta por la vía Sergio Valdovinos, en la comuna de Quinta Normal.

 



• Dictamen N° 8.468, de 2013.-  Consulta por la calle Cinco de Abril, en la comuna de Maipú.

 



• Dictamen N° 17.483, de 2011.- Ensanche de la Avenida Tarapacá, en la comuna de Santiago.

 



• Dictamen N° 46.035, de 2013.- Vías Las Esteras y Costaneras Ferrocarril al Norte, en la comuna de Quilicura.
 



Dictámenes en los cuales se ha manifestado que la DUP ha caducado:




Relativos a vías expresas:

 



• Dictamen N° 61.892, de 2011.- Ensanche de la faja de 200 metros correspondiente a la ruta 68.

 



• Dictamen N° 16.845, de 2012.- Proyección de la Avenida Paseo Andino, en la comuna de Las Condes.

 



• Dictamen N° 59.262, de 2012.- Ensanche de la Avenida Las Condes, en la comuna de Vitacura.

 



• Dictamen N° 43.576, de 2013.- Vía Paseo Pie Andino, en la comuna de Las Condes.
Relativos a  parques comunales: 

 



• Dictamen N° 50.533, de 2011.- Parque, en la comuna de Las Condes.

 



• Dictamen N° 36.869, de 2013.- Parque La Salle, en la comuna de La Florida.
 



-Relativos a vías colectoras:

 



• Dictamen N° 50.467, de 2011.- Sobre la prolongación de la calle Rosas, en la comuna de Santiago.

 



• Dictamen N° 44.871 de 2013.- Consulta por la vía Calle Nueva, en la comuna de Lo Barnechea.




Por su parte, la Jefa del Comité de Vivienda y Urbanismo de la Contraloría General de la Republica, resaltó, como temas de interés de la iniciativa en discusión, la duración ilimitada de las declaratorias de utilidad pública; la amplitud de los terrenos afectos y el concepto de espacio público; el rol de los planos seccionales; las compensaciones a los propietarios que sufren perjuicios por las declaratorias, y la posibilidad de construir en terrenos afectos a utilidad pública, con el consecuente aumento del costo de la expropiación.

 



Asimismo, hizo notar que la regulación de los procedimientos correspondientes se entrega a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, en circunstancias de que el proyecto de ley debería contener, al menos, los aspectos esenciales de los mismos.




Expresó que la iniciativa retrotrae la situación al 13 febrero de 2004, reponiendo incluso aquellas declaratorias en que ya se hubieren fijado las respectivas normas urbanísticas o hayan sido solicitadas por los propietarios.

 



También destacó la construcción en antejardines según lo dispuesto por la Ordenanza General o la ordenanza local, y planteó la necesidad de armonizar el proyecto de ley con otros preceptos legales relacionados.
 



En cuanto a la amplitud de los terrenos afectos, expresó que el inciso primero del artículo 59 y el artículo 1° transitorio del proyecto de ley, consideran como objeto de las declaratorias de utilidad pública un espectro más amplio que la norma actual, pues incluyen vialidad, plazas, plazoletas, parques y demás espacios públicos, lo que implica aumentar las áreas susceptibles de declaratoria.




También comentó que no se define el concepto de “espacio público”, y que la Ordenanza General lo describe como “bien nacional de uso público, destinado a circulación y esparcimiento, entre otros”. Por su parte, la mencionada disposición transitoria establece que se entenderá por terrenos destinados a espacio público aquellos señalados en el respectivo instrumento de planificación territorial, vigentes al 13 de febrero de 2004, sin perjuicio de las definiciones que establezca la Ordenanza General. Planteó la duda de si estos instrumentos constituyen o no una condición para que proceda la declaración respectiva. 
 



En relación al rol de los planos seccionales, observó la necesidad de aclarar que están contemplados para precisar las declaratorias de utilidad pública, y no para que éstas operen.
 



 Asimismo, señaló que la normativa actual no considera la confección de planos seccionales para los planes reguladores intercomunales, y que sólo lo hace para los planes reguladores comunales. 





Destacó la deficiente regulación a nivel reglamentario de los planos seccionales, y advirtió que el proyecto de ley no señala si se aprobarán separada o conjuntamente con los instrumentos de planificación que establezcan las declaratorias de utilidad pública. Efectuó un llamado a mejorar la normativa en esta materia, especificando el rol de los planos en las enmiendas propuestas, y su relación con lo establecido en el artículo 46 de la LGUC, en cuanto a la obligación de contar con estos instrumentos en determinados casos.
 



Sobre las compensaciones, indicó que la iniciativa difiere de la generalidad de las declaratorias de utilidad pública que se establecen en otras normas legales. Aseveró que la retribución se contempla para los propietarios perjudicados por dichas afectaciones en función de la posibilidad de desarrollar un proyecto de densificación, expresión que no está definida en la ley.

 



Reiteró que se entrega la determinación de aspectos esenciales a la Ordenanza General, tales como los requisitos de la compensación, el procedimiento y la regla de cálculo del perjuicio, en circunstancias que deberían estar en la ley. 





Reparó en que también se omite incluir aquellos casos en que el instrumento de planificación territorial se aprueba por decreto supremo, como acontece en los casos de los artículos 50 y 72 y siguientes de la LGUC, y en la Ley de Sismos.
 



Luego, se explayó acerca de las acciones en caso de comprobarse perjuicios, según el inciso sexto del artículo 59 que se modifica en el proyecto de ley:
 



a) Eliminar la declaratoria de utilidad pública o modificar el área afecta, asignando al terreno las normas urbanísticas que correspondan con dicha modificación o supresión.
 



b) Compensar a los propietarios mediante la enmienda de las normas urbanísticas aplicables al predio o conjunto de predios.

 



c) Pagar la compensación.

 



d) Iniciar el procedimiento de expropiación correspondiente, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 83.

 



En cuanto al literal a), señaló que refiere a las “normas urbanísticas que correspondan”, sin definir cuáles son.
 



A mayor abundamiento, manifestó que se presentan varios problemas en relación a la compensación que se ofrece. En primer término, la circunstancia de haberse pagado ya una no se contempla explícitamente al momento del cálculo de la indemnización por expropiación. Es decir, no se aclara si la compensación será descontada de una eventual indemnización posterior.
 



Respecto de la letra b), connotó que se entrega a la Ordenanza General la fijación de reglas y del procedimiento simplificado para modificar o suprimir los trazados de las declaratorias de utilidad pública para adecuar o modificar las normas urbanísticas que se necesitan. Destacó que no se considera la posibilidad de que la autoridad dé respuesta a las observaciones planteadas por los interesados, ni la pertinencia de someter o no las modificaciones de que trata al procedimiento de Evaluación Ambiental Estratégica, regulado en la ley N° 19.300. Planteó que tampoco se prevé el caso de recurrir ante un decreto dictado por el Presidente de la República que modifica un plan regulador. 
 



En relación a la posibilidad de construir en terrenos con declaratoria de utilidad pública, explicó que la prohibición de aumentar el volumen de las edificaciones existentes a la fecha de la afectación no se aplica en el caso de las ampliaciones de viviendas o microempresas de hasta dos pisos. Resaltó que se generará un tratamiento desigual, y que se encarecerá la expropiación. Además, se obvia definir el concepto de microempresa, y se entrega la fijación de reglas, nuevamente, a la Ordenanza General.

 



Destacó que el nuevo artículo 121 también admite las obras de reconstrucción parcial o alteración de edificaciones en franjas afectas a declaratoria de utilidad pública.
 



En materia de construcción en antejardines, mencionó que el artículo 122 del proyecto de ley prescribe que en los antejardines fijados en los planes reguladores solo podrán efectuarse las construcciones que estén expresamente admitidas por la Ordenanza General o en las ordenanzas municipales.




Finalmente, se refirió a las disposiciones transitorias de la iniciativa, reiterando que existe un problema en la definición de la expresión “espacio público”; que se retoma la situación anterior a la publicación de la ley N°19.939 y que se dejan sin efecto los decretos alcaldicios que fijaron nuevas normas urbanísticas, al tenor del artículo 59 vigente.
 



Enfatizó que el artículo 1° transitorio omite referirse a los planos reguladores intercomunales; no respeta los anteproyectos o permisos de edificación ingresados con anterioridad de la vigencia de la ley a las Direcciones de Obras Municipales; alude a indemnización o expropiación, y replica la norma de ampliación de viviendas y microempresas de hasta dos pisos, que se encuentra en las disposiciones permanentes.





A su turno, el Presidente de la Asociación de Municipios de Chile, señor Felipe Guevara, manifestó que la Agrupación que representa apoya el proyecto de ley en estudio, ya que restituye criterios adecuados de planificación urbana, al considerar la vialidad, el impacto ambiental y la densidad promedio como elementos modificatorios de los instrumentos de planificación.





Agregó que la ley N° 19.939, al establecer plazos de caducidad para las declaratorias de utilidad pública, produjo, entre otros efectos, el congelamiento y la desafectación de las áreas verdes. Aseveró que sólo 8 de las 345 comunas renovaron las afectaciones, debido a la falta de recursos económicos o humanos.





Destacó que la iniciativa repone la vialidad interurbana y rural dentro de las afectaciones de utilidad pública, lo cual es importante para la consolidación de centros urbanos en áreas rurales.





Asimismo, se refirió a los “cerros islas”, insertos dentro del Plan Regulador de Santiago que bordean las dos mil hectáreas de áreas verdes. Añadió que con la modificación introducida el año 2004 al artículo 59, se dispuso aplicar las normas urbanísticas de los terrenos adyacentes al declarado de utilidad pública, lo que permitiría construir en estos cerros, cuestión que es impensable.





Expresó que los plazos de caducidad de la actual legislación son breves, y que no se contemplan estudios sanitarios ni de vialidad para efectuar las declaratorias respectivas.





El Honorable Senador señor Sabag recordó que la última enmienda al artículo 59 fue aprobada por un amplio margen. Afirmó que el derecho de propiedad está en la base del desarrollo del país y que su función social es indiscutible. Sin embargo, sostuvo que sus restricciones deben ser debidamente compensadas y pagadas.




La Directora Nacional del Colegio de Arquitectos realizó una presentación que se anexa a este informe, destacando algunos aspectos que caracterizan la actual regulación de las afectaciones de utilidad pública, tales como la pérdida de terrenos destinados a áreas verdes y de la red de accesibilidad y conectividad prevista para las zonas en las que se proyecta densificación o extensión urbana; la incoherencia funcional entre la ocupación esperada del suelo y las relaciones previstas; la inhibición de agregar fajas viales necesarias en los PRC por dudosa materialización o falta de presupuesto; la disminución de la calidad de vida en las ciudades; la desconexión entre las áreas urbanas al no poder generar fajas en la zona rural, y la carencia generalizada de recursos financieros para expropiaciones.

 



Citó algunos ejemplos relativos a fajas viales y a áreas verdes del Plan Regulador Metropolitano de Santiago, precisando el costo de materialización de las primeras. Advirtió que la próxima caducidad de terrenos destinados a ensanches y a aperturas de vías, pone en riesgo la disponibilidad de las fajas mínimas necesarias para garantizar los flujos que demanda la movilidad vial en el Gran Santiago y en la Región Metropolitana, de no efectuarse antes de febrero del 2015.
 



En total, informó, se trata de 352 tramos funcionales de vía metropolitana que, de no lograr su concreción, afectarán la conectividad de sus subsistemas viales y la accesibilidad de la población de los sectores correspondientes. Añadió que cada tramo funcional de vía que se encuentra en esta situación fue calificado como proyecto de materialización de faja, estimando su costo y una cartera priorizada, sobre una plataforma multicriterio.





Luego, se refirió a ensanches y a aperturas de vías, mostrando un catastro actualizado a diciembre 2010:

 



Magnitud
 



APERTURAS
 



ÁREA METROPOLITANA: 1.345 Ha.
 



REGIÓN METROPOLITANA: 2.103 Ha.
 



ENSANCHES:

 



ÁREA METROPOLITANA: 675 Ha.
 



REGIÓN METROLITANA: 922 Ha.





Aludió al valor del gasto total:

 



ENSANCHES:
 



ÁREA METROPOLITANA: UF 52.326.578.
 



REGIÓN METROPOLITANA: UF 56.647.142.
 



VALOR GASTO TOTAL (Aprox.) 





TOTAL:





AREA METROPOLITANA: MU$$ 4.900.000.





REGION METROPOLITANA: MU$$ 5.600.000.





A continuación, explicó que el proyecto de ley busca eliminar la caducidad de las declaratorias de utilidad pública para la formación de vialidad y de áreas verdes, enmendado para ello el artículo 59 de la LGUC, cuya última modificación fue publicada en febrero de 2004.




Señaló que el Colegio de Arquitectos coincide con la exposición de motivos del Mensaje, en cuanto observa que la determinación de los espacios públicos y de la vialidad, mediante los planes reguladores, constituyen la esencia de la planificación de las ciudades.

 



Garantizó que la iniciativa acoge la propuesta formulada por el gremio que representa, en el sentido de eliminar la caducidad de las declaratorias de utilidad pública.

 



Asimismo, puso de relieve que la diversidad de casos quedan reconocidos en las soluciones formuladas, fundamentalmente respecto de las declaratorias que pudieran disminuir el valor de las propiedades afectas.

 



Declaró que el Colegio valora que se plantee retrotraer la situación de las declaratorias a lo dispuesto en los respectivos planes reguladores, vigentes a febrero de 2004.

 



No obstante lo anterior, hizo notar que las inscripciones de las propiedades y los derechos de los propietarios que han adquirido terrenos desafectados -y en el caso más grave, con proyectos inmobiliarios aprobados o construidos en este plazo-, generan situaciones complejas. 

 



Explicó que los municipios han debido renunciar a los ensanches de calles, a su apertura y a las áreas verdes contempladas en los planes reguladores vigentes al año 2004. Esta situación, dijo, en muchos casos será irreversible, si no se establece una fuente de financiamiento especial.

 



Por ello, insistió en crear un fondo nacional, de administración regional, dirigido a financiar las expropiaciones derivadas de las declaratorias de utilidad pública contenidas en los planes reguladores comunales e intercomunales. Este fondo, añadió, permitiría hacerse cargo de las situaciones que motivaron la propuesta de caducidad.

 



En el intertanto, resaltó, es urgente detener este proceso que va a un ritmo creciente, sugiriendo postergar inmediatamente los permisos de edificación, de subdivisión y de loteo (incluso sus anteproyectos), en todos los predios afectos a declaratoria de utilidad pública para ensanches o aperturas de vías, y para la formación de áreas verdes.





Sostuvo que si el trámite de aprobación de este proyecto de ley se dilatara, se debería derogar la modificación del artículo 59 de la LGUC.

 



Por último, afirmó que la eliminación de la caducidad está contemplada en el proyecto de la Política Nacional de Desarrollo Urbano, consensuada en la Comisión Presidencial y sus subcomisiones.




El Honorable Senador señor Tuma reiteró la necesidad de que el proyecto de ley equilibre el interés de los particulares y el de la sociedad, por lo que coincidió con lo expresado por la representante del Colegio de Arquitectos.





El Honorable Diputado señor Hales connotó que la iniciativa avanza hacia la justa relación entre el interés privado y el colectivo. Recordó que la ley N° 19.939 no produjo los resultados esperados, ya que los propietarios se vieron perjudicados por las declaratorias de utilidad pública de sus predios durante períodos prolongados, e impedidos de ejecutar proyectos y de postular a diversos beneficios y subsidios estatales, como el Fondo de Densificación Predial, y subsidios de construcción en sitios no residentes, entre otros. 





Estimó que el proyecto debe aprobarse con la mayor rapidez posible, e hizo notar que las microempresas y las viviendas actualmente pueden construir en la totalidad de la propiedad afectada por una declaratoria, de manera que de aprobarse el proyecto de ley se le deberá cancelar también el valor de la obra anexa. Sin embargo, expresó su conformidad con este resultado, ya que la amenaza de una declaratoria siempre ha sido un problema para los dueños de inmuebles.





El Presidente de la Comisión de Urbanismo de la Cámara Chilena de la Construcción (CCHC) presentó un documento, el cual se anexa a este informe. Expresó su acuerdo con los fundamentos del Mensaje, en cuanto a que desde la ley N° 19.939 ha quedado de manifiesto la necesidad de fijar un ordenamiento más completo y riguroso en esta materia, resolviendo aspectos importantes que requieren mayor profundidad y que influyen significativamente en el futuro desarrollo urbano de las ciudades.

 



Sin perjuicio de la anterior, puso énfasis en algunas materias que se pueden perfeccionar: 

 



- Las afectaciones anteriores a ley N° 19.939 vuelven a estar vigentes con la iniciativa en discusión. Opinó que es imprescindible evitar que renazcan “todas” las declaratorias, debiendo limitarse solo a las que sean estrictamente necesarias para el desarrollo de las ciudades.




- Los planos seccionales requeridos por la norma deberían confeccionarse antes de reinstalar la declaratoria, como un trámite previo obligatorio.
 



- En su defecto, en un artículo transitorio debería prescribirse que a partir de la fecha de publicación de la ley las autoridades competentes tendrán un plazo para determinar fundadamente las nuevas declaratorias.

 



Consideró que las afectaciones indefinidas restringen el derecho de propiedad; por eso deben estar acotadas a plazos razonables y postergarse solo cuando se justifique técnicamente la necesidad de mantenerlas. De este modo, señaló, los plazos de 5 y 10 años prorrogables por una vez, tal como se establece en la norma vigente, parecen ser adecuados.
 



En relación a las compensaciones, expresó que la iniciativa dispone este derecho, que para ser ejercido requiere acreditar por parte del propietario que la afectación provocó un menor valor en el inmueble, en comparación a la situación anterior.

 



Estimó que la norma debería contemplar que las compensaciones incluyan la expropiación, como parte de la resolución del reclamo administrativo. En la actual redacción, acotó, la expropiación ocupa sólo el cuarto lugar en el orden de prelación. Lo anterior, se subsanaría si se pudiera optar por cualquiera de las formas establecidas, sin que sea necesario respetar el orden prescrito.

 



Aseveró que puede haber casos en que, por ejemplo, al dueño no le interesa una mayor constructibilidad, y por ende, debería otorgársele la posibilidad de solicitar la expropiación y la correspondiente indemnización de la parte afecta de su propiedad.

 
 


En cuanto al debido proceso, hizo ver que el proyecto de ley no contempla un procedimiento de reclamación justo y transparente, entre otras razones, porque se ejerce ante la misma autoridad que decretó la afectación y porque la notificación de la medida no satisface los requerimientos mínimos exigibles.
 



Opinó que la afectación debería notificarse al propietario por carta certificada, de modo que tenga cabal conocimiento de la declaratoria de utilidad pública que grava su inmueble.

 



Agregó, por otra parte, que se dispone un plazo de tres años para reclamar, en circunstancias que la afectación es indefinida, otorgándosele tres años adicionales a la autoridad para dar curso a la compensación fijada.

 



Por último, destacó que la iniciativa no respeta el principio de la reserva legal, ya que entrega a la Ordenanza General la fijación del procedimiento para modificar las normas urbanísticas que se planteen como compensación por las declaratorias. Subrayó que las regulaciones que afectan o limitan el derecho de propiedad solo pueden establecerse por ley, y no por la potestad reglamentaria.





El señor Subsecretario de Vivienda y Urbanismo expresó que el Gobierno ha dado gran importancia al desarrollo urbano de las ciudades, razón por la cual creó una Comisión Asesora Presidencial para proponer una Nueva Política de Desarrollo Urbano.





La referida autoridad se hizo cargo de algunos planteamientos y observaciones, y manifestó su voluntad de perfeccionar el modo de notificaciones, a fin de dar plenas garantías de publicidad a los afectados.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Ugarte, indicó que no hay dificultad para expropiar en los casos en que sea la solución más adecuada. Reiteró que las afectaciones no siempre ocasionan perjuicios a los propietarios; es por ello, dijo, que se consideran cuatro alternativas de compensación, según la naturaleza de cada caso, sin un orden de prelación preestablecido.





El Presidente de la Comisión de Urbanismo de la CCHC recordó que la iniciativa en estudio está directamente relacionada con el proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín N° 8.493-14), en actual tramitación en el Senado, y llamó a considerar que en base al nuevo fondo allí creado los municipios podrán confeccionar sus planos reguladores.





La Directora Nacional del Colegio de Arquitectos precisó que esta nueva fuente de recursos beneficiará principalmente a los municipios grandes. Subrayó que la ley regirá en todo Chile y para todas las municipalidades, las cuales poseen realidades muy diversas.



En una sesión posterior, el señor Rodrigo Rieloff, Jefe de la División Legal de la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, en representación del Fiscal Nacional de esta Secretaría de Estado, dio lectura a un documento, que en la parte pertinente señala lo siguiente:





“Que de la sola lectura del título de proyecto de ley sujeto a vuestra discusión es posible desprender los dos elementos esenciales que deben inspirar este debate y que no son otros que la utilidad pública y planes reguladores.





En cuanto a la utilidad pública ella se define como un elemento de limitación al derecho de dominio basado en la función social de la propiedad. Como es sabido por V.S. el artículo 19 Nº 24 de la Constitución Política de la República consagra el derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales e incorporales. Al mismo tiempo, el propio numeral 24 del artículo 19 preceptúa que sólo la ley podrá establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella (estos corresponden a los atributos del dominio, según la legislación civil nacional) y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social.




Surge de esta norma -en lo que interesa y nos convoca esta mañana- un concepto de vital trascendencia jurídica: función social de la propiedad. Remontándonos a la historia del establecimiento de esta garantía por el Constituyente originario, es posible señalar que fue un concepto ampliamente debatido primero por la denominada Comisión Ortúzar y, posteriormente, por el Consejo de Estado y en general se estableció que: “… en la actualidad no se concibe la consagración del derecho de propiedad, sin que, al mismo tiempo, su titular no cumpla con la función social que éste lleva implícito. 





Es decir, hubo consenso en orden a que la función social no es una obligación anexa del propietario sino que es un elemento que forma parte del derecho. Así por ejemplo, la propiedad agrícola no puede ser ejercida sino en el sentido de proporcionar a su titular y a la comunidad toda, los alimentos y recursos necesarios para su subsistencia…” (Pág. 11 de la Historia de la Constitución Política, ART. 19 Nº 24).





Para estos efectos, el constituyente delimitó el concepto de función social expresando en el citado artículo 19 Nº 24 que comprende: “los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad pública, la salubridad pública y la conservación del patrimonio ambiental.”





De esta forma, podemos determinar que la afectación de la propiedad de un particular a través de una declaratoria de utilidad pública, responde claramente al concepto de función social de la propiedad.





En cuanto a los planes reguladores, son instrumentos de planificación territorial, esto es, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 2.1.1. de la OGUC contenida en el D.S. Nº 47 de 1992, “El proceso de Planificación Urbana orientará o regulará, según el caso, el desarrollo de los centros urbanos a través de los instrumentos de planificación territorial que se señalan – léase Plan Regional de Desarrollo Urbano, Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano, Plan Regulador Comunal, Plan Seccional y Límite Urbano -. Cada uno de dichos instrumentos tendrá un ámbito de acción propio, tanto en relación a la superficie de territorio que abarcan como a las materias y disposiciones que contienen.





Clarificados estos dos elementos rectores del proyecto de ley, resulta necesario analizar la forma en que ha evolucionado el citado artículo 59.





El artículo 59 del D.F.L. Nº 458 MINVU sobre LGUC originalmente indicaba que: “Decláranse de utilidad pública todos los terrenos consultados en el Plan Regulador Comunal, destinados a calles, plazas, parques u otros espacios de tránsito público, incluso sus ensanches, y aquellos destinados para el equipamiento comunitario, tales como escuelas, hospitales, jardines infantiles, retenes de Carabineros y oficinas o instalaciones fiscales y municipales.”  Agregaba la norma en su inciso segundo que, “En los terrenos afectos a la declaración de utilidad pública, y mientas se procede a su expropiación o adquisición, no podrá aumentar el volumen de las construcciones existentes a la fecha de aprobación del Plan Regulador.”.




Indudablemente que, la permanencia de la norma aludida sin que el particular afectado por esta “declaratoria de utilidad pública” tuviera las acciones ni legales ni jurisdiccionales para compeler a la autoridad administrativa a ejecutar la obra, determinaba importante perjuicio al patrimonio del privado, que veía como su predio – incluso podía llegar a perder valor –.




A raíz de lo anterior y de la constante judicialización que en los años previos al 2004, se vieron expuestas las autoridades administrativas por la mantención indefinida en el tiempo de estas declaratorias de utilidad pública sin que se concretara la obra proyectada a ejecutar a través de una expropiación, motivó unido a otros factores técnicos a que se introdujera una modificación al artículo 59 a través de la dictación de la Ley Nº 19.939. (D.O. de fecha 13.02.2004)





Por la Ley Nº 19.939 se introduce el concepto de caducidad de la declaratoria de utilidad pública, definición no presente en el texto original del artículo 59. La caducidad, en general, según la tercera acepción del Diccionario de la RAE en su 22º Edición actualizada corresponde a la: “Extinción de una facultad o de una acción por el mero transcurso de un plazo configurado por la ley como carga para el ejercicio de aquellas.”  





La referida Ley Nº 19.939 señala que los plazos de caducidad para las declaratorias de utilidad pública de los terrenos ubicados en el área urbana, según su destino, serán de diez años para las vías expresas, y de cinco años para las vías troncales y colectoras y los parques intercomunales y comunales. El plazo de caducidad de las declaratorias de utilidad pública de los terrenos ubicados en áreas de extensión urbana, cualquiera sea su destino, será de diez años y, agrega que, los planes reguladores no podrán declarar de utilidad pública terrenos ubicados en áreas rurales. Asimismo, la norma sólo admite prórroga de estas declaratorias de utilidad pública, por una sola vez, en el caso de las vías troncales y colectoras y de parques intercomunales, estableciendo como prohibición que una vez caducada la declaratoria pueda volver a afectarse el mismo bien con aquella declaratoria caducada.





Ante la inminente necesidad de actualizar la normativa urbanística y dada la proximidad del cumplimiento del plazo de caducidad, en su oportunidad se dictó la Ley Nº 20.331 que prorrogó por un año hasta el 12.02.2010 las declaratorias de utilidad públicas vigentes en ese momento.





Sin embargo, sin que se haya podido concretar en muchos casos – mayoritarios – las expropiaciones para ejecutar el desarrollo de la ciudad y ante la necesidad de mantener las declaratorias de utilidad pública sin sujetarlas a un plazo de caducidad pero sin que ello, a su vez,  importe afectar de forma gravosa el patrimonio de los privados surgió este proyecto de ley que concilia de forma adecuada, a juicio del suscrito, tanto el derecho de las personas a disponer de su propiedad como la necesidad de construir ciudad contenida en instrumento de planificación territorial que se ejecuten a mediano y largo plazo.





A lo expuesto hasta aquí hay que añadir la circunstancia que la reiterada jurisprudencia administrativa de Contraloría General de la República, cuya obligatoriedad pesa sobre los órganos integrantes de la Administración activa del Estado por mandato de los artículos 1º, 6º y 9º todos de la Ley Nº 10.336 Orgánica de Contraloría,  ha reflejado en su interpretación de la actual redacción del artículo 59 de la LGUC que gran parte de las declaratorias por ejemplo de los ensanches y aperturas de vías expresas caducaron como declaratoria de utilidad pública en Febrero del año 2010 y del mismo modo se ha interpretado la norma por el Ente Contralor en relación a parque comunales (Dictámenes Nºs 54.619 de 2013, 36.869 de 2013, 50.533 de 2011, entre otros). De hecho, se puede arribar a partir de esta interpretación que todos los ensanches y aperturas viales vigentes en Chile caducarán indefectiblemente, de no ser aprobado este proyecto de ley, en Febrero del año 2015 (respecto de las vías troncales sólo 10 años, la restante vialidad caducó como señalado anteriormente) con los consecuentes costos y perjuicios para el futuro desarrollo de las ciudades del país.





Por todo lo anterior, se hace necesario revisar la disposición legal contenida en el actual artículo 59 de la LGUC, cuyos aspectos principales son abordados de forma sistemática y uniforme en el proyecto de ley que viene en estudio.





En efecto, en primer lugar se declara afecto utilidad pública los terrenos consultados en los instrumentos de planificación territorial que refiere destinados a vialidad, parques, plazas, plazoletas y demás espacios públicos. En este sentido, el concepto contemplado actualmente en el artículo 59 y que alude a una clasificación de las vías en expresas, troncales, colectoras, locales y de servicio es reemplazado por el único de vialidad e incluso por el más amplio de “espacios públicos”. 





Primeramente, la clasificación  en cuestión – de vías expresas, troncales, colectoras, locales y de servicio – tiene su fundamento en la propia OGUC, cuyo Capítulo 3 bajo el título De Los Trazados Viales Urbanos, define y tipifica cada uno de las clases de vías, las que en su conjunto forman la denominada red vial pública que está contemplada en los instrumentos de planificación territorial. A este respecto, conviene resaltar que en la legislación propia de obras públicas, especialmente, aquella contenida en el D.F.L. 850 lo que se define es el concepto de camino público – artículo 24 – como vías de comunicación terrestres destinadas al libre tránsito, situadas fuera de los límites urbanos de una población y cuyas fajas son bienes nacionales de uso público. En este entendido, la red vial pública está compuesta por calles y avenidas al interior de las ciudades, mientras que los caminos públicos se emplazan fuera de los límites de la ciudad. No obstante, el mismo artículo 24 del citado D.F.L. Nº 850, agrega que, se considerarán también caminos públicos las calles o avenidas que unan caminos públicos, declaradas como tales por decreto supremo. En este caso, el acto administrativo dictado por el MOP y que declara caminos públicos a vías dentro de los radios urbanos de las ciudades siempre incorpora como parte integrante del decreto la disposición que: “… las calles o avenidas declaradas caminos públicos en el presente decreto, sólo se considerarán como tales para efectos de los dispuesto en la legislación sobre caminos públicos, sin que por ello pierdan sus características de vías urbanas, sujetas a las disposiciones de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza, y de los Planes Reguladores:” (ver. D.S. MOP (Ex) Nº 1078 de 2006 o Nº 729 de 2008, entre otros). 





Del mismo modo, la modificación legal introduce el concepto de “espacio público”, el que resulta aclarado por el primer artículo transitorio al preceptuar que se entiende: “por terrenos destinados a espacio público aquellos señalados con tal destino en el respectivo instrumento de planificación territorial, ya sea en sus planos o en su ordenanza, vigentes al 13.02.2004, o bien, tratándose de planes reguladores comunales, los que se hubieren determinado con dicho destino mediante modificaciones posteriores del Plan aprobadas conforme al procedimiento establecido en el artículo 43 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”





En segundo término, el proyecto de ley consagra que las afectaciones de utilidad pública deberán detallarse en planos seccionales que permitan a cualquier persona conocer con precisión las porciones de los terrenos que quedan afectas. En este punto, se incorpora como una exigencia de borde normativo que la afectación a declaratoria de utilidad pública quede debidamente detallada en un plano seccional, esto es, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 2.1.14 de la OGUC en un instrumento de planificación territorial que forma parte del Plan Regulador Comunal, pero con un estudio más preciso y exacto ya sea de los trazados y anchos de calles, zonificación, usos de suelo, etc.





En tercer término, se establece que las limitaciones que implica la declaratoria de utilidad pública se circunscriben a aquella porción del terreno afectada con la declaratoria.





En cuarto término, incorpora una novedosa forma de evitar un perjuicio patrimonial a los ciudadanos con la aplicación de estas afectaciones a declaratorias de utilidad pública al estatuir un derecho de compensación cuando el propietario de un terreno afecto en el que no es posible desarrollar un proyecto de densificación compruebe que la afectación provocó un menor valor del inmueble, debiendo considerarse en tal comprobación todas las normas urbanísticas fijadas en el Plan Regulador de manera simultánea con la afectación, en comparación a la situación anterior del mismo predio, de acuerdo a las reglas que fijará la OGUC.





En quinto término, se establecen las medidas que deberán adoptar las autoridades ya sea regionales o municipales, una vez declarado el perjuicio: eliminar la declaratoria de utilidad pública o modificar el área afecta, asignando al terreno las normas urbanísticas que correspondan con dicha modificación o eliminación; compensar a los propietarios mediante modificación de las normas urbanísticas aplicables al predio o conjunto de predios; pagar la compensación; o, iniciar el procedimiento de expropiación correspondiente.





En sexto término, se crea un procedimiento contencioso administrativo de naturaleza especial, para que reclame el particular afectado con lo resuelto por  la autoridad sobre la acción compensatoria.





Finalmente, el nuevo artículo 59 termina incorporando la facultad que la OGUC fije los procedimientos simplificados, para modificar las normas urbanísticas que se planteen como compensación a las afectaciones.





Que en definitiva, se puede comprender la urgente necesidad de eliminar de la actual redacción del artículo 59 los plazos de caducidad de las declaratorias de utilidad pública, puesto que, en gran medida en vez de beneficiar a los propietarios y al desarrollo urbano armónico de la ciudad, sólo ha significado entorpecer el normal y natural crecimiento de las ciudades poniendo notas de incertidumbre tanto a los propietarios, como a las autoridades urbanísticas. De hecho, si hiciéramos un paralelo con la norma sobre declaratoria de utilidad pública que emplea el Ministerio de Obras Públicas y que se establece en el artículo 105 del D.F.L. Nº 850 al señalar: “Para estos efectos (expropiaciones necesarias para la construcción de obras públicas)  se declaran de utilidad pública los bienes y terrenos necesarios para la ejecución de dichas obras”, podemos observar que el legislador no fijó en modo alguno un plazo de caducidad, aunque ello se condice con la situación que general las obras públicas se contratan y ejecutan inmediatamente concretadas las expropiaciones que se han materializado en razón de esta declaratoria de utilidad.





Que, en conclusión se observa positivamente la implementación de esta reforma legal que, sin lugar a dudas, significará un importante factor de desarrollo de la infraestructura de las ciudades en nuestro país y que, para el Ministerio de Obras Públicas indudablemente beneficia desde que los planes reguladores tanto comunales como intercomunales son instrumentos fundamentales para la ejecución de obras públicas al interior del radio urbano de las ciudades.”.





Por su parte, el abogado, señor Gonzalo Cubillos, destacó las principales características del proyecto de ley, resumiéndolas del modo siguiente:





- Regresa al sistema anterior, esto es, las declaratorias de utilidad pública son indefinidas, y no sujetas a plazo de caducidad.




- Amplía el tipo de vías y áreas verdes susceptibles de ser declaradas de utilidad pública por medio de planes reguladores, incorporando a las vías locales, de servicio y pasajes, y a las plazas, plazoletas y demás espacios públicos (aclaración contenida en DDU Específica 4/2007).




- Crea un mecanismo de compensación para los casos en que no es posible desarrollar un proyecto de densificación.





- Vuelve a gravar las áreas rurales.





- Acota los efectos de las declaratorias de utilidad pública.





- Elimina la facultad para que en un procedimiento sencillo, las municipalidades puedan expropiar terrenos para vías locales, de servicio y plazas.




En cuanto a las disposiciones transitorias, subrayó lo siguiente:





- Retrotraen la situación a las afectaciones existentes al 13 de febrero de 2004.





 - Protegen los anteproyectos aprobados y los permisos otorgados.





- Prescriben un plazo de 3 años para que los propietarios afectados con la nueva declaratoria puedan reclamar una compensación.





- La prohibición de aumentar el volumen de las construcciones no rige para las viviendas o las microempresas de hasta dos pisos de altura existentes.





Afirmó que la iniciativa parte del supuesto de que no es cierto que la declaratoria de utilidad pública produzca perjuicios al propietario puesto que en la mayoría de los casos le genera un beneficio, ya que la medida va acompañada de mejoras en el resto de la normativa urbanística aplicable al predio.





Sin embargo, a su juicio se trata de un supuesto no probado, ya que si fuere efectivo los terrenos se habrían densificado y las áreas con declaratoria de utilidad pública se habrían cedido.




Otra hipótesis, expresó, es que las afectaciones de utilidad pública son y seguirán siendo indispensables.





Estimo que hay casos en que ello es cierto, pero sostuvo que en otros es injustificado. Además, no obsta a que se pueda expropiar por otras vías, como el SERVIU y el Ministerio de Obras Públicas.




Finalmente, en cuanto a la afirmación de que la conformación del espacio público se realiza, mayoritariamente, por medio de obras de urbanización propias del sector privado, y en menor medida a través de expropiaciones, manifestó compartir la observación.





Posteriormente, hizo algunas observaciones y planteamientos al proyecto de ley.





1.- No se hace cargo de conciliar dos aspectos básicos:





a) Principio de confianza legítima, en virtud del cual quienes eran dueños o adquirieron terrenos cuya afectación caducó, tienen derecho a que en el plazo de 6 meses se les asignen normas urbanísticas.




b) Necesidad de contar con espacios públicos indispensables para el desarrollo de la ciudad.




En efecto, consideró que la iniciativa no distingue las nuevas afectaciones respecto de las que ya habían caducado, ni tampoco entre quienes habían solicitado la asignación de normas y los que no hicieron gestión alguna.




Lo anterior, expresó, es contrario a la sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 15 de abril de 1997, que aceptando la constitucionalidad de la obligación de cesiones gratuitas de terrenos, señaló que si ellas llegaren a ser de tal envergadura que hagan ilusorio el derecho del propietario del terreno, entonces serían inconstitucionales.




Enfatizó que sólo respetar los derechos de quienes tienen anteproyectos aprobados, o permisos otorgados, es insuficiente.





La situación, concluyó, es contraria al principio general en materia de urbanismo: que los anteproyectos y proyectos se deben evaluar conforme a las normas vigentes a la época de su presentación





Más aún, manifestó que hay múltiples casos en que las municipalidades no han cumplido con su deber de asignar normas urbanísticas en el plazo de 6 meses, y en que la Contraloría General de la República ha debido instruirlas para que cumplan con su obligación. Observó que en esta situación claramente se afecta el derecho de propiedad de quienes tienen la facultad para exigir las normas urbanísticas.





Acerca del mecanismo de compensación, el señor Cubillos hizo presente algunas falencias importantes.





Así, destacó que se utiliza la expresión “proyecto de densificación”, que no se está definida en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, ni en su Ordenanza.




Además, aseveró que el procedimiento es lento, engorroso y discriminatorio, ya que reenvía a disposiciones de la OGUC para fijar las reglas que permitirán definir si hay perjuicio, en circunstancias de que esta materia debería estar regulada en la ley.




Asimismo, si la autoridad estima que no hay perjuicio, no hay derecho a reclamar, tal como informó la Corte Suprema en su oportunidad.




Por otra parte, la autoridad debe resolver en noventa días si hay perjuicio, pero luego tiene tres años para adoptar la medida de compensación. Si el dueño no está de acuerdo, entonces debe reclamar judicialmente, en un procedimiento que puede tardar hasta 10 años. Es decir, en 13 años puede ser compensado.




2.- Limita la posibilidad de que las municipalidades expropien terrenos para vías locales, de servicio y pasajes, y plazas.




Señaló que con la ley actual ello puede hacerse por un acuerdo del Concejo Municipal y expropiar en 60 días; en cambio, el proyecto en estudio exige que conste en el plan regulador comunal, cuya preparación y tramitación puede alcanzar un plazo excesivamente largo.





Llamó a tener en consideración que las vías locales, de servicio y las plazas se definen en los proyectos de loteo, en función del propio diseño del loteador, cumpliendo las exigencias del artículo 2.2.4. de la OGUC, y que lo importante es que se conecten con la vías expresas, troncales o colectoras.





3.- Vuelve a afectar áreas rurales, sin que exista justificación para ello.





Connotó que esta mirada es contradictoria con el supuesto de que mayoritariamente la vialidad se conforma con los procesos de urbanización privados, ya que en el área rural no existe obligación de urbanizar.





Explicó que la vialidad en áreas rurales -incluso en aquéllas planificadas-, está bajo la tuición del Ministerio de Obras Públicas, entidad que tiene plenas competencias para definir trazados y expropiar.





Concluyó que la experiencia indica que cuando se preparan los proyectos con ingeniería de detalle, nunca coinciden con el trazado proyectado a nivel muy conceptual por los planes reguladores.






En virtud de lo anterior, llamó a distinguir dos aspectos principales en la iniciativa en estudio:





a) Nuevas afectaciones y aquellas que se restablecen.





b) Vialidad y áreas verdes.




Asimismo, amparado en el principio de confianza legítima, dijo que es preciso reconocer el derecho a contar con nuevas normas urbanísticas a todos los han solicitado a las municipalidades la asignación correspondiente, y salvo este caso, para la vialidad que se restablece, prescribir un mecanismo de compensación inmediato, y si éste no se aplica, entonces que rijan automáticamente las nuevas normas urbanísticas.





También opinó que la aplicación del proyecto de ley será la oportunidad para contar con áreas verdes reales y no de papel, y para establecer un mecanismo de compensación eficaz y oportuno.





Al terminar su exposición, el señor Cubillos aportó las siguientes propuestas:

 



1.- Reconocer el derecho a contar con nuevas normas urbanísticas a todos aquellos que han solicitado a las municipalidades su asignación.




2.- Para los otros casos, establecer un mecanismo de compensación inmediato, y si éste no se aplica, entonces que rijan automáticamente las nuevas normas urbanísticas, con los siguientes requisitos:




a) El interesado debe solicitarlo en un plazo breve de 6 meses, sin necesidad de acreditar perjuicio.





b) La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, en caso de planos intercomunales, y las municipalidades en el resto de los instrumentos de planificación territorial, tienen un plazo de 6 meses para dar respuesta. A falta de ésta, rigen las normas urbanísticas adyacentes.




c) Si se opta por compensar, significa que la vialidad proyectada es necesaria. Por el contrario, si se asignan normas urbanísticas, entonces tal vialidad proyectada es prescindible.




d) La compensación puede ser en dinero, lo que es muy improbable.





e) Sólo podría ser mediante el mejoramiento de las normas urbanísticas para el predio o conjunto de predios.




3.- En todos los casos, establecer un mecanismo de reclamo judicial expedito directamente ante Corte de Apelaciones, con preferencia para vista de la causa.





En materia de áreas verdes, sintetizó su opinión señalando que:

 



a) A diferencia de la vialidad proyectada, aquéllas no se conforman con los procesos de urbanización.





b) En un loteo, la obligación de cesión de áreas verdes llega a un máximo del 10% del terreno.





c) Si se cede ese porcentaje, el resto del terreno quedaría sujeto a la prohibición de construir en él hasta que se expropie.





d) Claramente se trata de una injusticia que el artículo 59 vigente quiso remediar.





e) Si se restablecen las afectaciones, además de los reparos antes planteados, se tendrán áreas verdes en el papel, pero ninguna de verdad.





f) Lo anterior significaría un gravamen de envergadura, en los términos del Tribunal Constitucional.





Por ello, hizo las siguientes sugerencias para las áreas verdes:





a) Hoy, el artículo 2.1.3.1. de la OGUC permite construir en un 20% de la superficie de áreas verdes no consolidadas.





b) Con la asignación de normas urbanísticas se podría construir en un 100% del área antes afecta.





c) Resulta proporcional que se divida la diferencia, esto es, que se destine a área verde un 40% del área afecta, y rijan normas urbanísticas para el 60% restante. Con esto, habrá realmente áreas verdes y no solo en el papel.




d) Tal porcentaje es similar al 44% del artículo 70 de la LGUC.





e) Una alternativa adicional es que parte de la superficie a destinar a área verde (40%), se habilite en zonas deficitarias de estas superficies, logrando una ciudad más justa.




Por último, reiteró el llamado a mantener la normativa actual que no permite afectaciones de utilidad pública en áreas rurales; a no quitar a las municipalidades la posibilidad de definir vías locales, pasajes y plazas con un procedimiento expedito y a poder expropiar en 60 días, y a definir la expresión “proyecto de densificación”.




El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo señaló compartir algunas observaciones del abogado señor Gonzalo Cubilllos, que serán subsanadas en el segundo informe. Sin embargo, puso de manifiesto la relevancia de la iniciativa en discusión, y recalcó que se propone compensar cuando realmente exista un perjuicio para el propietario, debido a la afectación de su predio.




El Honorable Senador señor Sabag hizo presente la importancia de intercambiar opiniones con el Ejecutivo antes de someter a votación en general el proyecto de ley, con el objeto de concordar el tenor de las indicaciones que eventualmente sean presentadas, y materializar, en definitiva, las observaciones y los acuerdos adoptados en el seno de la Comisión.





Lo anterior, acotó, tomando en consideración que viarias de las indicaciones necesarias para enmendar algunos aspectos del proyecto de ley son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.





Añadió que con ello se pretende lograr una iniciativa legal operativa, que no obstaculice las afectaciones de utilidad pública -puesto que se trata de avanzar en el desarrollo de las ciudades-, pero que respete siempre los derechos de los particulares, especialmente el de propiedad. Su Señoría estimó que para resolver el tema de las compensaciones existe la Ley de Expropiaciones -que ha operado de manera ágil y expedita-, en cuyo procedimiento el Consejo de Defensa del Estado procura garantizar que las indemnizaciones sean justas y razonables, cautelando siempre el interés fiscal.





El Subsecretario de Vivienda y Urbanismo llamó a votar en general la iniciativa, y a no dilatar más la importante contribución para el desarrollo equilibrado de las urbes que representa.





En cuanto a los dichos del Honorable Senador señor Sabag, replicó que si bien el procedimiento de expropiación es expedito, conlleva un alto costo para el Fisco, tornándolo prohibitivo. El proyecto de ley apunta, en definitiva, a que no se construya en terrenos afectos, ya que con posterioridad una declaratoria de utilidad pública significará cancelarle al dueño el valor del predio más la edificación construida.





El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Ugarte,  anunció que una vez que se apruebe en general la iniciativa el Ejecutivo presentará las indicaciones necesarias que recojan las observaciones planteadas por los invitados y por Sus Señorías, de manera de perfeccionar el articulado.





El Honorable Senador señor Víctor Pérez efectuó algunos alcances respecto de ciertos plazos contenidos en el proyecto de ley, como por ejemplo, el que tendrían las municipalidades para detallar mediante planos seccionales las afectaciones de utilidad pública contempladas en el plan regulador comunal.





Puntualizó que es preciso tener en consideración la realidad de todos los municipios del país, que en su mayoría carecen de medios para cumplir con las obligaciones que les impone esta iniciativa, en un plazo muy estrecho por lo demás. Por ello, dijo, es necesario reflexionar antes de tomar la decisión de acortar los períodos para que los gobiernos locales cumplan con las nuevas obligaciones que se les imponen.





La Honorable Senadora señora Pérez destacó los aportes efectuados por los distintos invitados a la Comisión, y reconoció la disposición del Ministerio de Vivienda y Urbanismo para acoger algunas de las propuestas realizadas.





Puntualizó que, en todo caso, la iniciativa constituye un gran aporte y un importante avance en materia de planificación urbana.
 ° ° °

 



-Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Pérez Varela, Sabag y Tuma. 

° ° °

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo os propone aprobar en general en los mismos términos que lo hizo la Cámara de Diputados:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del ministerio de Vivienda y Urbanismo, que aprueba la nueva Ley General de Urbanismo y Construcciones: 

1) Reemplázase el artículo 59 por el siguiente: 

“Artículo 59.- Decláranse afectos a utilidad pública los terrenos consultados en los planes reguladores comunales e intercomunales destinados a vialidad, parques, plazas, plazoletas y demás espacios públicos. Los trazados de las afectaciones de utilidad pública deberán detallarse en Planos Seccionales, que permitan a cualquiera persona conocer con precisión las porciones de los terrenos que quedan afectas.
En la parte de los terrenos que esté afecta a declaratoria de utilidad pública no se podrá construir ni aumentar el volumen de las edificaciones existentes a la fecha de la declaratoria.
Cuando se trate de predios en que no es posible desarrollar un proyecto de densificación y se compruebe que el plan regulador, al fijar la afectación, produjo una disminución en el valor del predio, deberá compensarse al propietario en la medida de dicho perjuicio, considerando al efecto todas las normas urbanísticas aplicables al predio en la situación actual, en comparación a la situación del mismo predio con las normas anteriores a la afectación, conforme a las reglas que establecerá la Ordenanza General.
En estos casos, el propietario afectado deberá solicitar dicha compensación, acompañando los antecedentes comprobatorios ante la municipalidad o el gobierno regional que fijó la declaratoria, dentro del plazo de tres años desde la vigencia de ésta.
La autoridad señalada resolverá la solicitud, conforme a los requisitos y procedimiento establecido en la Ordenanza General, en un plazo máximo de noventa días, salvo que requiera la presentación de antecedentes adicionales, en cuyo caso dicho plazo se contará desde la recepción de éstos.
En caso de comprobarse perjuicio, en los términos señalados, la municipalidad o el gobierno regional, según corresponda, dentro del plazo máximo de tres años, contado desde la declaración de perjuicio, deberá llevar a cabo una o más de las siguientes acciones:
a) Eliminar la declaratoria de utilidad pública modificar el área afecta, asignando al terreno las normas urbanísticas que correspondan con dicha modificación o eliminación.
b) Compensar a los propietarios mediante modificación de las normas urbanísticas aplicables al predio o conjunto de predios.
c) Pagar la compensación.
d) Iniciar el procedimiento de expropiación correspondiente, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 83.
En caso de disconformidad con la acción compensatoria resuelta por la autoridad, el propietario afectado podrá recurrir judicialmente, dentro de los noventa días siguientes a su notificación, para solicitar que se declare insuficiente la compensación resuelta por la autoridad y que se fije en definitiva el monto a compensar, aplicándose al efecto el mismo procedimiento dispuesto en el artículo 14 del decreto ley N° 2.186, de 1978, que aprueba la ley orgánica de procedimiento de expropiaciones. En caso que corresponda, la autoridad deberá resolver la insuficiencia en el plazo de noventa días conforme a las alternativas que señala el presente artículo.
Lo dispuesto en el presente artículo no afectará los procesos de expropiación autorizados en otras normas legales.
La Ordenanza General fijará las reglas y procedimiento simplificado para modificar, suprimir o reemplazar los trazados de las afectaciones a utilidad pública que figuren en los planes reguladores, y para adecuar o modificar las normas urbanísticas a que se refieren las letras a) y b) del presente artículo. Con todo, dicho procedimiento contemplará la exposición pública de las propuestas por al menos treinta días, y un plazo para la recepción de opiniones u observaciones por parte de cualquier interesado. 
La prohibición de aumentar el volumen de las edificaciones existentes establecida en el inciso segundo no se aplicará en caso de ampliaciones de viviendas o microempresas de hasta dos pisos de altura, existentes a la entrada en vigencia de un nuevo plan regulador, conforme a las reglas que establecerá la Ordenanza General.”.
2) Reemplázanse los artículos 121 y 122 por los siguientes:
“Artículo 121.- Para la obtención de las autorizaciones o permisos que contempla la presente ley no será impedimento que una parte de un predio se encuentre afecta a utilidad pública. La Dirección de Obras Municipales podrá autorizar obras de reconstrucción parcial o alteración de edificaciones en las franjas afectas a utilidad pública. 
Artículo 122.- En los antejardines fijados en los planes reguladores solo podrán efectuarse las construcciones que estén expresamente admitidas en la Ordenanza General de esta ley o en las ordenanzas locales. 
Sin perjuicio de lo anterior, podrán autorizarse construcciones provisorias, conforme al artículo 124.”.
3) Reemplázase el inciso primero del artículo 124 por el siguiente:
“Artículo 124.- El Director de Obras Municipales podrá autorizar la ejecución de construcciones provisorias hasta por el plazo de tres años, bajo las condiciones que se establezcan en el respectivo permiso. Para la ampliación de dicho plazo o nueva autorización se requerirá la conformidad previa de la Secretaría Regional respectiva del ministerio de Vivienda y Urbanismo.”. 
Artículo 2°.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 33 de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, por el siguiente:
“Sin embargo, para materializar los espacios públicos contemplados en el Plan Regulador Comunal, conforme al artículo 59 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, las municipalidades estarán facultadas para adquirir bienes raíces por expropiación.”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero.- Sin perjuicio de las definiciones que establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, para los efectos de la presente ley se entenderá por terrenos destinados a espacio público aquellos señalados con tal destino en el respectivo Instrumento de Planificación Territorial, ya sea en sus planos o en su ordenanza, vigentes al 13 de febrero de 2004, o bien, tratándose de Planes Reguladores Comunales, los que se hubieren determinado con dicho destino mediante modificaciones posteriores del Plan aprobadas conforme al procedimiento establecido en el artículo 43 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.
Artículo segundo.- Las modificaciones que se introducen por esta ley al decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, Ley General de Urbanismo y Construcciones, no afectarán a los anteproyectos aprobados ni a los permisos otorgados antes de la fecha de su entrada en vigencia, salvo indemnización o expropiación conforme al decreto ley N° 2.186, de 1978, sobre procedimiento de expropiaciones.
Artículo tercero.- En caso de propietarios de predios que se encuentran afectos a utilidad pública en la fecha de publicación de esta ley, el plazo de tres años para solicitar una compensación conforme al artículo 59 que mediante la presente ley se incorpora al decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, Ley General de Urbanismo y Construcciones, se contará desde dicha fecha de publicación.
Artículo cuarto.- La prohibición de aumentar el volumen de las edificaciones existentes en las partes de los terrenos afectos a utilidad pública, establecida en el inciso segundo del artículo 59 que se incorpora al decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, Ley General de Urbanismo y Construcciones, no se aplicará en caso de ampliaciones de viviendas o microempresas de hasta dos pisos de altura, existentes a la fecha de publicación de la presente ley, conforme a las reglas que establecerá la Ordenanza General. 
Artículo quinto.- Para los efectos de confeccionar los Planos Seccionales a que se refiere el inciso primero del artículo 59 que se incorpora al decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, que aprueba la Ley General de Urbanismo y Construcciones, el ministerio de Vivienda y Urbanismo proveerá la planimetría necesaria, sin costo para las municipalidades que así lo requieran. 
Asimismo, a través de las secretarías regionales ministeriales, prestará los apoyos técnicos que requieran las municipalidades para la confección y aprobación de los citados planos seccionales.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 13 y 27 de agosto; 3 de septiembre; 1 y 15 de octubre, y de 10 de diciembre de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martín (Presidenta), y señores Pedro Muñoz Aburto, Víctor Pérez Varela, Hosaín Sabag Castillo y Eugenio Tuma Zedán.

Sala de la Comisión, a 11 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LAS LEYES N°S 18.290 Y 18.287 EN LO QUE SE REFIERE, RESPECTIVAMENTE, AL CONTROL DE LICENCIAS DE CONDUCIR Y A LA PRÓRROGA DE LA BOLETA DE CITACIÓN A AUDIENCIA, EN LOS CASOS DE FUERZA MAYOR QUE INDICA

(9158-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Chahuán.
- - - - - - - -


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz y del Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto de ley en estudio, tiene por objeto extender a 30 días el plazo establecido en el artículo 19 del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Justicia, de 29 de octubre de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, cuando por razones ajenas a la voluntad del titular de una licencia de conducir, tales como destrucción parcial o total, inundación o incendio del inmueble donde funciona el Departamento de Tránsito, respectivo, o por huelga de sus funcionarios, no pueda someterse al control exigido por la ley. Igualmente, se propone, por las mismas razones, agregar un artículo 4º bis, a la ley Nº 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, para el caso que no se pueda realizar la audiencia en las infracciones de tránsito extendiendo el plazo de habilitación de la boleta de citación. 

- - - - - - - 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

Tienen incidencia, en este proyecto de ley, las siguientes normas jurídicas:


1.- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 29 de octubre de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.


- Artículos 19 y 20.


2.- Ley Nº 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.


- Artículo 4º. 

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

Según expresa la Moción la ley Nº 18.290, de Tránsito, establece en su artículo 19, que la licencia de conducir tiene duración indefinida y mantendrá su vigencia mientras su titular reúna los requisitos y exigencias que señale la ley. Asimismo, agrega que los titulares de dichos documentos habilitantes para conducir, deben acreditar el cumplimiento de tales requisitos y exigencias cada seis años si se trata de licencia no profesional, clases B o C, y cada cuatro años en los casos de la licencia profesional y las de las clases A-1 y A-2.

Por su parte, el artículo 20 del mismo texto legal, dispone que el control de cualquier clase de licencia de conducir deberá efectuarse, a más tardar, en la fecha de cumpleaños de su titular, y si dicha data recayere en día inhábil, el control debe verificarse el día hábil siguiente, y si recayere en día 29 de febrero, en el primer día hábil de marzo, en la municipalidad que corresponde a la circunscripción donde tenga su domicilio.

No obstante la objetividad de estas normas, puede darse el caso de que no le sea posible a un titular de licencia someterse al control exigido por la ley, antes de la fecha prevista en el artículo 20, por razones ajenas a su voluntad, tales como la destrucción parcial o total, inundación o incendio del inmueble donde funciona el respectivo Departamento de Tránsito, o por huelga de sus funcionarios, como ocurre al momento de presentarse esta moción.

En tal caso, debe contemplarse una extensión de dicho plazo, por un máximo de treinta días, a contar de cuando cesen tales impedimentos, para cuyo efecto debe modificarse el referido artículo 20, incorporándose esta situación.

En el mismo orden de ideas, es del caso señalar que tratándose de infracciones a la Ley de Tránsito, el artículo 3º de la ley Nº 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, dispone que los Carabineros e Inspectores Fiscales o Municipales, en su caso, que sorprendan infracciones, contravenciones o faltas que sean de competencia de los Jueces de Policía Local, deberán denunciarlas al Juzgado competente y citar al infractor para que comparezca a la audiencia más próxima, indicando día y hora, bajo apercibimiento de proceder en su rebeldía.

El artículo 4º del mismo texto legal, señala las menciones que debe contener la citación pertinente, que en el caso de infracción a las normas que regulan el tránsito, debe indicar, además, la placa patente y clase del vehículo y, si fuere pertinente, la licencia de conducir, su fecha de control, la Municipalidad que la otorgó y el domicilio que tenga registrado en ella.

Aunque esta ley no lo contempla en forma expresa, sucede que cuando el denunciante entrega personalmente la citación, retiene la licencia del denunciado, para enviarla al tribunal competente, junto con la denuncia, y la boleta de citación lo habilita para conducir vehículos autorizados por la clase de su licencia, hasta el día y hora de la audiencia para el cual se le cita.

Sin embargo, puede ocurrir que, por razones ajenas al denunciado, como las que señalamos anteriormente, la audiencia no se puede efectuar en el día y hora para el que fue citado, por lo cual, procede extenderse el plazo de habilitación de la boleta de citación hasta que se fije una nueva audiencia, una vez que haya cesado el impedimento de que se trate y por un plazo de treinta días, sin perjuicio que el juez competente otorgue un plazo mayor, dependiendo de las circunstancias, para cuyo efecto, debe incorporarse una modificación a la referida norma, que así lo establezca.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


La Moción en informe está estructurada sobre la base de dos artículos permanentes, que proponen introducir modificaciones al artículo 20 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.290, de Tránsito y a la ley Nº 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.

Artículo 1º


Agrega un inciso quinto al artículo 20 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.290, de Tránsito, para extender el plazo de control de licencia de conducir, en el caso que por razones ajenas a la voluntad del titular, tales como la destrucción parcial o total, inundación o incendio del inmueble donde funciona el respectivo Departamento de Tránsito, o por huelga de sus funcionarios, no pueda realizarse el control en la fecha establecida en la ley. Esta extensión será hasta por treinta días con posterioridad al cese del impedimento, quedando habilitada la respectiva licencia para conducir los vehículos de su clase.

Artículo 2º


Modifica la ley Nº 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, agregando un artículo 4º bis, que señala en su inciso primero que en el caso que el denunciante entregue en forma personal al denunciado la citación escrita, conforme a lo dispuesto en el artículo 3º, retendrá la respectiva licencia para enviarla al tribunal competente, conjuntamente con la denuncia.

Su inciso segundo precisa que dicha boleta de citación habilitará al denunciado para conducir solamente vehículos autorizados por su clase de licencia y hasta el día y hora de la citación.

Su inciso tercero establece que en el evento de que la audiencia para la cual fue citado, no pudiere celebrarse por razones tales como la destrucción parcial o total, inundación o incendio del inmueble  donde funciona el respectivo tribunal o por huelga de sus funcionarios, el plazo de habilitación de la boleta de citación se extenderá hasta el día y hora en que se haya fijado una nueva audiencia, una vez que haya cesado el impedimento de que se trate, por un plazo no mayor a treinta días, sin perjuicio que el juez pertinente otorgue un plazo mayor, dependiendo de las circunstancias.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Durante la discusión en general, el Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González, manifestó que el Ejecutivo considera positiva la presentación de esta Moción que se fundamenta en la paralización de actividades municipales ocurrida hace algunas semanas.


Agregó que sin emitir ninguna opinión en relación a los derechos de los trabajadores para manifestarse, es una realidad que los efectos se trasladan de manera directa a la comunidad y se produce un daño que no tiene justificación. En ese sentido, la mitigación que esta Moción propone en relación a las situaciones a que se refiere, tales como destrucción del inmueble donde funciona el Departamento de Tránsito municipal o la imposibilidad de continuar con la prestación del servicio, son abordados en forma adecuada en esta iniciativa legal.


Sin perjuicio de lo anterior, señaló que la alusión a la huelga de los funcionarios municipales se debe modificar durante la discusión en particular, por cuanto en los servicios municipales no existe la negociación colectiva y no procede el derecho a huelga de sus funcionarios, por lo que propuso referirse a la suspensión de servicios municipales o a la imposibilidad de prestarlos.

El Presidente de la Comisión Honorable Senador señor Chahuán y autor de la Moción concordó con los planteamientos anteriores y anunció que durante la discusión en particular presentará indicaciones con la finalidad de referirse a la suspensión de los servicios municipales, considerar la mitigación de sus efectos para los usuarios estableciendo que se trata de una causa de fuerza mayor, puesto que en la administración municipal no existe el derecho a huelga.


El planteamiento anterior fue respaldado por los otros miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi y Kuschel. 
- - - - - - -

VOTACIÓN EN GENERAL


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Kuschel.
- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Modifíquese el artículo 20 de la ley Nº 18.290, de Tránsito, agregándose un inciso quinto nuevo, del siguiente tenor:

“No obstante lo señalado en el inciso precedente, en el caso de razones ajenas a la voluntad del titular, tales como la destrucción parcial o total, inundación o incendio del inmueble donde funciona el respectivo Departamento de Tránsito, o por huelga de sus funcionarios, dicho control podrá efectuarse hasta treinta días después de que haya cesado el respectivo impedimento, y durante dicho plazo la respectiva licencia quedará habilitada para conducir los vehículos de su clase”.

Artículo 2º.- Modifíquese la ley Nº 18.287, que establece Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, agregándose un artículo 4º bis, del siguiente tenor:

“En el caso que el denunciante entregue personalmente al denunciado la citación escrita, conforme a lo dispuesto en el artículo 3º, retendrá la respectiva licencia para enviarla al tribunal competente, conjuntamente con la denuncia.

Dicha boleta de citación habilitará al denunciado para conducir solamente vehículos autorizados por su clase de licencia y hasta el día y hora de la citación.

En el evento de que la audiencia para la cual fue citado, no pudiere celebrarse por razones tales como la destrucción parcial o total, inundación o incendio del inmueble  donde funciona el respectivo tribunal o por huelga de sus funcionarios, el plazo de habilitación de la boleta de citación se extenderá hasta el día y hora en que se haya fijado una nueva audiencia, una vez que haya cesado el impedimento de que se trate, por un plazo no mayor a treinta días, sin perjuicio que el juez pertinente otorgue un plazo mayor, dependiendo de las circunstancias.”.
- - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 10 de diciembre de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Guido Girardi Lavín y Carlos Ignacio Kuschel Silva (Carlos Cantero Ojeda).


Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN EL PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE SUPRIME LAS PALABRAS AMO Y CRIADO EN EL ARTÍCULO 447 DEL CÓDIGO PENAL

(9086-17)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Jaime Orpis Bouchon.

Se hace presente que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer que en la Sala sea considerado del mismo modo.
A las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los siguientes invitados:

- Del Ministerio de Justicia, el Subsecretario (S) señor Sebastián Valenzuela y los Asesores Legislativos señora Bárbara Sanhueza y Patricio Soto.
- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor Legislativo, señor Luis Fernando Sánchez.
- Del Ministerio Público, el Director de la Unidad Especializada de Delitos Violentos y Responsabilidad Penal Adolescente, señor Félix Inostroza.

- Del Instituto de Ciencias Penales de Chile, el Profesor de Derecho Penal, señor José Luis Guzmán.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
El proyecto de ley propone eliminar las expresiones “amo” y “criado” del numeral 1° del artículo 447 del Código Penal, con el fin de adecuar nuestra legislación a la realidad actual y a lo prescrito por la Constitución Política de la República y los tratados internacionales suscritos por Chile y que se encuentran vigentes. 
- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Constitución Política de la República en sus artículos 1° y 19 numerales 1° y 2°.
2.- Código Penal.

3.- Código Civil.

4.- Ley N° 20.422, que establece las normas sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de las Personas con Discapacidad.
5.- La ley N° 20.507, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal.
6.- La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, de 10 diciembre de 1948.

7.- El Pacto de San José Costa Rica, de 22 de diciembre de 1969, promulgado mediante decreto supremo N° 873, de 1991, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

8.- El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de la organización de las Naciones Unidas, por Resolución N° 2.200 el 16 de diciembre de 1966, promulgado mediante decreto N° 778, de 1989, del Ministerio de Relaciones Exteriores.
9.- El artículo 7 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, promulgado mediante decreto N° 101, de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

10.- La Convención sobre Esclavitud, su Protocolo y la Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud e Instituciones y Prácticas Similares a la Esclavitud del 24 de agosto de 1995, promulgada mediante decreto N° 1097, de 1995, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

11.- La Convención sobre la Esclavitud de1926 y la Convención Suplementaria de 1956.
II. ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen al proyecto de ley en estudio, señala que tanto la legislación penal, como la civil mantienen los conceptos anacrónicos de “amo” y “criado” en sus cuerpos legales, lo que se explica, en parte, por los años en que se dictaron ambos Códigos. Al respecto, informa que el Código Penal chileno fue dictado el 12 de noviembre de 1874, por lo que han transcurrido más de 130 años desde su promulgación, quedado en consecuencia rezagados los artículos que hacen referencia a los conceptos de “amo” y “criado”. Al efecto, complementa que dichas palabras se encuentran fuera del contexto social en el cual vivimos.
En efecto, precisa que el artículo 447 del Código Penal al abordar el delito de hurto agravado, faculta al juez para aplicar la pena inmediatamente superior en grado en las siguientes hipótesis:

1° Si el hurto se cometiere por un dependiente, criado o sirviente asalariado, bien sea en la casa en que sirve o bien en aquella a que lo hubiere llevado su amo o patrón.

2° Cuando se cometiere por obrero, oficial o aprendiz en la casa, taller o almacén de su maestro o de la persona para quien trabaja, o por individuo que trabaja habitualmente en la casa donde hubiere hurtado.

3° Si se cometiere por el posadero, fondista u otra persona que hospede gentes en cosas que hubieren llevado a la posada o fonda.

4° Cuando se cometiere por patrón o comandante de buque, lanchero, conductor o bodeguero de tren, guarda-almacenes, carruajero, carretero o arriero en cosas que se hayan puesto en su buque, carro, bodega, etc.

Al respecto, informa que el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española define el concepto “amo” como: “dueño o poseedor de algo; hombre que tiene uno o más criados, respecto de ellos; persona que tiene predominio o ascendiente decisivo sobre otra u otras; a veces como tratamiento dirigido al señor o a alguien a quien se desea manifestar respeto o sumisión.”.
Por su parte, define a la palabra “criado” como: “la persona que sirve por un salario, y especialmente la que se emplea en el servicio doméstico.”.
En seguida, refiere que la Constitución Política de la República de Chile, en el Capítulo III “De los Derechos y Deberes Constitucionales”, en su artículo 19, numerales 1° y 2° asegura a todas las personas:

“1°. El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona.
La ley protege la vida del que está por nacer.

La pena de muerte sólo podrá establecerse por delito contemplado en ley aprobada con quórum calificado.

Se prohíbe la aplicación de todo apremio ilegítimo;

2°. La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona, ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley.

Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias.”.
Reseña que si la Constitución Política de la República establece como garantía que en Chile no existen esclavos y el que pise su territorio queda libre, no tiene sentido mantener la normativa del Código Penal y del Código Civil en que se alude al vocablo “amo” como dueño o poseedor de algo, puesto que no se condice con nuestra institucionalidad actual.
En esta misma línea, resalta que esta garantía fundamental debe ser complementada por los tratados internacionales vigentes suscritos por nuestro país. Al efecto, destaca que el 24 de agosto de 1995 se promulgó la Convención sobre Esclavitud, su Protocolo y la Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud e Instituciones y Prácticas Similares a la Esclavitud, la que hace referencia a la Convención sobre Esclavitud, del 25 de septiembre de 1926, que se adoptó en Ginebra. Además, indica que con fecha 23 de octubre de 1953, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Resolución N° 794, en la que se contiene el Protocolo Modificatorio de dicha Convención, y con fecha 7 de septiembre de 1956 se acordó, en Ginebra, la Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y Prácticas Análogas a la Esclavitud. Agrega que dichos tratados internacionales fueron aprobados por el Congreso Nacional, según consta en el Oficio N° 623, de 9 de mayo de 1995 de la Honorable Cámara de Diputados.

En seguida, comenta que no sólo en este cuerpo normativo se plasma el total desprecio que nuestro país tiene por cualquier forma de esclavitud o sometimiento, sino también en las normas relativas a evitar y castigar el tráfico de personas, que corresponde a la forma moderna de la esclavitud.

Expresa que dada la antigüedad de nuestro Código Penal pueden existir términos o conceptos que no se avienen con la realidad actual y que corresponden a la terminología de la época. Algunos, continúa, a pesar de estar desfasados en el tiempo no atentan contra los principios fundamentales de la persona humana, sin embargo, otros la denigran y afectan su dignidad esencial.

El Código Penal consagra el delito de hurto agravado en el artículo 447, en que castiga con mayor severidad a todo tipo de trabajador que sustrajese especies muebles del lugar de trabajo. En opinión del autor de la Moción, se debe mantener la situación del asalariado o dependiente, ya que esta norma no resulta aplicable a otro tipo de dependencias, como serían las de un tutor o curador con su pupilo, pero eliminando toda referencia a los conceptos de “amo” y “criado”.
Por lo anterior, considera que resulta fundamental modificar el Código Penal, en lo relativo a estas expresiones. Con ello, apunta, se evitaría toda posible discusión en foros internacionales de que en Chile si bien tenemos abolida la esclavitud aún mantenemos tipos penales que aluden a una relación de dominación o de sumisión, propia de esa institución.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 
El texto del proyecto de ley en informe es el siguiente:

“Artículo único.- Modifíquese el artículo 447 del Código Penal, por el siguiente:
“Art. 447. En los casos del artículo anterior podrá aplicarse la pena inmediatamente superior en grado:
1° Si el hurto se cometiere por un dependiente asalariado en el lugar o establecimiento para el cual presta sus servicios o en el lugar donde su empleador lo hubiese designado.
2° Cuando se cometiere por obrero, oficial o aprendiz en la casa, taller o almacén de su maestro o de la persona para quien trabaja, o por individuo que trabaja habitualmente en la casa donde hubiere hurtado.
3° Si se cometiere por el posadero, fondista u otra persona que hospede gentes en cosas que hubieren llevado a la posada o fonda.
4° Cuando se cometiere por patrón o comandante de buque, lanchero, conductor o bodeguero de tren, guarda-almacenes, carruajero, carretero o arriero en cosas que se hayan puesto en su buque, carro, bodega, etc.”.”.




De esta forma, el proyecto propone en el número 1 del artículo 447, eliminar las palabras “criado o sirviente” y reemplazar la frase “la casa en que sirve o bien en aquella a que lo hubiere llevado su amo o patrón” por “en el lugar o establecimiento para el cual presta sus servicios o en el lugar donde su empleador lo hubieres designado”.

Para el estudio de esta iniciativa, la Comisión acordó iniciar una ronda de audiencias e invitó a exponer sus puntos de vistas a diversos especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:
- Por el Ministerio de Justicia, el Subsecretario (S) señor Sebastián Valenzuela y la Asesora, señora Bárbara Sanhueza.
- Por el Ministerio Público, el Director de la Unidad Especializada de Delitos Violentos y Responsabilidad Penal Adolescente, señor Félix Inostroza.

- Por el Instituto de Ciencias Penales de Chile, el Profesor de Derecho Penal, señor José Luis Guzmán.
Al iniciar el estudio de este proyecto de ley expuso el profesor señor José Luis Guzmán, en representación del Instituto de Ciencias Penales de Chile,  quien señaló que el informe que expondrá lo preparó, en lo medular, el Director señor Alfredo Etcheverry y fue complementado en algunos aspectos por el suscrito. En seguida, agradeció a nombre del Instituto la invitación para exponer y manifestó su disposición para informar los proyectos de ley que la Comisión considere que el parecer del Instituto pueda ser de utilidad. Explicó que los informes son elaborados por los miembros del Directorio, integrado por 10 profesores de Derecho Penal.

A continuación, se refirió al informe preparado para esta iniciativa legal y destacó tres puntos:

En primer lugar, el proyecto tiene por objeto reemplazar una terminología ciertamente anticuada que se emplea en el artículo 447 del Código Penal y que hoy día, aparte de su sabor arcaico, tiene cierto matiz clasista o despectivo para el trabajador.

Parece evidente, que cuando el artículo en cuestión habla de “amo”, no le da la connotación de “dueño de esclavos”, sino simplemente la que el propio proyecto transcribe del Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, a saber, un “hombre que tiene uno o más criados, respecto de ellos”. En seguida, refirió que cuando el Código entró en vigencia, hacía mucho tiempo que la esclavitud estaba abolida en Chile, por lo cual los comisionados  que lo redactaron no podían darle ese alcance. Por lo demás, continuó, la persona dependiente no aparece caracterizada como “esclavo” sino, precisamente, como “criado”, “dependiente” o “sirviente”.

No obstante, concuerdan que es mejor actualizar la terminología en el sentido que establece el proyecto y hablar de “dependiente” y “empleador”. Respecto al término “asalariado”, estimó innecesario agregarlo ya que, si el fundamento de la agravación es el abuso de confianza, éste concurre igualmente en caso de que el dependiente no sea asalariado (puede prestar servicios por honorarios, no un salario, o incluso, hacerlo gratuitamente).

En segundo lugar y teniendo presente la oportunidad, sugirió reemplazar la expresión “doméstico”, que se emplea en el artículo 440 N° 3 del Código Penal como una de las modalidades del robo con fuerza en las cosas –introducirse en el lugar del robo merced a la seducción de algún doméstico- y reemplazar ese término  por “dependiente”.

Por otra parte, hizo presente que, en vez de modificarlo, sería más adecuado derogar en su totalidad el artículo 447. Al respecto, explicó que el fundamento de estas agravaciones específicas es el abuso de confianza, luego, existiendo como circunstancia agravante común la del artículo 12 número 7° del Código Penal, mediante la cual el abuso de confianza es aplicable a cualquier delito, no sería necesario tener estas agravaciones específicas que dejan lagunas de punibilidad o elementos que no son actuales como el contrato de aprendizaje. Además, enfatizó, no queda comprendida la situación de los dependientes en el sentido jurídico de la palabra, que son los dependientes de comercio, a los cuales el hurto se les  agrava por el abuso de confianza del citado artículo 12.

Advirtió una cierta incongruencia valorativa que se produce en el Código con la presencia de este artículo porque si el fundamento de la agravación es el abuso de confianza, es decir las mayores facilidades para cometer este ilícito, cómo se concilia con el hecho de que el  Código Penal agrave las penas del robo con fuerza en las cosas, cuando en esa circunstancia para el sujeto es más difícil delinquir. Puesto en otros términos, el artículo 447 agrava la responsabilidad del agente porque le es más fácil cometer la infracción, y en los artículos 440 y siguientes la pena es más severa porque le es más difícil cometer el delito, el contrasentido, afirmó, es evidente.

Concluyó que si se quiere mantener algún tipo de agravación, basta con aplicar la agravante del artículo 12, N° 7, esto es, cometer el delito con abuso de confianza, que por sí sola no permite subir la pena en un grado y que, además, en muchos casos resultará improcedente por lo dispuesto en el artículo 63 del Código Penal, principio de inherencia.

El Honorable Senador señor Gomez precisó que la agravante persigue castigar a quien ocupa la confianza que se le ha entregado para cometer el delito y dependiendo de ello se agrava o no, pero a su juicio, debiera ser la misma circunstancia.

El profesor señor Guzmán señaló que la aplicación del artículo 12 permite individualizar mejor la justicia penal y dar al caso la respuesta que merece en su peculiaridad. 

El Honorable Senador señor Gómez hizo presente que el Código distingue entre la agravante del 12 N° 7 y la del 447. Luego, en un caso práctico, si se invita a una persona a la casa y hurta una cosa, se le aplica la primera, en cambio, si se trata de un dependiente que trabaja en la casa y comete hurto, se le aplica la agravante del 447.

El profesor Guzmán indicó que el único elemento a considerar para mantener el artículo 447 es que no es un agravante especial, las cuales existen y están previstas para algunos tipos de delitos, pero su efecto es el general de una agravante común y no provoca un aumento en el grado de la penalidad. No así, las agravaciones específicas que generan una modificación en la parte cualitativa de la penalidad, aumenta o disminuye en un grado, como es el caso de robo o hurto portando armas, artículo 450 inciso segundo. 

Agregó que el mismo artículo 447 habla de cometer el delito por posadero, fondista u otra persona que hospede gentes en cosas que hubieren llevado a la posada o fonda. Al respecto, indicó que se agravaría la pena si ocurre el hurto en una posada. Pero, si se hurta en un hotel reconocido, el Código permite agravar conforme al artículo 12 con otro efecto, no de aumentar en grado.

Agregó que los Códigos contemporáneos, incluyendo el español, eliminan esta figura.

El Honorable Senador señor Gómez consultó respecto a la pena asignada.

El profesor Guzmán señaló que el artículo 446  N°3, castiga al hurto con presidio menor en su grado mínimo, 61 y un día a 540 días,  y multa de 5 UTM, cuando excediere de un 1 UTM y no pasare de 4 UTM.  Luego, si se aplica la agravante de abuso de confianza común, la pena se aplicaría en su máximo, en la mitad más grave, lo cual acerca a los 540 días. En cambio, si se aplica el artículo 447 y el juez hace uso de la atribución que es discrecional, la pena aumenta a 541 días a tres años. Lo cual, a su juicio, es una desproporción valorativa.

El Honorable Senador señor Orpis consultó la opinión del profesor Guzmán respecto a adecuar la terminología del Código Civil.


El profesor señor Guzmán explicó que no ha estudiado el tema sin embargo, adelantó que es partidario de modernizar los textos con la terminología apropiada.

En seguida, intervino la representante del Ministerio de Justicia, señora Bárbara Sanhueza quien expresó su opinión favorable respecto del proyecto de ley en estudio. En efecto, explicó que la nomenclatura utilizada por el artículo 447, número 1, del Código Penal, es anacrónica, además de tener ciertas acepciones que podrían encontrarse claramente contrarias a disposiciones constitucionales como en ciertas obligaciones adquiridas por el Estado chileno de acuerdo a tratados internacionales. Por estas consideraciones, estiman que las modificaciones propuestas son absolutamente pertinentes.

Por otra parte, informó que en el Ministerio de Justicia se encuentra la Comisión Presidencial que está analizando un nuevo proyecto de Código Penal, la cual, además de revisar este tipo de nomenclatura que carece de utilidad, abarca una mirada íntegra y sistemática que busca hacerse cargo tanto de la parte general como de la especial del Código Penal, incluyendo los delitos particulares.

Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que en la medida que el proyecto prospere, como Ministerio estiman que hay un punto que es relevante destacar y que dice relación con el artículo 18  del Código Penal que dispone que ningún delito se castigará con otra pena que la que le señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración. Si después de cometido el delito y antes de que se pronuncie sentencia de término, se promulgare otra ley que exima tal hecho de toda pena o le aplique una menos rigorosa, deberá arreglarse a ella su juzgamiento.

El inciso tercero señala: si la ley que exima el hecho de toda pena o le aplique una menos rigurosa se promulgare después de ejecutoriada la sentencia, sea que se haya cumplido o no la condena impuesta, el tribunal que hubiere pronunciado dicha sentencia, en primera o única instancia, deberá modificarla de oficio o a petición de parte. En ningún caso la aplicación de este artículo modificará las consecuencias de la sentencia primitiva en lo que diga relación con las indemnizaciones pagadas o cumplidas o las inhabilidades.

Luego, llamó la atención respecto a que cada vez que se modifica un artículo del Código Penal que deja sin sustrato fáctico condenas firmes que se encuentren en cumplimiento o hechos investigados, se corre el riesgo de que por la aplicación del principio pro reo en materia procesal,  ciertas conductas pudiesen quedar en el limbo o sujetas a revisión en caso de condenas firmes no obstante que el condenado se encuentre cumpliendo su pena. 

En consecuencia, dijo, para evitar este tipo de situaciones, es conveniente agregar una norma transitoria con el objeto de otorgar una suerte de ultra actividad de la ley, en la cual se exprese claramente que no tendrá el efecto que atribuye el artículo 18. Al respecto, citó como ejemplo la ley 20.000 que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, la cual considera una norma de esos términos. Sobre el particular, manifestó que el Ministerio tiene un texto que está en condiciones de sugerir para hacer frente a este eventual problema.

El Honorable Senador señor Gómez hizo presente que la Comisión Presidencial a la cual hace referencia la representante del Ministerio de Justicia, fue creada por él en el 2000, año en que tenía a su cargo dicha Cartera de Estado. Lo anterior, sostuvo, demuestra lo difícil que es modificar estas materias puesto que han transcurrido más de trece años y seguimos con esta discusión. 

Al mismo tiempo, expresó que modificar la norma puede tener algún efecto respecto de quienes hayan sido condenados, de tal forma que solicitó al Ministerio de Justicia pueda informar cuántos son los condenados respectos de los artículos 446 y 447.

El Honorable Senador señor Orpis recordó que la representante del Ministerio de Justicia tiene una propuesta para este asunto con el objeto de que no se genere el efecto indicado.

La representante del Ministerio de Justicia, expresó que la norma sería del siguiente tenor: “Esta ley sólo se aplicará a los hechos delictivos cometidos con posterioridad a su entrada en vigencia, en consecuencia, el contenido anterior del numeral primero del artículo 447 del Código Penal continuará vigente para todos los efectos relativos a la persecución y condenas firme de los delitos en él contemplados y perpetrados con anterioridad a la publicación de esta ley”.

El Honorable Senador señor Gómez hizo presente que la norma transcrita es inconstitucional, puesto que la Carta Fundamental es clara al establecer que ningún delito será castigado  con otra pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley favorezca al afectado.

En seguida intervino el señor Félix Inostroza, Director de la Unidad de Delitos Violentos y Responsabilidad Penal Adolescente de la Fiscalía Nacional, quien expresó la opinión del Ministerio Público y dijo que, en general, tienen una evaluación positiva del proyecto. Comparten la modificación y los fundamentos de la misma. 

Reflexionó sobre los delitos de robo y hurto  que en general son los delitos contra la propiedad más comunes, un 70%. Resaltó que el problema del artículo 447, hurto doméstico, es común a toda la legislación de hurto y de robo, porque utiliza un lenguaje descriptivo y por lo tanto muy concreto y no emplea elementos normativos más generales que permita a la ley adecuarse a las distintas situaciones, lo que dificulta su aplicación. Agregó que la consecuencia de estos términos que van pasando de moda a medida que pasa el tiempo es que pierden vigencia y aplicación práctica.

Informó que no fue posible obtener información estadística respecto de los casos en que podría haberse aplicado esta agravante porque resulta bastante complejo por los sistemas informáticos. Sin embargo, afirmó,  la práctica indica que en general tiene baja aplicación por la utilización de términos restrictivos que ya pasaron de moda y porque no es una agravación obligatoria si no que facultativa para el juez,  además que su fundamento, el abuso de confianza, está perdiendo relevancia social en relación a este tipo de delito. Por tanto, reiteró, el efecto, es que en general tiene una baja aplicación.

Respecto a la prevención de que se podría generar algún tipo de bolsón de impunidad, indicó que es un tema que les preocupa, no obstante observar que no produciría ese efecto la supresión de los términos pues se mantiene la agravante para los casos que en algún momento se pueda ocupar y agregó que la expresión asalariado, comprende en general las situaciones.

Afirmó que lo fundamental en este tipo de agravaciones, además del abuso de confianza, es que exista una relación laboral relativamente permanente, circunstancia que comprende la norma cuando hace referencia al asalariado, doméstico u otro. Por tanto, si concurren ambas, podría aplicarse al caso, aunque son bastante pocos, acotó.

Respecto a la modificación sugerida por el profesor Guzmán para sustituir la expresión doméstico en el delito de robo, coincidió con la propuesta y recordó que en su oportunidad también lo hicieron presente con ocasión de otro proyecto de ley que analizaba modificaciones al delito de robo en lugar habitado. Enfatizó que si existe la intención de actualizar estas expresiones, debe ser una conducta general respecto de la generalidad de los delitos contra la propiedad.

A su turno, la representante del Ministerio de Justicia, aclaró que la intención del Ministerio al proponer la norma de ultra actividad no era pasar a llevar el mandato constitucional en cuanto a la reducción de penas revisando sentencias pasadas, sino abocarse a la posibilidad de mantener la norma vigente para efectos de persecución. Ese  es el sentido de la redacción propuesta agregó.

El Honorable Senador señor Orpis respecto de las observaciones manifestadas durante el debate del proyecto, hizo presente que esta no es la instancia técnica de reforma de Códigos y que su intención al presentar la moción era actualizar los términos no sólo en función del tiempo sino por las connotaciones valóricas de sus conceptos que son radicalmente distintos a la época en que se dictaron y que tienen sus efectos en tratados internacionales que Chile ha suscrito y que podría verse expuesto a ser requerido de mantenerse esta normativa.

Por tanto, reiteró que el proyecto no tiene por objeto hacer un cuestionamiento de los tipos penales del Código y el actualizar la nomenclatura no incidiría en el tipo penal y tampoco generaría  un bolsón de impunidad. Del mismo modo, indicó que estos términos también se contemplan en el Código Civil y en otros cuerpos legales, por lo que sugirió al Ministerio de Justicia y al Ministerio Público estudiar la materia con el objeto de actualizar la legislación en otras iniciativas.

El Honorable Senador señor Gómez preguntó al Ministerio Público y al Ministerio de Justicia por la sugerencia del Instituto de Jueces Penales en orden a derogar el artículo 447.

Así también, consultó sobre la observación del profesor Guzmán respecto a mantener la palabra asalariado que excluye el tipo a honorario y otras relaciones laborales que no tienen que ver con el salario.

El representante del Ministerio Público manifestó su discrepancia con el profesor Guzmán y explicó que si el fundamento es que existe cierta asimetría o antinomia entre esta norma y otras situaciones prácticas en los cuales parece ser que sí se justifica con mayor motivo una agravación, considera muy difícil mantener una coherencia dogmática y tratar de ajustar nuestra realidad social a estos principios del derecho penal. Afirmó que se está en un espacio distinto que tiene que ver con valoraciones sociales y los parlamentarios, como representantes del pueblo, son los llamados a definir ello. Ese fundamento, agregó, es plausible desde el punto de vista de la academia, pero no puede ser aplicado en el ámbito de las descripciones.

En cuanto a la agravante genérica, señaló que no produce el mismo efecto que la agravante específica, esta última aumenta la pena y es facultativa. En cambio, en la genérica entra en un juego de agravante y de atenuante. 

- Puesto en votación la idea de legislar del proyecto, fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros presentes de Comisión, Honorables Senadores señora Pérez San Martín, y señores Gómez y Orpis.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

En la sesión siguiente, la Comisión intercambió opiniones respecto a las observaciones efectuadas al texto del articulado y al respecto el Subsecretario Subrogante de Justicia señor Sebastián Valenzuela manifestó su conformidad para sustituir las palabras “criado o sirviente” por dependiente no obstante que, previno, podría entenderse que esta modificación amplía el concepto del artículo 447 N° 1. En efecto, dijo, la expresión dependiente abarca en general todas las relaciones laborales que tengan cierta permanencia y retribución económica. A su vez, apuntó, el sentido original de esta norma en el Código Penal, es sancionar específicamente el abuso de confianza en la relación que exista en la casa del patrón. 

Sin embargo, a su juicio, no se extendería el concepto puesto que hoy ya existe la ampliación por la agravante genérica del abuso de confianza del artículo 12 N° 7 del Código Penal. Luego, al establecer la palabra dependiente ya no se hablaría de una relación en una casa particular sino que atendería a cualquier relación laboral. De manera que de existir la ampliación produce efectos similares a lo que hoy ocurre cuando un trabajador comete un hurto en una oficina y no en una casa propiamente tal.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Pérez recordó que el objetivo del proyecto es suprimir las palabras “amo y criado” y no  realizar modificaciones en la calificación de un delito. 

El señor Subsecretario Subrogante de Justicia expresó que comparte la precisión de Su Señoría  y sugirió mantener la segunda parte de la oración referida a que el hurto se cometiere “en la casa que sirve o bien en aquella a que lo hubiere llevado su empleador”. De esta forma, afirmó, se mantiene el objetivo concreto al eliminar las palabras por obsoletas pero se mantiene el ámbito de aplicación de la norma, esto es, trabajo en casas particulares. 

La Comisión estuvo conteste en eliminar las palabras “amo y criado” del hurto agravado del Código Penal consignado en el artículo 447 N° 1, proponiendo el siguiente texto:

“Si el hurto se cometiere por un dependiente, bien sea en la casa en que sirve o bien en aquella a que lo hubiere llevado su empleador.”.

En votación el texto precedente, se aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señoras Soledad Alvear y Lily Pérez y señor Jaime Orpis.
 -  - -
TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifíquese el artículo 447 del Código Penal, por el siguiente:
“Art. 447. En los casos del artículo anterior podrá aplicarse la pena inmediatamente superior en grado:
1° Si el hurto se cometiere por un dependiente, bien sea en la casa en que sirve o bien en aquella a que lo hubiere llevado su empleador.

2° Cuando se cometiere por obrero, oficial o aprendiz en la casa, taller o almacén de su maestro o de la persona para quien trabaja, o por individuo que trabaja habitualmente en la casa donde hubiere hurtado.
3° Si se cometiere por el posadero, fondista u otra persona que hospede gentes en cosas que hubieren llevado a la posada o fonda.
4° Cuando se cometiere por patrón o comandante de buque, lanchero, conductor o bodeguero de tren, guarda-almacenes, carruajero, carretero o arriero en cosas que se hayan puesto en su buque, carro, bodega, etc.”.”.
- - -


Acordado en las sesiones celebradas los días 2  de octubre y 4 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Orpis Bouchon (Presidente), señora Lily Pérez San Martín, señores José Antonio Gómez Urrutia y Mariano Ruiz-Esquide Jara (Soledad Alvear Valenzuela).


Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, CON EL FIN DE REGULAR LOS CENTROS DE ATENCIÓN DE LLAMADAS AL PÚBLICO DISPUESTOS POR LOS PROVEEDORES DE BIENES O SERVICIOS

(9191-03)

Los servicios de call center, son un paso inevitable para todo consumidor, pues ante cualquier duda, desperfecto del producto, deficiencia en el servicio, reclamo o consulta, los consumidores deben llamar a las operadoras (es) y ejecutivas (os) de atención al cliente. 

Ahora, los call center, como se les conoce popularmente, como negocio y como servicio comercial han modificado sus tradicionales funciones. 

Tal y como señala el documento elaborado por la Oficina Comercial de ProChile en Madrid. “Estudio de Mercado Servicio Call/Contact Center en España”, de Octubre 2011:

“Un Centro de Atención de Llamadas (o Call Center en inglés) es un espacio donde agentes o ejecutivos de call center ‐previamente formados según el objeto de servicio– efectúan o recibe  llamadas telefónicas desde y/o hacia clientes externos o internos. 

Los call centers son propios de una empresa o son operados por una compañía proveedora de servicios que se encarga de administrar y proveer soporte y asistencia a su cliente en función de los productos o servicios contratados por este último. El call center puede ser operado de forma independiente o estar interconectado con otros centros, generalmente mediante una corporación computarizada.  

Por otro lado el contact center (centro de contacto) es una oficina centralizada que tiene la finalidad de recibir y transmitir un amplio volumen de llamadas a través del teléfono, pudiéndose actualmente realizar por canales adicionales al teléfono, multicanalidad, –fax, e‐mail, chat, mensajes de texto y mensajes multimedia entre otros–  son la principal vía de comunicación entre los clientes y la empresa.

El contact center es operado por agentes ubicados en estaciones de trabajo y generalmente en un amplio espacio dispuesto para tal fin.

En la actualidad el crecimiento que ha experimentado el sector en la medida en que, además de atender a los clientes, ofrecer información y resolver dudas o incidencias, ha evolucionado incorporando nuevos servicios y prestaciones. Así pues, a la tradicional emisión y recepción de llamadas se han sumado la monitorización de datos, las escuchas remotas, la venta telefónica, la gestión de soporte, la grabación de información, la resolución de cobros. Por ello, la denominación de call center se ha quedado obsoleta y, hoy en día, se trata de centros de contacto o centros de relaciones con los clientes (CRC)”.

Los reclamos contra estos servicios de comunicación con el cliente son innumerables. Internet está lleno de ellos, y el Servicio Nacional del Consumidor también. Los reclamos más evidentes son, a modo de ejemplo:

- Demoras excesivas de las llamadas

- Cobro de tales interminables llamadas a los consumidores, tal que parece que se alargan a propósito para aumentar tal cobro.

- Información falsa, engañosa, contradictoria, tendenciosa. 

- Excesivo traspaso de llamadas entre ejecutivos

- Cambios intempestivos de números de registro de los reclamos

A nuestro juicio existe un vacío legal. Aquí no basta la autorregulación, pues la experiencia nos muestra que las relaciones de consumo, siendo desiguales, tienden al abuso del proveedor en contra del consumidor individual, económicamente más débil, y que depende en muchos aspectos del proveedor para satisfacer su interés (en cuanto a información, buen servicio, seguridad en el consumo, etc.)

La Ley del Consumidor no ha tenido el desarrollo que han tenido otras legislaciones, como la Ley de Atención al Cliente de España, que entre otras cosas dispone:  

“La puesta a disposición de los clientes de un servicio de atención telefónica personalizado y un número de teléfono, ambos gratuitos, para atender sus quejas y reclamaciones, así como cualquier incidencia contractual.

Se prohíbe la utilización de números de tarificación adicional como medio de comunicación con los clientes, ya sea vía telefónica, mediante mensajes de texto u otros análogos. En ningún caso el servicio de atención al cliente proporcionará ingresos adicionales a la empresa prestadora del servicio a costa del cliente. Tampoco se podrá aprovechar la formulación de reclamaciones para ofrecer otros productos al cliente.

Las empresas tendrán un sistema de gestión unitario o centralizado, de modo que se garantice la constancia de las quejas, reclamaciones e incidencias presentadas y se facilite el seguimiento de su tramitación.

Se establecerá un plazo máximo de un mes para resolver quejas, reclamaciones y otras incidencias contractuales.

El tiempo máximo de espera para el usuario desde la recepción de la llamada en el servicio de atención al cliente no podrá superar un minuto para más del 90 por 100 de las llamadas realizadas al servicio de atención al cliente.

El horario de atención al cliente se ajustará a las características del servicio prestado. Para servicios de carácter básico, como el servicio telefónico, el suministro eléctrico, de gas o de agua, el servicio deberá estar disponible 24 horas al día, 365 día al año, para la formulación de incidencias relativas a la continuidad del servicio.

Las empresas deberán informar a los usuarios de las incidencias contractuales que afecten gravemente a la prestación del servicio o a su continuidad, una vez tengan conocimiento de la misma y sin necesidad de que el usuario la requiera expresamente”. 

Sin más, creemos que Chile no puede quedarse atrás en este importante punto sin que se lesione gravemente la confianza en el comercio y las relaciones de consumo.

Por tanto, vengo en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Agrégase el siguiente nuevo artículo 49 bis a la Ley Nº19.496, que ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCION DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES: 

“Los proveedores que dispongan para la comunicación con los consumidores de Centros de Atención de llamadas, cumplirán los siguientes requisitos:

Estos servicios serán permanentes, continuos y regulares, debiendo funcionar las 24 horas del día, todos los días del año.

Estos servicios serán gratuitos para el consumidor o cliente. 

Cada solicitud o reclamo del consumidor será asignado por la empresa con un número de registro, el que será válido para todas las siguientes comunicaciones directas o indirectas con el proveedor. 

Las demoras o esperas durante los llamados, tendrán una duración máxima de 45 segundos. Si es necesario un traspasar la llamada a otro ejecutivo, la llamada en espera demorará como máximo el mismo lapso de tiempo.

En caso de traspasos de llamadas entre ejecutivos de atención,  estos no podrán ser más de tres por consulta o reclamo específico.

Los proveedores del servicio o producto serán plenamente responsables de las infracciones que respecto de estas normas cometan los servicios de comunicación externos.

Las condiciones ofrecidas por los ejecutivos que respondan las consultas o reclamos de los clientes serán vinculantes para el proveedor.

En caso de que distintos ejecutivos de contacto entreguen condiciones o soluciones contradictorias ante un reclamo, el consumidor podrá optar por la que crea más conveniente, sin perjuicio de que por vía administrativa o judicial pueda reclamar siempre la máxima satisfacción de sus derechos conforme a la ley.

Si la empresa graba o registra la comunicación con el cliente o consumidor, a solicitud de este, el proveedor deberá entregarle gratuitamente una copia en un formato usual o dirigírselo electrónicamente.

Los proveedores de servicios sanitarios y básicos, como agua, gas, electricidad, así como las empresas de servicios telefónicos e internet, cadenas de farmacias, supermercados, alcantarillado, grandes tiendas de retail, y otras similares determinadas por un Reglamento, deberán contar con distintos mecanismos de relación y comunicación para consultas o reclamos del cliente, mínimamente vía call center, correo electrónico, o redes sociales de internet, las que también serán gratuitas para el consumidor, y en formatos amistosos que no dificulten o entorpezcan su acceso. Con todo deberán cumplir con las condiciones que se señalan en el inciso primero de este artículo, en la medida que les sean aplicables.

El entablar comunicación por una vía no inhabilitará a que el proveedor o el consumidor la retomen por otra.

Quienes voluntariamente implementen tales sistemas de contacto, deberán garantizar bajo su plena responsabilidad que ellos cumplan con los requisitos del artículo primero, en la medida que sean aplicables”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 19.496 EN MATERIA DE REGISTRO POR LOS CONSUMIDORES DE SUS COMUNICACIONES CON PROVEEDORES, EN CASO DE RECLAMACIONES O PREGUNTAS RELATIVAS A PRODUCTOS Y SERVICIOS OFRECIDOS O CONTRATADOS

(9193-03)

Ha provocado indignación la reacción de un ejecutivo de atención al cliente de una empresa telefónica, ante el intento de una usuaria de grabar la conversación entre ellos relativa a un reclamo que ella había ya presentado por call center y por redes sociales de internet, sin obtener respuesta alguna de la empresa.

Ya es conocida cierta tendencia de las empresas a entregar información incompleta, engañosa o contradictoria. Los contratos dicen algo, los instructivos también, pero los ejecutivos otra cosa. A veces, en distintas llamadas o comunicaciones con la empresa, distintos ejecutivos dan distintas respuestas, sea en cuanto a las soluciones, plazos o condiciones.

La usuaria en cuestión puso en el mesón del ejecutivo una grabadora para poder registrar lo que el dependiente le respondería ante su reclamo. Pero su sorpresa fue grande cuando ante el hecho, el ejecutivo decidió no atenderla, llamó al guardia del local para insistir ante la clienta que no se podía grabar la conversación en vista de que estaban en un lugar “privado”, y luego, ante la insistencia de la clienta, el ejecutivo rechazó sorpresivamente su reclamo, sin siquiera conocerlo ni revisarlo.

Lo más curioso es que cuando los clientes llaman a los call center de las empresas proveedores de servicios o que venden productos, siempre aparece una voz señalando que “para una mejor atención esta llamada podría ser grabada”. Parece una desigualdad ante la ley el hecho de que las empresas puedan grabar las conversaciones telefónicas, sin entregarle copias de tales grabaciones a los usuarios, los que se ven obligados a tolerarlas en virtud de que si cortan el llamado, se quedan sin  atención.

Paralelamente, existe el riesgo de que los dependientes de las oficinas de atención al cliente de las empresas, puedan querellarse en contra de los consumidores que graben las llamadas o conversaciones presenciales, extremando el argumento de que tales comunicaciones son “conversaciones privadas” en lugares que “no son públicos” (de acuerdo al Artículo 161 A del Código Penal).

Creemos que no basta con haber establecido el deber legal de los proveedores a dar información completa, clara y veraz a los consumidores. Tampoco basta con detallar tales informaciones.

Como es sabido, en Chile existe un alto porcentaje de analfabetismo funcional, casi de un 50% de la población, que no entienden satisfactoriamente lo que leen. 

Si no queda registro alguno de tal información, más allá de la escrituración de la misma, se corre un riesgo muy grande de jugar con la buena fe de los consumidores. 

Asimismo, en virtud del principio de buena fe en el comercio, de transparencia y veracidad de la información en las relaciones de consumo, y de la igualdad ante la ley, creemos que debe permitirse legalmente, de manera expresa, en la Ley del Consumidor, que los clientes pueden grabar mediante medios tecnológicos las conversaciones con su proveedor, o con las personas que este disponga, respecto a reclamos o preguntas acerca de  los productos o servicios ofrecidos o contratados. 

Por tanto, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Agrégase el siguiente inciso final al artículo 3 de la Ley Nº 19.496, que ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCION DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES: 

“Con todo, los consumidores podrán grabar o registrar, mediante cualquier medio tecnológico idóneo, las conversaciones o comunicaciones orales o escritas con su proveedor, o con las personas o empresas que este disponga al efecto, respecto a reclamos o preguntas acerca de  los productos o servicios ofrecidos o contratados. Cuando la empresa registre o grabe tales comunicaciones, deberá entregar una copia íntegra al consumidor si este la requiere, en un soporte o mediante cualquier medio electrónico usual, gratuitamente”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 17.288, CON EL OBJETO DE APLICAR A LOS METEORITOS Y CRÁTERES METEÓRICOS DETERMINADAS DISPOSICIONES REFERENTES A LOS MONUMENTOS ARQUEOLÓGICOS

(9194-04)

Los meteoritos son definidos por el Diccionario Geológico 2011 de Jorge Dávila Burga, es un “Cuerpo metálico extra telúrico que cae sobre la superficie de la tierra. Los meteoritos se pueden clasificar en: sideritos, holosideritos, aerolitos, condritos y vítreos. La caída de grandes meteoritos da lugar a la formación de cráteres meteoríticos tales como: Cráter Chubb-Canadá 3,500 m. de ancho y 550 m. de profundidad, Cráter Meteor-USA 1,180 m. x 175 m., Cráter Wolf Creert-Australia 850 m. x 50 m., Cráter Box Hole 175 x 16 m., Cráter Texas-USA 161 x 65 m., etc.”
.

Los meteoritos causan gran interés científico, pues aportan información imprescindible para entender de dónde proviene la materia prima y su relación con las condiciones necesarias para la vida. 

Como señala la doctora en Ciencias y geóloga chilena Millarca Valenzuela, “la relevancia de estas rocas es que están asociadas a procesos tempranos de la formación de estrellas y por ello entregan antecedentes de relevancia para comprender el origen de nuestro sistema solar, la conformación de los planetas y el origen de la vida”. Uno de los tipos de meteoritos más importantes son los condritos carbonáceos que contienen información que se remonta a los  estadios más tempranos de la formación del sistema solar. “Tiene la edad del sistema solar, 4.600 millones de años… es la información más vieja a la que tenemos acceso”. De acuerdo a la doctora Valenzuela “están pendientes los estudios en torno a las trazas de materia orgánica y nanopartículas que contienen estos condritos; mientras que la búsqueda de nuevo material continuará (…) también interesa establecer colaboraciones en el campo de la astrobiología, por ejemplo,  con estudios de la superficie del desierto donde han sido encontrados estos meteoritos y sus condiciones ambientales para la vida”
.

El 27 de agosto de 2012, en el Diario Las Últimas Noticias, se daba cuenta del fenómeno del tráfico de meteoritos. Geoff Notkin y Steve Arnold, los denominados “Meteor Man” recorren diversos países buscando meteoritos para venderlos. Estuvieron en San Pedro e Atacama, en Monturaqui, ubicado a 200 kilómetros al sureste de Antofagasta, y lo que extraen lo venden por e-Bay. La geóloga y Doctora en Ciencias de la Universidad de Chile, Millarca Valenzuela, señaló que “Monturaqui es el único cráter de impacto en Chile. Un meteorito cayó aquí en algún momento. En todo el mundo debe haber unos 200 cráteres de este tipo. Son la prueba de que en otros momentos cayó material extraterrestre que generó explosiones que provocaron estos cráteres”
. 

Agregó que el lugar tiene más o menos medio millón de años, es de aproximadamente 460 metros de diámetro y 60 metros de profundidad, que la mayoría de los lugares como ese ya están destruidos, y que este se preserva bastante bien. Continúa señalando que “las cosas geológicas no están protegidas por la ley, excepto la paleontología, los fósiles, pero las rocas no. Mientras no exista legislación al respecto, o al menos una posición más clara acerca del tráfico de meteoritos en Chile, las personas seguirán entrando como Pedro por su casa y llevándose los meteoritos para comercializarlos”
.

Los meteoritos que se pueden encontrar en Chile tienen diverso destino. En Chile existe un Museo del Meteorito, gestionado por un particular que recorre el desierto y exhibe los meteoritos encontrados
. Sin perjuicio de lo cual “gran parte de ellos se encuentran en museos del mundo o en colecciones privadas y sólo unos pocos están en exhibición en Chile: Museo Nacional de Historia Natural, Museo Sernageomin, Museo Mineralógico de Copiapó, Museo Mineralógico Ignacio Domeyko de La Serena y Museo Geológico Humberto Fuenzalida, de la Universidad Católica del Norte, Antofagasta. Corresponden a 62 meteoritos reconocidos por la Meteoritical Society. Algunos de los más famosos a nivel mundial son el mesosiderito de Vaca Muerta, descubierto en 1861 por Ignacio Domeyko y la palasita de Imilac, descubierta por José María Chaile y descrita por Rodulfo Amando Phillipi en 1853. A esta cantidad se les sumarán al menos 15 nuevos recolectados en los últimos 3 años por el equipo de científicos de Millarca Valenzuela”.

Pese a estos esfuerzos, nada impide que este material sea vendido al extranjero, incluso por los mismos museos o coleccionistas. 

En otros países la situación es diferente. En Argentina, después de dos sucesos de saqueo y tráfico de meteoritos en el denominado “Campo del Cielo” del “Gran Chaco”, se dictó la Ley 26.306, “Establécese que los meteoritos y demás cuerpos celestes que se encuentren o ingresen en el futuro al territorio argentino, su espacio aéreo y aguas jurisdiccionales son bienes culturales en los términos del primer párrafo del artículo 2º de la Ley Nº 25.197”, publicada en el Boletín Oficial del 19-12-2007, que tiene el siguiente tenor:   

“ARTICULO 1º.- Los meteoritos y demás cuerpos celestes que se encuentren o ingresen en el futuro al territorio argentino, su espacio aéreo y aguas jurisdiccionales son bienes culturales en los términos del primer párrafo del artículo 2º de la Ley Nº 25.197.

ARTICULO 2º.- Los meteoritos y demás cuerpos celestes referidos en el artículo precedente quedan comprendidos dentro de los efectos y alcances de la ‘Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, la exportación y la transferencia ilícitas de bienes culturales’, aprobada por Ley Nº 19.943 y por la ‘Convención de UNIDROIT sobre Objetos Culturales Robados o Exportados Ilegalmente’, aprobada por Ley Nº 25.257”
.

En virtud de esta legislación, en febrero de 2012, la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), a través de la Aduana Argentina, “secuestró 328 meteoritos, considerados patrimonio natural del país, que iban a salir del mismo de manera ilegal rumbo a Estados Unidos. Las rocas espaciales -que habían sido declaradas falsamente como "Material para ornamentación"- tiene un valor de mercado en Estados Unidos de entre 1,4 y 3,1 millones de dólares”
. El material, había sido escondido en contenedores y hallado gracias a potentes escáneres recién adquiridos por la administración argentina. Al ser encontrado, el material fue derivado al “Instituto de Minería y Recursos Minerales, dependiente del Segemar, para determinar qué era lo que se intentaba exportar (…) se trataba de 2.395 kilogramos de meteoritos repartidos en 328 piezas”
. 

En diciembre de 2007, en Puno, zona aymara del Perú, un cráter meteórico de 13,5 metros de diámetro, dejado por un material caído en septiembre de 2006, fue declarado “patrimonio cultural y natural” por el Gobierno Regional, a efectos de protegerlo. El gobernador señaló que la ordenanza regional busca resguardar el particular forado de los pobladores e incluso de extranjeros "que quieren poner sus manos allí", entregándose la conservación a la Universidad Nacional del Altiplano de Puno, y el sustento técnico y normativo de la declaratoria al Instituto Geológico, Minero y Metalúrgico (Ingemmet)
. Las autoridades fueron advertidas de la “llegada del estadounidense Michael Farmer, conocido como el mercader de meteoritos, que admitió haberse llevado 300 gramos del objeto luminoso”
.

En México el Centro de Ciencias de Sinaloa (CCS), en conjunto con las universidades Autónoma de Sinaloa (UAS), Nacional Autónoma de México (UNAM) y de Sonora (Unison), anunciaron en octubre de 2013 que presentarán ante la Unesco una “petición formal para que el meteorito de Bacubirito sea considerado Patrimonio Cultural de la Humanidad”. El meteorito en cuestión fue hallado en Sinaloa hace más o menos 150 años, pero su data es más antigua. Es “el quinto más grande y el más largo hasta hoy descubierto en el mundo”. Mide 4.25 metros y pesa alrededor de 21 toneladas De acuerdo a los proponentes el meteorito de Bacubirito “reúne los requisitos mínimos para ser declarado Patrimonio Cultural de la Humanidad: impacto en la historia de la humanidad y trascendencia académica”
. 

También en México contamos con otra experiencia, en virtud de la cual la NASA, promueve que la zona de México donde cayó el meteorito “Chicxulub”, hace 65 millones, sea declarada Patrimonio Científico de la Humanidad por la Unesco. Chicxulub, a quien se imputa haber extinguido a los dinosaurios, “podría haber medido 15 kilómetros de diámetro y dejó en la zona un cráter de unos 200 kilómetros, cuyas características se investigan”. La doctora argentina-estadounidense Isabel Hawkins, astrónoma de la Universidad de Berkeley y contratada por la NASA para trabajar en la zona señaló que "es un sitio único en el mundo" en el cual ocurrió un fenómeno que "cambió la evolución de la Tierra", por lo que se plantea crear un museo en la zona
. 

Como ya se dijo, la Ley chilena, no considera a los meteoritos como Patrimonio. Los meteoritos son piezas geológicas de importancia. Asimismo, los cráteres meteóricos tiene la misma relevancia, toda vez que el material que alberga al meteorito es afectado por este y también es una enorme fuente de conocimiento científico. 

Respecto a los meteoritos, sería altamente inconveniente que se les deba declarar patrimonio vía resolución o decreto, uno por uno. 

Respecto de los “cráteres meteóricos”, o lugares donde caen los meteoritos, si dejan rastro, deberían ser protegidos también por el sólo ministerio de la ley, pues puede ser muy tarde si se declaran patrimonio por decreto (podrían ser declarados por decreto como “santuarios de la naturaleza” en virtud del Artículo 31 de la Ley de Monumentos N°17.288, pero demoraría demasiado para protegerlo). 

En virtud de lo anterior, creemos que la categoría  a la que deberían agregarse los meteoritos y cráteres meteóricos es a los monumentos arqueológicos, antropológicos y paleontológicos del Título V de la Ley de Monumentos Nacionales, a efectos de caigan en esta categoría por el sólo ministerio de la ley, y así lograr una efectiva protección de ellos, en aras de la ciencia chilena y extranjera.

Ello implicaría que los meteoritos, desde que se publique la ley, serían de propiedad del Estado, no pudiendo aplicarse la calidad de monumentos a los que ya entraron al patrimonio de particulares, salvo que la ley expropiatoria tuviera financiamiento para indemnizar a los propietarios, lo que no podemos hacer en virtud de las limitaciones constitucionales conocidas.  

Por tanto, venimos en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE LEY
Artículo único.  Agrégase el siguiente nuevo artículo 28 bis a la LEY Nº 17.288, que LEGISLA SOBRE MONUMENTOS NACIONALES: 

“Los artículos 21, 22, 23 de este título serán aplicables también a los meteoritos y los cráteres meteóricos, los cuáles tampoco podrán ser intervenidos, alterados o manipulados bajo las mismas condiciones y sanciones que estas normas establecen”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 93 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA EN LO QUE SE REFIERE A LOS TRATADOS INTERNACIONALES RATIFICADOS POR CHILE

(9198-07)

Que la jerarquía constitucional de los tratados internacionales ha sido un tema en disputa por mucho tiempo. Todo radica en las distintas interpretaciones que ha tenido en inciso segundo del artículo 5 de la Constitución Política de la República, que reza:

“El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”

Tal y como señala el estudio “Derecho Internacional de los Derechos Humanos en Chile. Recepción y aplicación en el ámbito interno, de septiembre de 2012, cuyo autor es el profesor Claudio Nash Rojas, del Centro de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile: “De esta forma, la discusión se ha centrado en si estos derechos tienen una jerarquía legal, supralegal, constitucional o supraconstitucional. En Chile, es una cuestión aceptada pacíficamente por la jurisprudencia que los tratados internacionales tienen una jerarquía supralegal. Sin embargo, han existido diferencias importantes entre la jurisprudencia de la Corte Suprema y lo asentado por el Tribunal Constitucional respecto a la jerarquía de los derechos humanos consagrados en instrumentos internacionales (…) el Tribunal Constitucional ha llegado a afirmar que los tratados son sólo leyes en el rango de la pirámide normativa”.

De acuerdo al estudio de Nash, la razón que motiva los fallos del Tribunal Constitucional es el “Artículo 50.1 de la Constitución, para señalar que la incorporación automática a la Constitución de los derechos humanos consagrados en tratados conllevaría una posible reforma de la Constitución por un procedimiento diferente y menos oneroso que el que ésta prevé”. 

Así ha quedado asentado con la sentencia del Tribunal Constitucional, en causa rol 346, caratulada “Requerimiento de treinta y cinco Diputados con el objeto de que se declare la inconstitucionalidad del Estatuto de Roma, que establece la Corte Penal Internacional”, ha señalado que: 

“62º. Que, en este aspecto, es relevante recordar que, aunque aparezca obvio, la norma constitucional reformada no consagró que los tratados internacionales sobre derechos esenciales tuvieran una jerarquía igual o superior a la Ley Fundamental; 

63º. Que, la historia fidedigna de la norma corrobora el aserto anterior. En el Informe de la Comisión Conjunta de la Junta de Gobierno, de 12 de junio de 1989, se dejó expresa constancia que: “En virtud de este número se agrega una oración final al inciso segundo del artículo 5º de la Constitución, que dice: “Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes. Esta disposición reafirma el concepto de que el Estado está al servicio de la persona humana y que, por tanto, el ejercicio de la soberanía no puede vulnerar los derechos esenciales que emanan de su naturaleza. A la autoridad le corresponde, también, la promoción de los derechos humanos, los que, emanando de la naturaleza de la persona, no son establecidos por la Constitución, sino que ésta se limita a reconocerlos y a describirlos, pudiendo las leyes y los tratados desarrollarlos sin afectar su esencia. En relación con los tratados a que se refiere esta norma, cabe señalar que su vigencia no obsta a la procedencia del recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad conforme a las reglas generales.” Lo anterior nos permite afirmar que no estuvo en la mente del Constituyente que los tratados no quedaran sujetos a la supremacía de la Constitución ni menos que su jerarquía permitiera enmendar normas de la Ley Fundamental, ya que si así no fuere carece de toda explicación lógica y jurídica que se hubiere afirmado que era procedente el recurso de inaplicabilidad de una norma de un tratado por ser contraria a la Constitución, habida consideración que dicho recurso reconoce como causa inmediata, precisamente, la prevalencia de la Constitución sobre la ley o el tratado”.

Ejemplos patentes de esta jurisprudencia son dos recientes fallos del Excmo. Tribunal, los cuales aplican esta doctrina sin ambages.

Así, en la causa 2388-12, sobre “Requerimiento de un grupo de Diputados, que representan más de la cuarta parte de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados, para que se declare la inconstitucionalidad del Artículo 1°, numeral 20; letra c), número 3, y número 48, del proyecto de Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la Ley N° 18.892 y sus modificaciones”, incluido en el boletín N° 8.091-21”, el Tribunal Constitucional señala en su considerando 12, que la “sola lectura” de dichos artículos permite afirmar que la Constitución Política no fijó la jerarquía de los tratados de DD.HH y que “con todo, de su contexto se infiere que los tratados internacionales tienen un rango inferior a la Constitución”. 

Para este fallo, el inciso segundo del artículo 5 de la Constitución, es “reforzar, mediante un enunciado específico, esa obligación en materia de derechos humanos, pero no tiene el valor de elevar – ni podría hacerlo, ya que no fueron aprobados en ejercicio del Poder Constituyente- tales tratados a rango constitucional”

Asimismo, en la causa Rol 2523-13, caratulado “Requerimiento de inconstitucionalidad presentado por un grupo de señores Diputados, que representan más de la cuarta parte de los miembros en ejercicio, respecto del Decreto Supremo Nº40, del Ministerio de Medio Ambiente que aprueba Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, de 12 de agosto de 2013”, el Tribunal Constitucional señala:

“11°. Que cuando la Constitución requiere que exista una inconstitucionalidad, está exigiendo varias cosas. Desde luego, está exigiendo que lo que se vulnere sea uno o más preceptos de la Constitución. Es decir, que se contradiga, transgreda o infrinja normas constitucionales, no infra constitucionales. En esta última categoría se encuentran las normas con rango o fuerza de ley y los tratados internacionales. Estos últimos no son aprobados por el poder constituyente; al contrario, están sometidos al control de supremacía constitucional, a través del control preventivo que debe ejercer el Tribunal Constitucional de los mismos si abordan materias propias de leyes orgánicas. Así, por lo demás, lo ha declarado esta Magistratura recientemente (STC 2387/2013).

Enseguida, la Constitución descarta el vicio de legalidad, es decir, la eventual contradicción del precepto reglamentario con la normativa legal, entre los asuntos que puede conocer esta Magistratura. El examen que debe practicar el Tribunal consiste en determinar la compatibilidad o incompatibilidad entre dos normas, una de las cuales es la Constitución y la otra una norma reglamentaria. No examina la sujeción de la normativa administrativa a la ley. Ese control está entregado a otros órganos. Por ejemplo, a la Contraloría General de la República le corresponde ejercer “el control de legalidad de los actos de la administración” (artículo 98, Constitución). Tampoco examina la sujeción del decreto supremo impugnado con los tratados internacionales. Estos no son texto constitucional que le permitan al Tribunal determinar armonías o desarmonías con ese tipo de disposiciones.

Asimismo, la atribución del Tribunal implica que su parámetro de contraste está predefinido o es preexistente a su tarea de control. Por lo mismo, no puede constitucionalizar preceptos que no han sido incorporados, por los mecanismos definidos por la Constitución, a su contenido (STC 1284/2009; 1298/2010)”.

Como sabemos, los fallos del Tribunal Constitucional no son obligatorios para los tribunales ordinarios, salvo en juicio de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, y en ese sentido se resguarda la independencia del máximo tribunal (Corte Suprema), fuera de la aplicación de una ley en el caso concreto.

Lo que cabe aquí solucionar, son las facultades del Tribunal Constitucional, que ha utilizado el argumento de que las normas de derechos humanos contenidas en tratados internacionales no son de rango constitucional, a efectos de declararse incompetente en los casos en que se le ha solicitado revisar la constitucionalidad de un proyecto de ley o tratado en trámite.

Esta supuesta incompetencia es la que ha permitido que algunas normas sean revisadas sin atender a estándares de derechos humanos, o que no sean revisadas de manera alguna, arriesgando al Estado de Chile a una responsabilidad internacional express, la que sólo puede ser conjurada vía modificación legislativa o normativa expresa, trámite que demora años.

A nuestro juicio, lo importante aquí es que los tratados sirvan para algo, que no sólo sean piezas de museo, o meros principios inspiradores de la legislación, sino que sirvan para revisar la legislación, como estándar efectivo de su constitucionalidad.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente:
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único: Agrégase el siguiente inciso final al artículo 93 de la Constitución Política de la República:

“En los casos de los Nos 1 a 7, 9 y 16, se deberá resolver de acuerdo las normas referidas en el inciso segundo del artículo 5 de esta Constitución”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE A LAS MUTUALES DE EMPLEADORES REALIZAR NEGOCIOS Y TRANSACCIONES CON EMPRESAS RELACIONADAS Y ELIMINA LA DISPOSICIÓN QUE LES PERMITE DAR PRESTACIONES A PERSONAS QUE NO TENGAN LA CALIDAD DE BENEFICIARIOS DE LA LEY N° 16.744
(9190-13)

La Ley N°16.744, que ESTABLECE NORMAS SOBRE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES, dispone en su artículo primero: “Declárase obligatorio el Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, en la forma y condiciones establecidas en la presente ley”; y en su artículo 11 señala que “El seguro podrá ser administrado, también, por las Mutualidades de Empleadores, que no persigan fines de lucro, respecto de los trabajadores dependientes de los miembros adheridos a ellas”.

Cuando se habla de personas sin fines de lucro, cabe acogerse a la definición doctrinaria. Las personas jurídicas son, de acuerdo a la doctrina entidades colectivas que tienen una personalidad propia, independiente de la personalidad individual de las personas físicas que la componen. Son sujetos de derechos, en tanto pueden contraer obligaciones y detentar derechos. Su constitución, regulación y autonomía está garantizada por el derecho de asociación.

El Artículo 545 inc. 1º del Código Civil dispone: “Se llama persona jurídica una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y extrajudicialmente.”

Ahora, las personas jurídicas se clasifican, entra otras categorías, en las que:

a) No persiguen fines de lucro.

b) Sí persiguen fines de lucro.

Las organizaciones con fines de lucro se asimilan a las sociedades, aquellas personas jurídicas que buscan el lucro, la generación de utilidades. Cuando reparten esas utilidades, pagan impuesto a la renta.

Las sin fines de lucro son organizaciones cuyos ingresos no son repartidos entre sus socios, sino que se destinan a su objeto social. Como no se reparten utilidades, no pagan impuesto a la renta.

Para el Servicio de Impuestos Internos, las personas jurídicas sin fines de lucro, son contribuyentes de impuesto al valor agregado (IVA), pero no a la Renta. Los define así:

“Son organizaciones que no tienen como objetivo el lucro económico; esto es que, a diferencia de las empresas, los ingresos que generan no son repartidos entre sus socios, sino que se destinan a su objeto social. En consecuencia, los ingresos que obtienen y que solo estén constituidos por cuotas sociales que aportan sus asociados, para el financiamiento de las actividades sociales que realiza, no constituyen renta para los efectos tributarios, como asimismo, todo otro ingreso que una ley determinada tipifique como no constitutivo de renta tributable.

Dentro de este grupo de contribuyentes se consideran:

• Fundaciones

• Corporaciones

• Asociaciones gremiales

• Sindicatos

• Juntas de vecinos y organizaciones comunitarias

• Cooperativas

• Otras instituciones cuyo objeto no es el lucro económico”

Por su parte, el artículo 12° de la Ley 16.744, dispone que “El Presidente de la República podrá autorizar la existencia de estas Instituciones, otorgándoles la correspondiente personalidad jurídica, cuando cumplan con las siguientes condiciones:

a) Que sus miembros ocupen, en conjunto, 20.000 trabajadores, a lo menos, en faenas permanentes;

b) Que dispongan de servicios médicos adecuados, propios o en común con otra mutualidad, los que deben incluir servicios especializados, incluso en rehabilitación;

c) Que realicen actividades permanentes de prevención de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales;

d) Que no sean administradas directa ni indirectamente por instituciones con fines de lucro, y

e) Que sus miembros sean solidariamente responsables de las obligaciones contraídas por ellas.

No obstante, durante la Dictadura de Pinochet, se dictó, según un Reportaje de Ciper Chile, una norma, bajo presión de la Mutual Asociación Chilena de Seguridad, para eludir las condiciones establecidas en la Ley 16.744. Así, Decreto Ley N°1.819, que DISPONE SUPLEMENTOS AL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION Y ESTABLECE NORMAS DE CARACTER PRESUPUESTARIAS, FINANCIERAS Y DE PERSONAL, ordena:

Artículo 29°.- “Las mutualidades de empleadores a que se refiere la ley 16.744 y las demás instituciones que mantengan hospitales podrán solicitar autorización para extender la atención médica que presten sus establecimientos cuando estén en condiciones para ello sin desmedro de las funciones y obligaciones que les encomienden o imponen la legislación que les es aplicable, sus reglamentos o estatutos.

La autorización a que se refiere el inciso anterior será solicitada al Ministerio del Trabajo y Previsión Social en el caso de las mutualidades regidas por la ley 16.744 o al Ministerio del cual dependan o por medio del cual se relacionen con el Ejecutivo, en el caso de las demás instituciones.

Por vía reglamentaria se fijarán las condiciones para el otorgamiento de dicha autorización y las modalidades que regularán los alcances de la ampliación de la atención médica, así como su duración, financiamiento y demás aspectos necesarios para su aplicación.

Las mutualidades de Empleadores de la ley N°16.744 y demás instituciones referidas quedarán facultadas para celebrar los convenios que sean necesarios para la aplicación de lo dispuesto en los incisos anteriores”.

Es decir, desde ese momento, las Mutuales podían extender sus servicios a:

Personas no cubiertas o beneficiadas por el seguro obligatorio de accidentes y enfermedades profesionales.

Por enfermedades o traumas no vinculados a accidentes laborales ni a enfermedades profesionales.

Nosotros creemos que ha habido un abuso de esta facultad determinada por decreto ley. Por ejemplo, La Mutual de Seguridad, ACHS, tiene plena participación en una serie de Sociedades anónimas, que actúan como sociedades espejo. Entre éstas podemos encontrar el Laboratorio Bionet con un 33.33%, Sorema S.A con 75%, Sorema del Sur S.A con un 30%, Sorema del Norte S.A con un 30%, Imágenes 2001 S.A con el 34%, SMI Concepción S.A con el 20%, SRM Concepción S.A con el 10.64%, SMMN Concepción S.A con un  20%, SMI S.A con un 22.2%, SMI Temuco S.A  49.14%, Esachs 99%, CEM HTS 99.99%, entre tantas otras. Entre estas sociedades figura un colegio, ocho inmobiliarias y al menos 23 sociedades creadas para ofrecer servicios de imagenología. De estas últimas, no sólo la ACHS hace uso. También lo hacen las 34 clínicas y centros de salud privada donde la mutual comparte sociedad con su principal competidora (la Mutual de Seguridad), otras clínicas, Isapres o grupos de médicos.

Es por ello que se dictó el Decreto N. 33, publicado el 27-MAY-1978, del MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL; SUBSECRETARIA DE PREVISION SOCIAL, que APRUEBA REGLAMENTO DEL ARTÍCULO 29º DEL D.L. Nº 1.819, DE 1977:

“Artículo 3º.- En el caso de las Mutualidades de Empleadores de la ley número 16.744, la extensión de la atención médica deberá orientarse, preferentemente, hacia los trabajadores de las empresas adherentes y las personas que causen derecho a asignación familiar en favor de dichos trabajadores.

Artículo 4º.- Las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744 requerirán la autorización del Ministerio del Trabajo y Previsión Social para ampliar la atención médica que presten en sus hospitales.

Para solicitar esa autorización, las referidas entidades deberán presentar un plan en el que se señalen los recursos disponibles; se determinen las líneas que comprenderá la ampliación y sus beneficiarios, y se indiquen las medidas específicas que se adoptarán para garantizar el cumplimiento de los deberes que le imponen la ley Nº16.744 y sus reglamentos.

Las demás instituciones que mantengan hospitales y que decidan ampliar su atención médica, deberán solicitar la autorización correspondiente al Ministerio del cual dependan o por medio del cual se relacionen con el Ejecutivo, quien fijará las condiciones de su otorgamiento.

El Ministerio del Trabajo y Previsión Social podrá poner término a la autorización otorgada o limitarla, cuando a su juicio se esté produciendo un desmedro en la ejecución preferente de las labores contempladas en la ley Nº 16.744, y en sus reglamentos”.

No obstante, existe una “tierra de nadie”, pues nadie fiscaliza el cumplimiento de estos acuerdos. Nos parece inconcebible que es que la SUSESO en respuesta a una solicitud de Transparencia (ORD: 055472 del 28.08.2012) en primera instancia nos indique la cantidad exacta de empresas afiliadas a la ACHS, y en una segunda solicitud (ORD: 62225 del 28.09.2012) donde pedimos de manera específica el listado de empresas afiliadas a las mutuales, se nos niegue la información, diciéndonos que ‘no cuentan con la información solicitada’, ya que según la Suseso ‘no resulta necesario que esta Entidad (Suseso) cuente con dicha información’ siendo que son ellos quienes deben fiscalizar a las mutuales en su operatividad; además no es lógico que tengan la cantidad exacta de empresas afiliadas y no el detalle de éstas.

Cabe señalar que entre el 2010 y 2011 la AChS aumentó en 153% sus excedentes, siendo un organismo sin fin de lucro, y que aun así mantiene altos ingresos monetarios. Paralelamente, el año 2010 esta mutual tuvo un total de excedentes de 7.158.809.000 de pesos y en el año 2011 estos aumentaron a 18.143.180.000 pesos. En los últimos diez años la ACHS ha invertido más de $6.635 millones (poco más de US$ 14.000.000) en marketing.

El “Informe Lucro en Educación”. Comisión Técnica FCFM, señala las técnicas que en materia educacional han empleado las Universidades Privadas para eludir la prohibición legal de lucrar con la educación: “En Chile, la ley prohíbe la creación de instituciones de educación superior (específicamente, universidades) con fines de lucro. Sin embargo, tales establecimientos encuentran otros métodos para obtener utilidades a repartir entre sus socios, principalmente mediante el uso de inmobiliarias, bajo la dirección de éstos, quienes arriendan las instalaciones a la universidad, y por ende, obtienen ingresos a través del pago de éste, desde la universidad hacia la inmobiliaria, manteniendo todo el proceso dentro del marco legal, pero violando el real espíritu de la ley, que busca el no desvío de parte de las ganancias hacia fines distintos de los perseguidos por el proyecto educativo”.

De acuerdo al mismo “Informe Lucro en Educación”, LA VULNERACIÓN DE LA PROHIBICIÓN DE LUCRO ESTÁ DIRECTAMENTE ASOCIADA A LA MALA GESTIÓN educacional de las Universidades, al abuso y los pobres resultados académicos: “Es posible observar a simple vista diversas consecuencias de este sistema, como es el caso de las grandes deudas estudiantiles, y carreras de baja calidad. No obstante, para comprender en un plano más profundo los diferentes efectos de tal situación, es necesario conocer tanto los costos como consecuencias de tener un sistema de educación superior que permita el lucro, donde una manera efectiva corresponde al análisis de la experiencia de otros países, lo que se efectúa en las secciones siguientes”.

Algo parecido pasa en las Mutuales, pues vemos que lejos de cumplir su objetivo de administrar prestaciones de seguridad social, abusan de los beneficiarios no cumpliendo el fin social para el que fueron creadas.

POR TANTO, venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo 1: Agrégase a la Ley 16744 el siguiente nuevo artículo 12 bis:

“Las Mutuales de empleadores establecidas conforme a la presente ley no podrán sostener vínculos contractuales, financieros o comerciales con ninguna entidad que involucre a quienes integren los órganos de dirección, administración, ejecución y control de la corporación, y/o terceros relacionados. Esta incompatibilidad será absoluta y su violación será causa suficiente para poner término a la autorización de su funcionamiento otorgado por el Estado”.

 

Artículo 2: Derógase el artículo 29 del Decreto Ley N. 1819, que DISPONE SUPLEMENTOS AL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION Y ESTABLECE NORMAS DE CARACTER PRESUPUESTARIAS, FINANCIERAS Y DE PERSONAL.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE CASTIGA COMO DELITOS, EN LA LEY N° 16.744, LA OMISIÓN DE INFORMACIÓN A LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS Y EL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE PROCEDER A LA SUSPENSIÓN INMEDIATA DE LAS FAENAS, EN CASOS DE ACCIDENTES FATALES O GRAVES 
(9195-13)

La Ley N°16.744, que ESTABLECE NORMAS SOBRE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES, dispone en su artículo primero: “Declárase obligatorio el Seguro Social contra Riesgos de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, en la forma y condiciones establecidas en la presente ley”. 

En su artículo 11, la ley señala que “El seguro podrá ser administrado, también, por las Mutualidades de Empleadores, que no persigan fines de lucro, respecto de los trabajadores dependientes de los miembros adheridos a ellas”.

En Chile hay accidentes laborales y accidentes comunes. Los accidentes laborales, aquellos que se producen por causa o con ocasión del trabajo, están cubiertos por este Seguro legal. Cuando a un trabajador accidentado, se le niega la categoría “laboral” de un accidente, por ejemplo, por parte de la Mutualidad o de otro organismo administrador del Seguro, el afectado puede recurrir a al Superintendencia de Seguridad Social, y luego, a los Tribunales del Trabajo, para el reconocimiento de tal calidad y del seguro que lleva aparejado.

Tal como establece el artículo 76° de la Ley 16.744: 

“La entidad empleadora deberá denunciar al organismo administrador respectivo, inmediatamente de producido, todo accidente o enfermedad que pueda ocasionar incapacidad para el trabajo o la muerte de la víctima. El accidentado o enfermo, o sus derecho-habientes, o el médico que trató o diagnosticó la lesión o enfermedad, como igualmente el Comité Paritario de Seguridad, tendrán también, la obligación de denunciar el hecho en dicho organismo administrador, en el caso de que la entidad empleadora no hubiere realizado la denuncia.

Las denuncias mencionadas en el inciso anterior deberán contener todos los datos que hayan sido indicados por el Servicio Nacional de Salud.

Los organismos administradores deberán informar al Servicio Nacional de Salud los accidentes o enfermedades que les hubieren sido denunciados y que hubieren ocasionado incapacidad para el trabajo o la muerte de la víctima, en la forma y con la periodicidad que señale el reglamento.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, en caso de accidentes del trabajo fatales y graves, el empleador deberá informar inmediatamente a la Dirección del Trabajo y a la Secretaría Regional Ministerial de Salud que corresponda, acerca de la ocurrencia de cualquiera de estos hechos. Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social impartir las instrucciones sobre la forma en que deberá cumplirse esta obligación.

En estos mismos casos el empleador deberá suspender de forma inmediata las faenas afectadas y, de ser necesario, permitir a los trabajadores la evacuación del lugar de trabajo. La reanudación de faenas sólo podrá efectuarse cuando, previa fiscalización del organismo fiscalizador, se verifique que se han subsanado las deficiencias constatadas.

Las infracciones a lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto, serán sancionadas con multa a beneficio fiscal de cincuenta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, las que serán aplicadas por los servicios fiscalizadores a que se refiere el inciso cuarto”.

Como se puede ver, los empleadores deben denunciar los accidentes que ocurran en sus empresas, para lo cual deben completar un Formulario Denuncia Individual de Accidente del Trabajo (DIAT). En caso de no hacerlo, será imposible que los órganos administradores y fiscalizadores puedan calificar el accidente como común o laboral. Con ello, el seguro se pierde. 

Del texto expreso de la ley se puede colegir que las sanciones sólo están referidas a la obligación de reportar accidentes graves o fatales, no a todos los accidentes, ni siquiera a los que pudieran ocasionar muerte o incapacidad. 

El artículo 15 de la Ley 16.744 dispone que: 

“Artículo 15° El Seguro de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales se financiará con los siguientes recursos: (…)

b) Con una cotización adicional diferenciada en función de la actividad y riesgo de la empresa o entidad empleadora, la que será determinada por el  Presidente de la República y no podrá exceder de un 3,4% de las remuneraciones imponibles, que también será de cargo del empleador, y que se fijará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 16°; (…)” 

A muchas empresas no les gusta declarar accidentes laborales, y les dicen a sus trabajadores que guarden silencio, pagando los tratamientos iniciales, pues en caso de denunciar, les suben la prima del seguro en virtud de la norma anterior. Las Mutuales se aprovechan de ello pues no pagan el seguro, y la experiencia señala que SUSESO los apoya sin mayor investigación. Aquí todos ganan, pero pierden los trabajadores. 

El resultado de toso esto es que la terapia inicial la puede pagar el empleador, si se digna en hacerlo, pero el trabajador pierde el seguro de la Ley 16.744 que debe pagar la Mutual u otro organismo administrador, para efectos de: 

1.- medicamentos

2.- prótesis y aparatos ortopédicos y su reparación 

3.- rehabilitación física y reeducación profesional

4.- gastos de traslado y cualquier otro que sea necesario para el otorgamiento de las prestaciones

5.- Prestaciones económicas si el trabajador queda con incapacidad: derecho a un subsidio que reemplazará la remuneración que dejará de percibir mientras esté incapacitado.

Todos estos efectos de los accidentes laborales (que en teoría son de mediano y largo plazo, dependiendo del accidente) los paga el Fisco. Es el Fondo Nacional de Salud quien ha debido asumir muchos de estos tratamientos. O simplemente tales daños quedan como costo social impago, que ha destruido vidas y familias completas. El sufrimiento de muchos es ganancia del empleador y de los órganos administradores, como las Mutuales. 

De acuerdo a la Orden de Servicio Nº 2 de la Dirección del Trabajo, de 31 de mayo de 2013, sobre “Criterios de actuación frente a accidentes laborales y su ocultación”: 

Los incisos primero y segundo del artículo 76 de la Ley N° 16.744 y el artículo 71 del DS N° 101, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social (Reglamento de la Ley N° 16.744) imponen la obligación para el empleador, que ha tomado conocimiento de la ocurrencia de un accidente del trabajo, que pueda ocasionar la incapacidad para el trabajo o la muerte de alguno de sus trabajadores, de:

- Enviar inmediatamente a los trabajadores que hubieran sufrido un accidente del trabajo o de trayecto, para su atención en el establecimiento asistencial del organismo administrador que corresponda.

- Presentar en el organismo administrador al que se encuentra adherida o afiliada, la correspondiente “Denuncia Individual de Accidente del Trabajo” (DIAT), en un plazo no superior a 24 horas de conocido el accidente.

Respecto de estas obligaciones, cabe tener presente lo preceptuado por la SUSESO, en cuanto a que el empleador no cuenta con facultades para precalificar los infortunios laborales, y señala que: “Sostener lo contrario, esto es, exigirle al empleador que formule la DIAT una vez que reúna los elementos de juicio suficientes de que se trata de un siniestro laboral, podría conducir a que una entidad empleadora precalifique infortunios…, máxime si se tiene presente que corresponde a los organismos administradores de la Ley  16.744 efectuar la investigación y apreciación de los antecedentes respectivos, correspondiéndoles por tal motivo, más bien, propiciar las denuncias, antes de dejar entregada a la voluntad potestativa del empleador una evaluación previa que no se encuentra contemplada en la normativa que regula el seguro social contra accidentes del trabajo.” (Ord. 13.658 de 24.10.1996 de la SUSESO).

Ahora, si bien el empleador no precalifica, de acuerdo a la normativa vigente, debe denunciar los accidentes, pero si esta acción no tiene sanción alguna, parece obvio señalar que los empleadores sólo denunciarán los accidentes graves o fatales, que son los únicos cuya omisión de denuncia acarrea sanción, y no los que tuvieran tal potencialidad, quedando a la discrecionalidad o racionalidad económica del empleador si denunciarlos o no.

Hemos podido ver que el no reportar un accidente laboral crea profundas distorsiones al sistema. El Fisco de Chile, es decir, el patrimonio de todos los chilenos, se convierte en un a caja pagadera de los accidentes laborales no reportados o denunciados por los empleadores a los organismos administradores del seguro de Accidentes laborales de la Ley 16.744. Es por ello que creemos que la omisión de denuncia debería tener relevancia penal, pues constituye un atentado a la salud individual de los trabajadores y un daño masivo a las arcas fiscales.

Por tanto, vengo en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

Agrégase la siguiente fórmula final, después del punto aparte, ahora punto seguido, del inciso primero del artículo 76 de la Ley 16.744, que ESTABLECE NORMAS SOBRE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES:

“La infracción de este artículo será sancionada con las penas criminales de presidio menor en su grado medio a máximo” (541 días a tres años de privación de libertad).

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE LA APLICACIÓN RETROACTIVA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS DEL MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL Y DE LA SUPERINTENDENCIA DE SEGURIDAD SOCIAL QUE SEÑALA, EN MATERIA DE REGULACIÓN DE LAS CONDICIONES CONTRACTUALES DE CRÉDITOS SOCIALES CONCEDIDOS POR LAS CAJAS DE COMPENSACIÓN DE ASIGNACIÓN FAMILIAR

(9196-13)

Como es sabido, ha causado gran impacto el que se haya hecho pública la modalidad de contratación de los denominados créditos sociales por parte de las Cajas de Compensación.

Las cajas de compensación registran 4,6 millones de afiliados, más unos 2 millones de carga familiar, de las cuales 1 millón 376 mil 728 son pensionados, a agosto de 2011. Es decir, las cajas impactan, directa o indirectamente en la vida de casi 8 millones de chilenos.

Actualmente, existen cinco cajas de compensación en Chile (18 de Septiembre, Gabriela Mistral, La Araucana, Los Andes, Los Héroes) que en conjunto tienen más de 200 oficinas en todo el país y cuentan con casi 80 mil empresas afiliadas.

Según la Asociación Gremial de Cajas de Compensación, entre sus principales “logros” en el tiempo están la posibilidad de que las cajas administren cuentas de ahorro para la vivienda(1993), ingresos de los pensionados al sistema (1998), ingreso de los funcionarios públicos al sistema (2007), aumento del plazo de restitución de los créditos sociales de cinco a siete años (2008), ingreso de las cajas para que emitan mutuos hipotecarios endosables (2009), ingreso del proyecto de ley que permite la futura filiación de los pensionados de DIPRECA y CAPREDENA, proyecto que está actualmente en trámite en la Comisión de Trabajo de la Cámara de Diputados.

El artículo 21 de la ley N° 18.883 establece que el régimen de créditos de las cajas de compensación, llamados “créditos sociales” consiste en otorgar créditos a sus afiliados, sean trabajadores o pensionados, y préstamos en dineros destinados a financiar bienes de consumo, trabajo, educación, recreación, de distinta naturaleza. La adquisición, construcción, ampliación y reparación de viviendas, a refinanciar mutuos hipotecables; en definitiva, “créditos sociales”.

Pero, ¿qué sucede? Los plazos máximos por los cuales se podía entregar estos créditos sociales ascendía a siete años: los primeros ampliables solo para el ítem de educación hasta 15 años, y de cuarenta años para los segundos.

Para algunos ejecutivos de las cajas, la diferencia entre esto y la banca es que “las cajas no discriminan por riesgo”, pero lo anterior es explicable porque a una beneficiaria de una pensión básica solidaria de 67 mil pesos, de 80 mil pesos, son capaces de entregarles un crédito a siete años, con una edad de 84 años y con un descuento de más del 20 por ciento de su pensión.

Las Cajas de compensación son calificadas de “buen negocio”, dadas las cifras que muestra la industria en su página web:  

1.- Además del número de afiliados y de empresa adheridas, administran 266 mil cuentas de ahorro para la vivienda.

2.- Este sistema de cajas es el número uno en prestaciones dentales en el país.

3.- En su conjunto las cajas participan de 243 mil atenciones médicas y exámenes anuales.

4.- Es la primera cadena hotelera y de centros recreacionales de Chile, gracias a más de 133 centros turísticos y deportivos propios. Tienen 133 centros turísticos.

5.- Es la quinta organización en el “negocio de la educación” del país, gracias a su red de colegios e institutos.

En agosto de 2008 las cajas de compensación debieron devolver alrededor de 4 mil millones de pesos a sus afiliados que hubieran incurrido en pagos duplicados por créditos sociales, luego que la SUSESO detectara el exceso y obligara el inicio inmediato del reembolso.

En diciembre de 2009 las cajas de compensación fueron obligadas por la SUSESO a devolver a sus afiliados la suma de 2.800 millones de pesos por concepto de “pagos en exceso de cuotas de créditos sociales”. Los beneficiarios de dicha medida fueron 115.853 personas, con un promedio de reintegro de 24.543 pesos, aunque en algunos casos el monto a devolver llegó al millón de pesos.

Con fecha 23 de septiembre de 2010 la Dirección del Trabajo ratificó el Dictamen 4185, que reconsidera dictámenes anteriores que señalaban que era necesario que, al momento de suscribir el finiquito, el trabajador ratificara nuevamente su voluntad para que se le hicieran los descuentos del crédito en las indemnizaciones legales.

A esto se suma el inaceptable hecho de que todos los que concurren a las Cajas de Compensación a pagarse, que son pensionados y jubilados de todas las cajas, sea atrapados por captadores de créditos que en definitiva los inducen a tomar créditos que se alargan hasta después de su muerte. Créditos por 84 meses, 7 años, créditos sobre pensiones básicas solidarias. 

Hemos denunciado ante el Sernac Financiero que las cajas desarrollan técnicas abusivas de contratación, con poca o inexacta información. Asimismo, denunciamos ante el Servicio Nacional de Discapacidad, casos de personas no videntes o con escasa audición que no saben qué están firmando, puesto que las cajas de compensación no tienen una política crediticia para las personas no videntes. 

A nuestro juicio, la Caja Los Héroes ha infringido el contrato de licitación con el Instituto de Previsión Social. No es concebible que en dependencias comunes del IPS y Los Héroes existieran  promotores del endeudamiento, así como también no es posible que se envíen circulares exigiendo a los ejecutivos que ‘todos los pensionados deben salir de esta dependencia con una simulación de crédito bajo el brazo’.

Es lo que informó el Sernac, cuando aludió al aumento en un 325% las denuncias contra las Cajas de Compensación. De acuerdo al Sernac, “los consumidores se quejan principalmente de cobros indebidos (41%) por comisiones o intereses excesivos, cobros por servicios no contratados o comisiones excesivas.

Le siguen los reclamos por falta de información (20%) respecto al monto total a pagar o las condiciones relevantes del crédito. También se quejan del incumplimiento de lo contratado y dificultades para desafiliarse (11%)”

	Motivo del reclamo
	%

	Cobros indebidos
	41%

	Falta de información
	20%

	incumplimiento de lo contratado
	11%

	No entrega contrato
	2%

	incumplimiento promociones y ofertas/publicidad
	2%

	Negativa a cierre de producto o servicio
	1%

	Otros
	23%


Fuente: Sernac

Por ello, pedimos el año pasado, a la Superintendencia de Seguridad Social que nos indicara qué está sucediendo con  las utilidades generadas por las cajas, supuestas entidades sin fines de lucro, que han otorgado más de 2.595.316 créditos a la fecha, equivalentes a más de 3.300 millones de dólares, muchos de estos en condiciones irregulares y producto de una evidente asimetría de información.

Las aseveraciones que vertimos en esta presentación no son antojadizas, pues, por ejemplo, el Diputado Patricio Melero ha acusado directamente a las Cajas Compensación de “actuar como entidades con fines de lucro”, por las excesivas tasas de interés que cobran por los créditos sociales. Según Melero, “lo que buscamos es establecer alguna fórmula de regulación, porque ese tipo de préstamos muchas veces se entrega por encima de las tasas de interés convencionales o establecidas, lo que está afectando sobre todo a un sector pasivo que normalmente tiene ingresos muy limitados y pacta en formas de pago que se las descuentan automáticamente”

En definitiva, lo que vemos en las Cajas de Compensación es que lejos de cumplir su objetivo de administrar prestaciones de seguridad social, abusaron de sus clientes mediante cobros ilegales, créditos leoninos, técnicas abusivas de contratación, altos intereses, con muchos negocios asociados.

El gobierno ha reaccionado a estas denuncias y ha dictado la Circular 2824 de la SUSESO, de 17 de abril de 2012, vigente desde el 1 de junio del mismo año, que ha modificado a futuro el régimen contractual de los créditos sociales. 

En esta norma se establece que: 

1.   Si la renta, remuneración o pensión es igual o inferior que la Pensión Básica Solidaria, la cuota mensual de descuento no podrá exceder del 15% de ella.

2.  Si la remuneración, renta o pensión líquida es superior al ingreso mínimo para fines no remuneracionales e inferior al ingreso mínimo mensual para mayores de 18 años y hasta los 65 años de edad, la cuota mensual de descuento no puede superar el 20% de ella. 

3. Si la remuneración, renta o pensión líquida del afiliado es igual o superior al ingreso mínimo mensual para mayores de 18 años y hasta los 65 años de edad, la cuota mensual de descuento no puede superar el 25% de ella. 

4. Cuando disminuya el monto de la pensión líquida de un pensionado al que se le ha otorgado un crédito social, que signifique cambiar a un tramo inferior de ingresos, las Cajas de Compensación deberán ajustar el monto de las cuotas de tal manera que el descuento alcance los porcentajes máximos señalados anteriormente, manteniendo la tasa de interés otorgada. 

5. El monto máximo de endeudamiento de créditos sociales, incluidos los gastos asociados al crédito, con excepción de los créditos para la vivienda y para gastos en educación superior, no podrá exceder, al momento del otorgamiento, 8 veces la remuneración, renta o pensión líquida que corresponda

Asimismo, se dictó el 09 de junio de 2012 el Decreto N. 7 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que modificó el Decreto Supremo N°91 de 1978 del mismo Ministerio, que redujo de 7 a 5 años la restitución de los préstamos de consumo durable, trabajo, educación, salud, recreación, ahorro previo para la vivienda, contingencias familiares y otras necesidades análogas

Ahora bien, hemos pedido al gobierno que haga retroactivas estas condiciones, ante la evidente injusticia de que los contratos futuros estén libres de coacciones y engaños y los anteriores, pero aún vigentes, queden sometidos a cláusulas abusivas en sí mismas u obtenidas con abuso. Señalamos en esa oportunidad que “es necesario que la Superintendencia de Seguridad Social evalúe la retroactividad de la Circular 2824, con el objeto de que se regularice por completo esta situación y que efectivamente, no se realice un cobro de más  del 5% a las pensiones básicas solidarias, o sea, un descuento que no sea mayor a $3.924 mensuales, así como también que los créditos no sean dados en plazos mayores a 5 años” La respuesta a un negativo silencio. 

De acuerdo a la Ley sobre “EFECTO RETROACTIVO DE LA LEI”, aún vigente, de octubre 7 de 1861: 

Art. 22. “En todo contrato se entenderán incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración. 

Exceptuase de esta disposición:

1º Las leyes concernientes al modo de reclamar en juicio los derechos que resultaren de ellos;

2º Las que señalan penas para el caso de infracción de lo estipulado en ellos; pues esta será castigada con arreglo a la ley bajo la cual se hubiere cometido”.

Es decir, las leyes que se aplican a los contratos, son aquellas vigentes cuando se acordaron entre las partes, si el contrato es consensual, como es el caso. Esto implica que en el tiempo de hoy, las condiciones leoninas de los contratos de las Cajas de Compensación con los pensionados, siguen vigentes, amparadas en la Ley del Contrato (principio de Pacta Sunt Servanda). 

Como nos señala el profesor Enrique Barros Bourie, en sus apuntes sobre los “Efectos de la Ley en el tiempo”: “La Ley Sobre Efecto Retroactivo de las Leyes da soluciones para diversos grupos de materias. No está construida sistemáticamente: es más bien un listado de soluciones prácticas.

Por otra parte, esta ley tiene carácter supletorio, esto es, rige respecto de leyes que no regulan por sí mismas sus efectos en el tiempo. Como se ha expresado, es usual que las leyes susceptibles de provocar conflictos regulen por sí mismas sus efectos en el tiempo”

Por tanto, una nueva ley debe ser la que soluciones este problema.

Lo que proponemos e que las condiciones de las circulares y decretos vigentes hoy, se apliquen retroactivamente. No es posible que la justicia discrimine a los contratos aún vigentes que se celebraron en las condiciones anteriores a la corrección de esta situación. Son miles de deudores pensionados, muchos de ellos de la tercera edad y en la miseria, aquejados por estos contratos. 

Por tanto vengo en presentar el siguiente,

PROYECTO DE LEY
1. Artículo Único: “Las disposiciones de la Circular 2824 de la SUSESO, de 17 de abril de 2012, vigente desde el 1 de junio del mismo año, y del Decreto N. 7, de 09 de junio de 2012 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que modificó el Decreto Supremo N° 91 de 1978 del mismo Ministerio, en cuanto regulen las condiciones contractuales de créditos sociales, se aplicarán también a las obligaciones vigentes previamente a su dictación. 

Las Cajas de Compensación deberán ajustar los contratos a las nuevas condiciones, en el plazo de un mes, notificando presencialmente a los deudores”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR RUIZ-ESQUIDE, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, AL SACERDOTE RAMÓN SECO PÉREZ

(9187-17)

FUNDAMENTOS O CONSIDERANDOS
La nacionalidad por especial gracias se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10 N° 4 dispone que son chilenos: “Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley”, lo que sin duda constituye el más alto honor que el Estado de Chile puede conferir a un extranjero, en razón de su aporte al país y entrega al servicio de la Nación, en determinadas actividades específicas que hayan alcanzado una relevancia nacional.

Por su parte, cabe tener presente que durante la discusión de proyectos de ley sobre concesión de nacionalidad chilena por gracia, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado ha considerado los siguientes criterios como fundantes de su otorgamiento, los que a continuación paso a detallar:

a) La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas.

b) Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.

c) Asimismo, es necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado para la República.

d) Las actividades del beneficiario deben haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad.

e) Dejar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo.

Así, y sobre la base de estos fundamentos, se busca por medio de esta distinción honrar a los  extranjeros ilustres que han efectuado un aporte significativo al progreso de nuestro país en las más diversas áreas. Bajo este contexto, esta Moción pretende que este Parlamento otorgue la nacionalidad por gracia al sacerdote español Ramón Seco Pérez, teniendo en especial consideración su vida y obra en nuestro país

El Padre Ramón Seco Pérez nació en Galicia, España, el 22 de Mayo de 1936 Fue ordenado sacerdote en Santiago de Compostela el 28 de agosto de 1960 A fines de esa década se vino a la Diócesis de Chillán, asumiendo como Párroco en las parroquias cordilleranas de San Fabián y Zemita. Compartió con generosidad y cercanía con todos los campesinos que visitaba habitualmente la Iglesia, siendo acogido con mucho cariño por las familias.

Luego, fue trasladado a Chillán y asumió la dirección de la Parroquia de la Sagrada Familia en la Población de Purén en donde promovió los servicios de Catequesis y dio un gran impulso al Movimiento Familiar Cristiano, destinado a grupos de matrimonios interesados en reflexionar sobre todos los aspectos de la vida matrimonial y familiar, haciéndolos tomar conciencia de su rol como formadores de personas y promotores del desarrollo, insertos en su ambiente social.

En 1980 fue designado Párroco de Chillan Viejo en donde permaneció por cerca de 30 años. Allí apoyó las aspiraciones de la ciudadanía que anhelaba que Chiflan Viejo se convirtiera en comuna, separada de Chillan Asimismo abrió las puertas de la Parroquia para la organización de los Comités pro Comuna y para el Desarrollo de Chillan Viejo, presidiendo por varios periodos ese Comité, tomando todos los contactos necesarios para el logro de sus objetivos, hasta conseguir la creación de la Comuna de Chillan Viejo, impactando directamente en la vida espiritual y en la organización de la sociedad chillaneja As¡, su sabor fue reconocida publica y oficialmente una vez que fue instaurado el nuevo Municipio

Dio importancia a la fe popular expresada, en esa comuna, en una gran devoción a San Rafael Acudió regularmente a la peregrinación de este Santo, ofreciendo allí sus servicios También, visito a las comunidades campesinas de dicha comuna.

Además, consiguió restaurar la casa parroquial y el Templo Parroquial que era una sentida aspiración de la comunidad Desde hace seis años es Párroco de Colliguay, atendiendo sectores como Quinchamalí, Confluencia, Santa Cruz de Cuca, Huechupín, Chonchoral y el Caserío Linares mostrando su habitual comprensión y apoyo a las iniciativas típicas de la zona.

Simultáneamente y a nivel administrativo diocesano, cumple desde hace años el oficio de Vicario Judicial, encargado de los procesos de nulidad matrimonial en el ámbito eclesiástico.

Por todo lo anterior, se justifica la concesión de la nacionalidad chilena, por especial gracia al sacerdote español Ramón Seco Pérez.

En consecuencia, y en mérito de los fundamentos antes expuestos vengo en proponer el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY

“Artículo Único Concédase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote español .Ramón Seco Pérez.”.

(Fdo.): Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR RUIZ-ESQUIDE, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, AL SACERDOTE ANDRÉS LACALLE ANDRÉS

(9188-17)

FUNDAMENTOS O CONSIDERANDOS

La nacionalidad por especial gracias se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10 N° 4 dispone que son chilenos: “Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley”, lo que sin duda constituye el más alto honor que el Estado de Chile puede conferir a un extranjero, en razón de su aporte al país y entrega al servicio de la Nación, en determinadas actividades específicas que hayan alcanzado una relevancia nacional.

Por su parte, cabe tener presente que durante la discusión de proyectos de ley sobre concesión de nacionalidad chilena por gracia, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado ha considerado los siguientes criterios corno fundantes de su otorgamiento, los que a continuación paso a detallar:

a) La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir .a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas.

b) Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.

c) Asimismo, es necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado para la República.
d) Las actividades del beneficiario deben haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad.

e) Dejar asentado que el constituyente dispone que este .honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo.

Así, y sobre la base de estos fundamentos, se busca por medio de esta distinción honrar a los extranjeros ilustres que han efectuado un aporte significativo al progreso de nuestro país en las más diversas áreas. Bajo este contexto, esta Moción pretende que este Parlamento otorgue la nacionalidad por gracia al sacerdote español Andrés Lacalle Andrés, teniendo en especial consideración su vida y obra en nuestro país.

El Padre Andrés Lacalle nació en Cabezón de la Sierra, cercarlo a la ciudad de Burgos, España, en el año 1936. Siendo estudiante de Teología accedió a una invitación del Obispo de Chillán Eladio Vicuña, que motivó su venida a Chile como misionero. Terminó sus estudios eclesiásticos en el Seminario Pontificio de Santiago y fue ordenado sacerdote el 15 de Agosto de 1962 en la Catedral de Chillán.

Fue destinado, en primer lugar, a atender a jóvenes campesinos en el Instituto Rural que se iniciaba en la Diócesis. Desde allí pudo conocer la realidad de los campesinos, de sus capacidades y sus necesidades Fue enviado, después, a la Parroquia de Coihueco, como Vicario Cooperador Atendió las comunidades rurales de esa extensa parroquia y en la ciudad de Coihueco promovió la creación de un Liceo Vespertino para ofrecer a las personas adultas posibilidades de estudio.

Más tarde, fue trasladado a Bulnes con la misma calidad de Cooperador. Allí comenzó a realizar actividades similares en ese otro sector de la Provincia de Nuble. Además de sus tareas ministeriales impulso la creación de un Liceo Nocturno, en el cual tomo a su cargo algunas asignaturas Fue apreciable la aceptación que tuvo en la ciudad, en las comunidades rurales, especialmente entre los jóvenes.

Posteriormente, fue nombrado Párroco de Tucapel en un tiempo en que esa comuna paso a pertenecer a la Diócesis de Chillan por unos diez años Recorrió todos los pueblos aledaños dando vitalidad a las comunidades rurales, participando activamente en los proyectos de cada comunidad Se interesó por rescatar los aportes culturales de la zona lo que se demuestra en la ayuda que presto en la construcción del Museo También, acogió a una comunidad de religiosas y, con la colaboración de todo el pueblo, construyo el templo parroquial de características singulares. Tuvo una presencia permanente junto a personas detenidas durante el régimen militar e intervino ante las autoridades militares a favor de muchos campesinos participantes en organizaciones sociales, que estaban bajo sospecha.

Luego, fue trasladado a Cobquecura como Párroco, lugar en el que permaneció por mas treinta años atendiendo simultáneamente la Parroquia de Ninhue por catorce años Recorrió todos los sectores de esa extensa zona costera No hubo quien no lo conociera compartiendo con los campesinos organizándolos para su superación, siempre atento a las necesidades de cada comunidad.

Su tarea pastoral estuvo siempre unida a la promoción humana, impulsando a la creación de un Hogar para estudiantes en un lugar estratégico de Cobquecura, dedicado al cultivo de huertos familiares, a construir y reparar caminos y a obtener el servicio de agua potable en las distintas localidades En los últimos años ha seguido desarrollando su labor pastoral en la Parroquia de San Nicolás.

Cabe destacar que toda iniciativa de progreso tuvo acogida en él, incentivando la participación de todos Para ello, se entrevistó en varias oportunidades con diversas autoridades para obtener las facilidades necesarias para las múltiples iniciativas que apoyo Su entrega a la comunidad se ha visto reflejada en el hecho de que al cumplir 50 años de sacerdocio en el mes de agosto de 2012, celebro una Eucaristía en la Catedral de Chillan, con la participación de millares de fieles, de las más diversas comunidades atendidas por él, que ofrecieron sus testimonios personales sobre los servicios ministeriales del Padre Andrés Lacalle.

Por todo lo anterior, se justifica la concesión de la nacionalidad chilena por especial gracia, al sacerdote español Andrés Lacalle

En consecuencia, y en mérito de los fundamentos antes expuestos vengo en proponer el siguiente proyecto de ley

PROYECTO DE LEY

“Artículo Único.- Concédase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote español Andrés Lacalle Andrés.”.

(Fdo.): Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR RUIZ-ESQUIDE, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, AL SACERDOTE JOSÉ ANTONIO ORTEGA MARTÍN

(9189-17)

FUNDAMENTOS O CONSIDERANDOS

La nacionalidad por especial gracias se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10 N° 4 dispone que son chilenos: “Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley”, lo que sin duda constituye el más alto honor que el Estado de Chile puede conferir a un extranjero, en razón de su aporte al país y entrega al servicio de la Nación, en determinadas actividades específicas que hayan alcanzado una relevancia nacional.

Por su parte, cabe tener presente que durante la discusión de proyectos de ley sobre concesión de nacionalidad' chilena por gracia, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado ha considerado los siguientes criterios como fundantes de su otorgamiento, los que a continuación paso a detallar:

a) La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas.

b) Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.

c) Asimismo, es necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado para la República:

d) Las actividades del beneficiario deben haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad.

e) Dejar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo.

Así, y sobre la base de estos fundamentos, se busca por medio de esta distinción honrar a los extranjeros ilustres que han efectuado un aporte significativo a progreso de nuestro país en las más diversas áreas. Bajo este contexto, esta Moción pretende que este Parlamento otorgue la nacionalidad por gracia al sacerdote español José Antonio Ortega Martín, teniendo en especial consideración su vida y obra en nuestro país.

El Padre José Antonio Ortega nació en Burgos, España, el 15 de Junio de 1937 Arribo a Chile luego de acceder a una invitación que le curso el Obispo Vicuña en el año 1960, cuando ya habla sido ordenado sacerdote

Su primer destino fue la ciudad de San Carlos y, desde allí, fue tomando parte en diversos servicios a nivel diocesano Participo activamente en un Equipo Misionero que impulso una Misión General, que organizó .a las comunidades rurales, con personas del lugar, especialmente varones Esto dio una gran vitalidad a los sectores campesinos, incentivando su participación en la comunidad cristiana y en el servicio social y promocional de estos sectores.

Después, fue nombrado Cura Párroco de la localidad de El Carmen, en donde pudo proseguir con su labor de formación y promoción de líderes. Más tarde fue trasladado a Chillan, en donde atendió sectores poblacionales como las poblaciones Rosita O’Higgins y El Roble, en los cuales colaboro con la entrega de los servicios sociales necesarios para la comunidad.

Además, estuvo a la cabeza del Centro de Formación Integral Diocesano, promoviendo Cursos de Teología a Distancia con la comunidad cristiana de Madrid Asimismo, integro el Equipo Promotor del Movimiento por un Mundo Mejor. (MMM), surgido a raíz del Concilio Vaticano II Impulso el programa “Nueva Imagen de Parroquia”, que trataba de incorporar a todos los sectores de una población en un programa común que acogía las aspiraciones y celebraciones populares dándoles sentido comunitario, a fin de vincular a las personas con las organizaciones sectoriales, mediante informaciones impartidas a través de boletines También, tuvo una destacada participación en la celebración diocesana de los 500 años de la Evangelización del año 1992.

A su vez, fue Párroco de Yungay y, posteriormente, Cura Párroco de San Juan de Dios en la ciudad de Chillan a partir del año 1993 Allí manifestó una gran preocupación por la conservación y reparación del Monumento Nacional de la Capilla que lleva ese mismo nombre y creo un Centro Cultural para mantener vigente la memoria histórica de este lugar.

En los últimos años y, en memoria de su madre, fallecida en España, creó con su esfuerzo y el de toda la comunidad el Hogar llamado “Casa de acogida mama Teresa”, destinado a acoger a adultos mayores en situación de precariedad económica. Esto después de haber impulsado la creación de la Fundación Padre Chango, destinada a brindar acogida, protección y ayuda para la rehabilitación a personas jóvenes adictas a la droga.

Por todo lo anterior, se justifica la concesión de la nacionalidad chilena por especial gracia al sacerdote español José Antonio Ortega Martín.

En consecuencia, y en mérito de los fundamentos antes expuestos vengo en proponer el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único.- Concédase la nacionalidad chilena por especial gracia, al sacerdote español José Antonio Ortega Martín.”.

(Fdo.): Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO Y QUINTANA, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO A TRAMITACIÓN DE UN MENSAJE LEGISLATIVO QUE PERMITA A LAS BENEFICIARIAS DE PENSIONES DE SOBREVIVENCIA DEL ANTIGUO SISTEMA DE PENSIONES, QUE AL EFECTO DE PERCIBIR EL BONO POR HIJO HAN DEBIDO AFILIARSE A UNA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES, CONSERVAR SU DERECHO A SER CAUSANTES DE LA ASIGNACIÓN POR MUERTE

(S 1626-12)
Considerando:

1. Que la asignación por muerte es definida como “un beneficio pecuniario que consiste en el retiro de una suma equivalente a 15 UF de la cuenta individual del afiliado”, que se entrega a quien acredite haberse hecho cargo de los gastos del funeral.

2. Que en el sitio web del IPS, se señala que el “Bono por Hijo” es un “beneficio que incrementa el monto de la pensión de la mujer a través de la entrega de un bono por cada hijo nacido vivo o adoptado. Se paga junto a su pensión.”
3. Que el Bono por Hijo es definido como "un beneficio que incrementará el monto de la pensión de la mujer a través de un bono por cada hijo nacido vivo o adoptado. Entre los requisitos para este beneficio encontramos que las mujeres deben tener a lo menos 65 años de edad, afiliarse al DL 3500 AFP), beneficiarias de Pensión Básica Solidaria de vejez, o bien, beneficiarias de sobrevivencia sin afiliación a ningún régimen previsional.

4. Que por un vacío legal, “si una mujer pensionada por sobrevivencia (viudez o montepío) del IPS se afilia a una AFP para acceder al Bono por Hijo, pierde el derecho a ser causante de Asignación por Muerte del antiguo sistema de pensiones, y pasa a ser causante de Cuota Mortuoria en el sistema de capitalización individual, siempre y cuando el saldo de la cuenta, a su fallecimiento, sea mayor o igual a 15 UF”.

5. Que la Superintendencia de Pensiones en Oficio N2 18.073 de julio de 2012, señaló que el derecho de asignación por muerte para pensionadas por sobrevivencia de las Cajas del antiguo régimen previsional, que se afiliaron al sistema de AFP para obtener el Bono por Hijo, no les corresponde tal asignación en virtud a lo dispuesto por el artículo 4 del DFL NI 90, que señala que quienes son causantes de tal asignación no pueden ser afiliadas al sistema del DL 3500.

6. Que de acuerdo a un reportaje de julio de 2013, de autoría de Pierina Bertoni de 1a UDD, 800 de estas mujeres fallecieron sin haber recibido información acerca de que estaban renunciando a los beneficios del IPS, y que por ende “sus familias tuvieron que hacerse cargo de los funerales de manera particular, sin contar con el dinero de la asignación por muerte, teniendo que endeudarse”.

7. Que según datos de la Subsecretaría de Previsión Social, actualmente 61.000 viudas que reciben pensión de sobrevivencia del IPS, se han afiliado a una AFP exclusivamente para cobrar el bono por hijo, desconociendo que con esto perdieron el derecho a la asignación por muerte y que el monto total de las cuotas rechazadas por esta causa es de $29.970 millones.

8. Que Mónica Titze, asesora del Subsecretario de Previsión Social, explicó en el mismo reportaje que “el problema radica en que el bono se pensó para aquel/as mujeres que aún no cumplían los 65 años) para que se afiliaran a una AFP y así tuvieran una mayor rentabilidad para su jubilación, razón por la cual es obligatorio afiliarse a AFP Modelo - que ganó la licitación de dos años por tener la cuota más baja- para recibir el bono por hijo (…) entonces se interpretó, -me imagino que los abogados- que era para todas las mujeres y llegó un grupo) las viudas del IPS de 80 años a cobrar el bono por hijo y no estaban en la ley”.

9. Que parece absolutamente injusto que por falta de información, por un vacío legal, y por una interpretación restrictiva del beneficio, se les niegue a las beneficiarias el derecho a tener una sepultura digna, al punto de que por gozar de un beneficio, se les niegue otro que en principio, no es de la misma naturaleza y que por lógica no debería ser incompatible.

El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Presidente de la República pueda enviar al Congreso Nacional un proyecto de ley que permita que las mujeres pensionadas por sobrevivencia en el IPS, y que se afilian a una AFP para acceder al Bono por Hijo, no pierdan el derecho a ser causantes de Asignación por Muerte del antiguo sistema de pensiones.
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.948, QUE CREA UN PROCEDIMIENTO PARA EXIMIR DE RESPONSABILIDAD EN CASO DE EXTRAVÍO, ROBO O HURTO DE LA CÉDULA DE IDENTIDAD Y DE OTROS DOCUMENTOS DE IDENTIFICACIÓN

(9166-07)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República.


La iniciativa en estudio tiene urgencia calificada de “suma”.

Concurrieron, por el Ministerio de Justicia, el señor Sebastián Valenzuela, Subsecretario de Justicia (S), y el señor José Miguel Poblete, asesor de la División Jurídica de dicha Secretaría de Estado.




Participaron la asesora del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis, y el abogado asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.

- - -
OBJETIVO DEL PROYECTO


La idea central de la iniciativa consiste en modificar la ley N° 19.948, para los efectos de establecer que el bloqueo de un pasaporte en razón de extravío, robo o hurto, sólo será procedente si tiene el carácter de definitivo, eliminándose el bloqueo temporal de dicho documento.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


La iniciativa en estudio no contiene normas que requieran un quórum especial para su aprobación.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación. Particularmente, se relaciona con la iniciativa en estudio el artículo 3° de la señalada ley, que contempla la posibilidad de solicitar el bloqueo de un pasaporte en forma definitiva o temporal.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje

En su Mensaje, el Primer Mandatario señala que, con fecha 25 de mayo de 2004, se publicó en el Diario Oficial la ley N° 19.948 que reguló el procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación.

Explica que dicho procedimiento tiene por fundamento la necesidad de proteger a aquellas personas que son víctimas del extravío, robo o hurto de los documentos indicados, de las consecuencias provenientes de los hechos delictivos que puedan ser cometidos posteriormente con tales documentos. Para ello, la ley en comento establece la presunción, salvo prueba en contrario, de que el titular no ha usado el documento extraviado, robado o hurtado durante todo el tiempo posterior al bloqueo del mismo.

Prosigue diciendo que, para tales efectos, se establece la posibilidad de efectuar tanto un bloqueo definitivo como de uno temporal. Respecto del primero, la presunción de inocencia en cuanto al no uso del documento de identificación es permanente. En relación al bloqueo temporal, se da también la presunción señalada, pero si no se confirma el bloqueo definitivo, la presunción desaparece.

En efecto, agrega, respecto del bloqueo temporal se dispone que pueda efectuarse por vía telefónica o electrónica. El bloqueo así solicitado estará vigente hasta los dos días hábiles siguientes a aquél en que se solicita. Se podrá pedir la renovación de este bloqueo por una sola vez, dentro del último día del vencimiento del plazo. Con posterioridad a este plazo, se considerará como un nuevo bloqueo temporal.

Indica que la antes mencionada presunción de inocencia beneficia al titular del documento desde el momento de efectuada la solicitud de bloqueo temporal, sólo si dentro de la vigencia del plazo ya señalado se procede a solicitar el bloqueo definitivo. Con posterioridad a este plazo, la presunción sólo beneficiará al solicitante, a partir de la solicitud de bloqueo definitivo.

Informa, a continuación, que el proyecto presentado busca modificar el procedimiento establecido en la ya referida ley N° 19.948 en lo que a los pasaportes se refiere, eliminando la posibilidad de efectuar un bloqueo temporal de dichos documentos de viaje, reservando, por tanto, para ellos únicamente la institución del bloqueo definitivo.

Expone que la señalada modificación asimilará nuestra legislación interna a las regulaciones imperantes en la mayoría de los países con reconocidos estándares de seguridad en materia de documentos de viaje, las que no contemplan una figura de revocación temporal de pasaportes. Las razones para que semejante figura sea desaconsejada en el contexto internacional, descansan en la circunstancia de que puede ocurrir que el titular del pasaporte extraviado, robado o hurtado, se preocupe únicamente de efectuar un primer bloqueo temporal sin proseguir con el trámite siguiente del bloqueo definitivo.


Señala que, para esto, influye la facilidad de poder solicitar este trámite por medios no presenciales, como lo son las comunicaciones telefónicas o el correo electrónico. Sin embargo, dado que el bloqueo definitivo es más exigente, requiriendo la comparecencia personal del titular ante cualquier oficina del Servicio de Registro Civil e Identificación, existe la posibilidad de que los afectados no proceden a solicitar oportunamente el bloqueo definitivo del documento, lo que introduce una inseguridad sobre los pasaportes en general.

Por otra parte, hace presente que el Servicio de Registro Civil e Identificación informa diariamente a Interpol Chile sobre los pasaportes bloqueados definitivamente, lo que a su vez es automáticamente puesto en conocimiento de las correspondientes instancias policiales internacionales. Esta acción impide efectivamente la utilización de tales documentos de identificación en el exterior por parte de personas distintas a sus titulares.

Advierte que, sin embargo, esto no ocurre con los bloqueos temporales, ya que siempre es posible que los pasaportes recuperen su validez si no son definitivamente bloqueados. De esta manera, durante un período de dos días hábiles, que pueden llegar a ser hasta cuatro, los pasaportes que están bloqueados temporalmente en Chile bien pueden estar siendo usados indebidamente en el extranjero.

Añade que si solo existiera la opción del bloqueo definitivo, todos los pasaportes extraviados, hurtados o robados podrían ser bloqueados de inmediato a nivel internacional, disminuyendo significativamente la posibilidad de su uso fraudulento fuera de las fronteras de nuestro país.

Hace notar que esta última circunstancia afecta negativamente la confianza en nuestros pasaportes a nivel internacional, no obstante las inversiones efectuadas por Chile para elevar su calidad y seguridad a los más exigentes estándares globales.


Al mismo tiempo, compromete el ingreso de nuestro país a los programas de exención de visas para cierto tipo de viajes, cuyo es el caso del programa previsto al efecto por los Estados Unidos de América, al cual Chile ha sido recientemente nominado como candidato, y que no admite la figura del bloqueo temporal de pasaportes antes analizada.

Asevera que, de lo anterior, se desprende que resulta del todo indispensable fortalecer la figura del bloqueo definitivo del pasaporte, eliminando la posibilidad de solicitar su bloqueo temporal.

Concluye expresando que, en consecuencia, el presente proyecto propone eliminar del articulado de la ley N° 19.948 la posibilidad de solicitar el bloqueo temporal de pasaportes extraviados, robados o hurtados, dejando solo subsistente la posibilidad de proceder al bloqueo definitivo de los mismos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, hizo presente que la iniciativa en estudio consta de un artículo único, razón por la cual procede discutirla en general y en particular, a la vez.


Enseguida, ofreció la palabra al Subsecretario de Justicia (S), señor Sebastián Valenzuela.


El señor Valenzuela explicó que la ley N° 19.948, publicada en el Diario Oficial con fecha 25 de mayo de 2004, reguló el procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación.

Hizo presente que, para tales efectos, dicho cuerpo legal establece la posibilidad de efectuar tanto un bloqueo definitivo como otro temporal en caso de robo, hurto o extravío de la cédula de identidad, del pasaporte, del documento o título de viaje o de una licencia de conducir.


Connotó que la misma ley otorga la presunción de inocencia para el titular del documento de identificación en cuanto al no uso de aquél desde el momento del bloqueo definitivo. Esta presunción opera también en caso de bloqueo temporal, siempre que durante el plazo de éste se solicite el bloqueo definitivo.

Observó que la iniciativa en estudio busca modificar el procedimiento establecido en la ley N° 19.948 en lo que a los pasaportes se refiere, eliminando la posibilidad de efectuar un bloqueo temporal de dichos documentos de viaje, reservando para ellos únicamente la institución del bloqueo definitivo.

Puso de manifiesto la conveniencia de asimilar nuestra legislación a las regulaciones imperantes en la mayoría de los países con reconocidos estándares de seguridad en materia de documentos de viaje, explicando que tales países no contemplan una figura de revocación temporal de pasaportes como la prevista en la ley que se busca modificar.

Adujo que la posibilidad de que los afectados por extravío, robo o hurto de su pasaporte no soliciten oportunamente el bloqueo definitivo, introduce un grado de inseguridad sobre dichos documentos en general, pues éstos pueden estar siendo usados indebidamente una vez vencido el bloqueo temporal sin que se pida el bloqueo definitivo.


Agregó que la existencia de la institución del bloqueo temporal de un pasaporte aumenta la posibilidad de que se dé a éste un uso fraudulento fuera de las fronteras, lo que afecta negativamente la confianza en nuestros pasaportes a nivel internacional.

Informó, además, que la mantención de la institución del bloqueo temporal de pasaportes y documentos de viaje, compromete el ingreso de nuestro país a los programas de exención de visas para cierto tipo de viajes, como ocurre con aquél previsto al efecto por los Estados Unidos de América, al cual Chile ha sido recientemente nominado como candidato.

Explicó, finalmente, que el proyecto propone eliminar del articulado de la ley N° 19.948 la posibilidad de solicitar el bloqueo temporal de pasaportes extraviados, robados o hurtados, dejando solo subsistente la posibilidad de proceder al bloqueo definitivo de los mismos.


Los miembros presentes de la Comisión formularon algunas consultas al señor Valenzuela acerca de los alcances de la iniciativa. Luego, desarrollaron un breve intercambio de pareceres, concluyendo que ella es del todo pertinente y necesaria.


Puesta en votación la idea de legislar, fue aprobada en forma unánime por los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio (Presidente).


Enseguida, con la misma votación, fue aprobada también en particular, con su mismo texto.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY

Como consecuencia de los acuerdos anteriormente consignados, vuestra Comisión os propone aprobar en general y en particular el texto despachado por la Cámara de Diputados, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Reemplázase el inciso primero del artículo 3° de la ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación, por el siguiente:



“Artículo 3°.- El bloqueo de una cédula de identidad puede solicitarse de manera definitiva o temporal. Respecto del pasaporte sólo procederá el bloqueo definitivo.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 16 de diciembre de 2013, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto (Presidente).

Sala de la Comisión, a 17 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO CON EL QUE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS MILITARES FUERA DEL TERRITORIO DE LA REPÚBLICA, EN BOSNIA Y HERZEGOVINA

(S 1624-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca del oficio de S.E. el señor Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares fuera del territorio de la República en Bosnia y Herzegovina.


La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 10 de diciembre del año en curso, que la solicitud fuera conocida por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

- - -


Cabe destacar que S.E. el señor Presidente de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.
- - -





A la sesión en que se discutió la solicitud asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Defensa Nacional: el Subsecretario de Defensa, señor Óscar Izurieta; el Jefe de Gabinete del Subsecretario de Defensa, señor Tomás Duval, y el Asesor de la Subsecretaría de Defensa, señor Sergio Larraín.





Asimismo, del Ministerio de Relaciones Exteriores concurrieron el Director subrogante de la Dirección de Seguridad Internacional y Humana, señor Luciano Parodi, y el asesor en Operaciones de Paz, señor Cristián Piña.

- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. el señor Presidente de la República.- Señala S.E. que nuestro país, actuando bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas, participa activamente en operaciones de paz, dando de este modo cumplimiento a su política nacional sobre la materia, al amparo del marco jurídico establecido por la ley N° 19.067, por el decreto N° 75, de 5 de mayo de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2009, y por las demás normas aplicables.





Agrega que, mediante Resolución del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, adoptada en ejercicio de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de su Carta, se autorizó a los Estados Miembros de la Organización para que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establecieran, por un nuevo período de 12 meses, a contar de la fecha de aprobación de la resolución, la mantención de la Fuerza Multinacional de Estabilización EUFOR, sucesora legal de la SFOR, bajo mando y control unificados, de conformidad con las disposiciones convenidas entre la OTAN y la Unión Europea. Añade que tales circunstancias fueron comunicadas al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, con fecha 19 de noviembre de 2004, reconociéndose además que EUFOR desempeñaría la principal función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz.





Indica el Ejecutivo que el Honorable Senado de la República autorizó al Ejecutivo a disponer la permanencia de tropas chilenas en Bosnia y Herzegovina por el periodo de un año, a contar del 10 de enero de 2013.





Explica que la labor que desarrolla nuestro personal militar se encuentra destinada a promover un entorno seguro y estable, materializándose en el ámbito de un esfuerzo de carácter multinacional, en cuyo marco nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto por parte de las autoridades locales, como de la propia Organización de las Naciones Unidas.





Por último, señala que, por lo anterior, y siendo fundamental para continuar con la contribución que el país realiza a la referida misión de paz, en ejercicio de la prerrogativa constitucional del artículo 32, N° 17, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 53, N° 5, ambos de la Constitución Política de la República, así como por las demás normas legales que disciplinan la materia, solicita el acuerdo del Honorable Senado de la República para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares chilenos en Bosnia y Herzegovina, de acuerdo con los antecedentes que se acompañan en cumplimiento de lo establecido en el artículo 90, inciso vigésimo, de la ley N° 19.067.

2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:


a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.

Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.

b) Ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.

c) Decreto Nº 68, del Ministerio de Defensa Nacional, promulgado el 14 de octubre de 1999 y publicado en el Diario Oficial el 10 de noviembre de 1999, que aprueba la Política Nacional para la participación del Estado Chileno en Operaciones de Mantenimiento de la Paz.


d) Resolución Nº 1722 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2006, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.

e) Oficio Nº 22.602, de 29 de julio de 2003, del Honorable Senado de la República, acordado en sesión Nº 15, legislatura 349ª del año 2003.

f) Resolución Nº 1785, del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2007, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.


g) Oficio del Honorable Senado de la República Nº 1.619/SEC/07, de 12 de diciembre de 2007, que comunica la prórroga de la autorización para la salida de tropas.


h) Resolución Nº 1845 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 20 de noviembre de 2008, que prorroga por doce meses la misión en Bosnia y Herzegovina.

i) Oficio Nº 1.049/SEC/09, de 21 de diciembre de 2009, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2010. 

j) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 1.948, de 18 de noviembre de 2010, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).


k) Oficio Nº 1.185/SEC/10, de 22 de diciembre de 2010, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2011.

l) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.019, de 16 de noviembre de 2011, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR ALTHEA).

m) Oficio Nº 1.492/SEC/11, de 20 de diciembre de 2011, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2012.

n) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.074, de 14 de noviembre de 2012, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR ALTHEA).

ñ) Oficio Nº 1.117/SEC/12, de 18 de diciembre de 2012, del Honorable Senado de la República, que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2013.

o) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 2.123, de 12 de noviembre de 2013, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).

3.- Antecedentes de la Fuerza Nacional de Estabilización (EUFOR), documento preparado por el Ministerio de Defensa Nacional.- Informe preparado, en conformidad con lo dispuesto por la Ley 19.067, Párrafo II, artículo 9°.
“RENOVACIÓN DEL MANDATO EN BOSNIA Y HERZEGOVINA

(Operación “ALTHEA” de la Unión Europea, bajo mandato de la ONU)
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A. EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS O EL REQUERIMIENTO EFECTUADO A CHILE CONFORME AL TRATADO VIGENTE DE QUE SEA PARTE 





1. Antecedentes.





El Acuerdo de Dayton del año 1992 estableció el marco general para la Paz en Bosnia-Herzegovina. Fue firmado en París el 14 de diciembre de 1995 por la República de Bosnia Herzegovina, la República de Croacia y la República Federativa de Yugoslavia (ahora Serbia y Montenegro), estableciendo que los tres estados balcánicos se comprometen a guiar sus relaciones de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas. Además, se comprometen a respetar plenamente la igualdad soberana de los demás, resolver las controversias por medios pacíficos y abstenerse de todo acto que involucre amenazas, uso de la fuerza o algún otro medio, contra la integridad territorial e independencia política de Bosnia-Herzegovina o de cualquier otro Estado.




Inicialmente fue desplegada en Bosnia-Herzegovina la Fuerza de Protección de la ONU (UNPROFOR) y las operaciones (IFOR) y (SFOR) de la OTAN. Posteriormente, por medio de la resolución 1551 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas del 9 de julio del 2004, se otorgó el visto bueno al traspaso del mando desde OTAN a la Unión Europea a partir del 2 de diciembre del 2004, dándose origen a la Misión de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina (EUFOR-ALTHEA), dentro del marco de la Política Europea de Seguridad y Defensa (PESD).





En este contexto, la Unión Europea dio origen a la Operación “ALTHEA”, la cual tiene por objetivo apoyar los procesos políticos por medio de capacidades militares disuasivas que generen un ambiente seguro y que además cooperen a continuar fortaleciendo las capacidades de las Fuerzas Armadas de Bosnia-Herzegovina, de modo que eventualmente puedan asumir las responsabilidades de seguridad del territorio bosnio.





El control político y la dirección estratégica de la EUFOR-ALTHEA son ejercidos por el Comité Político y de Seguridad (COPS), bajo responsabilidad del Consejo de la UE y como fuera señalado anteriormente, siguiendo las direcciones del mandato de la ONU.




Mediante la Resolución Nº 2123, del 12 de noviembre 2013, se “autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan por un nuevo período de 12 meses a partir de la fecha de aprobación de la resolución, la mantención de la Fuerza Multinacional de Estabilización EUFOR, sucesora legal de la SFOR, bajo mando y control unificados, de conformidad con las disposiciones convenidas entre la OTAN y la Unión Europea, y comunicadas al Consejo en su carta de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la EUFOR desempeñará la principal función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz”.




Si bien Chile participa en Bosnia-Herzegovina desde el año 2003, sólo se incorpora a la Operación ALTHEA a partir del año 2005 por medio de un Acuerdo entre nuestro país y la Unión Europea (UE). Actualmente, en conformidad a las normas prescritas en la Ley 19.067 “Ingreso y Salida de Tropas”, Chile mantiene un Contingente Militar de operaciones de paz, con personal destacado en el Cuartel General de la EUFOR en Sarajevo y además tiene desplegado un Puesto de Observación ubicado en la ciudad de Banja Luka, distante a 100 kms. de la capital de ese país.




2. Evolución de la Situación en el Área de Misión.





a. Situación Política




El Estado de Bosnia y Herzegovina (B y H) fue creado dentro del marco de los Acuerdos de Paz de Dayton (1995), siendo una República Federal Democrática formada por dos entidades políticas, la Federación de Bosnia y Herzegovina y la República Srpska (RS), dotada cada una de una amplia autonomía
. Incluye además el distrito autogobernado de Brcko, localizado en el noreste del país.




La constitución de B y H establece un reparto equilibrado del poder político entre las etnias mayoritarias; bosnios (de religión musulmana), croatas (principalmente católicos) y serbios (mayoritariamente de religión cristiano-ortodoxa), los que se reparten equitativamente la representación en las instituciones del país en todos los niveles político-administrativos. Cuenta con una presidencia colegiada de tres miembros, conformada por dos representantes de la Federación de B y H (un bosniaco y un bosnio-croata) y un representante de la República de Srpska (serbo-bosnio), que rotan cada 8 meses los cargos de Presidente y Vicepresidente.





Si bien este sistema permitió en su momento sentar las bases de una convivencia pacífica entre las etnias hoy, de acuerdo con los antecedentes que maneja la UE, es claramente insuficiente debido a las tensiones interétnicas que subsisten y la dificultad de avanzar en un cronograma político-institucional que asegure y viabilice la gobernabilidad futura y preservación de B y H como expresión estadual.





El “Informe Anual de Situación” sobre Bosnia y Herzegovina emitido por la UE el 16 de octubre pasado, precisó que si bien el diálogo de alto nivel entre la UE y este país fue positivo el año pasado, éste hasta el momento no ha alcanzado las expectativas políticas forjadas originalmente.




La inestabilidad y tensión política en el país se potencia en el marco de las próximas elecciones legislativas del 2014 y ha aumentado tanto en la Federación como en la República Srpska.





Asimismo hay evidencias de fuertes tensiones interétnicas y de actos de hostigamiento en la República Srpska contra la población bosnio-musulmana con el objeto de reducir su presencia en algunas ciudades y neutralizar su eficacia electoral dentro de la entidad. Para ello se han retenido o destruido sus tarjetas de identificación, impidiendo con ello la realización de diversos trámites administrativos, incluida la participación electoral.





Como corolario de la situación política general de B y H, la Unión Europea
 señala en su último informe:





“Se ha logrado un buen progreso en cuanto al procesamiento de los crímenes de guerra y la reforma del poder judicial a nivel estatal. La conclusión de los protocolos sobre la cooperación en el enjuiciamiento de los autores de crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad y el genocidio con Serbia y Croacia ha sido un importante desarrollo a nivel regional. Sin embargo, Bosnia y Herzegovina ha realizado avances limitados en la lucha contra la corrupción y el crimen organizado. La corrupción sigue siendo generalizada, con una trayectoria insuficiente en la investigación y el enjuiciamiento en los casos de alto perfil, el cual tiene un impacto negativo en la sociedad y la economía. Se han realizado progresos en lo que respecta al proceso de la Declaración de Sarajevo sobre los refugiados y los desplazados internos. Ha habido algunos avances en la implementación de la Estrategia de Roma en lo relativo a la vivienda, pero la minoría romaní siguen viviendo en condiciones muy difíciles debido a la discriminación. A pesar de algunas mejoras, la discriminación por orientación sexual sigue siendo generalizada. La presión política y financiera en los medios de comunicación ha aumentado. La independencia de la Agencia de Regulación de las Comunicaciones aún no ha sido asegurada”.




b. Situación socioeconómica





A fines de septiembre del 2012, el FMI aprobó a solicitud del gobierno bosnio un nuevo acuerdo stand-by por 500 millones de dólares, con el objeto de brindar apoyo al programa económico del gobierno para el período 2012-2014.





Después de una ligera contracción del 1,1% en el 2012, la economía comenzó a recuperarse a principios de 2013. Sin embargo, la tasa desempleo sigue siendo muy elevada y no hay consenso en el gobierno sobre definiciones esenciales de la política económica y fiscal, lo que impide reformas estructurales a nivel país. El sistema legal es igualmente complejo e ineficiente y por lo mismo no es un incentivo a la inversión extranjera.




La presión inflacionaria genera fuertes distorsiones en la economía local y afecta de sobremanera el salario real como también los fondos de pensiones y de salud. Este cuadro ocurre en el contexto de una fuerte crisis económica europea lo que hace aún más difícil generar mejores condiciones para la deteriorada economía de B y H a través del apoyo externo.




Los problemas de la economía y sus efectos negativos en la población y el deterioro de las condiciones y calidad de vida de los ciudadanos, produce una exacerbación de las tensiones interétnicas y su correlato en la complejidad creciente que se observa para construir una sociedad que puede integrase en un proyecto-país, que aún resiente las heridas del conflicto, desde la diversidad étnica, religiosa y cultural de Bosnia Herzegovina.




c. Situación de Seguridad de la Misión




Los principales factores que se consideran en este informe referidos a la matriz de seguridad y que determinan el grado de amenaza existente sobre el orden interno nacional, son el terrorismo, el crimen organizado (tráfico de armas, drogas y personas), la corrupción y el espionaje.





Dada la situación interna, las tensiones étnicas que persisten entre los tres grupos constitutivos y las dificultades económicas que afectan a la población,  Bosnia y Herzegovina está lejos aún de alcanzar una estabilidad duradera. Por lo mismo hay condiciones objetivas que podrían, en un contexto determinado, gatillar situaciones que generen una conflictividad mayor.





A la fecha no se registran dentro del país problemas graves de seguridad que no puedan ser abordados y solucionados con el apoyo de la misión EUFOR y por las autoridades de la Operación “ALTHEA”. El problema principal lo constituyen acciones terroristas ocasionales  -colocación de artefactos explosivos- por parte de grupos ultranacionalistas  que buscan mantener la tensión política y generar caos y temor en la población.




Las instituciones encargadas del orden y seguridad nacional, amparadas en EUFOR, continúan propiciando las condiciones para la mantención de un ambiente más seguro y estable, no vislumbrándose en el futuro cercano riesgos o amenazas importantes que puedan afectar el desarrollo de la Misión, a sus integrantes o la población nacional e internacional dentro del país.





Las Fuerzas Armadas de Bosnia-Herzegovina poseen una estructura uniforme, integrada e independiente. Sin embargo, aún es necesario continuar con su fortalecimiento doctrinario. Por tal razón, EUFOR mantiene el programa de asistencia por medio de una División de Entrenamiento -en la cual participa el contingente nacional de Chile- proporcionando la asesoría necesaria para el fortalecimiento de un sistema de educación y entrenamiento para las Fuerzas Armadas de Bosnia, bajo estándares homologados a la doctrina OTAN.




La Unión Europea ha reiterado en diversas ocasiones e instancias su compromiso de continuar la Operación “ALTHEA” hasta que todos los objetivos políticos y militares de la misión hayan sido logrados.





Aunque hay opiniones divididas respecto al futuro de B y H, existe consenso en las Naciones Unidas y en la mayoría de los países europeos sobre la necesidad de mantener esta Misión. Por su parte, la Oficina del Alto Representante de Naciones Unidas y la Representación Especial de la Unión Europea, han ratificado que mantendrán su presencia durante los próximos años en Sarajevo, de manera de continuar cooperando al fortalecimiento de una plena democracia en el país.




B. EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEAN INVOLUCRADOS





1. Consideraciones Generales




A la Operación ALTHEA le corresponde, de acuerdo con su mandato, cooperar en el cumplimiento del Acuerdo General de Paz en Bosnia y Herzegovina y mantener los niveles apropiados de coordinación con los medios de la OTAN que aún se mantienen en Sarajevo.




2. Intereses Nacionales involucrados en la Operación





Frente a la multiplicación de conflictos a nivel internacional y el mayor protagonismo que los organismos multilaterales -especialmente las Naciones Unidas- han adquirido en los procesos de estabilización y reconstrucción en escenarios de post-conflicto a nivel global, Chile ha mantenido una política de estado permanente de participación y compromiso con las actividades relacionadas con la paz y seguridad internacionales.





Desde el punto de vista de la Política Exterior de Chile, la resolución multilateral de los conflictos internacionales implica asumir responsabilidades junto a otros actores para contribuir a la mantención de la paz y seguridad internacionales. Por su parte, el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales tiene para Chile un valor intrínseco, pues guarda relación con valores, principios e intereses nacionales de carácter permanente, como son el respeto del derecho internacional, la solución pacífica de controversias, la promoción de los derechos humanos y el impulso de los mecanismos multilaterales como forma de dar gobernabilidad al sistema internacional.





La misión ALTHEA ha contribuido, desde una perspectiva integral, con el fortalecimiento del Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea firmado en 2001.




En este contexto de cooperación con la UE en el ámbito de la defensa y la seguridad cabe destacar el exitoso proceso de negociación concluido recientemente para que Chile suscriba un Acuerdo Marco de Manejo de Crisis con la Unión Europea, lo cual constituye un reconocimiento a su contribución en la misión en B y H y expresa a la vez el excelente nivel de la relación política con la UE.




3. Impacto en el Desarrollo Profesional de las FF.AA.




En ocasión de la visita operacional efectuada el presente año por parte del entonces Jefe del Estado Mayor Conjunto (JEMCO), General de División Hernán Mardones, al contingente nacional desplegado en B y H, el Comandante Militar de la Misión de la Unión Europea, Mayor General, Dieter Heidecker, le manifestó al JEMCO el excelente desempeño del personal chileno y le solicitó se estudiase la factibilidad de aumentar nuestro contingente para los próximos años, principalmente en el Cuartel General de Camp Butmir en Sarajevo.





Se han cumplido diez años de la participación de Chile en ALTHEA. En razón de ello la Unión Europea condecoró a todos los miembros del contingente chileno con la “European Union Common Security and Defense Policy Service Medal”, distinción que también recibió nuestro Estandarte Nacional en representación de todos los chilenos que han participado en la Misión, constituyendo un reconocimiento formal del aporte de Chile al éxito de la misma. Esta actividad contó con la presencia de todas las autoridades de EUFOR, del Embajador de Chile en Hungría concurrente en Bosnia y Herzegovina, y representantes de los distintos países europeos representados en esa Misión.





Como consecuencia de lo anterior y del proceso de negociación para la incorporación de nuestro país al Sistema Marco de Gestión de Crisis de la U.E., el Comandante Operacional de las Fuerzas Europeas y Vice Comandante Supremo Aliado en Europa, General Richard Shirreff, informó que concurriría durante el presente año a Chile para testimoniar con su presencia el reconocimiento a las Fuerzas Armadas chilenas.




Por otra parte y conforme con la solicitud de las autoridades de EUFOR para que nuestro país continúe participando en la operación el año 2014, se tiene previsto mantener la misma estructura como fuerza militar de estabilización.





Sin perjuicio de ello, es posible que se requiera formalmente a Chile la asignación adicional de hasta 5 puestos, percibiéndose aquello como una oportunidad para que nuestro país se posicione en el Cuartel General de EUFOR.




La participación de Chile en esta operación militar en B y H contribuye con la preparación y la experiencia profesional que el contingente chileno adquiere al interactuar con efectivos militares de diversos países miembros de la UE bajo las normas militares de la OTAN
. Asimismo, estas experiencias y aprendizajes adquiridos tienen particular valor en el marco de futuras operaciones de paz de Naciones Unidas y de la Unión Europea en que participe Chile.




Es importante destacar que Chile es el único país no europeo que participa en “EUFOR - ALTHEA” y que el profesionalismo y prestigio alcanzado por nuestras tropas
 ha permitido que los efectivos nacionales cubran puestos cada vez de mayor relevancia y responsabilidad en la estructura del Cuartel General.




C. PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD.




De acuerdo a lo solicitado por la Unión Europea a Chile, se solicita autorización por el plazo de doce (12) meses, a partir del 1 enero y hasta el 31 de diciembre del 2014.




D. EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO O SOLICITUD.





Naciones Unidas, mediante la Resolución Nº 2074 del 14 de noviembre 2012, al igual que sus resoluciones anteriores, otorga el marco jurídico a la EUFOR y en consecuencia autoriza el empleo legítimo de la fuerza en caso de necesidad. Lo anterior, basado en las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas.




Las reglas de enfrentamiento que operan para este caso son las generales de las Naciones Unidas y las de la Unión Europea, que señalan que las armas individuales sólo se emplean para autodefensa inmediata.





En el caso del contingente nacional, por tratarse de efectivos cuya función principal es la de “observación y enlace”, no se contempla un empleo coercitivo, por lo que todo el personal opera sin armamento de guerra, con la sola excepción del arma de puño, la que es utilizada sólo en caso de defensa propia.




E. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS EN EL ÁREA DE MISIÓN




1. Fuerza Europea en Bosnia-Herzegovina





En la actualidad, EUFOR en B y H cuenta con 600 hombres y mujeres, desplegados bajo el mando de un Oficial General de División y con la siguiente estructura de fuerzas:



01 Cuartel General Multinacional.



01 Batallón Multinacional.



Capacidades de:




Unidad Médica.




Aviación.




Sistemas de búsqueda de información y de observación




Comunicaciones integradas




Logística




Protección de la Fuerza




Eliminación de Explosivos




Organización de Situación de Alerta:




Centro de coordinación de LOTs, en Sarajevo




Equipos de observación y enlace, en las principales ciudades





EUFOR cuenta con Reservas Militares Generales, bajo el concepto “Over the Horizon Forces”, constituidas por fuerzas de reserva táctica de apoyo mutuo, fuerzas de reserva operacional y fuerzas de reserva estratégica, todas en condiciones de concurrir a Bosnia o a la zona de conflicto, de acuerdo a la necesidad de la fuerza aplicable.




La Fuerza EUFOR está al Mando de un General de División austríaco y su Segundo Comandante es un General de Brigada húngaro. El Cuartel General cuenta con las siguientes Divisiones: División de Operaciones; División de Información y Análisis; División de Generación de Capacidades y Entrenamiento; y la División de Apoyo; cada una al mando de un Oficial Superior (Coronel o equivalente).





2. Fuerza Chilena en la Misión de Bosnia y Herzegovina




El personal considerado para el año 2014 para esta Operación es de 15 efectivos:





a. En el Cuartel General de EUFOR en la Base “Butmir” de Sarajevo.





1 Oficial Comandante de Contingente y Jefe de los Equipos de Observadores.




1 Oficial Segundo Comandante de Contingente y Especialista en Mantenimiento.




1 Oficial Administrativo.




1 Oficial Controlador de Operaciones Conjuntas.




1 Suboficial Registrador Documentación Secreta.




1 Suboficial Jefe de Programación.




1 Suboficial Asistente del Escritorio de Observación.





Sub total: 7 efectivos





b. En el Puesto de Observación (LOT), en la ciudad de Banja Luka:




1 Oficial Comandante de Equipo de Observación




2 Oficiales Jefes de Patrullas de Observación




1 Suboficial de sostenimiento




4 Suboficiales patrulleros




Sub total: 8 efectivos





TOTAL DEL CONTINGENTE: 15 efectivos




c. Tareas




El Contingente nacional que se desempeña en el Cuartel General, como componente de dicha organización, es parte de las actividades que se desarrollan a ese nivel y que están destinadas a la formación de efectivos bosnios y a la consolidación de sus capacidades. Paralelamente se mantienen los medios necesarios (fuerza de contención y reserva creíble de fuerzas militares disponibles) en terreno para apoyar la capacidad de disuasión del Estado, lo que incluye mantener fuera del territorio bosnio una fuerza capaz de moverse rápidamente e intervenir si es necesario, conforme a un seguimiento metódico de la situación para la mantención o restauración de un entorno seguro.




El personal chileno que se desempeña en el sistema de casas LOT (Equipo de Observación y Enlace), tiene un rol importante en la provisión de información diaria para contar con una evaluación general de la situación de seguridad en B y H, y forma parte de la matriz situacional de la misión EUFOR- ALTHEA.





Las tareas de los Equipos de Observación y Enlace (casas LOT) son la recolección de información de fuentes abiertas mediante un proceso de contacto permanente con la población y autoridades locales, organismos internacionales y ONG’s. Las principales tareas desarrolladas por el contingente chileno durante el presente año son las siguientes:




- Reuniones con autoridades Municipales y Policiales: 410.




- Reuniones con personas civiles (bomberos, juntas vecinales, locales destacados y otros): 180.




- Patrullajes motorizados: 550.




F. ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL, EQUIPAMIENTO Y MATERIAL DE APOYO.





Todo el personal que está desplegado en Bosnia Herzegovina, se encuentra bajo el mando de las autoridades nacionales. En lo que respecta a lo operacional, las tropas chilenas en B y H, dependen del Jefe del Estado Mayor Conjunto, en su rol de Autoridad Militar Nacional para Operaciones de Paz, quien a su vez delega la coordinación operacional en el Director de Operaciones Internacionales del EMCO.




En conformidad a la legislación chilena, el mando de las tropas desplegadas en B y H dentro del Área de Misión le corresponde al Comandante del Contingente, que es un Oficial del grado de Teniente Coronel quien, como fuera señalado, reporta directamente al Jefe del Estado Mayor Conjunto.




En cuanto a las relaciones de mando y coordinación con la Fuerza Europea, el contingente nacional se encuentra bajo el “control operacional” del Comandante de EUFOR. Este tipo de subordinación no es total, ya que como fuera señalado anteriormente, el mando total depende de Chile. En otras palabras, nuestro personal cumple sólo aquellas tareas operacionales que no vayan en contra a nuestra legislación nacional.




G. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES, A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ, Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO.




Los costos que a continuación se describen se encuentran ya considerados y financiados para el año 2014 de acuerdo al presupuesto autorizado para el Estado Mayor Conjunto para ese año e incluido en el Fondo de Operaciones de Paz.




Los costos estimativos, se desglosan como sigue:

Remuneraciones:
	D E S C R I P C I O N
	COSTO TOTAL

	
	

	Sueldo para 15 funcionarios del Ejército de Chile (ene-dic 2014)
	USD $
	1.142.641

	Total remuneraciones 2014
	USD $
	1.142.641 


Pasajes:
	D E S C R I P C I O N
	COSTO TOTAL

	
	

	Pasajes aéreos 1° relevo (ida marzo-regreso octubre)
	USD 
	47.740,00

	Pasajes aéreos 2° relevo (ida sept.-regreso marzo 2015)
	USD  
	47.740,00

	Total pasajes 2014
	USD 
	95.480,00


Operación y  Funcionamiento:
	D E S C R I P C I O N
	COSTO TOTAL

	Honorarios de intérpretes
	USD          100.000,00   

	Viáticos
	USD            20.000,00

	Alimentación
	USD          141.000,00   

	Otros gastos (alojamiento, lavandería)
	USD              7.000,00   

	TV cable
	USD              5.000,00   

	Servicio de internet
	USD              6.000,00   

	Telefonía celular
	USD              5.500,00   

	Gastos bancarios
	USD                 250,00   

	Mantenimiento y reparación de edificios
	USD              6.000,00   

	Mantenimiento y reparación mobiliario
	USD              1.000,00   

	Pasajes y fletes
	USD              4.250,00   

	Telefonía fija
	USD              7.500,00   

	Arriendo vehículos
	USD            86.250,00   

	Seguros de vehículos
	USD              6.750,00   

	Arriendo casa
	USD            48.000,00   

	Combustibles y lubricantes
	USD            60.000,00   

	Servicios básicos
	USD              5.100,00   

	Gastos menores 
	USD            10.000,00   

	Materiales de oficina
	USD              9.000,00   

	Seguro de viaje
	USD            10.000,00   

	Servicio aseo, extracción de basura
	USD            11.700,00   

	Total funcionamiento 2014
	USD          550.300,00   

	
	

	TOTAL GENERAL AÑO 2014
	USD
	1.788.421,00


- - -
DISCUSIÓN





El Subsecretario de Defensa, señor Óscar Izurieta, expresó que nuestro país es el único del continente americano que se encuentra participando en la operación “EUFOR-ALTHEA”, por cuanto se trata de una misión de la Unión Europea con el auspicio de la Organización de Naciones Unidas. Agregó que, en la actualidad, el contingente nacional se destina entre el puesto lot de Banja Luka, con 8 soldados, y el Cuartel General de Sarajevo, con 7 efectivos. Añadió que la operación tiene un costo anual de US$ 1.788.421 y tiene como limitación la no participación en la búsqueda de criminales de guerra.





Señaló que los actuales sistemas de cooperación internacional, en un mundo globalizado e interdependiente, obligan a los Estados a la búsqueda de nuevas formas de asociación de carácter político y estratégico. Por ello, afirmó que el crecimiento y el desarrollo así como la promoción del multilateralismo han traído consigo nuevas responsabilidades internacionales para Chile en el ámbito humanitario, entre ellos, el reconocimiento de la importancia de principios como la “responsabilidad de proteger”.




Expresó que la participación en una Operación de Paz de la Unión Europea en territorio europeo, constituye una muestra efectiva del cumplimiento que nuestro país le da al Acuerdo de Asociación vigente con esa organización en sus aspectos estratégicos. Añadió que, a la fecha, Chile es el único país latinoamericano que ha sido invitado a incorporarse, a partir de 2014, al Sistema Marco de Gestión de Crisis de la Unión Europea, acuerdo que se logró en noviembre del presente.




Destacó que participar en una operación de “construcción de la paz” o “mantenimiento de la paz multidimensional”, representa una experiencia relevante tanto para la Defensa como para la Cancillería.





En lo militar, indicó que el hecho que soldados chilenos operen con fuerzas armadas europeas y bajo los estándares de la EUFOR y OTAN, constituye un mecanismo directo de transferencia de experiencias operacionales, logísticas y administrativas a nuestras Fuerzas Armadas.




Precisó que, en la actualidad, no existen antecedentes que permitan establecer una fecha exacta del término de la operación de paz. No obstante, advirtió que ella se encuentra en proceso de reducción de fuerzas, pues se pasa de 772 efectivos el año 2013 a 600 el 2014.





A continuación, informó que en el caso nacional se ha concretado una reducción paulatina de sus efectivos, privilegiándose una representación en los Cuarteles Generales. Añadió que esperan terminar, a fines de 2014, el Puesto de Observación y Enlace de Banja Luka, a objeto de poder pasar a la fase de cooperación militar para el desarrollo de las Fuerzas Armadas de Bosnia.




Luego, el Honorable Senador señor Coloma expresó que este tipo de actividad de nuestras Fuerzas Armadas no se encuentran reguladas en la Constitución Política de la República. Asimismo, manifestó su inquietud respecto de la creciente inestabilidad o tensión política, que se señala en el informe





Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín indicó que Chile puede participar en este tipo de misiones de paz bajo una lógica institucional, de manera de tener relevancia en el contexto internacional. Agregó que es razonable estar en esta área, pero no de forma indefinida, destacando que esta misión de paz ha tenido un carácter más definido que la de Haití.





Consultó si la inestabilidad política y democrática está controlada y cuál es la evaluación de esta misión de paz. Inquirió cuál es el costo de esta operación a la fecha y si es objeto de recuperación.





A su vez, el Honorable Senador señor Prokurica aclaró que la presencia de Chile en Haití y Bosnia Herzegovina obedece a razones distintas, no obstante la razón de seguir es la misma. Destacó que Chile, que tiene importantes relaciones comerciales internacionales, no puede excluirse en este tipo de operaciones, por cuanto Europa es un importante socio de nuestro país, por lo tanto es importante que exista paz en dicho continente. Agregó que el costo de esta operación es limitado, por cuanto se trata solo de 15 efectivos que se encuentran en Bosnia Herzegovina.





El Honorable Senador señor Tuma hizo presente que estas misiones internacionales se han realizado buscando la paz y la defensa de los Derechos Humanos, a pesar que en Haití no se han cumplido los objetivos planteados al iniciarse dicha operación. Sin embargo, manifestó que en el Medio Oriente, específicamente en los territorios palestinos ocupados por Israel, la Organización de Naciones Unidas (ONU) no ha tomado una decisión similar de apoyar la defensa de la paz y de los derechos humanos, ya que no se han respetado los derechos del pueblo palestino.





El señor Uzurieta aclaró que cada vez que se han desarrollado elecciones en Bosnia Herzegovina ha subido la tensión, bajando una vez que se celebra ésta. Añadió que este gobierno tiene como objeto sacar el puesto lot y reforzar el Cuartel General. Concluyó indicando que el costo es de US$ 1.788.421, sin retorno de gastos, por cuanto se trata de una operación de la Unión Europea con auspicio de la Organización de Naciones Unidas.  


En virtud de las consideraciones anteriores, las Comisiones Unidas resolvieron, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, Gómez, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz, Prokurica, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio), recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia el señor Presidente de la República.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 17 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José Antonio Gómez Urrutia, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández, Juan Pablo Letelier Morel, Pedro Muñoz Aburto, Baldo Prokurica Prokurica, Eugenio Tuma Zedán y Patricio Walker Prieto.




Sala de las Comisiones unidas, a 17 de diciembre de 2013.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.

22

CERTIFICADO DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO EN MATERIA DE REGULACIÓN A FARMACIAS

(6523-11, 6037-11, 6331-11 Y 6858-11, REFUNDIDOS)


Certifico que la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de resolver las dificultades surgidas con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación de farmacias y medicamentos, Boletines Nos 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos, resolvió las discrepancias en sesiones de fecha 8 de octubre, 19 de noviembre, 10 y 17 de diciembre del año en curso, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca y Gonzalo Uriarte Herrera y Honorables Diputados señora Karla Rubilar Barahona (Nicolás Monckeberg Díaz) y señores Javier Macaya Danús, Marco Antonio Núñez Lozano, Ernesto Silva Méndez (José Antonio Kast Rist) y Víctor Torres Jeldes.
La iniciativa de ley objeto del presente certificado ha sido declarada de discusión inmediata por el Presidente de la República, plazo que vence el día 23 de diciembre del año en curso.

Las divergencias producidas entre ambas Corporaciones Legislativas durante la tramitación de la iniciativa recaen en siete disposiciones del artículo 1° del proyecto y la última afecta al artículo 3°.



En mérito de las decisiones adoptadas en el seno de la Comisión Mixta, ésta  tiene el honor de proponer el siguiente acuerdo, a fin de resolver, en una sola votación, las discrepancias producidas entre ambas ramas del Congreso Nacional en la tramitación de la iniciativa de ley en cuestión:


“En el artículo 1° del proyecto:

- Aprobar el siguiente artículo 100:


“Artículo 100.- La venta al público de productos farmacéuticos sólo podrá efectuarse previa presentación de la receta del profesional habilitado que los prescribe, salvo aquellos medicamentos que se autoricen para su venta directa en el respectivo registro sanitario.


La publicidad y demás actividades destinadas a dar a conocer al consumidor un producto farmacéutico sólo estarán permitidas respecto de medicamentos de venta directa y en los términos establecidos en el respectivo registro sanitario y conforme a lo señalado en los artículos 53 y 54 de este Código.


La promoción del producto farmacéutico destinada a los profesionales habilitados para su prescripción, dentro de las indicaciones de utilidad terapéutica del respectivo registro sanitario, no podrá efectuarse a través de medios de comunicación social dirigidos al público en general. Dicha promoción podrá incluir la entrega de muestras médicas a estos profesionales en los términos dispuestos en los respectivos registros, para ser proporcionados, a título gratuito, a las personas que utilizan sus servicios.


Quedan prohibidos la donación de productos farmacéuticos realizada con fines publicitarios y los incentivos económicos de cualquier índole, que induzcan a privilegiar el uso de determinado producto a los profesionales habilitados para prescribir y dispensar medicamentos o a los dependientes de los establecimientos de expendio y a cualquier otra persona que intervenga en la venta o administración de medicamentos.


Se entenderá por incentivo cualquier pago, regalo, servicio o beneficio económico entregado o realizado a las personas señaladas en el inciso anterior, por parte de laboratorios farmacéuticos, droguerías, importadores o distribuidores de medicamentos, establecimientos farmacéuticos en general o por quienes los representen.


Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, se permitirá la donación de productos farmacéuticos a establecimientos asistenciales sin fines de lucro, siempre que aquéllos se encuentren comprendidos en el Formulario Nacional de Medicamentos.

Los medicamentos deberán presentarse en envases que dificulten a los menores su ingesta no asistida y no podrán tener forma de dulces, golosinas, confites, figuras, juguetes o cualquier otra que promueva su consumo, según se determine en el respectivo reglamento.”.
(Unanimidad 10 x 0).
- En el artículo 101:


Sustituir el inciso primero por los siguientes:


“Artículo 101.- La receta es el instrumento privado mediante el cual el profesional habilitado para prescribir indica a una persona identificada y previamente evaluada, como parte integrante del acto médico y por consiguiente de la relación clínica,  el uso y las condiciones de empleo de un producto farmacéutico individualizado por su denominación de fantasía, debiendo agregar, a modo de información, la denominación común internacional que autorizará su intercambio, en caso de existir medicamentos bioequivalentes certificados, en los términos del inciso siguiente. 




Si el medicamento prescrito es de aquellos que deben demostrar bioequivalencia según decreto supremo fundado, el químico farmacéutico, a solicitud del paciente, dispensará alguno de los productos que, siendo bioequivalentes del prescrito, hayan demostrado tal exigencia en conformidad a los requisitos contenidos en el respectivo decreto supremo expedido a través del Ministerio de Salud, los que deberán ajustarse a la normativa de la Organización Mundial de la Salud.

Si el medicamento prescrito es de aquellos que no requieren demostrar bioequivalencia, el químico farmacéutico lo dispensará conforme a la receta médica.


Será obligación de los establecimientos de expendio poner a disposición de quien requiera la dispensación de un medicamento, un listado de los productos que deben demostrar bioequivalencia de acuerdo al decreto señalado precedentemente.

Asimismo, será obligación de los referidos establecimientos de expendio contar con un petitorio farmacéutico, en los términos indicados en el artículo 94 de este código, el cual será aprobado mediante resolución del Ministro de Salud, indicando los medicamentos que deban obligatoriamente ponerse a disposición del público. Esta exigencia incluirá todos los medicamentos que, conteniendo el mismo principio activo y dosis por forma farmacéutica, hayan demostrado su bioequivalencia, todo ello conforme a las normas reglamentarias establecidas a través del Ministerio de Salud.”.

(Unanimidad 10 x 0).
En consecuencia, los incisos segundo a sexto pasan a ser incisos sexto a décimo, respectivamente, sin enmiendas.
- En el artículo 126:


Aprobar la siguiente oración final en el inciso segundo: “En ninguno de estos establecimientos estará permitida la instalación de consultas médicas o de tecnólogos médicos.”.

(En primera votación, la abstención del Honorable Diputado señor Torres determinó que no se resolviera el punto; repetida, la norma fue aprobada por mayoría de 6 votos contra 4; por la aprobación se manifestaron los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señores Núñez y Torres; por el rechazo lo hicieron el Honorable Senador señor Uriarte y los Honorables Diputados señora Rubilar y señores Macaya  y Silva).
- En el artículo 129:


Agregar al final del inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Para los efectos de la fijación de turnos, deberán considerarse datos poblacionales y cantidad de farmacias, de almacenes farmacéuticos y de establecimientos de salud existentes en la localidad de que se trate.”.

(Unanimidad 10 x 0).

- Aprobar el siguiente artículo 129 A:


“Artículo 129 A.- Las farmacias deberán ser dirigidas técnicamente por un químico farmacéutico que deberá estar presente durante todo el horario de funcionamiento del establecimiento.

Corresponderá a estos profesionales realizar o supervisar la dispensación adecuada de los productos farmacéuticos, conforme a los términos dispuestos en la receta, informar personalmente y propender a su uso racional, absolviendo las consultas que le formulen los usuarios. También les corresponderá ejercer la permanente vigilancia de los aspectos técnico sanitarios del establecimiento, sin perjuicio de la responsabilidad que les pueda caber en la operación administrativa del mismo, la que estará encomendada a su personal dependiente. En el ejercicio de su función de dispensación, dichos profesionales deberán, además, efectuar o supervisar el fraccionamiento de envases de medicamentos para la entrega del número de dosis requerido por la persona, según la prescripción del profesional competente.


Mediante decreto dictado a través del Ministerio de Salud se aprobarán las normas para la correcta ejecución del fraccionamiento, las que incluirán la determinación de los productos de venta con receta médica no sujeta a control legal sobre los cuales se podrá realizar, incluyendo su forma farmacéutica, la obligación de distribuirlos y expenderlos en condiciones seguras, evitando contaminaciones y errores, y las condiciones de rotulación del envase de entrega al adquirente que permitan identificar el producto, al prescriptor y al paciente, así como las indicaciones para su empleo. Esas normas serán obligatorias para los importadores, fabricantes y distribuidores de medicamentos y para las farmacias.”.

(Unanimidad 9 x 0).
- En el artículo 129 D:

Insertar al final del inciso quinto la siguiente oración, pasando el punto aparte a ser punto seguido: “En todo caso, será obligación de tales profesionales mantener los productos señalados en condiciones adecuadas de seguridad y conservación.”.
(Unanimidad 9 x 0).

Además, agregar el siguiente inciso final:


“Ninguna de las normas establecidas en esta ley podrá ser interpretada en el sentido de que se autoriza el expendio de medicamentos en lugares o recintos distintos de los señalados expresamente en ella ni a la venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.”.


(Mayoría de 7 votos contra 2; votaron a favor los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Rubilar y señores Núñez y Torres; lo hicieron en contra los Honorables Diputados señores Macaya y Silva).

- En el artículo 129 E:

Aprobar el precepto de reemplazo introducido por la Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:


“Artículo 129 E.- La responsabilidad sanitaria por la infracción de las normas establecidas en esta ley se hará efectiva de conformidad al Libro Décimo.”.
(Mayoría de 6 votos contra 3; por la aprobación estuvieron el Honorable Senador señor Chahuán y los Honorables Diputados señora Rubilar y señores Macaya, Núñez, Torres y Silva; por el rechazo se manifestaron los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide).
ARTÍCULO 3°


Aprobar el inciso tercero del proyecto del Senado, cuyo texto es el siguiente:


“Un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud establecerá la forma en que se dará cumplimiento a esta obligación e indicará qué información debe ponerse a disposición del público para cada producto farmacéutico, así como las normas y condiciones para el expendio de medicamentos de venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.”.”.

(Unanimidad 9 x 0).

Se deja constancia de que todas las disposiciones aprobadas por la Comisión Mixta son propias de ley común.

- - - - - - -

Valparaíso, 17 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario de la Comisión Mixta.
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� Memo UE, 889 del 16 de octubre del 2013


�Debe considerarse además que esta contribución se desarrolla en una zona actualmente pacificada, sin mayores riesgos para nuestras tropas


 


� Se cumple así el objetivo de fortalecer la imagen de Chile en el exterior, correspondiente a uno de los intereses de nuestra Política Exterior. 
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